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La presente compilación pretende reunir la 
normativa laboral esencial – y actualizada- que, 
como tal, resulta de gran utilidad para quienes 
ejercemos la abogacía y nos dedicamos, en 
particular, al Derecho del Trabajo. 
Sin desconocer los distintos medios de información 
existentes, pero en el convencimiento de que los 
libros siguen siendo una herramienta de consulta 
por excelencia, esta mínima contribución colegial se 
convierte en un valioso aporte a la comunidad 
jurídica que alberga. 
 “El derecho se transforma constantemente. Si no 
sigues sus pasos, serás cada día un poco menos 
abogado”, E. J. Couture. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



ÍNDICE 
 

  
LEGISLACIÓN NACIONAL  

 
 

DERECHO INDIVIDUAL DEL TRABAJO 

 

Ley de Contrato de Trabajo N° 20.744. Pág.- 

Incrementos indemnizatorios N° 25.323. Pág.- 

Ley de la Pequeña y Mediana Empresa N° 24.467. Pág.- 

Ley del Sueldo Anual Complementario N° 23.041. Pág.- 

- Decreto 1.078. Sueldo Anual Complementario. Pág.- 

- Decreto 1.056/2008. Administración Pública Nacional. Pág.- 

Ley Nacional de Empleo N° 24.013. Pág.- 

- Decreto 2725/91. Pág.- 

- Decreto 739/92. Reglamentación del Título IV de la ley N° 24.013. Pág.- 

Decreto 1694/2006 de Empresas de Servicios Eventuales. Pág.- 

Ley de Actos Discriminatorios N° 23.592. Pág.- 

Ley de Trabajo Agrario N° 26.727. Pág.- 

- Decreto 301/2013. Pág.- 

Ley de Trabajadores de casas particulares N° 26.844. Pág.- 

Decreto Ley de la Industria de la Construcción N° 22.250. Pág.- 

 
 
DERECHO COLECTIVO DE TRABAJO 

 

Ley de Asociaciones Sindicales N° 23.551. Pág.- 

- Decreto 467/1988. Reglamentación. Pág.- 

- Decreto 1040/2001. Reglamentación de la aplicación del procedimiento para dirimir las cuestiones de 

encuadramiento sindical establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 23.551. Pág.- 

Ley N° 14.250. Disposiciones que se establecen para las Convenciones Colectivas de Trabajo Pág.- 

- Decreto 1135/2004. Convenciones Colectivas de Trabajo. Pág.- 

Ley N° 25.877. Régimen laboral (Derecho Colectivo del Trabajo. Negociación Colectiva. 

Procedimiento de la Negociación Colectiva. Conflictos Colectivos de Trabajo). Pág.- 

 
 



RIESGOS DEL TRABAJO 

Ley de Riesgos del Trabajo N° 24.557. Pág.- 

- Decreto 170/96. Reglamentación de la Ley 24.557. Pág.- 

- Decreto 334/96. Reglamentación de la Ley Nº 24.557. Pág.- 

- Decreto 658/96. Aprueba el Listado de Enfermedades Profesionales, previsto en el artículo 6º, inciso 2, 

de la Ley Nº 24.557. Pág.- 

- Decreto 659/96. Aprueba la Tabla de Evaluación de Incapacidades Laborales. Pág.- 

- Decreto 49/2014. Listado de Enfermedades Profesionales. Decretos 658/96, 659/96 y 590/97. 

Modificaciones. Pág.- 

- Decreto 717/96. Otorga facultades a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y a la Superintendencia 

de Administración de Fondos de Jubilaciones y Pensiones para que regulen el actuar de las Comisiones 

Médicas y la Comisión Médica Central. Determinación de las Contingencias e Incapacidades. Intervención 

de las Comisiones Médicas. Trámite ante las mismas. Recursos. Pág.- 

- Decreto 491/97. Incorpora al ámbito de aplicación y al sistema creado por la Ley N° 24.557 a los 

trabajadores domésticos, a los vinculados por relaciones; no laborales y a los trabajadores autónomos. 

Modificación de los Decretos Nros. 334/96 y 717/96. Pág.- 

- Decreto 1475/2015. Modificación decreto 717/1996. Pág.- 

- Decreto 1278/2000. Modificación de la Ley N° 24.557 y su modificatoria, con el fin de mejorar las 

prestaciones que se otorgan a los trabajadores damnificados, sin que ello importe afectar el curso y 

eficacia del sistema de seguridad social sobre Riesgos del Trabajo. Amplía el régimen vigente en materia 

de derechohabientes. Incorporación de mecanismos operativos eficaces en favor de la prevención. 

Aplicación del Fondo para Fines Específicos, creado por el Decreto Nº 590/97. Pág.- 

- Decreto 410/2001. Reglamenta diversos aspectos de la Ley N° 24.557. Pág.- 

- Decreto 1694/2009. Incrementa los montos de las Prestaciones Dinerarias. Crea el Registro de 

Prestadores Médico Asistenciales. Pág.- 

Ley N° 26.773. Régimen de ordenamiento de la reparación de los daños derivados de los 

accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Pág.- 

- Decreto 472/2014. Reglamentación de la Ley N° 26.773. Pág.- 

Ley N° 27348. Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabaj. Pág.-. 

- Resolución Superintendencia de Riesgos del Trabajo N° 899-E/2017. Pág.- 

- Resolución Superintendencia de Riesgos del Trabajo N° 298/2017. Del procedimiento ante las 

Comisiones Médicas regulado en el artículo 1° de la Ley Complementaria de la Ley de Riesgos del 

Trabajo. Pág.- 

 

 
LEGISLACIÓN PROVINCIAL  

 

Ley N° 11653. Procedimiento ante los tribunales laborales de la Provincia de Buenos Aires 

(Administración de la Justicia del Trabajo). pág. 

Ley N° 14.997. Adhesión a la ley nacional 27348, Ley Complementaria de la Ley de Riesgos del 

Trabajo, Ley 24.557 (Comisión Médica Central – ART- Autoseguro público) N° 14.997. pág. 



Ley N° 15.057. Establece el nuevo procedimiento laboral en la Provincia. Deroga la ley 11.653. 

Modifica ley 5827. La presente ley entrará en vigencia a partir del primer día hábil del mes de 

febrero del año 2020. pág. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
LEGISLACIÓN NACIONAL  

 

 

RÉGIMEN DE CONTRATO DE TRABAJO 

LEY 20.744 

Sancionada: septiembre 11 de 1974. 

Promulgada: septiembre 20 de 1974. 

Publicada en el Boletín Oficial del 27 septiembre 1974, número 23003.  

 

LEY DE CONTRATO DE TRABAJO. 

TÍTULO I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1° — Fuentes de regulación. 

El contrato de trabajo y la relación de trabajo se rige: 

a) Por esta ley. 

b) Por las leyes y estatutos profesionales. 

c) Por las convenciones colectivas o laudos con fuerza de tales. 

d) Por la voluntad de las partes. 

e) Por los usos y costumbres. 

Art. 2° — Ámbito de aplicación. 

La vigencia de esta ley quedará condicionada a que la aplicación de sus disposiciones resulte compatible 

con la naturaleza y modalidades de la actividad de que se trate y con el específico régimen jurídico a que 

se halle sujeta. 

Las disposiciones de esta ley no serán aplicables: 

a) A los dependientes de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, excepto que por acto 

expreso se los incluya en la misma o en el régimen de las convenciones colectivas de trabajo. 

b) Al personal de casas particulares, sin perjuicio que las disposiciones de la presente ley serán de 

aplicación en todo lo que resulte compatible y no se oponga a la naturaleza y modalidades propias del 

régimen específico o cuando así se lo disponga expresamente. (Inciso sustituido por art. 72 inc. a) de 

la Ley N° 26.844. Vigencia: de aplicación a todas las relaciones laborales alcanzadas por este régimen al 

momento de su entrada en vigencia) 

c) A los trabajadores agrarios, sin perjuicio que las disposiciones de la presente ley serán de aplicación 

supletoria en todo lo que resulte compatible y no se oponga a la naturaleza y modalidades propias del 

Régimen de Trabajo Agrario. (Inciso sustituido por art. 104 de la Ley N° 26.727 B.O. 28/12/2011) 

 

Art. 3° — Ley aplicable. 

Esta ley regirá todo lo relativo a la validez, derechos y obligaciones de las partes, sea que el contrato de 

trabajo se haya celebrado en el país o fuera de él; en cuanto se ejecute en su territorio. 

Art. 4° — Concepto de trabajo. 

Constituye trabajo, a los fines de esta ley, toda actividad lícita que se preste en favor de quien tiene la 

facultad de dirigirla, mediante una remuneración. 

El contrato de trabajo tiene como principal objeto la actividad productiva y creadora del hombre en sí. Sólo 

después ha de entenderse que media entre las partes una relación de intercambio y un fin económico en 

cuanto se disciplina por esta ley. 



Art. 5° — Empresa-Empresario. 

A los fines de esta ley, se entiende como "empresa" la organización instrumental de medios personales, 

materiales e inmateriales, ordenados bajo una dirección para el logro de fines económicos o benéficos. 

A los mismos fines, se llama "empresario" a quien dirige la empresa por sí, o por medio de otras 

personas, y con el cual se relacionan jerárquicamente los trabajadores, cualquiera sea la participación 

que las leyes asignen a éstos en la gestión y dirección de la "empresa". 

Art. 6° — Establecimiento. 

Se entiende por "establecimiento" la unidad técnica o de ejecución destinada al logro de los fines de la 

empresa, a través de una o más explotaciones. 

Art. 7° — Condiciones menos favorables. Nulidad. 

Las partes, en ningún caso, pueden pactar condiciones menos favorables para el trabajador que las 

dispuestas en las normas legales, convenciones colectivas de trabajo o laudo con fuerza de tales, o que 

resulten contrarias a las mismas. Tales actos llevan aparejada la sanción prevista en el artículo 44 de esta 

ley. 

Art. 8° — Condiciones más favorables provenientes de convenciones colectivas de trabajo. 

Las convenciones colectivas de trabajo o laudos con fuerza de tales, que contengan normas más 

favorables a los trabajadores, serán válidas y de aplicación. Las que reúnan los requisitos formales 

exigidos por la ley y que hubieran sido debidamente individualizadas, no estarán sujetas a prueba en 

juicio. 

Art. 9° — El principio de la norma más favorable para el trabajador. 

En caso de duda sobre la aplicación de normas legales o convencionales prevalecerá la más favorable al 

trabajador, considerándose la norma o conjuntos de normas que rija cada una de las instituciones del 

derecho del trabajo. 

Si la duda recayese en la interpretación o alcance de la ley, o en apreciación de la prueba en los casos 

concretos, los jueces o encargados de aplicarla se decidirán en el sentido más favorable al trabajador. 

(Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 26.428 B.O. 26/12/2008) 

Artículo 10. — Conservación del contrato. 

En caso de duda las situaciones deben resolverse en favor de la continuidad o subsistencia del contrato. 

Artículo 11. — Principios de interpretación y aplicación de la ley. 

Cuando una cuestión no pueda resolverse por aplicación de las normas que rigen el contrato de trabajo o 

por las leyes análogas, se decidirá conforme a los principios de la justicia social, a los generales del 

derecho del trabajo, la equidad y la buena fe. 

Art. 12. — Irrenunciabilidad. 

Será nula y sin valor toda convención de partes que suprima o reduzca los derechos previstos en esta ley, 

los estatutos profesionales, las convenciones colectivas o los contratos individuales de trabajo, ya sea al 

tiempo de su celebración o de su ejecución, o del ejercicio de derechos provenientes de su extinción. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.574 B.O. 29/12/2009) 

Art. 13. — Substitución de las cláusulas nulas. 

Las cláusulas del contrato de trabajo que modifiquen en perjuicio del trabajador normas imperativas 

consagradas por leyes o convenciones colectivas de trabajo serán nulas y se considerarán substituidas 

de pleno derecho por éstas. 

Art. 14. — Nulidad por fraude laboral. 

Será nulo todo contrato por el cual las partes hayan procedido con simulación o fraude a la ley laboral, 

sea aparentando normas contractuales no laborales, interposición de personas o de cualquier otro medio. 

En tal caso, la relación quedará regida por esta ley. 



Art. 15. — Acuerdos transaccionales conciliatorios o liberatorios. Su validez. 

Los acuerdos transaccionales, conciliatorios o liberatorios sólo serán válidos cuando se realicen con 

intervención de la autoridad judicial o administrativa, y mediare resolución fundada de cualquiera de ésta 

que acredite que mediante tales actos se ha alcanzado una justa composición de los derechos e intereses 

de las partes. 

Sin perjuicio de ello, si una o ambas partes pretendieren que no se encuentran alcanzadas por las normas 

que establecen la obligación de pagar o retener los aportes con destino a los organismos de la seguridad 

social, o si de las constancias disponibles surgieren indicios de que el trabajador afectado no se 

encuentra regularmente registrado o de que ha sido registrado tardíamente o con indicación de una 

remuneración inferior a la realmente percibida o de que no se han ingresado parcial o totalmente aquellos 

aportes y contribuciones, la autoridad administrativa o judicial interviniente deber remitir las actuaciones a 

la Administración Federal de Ingresos Públicos con el objeto de que la misma establezca si existen 

obligaciones omitidas y proceda en su consecuencia. (Párrafo incorporado por art. 44 de la Ley N° 

25.345 B.O. 17/11/2000) 

La autoridad judicial o administrativa que omitiere actuar del modo establecido en esta norma quedará 

incursa en grave incumplimiento de sus deberes como funcionario y será, en consecuencia, pasible de las 

sanciones y penalidades previstas para tales casos. (Párrafo incorporado por art. 44 de la Ley N° 

25.345 B.O. 17/11/2000) 

En todos los casos, la homologación administrativa o judicial de los acuerdos conciliatorios, 

transaccionales o liberatorios les otorgar la autoridad de cosa juzgada entre las partes que los hubieren 

celebrado, pero no les hará oponibles a los organismos encargados de la recaudación de los aportes, 

contribuciones y demás cotizaciones destinados a los sistemas de la seguridad social, en cuanto se 

refiera a la calificación de la naturaleza de los vínculos habidos entre las partes y a la exigibilidad de las 

obligaciones que de esos vínculos se deriven para con los sistemas de seguridad social. (Párrafo 

incorporado por art. 44 de la Ley N° 25.345 B.O. 17/11/2000) 

Art. 16. — Aplicación analógica de las convenciones colectivas de trabajo. — Su exclusión. 

Las convenciones colectivas de trabajo no son susceptibles de aplicación extensiva o analógica, pero 

podrán ser tenidas en consideración para la resolución de casos concretos, según la profesionalidad del 

trabajador. 

Art. 17. — Prohibición de hacer discriminaciones. 

Por esta ley se prohíbe cualquier tipo de discriminación entre los trabajadores por motivo de sexo, raza, 

nacionalidad, religiosos, políticos, gremiales o de edad. 

Art. 17 bis. — Las desigualdades que creara esta ley a favor de una de las partes, sólo se entenderán 

como forma de compensar otras que de por sí se dan en la relación. (Artículo incorporado por art. 1° de 

la Ley N° 26.592 B.O. 21/5/2010) 

Art. 18. — Tiempo de servicio. 

Cuando se concedan derechos al trabajador en función de su antigüedad, se considerará tiempo de 

servicio el efectivamente trabajado desde el comienzo de la vinculación, el que corresponda a los 

sucesivos contratos a plazo que hubieren celebrado las partes y el tiempo de servicio anterior, cuando el 

trabajador, cesado en el trabajo por cualquier causa, reingrese a las órdenes del mismo empleador. 

Art. 19. — Plazo de preaviso. 

Se considerará igualmente tiempo de servicio el que corresponde al plazo de preaviso que se fija por esta 

ley o por los estatutos especiales, cuando el mismo hubiere sido concedido. 

Art. 20. — Gratuidad. 

El trabajador o sus derecho-habientes gozarán del beneficio de la gratuidad en los procedimientos 



judiciales o administrativos derivados de la aplicación de esta ley, estatutos profesionales o convenciones 

colectivas de trabajo. 

Su vivienda no podrá ser afectada al pago de costas en caso alguno. 

En cuanto de los antecedentes del proceso resultase pluspetición inexcusable, las costas deberán ser 

soportadas solidariamente entre la parte y el profesional actuante. 

TÍTULO II 

Del Contrato de Trabajo en General 

CAPÍTULO I 

Del contrato y la relación de trabajo 

Art. 21. — Contrato de trabajo. 

Habrá contrato de trabajo, cualquiera sea su forma o denominación, siempre que una persona física se 

obligue a realizar actos, ejecutar obras o prestar servicios en favor de la otra y bajo la dependencia de 

ésta, durante un período determinado o indeterminado de tiempo, mediante el pago de una remuneración. 

Sus cláusulas, en cuanto a la forma y condiciones de la prestación, quedan sometidas a las disposiciones 

de orden público, los estatutos, las convenciones colectivas o los laudos con fuerza de tales y los usos y 

costumbres. 

Art. 22. — Relación de trabajo. 

Habrá relación de trabajo cuando una persona realice actos, ejecute obras o preste servicio en favor de 

otra, bajo la dependencia de ésta en forma voluntaria y mediante el pago de una remuneración, 

cualquiera sea el acto que le dé origen. 

Art. 23. — Presunción de la existencia del contrato de trabajo. 

El hecho de la prestación de servicios hace presumir la existencia de un contrato de trabajo, salvo que por 

las circunstancias, las relaciones o causas que lo motiven se demostrase lo contrario. 

Esa presunción operará igualmente aún cuando se utilicen figuras no laborales, para caracterizar al 

contrato, y en tanto que por las circunstancias no sea dado calificar de empresario a quien presta el 

servicio. 

Art. 24. — Efectos del contrato sin relación de trabajo. 

Los efectos del incumplimiento de un contrato de trabajo, antes de iniciarse la efectiva prestación de los 

servicios, se juzgarán por las disposiciones del derecho común, salvo lo que expresamente se dispusiera 

en esta ley. 

Dicho incumplimiento dará lugar a una indemnización que no podrá ser inferior al importe de un (1) mes 

de la remuneración que se hubiere convenido, o la que resulte de la aplicación de la convención colectiva 

de trabajo correspondiente. 

CAPÍTULO II 

De los sujetos del contrato de trabajo 

Art. 25. — Trabajador. 

Se considera "trabajador", a los fines de esta ley, a la persona física que se obligue o preste servicios en 

las condiciones previstas en los artículos 21 y 22 de esta ley, cualesquiera que sean las modalidades de 

la prestación. 

Art. 26. — Empleador. 

Se considera "empleador" a la persona física o conjunto de ellas, o jurídica, tenga o no personalidad 

jurídica propia, que requiera los servicios de un trabajador. 

Art. 27. — Socio-empleado. —Las personas que, integrando una sociedad, prestan a ésta toda su 

actividad o parte principal de la misma en forma personal y habitual, con sujeción a las instrucciones o 

directivas que se le impartan o pudieran impartírseles para el cumplimiento de tal actividad, serán 



consideradas como trabajadores dependientes de la sociedad a los efectos de la aplicación de esta ley y 

de los regímenes legales o convencionales que regulan y protegen la prestación de trabajo en relación de 

dependencia. 

Exceptúanse las sociedades de familia entre padres e hijos. Las prestaciones accesorias a que se 

obligaren los socios, aun cuando ellas resultasen del contrato social, si existieran las modalidades 

consignadas, se considerarán obligaciones de terceros con respecto a la sociedad y regidas por esta ley o 

regímenes legales o convencionales aplicables. 

Art. 28. — Auxiliares del trabajador. 

Si el trabajador estuviese autorizado a servirse de auxiliares, éstos serán considerados como en relación 

directa con el empleador de aquél, salvo excepción expresa prevista por esta ley o los regímenes legales 

o convencionales aplicables. 

Art. 29. — Interposición y mediación — Solidaridad. 

Los trabajadores que habiendo sido contratados por terceros con vista a proporcionarlos a las empresas, 

serán considerados empleados directos de quien utilice su prestación. 

En tal supuesto, y cualquiera que sea el acto o estipulación que al efecto concierten, los terceros 

contratantes y la empresa para la cual los trabajadores presten o hayan prestado servicios responderán 

solidariamente de todas las obligaciones emergentes de la relación laboral y de las que se deriven del 

régimen de la seguridad social. 

Los trabajadores contratados por empresas de servicios eventuales habilitadas por la autoridad 

competente para desempeñarse en los términos de los artículos 99 de la presente y 77 a 80 de la Ley 

Nacional de Empleo, serán considerados en relación de dependencia, con carácter permanente contínuo 

o discontínuo, con dichas empresas. (Párrafo sustituido por art. 75 de la Ley N° 24.013 B.O. 17/12/1991) 

Art. 29 BIS. — El empleador que ocupe trabajadores a través de una empresa de servicios eventuales 

habilitada por la autoridad competente, será solidariamente responsable con aquélla por todas las 

obligaciones laborales y deberá retener de los pagos que efectúe a la empresa de servicios eventuales 

los aportes y contribuciones respectivos para los organismos de la Seguridad Social y depositarlos en 

término. El trabajador contratado a través de una empresa de servicios eventuales estará regido por la 

Convención Colectiva, será representado por el Sindicato y beneficiado por la Obra Social de la actividad 

o categoría en la que efectivamente preste servicios en la empresa usuaria. (Artículo incorporado por art. 

76 de la Ley N° 24.013 B.O. 17/12/1991) 

Art. 30. — Subcontratación y delegación. Solidaridad. 

Quienes cedan total o parcialmente a otros el establecimiento o explotación habilitado a su nombre, o 

contraten o subcontraten, cualquiera sea el acto que le dé origen, trabajos o servicios correspondientes a 

la actividad normal y específica propia del establecimiento, dentro o fuera de su ámbito, deberán exigir a 

sus contratistas o subcontratistas el adecuado cumplimiento de las normas relativas al trabajo y los 

organismos de seguridad social. 

Los cedentes, contratistas o subcontratistas deberán exigir ademas a sus cesionarios o subcontratistas el 

número del Código Unico de Identificación Laboral de cada uno de los trabajadores que presten servicios 

y la constancia de pago de las remuneraciones, copia firmada de los comprobantes de pago mensuales al 

sistema de la seguridad social, una cuenta corriente bancaria de la cual sea titular y una cobertura por 

riesgos del trabajo. Esta responsabilidad del principal de ejercer el control sobre el cumplimiento de las 

obligaciones que tienen los cesionarios o subcontratistas respecto de cada uno de los trabajadores que 

presten servicios, no podrá delegarse en terceros y deberá ser exhibido cada uno de los comprobantes y 

constancias a pedido del trabajador y/o de la autoridad administrativa. El incumplimiento de alguno de los 

requisitos harán responsable solidariamente al principal por las obligaciones de los cesionarios, 



contratistas o subcontratistas respecto del personal que ocuparen en la prestación de dichos trabajos o 

servicios y que fueren emergentes de la relación laboral incluyendo su extinción y de las obligaciones de 

la seguridad social". Las disposiciones insertas en este artículo resultan aplicables al régimen de 

solidaridad específico previsto en el artículo 32 de la Ley 22.250. (Párrafo incorporado por art. 17 de 

la Ley N° 25.013 B.O. 24/09/1998) 

Art. 31. —Empresas subordinadas o relacionadas. Solidaridad. 

Siempre que una o más empresas, aunque tuviesen cada una de ellas personalidad jurídica propia, 

estuviesen bajo la dirección, control o administración de otras, o de tal modo relacionadas que constituyan 

un conjunto económico de carácter permanente, serán a los fines de las obligaciones contraídas por cada 

una de ellas con sus trabajadores y con los organismos de seguridad social, solidariamente responsables, 

cuando hayan mediado maniobras fraudulentas o conducción temeraria. 

CAPÍTULO III 

De los requisitos esenciales y formales del contrato de trabajo. 

Art. 32. —Capacidad. Las personas desde los dieciocho (18) años, pueden celebrar contrato de trabajo. 

Las personas desde los dieciséis (16) años y menores de dieciocho (18) años, pueden celebrar contrato 

de trabajo, con autorización de sus padres, responsables o tutores. Se presume tal autorización cuando el 

adolescente viva independientemente de ellos. (Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 26.390 B.O. 

25/6/2008) 

Art. 33. —Facultad para estar en juicio. 

Las personas desde los dieciséis (16) años están facultadas para estar en juicio laboral en acciones 

vinculadas al contrato o relación de trabajo y para hacerse representar por mandatarios mediante el 

instrumento otorgado en la forma que prevén las leyes locales, debiéndose cumplir en cualquier 

circunstancia las garantías mínimas de procedimiento en los procesos judiciales y administrativos 

establecidos por el artículo 27 de la Ley 26.061, que crea el sistema de protección integral de los 

derechos de niños, niñas y adolescentes. (Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 26.390 B.O. 

25/6/2008) 

Art. 34. —Facultad de libre administración y disposición de bienes. 

Los menores desde los dieciocho (18) años de edad tienen la libre administración y disposición del 

producido del trabajo que ejecuten, regidos por esta ley, y de los bienes de cualquier tipo que adquirieran 

con ello, estando a tal fin habilitados para el otorgamiento de todos los actos que se requieran para la 

adquisición, modificación o transmisión de derechos sobre los mismos. 

Art. 35. —Menores emancipados por matrimonio. 

Los menores emancipados por matrimonio gozarán de plena capacidad laboral. 

Art. 36. —Actos de las personas jurídicas. 

A los fines de la celebración del contrato de trabajo, se reputarán actos de las personas jurídicas los de 

sus representantes legales o de quienes, sin serlo, aparezcan como facultados para ello. 

CAPÍTULO IV 

Del objeto del contrato de trabajo 

Art. 37. —Principio general. 

El contrato de trabajo tendrá por objeto la prestación de una actividad personal e infungible, 

indeterminada o determinada. En este último caso, será conforme a la categoría profesional del trabajador 

si se la hubiese tenido en consideración al tiempo de celebrar el contrato o en el curso de la relación, de 

acuerdo a lo que prevean los estatutos profesionales y convenciones colectivas de trabajo. 

Art. 38. —Servicios excluidos. 

No podrá ser objeto del contrato de trabajo la prestación de servicios ilícitos o prohibidos. 



Art. 39. —Trabajo ilícito. 

Se considerará ilícito el objeto cuando el mismo fuese contrario a la moral y a las buenas costumbres pero 

no se considerará tal si, por las leyes, las ordenanzas municipales o los reglamentos de policía se 

consintiera, tolerara o regulara a través de los mismos. 

Art. 40. —Trabajo prohibido. 

Se considerará prohibido el objeto cuando las normas legales o reglamentarias hubieren vedado el 

empleo de determinadas personas o en determinadas tareas, épocas o condiciones. 

La prohibición del objeto del contrato está siempre dirigida al empleador. 

Art. 41. —Nulidad del contrato de objeto ilícito. 

El contrato de objeto ilícito no produce consecuencias entre las partes que se deriven de esta ley. 

Art. 42. —Nulidad del contrato de objeto prohibido. Inoponibilidad al trabajador. 

El contrato de objeto prohibido no afectará el derecho del trabajador a percibir las remuneraciones o 

indemnizaciones que se deriven de su extinción por tal causa, conforme a las normas de esta ley y a las 

previstas en los estatutos profesionales y las convenciones colectivas de trabajo. 

Art. 43. —Prohibición parcial. 

Si el objeto del contrato fuese sólo parcialmente prohibido, su supresión no perjudicará lo que del mismo 

resulte válido, siempre que ello sea compatible con la prosecución de la vinculación. En ningún caso tal 

supresión parcial podrá afectar los derechos adquiridos por el trabajador en el curso de la relación. 

Art. 44. —Nulidad por ilicitud o prohibición. Su declaración. 

La nulidad del contrato por ilicitud o prohibición de su objeto tendrá las consecuencias asignadas en los 

artículos 41 y 42 de esta ley y deberá ser declarada por los jueces, aun sin mediar petición de parte. La 

autoridad administrativa, en los límites de su competencia, mandará cesar los actos que lleven aparejados 

tales vicios. 

CAPÍTULO V 

De la formación del contrato de trabajo 

Art. 45. —Consentimiento. 

El consentimiento debe manifestarse por propuestas hechas por una de las partes del contrato de trabajo, 

dirigidas a la otra y aceptadas por ésta, se trate de ausentes o presentes. 

Art. 46. —Enunciación del contenido esencial. Suficiencia. 

Bastará, a los fines de la expresión del consentimiento, el enunciado de lo esencial del objeto de la 

contratación, quedando regido lo restante por lo que dispongan las leyes, los estatutos profesionales o las 

convenciones colectivas de trabajo, o lo que se conceptúe habitual en la actividad de que se trate, con 

relación al valor e importancia de los servicios comprometidos. 

Art. 47. — Contrato por equipo. Integración. 

Cuando el contrato se formalice con la modalidad prevista en el artículo 101 de esta ley, se entenderá 

reservada al delegado o representante del grupo de trabajadores o equipo, la facultad de designar las 

personas que lo integran y que deban adquirir los derechos y contraer las obligaciones que se derivan del 

contrato, salvo que por la índole de las prestaciones resulte indispensable la determinación anticipada de 

los mismos. 

CAPÍTULO VI 

De la forma y prueba del contrato de trabajo 

Art. 48. — Forma. 

Las partes podrán escoger libremente sobre las formas a observar para la celebración del contrato de 

trabajo, salvo lo que dispongan las leyes o convenciones colectivas en casos particulares. 

Art. 49. —Nulidad por omisión de la forma. 



Los actos del empleador para cuya validez esta ley, los estatutos profesionales o las convenciones 

colectivas de trabajo exigieran una forma instrumental determinada se tendrán por no sucedidos cuando 

esa forma no se observare. 

No obstante el vicio de forma, el acto no es oponible al trabajador. 

Art. 50. —Prueba. 

El contrato de trabajo se prueba por los modos autorizados por las leyes procesales y lo previsto en el 

artículo 23 de esta ley. 

Art. 51. —Aplicación de estatutos profesionales o convenciones colectivas de trabajo. 

Cuando por las leyes, estatutos profesionales o convenciones colectivas de trabajo se exigiera algún 

documento, licencia o carné para el ejercicio de una determinada actividad, su falta no excluirá la 

aplicación del estatuto o régimen especial, salvo que se tratara de profesión que exija título expedido por 

la autoridad competente. 

Ello sin perjuicio que la falta ocasione la aplicación de las sanciones que puedan corresponder de acuerdo 

con los respectivos regímenes aplicables. 

Art. 52. — Libro especial. Formalidades. Prohibiciones. 

Los empleadores deberán llevar un libro especial, registrado y rubricado, en las mismas condiciones que 

se exigen para los libros principales de comercio, en el que se consignará: 

a) Individualización íntegra y actualizada del empleador. 

b) Nombre del trabajador. 

c) Estado civil. 

d) Fecha de ingreso y egreso. 

e) Remuneraciones asignadas y percibidas. 

f) Individualización de personas que generen derecho a la percepción de asignaciones familiares. 

g) Demás datos que permitan una exacta evaluación de las obligaciones a su cargo. 

h) Los que establezca la reglamentación. 

Se prohíbe: 

1. Alterar los registros correspondientes a cada persona empleada. 

2. Dejar blancos o espacios. 

3. Hacer interlineaciones, raspaduras o enmiendas, las que deberán ser salvadas en el cuadro o espacio 

respectivo, con firma del trabajador a que se refiere el asiento y control de la autoridad administrativa. 

4. Tachar anotaciones, suprimir fojas o alterar su foliatura o registro. Tratándose de registro de hojas 

móviles, su habilitación se hará por la autoridad administrativa, debiendo estar precedido cada conjunto 

de hojas, por una constancia extendida por dicha autoridad, de la que resulte su número y fecha de 

habilitación. 

Art. 53. —Omisión de formalidades. 

Los jueces merituarán en función de las particulares circunstancias de cada caso los libros que carezcan 

de algunas de las formalidades prescriptas en el artículo 52 o que tengan algunos de los defectos allí 

consignados. 

Art. 54. — Aplicación de los registros, planillas u otros elementos de contralor.  

Idéntico requisito de validez deberán reunir los registros, planillas u otros elementos de contralor exigidos 

por las leyes y sus normas reglamentarias, por los estatutos profesionales o convenciones colectivas de 

trabajo, que serán apreciadas judicialmente según lo prescrito en el artículo anterior. (Artículo sustituido 

por art. 1º de la Ley Nº 27.321 B.O. 15/12/2016) 

Art. 55. —Omisión de su exhibición. 

La falta de exhibición o requerimiento judicial o administrativo del libro, registro, planilla u otros elementos 



de contralor previstos por los artículos 52 y 54 será tenida como presunción a favor de las afirmaciones 

del trabajador o de sus causa-habientes, sobre las circunstancias que debían constar en tales asientos. 

Art. 56. — Remuneraciones. Facultad de los jueces. 

En los casos en que se controvierta el monto de las remuneraciones y la prueba rendida fuera insuficiente 

para acreditar lo pactado entre las partes el Juez podrá, por decisión fundada, fijar el importe del crédito 

de acuerdo a las circunstancias de cada caso. 

Art. 57. —Intimaciones. Presunción. 

Constituirá presunción en contra del empleador su silencio ante la intimación hecha por el trabajador de 

modo fehaciente, relativa al cumplimiento o incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de 

trabajo sea al tiempo de su formalización, ejecución, suspensión, reanudación, extinción o cualquier otra 

circunstancia que haga que se creen, modifiquen o extingan derechos derivados del mismo. A tal efecto 

dicho silencio deberá subsistir durante un plazo razonable el que nunca será inferior a dos (2) días 

hábiles. 

Art. 58. —Renuncia al empleo. Exclusión de presunciones a su respecto. 

No se admitirán presunciones en contra del trabajador ni derivadas de la ley ni de las convenciones 

colectivas de trabajo, que conduzcan a sostener la renuncia al empleo o a cualquier otro derecho, sea que 

las mismas deriven de su silencio o de cualquier otro modo que no implique una forma de comportamiento 

inequívoco en aquél sentido. 

Art. 59. —Firma. Impresión digital. 

La firma es condición esencial en todos los actos extendidos bajo forma privada, con motivo del contrato 

de trabajo. Se exceptúan aquellos casos en que se demostrara que el trabajador no sabe o no ha podido 

firmar, en cuyo caso bastará la individualización mediante impresión digital, pero la validez del acto 

dependerá de los restantes elementos de prueba que acrediten la efectiva realización del mismo. 

Art. 60. —Firma en blanco. Invalidez. Modos de oposición. 

La firma no puede ser otorgada en blanco por el trabajador, y éste podrá oponerse al contenido del acto, 

demostrando que las declaraciones insertas en el documento no son reales. 

Art. 61. —Formularios. 

Las cláusulas o rubros insertos en formularios dispuestos o utilizados por el empleador, que no 

correspondan al impreso, la incorporación a los mismos de declaraciones o cantidades, cancelatorias o 

liberatorias por más de un concepto u obligación, o diferentes períodos acumulados, se apreciarán por los 

jueces, en cada caso, en favor del trabajador. 

CAPÍTULO VII 

De los derechos y deberes de las partes 

Art. 62. —Obligación genérica de las partes. 

Las partes están obligadas, activa y pasivamente, no sólo a lo que resulta expresamente de los términos 

del contrato, sino a todos aquellos comportamientos que sean consecuencia del mismo, resulten de esta 

ley, de los estatutos profesionales o convenciones colectivas de trabajo, apreciados con criterio de 

colaboración y solidaridad. 

Art. 63. —Principio de la buena fe. 

Las partes están obligadas a obrar de buena fe, ajustando su conducta a lo que es propio de un buen 

empleador y de un buen trabajador, tanto al celebrar, ejecutar o extinguir el contrato o la relación de 

trabajo. 

Art. 64. —Facultad de organización. 

El empleador tiene facultades suficientes para organizar económica y técnicamente la empresa, 

explotación o establecimiento. 



Art. 65. —Facultad de dirección. 

Las facultades de dirección que asisten al empleador deberán ejercitarse con carácter funcional, 

atendiendo a los fines de la empresa, a las exigencias de la producción, sin perjuicio de la preservación y 

mejora de los derechos personales y patrimoniales del trabajador. 

Art. 66. —Facultad de modificar las formas y modalidades del trabajo. 

El empleador está facultado para introducir todos aquellos cambios relativos a la forma y modalidades de 

la prestación del trabajo, en tanto esos cambios no importen un ejercicio irrazonable de esa facultad, ni 

alteren modalidades esenciales del contrato, ni causen perjuicio material ni moral al trabajador. 

Cuando el empleador disponga medidas vedadas por este artículo, al trabajador le asistirá la posibilidad 

de optar por considerarse despedido sin causa o accionar persiguiendo el restablecimiento de las 

condiciones alteradas. En este último supuesto la acción se substanciará por el procedimiento 

sumarísimo, no pudiéndose innovar en las condiciones y modalidades de trabajo, salvo que éstas sean 

generales para el establecimiento o sección, hasta que recaiga sentencia definitiva. (Artículo sustituido 

por art. 1º de la Ley Nº 26.088, B.O. 24/04/2006.) 

Art. 67. — Facultades disciplinarias. Limitación. 

El empleador podrá aplicar medidas disciplinarias proporcionadas a las faltas o incumplimientos 

demostrados por el trabajador. Dentro de los treinta (30) días corridos de notificada la medida, el 

trabajador podrá cuestionar su procedencia y el tipo o extensión de la misma, para que se la suprima, 

sustituya por otra o limite según los casos. Vencido dicho término se tendrá por consentida la sanción 

disciplinaria. 

Art. 68. —Modalidades de su ejercicio. 

El empleador, en todos los casos, deberá ejercitar las facultades que le están conferidas en los artículos 

anteriores, así como la de disponer suspensiones por razones económicas, en los límites y con arreglo a 

las condiciones fijadas por la ley, los estatutos profesionales, las convenciones colectivas de trabajo, los 

consejos de empresa y, si los hubiere, los reglamentos internos que éstos dictaren. Siempre se cuidará de 

satisfacer las exigencias de la organización del trabajo en la empresa y el respeto debido a la dignidad del 

trabajador y sus derechos patrimoniales, excluyendo toda forma de abuso del derecho. 

Art. 69. —Modificación del contrato de trabajo - Su exclusión como sanción disciplinaria. 

No podrán aplicarse sanciones disciplinarias que constituyan una modificación del contrato de trabajo. 

Art. 70. —Controles personales. 

Los sistemas de controles personales del trabajador destinados a la protección de los bienes del 

empleador deberán siempre salvaguardar la dignidad del trabajador y deberán practicarse con discreción 

y se harán por medios de selección automática destinados a la totalidad del personal. 

Los controles del personal femenino deberán estar reservados exclusivamente a personas de su mismo 

sexo. 

Art. 71. —Conocimiento. 

Los controles referidos en el artículo anterior, así como los relativos a la actividad del trabajador, deberán 

ser conocidos por éste. (Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 27.322 B.O. 15/12/2016) 

Art. 72. —Verificación. 

La autoridad de aplicación está facultada para verificar que los sistemas de control empleados por la 

empresa no afecten en forma manifiesta y discriminada la dignidad del trabajador. 

Art. 73. —Prohibición. Libertad de expresión. 

El empleador no podrá, ya sea al tiempo de su contratación, durante la vigencia del contrato o con vista a 

su disolución, realizar encuestas, averiguaciones o indagar sobre las opiniones políticas, religiosas, 

sindicales, culturales o de preferencia sexual del trabajador. Este podrá expresar libremente sus opiniones 



sobre tales aspectos en los lugares de trabajo, en tanto ello no interfiera en el normal desarrollo de las 

tareas. (Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.911 B.O. 5/12/2013) 

Art. 74. —Pago de la remuneración. 

El empleador está obligado a satisfacer el pago de la remuneración debida al trabajador en los plazos y 

condiciones previstos en esta ley. 

Art. 75. —Deber de seguridad. 

El empleador debe hacer observar las pautas y limitaciones a la duración del trabajo establecidas en la 

ley y demás normas reglamentarias, y adoptar las medidas que según el tipo de trabajo, la experiencia y 

la técnica sean necesarias para tutelar la integridad psicofísica y la dignidad de los trabajadores, debiendo 

evitar los efectos perniciosos de las tareas penosas, riesgosas o determinantes de vejez o agotamiento 

prematuro, así como también los derivados de ambientes insalubres o ruidosos. 

Está obligado a observar las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes sobre higiene y seguridad 

en el trabajo. El trabajador podrá rehusar la prestación de trabajo, sin que ello le ocasiones pérdida o 

disminución de la remuneración, si el mismo le fuera exigido en transgresión a tales condiciones, siempre 

que exista peligro inminente de daño o se hubiera configurado el incumplimiento de la obligación, 

mediante constitución en mora, o si habiendo el organismo competente declarado la insalubridad del 

lugar, el empleador no realizara los trabajos o proporcionara los elementos que dicha autoridad 

establezca. (Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 27.323 B.O. 15/12/2016) 

Art. 76. —Reintegro de gastos y resarcimiento de daños. 

El empleador deberá reintegrar al trabajador los gastos suplidos por éste para el cumplimiento adecuado 

del trabajo, y resarcirlo de los daños sufridos en sus bienes por el hecho y en ocasión del mismo. 

Art. 77. —Deber de protección - Alimentación y vivienda. 

El empleador debe prestar protección a la vida y bienes del trabajador cuando este habite en el 

establecimiento. Si se le proveyese de alimentación y vivienda, aquélla deberá ser sana y suficiente, y la 

última, adecuada a las necesidades del trabajador y su familia. Debe efectuar a su costa las reparaciones 

y refecciones indispensables, conforme a las exigencias del medio y confort. 

Art. 78. —Deber de ocupación. 

El empleador deberá garantizar al trabajador ocupación efectiva, de acuerdo a su calificación o categoría 

profesional, salvo que el incumplimiento responda a motivos fundados que impidan la satisfacción de tal 

deber. Si el trabajador fuese destinado a tareas superiores, distintas de aquéllas para las que fue 

contratado tendrá derecho a percibir la remuneración correspondiente por el tiempo de su desempeño, si 

la asignación fuese de carácter transitorio. 

Se reputarán las nuevas tareas o funciones como definitivas si desaparecieran las causas que dieron 

lugar a la suplencia, y el trabajador continuase en su desempeño o transcurrieran los plazos que se fijen 

al efecto en los estatutos profesionales o las convenciones colectivas de trabajo. 

Art. 79. —Deber de diligencia e iniciativa del empleador. 

El empleador deberá cumplir con las obligaciones que resulten de esta ley, de los estatutos profesionales, 

convenciones colectivas de trabajo y de los sistemas de seguridad social, de modo de posibilitar al 

trabajador el goce íntegro y oportuno de los beneficios que tales disposiciones le acuerdan. No podrá 

invocar en ningún caso el incumplimiento de parte del trabajador de las obligaciones que le están 

asignadas y del que se derive la pérdida total o parcial de aquellos beneficios, si la observancia de las 

obligaciones dependiese de la iniciativa del empleador y no probase el haber cumplido oportunamente de 

su parte las que estuviese en su cargo como agente de retención, contribuyente u otra condición similar. 

Art. 80. —Deber de observar las obligaciones frente a los organismos sindicales y de la seguridad 

social - Certificado de trabajo. 



La obligación de ingresar los fondos de seguridad social por parte del empleador y los sindicales a su 

cargo, ya sea como obligado directo o como agente de retención, configurará asimismo una obligación 

contractual. 

El empleador, por su parte, deberá dar al trabajador, cuando éste lo requiriese a la época de la extinción 

de la relación, constancia documentada de ello. Durante el tiempo de la relación deberá otorgar tal 

constancia cuando medien causas razonables. 

Cuando el contrato de trabajo se extinguiere por cualquier causa, el empleador estará obligado a entregar 

al trabajador un certificado de trabajo, conteniendo las indicaciones sobre el tiempo de prestación de 

servicios, naturaleza de éstos, constancia de los sueldos percibidos y de los aportes y contribuciones 

efectuados con destino a los organismos de la seguridad social. 

Si el empleador no hiciera entrega de la constancia o del certificado previstos respectivamente en los 

apartados segundo y tercero de este artículo dentro de los dos (2) días hábiles computados a partir del 

día siguiente al de la recepción del requerimiento que a tal efecto le formulare el trabajador de modo 

fehaciente, será sancionado con una indemnización a favor de este último que será equivalente a tres 

veces la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida por el trabajador durante el último año 

o durante el tiempo de prestación de servicios, si éste fuere menor. Esta indemnización se devengará sin 

perjuicio de las sanciones conminatorias que para hacer cesar esa conducta omisiva pudiere imponer la 

autoridad judicial competente. (Párrafo incorporado por art. 45 de la Ley N° 25.345 B.O. 17/11/2000) 

Art. 81. —Igualdad de trato. 

El empleador debe dispensar a todos los trabajadores igual trato en identidad de situaciones. Se 

considerará que existe trato desigual cuando se produzcan discriminaciones arbitrarias fundadas en 

razones de sexo, religión o raza, pero no cuando el diferente tratamiento responda a principios de bien 

común, como el que se sustente en la mayor eficacia, laboriosidad o contracción a sus tareas por parte 

del trabajador. 

Art. 82. —Invenciones del trabajador. 

Las invenciones o descubrimientos personales del trabajador son propiedad de éste, aun cuando se haya 

valido de instrumentos que no le pertenecen. 

Las invenciones o descubrimientos que se deriven de los procedimientos industriales, métodos o 

instalaciones del establecimiento o de experimentaciones, investigaciones, mejoras o perfeccionamiento 

de los ya empleados, son propiedad del empleador. 

Son igualmente de su propiedad las invenciones o descubrimientos, fórmulas, diseños, materiales y 

combinaciones que se obtengan habiendo sido el trabajador contratado con tal objeto. 

Art. 83. —Preferencia del Empleador - Prohibición - Secreto. 

El empleador deberá ser preferido en igualdad de condiciones a los terceros, si el trabajador decidiese la 

cesión de los derechos a la invención o descubrimiento, en el caso del primer párrafo del artículo 82 de 

esta ley. 

Las partes están obligadas a guardar secreto sobre las invenciones o descubrimientos logrados en 

cualquiera de aquellas formas. 

Art. 84. —Deberes de diligencia y colaboración. 

El trabajador debe prestar el servicio con puntualidad, asistencia regular y dedicación adecuada a las 

características de su empleo y a los medios instrumentales que se le provean. 

Art. 85. —Deber de fidelidad. 

El trabajador debe observar todos aquellos deberes de fidelidad que deriven de la índole de las tareas 

que tenga asignadas, guardando reserva o secreto de las informaciones a que tenga acceso y que exijan 

tal comportamiento de su parte. 



Art. 86. —Cumplimiento de órdenes e instrucciones. 

El trabajador debe observar las órdenes e instrucciones que se le impartan sobre el modo de ejecución 

del trabajo, ya sea por el empleador o sus representantes. Debe conservar los instrumentos o útiles que 

se le provean para la realización del trabajo, sin que asuma responsabilidad por el deterioro que los 

mismos sufran derivados del uso. 

Art. 87. Responsabilidad por daños. 

El trabajador es responsable ante el empleador de los daños que cause a los intereses de éste, por dolo o 

culpa grave en el ejercicio de sus funciones. 

Art. 88. —Deber de no concurrencia. 

El trabajador debe abstenerse de ejecutar negociaciones por cuenta propia o ajena, que pudieran afectar 

los intereses del empleador, salvo autorización de éste. 

Art. 89. —Auxilios o ayudas extraordinarias. 

El trabajador estará obligado a prestar los auxilios que se requieran, en caso de peligro grave o inminente 

para las personas o para las cosas incorporadas a la empresa. 

CAPÍTULO VIII 

(Capítulo incorporado por art. 1° de la Ley N° 24.576 B.O. 13/11/1995) 

De la formación profesional 

Art. s/n.- La promoción profesional y la formación en el trabajo, en condiciones igualitarias de acceso y 

trato será un derecho fundamental para todos los trabajadores y trabajadoras. 

Art. s/n.- El empleador implementará acciones de formación profesional profesional y/o capacitación con 

la participación de los trabajadores y con la asistencia de los organismos competentes al Estado. 

Art. s/n.- La capacitación del trabajador se efectuará de acuerdo a los requerimientos del empleador, a 

las características de las tareas, a las exigencias de la organización del trabajo y a los medios que le 

provea el empleador para dicha capacitación. 

Art. s/n.- La organización sindical que represente a los trabajadores de conformidad a la legislación 

vigente tendrá derecho a recibir información sobre la evolución de la empresa, sobre innovaciones 

tecnológicas y organizativas y toda otra que tenga relación con la planificación de acciones de formación y 

capacitación profesional. 

Art. s/n.- La organización sindical que represente a los trabajadores de conformidad a la legislación 

vigente ante innovaciones de base tecnológica y organizativa de la empresa, podrá solicitar al empleador 

la implementación de acciones de formación profesional para la mejor adecuación del personal al nuevo 

sistema. 

Art. s/n.- En el certificado de trabajo que el empleador está obligado a entregar a la extinción del contrato 

de trabajo deberá constar además de lo prescripto en el artículo 80, la calificación profesional obtenida en 

el o los puestos de trabajo desempeñados, hubiere o no realizado el trabajador acciones regulares de 

capacitación. 

Art. s/n.- El trabajador tendrá derecho a una cantidad de horas del tiempo total anual del trabajo, de 

acuerdo a lo que se establezca en el convenio colectivo, para realizar, fuera de su lugar de trabajo 

actividades de formación y/o capacitación que él juzgue de su propio interés. 

TÍTULO III 

De las Modalidades del Contrato de Trabajo 

CAPÍTULO I 

Principios Generales 

Art. 90. — Indeterminación del plazo. 

El contrato de trabajo se entenderá celebrado por tiempo indeterminado, salvo que su término resulte de 



las siguientes circunstancias: 

a) Que se haya fijado en forma expresa y por escrito el tiempo de su duración. 

b) Que las modalidades de las tareas o de la actividad, razonablemente apreciadas, así lo justifiquen. 

La formalización de contratos por plazo determinado en forma sucesiva, que exceda de las exigencias 

previstas en el apartado b) de este artículo, convierte al contrato en uno por tiempo indeterminado. 

Art. 91. —Alcance. 

El contrato por tiempo indeterminado dura hasta que el trabajador se encuentre en condiciones de gozar 

de los beneficios que le asignan los regímenes de seguridad social, por límites de edad y años de 

servicios, salvo que se configuren algunas de las causales de extinción previstas en la presente ley. 

Art. 92. —Prueba. 

La carga de la prueba de que el contrato es por tiempo determinado estará a cargo del empleador. 

Art. 92 bis. — El contrato de trabajo por tiempo indeterminado, excepto el referido en el artículo 96, se 

entenderá celebrado a prueba durante los primeros TRES (3) meses de vigencia. Cualquiera de las partes 

podrá extinguir la relación durante ese lapso sin expresión de causa, sin derecho a indemnización con 

motivo de la extinción, pero con obligación de preavisar según lo establecido en los artículos 231 y 232. 

El período de prueba se regirá por las siguientes reglas: 

1. Un empleador no puede contratar a un mismo trabajador, más de una vez, utilizando el período de 

prueba. De hacerlo, se considerará de pleno derecho, que el empleador ha renunciado al período de 

prueba. 

2. El uso abusivo del período de prueba con el objeto de evitar la efectivización de trabajadores será 

pasible de las sanciones previstas en los regímenes sobre infracciones a las leyes de trabajo. En 

especial, se considerará abusiva la conducta del empleador que contratare sucesivamente a distintos 

trabajadores para un mismo puesto de trabajo de naturaleza permanente. 

3. El empleador debe registrar al trabajador que comienza su relación laboral por el período de prueba. 

Caso contrario, sin perjuicio de las consecuencias que se deriven de ese incumplimiento, se entenderá de 

pleno derecho que ha renunciado a dicho período. 

4. Las partes tienen los derechos y obligaciones propias de la relación laboral, con las excepciones que 

se establecen en este artículo. Tal reconocimiento respecto del trabajador incluye los derechos sindicales. 

5. Las partes están obligadas al pago de los aportes y contribuciones a la Seguridad Social. 

6. El trabajador tiene derecho, durante el período de prueba, a las prestaciones por accidente o 

enfermedad del trabajo. También por accidente o enfermedad inculpable, que perdurará exclusivamente 

hasta la finalización del período de prueba si el empleador rescindiere el contrato de trabajo durante ese 

lapso. Queda excluida la aplicación de lo prescripto en el cuarto párrafo del artículo 212. 

7. El período de prueba, se computará como tiempo de servicio a todos los efectos laborales y de la 

Seguridad Social. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.877 B.O. 19/3/2004) 

Art. 92 TER. —Contrato de Trabajo a tiempo parcial. 

1. El contrato de trabajo a tiempo parcial es aquel en virtud del cual el trabajador se obliga a prestar 

servicios durante un determinado número de horas al día o a la semana, inferiores a las dos terceras (2/3) 

partes de la jornada habitual de la actividad. En este caso la remuneración no podrá ser inferior a la 

proporcional, que le corresponda a un trabajador a tiempo completo, establecida por ley o convenio 

colectivo, de la misma categoría o puesto de trabajo. Si la jornada pactada supera esa proporción, el 

empleador deberá abonar la remuneración correspondiente a un trabajador de jornada completa. 

2. Los trabajadores contratados a tiempo parcial no podrán realizar horas suplementarias o 

extraordinarias, salvo el caso del artículo 89 de la presente ley. La violación del límite de jornada 

establecido para el contrato a tiempo parcial, generará la obligación del empleador de abonar el salario 



correspondiente a la jornada completa para el mes en que se hubiere efectivizado la misma, ello sin 

perjuicio de otras consecuencias que se deriven de este incumplimiento. 

3. Las cotizaciones a la seguridad social y las demás que se recaudan con ésta, se efectuarán en 

proporción a la remuneración del trabajador y serán unificadas en caso de pluriempleo. En este último 

supuesto, el trabajador deberá elegir entre las obras sociales a las que aporte, a aquella a la cual 

pertenecerá. 

4. Las prestaciones de la seguridad social se determinarán reglamentariamente teniendo en cuenta el 

tiempo trabajado, los aportes y las contribuciones efectuadas. Los aportes y contribuciones para la obra 

social será la que corresponda a un trabajador, de tiempo completo de la categoría en que se desempeña 

el trabajador. 

5. Los convenios colectivos de trabajo determinarán el porcentaje máximo de trabajadores a tiempo 

parcial que en cada establecimiento se desempeñarán bajo esta modalidad contractual. Asimismo, podrán 

establecer la prioridad de los mismos para ocupar las vacantes a tiempo completo que se produjeren en la 

empresa. (Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 26.474 B.O. 23/01/2009) 

CAPÍTULO II 

Del contrato de trabajo a plazo fijo 

Art. 93. —Duración. 

El contrato de trabajo a plazo fijo durará hasta el vencimiento del plazo convenido, no pudiendo 

celebrarse por más de cinco (5) años. 

Art. 94. —Deber de preavisar - Conversión del contrato. 

Las partes deberán preavisar la extinción del contrato con antelación no menor de un (1) mes ni mayor de 

dos (2), respecto de la expiración del plazo convenido, salvo en aquellos casos en que el contrato sea por 

tiempo determinado y su duración sea inferior a un (1) mes. Aquélla que lo omitiera, se entenderá que 

acepta la conversión del mismo como de plazo indeterminado, salvo acto expreso de renovación de un 

plazo igual o distinto del previsto originariamente, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 90, segunda 

parte, de esta ley. 

Art. 95. —Despido antes del vencimiento del plazo - Indemnización. 

En los contratos a plazo fijo, el despido injustificado dispuesto antes del vencimiento del plazo, dará 

derecho al trabajador, además de las indemnizaciones que correspondan por extinción del contrato en 

tales condiciones, a la de daños y perjuicios provenientes del derecho común, la que se fijará en función 

directa de los que justifique haber sufrido quien los alegue o los que, a falta de demostración, fije el juez o 

tribunal prudencialmente, por la sola ruptura anticipada del contrato. 

Cuando la extinción del contrato se produjere mediante preaviso, y estando el contrato íntegramente 

cumplido, el trabajador recibirá una suma de dinero equivalente a la indemnización prevista en el artículo 

250 de esta ley. 

En los casos del párrafo primero de este artículo, si el tiempo que faltare para cumplir el plazo del contrato 

fuese igual o superior al que corresponda al de preaviso, el reconocimiento de la indemnización por daño 

suplirá al que corresponde por omisión de éste, si el monto reconocido fuese también igual o superior a 

los salarios del mismo. 

CAPÍTULO III 

Del contrato de trabajo de temporada 

Art. 96. —Caracterización. 

Habrá contrato de trabajo de temporada cuando la relación entre las partes, originada por actividades 

propias del giro normal de la empresa o explotación, se cumpla en determinadas épocas del año 

solamente y esté sujeta a repetirse en cada ciclo en razón de la naturaleza de la actividad. (Artículo 



sustituido por art. 66 de la Ley N° 24.013 B.O. 17/12/1991) 

Art. 97. —Equiparación a los contratos a plazo fijo. Permanencia. 

El despido sin causa del trabajador, pendientes los plazos previstos o previsibles del ciclo o temporada en 

los que estuviere prestando servicios, dará lugar al pago de los resarcimientos establecidos en el artículo 

95, primer párrafo, de esta ley. 

El trabajador adquiere los derechos que esta ley asigna a los trabajadores permanentes de prestación 

continua, a partir de su contratación en la primera temporada, si ello respondiera a necesidades también 

permanentes de la empresa o explotación ejercida, con la modalidad prevista en este capítulo. 

Art. 98. —Comportamiento de las partes a la época de la reiniciación del trabajo - Responsabilidad. 

Con una antelación no menor a treinta (30) días respecto del inicio de cada temporada, el empleador 

deberá notificar en forma personal o por medios públicos idóneos a los trabajadores de su voluntad de 

reiterar la relación o contrato en los términos del ciclo anterior. El trabajador deberá manifestar su decisión 

de continuar o no la relación laboral en un plazo de cinco (5) días de notificado, sea por escrito o 

presentándose ante el empleador. En caso que el empleador no cursara la notificación a que se hace 

referencia en el párrafo anterior, se considerará que rescinde unilateralmente el contrato y, por lo tanto, 

responderá por las consecuencias de la extinción del mismo. (Artículo sustituido por art. 67 de la Ley N° 

24.013 B.O. 17/12/1991) 

CAPÍTULO IV 

Del contrato de trabajo eventual 

Art. 99. —Caracterización. 

Cualquiera sea su denominación, se considerará que media contrato de trabajo eventual cuando la 

actividad del trabajador se ejerce bajo la dependencia de un empleador para la satisfacción de resultados 

concretos, tenidos en vista por éste, en relación a servicios extraordinarios determinados de antemano o 

exigencias extraordinarias y transitorias de la empresa, explotación o establecimiento, toda vez que no 

pueda preverse un plazo cierto para la finalización del contrato. Se entenderá además que media tal tipo 

de relación cuando el vínculo comienza y termina con la realización de la obra, la ejecución del acto o la 

prestación del servicio para el que fue contratado el trabajador. 

El empleador que pretenda que el contrato inviste esta modalidad, tendrá a su cargo la prueba de su 

aseveración. (Artículo sustituido por art. 68 de la Ley N° 24.013 B.O. 17/12/1991) 

Art. 100. — Aplicación de la ley. Condiciones. 

Los beneficios provenientes de esta ley se aplicarán a los trabajadores eventuales, en tanto resulten 

compatibles con la índole de la relación y reúnan los requisitos a que se condiciona la adquisición del 

derecho a los mismos. 

CAPÍTULO V 

Del contrato de trabajo de grupo o por equipo 

Art. 101. —Caracterización. Relación directa con el empleador. Substitución de integrantes. Salario 

colectivo. Distribución. Colaboradores. 

Habrá contrato de trabajo de grupo o por equipo, cuando el mismo se celebrase por un empleador con un 

grupo de trabajadores que, actuando por intermedio de un delegado o representante, se obligue a la 

prestación de servicios propios de la actividad de aquél. El empleador tendrá respecto de cada uno de los 

integrantes del grupo, individualmente, los mismos deberes y obligaciones previstos en esta ley, con las 

limitaciones que resulten de la modalidad de las tareas a efectuarse y la conformación del grupo. 

Si el salario fuese pactado en forma colectiva, los componentes del grupo tendrán derecho a la 

participación que les corresponda según su contribución al resultado del trabajo. Cuando un trabajador 

dejase el grupo o equipo, el delegado o representante deberá sustituirlo por otro, proponiendo el nuevo 



integrante a la aceptación del empleador, si ello resultare indispensable en razón de la modalidad de las 

tareas a efectuarse y a las calidades personales exigidas en la integración del grupo. 

El trabajador que se hubiese retirado, tendrá derecho a la liquidación de la participación que le 

corresponda en el trabajo ya realizado. 

Los trabajadores incorporados por el empleador para colaborar con el grupo o equipo, no participarán del 

salario común y correrán por cuenta de aquél. 

Art. 102. —Trabajo prestado por integrantes de una sociedad. Equiparación. Condiciones. 

El contrato por el cual una sociedad, asociación, comunidad o grupo de personas, con o sin personalidad 

jurídica, se obligue a la prestación de servicios, obras o actos propios de una relación de trabajo por parte 

de sus integrantes, a favor de un tercero, en forma permanente y exclusiva, será considerado contrato de 

trabajo por equipo, y cada uno de sus integrantes, trabajador dependiente del tercero a quien se hubieran 

prestado efectivamente los mismos. 

TÍTULO IV 

De la Remuneración del Trabajador 

CAPÍTULO I 

Del sueldo o salario en general 

Artículo 103. —Concepto. 

A los fines de esta ley, se entiende por remuneración la contraprestación que debe percibir el trabajador 

como consecuencia del contrato de trabajo. Dicha remuneración no podrá ser inferior al salario mínimo 

vital. El empleador debe al trabajador la remuneración, aunque éste no preste servicios, por la mera 

circunstancia de haber puesto su fuerza de trabajo a disposición de aquél. 

Art. 103 BIS. — Beneficios sociales. 

Se denominan beneficios sociales a las prestaciones de naturaleza jurídica de seguridad social, no 

remunerativas, no dinerarias, no acumulables ni sustituibles en dinero, que brinda el empleador al 

trabajador por sí o por medio de terceros, que tiene por objeto mejorar la calidad de vida del dependiente 

o de su familia a cargo. 

Son beneficios sociales las siguientes prestaciones: 

a) Los servicios de comedor de la empresa, 

b) (Inciso derogado por art. 1º de la Ley Nº 26.341 B.O. 24/12/2007) 

c) (Inciso derogado por art. 1º de la Ley Nº 26.341 B.O. 24/12/2007) 

d) Los reintegros de gastos de medicamentos y gastos médicos y odontológicos del trabajador y su familia 

que asumiera el empleador, previa presentación de comprobantes emitidos por farmacia, médico u 

odontólogo, debidamente documentados; 

e) La provisión de ropa de trabajo y de cualquier otro elemento vinculado a la indumentaria y al 

equipamiento del trabajador para uso exclusivo en el desempeño de sus tareas: 

f) Los reintegros documentados con comprobantes de gastos de guardería y/o sala maternal, que utilicen 

los trabajadores con hijos de hasta seis (6) años de edad cuando la empresa no contare con esas 

instalaciones; 

g) La provisión de útiles escolares y guardapolvos para los hijos del trabajador, otorgados al inicio del 

período escolar; 

h) El otorgamiento o pago debidamente documentado de cursos o seminarios de capacitación o 

especialización; 

i) El pago de gastos de sepelio de familiares a cargo del trabajador debidamente documentados con 

comprobantes. (Artículo incorporado por art. 1º de la Ley N° 24.700 B.O. 14/10/1996) 

Art. 104. —Formas de determinar la remuneración. 



El salario puede fijarse por tiempo o por rendimiento del trabajo, y en este último caso por unidad de obra, 

comisión individual o colectiva, habilitación, gratificación o participación en las utilidades e integrarse con 

premios en cualquiera de sus formas o modalidades. 

Art. 105. —Formas de pago. Prestaciones complementarias. 

Forma de pago. Prestaciones complementarias. El salario debe ser satisfecho en dinero, especie, 

habitación, alimentos o mediante la oportunidad de obtener beneficios o ganancias. 

Las prestaciones complementarias, sean en dinero o en especie, integran la remuneración del trabajador, 

con excepción de: 

a) Los retiros de socios de gerentes de sociedades de responsabilidad limitada, a cuenta de las utilidades 

del ejercicio debidamente contabilizada en el balance; 

b) Los reintegros de gastos sin comprobantes correspondientes al uso del automóvil de propiedad de la 

empresa o del empleado, calculado en base a kilómetro recorrido, conforme los parámetros fijados o que 

se fijen como deducibles en el futuro por la DGI; 

c) Los viáticos de viajantes de comercio acreditados con comprobantes en los términos del artículo 6 de la 

Ley N. 24.241, y los reintegros de automóvil en las mismas condiciones que las especificadas en el inciso 

anterior; 

d) El comodato de casa-habitación del propiedad del empleador, ubicado en barrios o complejos 

circundantes al lugar de trabajo, o la locación, en los supuestos de grave dificultad en el acceso a la 

vivienda. (Artículo sustituido por art. 2º de la Ley N° 24.700 B.O. 14/10/1996) 

Art. 105 BIS. — Cajas de Asistencia a la Canasta Familiar o vales alimentarios. (Artículo derogado 

por art. 1º del Decreto Nacional N° 773/1996 B.O. 16/7/1996). 

Art. 106. —Viáticos. 

Los viáticos serán considerados como remuneración, excepto en la parte efectivamente gastada y 

acreditada por medio de comprobantes, salvo lo que en particular dispongan los estatutos profesionales y 

convenciones colectivas de trabajo. 

Art. 107. —Remuneración en dinero. 

Las remuneraciones que se fijen por las convenciones colectivas deberán expresarse, en su totalidad, en 

dinero. 

El empleador no podrá imputar los pagos en especies a más del veinte (20) por ciento del total de la 

remuneración. 

Art. 108. — Comisiones. 

Cuando el trabajador sea remunerado en base a comisión, ésta se liquidará sobre las operaciones 

concertadas. 

Art. 109. — Comisiones colectivas o porcentajes sobre ventas - Distribución. 

Si se hubiesen pactado comisiones o porcentajes colectivos sobre ventas, para ser distribuidos entre la 

totalidad del personal, esa distribución deberá hacerse de modo tal que aquéllas beneficien a todos los 

trabajadores, según el criterio que se fije para medir su contribución al resultado económico obtenido. 

Art. 110. — Participación en las utilidades - Habilitación o formas similares. 

Si se hubiese pactado una participación en las utilidades, habilitación o formas similares, éstas se 

liquidarán sobre utilidades netas. 

Art. 111. —Verificación. 

En los casos de los artículos 108, 109 y 110 el trabajador o quien lo represente tendrá derecho a 

inspeccionar la documentación que fuere necesaria para verificar las ventas o utilidades en su caso. Estas 

medidas podrán ser ordenadas a petición de parte, por los órganos judiciales competentes. 

Art. 112. —Salarios por unidad de obra. 



En la formulación de las tarifas de destajo se tendrá en cuenta que el importe que perciba el trabajador en 

una jornada de trabajo no sea inferior al salario básico establecido en la convención colectiva de trabajo 

de la actividad o, en su defecto, al salario vital mínimo, para igual jornada. 

El empleador estará obligado a garantizar la dación de trabajo en cantidad adecuada, de modo de permitir 

la percepción de salarios en tales condiciones, respondiendo por la supresión o reducción injustificada de 

trabajo. 

Art. 113. —Propinas. 

Cuando el trabajador, con motivo del trabajo que preste, tuviese oportunidad de obtener beneficios o 

ganancias, los ingresos en concepto de propinas o recompensas serán considerados formando parte de 

la remuneración, si revistieran el carácter de habituales y no estuviesen prohibidas. 

Art. 114. —Determinación de la remuneración por los jueces. 

Cuando no hubiese sueldo fijado por convenciones colectivas o actos emanados de autoridad competente 

o convenidos por las partes, su cuantía fijada por los jueces ateniéndose a la importancia de los servicios 

y demás condiciones en que se prestan los mismos, el esfuerzo realizado y a los resultados obtenidos. 

Art. 115. —Onerosidad - Presunción. 

El trabajo no se presume gratuito. 

CAPÍTULO II 

Del salario mínimo vital y móvil 

Art. 116. —Concepto. 

Salario mínimo vital, es la menor remuneración que debe percibir en efectivo el trabajador sin cargas de 

familia, en su jornada legal de trabajo, de modo que le asegure alimentación adecuada, vivienda digna, 

educación, vestuario, asistencia sanitaria, transporte y esparcimiento, vacaciones y previsión. 

Art. 117. —Alcance. 

Todo trabajador mayor de dieciocho (18) años, tendrá derecho a percibir una remuneración no inferior al 

salario mínimo vital que se establezca, conforme a la ley y por los organismos respectivos. 

Art. 118. —Modalidades de su determinación. 

El salario mínimo vital se expresará en montos mensuales, diarios u horarios. 

Los subsidios o asignaciones por carga de familia, son independientes del derecho a la percepción del 

salario mínimo vital que prevé este capítulo, y cuyo goce se garantizará en todos los casos al trabajador 

que se encuentre en las condiciones previstas en la ley que los ordene y reglamente. 

Art. 119. —Prohibición de abonar salarios inferiores. 

Por ninguna causa podrán abonarse salarios inferiores a los que se fijen de conformidad al presente 

capítulo, salvo los que resulten de reducciones para aprendices o para trabajadores que cumplan 

jornadas de trabajo reducida, no impuesta por la calificación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 

200. (Artículo sustituido por art. 5° de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 120. —Inembargabilidad. 

El salario mínimo vital es inembargable en la proporción que establezca la reglamentación, salvo por 

deudas alimentarias. 

CAPÍTULO III 

Del sueldo anual complementario 

(Nota: ver Ley Nº 23.041 B.O. 4/1/1984 y su decreto reglamentario Nº 1.078/1984 B.O. 12/4/1984) 

Art. 121. —Concepto. 

Se entiende por sueldo anual complementario la doceava parte del total de las remuneraciones definidas 

en el Artículo 103 de esta ley, percibidas por el trabajador en el respectivo año calendario. 

Art. 122. —Épocas de pago. 



El sueldo anual complementario será abonado en dos (2) cuotas: la primera de ellas con vencimiento el 

30 de junio y la segunda con vencimiento el 18 de diciembre de cada año. 

 

El importe a abonar en cada semestre será liquidado sobre el cálculo del cincuenta por ciento (50%) de la 

mayor remuneración mensual devengada por todo concepto dentro de los dos (2) semestres que 

culminan en los meses de junio y diciembre de cada año. 

A fin de determinar la segunda cuota del sueldo anual complementario, el empleador debe estimar el 

salario correspondiente al mes de diciembre. Si dicha estimación no coincidiere con el salario 

efectivamente devengado, se procederá a recalcular la segunda cuota del sueldo anual complementario. 

La diferencia, que resultare entre la cuota devengada y la cuota abonada el 18 de diciembre se integrará 

al salario del mes de diciembre.  

(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.073 B.O. 20/1/2015). 

Art. 123. —Extinción del contrato de trabajo - Pago proporcional. 

Cuando se opere la extinción del contrato de trabajo por cualquier causa, el trabajador o los derecho-

habientes que determina esta ley, tendrá derecho a percibir la parte del sueldo anual complementario que 

se establecerá como la doceava parte de las remuneraciones devengadas en la fracción del semestre 

trabajado, hasta el momento de dejar el servicio. 

CAPÍTULO IV 

De la tutela y pago de la remuneración 

Art. 124. —Medios de pago. Control. Ineficacia de los pagos. 

Las remuneraciones en dinero debidas al trabajador deberán pagarse, bajo pena de nulidad, en efectivo, 

cheque a la orden del trabajador para ser cobrado personalmente por éste o quien él indique o mediante 

la acreditación en cuenta abierta a su nombre en entidad bancaria o en institución de ahorro oficial. 

Dicha cuenta, especial tendrá el nombre de cuenta sueldo y bajo ningún concepto podrá tener límites de 

extracciones, ni costo alguno para el trabajador, en cuanto a su constitución, mantenimiento o extracción 

de fondos en todo el sistema bancario, cualquiera fuera la modalidad extractiva empleada. 

La autoridad de aplicación podrá disponer que en determinadas actividades, empresas, explotaciones o 

establecimientos o en determinadas zonas o épocas, el pago de las remuneraciones en dinero debidas al 

trabajador se haga exclusivamente mediante alguna o algunas de las formas previstas y con el control y 

supervisión de funcionarios o agentes dependientes de dicha autoridad. El pago que se formalizare sin 

dicha supervisión podrá ser declarado nulo. 

En todos los casos el trabajador podrá exigir que su remuneración le sea abonada en efectivo. (Artículo 

sustituido por art. 1º de la Ley Nº 26.590 B.O. 5/5/2010) 

Art. 125. —Constancias bancarias. Prueba de pago. 

La documentación obrante en el banco o la constancia que éste entregare al empleador constituirá prueba 

suficiente del hecho de pago. 

Art. 126. —Períodos de pago. 

El pago de las remuneraciones deberá realizarse en uno de los siguientes períodos: 

a) Al personal mensualizado, al vencimiento de cada mes calendario. 

b) Al personal remunerado a jornal o por hora, por semana o quincena. 

c) Al personal remunerado por pieza o medida, cada semana o quincena respecto de los trabajos 

concluidos en los referidos períodos, y una suma proporcional al valor del resto del trabajo realizado, 

pudiéndose retener como garantía una cantidad no mayor de la tercera parte de dicha suma. 

Art. 127. —Remuneraciones accesorias. 

Cuando se hayan estipulado remuneraciones accesorias, deberán abonarse juntamente con la retribución 



principal. 

En caso que la retribución accesoria comprenda como forma habitual la participación en las utilidades o la 

habilitación, la época del pago deberá determinarse de antemano. 

Art. 128. —Plazo. 

El pago se efectuará una vez vencido el período que corresponda, dentro de los siguientes plazos 

máximos: cuatro (4) días hábiles para la remuneración mensual o quincenal y tres (3) días hábiles para la 

semanal. 

Art. 129. —Días, horas y lugar de pago. 

El pago de las remuneraciones deberá hacerse en días hábiles, en el lugar de trabajo y durante las horas 

de prestación de servicios, quedando prohibido realizarlo en sitio donde se vendan mercaderías o se 

expendan bebidas alcohólicas como negocio principal o accesorio, con excepción de los casos en que el 

pago deba efectuarse a personas ocupadas en establecimientos que tengan dicho objeto. 

Podrá realizarse el pago a un familiar del trabajador imposibilitado acreditado por una autorización 

suscripta por aquél, pudiendo el empleador exigir la certificación de la firma. Dicha certificación podrá ser 

efectuada por la autoridad administrativa laboral, judicial o policial del lugar o escribano público. 

El pago deberá efectuarse en los días y horas previamente señalados por el empleador. Por cada mes no 

podrán fijarse más de seis (6) días de pago. 

La autoridad de aplicación podrá autorizar a modo de excepción y atendiendo a las necesidades de la 

actividad y a las características del vínculo laboral, que el pago pueda efectuarse en una mayor cantidad 

de días que la indicada. 

Si el día de pago coincidiera con un día en que no desarrolla actividad la empleadora, por tratarse de días 

sábado, domingo, feriado o no laborable, el pago se efectuará el día hábil inmediato posterior, dentro de 

las horas prefijadas. 

Si hubiera fijado más de un (1) día de pago, deberá comunicarse del mismo modo previsto anteriormente, 

ya sea nominalmente, o con número de orden al personal que percibirá sus remuneraciones en cada uno 

de los días de pago habilitados. La autoridad de aplicación podrá ejercitar el control y supervisión de los 

pagos en los días y horas previstos en la forma y efectos consignados en el artículo 124 de esta ley, de 

modo que el mismo se efectué en presencia de los funcionarios o agentes de la administración laboral. 

Art. 130. —Adelantos. 

El pago de los salarios deberá efectuarse íntegramente en los días y horas señalados. 

El empleador podrá efectuar adelantos de remuneraciones al trabajador hasta un cincuenta (50) por 

ciento de las mismas, correspondientes a no más de un período de pago. 

La instrumentación del adelanto se sujetará a los requisitos que establezca la reglamentación y que 

aseguren los intereses y exigencias del trabajador, el principio de intangibilidad de la remuneración y el 

control eficaz por la autoridad de aplicación. 

En caso de especial gravedad y urgencia el empleador podrá efectuar adelantos que superen el límite 

previsto en este artículo, pero si se acreditare dolo o un ejercicio abusivo de esta facultad el trabajador 

podrá exigir el pago total de las remuneraciones que correspondan al período de pago sin perjuicio de las 

acciones a que hubiere lugar. 

Los recibos por anticipo o entregas a cuenta de salarios, hechos al trabajador, deberán ajustarse en su 

forma y contenido a lo que se prevé en los artículos 138, 139 y 140, incisos a), b), g), h) e i) de la presente 

ley. 

Art. 131. —Retenciones. Deducciones y compensaciones. 

No podrá deducirse, retenerse o compensarse suma alguna que rebaje el monto de las remuneraciones. 

Quedan comprendidos especialmente en esta prohibición los descuentos, retenciones o compensaciones 



por entrega de mercaderías, provisión de alimentos, vivienda o alojamiento, uso o empleo de 

herramientas, o cualquier otra prestación en dinero o en especie. No se podrá imponer multas al 

trabajador ni deducirse, retenerse o compensarse por vía de ellas el monto de las remuneraciones. 

Art. 132. —Excepciones. 

La prohibición que resulta del artículo 131 de esta ley no se hará efectiva cuando la deducción, retención 

o compensación responda a alguno de los siguientes conceptos: 

a) Adelanto de remuneraciones hechas con las formalidades del Art. 130 de esta ley. 

b) Retención de aportes jubilatorios y obligaciones fiscales a cargo del trabajador. 

c) Pago de cuotas, aportes periódicos o contribuciones a que estuviesen obligados los trabajadores en 

virtud de normas legales o provenientes de las convenciones colectivas de trabajo, o que resulte de su 

carácter de afiliados a asociaciones profesionales de trabajadores con personería gremial, o de miembros 

de sociedades mutuales o cooperativas, así como por servicios sociales y demás prestaciones que 

otorguen dichas entidades. 

d) Reintegro de precios por la adquisición de viviendas o arrendamientos de las mismas, o por compra de 

mercaderías de que sean acreedores entidades sindicales, mutualistas o cooperativistas 

e) Pago de cuotas de primas de seguros de vida colectivos del trabajador o su familia, o planes de retiro y 

subsidios aprobados por la autoridad de aplicación. 

f) Depósitos en cajas de ahorro de instituciones del Estado Nacional, de las provincias, de los municipios, 

sindicales o de propiedad de asociaciones profesionales de trabajadores, y pago de cuotas por préstamos 

acordados por esas instituciones al trabajador. 

g) Reintegro del precio de compra de acciones de capital, o de goce adquirido por el trabajador a su 

empleador, y que corresponda a la empresa en que presta servicios. 

h) Reintegro del precio de compra de mercaderías adquiridas en el establecimiento de propiedad del 

empleador, cuando fueran exclusivamente de las que se fabrican o producen en él o de las propias del 

género que constituye el giro de su comercio y que se expenden en el mismo. 

i) Reintegro del precio de compra de vivienda del que sea acreedor el empleador, según planes 

aprobados por la autoridad competente. 

Art. 132 BIS. 

Si el empleador hubiere retenido aportes del trabajador con destino a los organismos de la seguridad 

social, o cuotas, aportes periódicos o contribuciones a que estuviesen obligados los trabajadores en virtud 

de normas legales o provenientes de las convenciones colectivas de trabajo, o que resulten de su 

carácter de afiliados a asociaciones profesionales de trabajadores con personería gremial, o de miembros 

de sociedades mutuales o cooperativas, o por servicios y demás prestaciones que otorguen dichas 

entidades, y al momento de producirse la extinción del contrato de trabajo por cualquier causa no hubiere 

ingresado total o parcialmente esos importes a favor de los organismos, entidades o instituciones a los 

que estuvieren destinados, deberá a partir de ese momento pagar al trabajador afectado una sanción 

conminatoria mensual equivalente a la remuneración que se devengaba mensualmente a favor de este 

último al momento de operarse la extinción del contrato de trabajo, importe que se devengará con igual 

periodicidad a la del salario hasta que el empleador acreditare de modo fehaciente haber hecho efectivo 

el ingreso de los fondos retenidos. La imposición de la sanción conminatoria prevista en este artículo no 

enerva la aplicación de las penas que procedieren en la hipótesis de que hubiere quedado configurado un 

delito del derecho penal. (Artículo incorporado por art. 43 de la Ley N° 25.345 B.O. 17/11/2000) 

Art. 133. —Porcentaje máximo de retención. Conformidad del trabajador. Autorización 

administrativa. 

Salvo lo dispuesto en el artículo 130 de esta ley, en el caso de adelanto de remuneraciones, la deducción, 



retención o compensación no podrá insumir en conjunto más del veinte (20) por ciento del monto total de 

la remuneración en dinero que tenga que percibir el trabajador en el momento en que se practique. 

Las mismas podrán consistir además, siempre dentro de dicha proporción, en sumas fijas y previamente 

determinadas. En ningún caso podrán efectuarse las deducciones, retenciones o compensaciones a las 

que se hace referencia en el artículo 132 de esta ley sin el consentimiento expreso del trabajador, salvo 

aquéllas que provengan del cumplimiento de las leyes, estatutos profesionales o convenciones colectivas 

de trabajo. 

Las deducciones, retenciones o compensaciones, en todos los restantes casos, requerirán además la 

previa autorización del organismo competente, exigencias ambas que deberán reunirse en cada caso 

particular, aunque la autorización puede ser conferida, con carácter general, a un empleador o grupo de 

empleadores, a efectos de su utilización respecto de la totalidad de su personal y mientras no le fuese 

revocada por la misma autoridad que la concediera. 

La autoridad de aplicación podrá establecer, por resolución fundada, un límite porcentual distinto para las 

deducciones, retenciones o compensaciones cuando la situación particular lo requiera. 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 436/2004 Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social B.O. 

25/11/2004 se establece que el límite porcentual máximo establecido por el primer párrafo del presente 

artículo podrá ser excedido al sólo efecto de hacer posible la retención dispuesta por el Régimen de 

Retención del Impuesto a las Ganancias sobre las rentas de los trabajadores en relación de dependencia 

aprobado por Resolución General A.F.I.P. Nº 1261/2002 o la que en el futuro la reemplace, sin otro límite 

que el que la legislación en vigencia al momento de practicarse la retención establezca como tasa 

máxima aplicable para las personas de existencia visible y sucesiones indivisas). 

Art. 134. —Otros recaudos. Control. 

Además de los recaudos previstos en el artículo 133 de esta ley, para que proceda la deducción, 

retención o compensación en los casos de los incisos d), g) h) e i) del artículo 132 se requerirá el 

cumplimiento de las siguientes condiciones: 

a) Que el precio de las mercaderías no sea superior al corriente en plaza. 

b) Que el empleador o vendedor, según los casos, haya acordado sobre los precios una bonificación 

razonable al trabajador adquiriente. 

c) Que la venta haya existido en realidad y no encubra una maniobra dirigida a disminuir el monto de la 

remuneración del trabajador. 

d) Que no haya mediado exigencia de parte del empleador para la adquisición de tales mercaderías. 

La autoridad de aplicación está facultada para implantar los instrumentos de control apropiados, que 

serán obligatorios para el empleador. 

Art. 135. —Daños graves e intencionales. Caducidad. 

Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 131 de esta ley el caso en que el trabajador hubiera causado 

daños graves e intencionales en los talleres, instrumentos o materiales de trabajo. 

Producido el daño, el empleador deberá consignar judicialmente el porcentaje de la remuneración prevista 

en el artículo 133 de esta ley, a las resultas de las acciones que sean pertinentes. La acción de 

responsabilidad caducará a los noventa (90) días. 

Art. 136. —Contratistas e intermediarios. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 29 y 30 de esta ley, los trabajadores contratados por 

contratistas o intermediarios tendrán derecho a exigir al empleador principal solidario, para los cuales 

dichos contratistas o intermediarios presten servicios o ejecuten obras, que retengan, de lo que deben 

percibir éstos, y les hagan pago del importe de lo adeudado en concepto de remuneraciones u otros 

derechos apreciables en dinero provenientes de la relación laboral. 



El empleador principal solidario podrá, así mismo, retener de lo que deben percibir los contratistas o 

intermediarios, los importes que éstos adeudaren a los organismos de seguridad social con motivo de la 

relación laboral con los trabajadores contratados por dichos contratistas o intermediarios, que deberá 

depositar a la orden de los correspondientes organismos dentro de los quince (15) días de retenidos. La 

retención procederá aunque los contratistas o intermediarios no adeudaren a los trabajadores importe 

alguno por los conceptos indicados en el párrafo anterior. 

Art. 137. —Mora. 

La mora en el pago de las remuneraciones se producirá por el solo vencimiento de los plazos señalados 

en el artículo 128 de esta ley, y cuando el empleador deduzca, retenga o compense todo o parte del 

salario, contra las prescripciones de los artículos 131, 132 y 133. 

Art. 138. —Recibos y otros comprobantes de pago. 

Todo pago en concepto de salario u otra forma de remuneración deberá instrumentarse mediante recibo 

firmado por el trabajador, o en las condiciones del artículo 59 de esta ley, si fuese el caso, los que 

deberán ajustarse en su forma y contenido en las disposiciones siguientes: 

Art. 139. —Doble ejemplar. 

El recibo será confeccionado por el empleador en doble ejemplar, debiendo hacer entrega del duplicado al 

trabajador. 

Art. 140. —Contenido necesario. 

El recibo de pago deberá necesariamente contener, como mínimo, las siguientes enunciaciones: 

a) Nombre íntegro o razón social del empleador y su domicilio y su Clave Unica de Identificación 

Tributaria (C.U.I.T); (Inciso sustituido por art. 1º de la Ley N° 24.692 B.O. 27/9/1996) 

b) Nombre y apellido del trabajador y su calificación profesional y su Código Unico de Identificación 

Laboral (C.U.I.L.); (Inciso sustituido por art. 1º de la Ley N° 24.692 B.O. 27/9/1996) 

c) Todo tipo de remuneración que perciba, con indicación substancial de su determinación. Si se tratase 

de porcentajes o comisiones de ventas, se indicarán los importes totales de estas últimas, y el porcentaje 

o comisión asignada al trabajador. 

d) Los requisitos del artículo 12 del decreto-ley 17.250/67. 

e) Total bruto de la remuneración básica o fija y porcentual devengado y tiempo que corresponda. En los 

trabajos remunerados a jornal o por hora, el número de jornadas u horas trabajadas, y si se tratase de 

remuneración por pieza o medida, número de éstas, importe por unidad adoptado y monto global 

correspondiente al lapso liquidado. 

f) Importe de las deducciones que se efectúan por aportes jubilatorios u otras autorizadas por esta ley; 

embargos y demás descuentos que legalmente correspondan. 

g) Importe neto percibido, expresado en números y letras. 

h) Constancia de la recepción del duplicado por el trabajador. 

i) Lugar y fecha que deberán corresponder al pago real y efectivo de la remuneración al trabajador. 

j) En el caso de los artículos 124 y 129 de esta ley, firma y sello de los funcionarios o agentes 

dependientes de la autoridad y supervisión de los pagos. 

k) Fecha de ingreso y tarea cumplida o categoría en que efectivamente se desempeñó durante el período 

de pago. 

Art. 141. —Recibos separados. 

El importe de remuneraciones por vacaciones, licencias pagas, asignaciones familiares y las que 

correspondan a indemnizaciones debidas al trabajador con motivo de la relación de trabajo o su extinción, 

podrá ser hecho constar en recibos por separado de los que correspondan a remuneraciones ordinarias, 

los que deberán reunir los mismos requisitos en cuanto a su forma y contenido que los previstos para 



éstos en cuanto sean pertinentes. 

En caso de optar el empleador por un recibo único o por la agrupación en un recibo de varios rubros, 

éstos deberán ser debidamente discriminados en conceptos y cantidades. 

Art. 142. —Validez probatoria. 

Los jueces apreciarán la eficacia probatoria de los recibos de pago, por cualquiera de los conceptos 

referidos en los artículos 140 y 141 de esta ley, que no reúnan algunos de los requisitos consignados, o 

cuyas menciones no guarden debida correlación con la documentación laboral, previsional, comercial y 

tributaria. 

Art. 143. —Conservación - Plazo. 

El empleador deberá conservar los recibos y otras constancias de pago durante todo el plazo 

correspondiente a la prescripción liberatoria del beneficio de que se trate. 

El pago hecho por un último o ulteriores períodos no hace presumir el pago de los anteriores. 

Art. 144. —Libros y registros - Exigencia del recibo de pago. 

La firma que se exigiera al trabajador en libros, planillas o documentos similares no excluye el 

otorgamiento de los recibos de pago con el contenido y formalidades previstas en esta ley. 

Art. 145. —Renuncia. Nulidad. 

El recibo no debe contener renuncias de ninguna especie, ni puede ser utilizado para instrumentar la 

extinción de la relación laboral o la alteración de la calificación profesional en perjuicio del trabajador. 

Toda mención que contravenga esta disposición será nula. 

Art. 146. —Recibos y otros comprobantes de pago especiales. 

La autoridad de aplicación, mediante resolución fundada, podrá establecer, en actividades determinadas, 

requisitos o modalidades que aseguren la validez probatoria de los recibos, la veracidad de sus 

enunciaciones, la intangibilidad de la remuneración y el más eficaz contralor de su pago. 

Art. 147. —Cuota de embargabilidad. 

Las remuneraciones debidas a los trabajadores serán inembargables en la proporción resultante de la 

aplicación del artículo 120, salvo por deudas alimentarias. 

En lo que exceda de este monto, quedarán afectadas a embargo en la proporción que fije la 

reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo Nacional, con la salvedad de las cuotas por alimentos o litis 

expensas, las que deberán ser fijadas dentro de los límites que permita la subsistencia del alimentante. 

A los fines de hacer operativas las previsiones contenidas en el presente artículo, en forma previa a la 

traba de cualquier embargo preventivo o ejecutivo que afecte el salario de los trabajadores se deberá 

procurar el mismo ante el empleador para que éste efectúe las retenciones que por derecho 

correspondan. Trabado el embargo, dentro de las CUARENTA Y OCHO (48) horas, el empleador deberá 

poner en conocimiento del trabajador la medida ordenada, debiendo entregar copia de la resolución 

judicial que lo ordena. No podrán trabarse embargos de ningún tipo sobre el saldo de la cuenta sueldo en 

la medida de que se trate de montos derivados de una relación laboral y/o de prestaciones de la 

seguridad social cuando ese importe no exceda el equivalente a TRES (3) veces el monto de las 

remuneraciones y/o prestaciones devengadas por los trabajadores y/o beneficiarios en cada período 

mensual, según el promedio de los últimos SEIS (6) meses. En caso de que el saldo de la cuenta 

proveniente de una relación laboral y/o de prestaciones de la seguridad social exceda tal monto, el 

embargo se hará efectivo sobre la suma que exceda el límite fijado por el presente artículo. (Párrafo 

tercero sustituido por art. 168 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día siguiente 

al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. Artículo 168 contenido en 

el capítulo XXII del Decreto N° 27/2018, derogado por art. 134 de la Ley N° 27.444 B.O. 18/06/2018) 

Art. 148. —Cesión. 



Las remuneraciones que deba percibir el trabajador, las asignaciones familiares y cualquier otro rubro que 

configuren créditos emergentes de la relación laboral, incluyéndose las indemnizaciones que le fuesen 

debidas con motivo del contrato o relación de trabajo o su extinción no podrán ser cedidas ni afectadas a 

terceros por derecho o título alguno. 

Art. 149. —Aplicación al pago de indemnizaciones u otros beneficios. 

Lo dispuesto en el presente capítulo, en lo que resulte aplicable, regirá respecto de las indemnizaciones 

debidas al trabajador o sus derecho-habientes, con motivo del contrato de trabajo o de su extinción. 

TÍTULO V 

De las Vacaciones y otras Licencias 

CAPÍTULO I 

Régimen General 

Art. 150. —Licencia ordinaria. 

El trabajador gozará de un período mínimo y continuado de descanso anual remunerado por los 

siguientes plazos: 

a) De catorce (14) días corridos cuando la antigüedad en el empleo no exceda de cinco (5) años. 

b) De veintiún (21) días corridos cuando siendo la antigüedad mayor de cinco (5) años no exceda de diez 

(10). 

c) De veintiocho (28) días corridos cuando la antigüedad siendo mayor de diez (10) años no exceda de 

veinte (20). 

d) De treinta y cinco (35) días corridos cuando la antigüedad exceda de veinte (20) años. 

Para determinar la extensión de las vacaciones atendiendo a la antigüedad en el empleo, se computará 

como tal aquélla que tendría el trabajador al 31 de diciembre del año que correspondan las mismas. 

Art. 151. —Requisitos para su goce. Comienzo de la licencia. 

El trabajador, para tener derecho cada año al beneficio establecido en el artículo 150 de esta ley, deberá 

haber prestado servicios durante la mitad, como mínimo, de los días hábiles comprendidos en el año 

calendario o aniversario respectivo. 

A este efecto se computarán como hábiles los días feriados en que el trabajador debiera normalmente 

prestar servicios. 

La licencia comenzará en día lunes o el siguiente hábil si aquél fuese feriado. Tratándose de trabajadores 

que presten servicios en días inhábiles, las vacaciones deberán comenzar al día siguiente a aquél en que 

el trabajador gozare del descanso semanal o el subsiguiente hábil si aquél fuese feriado. 

Para gozar de este beneficio no se requerirá antigüedad mínima en el empleo. 

Art. 152. —Tiempo trabajado. Su cómputo. 

Se computarán como trabajados, los días en que el trabajador no preste servicios por gozar de una 

licencia legal o convencional, o por estar afectado por una enfermedad inculpable o por infortunio en el 

trabajo, o por otras causas no imputables al mismo. 

Art. 153. —Falta de tiempo mínimo. Licencia proporcional. 

Cuando el trabajador no llegase a totalizar el tiempo mínimo de trabajo previsto en el artículo 151 de esta 

ley, gozará de un período de descanso anual, en proporción de un (1) día de descanso por cada veinte 

(20) días de trabajo efectivo, computable de acuerdo al artículo anterior. En el caso de suspensión de las 

actividades normales del establecimiento por vacaciones por un período superior al tiempo de licencia que 

le corresponda al trabajador sin que éste sea ocupado por su empleador en otras tareas, se considerará 

que media una suspensión de hecho hasta que se reinicien las tareas habituales del establecimiento. 

Dicha suspensión de hecho quedará sujeta al cumplimiento de los requisitos previstos por los artículos 

218 y siguientes, debiendo ser previamente admitida por la autoridad de aplicación la justa causa que se 



invoque. 

Art. 154. —Época de otorgamiento. Comunicación. 

El empleador deberá conceder el goce de vacaciones de cada año dentro del período comprendido entre 

el 1. de octubre y el 30 de abril del año siguiente. La fecha de iniciación de las vacaciones deberá ser 

comunicada por escrito, con una anticipación no menor de cuarenta y cinco (45) días al trabajador, ello sin 

perjuicio de que las convenciones colectivas puedan instituir sistemas distintos acordes con las 

modalidades de cada actividad. 

La autoridad de aplicación, mediante resolución fundada, podrá autorizar la concesión de vacaciones en 

períodos distintos a los fijados, cuando así lo requiera la característica especial de la actividad de que se 

trate. 

Cuando las vacaciones no se otorguen en forma simultánea a todos los trabajadores ocupados por el 

empleador en el establecimiento, lugar de trabajo, sección o sector donde se desempeñe, y las mismas 

se acuerden individualmente o por grupo, el empleador deberá proceder en forma tal para que a cada 

trabajador le corresponda el goce de éstas por lo menos en una temporada de verano cada tres períodos. 

Art. 155. —Retribución. 

El trabajador percibirá retribución durante el período de vacaciones, la que se determinará de la siguiente 

manera: 

a) Tratándose de trabajos remunerados con sueldo mensual, dividiendo por veinticinco (25) el importe del 

sueldo que perciba en el momento de su otorgamiento. 

b) Si la remuneración se hubiere fijado por día o por hora, se abonará por cada día de vacación el importe 

que le hubiere correspondido percibir al trabajador en la jornada anterior a la fecha en que comience en el 

goce de las mismas, tomando a tal efecto la remuneración que deba abonarse conforme a las normas 

legales o convencionales o a lo pactado, si fuere mayor. Si la jornada habitual fuere superior a la de ocho 

(8) horas, se tomará como jornada la real, en tanto no exceda de nueve (9) horas. Cuando la jornada 

tomada en consideración sea, por razones circunstanciales, inferior a la habitual del trabajador la 

remuneración se calculará como si la misma coincidiera con la legal. Si el trabajador remunerado por día 

o por hora hubiere percibido además remuneraciones accesorias, tales como por horas complementarias, 

se estará a lo que prevén los incisos siguientes: 

c) En caso de salario a destajo, comisiones individuales o colectivas, porcentajes u otras formas variables, 

de acuerdo al promedio de los sueldos devengados durante el año que corresponda al otorgamiento de 

las vacaciones o, a opción del trabajador, durante los últimos seis (6) meses de prestación de servicios. 

d) Se entenderá integrando la remuneración del trabajador todo lo que éste perciba por trabajos ordinarios 

o extraordinarios, bonificación por antigüedad u otras remuneraciones accesorias. 

La retribución correspondiente al período de vacaciones deberá ser satisfecha a la iniciación del mismo. 

Art. 156. —Indemnización. 

Cuando por cualquier causa se produjera la extinción del contrato de trabajo, el trabajador tendrá derecho 

a percibir una indemnización equivalente al salario correspondiente al período de descanso proporcional a 

la fracción del año trabajada. 

Si la extinción del contrato de trabajo se produjera por muerte del trabajador, los causa-habientes del 

mismo tendrán derecho a percibir la indemnización prevista en el presente artículo. 

Art. 157. —Omisión del otorgamiento. 

Si vencido el plazo para efectuar la comunicación al trabajador de la fecha de comienzo de sus 

vacaciones, el empleador no la hubiere practicado, aquél hará uso de ese derecho previa notificación 

fehaciente de ello, de modo que aquéllas concluyan antes del 31 de mayo. 

CAPÍTULO II 



Régimen de las licencias especiales 

Art. 158. —Clases. 

El trabajador gozará de las siguientes licencias especiales: 

a) Por nacimiento de hijo, dos (2) días corridos. 

b) Por matrimonio, diez (10) días corridos. 

c) Por fallecimiento del cónyuge o de la persona con la cual estuviese unido en aparente matrimonio, en 

las condiciones establecidas en la presente ley; de hijo o de padres, tres (3) días corridos. 

d) Por fallecimiento de hermano, un (1) día. 

e) Para rendir examen en la enseñanza media o universitaria, dos (2) días corridos por examen, con un 

máximo de diez (10) días por año calendario. 

Art. 159. —Salario. Cálculo. 

Las licencias a que se refiere el artículo 158 serán pagas, y el salario se calculará con arreglo a lo 

dispuesto en el artículo 155 de esta ley. 

Art. 160. —Día hábil. 

En las licencias referidas en los incisos a), c) y d) del artículo 158, deberá necesariamente computarse un 

día hábil, cuando las mismas coincidieran con días domingo, feriados o no laborables. 

Art. 161. —Licencia por exámenes. Requisitos. 

A los efectos del otorgamiento de la licencia a que alude el inciso e) del artículo 158, los exámenes 

deberán estar referidos a los planes de enseñanza oficiales o autorizados por organismo provincial o 

nacional competente. 

El beneficiario deberá acreditar ante el empleador haber rendido el examen mediante la presentación del 

certificado expedido por el instituto en el cual curse los estudios. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones comunes 

Art. 162. —Compensación en dinero. Prohibición. 

Las vacaciones previstas en este título no son compensables en dinero, salvo lo dispuesto en el artículo 

156 de esta ley. 

Art. 163. —Trabajadores de temporada. 

Los trabajadores que presten servicios discontinuos o de temporada, tendrán derecho a un período anual 

de vacaciones al concluir cada ciclo de trabajo, graduada su extensión de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 153 de esta ley. 

Art. 164. —Acumulación. 

Podrá acumularse a un período de vacaciones la tercera parte de un período inmediatamente anterior que 

no se hubiere gozado en la extensión fijada por esta ley. La acumulación y consiguiente reducción del 

tiempo de vacaciones en uno de los períodos, deberá ser convenida por las partes. 

El empleador, a solicitud del trabajador, deberá conceder el goce de las vacaciones previstas en el 

artículo 150 acumuladas a las que resulten del artículo 158, inciso b), aun cuando ello implicase alterar la 

oportunidad de su concesión frente a lo dispuesto en el artículo 154 de esta ley. Cuando un matrimonio se 

desempeñe a las órdenes del mismo empleador, las vacaciones deben otorgarse en forma conjunta y 

simultánea, siempre que no afecte notoriamente el normal desenvolvimiento del establecimiento. 

TÍTULO VI 

De los Feriados Obligatorios y Días no Laborables 

Art. 165. 

Serán feriados nacionales y días no laborables los establecidos en el régimen legal que los regule. 

Art. 166. —Aplicación de las normas sobre descanso semanal. Salario. Suplementación. 



En los días feriados nacionales rigen las normas legales sobre el descanso dominical. En dichos días los 

trabajadores que no gozaren de la remuneración respectiva percibirán el salario correspondiente a los 

mismos, aún cuando coincidan en domingo. 

En caso que presten servicios en tales días, cobrarán la remuneración normal de los días laborables más 

una cantidad igual. 

Art. 167. —Días no laborables. Opción. 

En los días no laborables, el trabajo será optativo para el empleador, salvo en bancos, seguros y 

actividades afines, conforme lo determine la reglamentación. En dichos días, los trabajadores que presten 

servicio, percibirán el salario simple. 

En caso de optar el empleador como día no laborable, el jornal será igualmente abonado al trabajador. 

Art. 168. —Condiciones para percibir el salario. 

Los trabajadores tendrán derecho a percibir la remuneración indicada en el artículo 166, párrafo primero, 

siempre que hubiesen trabajado a las órdenes de un mismo empleador cuarenta y ocho (48) horas o seis 

(6) jornadas dentro del término de diez (10) días hábiles anteriores al feriado. 

Igual derecho tendrán los que hubiesen trabajado la víspera hábil del día feriado y continuaran trabajando 

en cualquiera de los cinco (5) días hábiles subsiguientes. 

Art. 169. —Salario. Su determinación. 

Para liquidar las remuneraciones se tomará como base de su cálculo lo dispuesto en el artículo 155. Si se 

tratase de personal a destajo, se tomará como salario base el promedio de lo percibido en los seis (6) 

días de trabajo efectivo inmediatamente anteriores al feriado, o el que corresponde al menor número de 

días trabajados. 

En el caso de trabajadores remunerados por otra forma variable, la determinación se efectuará tomando 

como base el promedio percibido en los treinta (30) días inmediatamente anteriores al feriado. 

Art. 170. —Caso de accidente o enfermedad. 

En caso de accidente o enfermedad, los salarios correspondientes a los días feriados se liquidarán de 

acuerdo a los artículos 166 y 167 de esta ley. 

Art. 171. —Trabajo a domicilio. 

Los estatutos profesionales y las convenciones colectivas de trabajo regularán las condiciones que debe 

reunir el trabajador y la forma del cálculo del salario en el caso del trabajo a domicilio. 

TÍTULO VII 

Trabajo de Mujeres 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

Art. 172. —Capacidad. Prohibición de trato discriminatorio. 

La mujer podrá celebrar toda clase de contrato de trabajo, no pudiendo consagrarse por las convenciones 

colectivas de trabajo, o reglamentaciones autorizadas, ningún tipo de discriminación en su empleo 

fundada en el sexo o estado civil de la misma, aunque este último se altere en el curso de la relación 

laboral. 

En las convenciones colectivas o tarifas de salarios que se elaboren se garantizará la plena observancia 

del principio de igualdad de retribución por trabajo de igual valor. 

Art. 173. —Trabajo nocturno. Espectáculos públicos. (Artículo derogado por art. 26 de la Ley N° 

24.013 B.O. 17/12/1991) 

Art. 174. —Descanso al mediodía. 

Las mujeres que trabajen en horas de la mañana y de la tarde dispondrán de un descanso de dos (2) 

horas al mediodía, salvo que por la extensión de la jornada a que estuviese sometida la trabajadora, las 



características de las tareas que realice, los perjuicios que la interrupción del trabajo pudiese ocasionar a 

las propias beneficiarias o al interés general, se autorizare la adopción de horarios continuos, con 

supresión o reducción de dicho período de descanso. 

Art. 175. —Trabajo a domicilio. Prohibición. 

Queda prohibido encargar la ejecución de trabajos a domicilio a mujeres ocupadas en algún local u otra 

dependencia en la empresa. 

Art. 176. —Tareas penosas, peligrosas o insalubres. Prohibición. 

Queda prohibido ocupar a mujeres en trabajos que revistan carácter penoso, peligroso o insalubre. 

La reglamentación determinará las industrias comprendidas en esta prohibición. 

Regirá con respecto al empleo de mujeres lo dispuesto en el artículo 195. 

CAPÍTULO II 

De la protección de la maternidad 

Art. 177. —Prohibición de trabajar. Conservación del Empleo. 

Queda prohibido el trabajo del personal femenino durante los cuarenta y cinco (45) días anteriores al 

parto y hasta cuarenta y cinco (45) días después del mismo. Sin embargo, la interesada podrá optar por 

que se le reduzca la licencia anterior al parto, que en tal caso no podrá ser inferior a treinta (30) días; el 

resto del período total de licencia se acumulará al período de descanso posterior al parto. En caso de 

nacimiento pre-término se acumulará al descanso posterior todo el lapso de licencia que no se hubiere 

gozado antes del parto, de modo de completar los noventa (90) días. 

La trabajadora deberá comunicar fehacientemente su embarazo al empleador, con presentación de 

certificado médico en el que conste la fecha presunta del parto, o requerir su comprobación por el 

empleador. La trabajadora conservará su empleo durante los períodos indicados, y gozará de las 

asignaciones que le confieren los sistemas de seguridad social, que garantizarán a la misma la 

percepción de una suma igual a la retribución que corresponda al período de licencia legal, todo de 

conformidad con las exigencias y demás requisitos que prevean las reglamentaciones respectivas. 

Garantízase a toda mujer durante la gestación el derecho a la estabilidad en el empleo. El mismo tendrá 

carácter de derecho adquirido a partir del momento en que la trabajadora practique la notificación a que 

se refiere el párrafo anterior. 

En caso de permanecer ausente de su trabajo durante un tiempo mayor, a consecuencia de enfermedad 

que según certificación médica deba su origen al embarazo o parto y la incapacite para reanudarlo 

vencidos aquellos plazos, la mujer será acreedora a los beneficios previstos en el artículo 208 de esta ley. 

(Artículo sustituido por art. 1 ° de la Ley N° 21.824 B.O. 30/6//1978) 

Art. 178. —Despido por causa del embarazo. Presunción. 

Se presume, salvo prueba en contrario, que el despido de la mujer trabajadora obedece a razones de 

maternidad o embarazo cuando fuese dispuesto dentro del plazo de siete y medio (7 y 1/2) meses 

anteriores o posteriores a la fecha del parto, siempre y cuando la mujer haya cumplido con su obligación 

de notificar y acreditar en forma el hecho del embarazo así, en su caso, el del nacimiento. En tales 

condiciones, dará lugar al pago de una indemnización igual a la prevista en el artículo 182 de esta ley. 

Art. 179. —Descansos diarios por lactancia. 

Toda trabajadora madre de lactante podrá disponer de dos (2) descansos de media hora para amamantar 

a su hijo, en el transcurso de la jornada de trabajo, y por un período no superior a un (1) año posterior a la 

fecha del nacimiento, salvo que por razones médicas sea necesario que la madre amamante a su hijo por 

lapso más prolongado. En los establecimientos donde preste servicios el número mínimo de trabajadoras 

que determine la reglamentación, el empleador deberá habilitar salas maternales y guarderías para niños 

hasta la edad y en las condiciones que oportunamente se establezcan. 



CAPÍTULO III 

De la prohibición del despido por causa de matrimonio 

Art. 180. —Nulidad. 

Serán nulos y sin valor los actos o contratos de cualquier naturaleza que se celebren entre las partes o las 

reglamentaciones internas que se dicten, que establezcan para su personal el despido por causa de 

matrimonio. 

Art. 181. —Presunción. 

Se considera que el despido responde a la causa mencionada cuando el mismo fuese dispuesto sin 

invocación de causa por el empleador, o no fuese probada la que se invocare, y el despido se produjere 

dentro de los tres (3) meses anteriores o seis (6) meses posteriores al matrimonio y siempre que haya 

mediado notificación fehaciente del mismo a su empleador, no pudiendo esta notificación efectuarse con 

anterioridad o posteridad a los plazos señalados. 

Art. 182. —Indemnización especial. 

En caso de incumplimiento de esta prohibición, el empleador abonará una indemnización equivalente a un 

año de remuneraciones, que se acumulará a la establecida en el artículo 245. 

CAPÍTULO IV 

Del estado de excedencia 

Art. 183. —Distintas situaciones. Opción en favor de la mujer. 

La mujer trabajadora que, vigente la relación laboral, tuviera un hijo y continuara residiendo en el país 

podrá optar entre las siguientes situaciones: 

a) Continuar su trabajo en la empresa, en las mismas condiciones en que lo venía haciendo. 

b) Rescindir su contrato de trabajo, percibiendo la compensación por tiempo de servicio que se le asigna 

por este inciso, o los mayores beneficios que surjan de los estatutos profesionales o convenciones 

colectivas de trabajo. 

En tal caso, la compensación será equivalente al veinticinco por ciento (25%) de la remuneración de la 

trabajadora, calculada en base al promedio fijado en el artículo 245 por cada año de servicio, la que no 

podrá exceder de un salario mínimo vital por año de servicio o fracción mayor de tres (3) meses. 

c) Quedar en situación de excedencia por un período no inferior a tres (3) meses ni superior a seis (6) 

meses. 

Se considera situación de excedencia la que asuma voluntariamente la mujer trabajadora que le permite 

reintegrarse a las tareas que desempeñaba en la empresa a la época del alumbramiento, dentro de los 

plazos fijados. La mujer trabajadora que hallándose en situación de excedencia formalizara nuevo 

contrato de trabajo con otro empleador quedará privada de pleno derecho de la facultad de reintegrarse. 

Lo normado en los incisos b) y c) del presente artículo es de aplicación para la madre en el supuesto 

justificado de cuidado de hijo enfermo menor de edad a su cargo, con los alcances y limitaciones que 

establezca la reglamentación. 

Art. 184. —Reingreso. 

El reintegro de la mujer trabajadora en situación de excedencia deberá producirse al término del período 

por el que optara. 

El empleador podrá disponerlo: 

a) En cargo de la misma categoría que tenía al momento del alumbramiento o de la enfermedad del hijo. 

b) En cargo o empleo superior o inferior al indicado, de común acuerdo con la mujer trabajadora. 

Si no fuese admitida, será indemnizada como si se tratara de despido injustificado, salvo que el 

empleador demostrara la imposibilidad de reincorporarla, en cuyo caso la indemnización se limitará a la 

prevista en el artículo 183, inciso b) párrafo final. 



Los plazos de excedencia no se computarán como tiempo de servicio. 

Art. 185. —Requisito de antigüedad. 

Para gozar de los derechos del artículo 183, apartado b) y c), de esta ley, la trabajadora deberá tener un 

(1) año de antigüedad, como mínimo, en la empresa. 

Art. 186. —Opción tácita. 

Si la mujer no se reincorporara a su empleo luego de vencidos los plazos de licencia previstos por el 

artículo 177, y no comunicara a su empleador dentro de las cuarenta y ocho (48) horas anteriores a la 

finalización de los mismos, que se acoge a los plazos de excedencia, se entenderá que opta por la 

percepción de la compensación establecida en el artículo 183 inciso b) párrafo final. 

El derecho que se reconoce a la mujer trabajadora en mérito a lo antes dispuesto no enerva los derechos 

que le corresponden a la misma por aplicación de otras normas. 

TÍTULO VIII 

DE LA PROHIBICION DEL TRABAJO INFANTIL Y DE LA PROTECCION DEL TRABAJO 

ADOLESCENTE (Denominación del Título sustituida por art. 1° de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 187. —Disposiciones generales. Capacidad. Igualdad de remuneración. Aprendizaje y 

orientación profesional. 

Las personas desde los dieciséis (16) años y menores de dieciocho (18) años podrán celebrar toda clase 

de contratos de trabajo, en las condiciones previstas en los artículos 32 y siguientes de esta ley. Las 

reglamentaciones, convenciones colectivas de trabajo o tablas de salarios que se elaboren, garantizarán 

a estos trabajadores igualdad de retribución, cuando cumplan jornadas de trabajo o realicen tareas 

propias de trabajadores mayores. 

El Régimen de Aprendizaje y Orientación Profesional aplicable a los trabajadores desde los dieciséis (16) 

años hasta los dieciocho (18) años estará regido por las disposiciones respectivas vigentes, o que al 

efecto se dicten. (Artículo sustituido por art. 6° de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 188. —Certificado de aptitud física. 

El empleador, al contratar trabajadores de uno u otro sexo, menores de dieciocho (18) años, deberá exigir 

de los mismos o de sus representantes legales, un certificado médico que acredite su actitud para el 

trabajo, y someterlos a los reconocimientos médicos periódicos que prevean las reglamentaciones 

respectivas. 

Art. 189. — Menores de dieciséis (16) años. Prohibición de su empleo. 

Queda prohibido a los empleadores ocupar personas menores de dieciséis (16) años en cualquier tipo de 

actividad, persiga o no fines de lucro. (Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 189. Bis — Empresa de la familia. Excepción. 

Las personas mayores de catorce (14) y menores a la edad indicada en el artículo anterior podrán ser 

ocupados en empresas cuyo titular sea su padre, madre o tutor, en jornadas que no podrán superar las 

tres (3) horas diarias, y las quince (15) horas semanales, siempre que no se trate de tareas penosas, 

peligrosas y/o insalubres, y que cumplan con la asistencia escolar. La empresa de la familia del trabajador 

menor que pretenda acogerse a esta excepción a la edad mínima de admisión al empleo, deberá obtener 

autorización de la autoridad administrativa laboral de cada jurisdicción. 

Cuando, por cualquier vínculo o acto, o mediante cualquiera de las formas de descentralización 

productiva, la empresa del padre, la madre o del tutor se encuentre subordinada económicamente o fuere 

contratista o proveedora de otra empresa, no podrá obtener la autorización establecida en esta norma. 

(Artículo sustituido por art. 8° de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 190. —Jornada de trabajo. Trabajo nocturno. 

No podrá ocuparse a personas de dieciséis (16) a dieciocho (18) años en ningún tipo de tareas durante 



más de seis (6) horas diarias o treinta y seis (36) semanales. La distribución desigual de las horas 

laborables no podrá superar las siete (7) horas diarias. 

La jornada de las personas menores de más de dieciséis (16) años, previa autorización de la autoridad 

administrativa laboral de cada jurisdicción, podrá extenderse a ocho (8) horas diarias o cuarenta y ocho 

(48) semanales. 

No se podrá ocupar a personas menores de dieciocho (18) años en trabajos nocturnos, entendiéndose 

como tales el intervalo comprendido entre las veinte (20) y las seis (6) horas del día siguiente. En los 

casos de establecimientos fabriles que desarrollen tareas en tres turnos diarios que abarquen las 

veinticuatro (24) horas del día, el período de prohibición absoluta en cuanto al empleo de personas 

menores, estará regido por este título, sustituyéndose la prohibición por un lapso comprendido entre las 

veintidós (22) y las seis (6) horas del día siguiente, pero sólo para las personas menores de más de 

dieciséis (16) años. (Artículo sustituido por art. 9° de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 191. —Descanso al mediodía. Trabajo a domicilio. Tareas penosas, peligrosas o insalubres. 

Remisión. 

Con relación a las personas menores de dieciocho (18) años que trabajen en horas de la mañana y de la 

tarde rige lo dispuesto en el artículo 174 de esta ley; en todos los casos rige lo dispuesto en los artículos 

175 y 176 de esta ley. (Artículo sustituido por art. 10 de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 192. —Ahorro. (Artículo derogado por art. 11 de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 193. —Importe a depositar. Comprobación. (Artículo derogado por art. 11 de la Ley N° 26.390 B.O. 

25/6/2008) 

Art. 194. —Vacaciones. 

Las personas menores de dieciocho (18) años gozarán de un período mínimo de licencia anual, no inferior 

a quince (15) días, en las condiciones previstas en el Título V de esta ley. (Artículo sustituido por art. 12 

de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Art. 195. —Accidente o enfermedad. 

En caso de accidente de trabajo o de enfermedad de una persona trabajadora, comprendida en el 

presente título, si se comprueba ser su causa alguna de las tareas prohibidas a su respecto, o efectuada 

en condiciones que signifiquen infracción a sus requisitos, se considerará por ese solo hecho al accidente 

o a la enfermedad como resultante de la acción u omisión del empleador, en los términos del artículo 

1072 y concordantes del Código Civil, sin admitirse prueba en contrario. 

Si el accidente o enfermedad obedecieren al hecho de encontrarse circunstancialmente el trabajador en 

un sitio de trabajo en el cual fuere ilícita o prohibida su presencia, sin conocimiento del empleador, éste 

podrá probar su falta de responsabilidad. (Artículo sustituido por art. 13 de la Ley N° 26.390 B.O. 

25/6/2008) 

TÍTULO IX 

De la Duración del Trabajo y Descanso Semanal 

  CAPÍTULO I 

Jornada de Trabajo 

Art. 196. —Determinación. 

La extensión de la jornada de trabajo es uniforme para toda la Nación y regirá por la ley 11.544, con 

exclusión de toda disposición provincial en contrario, salvo en los aspectos que en el presente título se 

modifiquen o aclaren. 

Art. 197. —Concepto. Distribución del tiempo de trabajo. Limitaciones. 

Se entiende por jornada de trabajo todo el tiempo durante el cual el trabajador esté a disposición del 

empleador en tanto no pueda disponer de su actividad en beneficio propio. 



Integrarán la jornada de trabajo los períodos de inactividad a que obliguen la prestación contratada, con 

exclusión de los que se produzcan por decisión unilateral del trabajador. 

La distribución de las horas de trabajo será facultad privativa del empleador y la diagramación de los 

horarios, sea por el sistema de turnos fijos o bajo el sistema rotativo del trabajo por equipos no estará 

sujeta a la previa autorización administrativa, pero aquél deberá hacerlos conocer mediante anuncios 

colocados en lugares visibles del establecimiento para conocimiento público de los trabajadores. 

Entre el cese de una jornada y el comienzo de la otra deberá mediar una pausa no inferior a doce (12) 

horas. 

Art. 198. —Jornada reducida. 

La reducción de la jornada máxima legal solamente procederá cuando lo establezcan las disposiciones 

nacionales reglamentarias de la materia, estipulación particular de los contratos individuales o Convenios 

Colectivos de Trabajo. 

Estos últimos podrán establecer métodos de cálculo de la jornada máxima en base a promedio, de 

acuerdo con las características de la actividad. (Artículo sustituido por art. 25 de la Ley N° 24.013 B.O. 

17/12/1991) 

Art. 199. —Límite máximo: Excepciones. 

El límite de duración del trabajo admitirá las excepciones que las leyes consagren en razón de la índole 

de la actividad, del carácter del empleo del trabajador y de las circunstancias permanentes o temporarias 

que hagan admisibles las mismas, en las condiciones que fije la reglamentación 

Art. 200. —Trabajo nocturno e insalubre. 

La jornada de trabajo íntegramente nocturna no podrá exceder de siete (7) horas, entendiéndose por tal la 

que se cumpla entre la hora veintiuna de un día y la hora seis del siguiente. 

Esta limitación no tendrá vigencia cuando se apliquen los horarios rotativos del régimen de trabajo por 

equipos. Cuando se alternen horas diurnas con nocturnas se reducirá proporcionalmente la jornada en 

ocho (8) minutos por cada hora nocturna trabajada o se pagarán los ocho (8) minutos de exceso como 

tiempo suplementario según las pautas del artículo 201. 

En caso de que la autoridad de aplicación constatara el desempeño de tareas en condiciones de 

insalubridad, intimará previamente al empleador a adecuar ambientalmente el lugar, establecimiento o 

actividad para que el trabajo se desarrolle en condiciones de salubridad dentro del plazo razonable que a 

tal efecto determine. 

Si el empleador no cumpliera en tiempo y forma la intimación practicada, la autoridad de aplicación 

procederá a calificar las tareas o condiciones ambientales del lugar de que se trate. 

La jornada de trabajo en tareas o condiciones declaradas insalubres no podrá exceder de seis (6) horas 

diarias o treinta y seis (36) semanales. La insalubridad no existirá sin declaración previa de la autoridad 

de aplicación, con fundamento en dictámenes médicos de rigor científico y sólo podrá ser dejado sin 

efecto por la misma autoridad si desaparecieran las circunstancias determinantes de la insalubridad. La 

reducción de jornada no importará disminución de las remuneraciones. 

Agotada la vía administrativa, toda declaración de insalubridad, o la que deniegue dejarla sin efecto, será 

recurrible en los términos, formas y procedimientos que rijan para la apelación de sentencias en la 

jurisdicción judicial laboral de la Capital Federal. Al fundar este recurso el apelante podrá proponer nuevas 

pruebas. 

Por ley nacional se fijarán las jornadas reducidas que correspondan para tareas penosas, mortificantes o 

riesgosas, con indicación precisa e individualizada de las mismas. 

Art. 201. —Horas Suplementarias. 

El empleador deberá abonar al trabajador que prestare servicios en horas suplementarias, medie o no 



autorización del organismo administrativo competente, un recargo del cincuenta por ciento (50%) 

calculado sobre el salario habitual, si se tratare del días comunes, y del ciento por ciento (100%) en días 

sábado después de las trece (13) horas, domingo y feriados. 

Art. 202. —Trabajo por equipos. 

En el trabajo por equipos o turnos rotativos regirá lo dispuesto por la ley 11.544, sea que haya sido 

adoptado a fin de asegurar la continuidad de la explotación, sea por necesidad o conveniencia económica 

o por razones técnicas inherentes a aquélla. 

El descanso semanal de los trabajadores que presten servicio bajo el régimen de trabajo por equipos se 

otorgará al término de cada ciclo de rotación y dentro del funcionalismo del sistema. 

La interrupción de la rotación al término de cada ciclo semanal no privará al sistema de su calificación 

como trabajo por equipos. 

Art. 203. —Obligación de prestar servicios en horas suplementarias. 

El trabajador no estará obligado a prestar servicios en horas suplementarias, salvo casos de peligro o 

accidente ocurrido o inminente de fuerza mayor, o por exigencias excepcionales de la economía nacional 

o de la empresa, juzgado su comportamiento en base al criterio de colaboración en el logro de los fines de 

la misma. 

CAPÍTULO II 

Del descanso semanal 

Art. 204. —Prohibición de trabajar. 

Queda prohibida la ocupación del trabajador desde las trece (13) horas del día sábado hasta las 

veinticuatro (24) horas del día siguiente, salvo en los casos de excepción previstos en el artículo 

precedente y los que las leyes o reglamentaciones prevean, en cuyo caso el trabajador gozará de un 

descanso compensatorio de la misma duración, en la forma y oportunidad que fijen esas disposiciones 

atendiendo a la estacionalidad de la producción u otras características especiales. 

Art. 205. —Salarios. 

La prohibición de trabajo establecida en el artículo 204 no llevará aparejada la disminución o supresión de 

la remuneración que tuviere asignada el trabajador en los días y horas a que se refiere la misma ni 

importará disminución del total semanal de horas de trabajo. 

Art. 206. —Excepciones. Exclusión. 

En ningún caso se podrán aplicar las excepciones que se dicten a los trabajadores menores de dieciséis 

(16) años. 

Art. 207. —Salarios por días de descanso no gozados. 

Cuando el trabajador prestase servicios en los días y horas mencionados en el artículo 204, medie o no 

autorización, sea por disposición del empleador o por cualquiera de las circunstancias previstas en el 

artículo 203, o por estar comprendido en las excepciones que con carácter permanente o transitorio se 

dicten, y se omitieren el otorgamiento de descanso compensatorio en tiempo y forma, el trabajador podrá 

hacer uso de ese derecho a partir del primer día hábil de la semana subsiguiente, previa comunicación 

formal de ello efectuada con una anticipación no menor de veinticuatro (24) horas. El empleador, en tal 

caso, estará obligado a abonar el salario habitual con el ciento por ciento (100 %) de recargo. 

TÍTULO X 

De la Suspensión de Ciertos Efectos del Contrato de Trabajo 

CAPÍTULO I 

De los accidentes y enfermedades inculpables 

Art. 208. —Plazo. Remuneración. 

Cada accidente o enfermedad inculpable que impida la prestación del servicio no afectará el derecho del 



trabajador a percibir su remuneración durante un período de tres (3) meses, si su antigüedad en el 

servicio fuere menor de cinco (5) años, y de seis (6) meses si fuera mayor. En los casos que el trabajador 

tuviere carga de familia y por las mismas circunstancias se encontrara impedido de concurrir al trabajo, los 

períodos durante los cuales tendrá derecho a percibir su remuneración se extenderán a seis (6) y doce 

(12) meses respectivamente, según si su antigüedad fuese inferior o superior a cinco (5) años. La recidiva 

de enfermedades crónicas no será considerada enfermedad, salvo que se manifestara transcurridos los 

dos (2) años. La remuneración que en estos casos corresponda abonar al trabajador se liquidará 

conforme a la que perciba en el momento de la interrupción de los servicios, con más los aumentos que 

durante el período de interrupción fueren acordados a los de su misma categoría por aplicación de una 

norma legal, convención colectiva de trabajo o decisión del empleador. Si el salario estuviere integrado 

por remuneraciones variables, se liquidará en cuanto a esta parte según el promedio de lo percibido en el 

último semestre de prestación de servicios, no pudiendo, en ningún caso, la remuneración del trabajador 

enfermo o accidentado ser inferior a la que hubiese percibido de no haberse operado el impedimento. Las 

prestaciones en especie que el trabajador dejare de percibir como consecuencia del accidente o 

enfermedad serán valorizadas adecuadamente. 

La suspensión por causas económicas o disciplinarias dispuestas por el empleador no afectará el derecho 

del trabajador a percibir la remuneración por los plazos previstos, sea que aquélla se dispusiera estando 

el trabajador enfermo o accidentado, o que estas circunstancias fuesen sobrevinientes. 

Art. 209. —Aviso al empleador. 

El trabajador, salvo casos de fuerza mayor, deberá dar aviso de la enfermedad o accidente y del lugar en 

que se encuentra, en el transcurso de la primera jornada de trabajo respecto de la cual estuviere 

imposibilitado de concurrir por alguna de esas causas. Mientras no la haga, perderá el derecho a percibir 

la remuneración correspondiente salvo que la existencia de la enfermedad o accidente, teniendo en 

consideración su carácter y gravedad, resulte luego inequívocamente acreditada. 

Art. 210. —Control. 

El trabajador está obligado a someter al control que se efectúe por el facultativo designado por el 

empleador. 

Art. 211. —Conservación del empleo. 

Vencidos los plazos de interrupción del trabajo por causa de accidente o enfermedad inculpable, si el 

trabajador no estuviera en condiciones de volver a su empleo, el empleador deberá conservárselo durante 

el plazo de un (1) año contado desde el vencimiento de aquéllos. Vencido dicho plazo, la relación de 

empleo subsistirá hasta tanto alguna de las partes decida y notifique a la otra su voluntad de rescindirla. 

La extinción del contrato de trabajo en tal forma, exime a las partes de responsabilidad indemnizatoria. 

Art. 212. —Reincorporación. 

Vigente el plazo de conservación del empleo, si del accidente o enfermedad resultase una disminución 

definitiva en la capacidad laboral del trabajador y éste no estuviere en condiciones de realizar las tareas 

que anteriormente cumplía, el empleador deberá asignarle otras que pueda ejecutar sin disminución de su 

remuneración. 

Si el empleador no pudiera dar cumplimiento a esta obligación por causa que no le fuere imputable, 

deberá abonar al trabajador una indemnización igual a la prevista en el artículo 247 de esta ley. 

Si estando en condiciones de hacerlo no le asignare tareas compatibles con la aptitud física o psíquica del 

trabajador, estará obligado a abonarle una indemnización igual a la establecida en el artículo 245 de esta 

ley. 

Cuando de la enfermedad o accidente se derivara incapacidad absoluta para el trabajador, el empleador 

deberá abonarle una indemnización de monto igual a la expresada en el artículo 245 de esta ley. 



Este beneficio no es incompatible y se acumula con los que los estatutos especiales o convenios 

colectivos puedan disponer para tal supuesto. 

Art. 213. —Despido del trabajador. 

Si el empleador despidiese al trabajador durante el plazo de las interrupciones pagas por accidente o 

enfermedad inculpable, deberá abonar, además de las indemnizaciones por despido injustificado, los 

salarios correspondientes a todo el tiempo que faltare para el vencimiento de aquélla o a la fecha del alta, 

según demostración que hiciese el trabajador. 

CAPÍTULO II 

Servicio militar y convocatorias especiales 

Art. 214. —Reserva del empleo. Cómputo como tiempo de servicio. 

El empleador conservará el empleo al trabajador cuando éste deba prestar servicio militar obligatorio, por 

llamado ordinario, movilización o convocatorias especiales desde la fecha de su convocación y hasta 

treinta (30) días después de concluido el servicio. 

El tiempo de permanencia en el servicio será considerado período de trabajo a los efectos del cómputo de 

su antigüedad, frente a los beneficios que por esta ley, estatutos profesionales o convenciones colectivas 

de trabajo le hubiesen correspondido en el caso de haber prestado servicios. El tiempo de permanencia 

en servicio no será considerado para determinar los promedios de remuneraciones a los fines de la 

aplicación de las mismas disposiciones. 

CAPÍTULO III 

Del desempeño de cargos electivos 

Art. 215. —Reserva del empleo. Cómputo como tiempo de servicio. 

Los trabajadores que por razón de ocupar cargos electivos en el orden nacional, provincial o municipal, 

dejaran de prestar servicios, tendrán derecho a la reserva de su empleo por parte del empleador, y a su 

reincorporación hasta treinta (30) días después de concluido el ejercicio de sus funciones. 

El período de tiempo durante el cual los trabajadores hubieran desempeñado las funciones 

precedentemente aludidas será considerado período de trabajo a los efectos del cómputo de su 

antigüedad, frente a los beneficios que por esta ley, estatutos profesionales y convenciones colectivas de 

trabajo le hubiesen correspondido en el caso de haber prestado servicios. El tiempo de permanencia en 

tales funciones no será considerado para determinar los promedios de remuneración a los fines de la 

aplicación de las mismas disposiciones. 

Art. 216. —Despido o no reincorporación del trabajador. 

Producido el despido o no reincorporación de un trabajador que se encontrare en la situación de los 

artículos 214 o 215, éste podrá reclamar el pago de las indemnizaciones que le correspondan por despido 

injustificado y por falta u omisión del preaviso conforme a esta ley, a los estatutos profesionales o 

convenciones colectivas de trabajo. A los efectos de dichas indemnizaciones la antigüedad computable 

incluirá el período de reserva del empleo. 

CAPÍTULO IV 

Del desempeño de cargos electivos o representativos en asociaciones profesionales de 

trabajadores con personería gremial o en organismos o comisiones que requieran representación 

sindical 

Art. 217. —Reserva del empleo. Cómputo como tiempo de servicio. Fuero sindical. 

Los trabajadores que se encontraren en las condiciones previstas en el presente capítulo y que por razón 

del desempeño de esos cargos, dejaren de prestar servicios, tendrán derecho a la reserva de su empleo 

por parte del empleador y a su reincorporación hasta treinta (30) días después de concluido el ejercicio de 

sus funciones, no pudiendo ser despedidos durante los plazos que fije la ley respectiva, a partir de la 



cesación de las mismas. El período de tiempo durante el cual los trabajadores hubieran desempeñado las 

funciones precedentemente aludidas será considerado período de trabajo en las mismas condiciones y 

con el alcance de los artículos 214 y 215, segunda parte, sin perjuicio de los mayores beneficios que 

sobre la materia establezca la ley de garantía de la actividad sindical. 

CAPÍTULO V 

De las suspensiones por causas económicas y disciplinarias 

Art. 218. —Requisitos de su validez. 

Toda suspensión dispuesta por el empleador para ser considerada válida, deberá fundarse en justa 

causa, tener plazo fijo y ser notificada por escrito al trabajador. 

Art. 219. —Justa causa. 

Se considera que tiene justa causa la suspensión que se deba a falta o disminución de trabajo no 

imputable al empleador, a razones disciplinarias o a fuerza mayor debidamente comprobada. 

Art. 220. —Plazo máximo. Remisión. 

Las suspensiones fundadas en razones disciplinarias o debidas a falta o disminución de trabajo no 

imputables al empleador, no podrán exceder de treinta (30) días en un (1) año, contados a partir de la 

primera suspensión. 

Las suspensiones fundadas en razones disciplinarias deberán ajustarse a lo dispuesto por el artículo 67, 

sin perjuicio de las condiciones que se fijaren en función de lo previsto en el artículo 68. 

Art. 221. —Fuerza mayor. 

Las suspensiones por fuerza mayor debidamente comprobadas podrán extenderse hasta un plazo 

máximo de setenta y cinco (75) días en el término de un (1) año, contado desde la primera suspensión 

cualquiera sea el motivo de ésta. 

En este supuesto, así como en la suspensión por falta o disminución del trabajo, deberá comenzarse por 

el personal menos antiguo dentro de cada especialidad. 

Respecto del personal ingresado en un mismo semestre, deberá comenzarse por el que tuviere menos 

cargas de familia, aunque con ello se alterase el orden de antigüedad. 

Art. 222. —Situación de despido. 

Toda suspensión dispuesta por el empleador de las previstas en los artículos 219, 220 y 221 que excedan 

de los plazos fijados o en su conjunto y cualquiera fuese la causa que la motivare, de noventa (90) días 

en un (1) año, a partir de la primera suspensión y no aceptada por el trabajador, dará derecho a éste a 

considerarse despedido. 

Lo estatuido no veda al trabajador la posibilidad de optar por ejercitar el derecho que le acuerda el artículo 

siguiente. 

Art. 223. —Salarios de suspensión. 

Cuando el empleador no observare las prescripciones de los artículos 218 a 221 sobre causas, plazo y 

notificación, en el caso de sanciones disciplinarias, el trabajador tendrá derecho a percibir la 

remuneración por todo el tiempo que estuviere suspendido si hubiere impugnado la suspensión, hubiere o 

no ejercido el derecho que le está conferido por el artículo 222 de esta ley. 

Art. 223 BIS. 

Se considerará prestación no remunerativa las asignaciones en dinero que se entreguen en 

compensación por suspensiones de la prestación laboral y que se fundaren en las causales de falta o 

disminución de trabajo, no imputables al empleador, o fuerza mayor debidamente comprobada, pactadas 

individual o colectivamente u homologadas por la autoridad de aplicación, conforme normas legales 

vigentes, y cuando en virtud de tales causales el trabajador no realice la prestación laboral a su cargo. 

Sólo tributará las contribuciones establecidas en las Leyes Nros. 23.660 y 23.661. (Artículo incorporado 



por art. 3 de la Ley N° 24.700 B.O. 14/10/1996) 

Art. 224. —Suspensión preventiva. Denuncia del empleador y de terceros. 

Cuando la suspensión se origine en denuncia criminal efectuada por el empleador y ésta fuera 

desestimada o el trabajador imputado, sobreseído provisoria o definitivamente, aquél deberá 

reincorporarlo al trabajo y satisfacer el pago de los salarios perdidos durante el tiempo de la suspensión 

preventiva, salvo que el trabajador optase, en razón de las circunstancias del caso, por considerarse en 

situación de despido. En caso de negativa del empleador a la reincorporación, pagará la indemnización 

por despido, a más de los salarios perdidos durante el tiempo de la suspensión preventiva. 

Si la suspensión se originara en denuncia criminal efectuada por terceros o en proceso promovido de 

oficio y se diese el caso de la privación de la libertad del trabajador, el empleador no estará obligado a 

pagar la remuneración por el tiempo que dure la suspensión de la relación laboral, salvo que se tratara de 

hecho relativo o producido en ocasión del trabajo. 

TÍTULO XI 

De la Transferencia del Contrato de Trabajo 

Art. 225. —Transferencia del establecimiento. 

En caso de transferencia por cualquier título del establecimiento, pasarán al sucesor o adquirente todas 

las obligaciones emergentes del contrato de trabajo que el transmitente tuviera con el trabajador al tiempo 

de la transferencia, aun aquéllas que se originen con motivo de la misma. El contrato de trabajo, en tales 

casos, continuará con el sucesor o adquirente, y el trabajador conservará la antigüedad adquirida con el 

transmitente y los derechos que de ella se deriven. 

Art. 226. —Situación de despido. 

El trabajador podrá considerar extinguido el contrato de trabajo si, con motivo de la transferencia del 

establecimiento, se le infiriese un perjuicio que, apreciado con el criterio del artículo 242, justificare el acto 

de denuncia. A tal objeto se ponderarán especialmente los casos en que, por razón de la transferencia, se 

cambia el objeto de la explotación, se alteran las funciones, cargo o empleo, o si mediare una separación 

entre diversas secciones, dependencia o sucursales de la empresa, de modo que se derive de ello 

disminución de la responsabilidad patrimonial del empleador. 

Art. 227. —Arrendamiento o cesión transitoria del establecimiento. 

Las disposiciones de los artículos 225 y 226 se aplican en caso de arrendamiento o cesión transitoria del 

establecimiento. 

Al vencimiento de los plazos de éstos, el propietario del establecimiento, con relación al arrendatario y en 

todos los demás casos de cesión transitoria, el cedente, con relación al cesionario, asumirá las mismas 

obligaciones del artículo 225, cuando recupere el establecimiento cedido precariamente. 

Art. 228. —Solidaridad. 

El transmitente y el adquirente de un establecimiento serán solidariamente responsables respecto de las 

obligaciones emergentes del contrato de trabajo existentes a la época de la transmisión y que afectaren a 

aquél. 

Esta solidaridad operará ya sea que la transmisión se haya efectuado para surtir efectos en forma 

permanente o en forma transitoria. 

A los efectos previstos en esta norma se considerará adquirente a toda aquel que pasare a ser titular del 

establecimiento aun cuando lo fuese como arrendatario o como usufructuario o como tenedor a título 

precario o por cualquier otro modo. 

La solidaridad, por su parte, también operará con relación a las obligaciones emergentes del contrato de 

trabajo existente al tiempo de la restitución del establecimiento cuando la transmisión no estuviere 

destinada a surtir efectos permanentes y fuese de aplicación lo dispuesto en la última parte del artículo 



227. 

La responsabilidad solidaria consagrada por este artículo será también de aplicación cuando el cambio de 

empleador fuese motivado por la transferencia de un contrato de locación de obra, de explotación u otro 

análogo, cualquiera sea la naturaleza y el carácter de los mismos. 

Art. 229. —Cesión del personal. 

La cesión del personal sin que comprenda el establecimiento, requiere la aceptación expresa y por escrito 

del trabajador. 

Aun cuando mediare tal conformidad, cedente y cesionario responden solidariamente por todas las 

obligaciones resultantes de la relación de trabajo cedida. 

Art. 230. —Transferencia a favor del Estado. 

Lo dispuesto en este título no rige cuando la cesión o transferencia se opere a favor del Estado. En todos 

los casos, hasta tanto se convengan estatutos o convenios particulares, los trabajadores podrán regirse 

por los estatutos o convenios de empresas del Estado similares. 

TÍTULO XII 

De la Extinción del Contrato de Trabajo 

CAPÍTULO I 

Del preaviso 

Art. 231. —Plazos. 

El contrato de trabajo no podrá ser disuelto por voluntad de una de las partes, sin previo aviso, o en su 

defecto, indemnización además de la que corresponda al trabajador por su antigüedad en el empleo, 

cuando el contrato se disuelva por voluntad del empleador. El preaviso, cuando las partes no lo fijen en un 

término mayor, deberá darse con la anticipación siguiente: 

a) por el trabajador, de QUINCE (15) días; 

b) por el empleador, de QUINCE (15) días cuando el trabajador se encontrare en período de prueba; de 

UN (1) mes cuando el trabajador tuviese una antigüedad en el empleo que no exceda de CINCO (5) años 

y de DOS (2) meses cuando fuere superior. 

(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 25.877 B.O. 19/3/2004) 

Art. 232. —Indemnización substitutiva. 

La parte que omita el preaviso o lo otorgue de modo insuficiente deberá abonar a la otra una 

indemnización substitutiva equivalente a la remuneración que correspondería al trabajador durante los 

plazos señalados en el artículo 231. 

Art. 233. —Comienzo del plazo. Integración de la indemnización con los salarios del mes del 

despido. 

Los plazos del artículo 231 correrán a partir del día siguiente al de la notificación del preaviso. 

Cuando la extinción del contrato de trabajo dispuesta por el empleador se produzca sin preaviso y en 

fecha que no coincida con el último día del mes, la indemnización sustitutiva debida al trabajador se 

integrará con una suma igual a los salarios por los días faltantes hasta el último día del mes en el que se 

produjera el despido. 

La integración del mes de despido no procederá cuando la extinción se produzca durante el período de 

prueba establecido en el artículo 92 bis. (Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 25.877 B.O. 

19/3/2004) 

Art. 234. —Retractación. 

El despido no podrá ser retractado, salvo acuerdo de partes. 

Art. 235. —Prueba. 

La notificación del preaviso deberá probarse por escrito. 



Art. 236. —Extinción. Renuncia al plazo faltante. Eximición de la obligación de prestar servicios. 

Cuando el preaviso hubiera sido otorgado por el empleador, el trabajador podrá considerar extinguido el 

contrato de trabajo, antes del vencimiento del plazo, sin derecho a la remuneración por el período faltante 

del preaviso, pero conservará el derecho a percibir la indemnización que le corresponda en virtud del 

despido. Esta manifestación deberá hacerse en la forma prevista en el artículo 240. 

El empleador podrá relevar al trabajador de la obligación de prestar servicios durante el plazo de preaviso 

abonándole el importe de los salarios correspondientes. 

Art. 237. —Licencia diaria. 

Salvo lo dispuesto en la última parte del artículo 236, durante el plazo del preaviso el trabajador tendrá 

derecho, sin reducción de su salario, a gozar de una licencia de dos horas diarias dentro de la jornada 

legal de trabajo, pudiendo optar por las dos primeras o las dos últimas de la jornada. El trabajador podrá 

igualmente optar por acumular las horas de licencia en una o más jornadas íntegras. 

Art. 238. —Obligaciones de las partes. 

Durante el transcurso del preaviso subsistirán las obligaciones emergentes del contrato de trabajo. 

Art. 239. —Eficacia. 

El preaviso notificado al trabajador mientras la prestación de servicios se encuentra suspendida por 

alguna de las causas a que se refiere la presente ley con derecho al cobro de salarios por el trabajador, 

carecerá de efectos, salvo que se lo haya otorgado expresamente para comenzar a correr a partir del 

momento en que cesara la causa de suspensión de la prestación de servicios. 

Cuando la notificación se efectúe durante una suspensión de la prestación de servicios que no devengue 

salarios en favor del trabajador, el preaviso será válido pero a partir de la notificación del mismo y hasta el 

fin de su plazo se devengarán las remuneraciones pertinentes. 

Si la suspensión del contrato de trabajo o de la prestación del servicio fuese sobreviniente a la notificación 

del preaviso, el plazo de éste se suspenderá hasta que cesen los motivos que la originaron. 

CAPÍTULO II. 

De la extinción del contrato por renuncia del trabajador 

Art. 240. —Forma. 

La extinción del contrato de trabajo por renuncia del trabajador, medie o no preaviso, como requisito para 

su validez, deberá formalizarse mediante despacho telegráfico colacionado cursado personalmente por el 

trabajador a su empleador o ante la autoridad administrativa del trabajo. 

Los despachos telegráficos serán expedidos por las oficinas de correo en forma gratuita, requiriéndose la 

presencia personal del remitente y la justificación de su identidad. 

Cuando la renuncia se formalizara ante la autoridad administrativa ésta dará inmediata comunicación de 

la misma al empleador, siendo ello suficiente a los fines del artículo 235 de esta ley. 

CAPÍTULO III 

De la extinción del contrato de trabajo por voluntad concurrente de las partes 

Art. 241. —Formas y modalidades. 

Las partes, por mutuo acuerdo, podrán extinguir el contrato de trabajo. El acto deberá formalizarse 

mediante escritura pública o ante la autoridad judicial o administrativa del trabajo. 

Será nulo y sin valor el acto que se celebre sin la presencia personal del trabajador y los requisitos 

consignados precedentemente. 

Se considerará igualmente que la relación laboral ha quedado extinguida por voluntad concurrente de las 

partes, si ello resultase del comportamiento concluyente y recíproco de las mismas, que traduzca 

inequívocamente el abandono de la relación. 

CAPÍTULO IV 



De la extinción del contrato de trabajo por justa causa 

Art. 242. —Justa causa. 

Una de las partes podrá hacer denuncia del contrato de trabajo en caso de inobservancia por parte de la 

otra de las obligaciones resultantes del mismo que configuren injuria y que, por su gravedad, no consienta 

la prosecución de la relación. 

La valoración deberá ser hecha prudencialmente por los jueces, teniendo en consideración el carácter de 

las relaciones que resulta de un contrato de trabajo, según lo dispuesto en la presente ley, y las 

modalidades y circunstancias personales en cada caso. 

Art. 243. —Comunicación. Invariabilidad de la causa de despido. 

El despido por justa causa dispuesto por el empleador como la denuncia del contrato de trabajo fundada 

en justa causa que hiciera el trabajador, deberán comunicarse por escrito, con expresión suficientemente 

clara de los motivos en que se funda la ruptura del contrato. Ante la demanda que promoviere la parte 

interesada, no se admitirá la modificación de la causal de despido consignada en las comunicaciones 

antes referidas. 

Art. 244. —Abandono del trabajo. 

El abandono del trabajo como acto de incumplimiento del trabajador sólo se configurará previa 

constitución en mora, mediante intimación hecha en forma fehaciente a que se reintegre al trabajo, por el 

plazo que impongan las modalidades que resulten en cada caso. 

Art. 245. —Indemnización por antigüedad o despido. 

En los casos de despido dispuesto por el empleador sin justa causa, habiendo o no mediado preaviso, 

éste deberá abonar al trabajador una indemnización equivalente a UN (1) mes de sueldo por cada año de 

servicio o fracción mayor de TRES (3) meses, tomando como base la mejor remuneración mensual, 

normal y habitual devengada durante el último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste 

fuera menor. 

Dicha base no podrá exceder el equivalente de TRES (3) veces el importe mensual de la suma que 

resulte del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable 

al trabajador, al momento del despido, por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL le corresponderá fijar y publicar el 

promedio resultante, juntamente con las escalas salariales de cada Convenio Colectivo de Trabajo. 

Para aquellos trabajadores excluidos del convenio colectivo de trabajo el tope establecido en el párrafo 

anterior será el del convenio aplicable al establecimiento donde preste servicios o al convenio más 

favorable, en el caso de que hubiera más de uno. 

Para aquellos trabajadores remunerados a comisión o con remuneraciones variables, será de aplicación 

el convenio al que pertenezcan o aquel que se aplique en la empresa o establecimiento donde preste 

servicios, si éste fuere más favorable. 

El importe de esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a UN (1) mes de sueldo calculado 

sobre la base del sistema establecido en el primer párrafo. (Artículo sustituido por art. 5° de la Ley N° 

25.877 B.O. 19/3/2004) 

Art. 246. —Despido indirecto. 

Cuando el trabajador hiciese denuncia del contrato de trabajo fundado en justa causa, tendrá derecho a 

las indemnizaciones previstas en los artículos 232, 233 y 245. 

CAPÍTULO V 

De la extinción del contrato de trabajo por fuerza mayor o por falta o disminución de trabajo 

Art. 247. —Monto de la indemnización. 

En los casos en que el despido fuese dispuesto por causa de fuerza mayor o por falta o disminución de 



trabajo no imputable al empleador fehacientemente justificada, el trabajador tendrá derecho a percibir una 

indemnización equivalente a la mitad de la prevista en el artículo 245 de esta ley. 

En tales casos el despido deberá comenzar por el personal menos antiguo dentro de cada especialidad. 

Respecto del personal ingresado en un mismo semestre, deberá comenzarse por el que tuviere menos 

cargas de familia, aunque con ello se alterara el orden de antigüedad. 

CAPÍTULO VI 

De la extinción del contrato de trabajo por muerte del trabajador 

Art. 248. —Indemnización por antigüedad. Monto. Beneficiarios. 

En caso de muerte del trabajador, las personas enumeradas en el artículo 38 del Decreto-ley 18.037/69 

(t.o. 1974) tendrán derecho, mediante la sola acreditación del vínculo, en el orden y prelación allí 

establecido, a percibir una indemnización igual a la prevista en el artículo 247 de esta ley. A los efectos 

indicados, queda equiparada a la viuda, para cuando el trabajador fallecido fuere soltero o viudo, la mujer 

que hubiese vivido públicamente con el mismo, en aparente matrimonio, durante un mínimo de dos (2) 

años anteriores al fallecimiento. 

Tratándose de un trabajador casado y presentándose la situación antes contemplada, igual derecho 

tendrá la mujer del trabajador cuando la esposa por su culpa o culpa de ambos estuviere divorciada o 

separada de hecho al momento de la muerte del causante, siempre que esta situación se hubiere 

mantenido durante los cinco (5) años anteriores al fallecimiento. 

Esta indemnización es independiente de la que se reconozca a los causa-habientes del trabajador por la 

ley de accidentes de trabajo, según el caso, y de cualquier otro beneficio que por las leyes, convenciones 

colectivas de trabajo, seguros, actos o contratos de previsión, le fuesen concedidos a los mismos en 

razón del fallecimiento del trabajador. 

CAPÍTULO VII 

De la extinción del contrato de trabajo por muerte del empleador 

Art. 249. —Condiciones. Monto de la indemnización. 

Se extingue el contrato de trabajo por muerte del empleador cuando sus condiciones personales o 

legales, actividad profesional y otras circunstancias hayan sido la causa determinante de la relación 

laboral y sin las cuales ésta no podría proseguir. 

En este caso, el trabajador tendrá derecho a percibir la indemnización prevista en el artículo 247 de esta 

ley. 

CAPÍTULO VIII 

De la extinción del contrato de trabajo por vencimiento del plazo 

Art. 250. —Monto de la indemnización. Remisión. 

Cuando la extinción del contrato se produjera por vencimiento del plazo asignado al mismo, mediando 

preaviso y estando el contrato íntegramente cumplido, se estará a lo dispuesto en el artículo 95, segundo 

párrafo, de esta ley, siendo el trabajador acreedor a la indemnización prevista en el artículo 247, siempre 

que el tiempo del contrato no haya sido inferior a un (1) año. 

CAPÍTULO IX 

De la extinción del contrato de trabajo por quiebra o concurso del empleador 

Art. 251. —Calificación de la conducta del empleador. Monto de la indemnización. 

Si la quiebra del empleador motivara la la extinción del contrato de trabajo y aquélla fuera debida a 

causas no imputables al mismo, la indemnización correspondiente al trabajador será la prevista en el 

artículo 247. En cualquier otro supuesto dicha indemnización se calculará conforme a los previstos en el 

artículo 245. La determinación de las circunstancias a que se refiere este artículo será efectuada por el 

juez de la quiebra al momento de dictar la resolución sobre procedencia y alcances de las solicitudes de 



verificación formuladas por los acreedores. (Artículo sustituido por art. 294 de la Ley N° 24.522 B.O. 

9/8/1995) 

CAPÍTULO X 

De la extinción del contrato de trabajo por jubilación del trabajador 

Art. 252. —Intimación. Plazo de mantenimiento de la relación. 

A partir de que el trabajador cumpla setenta (70) años de edad y reúna los requisitos necesarios para 

acceder a la Prestación Básica Universal (PBU) establecida en el artículo 17, inciso a) de la ley 24.241 y 

sus modificaciones, el empleador podrá intimarlo a que inicie los trámites pertinentes, extendiéndole los 

certificados de servicios y demás documentación necesaria a esos fines. A partir de ese momento, el 

empleador deberá mantener la relación de trabajo hasta que el trabajador obtenga el beneficio y por un 

plazo máximo de un (1) año. 

Lo dispuesto en el párrafo precedente no afecta el derecho del trabajador de solicitar el beneficio 

previsional con anterioridad al cumplimiento de los setenta (70) años de edad. 

Concedido el beneficio o vencido dicho plazo, el contrato de trabajo quedará extinguido sin obligación 

para el empleador del pago de la indemnización por antigüedad que prevean las leyes o estatutos 

profesionales. 

La intimación a que se refiere el primer párrafo de este artículo implicará la notificación del preaviso 

establecido por la presente ley o disposiciones similares contenidas en otros estatutos, cuyo plazo se 

considerará comprendido dentro del término durante el cual el empleador deberá mantener la relación de 

trabajo. (Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 27.426 B.O. 28/12/2017. Vigencia: el día siguiente de 

su publicación en el Boletín Oficial) 

Art. 253. —Trabajador jubilado. 

En caso de que el trabajador titular de un beneficio previsional de cualquier régimen volviera a prestar 

servicios en relación de dependencia, sin que ello implique violación a la legislación vigente, el empleador 

podrá disponer la extinción del contrato invocando esa situación, con obligación de preavisarlo y abonar la 

indemnización en razón de la antigüedad prevista en el artículo 245 de esta ley o en su caso lo dispuesto 

en el artículo 247. 

En este supuesto sólo se computará como antigüedad el tiempo de servicios posterior al cese. (Párrafo 

incorporado por art. 7 de la Ley N° 24.347 B.O. 29/6/1994) 

También es aplicable lo dispuesto por el presente artículo al trabajador que sigue prestando servicios sin 

interrupción a las órdenes del mismo empleador, luego del goce del beneficio de la jubilación, 

considerándose la fecha del acuerdo de la prestación como inicio del cómputo de la antigüedad posterior 

al mismo. (Párrafo incorporado por art. 8° de la Ley N° 27.426 B.O. 28/12/2017. Vigencia: el día siguiente 

de su publicación en el Boletín Oficial) 

CAPÍTULO XI 

De la extinción del contrato de trabajo por incapacidad o inhabilidad del trabajador 

Art. 254. —Incapacidad e inhabilidad. Monto de la indemnización. 

Cuando el trabajador fuese despedido por incapacidad física o mental para cumplir con sus obligaciones, 

y la misma fuese sobreviniente a la iniciación de la prestación de los servicios, la situación estará regida 

por lo dispuesto en el artículo 212 de esta ley. 

Tratándose de un trabajador que contare con la habilitación especial que se requiera para prestar los 

servicios objeto del contrato, y fuese sobrevinientemente inhabilitado, en caso de despido será acreedor a 

la indemnización prevista en el artículo 247, salvo que la inhabilitación provenga de dolo o culpa grave e 

inexcusable de su parte. 

CAPÍTULO XII 



Disposición común 

Art. 255. —Reingreso del trabajador. Deducción de las indemnizaciones percibidas. 

La antigüedad del trabajador se establecerá conforme a lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de esta ley, 

pero si hubiera mediado reingreso a las órdenes del mismo empleador se deducirá de las 

indemnizaciones de los artículos 245, 246, 247, 250, 251, 253 y 254 lo pagado en forma nominal por la 

misma causal de cese anterior. 

En ningún caso la indemnización resultante podrá ser inferior a la que hubiera correspondido al trabajador 

si su período de servicios hubiera sido solo el último y con prescindencia de los períodos anteriores al 

reingreso. (Artículo sustituido por art. 1º de la Ley Nº 27.325 B.O. 15/12/2016) 

Art. 255 bis: Plazo de Pago. 

El pago de las remuneraciones e indemnizaciones que correspondieren por la extinción del contrato de 

trabajo, cualquiera sea su causa, se efectuará dentro de los plazos previstos en el artículo 128 

computados desde la fecha de extinción de la relación laboral. (Artículo incorporado por art. 1° de la Ley 

N° 26.593 B.O. 26/5/2010) 

TÍTULO XIII 

De la Prescripción y Caducidad 

Art. 256. —Plazo común. 

Prescriben a los dos (2) años las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales 

de trabajo y, en general, de disposiciones de convenios colectivos, laudos con eficacia de convenios 

colectivos y disposiciones legales o reglamentarias del Derecho del Trabajo. 

Esta norma tiene carácter de orden público y el plazo no puede ser modificado por convenciones 

individuales o colectivas. 

Art. 257. —Interrupción por actuaciones administrativas. 

Sin perjuicio de la aplicabilidad de las normas del Código Civil, la reclamación ante la autoridad 

administrativa del trabajo interrumpirá el curso de la prescripción durante el trámite, pero en ningún caso 

por un lapso mayor de seis (6) meses. 

Art. 258. —Accidentes y enfermedades profesionales. 

Las acciones provenientes de la responsabilidad por accidente de trabajo y enfermedades profesionales 

prescribirán a los dos (2) años, a contar desde la determinación de la incapacidad o el fallecimiento de la 

víctima. 

Art. 259. —Caducidad. 

No hay otros modos de caducidad que los que resultan de esta ley. 

Art. 260. —Pago insuficiente. 

El pago insuficiente de obligaciones originadas en las relaciones laborales efectuado por un empleador 

será considerado como entrega a cuenta del total adeudado, aunque se reciba sin reservas, y quedará 

expedita al trabajador la acción para reclamar el pago de la diferencia que correspondiere, por todo el 

tiempo de la prescripción. 

TÍTULO XIV 

De los Privilegios 

CAPÍTULO I 

De la preferencia de los créditos laborales 

Art. 261. —Alcance. 

El trabajador tendrá derecho a ser pagado, con preferencia a otros acreedores del empleador, por los 

créditos que resulten del contrato de trabajo, conforme a lo que se dispone en el presente título. 

Art. 262. —Causahabientes. 



Los privilegios de los créditos laborales se transmiten a los sucesores del trabajador. 

Art. 263. —Acuerdos conciliatorios o liberatorios. 

Los privilegios no pueden resultar sino de la ley. 

En los acuerdos transaccionales, conciliatorios o liberatorios que se celebren, podrá imputarse todo o 

parte del crédito reconocido a uno o varios rubros incluidos en aquellos acuerdos, si correspondieran más 

de uno, de modo de garantizar el ejercicio de los derechos reconocidos en este título, si se diera el caso 

de concurrencia de acreedores. 

Los acuerdos que no contuviesen tal requisito podrán ser declarados nulos a instancia del trabajador, 

dado el caso de concurrencia de acreedores sobre bienes del empleador, sea con carácter general o 

particular. 

Art. 264. —Irrenunciabilidad. (Artículo derogado por art. 293 de la Ley N° 24.522 B.O. 9/8/1995) 

Art. 265. —Exclusión del fuero de atracción. (Artículo derogado por art. 293 de la Ley N° 24.522 B.O. 

9/8/1995) 

Art. 266. (Artículo derogado por art. 293 de la Ley N° 24.522 B.O. 9/8/1995) 

Art. 267. —Continuación de la empresa. 

Cuando por las leyes concursales o actos de poder público se autorizase la continuación de la empresa, 

aún después de la declaración de la quiebra o concurso, las remuneraciones del trabajador y las 

indemnizaciones que le correspondan en razón de la antigüedad, u omisión de preaviso, debidas en virtud 

de servicios prestados después de la fecha de aquella resolución judicial o del poder público, se 

considerarán gastos de justicia. Estos créditos no requieren verificación ni ingresan al concurso, debiendo 

abonarse en los plazos previstos en los artículos 126 y 128 de esta ley, y con iguales garantías que las 

conferidas a los créditos por salarios y otras remuneraciones. 

CAPÍTULO II 

De las clases de privilegios 

Art. 268. —Privilegios especiales. 

Los créditos por remuneraciones debidos al trabajador por seis (6) meses y los provenientes de 

indemnizaciones por accidente de trabajo, antigüedad o despido, falta de preaviso y fondo de desempleo, 

gozan de privilegio especial sobre las mercaderías, materias primas y maquinarias que integren el 

establecimiento donde haya prestado sus servicios, o que sirvan para la explotación de que aquél forma 

parte. 

El mismo privilegio recae sobre el precio del fondo de comercio, el dinero, títulos de créditos o depósitos 

en cuentas bancarias o de otro tipo que sean directo resultado de la explotación, salvo que hubiesen sido 

recibidos a nombre y por cuenta de terceros. 

Las cosas introducidas en el establecimiento o explotación, o existentes en él, no estarán afectadas al 

privilegio, si por su naturaleza, destino, objeto del establecimiento o explotación, o por cualquier otra 

circunstancia, se demostrase que fuesen ajenas, salvo que estuviesen permanentemente destinadas al 

funcionamiento del establecimiento o explotación, exceptuadas las mercaderías dadas en consignación. 

Art. 269. —Bienes en poder de terceros. 

Si los bienes afectados al privilegio hubiesen sido retirados del establecimiento, el trabajador podrá 

requerir su embargo para hacer efectivo el privilegio, aunque el poseedor de ello sea de buena fe. Este 

derecho caducará a los seis (6) meses de su retiro y queda limitado a las maquinarias, muebles u otros 

enseres que hubiesen integrado el establecimiento o explotación. 

Art. 270. —Preferencia. 

Los créditos previstos en el artículo 268 gozan de preferencia sobre cualquiera otro respecto de los 

mismos bienes, con excepción de los acreedores prendarios por saldo de precio, y de lo adeudado al 



retenedor por razón de las mismas cosas, si fueren retenidas. 

Art. 271. —Obras y construcciones. Contratista. 

Gozarán de privilegio, en la extensión conferida por el artículo 268 sobre el edificio, obras o 

construcciones, los créditos de los trabajadores ocupados en su edificación, reconstrucción o reparación. 

Este privilegio operará tanto en el supuesto que el trabajador fuese contratado directamente por el 

propietario, como cuando el empleador fuese un contratista o subcontratista. Empero, en este último caso, 

el privilegio sólo será invocable cuando el propietario que ocupe al contratista encargue la ejecución de la 

obra con fines de lucro, o para utilizarla en una actividad que desarrolle con tal finalidad, y estará además 

limitado a los créditos por remuneraciones y fondo de desempleo. No se incluyen los que pudieran 

resultar por reajustes de remuneraciones o sus accesorios. 

Art. 272. —Subrogación. 

El privilegio especial se traslada de pleno derecho sobre los importes que substituyan a los bienes sobre 

los que recaiga, sea por indemnización, precio o cualquier otro concepto que permita la subrogación real. 

En cuanto excedan de dichos importes, los créditos a que se refiere el artículo 268, gozarán del privilegio 

general que resulta del artículo 273 de esta ley, dado el caso de concurso. 

Art. 273. —Privilegios generales. 

Los créditos por remuneraciones y subsidios familiares debidos al trabajador por seis (6) meses y los 

provenientes de indemnizaciones por accidente del trabajo, por antigüuedad o despido y por falta de 

preaviso, vacaciones y sueldo anual complementario, los importes por fondo de desempleo y cualquier 

otro derivado de la relación laboral, gozarán del privilegio general. Se incluyen las costas judiciales en su 

caso. Serán preferidos a cualquier otro crédito, salvo los alimentarios. 

Art. 274. —Disposiciones comunes. 

Los privilegios no se extienden a los gastos y costas, salvo lo dispuesto en el artículo 273 de esta ley. Se 

extienden a los intereses, pero sólo por el plazo de dos (2) años a contar de la fecha de la mora. 

TÍTULO XV 

Disposiciones Complementarias 

Art. 275. —Conducta maliciosa y temeraria. 

Cuando se declarara maliciosa o temeraria la conducta asumida por el empleador que perdiere total o 

parcialmente el juicio, será condenado a pagar un interés de hasta dos veces y media el que cobren los 

bancos oficiales, para operaciones corrientes de descuento de documentos comerciales, el que será 

graduado por los jueces, atendiendo a la conducta procesal asumida. 

Se considerarán especialmente comprendidos en esta disposición los casos en que se evidenciaren 

propósitos obstruccionistas o dilatorios en reclamos por accidente de trabajo, atendiendo a las exigencias 

más o menos perentorias provenientes del estado de la víctima, la omisión de los auxilios indispensables 

en tales casos, o cuando sin fundamento, y teniendo conciencia de la propia sin razón, se cuestionase la 

existencia de la relación laboral, se hiciesen valer actos cometidos en fraude del trabajador, abusando de 

su necesidad o inexperiencia, o se opusiesen defensas manifiestamente incompatibles o contradictorias 

de hecho o de derecho. 

Cuando por falta de cumplimiento de un acuerdo homologado en sede judicial o administrativa el 

trabajador se vea precisado a continuar y/o promover la acción judicial, independientemente de las 

sanciones que tal actitud genere, dicha conducta será calificada como ‘temeraria y maliciosa’ y la suma 

adeudada devengará a favor del trabajador, desde la fecha de la mora y hasta su efectiva cancelación, el 

máximo del interés contemplado en el presente artículo. (Párrafo incorporado por art. 1° de la Ley N° 

26.696 B.O. 29/8/2011). 

Art. 276. —Actualización por depreciación monetaria. 



Los créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo, serán actualizados, cuando resulten 

afectados por la depreciación monetaria, teniendo en cuenta la variación que experimente el índice de los 

precios al consumidor en la Capital Federal, desde la fecha en que debieron haberse abonado hasta el 

momento del efectivo pago. 

Dicha actualización será aplicada por los jueces o por la autoridad administrativa de aplicación de oficio o 

a petición de parte incluso en los casos de concurso del deudor, así como también, después de la 

declaración de quiebra. (Artículo sustituido por art. 1º de la Ley N° 23.616 B.O. 10/11/1988) 

Art. 277. —Pago en juicio. 

Todo pago que deba realizarse en los juicios laborales se efectivizará mediante depósito bancario en 

autos a la orden del Tribunal interviniente y giro judicial personal al titular del crédito o sus derecho-

habientes, aún en el supuesto de haber otorgado poder. Queda prohibido el pacto de cuota litis que 

exceda del veinte por ciento (20%) el que, en cada caso, requerirá ratificación personal y homologación 

judicial. 

El desistimiento por el trabajador de acciones y derechos se ratificará personalmente en el juicio y 

requerirá homologación. 

Todo pago realizado sin observar lo prescripto y el pacto de cuota litis o desistimiento no homologados, 

serán nulos de pleno derecho. 

La responsabilidad por el pago de las costas procesales, incluidos los honorarios profesionales de todo 

tipo allí devengados y correspondientes a la primera o única instancia, no excederán del veinticinco por 

ciento (25 %) del monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin al diferendo. Si 

las regulaciones de honorarios practicadas conforme a las leyes arancelarias o usos locales, 

correspondientes a todas las profesiones y especialidades, superaran dicho porcentaje, el juez procederá 

a prorratear los montos entre los beneficiarios. Para el cómputo del porcentaje indicado no se tendrá en 

cuenta el monto de los honorarios profesionales que hubieren representado, patrocinado o asistido a la 

parte condenada en costas. (Párrafo incorporado por art. 8 de la Ley N° 24.432 B.O. 10/1/1995). 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 147, tercer párrafo incorporado por art. 1º de la Ley Nº 27.320 B.O. 15/12/2016; 

- Artículo 103 BIS, inciso b) sustituido por art. 1º del Decreto N° 815/2001 B.O. 22/6/2001; 

- Artículo 92 BIS sustituido por art. 1° de la Ley N° 25.250 B.O. 2/6/2000; 

- Artículo 92 BIS Sustituido por art. 3° de la Ley Nº 25.013 B.O. 24/9/1998; 

- Artículo 75 sustituido por art. 49 de la Ley N° 24.557 B.O. 4/10/1995; 

- Artículo 92 BIS incorporado por art. 1° de la Ley Nº 24.465 B.O. 28/3/1995; 

- Artículo 92 TER incorporado por art. 2° de la Ley Nº 24.465 B.O. 28/3/1995; 

- Artículo 252, primer párrafo sustituido por art. 6° de la Ley N° 24.347 B.O. 29/6/1994; 

- Artículo 245, sustituido por art. 153 de la Ley N° 24.013 B.O. 17/12/1991; 

- Artículo 105 BIS incorporado por art. 1º del Decreto N° 1477/1989 B.O. 20/12/1989; 

- Artículo 245 sustituido por art. 48 de la Ley N° 23.697 B.O. 25/9/1989; 

- Artículo 266 sustituido por art. 11 de la Ley N° 23.472 B.O. 25/3/1987; 

- Artículo 276 sustituido por art. 1º de la Ley N° 22.311 B.O. 7/11/1980; 

- Artículo 192 sustituido por art. 1º de la Ley N° 22.276 B.O. 28/8/1980; 

- Artículo 252 sustituido por art. 1º de la Ley N° 21.659 B.O. 12/10/1977. 

 

 

 

Ley 25.323 



Las indemnizaciones previstas por la Ley N° 20.744 (texto ordenado en 1976) o las que en el futuro 

las reemplacen, serán incrementadas al doble cuando se trate de una relación laboral no 

registrada o que lo esté de modo deficiente. 

Sancionada: Septiembre 13 de 2000. 

Promulgada de Hecho: Octubre 6 de 2000. 

Publicada en el Boletín Oficial del 11-oct-2000, número 29502. 

 

ARTICULO 1° — Las indemnizaciones previstas por las Leyes 20.744 (texto ordenado en 1976), artículo 

245 y 25.013, artículo 7°, o las que en el futuro las reemplacen, serán incrementadas al doble cuando se 

trate de una relación laboral que al momento del despido no esté registrada o lo esté de modo deficiente. 

Para las relaciones iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, los empleadores 

gozarán de un plazo de treinta días contados a partir de dicha oportunidad para regularizar la situación de 

sus trabajadores, vencido el cual le será de plena aplicación el incremento dispuesto en el párrafo 

anterior. 

El agravamiento indemnizatorio establecido en el presente artículo, no será acumulable a las 

indemnizaciones previstas por los artículos 8°, 9°, 10 y 15 de la Ley 24.013. 

ARTICULO 2° — Cuando el empleador, fehacientemente intimado por el trabajador, no le abonare las 

indemnizaciones previstas en los artículos 232, 233 y 245 de la Ley 20.744 (texto ordenado en 1976) y los 

artículos 6° y 7° de la Ley 25.013, o las que en el futuro las reemplacen, y, consecuentemente, lo obligare 

a iniciar acciones judiciales o cualquier instancia previa de carácter obligatorio para percibirlas, éstas 

serán incrementadas en un 50%. 

Si hubieran existido causas que justificaren la conducta del empleador, los jueces, mediante resolución 

fundada, podrán reducir prudencialmente el incremento indemnizatorio dispuesto por el presente artículo 

hasta la eximición de su pago. 

ARTICULO 3º — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. 

 

 

 

Ley 11.544 

JORNADA DE TRABAJO. 

Sancionada: Agosto 29 de 1929. 

Promulgada de Hecho: Septiembre 12 de 1929. 

Publicada en el Boletín Oficial del 17 de Septiembre del 1929, numero 10614. 

 

Artículo 1° - La duración del trabajo no podrá exceder de ocho horas diarias o cuarenta y ocho horas 

semanales para toda persona ocupada por cuenta ajena en explotaciones públicas o privadas, aunque no 

persigan fines de lucro. 

No están comprendidos en las disposiciones de esta ley, los trabajos agrícolas, ganaderos y los del 

servicio doméstico, ni los establecimientos en que trabajen solamente miembros de la familia del jefe, 

dueño, empresario, gerente, director o habilitado principal. 

La limitación establecida por esta ley es máxima y no impide una duración del trabajo menor de 8 horas 

diarias o 48 semanales para las explotaciones señaladas. (Párrafo incorporado por art. 1° del Decreto Ley 

N° 10.375 B.O. 25/6/1956) 

Art. 2° - La jornada de trabajo nocturno no podrá exceder de siete horas, entendiéndose como tal la 

comprendida entre las veintiuna y las seis horas. Cuando el trabajo deba realizarse en lugares insalubres 



en los cuales la viciación del aire o su compresión, emanaciones o polvos tóxicos permanentes, pongan 

en peligro la salud de los obreros ocupados, la duración del trabajo no excederá de seis horas diarias o 

treinta y seis semanales. El Poder Ejecutivo determinará, sea directamente o a solicitud de parte 

interesada y previo informe de las reparticiones técnicas que correspondan, los casos en que regirá la 

jornada de seis horas. 

Art. 3° - En las explotaciones comprendidas en el artículo 1°, se admiten las siguientes excepciones: 

a) Cuando se trate de directores y gerentes. (Inciso sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.597 B.O. 

11/6/2010) 

b) Cuando los trabajos se efectúen por equipos, la duración del trabajo podrá ser prolongada más allá de 

las ocho horas por día y de cuarenta y ocho semanales, a condición de que el término medio de las horas 

de trabajo sobre un período de tres semanas a lo menos, no exceda de ocho horas por día o de cuarenta 

y ocho horas semanales; 

c) En caso de accidente ocurrido o inminente, o en caso de trabajo de urgencia a efectuarse en las 

máquinas, herramientas o instalaciones, o en caso de fuerza mayor, pero tan sólo en la medida necesaria 

para evitar que un inconveniente serio ocurra en la marcha regular del establecimiento y únicamente 

cuando el trabajo no pueda ser efectuado durante la jornada normal, debiendo comunicarse el hecho de 

inmediato a las autoridades encargadas de velar por el cumplimiento de la presente ley. 

Art. 4° - Los reglamentos del Poder Ejecutivo pueden fijar por industria, comercio y oficio y por región: 

a) Las excepciones permanentes admisibles para los trabajos preparatorios o complementarios que 

deban necesariamente ser ejecutados fuera de límite asignado al trabajo general del establecimiento o 

para ciertas categorías de personas cuyo trabajo sea especialmente intermitente; 

b) Las excepciones temporarias admisibles para permitir a las empresas hacer frente a las demandas 

extraordinarias de trabajo. 

Para acordar estas autorizaciones se tendrá en cuenta el grado de desocupación existente. 

Art. 5° - Todas las reglamentaciones y excepciones deben hacerse previa consulta a las respectivas 

organizaciones patronales y obreras y en ellas se determinará el número máximo de horas 

suplementarias que ha de autorizarse en cada caso. 

El tipo de salario para esas horas suplementarias será aumentado por lo menos en un 50 % en relación al 

salario normal y en un 100 % cuando se trate de días feriados. 

Art. 6° - Para facilitar la aplicación de esta ley, cada patrón deberá: 

a) Hacer conocer por medio de avisos colocados en lugares visibles en su establecimiento o en cualquier 

otro sitio conveniente, las horas en que comienza y termina el trabajo, o si el trabajo se efectúa por 

equipos. Las horas en que comienza y termina la tarea de cada equipo, serán fijadas de tal modo que no 

excedan los límites prescriptos en la presente ley, y una vez modificadas, regirán en esa forma, no 

pudiendo modificarse sin nueva comunicación hecha con la anticipación que determine el Poder 

Ejecutivo; 

b) Hacer conocer de la misma manera los descansos acordados durante la jornada de trabajo y que no se 

computan en ella; 

c) Inscribir en un registro todas las horas suplementarias de trabajo hechas efectivas a mérito de lo 

dispuesto por los artículos 3°, 4° y 5° de esta ley. 

Art. 7° - Las prescripciones de esta ley, pueden ser suspendidas total o parcialmente por decreto del 

Poder Ejecutivo nacional en caso de guerra o circunstancias que impliquen un peligro inminente para la 

seguridad pública. 

Art. 8° - Las infracciones a las prescripciones de esta ley serán reprimidas con multas de doscientos a 

diez mil pesos moneda nacional, por cada persona ocupada en infracción. (Artículo sustituido por art. 1° 



de la Ley N° 16.115 B.O. 22/12/1961) 

Art. 9° - Son autoridades de aplicación de la presente ley en la Capital Federal y Territorios Nacionales, el 

Departamento Nacional del Trabajo, y en las provincias las que determinen los respectivos gobiernos. 

Art. 10. - Los representantes de la autoridad de aplicación tienen facultad para penetrar en los 

establecimientos a que se refiere esta ley para verificar las infracciones y pueden requerir la cooperación 

de la policía. 

Art. 11. - Sin perjuicio de las facultades de la autoridad de aplicación, tienen personería para denunciar y 

acusar a los infractores, además de las personas damnificadas, las asociaciones obreras y patronales por 

intermedio de sus comisiones directivas. 

Art. 12. - Esta ley se tendrá por incorporada al Código Civil y entrará en vigencia a los seis meses de 

promulgada. 

Art. 13. - Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 

 

Ley 24.467 

Modificada por Ley 27.264 

PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA. Disposiciones Generales. Objeto. Definición de PYMES. 

Instrumentos. Autoridad de aplicación. De forma. Sociedades de Garantía recíproca. 

Características y constitución. Capital Social, fondo de riesgo y beneficios. Órganos sociales. 

Fusión, escisión y disolución. Contrato, garantía y contragarantía. Efectos del contrato entre la 

Sociedad de Garantía Recíproca y el acreedor. Efectos entre la Sociedad de Garantía Recíproca y 

los socios. Extinción del contrato de garantía recíproca. Beneficios Impositivos y Banco Central. 

Autoridad de aplicación. Disposiciones finales. Relaciones de Trabajo. Definición de pequeña 

empresa. Registro Único de Personal. Modalidades de contratación. Disponibilidad colectiva. 

Movilidad interna. Preaviso. Formación profesional. Mantenimiento y regulación de empleo. 

Negociación colectiva. Salud y seguridad en el trabajo. Seguimiento y aplicación. 

Sancionada: Marzo 15 de 1995. 

Promulgada de Hecho: Marzo 23 de 1995. 

Publicada en el Boletín Oficial del 28 de Marzo del 1995, numero 28112. 

 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Sección I 

Objeto 

ARTICULO 1° - La presente ley tiene por objeto promover el crecimiento y desarrollo de las pequeñas y 

medianas empresas impulsando para ello políticas de alcance general a través de la creación de nuevos 

instrumentos de apoyo y la consolidación de los ya existentes. 

Sección II 

Definición de PYMES 

ARTICULO 2° - Encomiéndase a la autoridad de aplicación definir las características de las empresas que 

serán consideradas micro, pequeñas y medianas empresas, pudiendo contemplar, cuando así se 

justificare, las especificidades propias de los distintos sectores y regiones del país y con base en alguno, 

algunos o todos los siguientes atributos de las mismas o sus equivalentes, personal ocupado, valor de las 

ventas y valor de los activos aplicados al proceso productivo, ello sin perjuicio de lo dispuesto en el 

artículo 83 de la presente ley. 



La autoridad de aplicación revisará anualmente la definición de micro, pequeña y mediana empresa a fin 

de actualizar los parámetros y especificidades contempladas en la definición adoptada. 

La autoridad de aplicación establecerá las limitaciones aplicables a las empresas que controlen, estén 

controladas y/o se encuentren vinculadas a otra/s o grupo/s económicos nacionales o extranjeros, para 

ser micro, pequeñas y medianas empresas. 

Los beneficios vigentes para las micro, pequeñas y medianas empresas serán extensivos a las formas 

asociativas conformadas exclusivamente por ellas. 

Los organismos detallados en el artículo 8° de la ley 24.156 tendrán por acreditada la condición de micro, 

pequeña y mediana empresa con la constancia que, de corresponder, emitirá la autoridad de aplicación 

por los medios que a esos efectos establezca. (Artículo sustituido por art. 6° de la Ley N° 27.444 B.O. 

18/6/2018)  

Sección III 

Instrumentos 

ARTICULO 3° - Institúyese un régimen de bonificación de tasas de interés para las Micro, Pequeñas y 

Medianas Empresas, tendiente a disminuir el costo del crédito. El monto de dicha bonificación será 

establecido en la respectiva reglamentación. 

Se favorecerá con una bonificación especial a las MiPyMES nuevas o en funcionamiento localizadas en 

los ámbitos geográficos que reúnan alguna de las siguientes características: 

a) Regiones en las que se registren tasas de desempleo superiores a la media nacional; 

b) Las provincias del norte argentino comprendidas dentro del Plan Belgrano; 

c) Regiones en las que se registren niveles de Producto Bruto Geográfico (PBG) por debajo de la media 

nacional. 

(Artículo sustituido por art. 42 de la Ley N° 27.264 B.O. 1/8/2016.) 

ARTICULO 4° - La bonificación a la que se refiere el artículo anterior, será solventada por el Estado 

nacional y estará especialmente destinada a: 

a) Créditos para la adquisición de bienes de capital propios de la actividad de la empresa; 

b) Créditos para la constitución de capital de trabajo; 

c) Créditos para la reconversión y aumento de la productividad debiendo además contemplar amplios 

plazos de amortización, tasas comparables a las más bajas de plaza y períodos de gracia según el 

retorno de la inversión previsto; 

d) Créditos para la actualización y modernización tecnológica, de procedimientos administrativos, 

gerenciales organizativos y comerciales y contratación de servicios de consultoría, etcétera; 

e) Créditos para financiar y prefinanciar las exportaciones de los bienes producidos por las PYMES. 

ARTICULO 5° - La bonificación a que se refiere los artículos 3° y 4° y el fondo a que se refiere el artículo 

6° se atenderá con los créditos que anualmente se establezcan en el Presupuesto General de la 

Administración Nacional. 

ARTICULO 6° - A los efectos de cumplimentar lo dispuesto en los artículos 13, 15 y 16 de la presente ley, 

el Estado nacional a través de la autoridad de aplicación creará un fondo de garantía cuyo objeto 

específico será facilitar el acceso al crédito a las empresas comprendidas en los programas a los que se 

refieren los citados artículos. 

ARTICULO 7° - El Banco de la Nación Argentina y el Banco de Inversión y Comercio Exterior 

instrumentarán líneas especiales para la financiación de las pequeñas y medianas empresas. 

Para tal fin, recurrirán especialmente a la utilización de fondos provenientes de instituciones multilaterales 

de crédito o de otras fuentes de origen externo. 

En ningún caso las condiciones de estos créditos podrán resultar menos ventajosas para las pequeñas y 



medianas empresas que las que rijan para los que con igual destino, se detallan en el artículo 4° de la 

presente. 

ARTICULO 8° - El Poder Ejecutivo nacional estimulará a través de los diversos medios a su alcance la 

constitución en el ámbito privado de sociedades conocidas como calificadoras de riesgo, especializadas 

en evaluar el desempeño, la solidez y el riesgo crediticio de las pequeñas y medianas empresas con el 

objeto de facilitar su operatoria financiera y comercial. 

ARTICULO 9° - Con el fin de facilitar el acceso de las pequeñas y medianas empresas a la utilización de 

los múltiplos recursos que ofrece el mercado de capitales tales como la emisión de obligaciones 

negociables, el Poder Ejecutivo Nacional, a través de los organismos pertinentes dictara las normas que 

resulten necesarias para agilizar y simplificar ese acceso y las conducentes a disminuir en todo lo posible 

los costos implícitos en esas operatorias. 

ARTICULO 10° - Los bancos oficiales pondrán en juego todos los mecanismos a su alcance para 

potenciar la capacidad de mercado de capitales de concurrir en apoyo de las pequeñas y medianas 

empresas con instrumentos financieros genuinos, transparentes y eficaces; entre otros, la emisión de 

Cédulas Hipotecarias. 

ARTICULO 11. - Déjase establecido que los fondos provenientes de la liquidación de la Corporación para 

el Desarrollo de la Pequeña y Mediana Empresa (COPYME), originados en las disposiciones de los 

artículos 2° de la ley 21.542 y 11 de la ley 23.020, serán destinados durante el año fiscal 1995 a atender 

los gastos que demanden la implementación de los nuevos instrumentos creados en virtud de la presente 

o la ampliación de los ya existentes. 

ARTICULO 12. - Créase un sistema de información MIPyME que operará con base en las agencias 

regionales, que se crearán de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 13 de la presente. El sistema de 

información MIPyME tendrá por objetivo la recolección y difusión de información comercial, técnica y legal 

que se juzgue de interés para la micro, pequeña y mediana empresa. Las instituciones públicas y privadas 

que adhieran a la red de agencias regionales según lo dispuesto en el artículo 13 de la presente ley, se 

comprometerán a contribuir al sistema de información MIPyME proporcionando los datos locales y 

regionales para la red. 

(Artículo sustituido por art. 36 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 13. - El Ministerio de Producción organizará una Red de Agencias de Desarrollo Productivo 

que tendrá por objeto brindar asistencia al sector empresarial en todo el territorio nacional y coordinar 

acciones tendientes al fortalecimiento del entramado institucional con el objetivo de alcanzar un desarrollo 

sustentable y acorde a las características de cada región. 

En la organización de la Red de Agencias de Desarrollo Productivo, el Ministerio de Producción 

privilegiará y priorizará la articulación e integración a la red de aquellas agencias dependientes de los 

gobiernos provinciales, municipales y centros empresariales ya existentes en las provincias. Todas las 

instituciones que suscriban los convenios respectivos deberán garantizar que las agencias de la red 

cumplan con los requisitos que oportunamente dispondrá la autoridad de aplicación con el fin de 

garantizar un nivel de homogeneidad en la prestación de servicios de todas las instituciones que integran 

la red. 

Las agencias que conforman la red podrán funcionar como ventanilla de acceso a todos los instrumentos 

y programas actuales y futuros de que disponga el Ministerio de Producción para asistir al sector 

empresarial, así como también todos aquellos de otras áreas del Estado nacional destinados al sector que 

el mencionado Ministerio acuerde incorporar. 

Las agencias promoverán la articulación de los actores públicos y privados que se relacionan con el 

desarrollo productivo y entenderán, a nivel de diagnóstico y formulación de propuestas, en todos los 



aspectos vinculados al desarrollo regional. 

La Red de Agencias de Desarrollo Productivo organizada por el Ministerio de Producción buscará 

fomentar la articulación, colaboración y cooperación institucional, la asociación entre el sector público y el 

privado y el cofinanciamiento de actividades entre el Estado nacional, las provincias, la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires y los municipios. 

(Artículo sustituido por art. 35 de la Ley N° 27.264 B.O. 1/8/2016.) 

ARTICULO 14. - Con idéntico propósito encomiéndase al Poder Ejecutivo nacional a movilizar, 

racionalizar y fortalecer tanta los cursos de acción como los recursos de los Institutos Nacionales de 

Tecnología agropecuaria (INTA) de Tecnología Industrial (INTI) y de Tecnología Minera (INTEMIN) y de 

los restantes centros e institutos de investigación y de capacitación y formación de recursos humanos 

bajo su dependencia, cuyas actividades guarden relación con el accionar de las PYMES. 

ARTICULO 15. - Consolidar y extender los polos productivos en el interior del país para facilitar la 

convergencia de esfuerzos entre instituciones públicas, privadas y empresas, de manera de mejorar la 

competitividad de las PYMES ubicadas en las economías regionales y sus posibilidades de inserción en el 

mercado internacional. 

ARTICULO 16. - El Estado nacional priorizará la profundización, ampliación y difusión del Programa de 

Desarrollo de Proveedores de manera de tender a optimizar la vinculación entre las empresas PYMES 

proveedoras y las grandes empresas. 

ARTICULO 17. - El Estado nacional tomará los recaudos necesarios para que el Programa al que se 

refiere el artículo anterior incorpore paulatinamente a sus propios proveedores PYMES. 

ARTICULO 18. - Encomiéndase al Poder Ejecutivo nacional diseñar y poner en práctica medidas que 

incentiven y contribuyan a que las pequeñas y medianas empresas produzcan dentro de los más altos 

estándares internacionales de calidad. 

Entre otras, propiciará su incorporación progresiva al Sistema Nacional de Certificación de Calidad 

estableciendo, por la vía reglamentaria, plazos adecuados pero ciertos para la incorporación de sus 

proveedores PYMES al mismo y a su vez invitando a los estados provinciales a adoptar medidas 

similares. 

ARTICULO 19. - La autoridad de aplicación promoverá la formación de Consorcios de empresas PYMES 

con particular énfasis en aquellos vinculados con la exportación, de forma tal de orientarlos hacia el 

aprovechamiento de las ventajas de localización adecuada, economías de escala, masa crítica de oferta, 

etcétera, que caracteriza a este tipo de asociaciones. 

La erogación que demande el cumplimiento del presente artículo se atenderá con los créditos que 

anualmente se establezcan en el Presupuesto General de la Administración Nacional. 

ARTICULO 20. - Se establecerán, a través de los organismos competentes políticas específicas de apoyo 

a la internacionalización comercial de las PYMES, con particular acento en su proceso de inserción en los 

mercados de la región. 

ARTICULO 21. - Se diseñarán y desarrollarán instrumentos que induzcan y faciliten el proceso de 

especialización de las empresas pequeñas y medianas, de forma tal de incrementar su competitividad y, 

en consecuencia, su acceso a los mercados externos a partir del Mercosur. 

Se deberán privilegiar aquellas herramientas que potencien la proyección exportadora de las PYMES, 

esto es el diseño, la calidad y la promoción del producto, la financiación de las exportaciones, etcétera. 

ARTICULO 22. - El Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Economía y Obras y Servicios 

Públicos, con el concurso de las áreas de gobierno que resulten pertinentes desarrollará un Programa 

Nacional de Capacitación de los cuadros empresarios y gerenciales de las pequeñas y medianas 

empresas. 



El mismo tendrá como principales objetivos mejorar la capacidad de gerenciamiento y el conocimiento de 

los mercados, inducir conductas que den adecuadas respuestas frente a la constante evolución de los 

mismos y estimulen un crecimiento sostenido de la productividad de las PYMES. 

Con el objeto de adecuar los contenidos de la capacitación a las necesidades concretas de los 

empresarios PYMES se estimulará la participación y el asesoramiento de las entidades gremiales 

empresarias en el citado Programa Nacional de Capacitación. 

El Programa Nacional de Capacitación se desarrollará en forma descentralizada a través de convenios 

con las provincias, las municipalidades y las universidades. 

ARTICULO 23. - El Estado nacional continuará instrumentando y desarrollando herramientas crediticias y 

de capacitación específicamente destinadas a las microempresas. 

ARTICULO 24. - Arbitrar los medios que promuevan la reconversión de las PYMES en consonancia con 

la preservación del medio ambiente y los estándares internacionales que rijan en la materia, estimulando 

la utilización de tecnologías limpias compatibles con un desarrollo sostenible. 

ARTICULO 25. - La autoridad de aplicación queda facultada para entender y proponer toda modificación 

a procedimientos administrativos previstos en cualquier norma legal, siempre que por ese medio se logren 

para la Pyme efectivas reducciones de los tiempos y costos de gestión. 

ARTICULO 26. - Facúltase a la autoridad de aplicación para fijar políticas y dictar normas de lealtad 

comercial y defensa de la competencia con aplicación específica a las relaciones de las PYMES con las 

grandes empresas sean estas sus clientes o proveedores, las que deberán prever la intervención del 

organismo competente en casos de atraso injustificado o descuentos indebidos en pagos, ya fuere por 

provisión de bienes o contratación de servicios. 

ARTICULO 27. - La autoridad de aplicación creará un Registro de Empresas MiPyMES que tendrá las 

finalidades que se establecen a continuación: 

a) Contar con información actualizada sobre la composición y características de los diversos sectores 

Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, que permita el diseño de políticas e instrumentos adecuados 

para el apoyo de estas empresas; 

b) Recabar, registrar, digitalizar y resguardar la información y documentación de empresas que deseen o 

necesiten acreditar, frente a la autoridad de aplicación o cualquier otra entidad pública o privada, la 

condición de Micro, Pequeña o Mediana Empresa conforme las pautas establecidas por la autoridad de 

aplicación; 

c) Emitir certificados de acreditación de la condición de micro, pequeña o mediana empresa, a pedido de 

la empresa, de autoridades nacionales, provinciales y municipales. 

Con el objeto de simplificar la operación y desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas, la 

autoridad de aplicación tendrá las facultades de modificar y ampliar las finalidades del Registro de 

Empresas Mipymes, como así también de articular acciones con cualquier otro organismo o autoridad, 

tanto nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como municipal, que resulten 

pertinentes para dar cumplimiento con las finalidades del registro. 

Los citados organismos y autoridades deberán brindar al registro la información y documentación que la 

autoridad de aplicación le requiera, garantizando la seguridad en el tratamiento de dicha información.  

Asimismo, la autoridad de aplicación tendrá la facultad de establecer las condiciones y limitaciones en que 

la información y documentación incluidas en el Registro de Empresas Mipymes, podrá ser consultada y 

utilizada por los organismos del sector público nacional, comprendidos en el artículo 8° de la ley 24.156 y 

sus modificatorias, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal, como así también 

instituciones privadas, entre otros, garantizando la seguridad en el tratamiento de dicha 

información. (Inciso sustituido por art. 5° de la Ley N° 27.444 B.O. 18/6/2018). 



(Artículo sustituido por art. 33 de la Ley N° 27.264 B.O. 1/8/2016.) 

ARTICULO 28. - El Poder Ejecutivo nacional elevará todos los años al Honorable Congreso de la Nación 

en la ley de Presupuesto, una propuesta donde se prevea un porcentaje mínimo de las compras del 

Estado nacional, las que, siempre y cuando exista oferta adecuada habrán de ser contratadas con 

pequeñas y medianas empresas. 

ARTICULO 29. - Al solo efecto de atender a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley, transfiérense 

los fondos provenientes de la liquidación de la Corporación para el Desarrollo de la Pequeña y Mediana 

Empresa (COPYME) ley 21.542 y 23.020, a la autoridad de aplicación de la presente ley. 

Sección IV 

Autoridad de aplicación 

ARTICULO 30. - El Poder Ejecutivo nacional establecerá la autoridad de aplicación correspondiente al 

presente título. 

Invítase a los Gobiernos Provinciales y Municipales a adherir a las disposiciones del presente capítulo. 

Sección V 

De forma 

ARTICULO 31. - Derógase la ley 23.020/82 y toda otra ley y/o norma en lo que se oponga a la presente. 

TÍTULO II 

SOCIEDADES DE GARANTIA RECIPROCA 

Sección I 

De las características y constitución 

ARTICULO 32. - Caracterización. Créanse las Sociedades de Garantía Recíproca (S.G.R.) con el objeto 

de facilitar a las PYMES el acceso al crédito. 

Las Sociedades de Garantía Recíproca (S.G.R.) se regirán por las disposiciones del presente título y 

supletoriamente la Ley de Sociedades en particular las normas relativas a las Sociedades anónimas. 

ARTICULO 33. - Objeto. El objeto social principal de las sociedades de garantía recíproca será el 

otorgamiento de garantías a sus socios partícipes mediante la celebración de contratos regulados en la 

presente ley. 

Además, podrán otorgar garantías a terceros. 

Podrán asimismo brindar asesoramiento técnico, económico y financiero a sus socios en forma directa o a 

través de terceros contratados a tal fin. 

(Artículo sustituido por art. 13 de la Ley N° 27.444 B.O. 18/6/2018)  

ARTICULO 34. - Límite operativo. Las Sociedades de Garantías Recíprocas (SGR) no podrán asignar a 

un mismo socio partícipe, o a terceros, garantías superiores al cinco por ciento (5%) del valor total del 

fondo de riesgo de cada SGR. 

Tampoco podrán las SGR asignar a obligaciones con el mismo acreedor más del veinticinco por ciento 

(25 %) del valor total del fondo de riesgo. En la condición de acreedor deberán incluirse las empresas 

controladas, vinculadas y las personas humanas y/o jurídicas que integren el mismo grupo económico de 

acuerdo con los criterios que establezca la reglamentación. 

Quedan excluidas del límite operativo las garantías correspondientes a créditos otorgados por entidades 

bancarias y las garantías otorgadas a organismos públicos centralizados o descentralizados dependientes 

de los gobiernos nacionales, provinciales, municipales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que no 

desarrollen actividades comerciales, industriales o financieras. 

La autoridad de aplicación podrá autorizar mayores límites operativos con carácter general en virtud del 

desarrollo del sistema. Asimismo, podrá exceptuar de los límites operativos a casos particulares, con 

carácter excepcional y por decisión fundada, siempre que se presenten algunas de las siguientes 



circunstancias: 

a) Respecto del límite aplicable a los acreedores: cuando los mismos resulten organismos públicos 

estatales, centralizados y descentralizados nacionales, provinciales o municipales que desarrollen 

actividades comerciales, industriales y financieras, entidades financieras reguladas por el Banco Central 

de la República Argentina y/o agencias internacionales de crédito. 

En estos casos deberá acreditarse que las condiciones de financiamiento, en el costo y/o en el plazo, 

representan un beneficio real para las Mipymes; 

b) Respecto del límite aplicable al socio partícipe: cuando la Sociedad de Garantía Recíproca tenga 

garantías vigentes como mínimo al treinta por ciento (30%) de sus socios partícipes, podrá autorizarse 

una garantía de hasta un quince por ciento (15%) del valor total del fondo de riesgo por cada sociedad de 

garantía recíproca siempre que dicho monto no supere las ventas del último semestre calendario del 

solicitante. 

(Artículo sustituido por art. 14 de la Ley N° 27.444 B.O. 18/6/2018)  

ARTICULO 35. - Operaciones prohibidas. Las Sociedades de Garantía Recíproca (S.G.R.) no podrán 

conceder directamente ninguna clase de créditos a sus socios ni a terceros ni realizar actividades distintas 

a las de su objeto social. 

ARTICULO 36. - Denominación. La denominación social deberá contener la indicación "Sociedades de 

Garantía Recíproca", su abreviatura o las siglas S.G.R. 

ARTICULO 37. - Tipos de socios. La sociedad de garantía recíproca estará constituida por socios 

partícipes y socios protectores. 

Serán socios partícipes únicamente las pequeñas y medianas empresas, sean éstas personas físicas o 

jurídicas, que reúnan las condiciones generales que determine la autoridad de aplicación y suscriban 

acciones. 

A los efectos de su constitución toda sociedad de garantía recíproca deberá contar con un mínimo de 

socios partícipes que fijará la autoridad de aplicación en función de la región donde se radique o del 

sector económico que la conforme. 

Serán socios protectores todas aquellas personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o 

extranjeras, que realicen aportes al capital social y al fondo de riesgo. La sociedad no podrá celebrar 

contratos de garantía recíproca con los socios protectores. 

Es incompatible la condición de socio protector con la de socio partícipe. 

(Artículo sustituido por art. 17 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 38. - Derechos de los socios partícipes. Los socios partícipes tendrán los siguientes derechos 

además de los que les corresponde según la ley 19.550 y sus modificaciones. 

1. Recibir los servicios determinados en su objeto social cuando se cumplieren las condiciones exigidas 

para ello. 

2. Solicitar el reembolso de las acciones en las condiciones que se establece en el artículo 47. 

ARTICULO 39. - Derechos de los socios protectores. Los socios protectores tendrán los derechos que les 

corresponden según la ley 19.550 y sus modificaciones. 

ARTICULO 40. - Exclusión de socios. El socio excluido sólo podrá exigir el reembolso de las acciones 

conforme al procedimiento y con las limitaciones establecidas en el artículo 47. Los socios protectores no 

podrán ser excluidos. 

(Artículo sustituido por art. 18 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 41. - De la constitución. Las Sociedades de Garantía Reciproca (S.G.R) se constituirán por 

acto único mediante instrumento público que deberá contener, además de los requisitos exigidos por La 

ley 19.550 y sus modificatorias, los siguientes: 



1. Clave única de identificación tributaria de los socios partícipes y protectores fundadores. 

2. Delimitación de la actividad o actividades económicas y ámbito geográfico que sirva para la 

determinación de quienes pueden ser socios partícipes en la sociedad. 

3. Criterios a seguir para la admisión de nuevos socios partícipes y protectores y las condiciones a 

contemplar para la emisión de nuevas acciones. 

4. Causas de exclusión de socios y trámites para su consagración. 

5. Condiciones y procedimientos para ejercer el derecho de reembolso de las acciones por parte de los 

socios partícipes. 

ARTICULO 42. - Autorización para su funcionamiento. Las autorizaciones para funcionar a nuevas 

sociedades, así como los aumentos en los montos de los fondos de riesgo de las sociedades ya 

autorizadas, deberán ajustarse a los procedimientos de aprobación que fija la autoridad de aplicación. La 

autoridad de aplicación otorgará a cada sociedad de garantía recíproca en formación que lo solicite, una 

certificación provisoria del cumplimiento de los requisitos que establezca para autorizar su 

funcionamiento. Previo a la concesión de la autorización efectiva, la sociedad de garantía recíproca 

deberá haber completado el trámite de inscripción en la Inspección General de Justicia, Registro Público 

de Comercio o autoridad local competente. (Artículo sustituido por art. 19 de la Ley N° 25.300 B.O. 

7/9/2000) 

ARTICULO 43. - El incumplimiento por parte de las personas humanas y jurídicas de cualquier naturaleza 

de las disposiciones del título II de la presente ley y su reglamentación dará lugar a la aplicación, en forma 

conjunta o individual, de las siguientes sanciones, sin perjuicio de las demás previstas en la presente 

norma, de la ley 19.550 (t.o. 1984) y sus modificaciones, en virtud de lo dispuesto por el artículo 32 de la 

presente ley y las que pudieran corresponder por aplicación de la legislación penal: 

a) Desestimación de garantías del cómputo de los grados de utilización que se requiere para acceder a la 

desgravación impositiva prevista en el artículo 79 de la ley 24.467 y su modificatoria; 

b)Apercibimiento; 

c) Apercibimiento, con obligación de publicar la parte dispositiva de la resolución en el Boletín Oficial de la 

República Argentina y en los portales de la autoridad de aplicación, y hasta en dos (2) diarios de 

circulación nacional a costa del sujeto punido; 

d) Multas aplicables a la Sociedad de Garantía Recíproca (SGR) y/o, según si fuera imputable un 

incumplimiento específico, a los integrantes de los órganos sociales de la misma. Las multas podrán 

establecerse entre un monto de pesos cinco mil ($ 5.000) a pesos veinte millones ($ 20.000.000). El 

Poder Ejecutivo nacional podrá modificar dichos topes mínimos y máximos cada dos (2) años; 

e) Expulsión del socio protector o partícipe incumplidor, como así también, la prohibición de incorporarse, 

en forma permanente o transitoria, al sistema por otra Sociedad de Garantía Recíproca (SGR); 

f) Inhabilitación, temporaria o permanente, para desempeñarse como directores, administradores, 

miembros de los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores, gerentes, auditores, socios o accionistas 

de las entidades comprendidas en el Título II de la ley 24.467 y su modificatoria; 

g) Inhabilitación transitoria para operar como Sociedad de Garantía Recíproca (SGR); 

h) Revocación de la autorización para funcionar como tal. 

Las consecuencias jurídicas contenidas en el presente artículo podrán ser aplicadas de manera total o 

parcial. A los fines de la fijación de las sanciones antes referidas la autoridad de aplicación deberá tener 

especialmente en cuenta: la magnitud, de la infracción; los beneficios generados o los perjuicios 

ocasionados por el infractor; el volumen operativo y el fondo de riesgo del infractor; la actuación individual 

de los miembros de los órganos de administración y fiscalización. En el caso de las personas jurídicas 

responderán solidariamente los directores, administradores, síndicos o miembros del consejo de vigilancia 



y, en su caso, gerentes e integrantes del consejo de calificación, respecto de quienes se haya 

determinado responsabilidad individual en la comisión de las conductas sancionadas. 

La autoridad de aplicación determinará el procedimiento correspondiente a los efectos de la aplicación de 

las sanciones previstas en el presente artículo, garantizando el ejercicio del derecho de defensa. 

 

Contra la resolución que disponga la imposición de sanciones podrá recurso de revocatoria ante la 

autoridad de aplicación, con apelación en subsidio por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Comercial. Ambos recursos tendrán efectos suspensivos. 

(Artículo sustituido por art. 43 de la Ley N° 27.264 B.O. 1/8/2016.) 

ARTICULO 44. - Modificación de los estatutos. Será nula toda modificación a los estatutos de la sociedad 

que no cumpla con los siguientes requisitos: 

1. Que el consejo de administración o los socios que realizan la propuesta formulen un informe por escrito 

justificando la necesidad de modificación de los estatutos. 

2. En la convocatoria a asamblea general deberá detallarse claramente la modificación que se propone. 

3. En la misma convocatoria se hará constar el derecho que corresponde a los socios de examinar en el 

domicilio legal el texto íntegro de la reforma propuesta y su justificación, pudiendo suplirse por la entrega 

o envío gratuito de dichos documentos, con acuse de recibo. 

4 Se requerirá la aprobación de la propuesta de modificación por parte de la autoridad de aplicación. 

5. Otorgada la autorización y aprobada en asamblea general, se procederá a la inscripción del mismo. 

Sección II 

Del capital social, fondo de riesgo y beneficios 

ARTICULO 45. - Capital Social. El capital social de las Sociedades de Garantía Recíproca (S.G.R.) estará 

integrado por los aportes de los socios y representado por acciones ordinarias nominativas de igual valor 

y número de votos. El estatuto social podrá prever que las acciones sean registrales. 

El capital social mínimo será fijado por vía reglamentaria. El capital social podrá variar, sin re querir 

modificación del estatuto, entre dicha cifra y un máximo que represente el quíntuplo de la misma. 

La participación de los socios protectores no podrá exceder del cincuenta por ciento (50%) del capital 

social y la de cada socio partícipe no podrá superar el cinco por ciento (5%) del mismo. 

(Artículo sustituido por art. 21 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 46. - Fondo de riesgo. La Sociedad de Garantía Recíproca deberá constituir un fondo de 

riesgo que integrará su patrimonio. 

Dicho fondo de riesgo estará constituido por: 

1. Las asignaciones de los resultados de la sociedad aprobados por la Asamblea general. 

2. Las donaciones, subvenciones u otras aportaciones que recibiere. 

3. Los recuperos de las sumas que hubiese pagado la sociedad en el cumplimiento del contrato de 

garantía asumido a favor de sus socios. 

4. El valor de las acciones no reembolsadas a los socios excluidos. 

5. El rendimiento financiero que provenga de la inversión del propio fondo en las colocaciones en que 

fuera constituido. 

6. El aporte de los socios protectores. 

El Fondo de Riesgo podrá asumir la forma jurídica de un fondo fiduciario en los términos de la ley 24.441, 

independiente del patrimonio societario de la Sociedad de Garantía Recíproca. Esta podrá recibir aportes 

por parte de socios protectores que no sean entidades financieras con afectación específica a las 

garantías que dichos socios determinen, para lo cual deberá celebrar contratos de fideicomiso 

independientes del fondo de riesgo general. La reglamentación de la presente ley determinará los 



requisitos que deberán reunir tales aportes y el coeficiente de expansión que podrán tener en el 

otorgamiento de garantías. La deducción impositiva en el impuesto a las ganancias correspondientes a 

estos aportes será equivalente a dos tercios (2/3) de la que correspondiere por aplicación del artículo 79 

de la presente ley, con los mismos, plazos, condiciones y requisitos establecidos en dicho 

artículo. (Párrafo incorporado por art. 22 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 47. - Derecho al reembolso de las acciones. Todo socio partícipe podrá exigir el reembolso de 

sus acciones ante el consejo de administración siempre y cuando haya cancelado totalmente los 

contratos de garantía recíproca que hubiera celebrado, y en tanto dicho reembolso no implique reducción 

del capital social mínimo y respete lo establecido en el artículo 37. Tampoco procederá cuando la 

Sociedad de Garantía Recíproca estuviera en trámite de fusión, escisión o disolución. 

Para ello tendrá que solicitarlo con una antelación mínima de tres (3) meses salvo que los estatutos 

contemplen un plazo mayor que no podrá superar el de un (1) año. El monto a reembolsar no podrá 

exceder del valor de las acciones integradas. No deberán computarse a tales efectos de la determinación 

del mismo, las reservas de la sociedad sobre las que los socios no tienen derecho alguno. E1 socio 

reembolsado responderá hasta dicho monto por las deudas contraidas por la sociedad con anterioridad a 

la fecha en que se produjo el reintegro por un plazo de cinco (5) años cuando el patrimonio de la sociedad 

sea insuficiente para afrontar las mismas. 

En el caso de que por reembolso de capital se alterara la participación relativa de los socios partícipes y 

protectores, la sociedad de garantía recíproca les reembolsará a estos últimos la proporción de capital 

necesaria para que no se exceda el límite establecido en el último párrafo del artículo 45 de la presente 

ley. (Párrafo sustituido por art. 23 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

La reducción del capital social como consecuencia de la exclusión o retiro de un socio partícipe no 

requerirá del cumplimiento de lo previsto en el artículo 204, primero párrafo de la ley 19.550 y sus 

modificatorias, y será resuelta por el Consejo de Administración. (Párrafo incorporado por art. 24 de la Ley 

N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 48. - Privilegios. Las Sociedades de Garantía Recíproca (S.G.R.) tendrán privilegio ante todo 

otro acreedor sobre las acciones de sus socios en relación a las obligaciones derivadas de los contratos 

de garantía recíproca vigentes. Las acciones de los socios partícipes no pueden ser objeto de 

gravámenes reales. 

ARTICULO 49. - Cesión de las acciones. Para la cesión de las acciones a terceros no socios se requerirá 

la autorización del Consejo de Administración y éste la concederá cuando los cesionarios acrediten reunir 

los requisitos establecidos en los estatutos y asuman las obligaciones que el cedente mantenga con la 

Sociedad de Garantía Recíproca. Si el cesionario fuera asocio automáticamente asumirá las obligaciones 

del cedente. 

(Artículo sustituido por art. 25 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 50. - Aporte de capital. Los aportes deberán ser integrados en efectivo, como mínimo en un 

cincuenta por ciento (50 %) al momento de la suscripción. El remanente deberá ser integrado, también en 

efectivo en el plazo máximo de un (1) año a contar de esa fecha. La integración total será condición 

necesaria para que el socio partícipe pueda contratar garantías recíprocas. 

ARTICULO 51. - Aumento del capital social. El capital fijado por los estatutos podrá ser aumentado por 

decisión de la asamblea general ordinaria hasta el quíntuplo de dicho monto. Cuando el incremento del 

capital social esté originado por la capitalización de utilidades, las acciones generadas por dicho 

incremento se distribuirán entre los socios en proporción a sus respectivas tenencias. 

En caso de tratarse de emisión de nuevas acciones la integración de los aportes se realizará conforme a 

lo establecido en el artículo 50. 



Todo aumento de capital que exceda el quíntuplo del fijado estatutariamente deberá contar con la 

aprobación de los dos tercios de los votos totales de la asamblea general extraordinaria. 

ARTICULO 52. - Reducción del Capital por pérdidas. Los socios deberán compensar con nuevos aportes, 

según las modalidades y condiciones estipuladas en el artículo 50 de esta ley, cualquier pérdida que 

afecte el monto del capital fijado estatutariamente o que exceda del treinta y cinco por ciento (35%) de las 

ampliaciones posteriores. El Consejo de Administración con cargo a dar cuenta a la Asamblea más 

próxima, podrá hacer uso efectivo de cualquier recurso económico que integre el patrimonio con la 

finalidad de reintegrar el capital de la sociedad y preservar la continuidad jurídica de la misma. 

(Artículo sustituido por art. 26 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 53. - Distribución de los beneficios. Serán considerados beneficios a distribuir las utilidades 

líquidas y realizadas obtenidas por la Sociedad en el desarrollo de la actividad que hace a su objeto 

social. 

Dichos beneficios serán distribuidos de la siguiente forma: 

1. Reserva legal: cinco por ciento (5 %) anual hasta completar el veinte por ciento (20 %) del capital 

social. 

2. El resto tendrá el siguiente tratamiento. 

a) La parte correspondiente a los socios protectores podrá ser abonada en efectivo, como retribución al 

capital aportado. 

b) La parte correspondiente a los socios partícipes se destinará al fondo de riesgo en un cincuenta por 

ciento (50 %), pudiendo repartirse el resto entre la totalidad de dichos socios. 

En todos los casos en que proceda la distribución de los beneficios en efectivo a que se refiere este 

artículo, tanto los socios protectores como los socios partícipes deberán, para tener derecho a percibirlo, 

haber integrado la totalidad del capital social suscripto y no encontrarse por ningún motivo, en mora con la 

sociedad. 

Sección III 

De los órganos sociales 

ARTICULO 54. - Organos sociales. Los órganos sociales de las Sociedades de Garantía Recíproca 

(S.G.R.), serán la asamblea general, el consejo de administración y la sindicatura, y tendrán las 

atribuciones que establece la ley 19.550 para los órganos equivalentes de las sociedades anónimas salvo 

en lo que resulte modificado por esta ley. 

ARTICULO 55. - De la asamblea general ordinaria. La asamblea general ordinaria estará integrada por 

todos los socios de la Sociedad de Garantía Recíproca y se reunirá por lo menos una (1) vez al año o 

cuando dentro de los términos que disponga la presente ley, sea convocada por el Consejo de 

Administración. (Párrafo incorporado por art. 27 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

Serán de su competencia los siguientes asuntos: 

1. Fijar la política de inversión de los fondos sociales. 

2. Aprobar el costo de las garantías, el mínimo de contra garantías que la S.G.R. habrá de requerir al 

socio partícipe y fijar el límite máximo de las eventuales bonificaciones que podrá conceder el Consejo de 

Administración. 

ARTICULO 56. - De la asamblea general extraordinaria. Serán de competencia de la asamblea general 

extraordinaria todas aquellas cuestiones previstas en la ley 19.550 y sus modificatorias y que no 

estuvieran reservadas a la asamblea general ordinaria. 

ARTICULO 57. - Convocatoria de las asambleas generales. La asamblea general ordinaria deberá ser 

convocada por el consejo de administración mediante anuncio publicado durante cinco (5) días en el 

Boletín Oficial y en uno de los diarios de mayor circulación de la zona o provincia en que tenga 



establecida su sede y domicilio la sociedad, con quince (15) días de anticipación como mínimo, a la fecha 

fijada para su celebración. En el anuncio deberá expresarse la fecha de la primera y segunda 

convocatoria, hora, lugar, orden del día y recaudos especiales exigidos por el estatuto para la 

concurrencia de los accionistas. 

La asamblea general extraordinaria será convocada por el consejo de administración o cuando lo solicite 

un número de socios que representen como mínimo el diez por ciento (10 %) del capital social. En la 

convocatoria, deberá expresarse la fecha de la primera y segunda convocatoria, hora, lugar de reunión y 

el orden del día en el que deberán incluirse los asuntos solicitados por los socios convocantes y los 

recaudos especiales exigidos por el estatuto para la concurrencia de los accionistas. La convocatoria será 

publicada como mínimo con una antelación de TREINTA (30) días y durante CINCO (5) días en el Boletín 

Oficial y en uno de los diarios de mayor circulación de la zona o provincia en la que tenga establecida su 

sede y domicilio la sociedad. 

ARTICULO 58. - Quórum y mayoría. Tratándose de la primera convocatoria, las asambleas generales 

quedarán constituidas con la presencia de más del cincuenta y uno por ciento (51 %) del total de los votos 

de la sociedad debiendo incluir dicho porcentaje como mínimo un veinte por ciento (20 %) de los votos 

que los socios partícipes tienen en la sociedad. En la segunda convocatoria, las asambleas generales 

serán válidas con la presencia de por lo menos treinta por ciento (30 %) de la totalidad de los votos de la 

sociedad, debiendo incluir dicho porcentaje como mínimo un quince por ciento (15 %) de los votos que los 

socios partícipes tienen en la sociedad. 

Para decisión por asamblea de temas que involucren la modificación de los estatutos, la elección del 

consejo de administración, la fusión, escisión o disolución de la sociedad se requerirá una mayoría del 

sesenta por ciento (60 %) de los votos sobre la totalidad del capital social, debiendo incluir dicho 

porcentaje como mínimo un treinta por ciento (30 %) de los votos que los socios partícipes tienen en la 

Sociedad. 

Para el resto de las decisiones se requerirá la mayoría simple de los votos presentes, salvo que los 

estatutos requieran otro tipo de mayoría. En todos los casos las mayorías deberán incluir como mínimo un 

quince por ciento (15 %) de los votos que los socios partícipes tienen en la Sociedad. 

ARTICULO 59. - Representación en la asamblea. Cualquier socio podrá representar a otro de igual tipo 

en las asambleas generales mediante autorización por escrito para cada asamblea. Sin embargo, un 

mismo socio no podrá representar a mas de diez (10) socios ni ostentar un número de votos superior al 

diez por ciento (10 %) del total. 

ARTICULO 60. - Nulidad do voto. Será considerado nulo aquel voto emitido por un socio cuando el 

asunto tratado involucre una decisión que se refiera a la imposibilidad de que la Sociedad pueda hacer 

valer un derecho en contra de él o existiera entre ambos un interés contrapuesto o en competencia. Sin 

embargo, su presencia será considerada para el cálculo del quórum y de la mayoría. 

ARTICULO 61. - Consejo de administración. El Consejo de Administración tendrá por función principal la 

administración y representación de la sociedad y estará integrado por tres (3) personas de las cuales al 

menos una (1) representará a los socios partícipes y al menos una (1) representará a los socios 

protectores. 

(Artículo sustituido por art. 28 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 62. - Competencia del consejo de administración. Será competencia del consejo de 

administración decidir sobre los siguientes asuntos: 

1. El reembolso de las acciones existentes manteniendo los requisitos mínimos de solvencia. 

2. Cuando las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) se hubiesen visto obligadas a pagar en virtud de 

la garantía otorgada a favor de un socio por incumplimiento de éste, el consejo de administración 



dispondrá la exclusión del socio. También podrá proceder de la misma forma cuando no se haya realizado 

la integración del capital de acuerdo con lo establecido en la presente ley y los estatutos sociales. 

3. Decidir sobre la admisión de nuevos socios conforme a lo establecido en los estatutos de la sociedad 

ad referéndum de la asamblea ordinaria. 

4. Nombrar sus gerentes. 

5. Fijar las normas con las que se regulará el funcionamiento del consejo de administración y realizar 

todos los actos necesarios para el logro del objeto social. 

6. Proponer a la asamblea general ordinaria la cuantía máxima de garantías a otorgar durante el ejercicio. 

7 Proponer a la asamblea el costo que los socios partícipes deberán oblar para acceder al otorgamiento 

de garantías. 

8. Otorgar o denegar garantías y/o bonificaciones a los socios partícipes estableciendo en cada caso las 

condiciones especiales que tendrá que cumplir el socio para obtener la garantía y fijar las normas y 

procedimientos aplicables para las contragarantías a que se refiere el artículo 71. 

9. Determinar las inversiones a realizar con el patrimonio de la sociedad en el marco de las pautas fijadas 

por la asamblea. 

10. Autorizar las transmisiones de las acciones conforme a lo establecido en la presente ley. 

11. Someter a la aprobación de la asamblea general ordinaria el balance general y estado de resultados y 

proponer la aplicación de los resultados del ejercicio. 

12. Realizar cualesquiera otros actos y acuerdos que no están expresamente reservados a la asamblea 

por las disposiciones de la presente ley o los estatutos de la sociedad. 

ARTICULO 63. - Sindicatura. Las Sociedades de Garantía Recíproca tendrán un órgano de fiscalización o 

sindicatura integrado por tres (3) síndicos designados por la asamblea general ordinaria. 

ARTICULO 64. - Requisitos para ser síndicos. Para ser síndico se requerirá: 

1. Ser abogado, licenciado en economía, licenciado en administración de empresas o contador público 

con título habilitante. 

2. Tener domicilio especial en la misma jurisdicción de la Sociedad de Garantía Recíproca (SGR). 

ARTICULO 65. - Atribuciones y deberes. Sin perjuicio de lo dispuesto por la ley l9.550 y sus 

modificatorias, son atribuciones y deberes de la sindicatura los siguientes: 

1. Verificar en igual forma y periodicidad las inversiones, los contratos de garantía celebrados y el estado 

del capital social, las reservas y el fondo de riesgo. 

2. Atender los requerimientos y aclaraciones que formule la autoridad de aplicación y el Banco Central de 

la República Argentina. 

Sección IV 

De la fusión, escisión y disolución 

ARTICULO 66. - Fusión y escisión. Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) sólo podrán fusionares 

entre sí o escindirse en dos (2) o más sociedades de la misma naturaleza, previa aprobación de la 

asamblea general con las mayorías previstas en el artículo 58 de la presente ley y autorización de la 

autoridad de aplicación, con los requisitos previstos en esta ley para su constitución. 

El canje de las acciones de la sociedad o sociedades originales por las correspondientes a la o las 

sociedades nuevas, se realizará sobre el valor patrimonial neto. Cuando de resultas de esta forma de 

cálculo quedaren pendientes fracciones de acciones no susceptibles de ser canjeadas, se abonará en 

efectivo el valor correspondiente salvo que existieran contratos de garantía recíproca vigentes en cuyo 

caso el pago se realizará una vez extinguidos los mismos. 

ARTICULO 67. - Disolución. La disolución de una Sociedad de Garantía Recíproca se verificará, además 

de las causales fijadas por la ley 19.550 y sus modificatorias, por las siguientes: 



1. Por la imposibilidad de absorber pérdidas que representen el total del fondo de riesgo, el total de la 

reserva legal y el cuarenta por ciento (40 %) del capital. 

2. Por disminución del capital social a un monto menor al mínimo determinado por vía reglamentaria 

durante un período mayor a tres (3) meses. 

3. Por revocación de la autorización acordada por la autoridad de aplicación. 

Sección V 

Del contrato, la garantía y la contragarantía 

ARTICULO 68. - Contrato de garantía recíproca. Habrá contrato de garantía recíproca cuando una 

Sociedad de Garantía Recíproca constituida de acuerdo con las disposiciones de la presente ley se 

obligue accesoriamente por un socio partícipe que integra la misma y el acreedor de éste acepte la 

obligación accesoria. 

El socio partícipe queda obligado frente a la S.G.R. por los pagos que esta afronte en cumplimiento de la 

garantía. 

ARTICULO 69. - Objeto de la obligación principal. El contrato de garantía recíproca tendrá por objeto 

asegurar el cumplimiento de prestaciones dinerarias u otras prestaciones susceptibles de apreciación 

dineraria asumidas por el socio partícipe para el desarrollo de su actividad económica u objeto social. 

Dicho aseguramiento puede serlo por el total de la obligación principal o por menor importe. 

ARTICULO 70. - Carácter de la garantía. Las garantías otorgadas conforme al artículo 68 serán en todos 

los casos por una suma fija y determinada, aunque el crédito de la obligación a la que acceda fuera futuro, 

incierto o indeterminado. El instrumento del contrato será título ejecutivo por el monto de la obligación 

principal, sus intereses y gastos, justificado conforme al procedimiento del artículo 793 del Código de 

Comercio y hasta el importe de la garantía. La garantía recíproca es irrevocable. 

ARTICULO 71. - De la contragarantía. Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) deberán requerir 

contragarantías por parte de los socios partícipes y de los terceros en respaldo de los contratos de 

garantías con ellos celebrados. 

El tomador del contrato de garantía recíproca deberá ofrecer a la SGR algún tipo de contragarantía en 

respaldo de su operación. 

La SGR podrá exceptuar del requisito de contragarantías a tipos determinados de operaciones con 

carácter general, así como a operaciones particulares. 

(Artículo sustituido por art. 15 de la Ley N° 27.444 B.O. 18/6/2018) 

ARTICULO 72. - Formas de contrato. El contrato de garantía recíproca es consensual. Se celebrará por 

escrito, pudiendo serlo por instrumento público o privado. 

(Artículo sustituido por art. 16 de la Ley N° 27.444 B.O. 18/6/2018) 

Sección VI 

De los efectos del contrato entre la Sociedad de Garantía Recíproca y el acreedor 

ARTICULO 73. - Solidaridad. La Sociedad de Garantía Recíproca responderá solidariamente por el monto 

de las garantías otorgadas con el deudor principal que afianza, sin derecho a los beneficios de división y 

excusión de bienes. 

Sección VII 

De los efectos entre la Sociedad de Garantía Recíproca y los socios 

ARTICULO 74. - Efectos entre la Sociedad de Garantía Recíproca y el Socio. La Sociedad de Garantía 

Recíproca podrá trabar todo tipo de medidas cautelares contra los bienes del socio partícipe -deudor 

principal- en los siguientes casos: 

a) Cuando fuese intimado al pago; 

b) Si vencida la deuda el deudor no la abonara; 



c) Si disminuyen el patrimonio del deudor, o utilizare sus bienes para afianzar nuevas obligaciones sin 

consentimiento de la Sociedad de Garantía Recíproca; 

d) Si el deudor principal quisiera ausentarse del país y no dejare bienes suficientes y libres de todo 

gravamen para cancelar sus obligaciones; 

e) Cuando el deudor principal incumpliere obligaciones societarias respecto de la Sociedad de Garantía 

Recíproca; 

f) Cuando el deudor principal fuera una persona de existencia ideal y no diera cumplimiento a las 

obligaciones legales para su funcionamiento regular. 

ARTICULO 75. - Quiebra del socio. Si el socio quebrase antes de cancelar la deuda garantizada, la 

Sociedad de Garantía Recíproca tiene derecho de ser admitida previamente en el pasivo de la masa 

concursada. 

ARTICULO 76. - Subrogación de derechos. La Sociedad de Garantía Recíproca que cancela la deuda de 

sus socios sólo se subrogará en los derechos, acciones y privilegios del acreedor resarcido en la medida 

que fuera necesario para el recupero de los importes abonados. 

ARTICULO 77. - Repetición. Si la Sociedad de Garantía Recíproca ha afianzado una obligación solidaria 

de varios socios, podrá repetir de cada uno de ellos el total de lo que hubiere pagado. 

Sección VIII 

De la extinción del contrato de garantía recíproca 

ARTICULO 78. - Extinción del contrato de garantía recíproca. El contrato de garantía recíproca se 

extingue por: 

a) La extinción de la obligación principal; 

b) Modificación o novación de la obligación principal, sin intervención y consentimiento de la Sociedad de 

Garantía Recíproca; 

c) Las causas de extinción de las obligaciones en general y las obligaciones accesorias en particular. 

Sección IX 

Beneficios impositivos y Banco Central 

ARTICULO 79. - Beneficios impositivos. Los contratos de garantía recíproca instituidos bajo este régimen 

gozarán del siguiente tratamiento impositivo: 

a) Exención en el impuesto a las ganancias, Ley de Impuesto a las Ganancias (texto ordenado 1997) y 

sus modificaciones, por las utilidades que generen; 

b) Exención en el impuesto al valor agregado, Ley de Impuesto al Valor Agregado (texto ordenado 1997) y 

sus modificaciones, de toda la operatoria que se desarrolle con motivo de los mismos. 

Los aportes de capital y los aportes al fondo de riesgo de los socios protectores y partícipes, serán 

deducibles del resultado impositivo para la determinación del impuesto a las ganancias de sus respectivas 

actividades, en el ejercicio fiscal en el cual se efectivicen, siempre que dichos aportes se mantengan en la 

sociedad por el plazo mínimo de dos (2) años calendario, contados a partir de la fecha de su 

efectivización. En caso de que no se cumpla el plazo de permanencia mínimo de los aportes en el fondo 

de riesgo, deberá reintegrarse al balance impositivo del ejercicio fiscal en que tal hecho ocurra el monto 

de los aportes que hubieran sido deducidos oportunamente, con más los intereses y/o sanciones que 

pudiere corresponderle de acuerdo a la ley 11.683 (texto ordenado 1998) y sus modificaciones. 

La deducción impositiva a que alude el párrafo anterior operará por el ciento por ciento (100%) del aporte 

efectuado, no debiendo superar en ningún caso dicho porcentaje. El grado de utilización del fondo de 

riesgo en el otorgamiento de garantía deberá ser como mínimo del ochenta por ciento (80%) como 

promedio en el período de permanencia de los aportes. En caso contrario, la deducción se reducirá en un 

porcentaje equivalente a la diferencia entre la efectuada al momento de efectivizar el aporte y el grado de 



utilización del fondo de riesgo en el otorgamiento de garantías, verificado al término de los plazos 

mínimos de permanencia de los aportes en el fondo. Dicha diferencia deberá ser reintegrada al balance 

impositivo del impuesto a las ganancias correspondiente al ejercicio fiscal a aquel en que se cumplieron 

los plazos pertinentes a que alude este artículo, con más los intereses que pudieren corresponder de 

acuerdo a la ley 11.683 (texto ordenado 1998) y sus modificaciones. A los efectos de obtener la totalidad 

de la deducción impositiva aludida, podrá computarse hasta un (1) año adicional al plazo mínimo de 

permanencia para alcanzar el promedio del ochenta por ciento (80%) en el grado de utilización del fondo 

de riesgo, siempre y cuando el aporte se mantenga durante dicho período adicional. La autoridad de 

aplicación determinará la fórmula aplicable para el cálculo del grado de utilización del fondo de riesgo en 

el otorgamiento de garantías. 

Todos los beneficios impositivos instituidos por el presente artículo serán extensivos bajo las mismas 

condiciones a los fondos de garantía provinciales o regionales constituidos por los gobiernos respectivos, 

existentes o que se creen en el futuro. 

(Artículo sustituido por art. 29 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

ARTICULO 80. - Banco Central. En la esfera de su competencia y en el marco de las disposiciones de la 

presente ley, el BCRA dispondrá las medidas conducentes a promover la aceptación de las garantías 

concedidas por las sociedades de que trata el presente régimen por parte de las entidades financieras 

que integran el sistema institucionalizado, otorgándoles a las mismas el carácter de garantías preferidas 

autoliquidables. 

Asimismo el BCRA ejercerá las funciones de superintendencia en lo atinente a vinculaciones de las 

S.G.R. con los bancos y demás entidades financieras. 

(Artículo sustituido por art. 30 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000) 

Sección X 

Autoridad de aplicación 

ARTICULO 81. - La autoridad de aplicación correspondiente al presente título será la que designe el 

Poder Ejecutivo nacional, que también dictará las normas reglamentarias que fueran necesarias para su 

cumplimento y para la fiscalización y supervisión de las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) con 

excepción de lo dispuesto en el artículo 80. 

La autoridad de aplicación del Sistema de Sociedades de Garantía Recíproca tendrá, entre otras 

atribuciones, las siguientes: 

a) Definir los criterios de inversión que deberán observar las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) 

pudiendo establecer inversiones obligatorias, de hasta el veinticinco por ciento (25%) del valor de los 

fondos de riesgo de cada sociedad, en fondos de garantía públicos que tengan entre sus objetivos el re-

afianzamiento de las obligaciones por ellas contraídas; 

b) Establecer un aporte solidario a uno o más Fondos de Garantías Públicos, de hasta un monto 

equivalente al cinco por ciento (5%) de los nuevos aportes o reimposiciones que se realicen al fondo de 

riesgo de una Sociedad de Garantía Recíproca (SGR). Con el objetivo de otorgar estabilidad al sistema 

de Sociedades de Garantía Recíproca (SGR), la autoridad de aplicación sólo podrá fijar dicho aporte a 

favor de Fondos de Garantías Públicos que tengan entre sus objetivos el reafianzamiento de las 

obligaciones contraídas por las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) y que se encuentren 

autorizados por la autoridad de aplicación para recibir dichos aportes; 

c) Suscribir convenios con Fondos de Garantías Privados a fin de que los mismos se encuentren 

alcanzados por el régimen de supervisión y control del sistema de Sociedades de Garantía Recíproca 

(SGR); 

d) Aumentar, hasta un máximo de cuatro (4) años el período de permanencia mínimo requerido para que 



resulte procedente la deducción prevista en el artículo 79 de esta ley. Esto será aplicable a los aportes y 

reimposiciones efectuados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente medida; 

e) Elevar el grado de utilización del fondo de riesgo promedio mínimo requerido durante el período de 

permanencia para que resulte procedente la deducción prevista en el artículo 79, hasta un porcentaje del 

cuatrocientos por ciento (400%). 

Los fondos de garantías públicos nacionales, regionales y/o provinciales podrán constituir fondos de 

afectación específica en los términos del artículo 46 de la presente, conforme establezca su 

reglamentación. 

(Artículo sustituido por art. 17 de la Ley N° 27.444 B.O. 18/6/2018) 

Sección XI 

Disposiciones finales 

ARTICULO 82. - Ley 19.550. Todas aquellas cuestiones no consideradas específicamente en el Título II 

de la presente ley se regirán por la Ley de Sociedades Comerciales 19.550 y sus modificaciones. 

TÍTULO III 

RELACIONES DE TRABAJO 

Sección I 

Definición de pequeña empresa 

ARTICULO 83. - El contrato de trabajo y las relaciones laborales en la pequeña empresa (P.E.) se 

regularán por el régimen especial de la presente ley. 

A los efectos de este Capítulo, pequeña empresa es aquella que reúna las dos condiciones siguientes: 

a) Su plantel no supere los cuarenta (40) trabajadores. 

b) Tengan una facturación anual inferior a la cantidad que para cada actividad o sector fije la Comisión 

Especial de Seguimiento del artículo 104 de esta ley. 

Para las empresas que a la fecha de vigencia de esta ley vinieran funcionando, el cómputo de 

trabajadores se realizará sobre el plantel existente al 1° de enero de 1995. 

La negociación colectiva de ámbito superior al de empresa podrá modificar la condición referida al número 

de trabajadores definida en el segundo párrafo punto a) de este artículo. 

Las pequeñas empresas que superen alguna o ambas condiciones anteriores podrán permanecer en el 

régimen especial de esta ley por un plazo de tres (3) años siempre y cuando no dupliquen el plantel o la 

facturación indicados en el párrafo segundo de este artículo 

Sección II 

Registro Único de Personal 

ARTICULO 84. - Las empresas comprendidas en el presente título podrán sustituir los libros y registros 

exigidos por las normas legales y convencionales vigentes por un registro denominando "Registro Único 

de Personal". 

ARTICULO 85. - En el Registro Único de Personal se asentará la totalidad de los trabajadores, cualquiera 

sea su modalidad de contratación y será rubricado por la autoridad administrativa laboral competente. 

ARTICULO 86. - En el Registro Único de Personal quedarán unificados los libros, registros, planillas y 

demás elementos de contralor que se señalan a continuación: 

a) El libro especial del artículo 52 del Régimen de Contrato de Trabajo (L.C.T., t.o. 1976); 

b) La sección especial establecida en el artículo 13, apartado 1), del decreto 342/92; 

c) Los libros establecidos por la ley 12.713 y su decreto reglamentario 118.755/42 de trabajadores a 

domicilio; 

d) El libro especial del artículo 122 del Régimen Nacional de Trabajo Agrario de la ley 22.248; 

ARTICULO 87. - En el Registro Único de Personal se hará constar el nombre y apellido o razón social del 



empleador, su domicilio y N° de C.U.I.T., y además se consignarán los siguientes datos: 

a) Nombre y apellido del trabajador y su documento de identidad; 

b) Número de C.U.I.L.; 

c) Domicilio del trabajador; 

d) Estado civil e individualización de sus cargas de familia; 

e) Fecha de ingreso; 

f) Tarea a desempeñar; 

g) Modalidad de contratación; 

h) Lugar de trabajo; 

i) Forma de determinación de la remuneración asignada, monto y fecha de su pago; 

j) Régimen provisional por el que haya optado el trabajador y, en su caso, individualización de su 

Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (A.F.J.P.). 

k) Toda modificación que se opere respecto de los datos consignados precedentemente y, en su caso, la 

fecha de egreso. 

La autoridad de aplicación establecerá un sistema simplificado de denuncia individualizada de personal a 

los organismos de seguridad Social. 

ARTICULO 88. - El incumplimiento de las obligaciones registrales previstas en esta sección o en la ley 

20.744 (t.o. 1976) podrá ser sancionado hasta con la exclusión del régimen de la presente ley, además de 

las penalidades establecidas en las leyes 18.694, 23.771 y 24.013. 

La comprobación y el juzgamiento de las omisiones registrales citadas en el apartado anterior se 

realizarán en todo el territorio del país conforme el procedimiento establecido en la ley 18.695 y sus 

modificatorias. 

Sección III 

Modalidades de contratación 

ARTICULO 89. - (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

Sección IV 

Disponibilidad colectiva 

ARTICULO 90. - Los convenios colectivos de trabajo referidos a la pequeña empresa podrán modificar en 

cualquier sentido las formalidades, requisitos, aviso y oportunidad de goce de la licencia anual ordinaria. 

No podrá ser materia de disponibilidad convencional lo dispuesto en el último párrafo del artículo 154 del 

Régimen de Contrato de Trabajo (L.C.T., texto ordenado 1976). 

ARTICULO 91. - Los convenios colectivos de trabajo referidos a la pequeña empresa podrán disponer el 

fraccionamiento de los períodos de pago del sueldo anual complementario siempre que no excedan de 

tres (3) períodos en el año. 

ARTICULO 92. - (Artículo derogado por art. 41 de la Ley N° 25.877 B.O. 19/3/2004). 

ARTICULO 93. - Las resoluciones de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario referidas a la pequeña 

empresa y decididas por la votación unánime de las representaciones que la integran podrán ejercer 

iguales disponibilidades a las previstas en los artículos 90 y 91 de esta ley con relación a iguales institutos 

regulados en el Régimen Nacional de Trabajo Agrario por la ley 22.248. 

Sección V 

Movilidad interna 

ARTICULO 94. - El empleador podrá acordar con la representación sindical signataria del convenio 

colectivo la redefinición de los puestos de trabajo correspondientes a las categorías determinadas en los 

convenios colectivos de trabajo. 

Sección VI 



Preaviso 

ARTICULO 95. - En las pequeñas empresas el preaviso se computará a partir del día siguiente al de su 

comunicación por escrito, y tendrá una duración de un (1) mes cualquiera fuere la antigüedad del 

trabajador. 

Esta norma regirá exclusivamente para los trabajadores contratados a partir de la vigencia de la presente 

ley. 

Sección VII 

Formación profesional 

ARTICULO 96. - La capacitación profesional es un derecho y un deber fundamental de los trabajadores 

de las pequeñas empresas, quienes tendrán acceso preferente a los programas de formación continua 

financiados con fondos públicos. 

El trabajador que asista a cursos de formación profesional relacionados con la actividad de la pequeña 

empresa en la que preste servicios, podrá solicitar a su empleador la adecuación de su jornada laboral a 

las exigencias de dichos cursos. 

Los convenios colectivos para pequeñas empresas deberán contener un capítulo especial dedicado al 

desarrollo del deber y del derecho a la capacitación profesional. 

Sección VIII 

Mantenimiento y regulación de empleo 

ARTICULO 97. - Las pequeñas empresas, cuando decidan reestructurar sus plantas de personal por 

razones tecnológicas, organizativas o de mercado, podrán proponer a la asociación sindical signataria del 

Convenio Colectivo la modificación de determinadas regulaciones colectivas o estatutarias aplicables. 

La asociación sindical tiene derecho a recibir la información que sustente las pretensiones de las 

pequeñas empresas. 

Si la pequeña empresa y la asociación sindical acordaran tal modificación, la pequeña empresa no podrá 

efectuar despidos por la misma causa durante el tiempo que dure la modificación. 

ARTICULO 98. - Cuando las extinciones de los contratos de trabajo hubieran tenido lugar como 

consecuencia de un procedimiento preventivo de crisis, el Fondo Nacional de Empleo podrá asumir total o 

parcialmente las indemnizaciones respectivas o financiar acciones de capacitación y reconversión para 

los trabajadores despedidos. 

Sección IX 

Negociación colectiva 

ARTICULO 99. - La entidad sindical signataria del convenio colectivo y la representación de la pequeña 

empresa podrán acordar convenios colectivos de trabajo para el ámbito de estas últimas. 

La organización sindical podrá delegar en entidades de grado inferior la referida negociación. 

Podrán, asimismo, estipular libremente la fecha de vencimiento de estos convenios colectivos. Si no 

mediare estipulación convencional en contrario, se extinguirán de pleno derecho a los tres meses de su 

vencimiento. 

ARTICULO 100. - Vencido el término de un convenio colectivo de trabajo o sesenta (60) días antes de su 

vencimiento, cualquiera de las partes signatarias podrá solicitar el inicio de las negociaciones colectivas 

para el ámbito de la pequeña empresa. A tal fin el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, deberá 

convocar a las partes. 

Las partes están obligadas a negociar de buena fe. Este principio supone los siguientes derechos y 

obligaciones: 

a) Concurrencia a la negociación y a las audiencias; 

b) Intercambio de información; 



c) Realización de esfuerzos conducentes para arribar a un acuerdo. 

ARTICULO 101. - En las actividades en las que no existiera un convenio colectivo de trabajo específico 

para las pequeñas empresas el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá prever que en la 

constitución de la representación de los empleadores en la comisión negociadora se encuentre 

representado el sector de la pequeña empresa. 

ARTICULO 102. - A partir de los seis (6) meses de la entrada en vigencia de la presente ley, será 

requisito para la homologación por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que el convenio 

colectivo de trabajo contenga un capítulo específico que regule las relaciones laborales en la pequeña 

empresa, salvo que en la actividad de que se tratare se acreditara la existencia de un convenio colectivo 

específico para las pequeñas empresas. 

ARTICULO 103. - Los convenios colectivos de trabajo para pequeñas empresas, durante el plazo de su 

vigencia, no podrán ser afectados por convenios de otro ámbito. 

Sección X 

Salud y seguridad en el trabajo 

ARTICULO 104. - Las normas de salud y seguridad en el trabajo deberán considerar, en la determinación 

de exigencias, el número de trabajadores y riesgos existentes en cada actividad. Igualmente deberán fijar 

plazos que posibiliten la adaptación gradual de las P.E. a la legislación. 

Sección XI 

Seguimiento y aplicación 

ARTICULO 105. - Créase una Comisión Especial de Seguimiento encargada de: 

a) Evaluar el impacto del Título III de esta ley sobre el empleo, el mercado de trabajo, y la negociación 

colectiva; 

b) Elaborar un informe anual acerca de la evolución de los tres factores del inciso anterior en el ámbito de 

la pequeña empresa; 

c) Determinar el monto de la facturación anual a los efectos previstos en el artículo 83 de esta ley. 

Esta Comisión estará integrada por tres (3) representantes de la Confederación General del Trabajo, tres 

(3) representantes de las organizaciones de pequeños empleadores y el Ministro de Trabajo y Seguridad 

Social, que presidirá las deliberaciones. 

La Comisión Especial de Seguimiento podrá, además: 

a) Intervenir como mediador voluntario en los conflictos que pudieran derivarse de la aplicación de este 

capítulo y que las partes interesadas decidieran someterle; 

b) Ser consultada por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social con carácter previo a la reglamentación 

del presente capitulo. 

ARTICULO 106. - El Poder Ejecutivo nacional establecerá la autoridad de aplicación correspondiente al 

Título III de la presente ley. 

ARTICULO 107. - Comuníquese al Poder Ejecutivo. -ALBERTO R. PIERRI. -EDUARDO MENEM. - Juan 

Estrada. - Edgardo Piuzzi. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 81 sustituido por art. 121 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 72 sustituido por art. 120 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 71 sustituido por art. 119 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 34 sustituido por art. 118 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día 



siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 33 sustituido por art. 117 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 2° sustituido por art. 26 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 27, inciso c) sustituido por art. 25 del Decreto N° 27/2018 B.O. 11/1/2018. Vigencia: a partir del 

día siguiente al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA; 

- Artículo 34 sustituido por art. 1° de la Ley N° 26496 B.O. 7/5/2009; 

- Artículo 3° sustituido por art. 32 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000; 

- Artículo 13 sustituido por art. 35 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000; 

- Artículo 34 sustituido por art. 16 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000; 

- Artículo 43, último párrafo incorporado por art. 20 de la Ley N° 25.300 B.O. 7/9/2000. 

 

 

 

SUELDO ANUAL COMPLEMENTARIO 

LEY Nº 23.041 

Norma para su liquidación en la actividad privada, Administración Pública Central y 

descentralizada, empresas del Estado, empresas mixtas y empresas de propiedad del Estado. 

Sancionada: Diciembre 22 de 1983. 

Promulgada: Enero 2 de 1984. 

 

ARTICULO 1º — El sueldo anual complementario en la actividad privada, Administración Pública Central 

y descentralizada, empresas del Estado, empresas mixtas y empresas de propiedad del Estado, será 

pagado sobre el cálculo del 50 % de la mayor remuneración mensual devengada por todo concepto 

dentro de los semestres que culminan en los meses de junio y diciembre de cada año. 

ARTICULO 2º — Decláranse de orden público las prescripciones de la presente ley y deróganse todas las 

disposiciones que se opongan a la misma. 

ARTICULO 3º — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 

 

 

DECRETO Nº 1.078 SUELDO ANUAL COMPLEMENTARIO  

Reglaméntanse las disposiciones de la Ley Nº 23.041. 

Bs. As., 6/4/84 

 

Art. 1º — La liquidación del Sueldo Anual Complementario, en virtud de lo determinado por el art. 1º de la 

ley 23.041, será proporcional al tiempo trabajado por los beneficiarios en cada uno de los semestres en 

que se devenguen las remuneraciones computables. 

 

Art. 2º — En todos los casos la proporcionalidad a que se refiere el artículo anterior se efectuará sobre la 

base del cincuenta por ciento (50 %) de la mayor remuneración mensual nominal devengada por todo 

concepto en el semestre que se considere. 

 

Art. 3º — El cálculo del cincuenta por ciento (50 %) de la mayor remuneración mensual devengada por 



todo concepto dentro del semestre respectivo, deberá efectuarse sobre el total de las retribuciones que 

corresponde computar, de acuerdo con las disposiciones en vigor, para la liquidación del sueldo anual 

complementario. 

Art. 4º — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el área de su competencia, podrá interpretar las 

disposiciones del presente decreto y adoptar las decisiones pertinentes para su cumplimiento, cuando 

resulte necesario por las particulares características de la actividad de que se trate o por especiales 

situaciones o modalidades de prestación laboral. 

 

Art. 5º — La Comisión Técnica Asesora de Política Salarial del Sector Público será el organismo de 

interpretación con facultades para aclarar las normas del presente decreto, en los temas específicos 

sobre los que le acuerda competencia la Ley Nº 18.753. 

 

Art. 6º — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional de Registro Oficial y archívese. 

ALFONSIN, Antonio Mucci, Bernardo Grinspun. 

 

 

 

ADMINISTRACION PÚBLICA NACIONAL 

Decreto 1056/2008 

Cálculo para la liquidación del Sueldo Anual Complementario. Inclusión de todos los conceptos de 

naturaleza remunerativa de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 1º de la Ley Nº 23.041 y el 

Decreto Nº 1078/1984. 

Bs. As., 4/7/2008 

 

Artículo 1º — A efectos de establecer la base de cálculo para la liquidación del Sueldo Anual 

Complementario para el personal de la Administración Pública central y descentralizada, empresas del 

Estado, empresas mixtas y empresas y sociedades donde el Estado tenga participación mayoritaria en el 

capital o en la formación de las decisiones societarias se deberán considerar todos los conceptos de 

naturaleza remunerativa de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 1º de la Ley Nº 23.041 y el 

Decreto Nº 1078 de fecha 6 de abril de 1984. 

Art. 2º — La Comisión Técnica Asesora de Política Salarial del Sector Público será el organismo de 

interpretación con facultades para aclarar las normas del presente decreto. 

Art. 3º — La presente medida entrará en vigencia a partir del 1 de enero de 2008. 

Art. 4º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — Carlos R. Fernández. 

 

 

 

EMPLEO 

Ley Nacional de Empelo Nº 24.013 

Ámbito de aplicación, objetivos y competencias. Regularización del empleo no registrado. 

Promoción y defensa del empleo. Protección de los trabajadores desempleados. Servicios de 

formación, de empleo y de estadísticas. Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario 

Mínimo, Vital y Móvil. Salario mínimo, vital y móvil. Financiamiento. Organismo de Contralor. 

Prestación Transitoria por Desempleo. Indemnización por despido injustificado. Disposiciones 



Transitorias. 

Ver Antecedentes Normativos 

Sancionada: Noviembre 13 de 1991 

Promulgada parcialmente: Diciembre 5 de 1991 

 

TÍTULO I 

Ámbito de aplicación, objetivos y competencias 

Capítulo Único 

ARTICULO 1° — Las acciones del Poder Ejecutivo dirigidas a mejorar la situación socioeconómica de la 

población adoptarán como un eje principal la política de empleo, entendido éste como situación social 

jurídicamente configurada. Dicha política, que a través de los mecanismos previstos en esta ley tiende a 

hacer operativo el derecho constitucional a trabajar, integra en forma coordinada las políticas económico-

sociales. 

ARTICULO 2° — Son objetivos de esta ley: 

a) Promover la creación del empleo productivo a través de las distintas acciones e instrumentos 

contenidos en las diferentes políticas del gobierno nacional, así como a través de programas y medidas 

específicas de fomento del empleo; 

b) Prevenir y regular las repercusiones de los procesos de reconversión productiva y de reforma 

estructural sobre el empleo, sin perjuicio de salvaguardar los objetivos esenciales de dichos procesos; 

c) Inducir la transferencia de las personas ocupadas en actividades urbanas o rurales de baja 

productividad e ingresos, a otras actividades de mayor productividad; 

d) Fomentar las oportunidades de empleo para los grupos que enfrentan mayores dificultades de 

inserción laboral; 

e) Incorporar la formación profesional como componente básico de las políticas y programas de empleo; 

f) Promover el desarrollo de políticas tendientes a incrementar la producción y la productividad; 

g) Atender la movilidad sectorial y geográfica de la mano de obra, de modo de contribuir a una mayor 

adecuación entre la disponibilidad de mano de obra y la generación de puestos de trabajo; h) Organizar 

un sistema eficaz de protección a los trabajadores desocupados; 

i) Establecer mecanismos adecuados para la operatoria del régimen del salario mínimo, vital y móvil; 

j) Promover la regularización de las relaciones laborales, desalentando las prácticas evasoras; 

k) Implementar mecanismos de participación tripartita y federal en el nivel de toma de decisiones, y de 

federalización y descentralización municipal en el nivel de ejecución y gestión. 

ARTICULO 3° — La política de empleo comprende las acciones de prevención y sanción del empleo no 

registrado, de servicios de empleo, de promoción y defensa del empleo, de protección a trabajadores 

desempleados, de formación y orientación profesional para el empleo y las demás previstas en esta ley. 

Su formulación y ejecución es misión del Poder Ejecutivo a través de la acción coordinada de sus distintos 

organismos. 

ARTICULO 4° — Inclúyense como incisos 21, 22 y 23 del artículo 23 de la Ley de Ministerios (t.o. 1983) 

los siguientes: 

21. Entender en la elaboración de políticas y programas de empleo. 

22. Entender en la elaboración de estadísticas, estudios y encuestas que proporcionen un mejor 

conocimiento de la problemática del empleo, la formación profesional y los ingresos. 

23. Intervenir en la definición de contenidos y el diseño de los censos y encuestas que realicen los 

organismos oficiales, en lo referente al empleo, la formación profesional y los ingresos. 

ARTICULO 5° — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social será la autoridad de aplicación de esta ley y 



deberá elaborar regularmente el Plan Nacional de Empleo y Formación Profesional. Asimismo, podrá 

delegar las facultades de policía derivadas de la aplicación de políticas fijadas por esta ley mediante 

convenios celebrados con las provincias. 

ARTICULO 6° — El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 

establecerá un mecanismo de coordinación interministerial para facilitar la aplicación de esta ley que 

asegure una fluida información, la adopción de criterios comunes y una adecuada ejecución de las 

medidas. 

TÍTULO II 

De la regularización del empleo no registrado 

Capítulo 1 

Empleo no registrado 

ARTICULO 7° — Se entiende que la relación o contrato de trabajo ha sido registrado cuando el 

empleador hubiere inscripto al trabajador: 

a) En el libro especial del artículo 52 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) o en la documentación 

laboral que haga sus veces, según lo previsto en los regímenes jurídicos particulares; 

b) En los registros mencionados en el artículo 18, inciso a). 

Las relaciones laborales que no cumplieren con los requisitos fijados en los incisos precedentes se 

considerarán no registradas. 

ARTICULO 8° — El empleador que no registrare una relación laboral abonará al trabajador afectado una 

indemnización equivalente a una cuarta parte de las remuneraciones devengadas desde el comienzo de 

la vinculación, computadas a valores reajustados de acuerdo a la normativa vigente. 

En ningún caso esta indemnización podrá ser inferior a tres veces el importe mensual del salario que 

resulte de la aplicación del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). 

ARTICULO 9° — El empleador que consignare en la documentación laboral una fecha de ingreso 

posterior a la real, abonará al trabajador afectado una indemnización equivalente a la cuarta parte del 

importe de las remuneraciones devengadas desde la fecha de ingreso hasta la fecha falsamente 

consignada, computadas a valores reajustados de acuerdo a la normativa vigente. 

ARTICULO 10. — El empleador que consignare en la documentación laboral una remuneración menor 

que la percibida por el trabajador, abonará a éste una indemnización equivalente a la cuarta parte del 

importe de las remuneraciones devengadas y no registradas, debidamente reajustadas desde la fecha en 

que comenzó a consignarse indebidamente el monto de la remuneración. 

ARTICULO 11. — Las indemnizaciones previstas en los artículos 8°, 9° y 10 procederán cuando el 

trabajador o la asociación sindical que lo representen cumplimente en forma fehaciente las siguientes 

acciones: 

a. intime al empleador a fin de que proceda a la inscripción, establezca la fecha real de ingreso o el 

verdadero monto de las remuneraciones, y b. proceda de inmediato y, en todo caso, no después de las 24 

horas hábiles siguientes, a remitir a la Administración Federal de Ingresos Públicos copia del 

requerimiento previsto en el inciso anterior. 

Con la intimación el trabajador deberá indicar la real fecha de ingreso y las circunstancias verídicas que 

permitan calificar a la inscripción como defectuosa. Si el empleador contestare y diere total cumplimiento 

a la intimación dentro del plazo de los treinta días, quedará eximido del pago de las indemnizaciones 

antes indicadas. 

A los efectos de lo dispuesto en los artículos 8°, 9° y 10 de esta ley, solo se computarán remuneraciones 

devengadas hasta los dos años anteriores a la fecha de su entrada en vigencia. 

(Artículo sustituido por art. 47 de la Ley N° 25.345 B.O. 17/11/2000) 



ARTICULO 12. — El empleador que registrare espontáneamente y comunicare de modo fehaciente al 

trabajador dentro de los 90 días de la vigencia de esta ley las relaciones laborales establecidas con 

anterioridad a dicha vigencia y no registradas, quedará eximido del pago de los aportes, contribuciones, 

multas y recargos adeudados, incluyendo obras sociales, emergentes de esa falta de registro. 

El empleador que, dentro del mismo plazo, rectificare la falsa fecha de ingreso o consignare el verdadero 

monto de la remuneración de una relación laboral establecida con anterioridad a la vigencia de esta ley y 

comunicare simultánea y fehacientemente al trabajador esta circunstancia, quedará eximido del pago de 

los aportes, contribuciones, multas y recargos adeudados hasta la fecha de esa vigencia, derivados del 

registro insuficiente o tardío. 

No quedan comprendidas en este supuesto las deudas verificadas administrativa o judicialmente. 

A los fines previsionales, las relaciones laborales registradas según lo dispuesto en este artículo: 

a) Podrán computarse como tiempo efectivo de servicio; 

b) No acreditarán aportes ni monto de remuneraciones. 

ARTICULO 13. — En los casos previstos en el artículo anterior el empleador quedará eximido del pago 

de las indemnizaciones que correspondieren por aplicación de los artículos 8, 9 y 10 de la presente ley. 

ARTICULO 14. — Para la percepción de las indemnizaciones previstas en los artículos 8, 9 y 10 de la 

presente ley, no será requisito necesario la previa extinción de la relación de trabajo. 

ARTICULO 15. — Si el empleador despidiere sin causa justificada al trabajador dentro de los dos años 

desde que se le hubiere cursado de modo justificado la intimación prevista en el artículo 11, el trabajador 

despedido tendrá derecho a percibir el doble de las indemnizaciones que le hubieren correspondido como 

consecuencia del despido. Si el empleador otorgare efectivamente el preaviso, su plazo también se 

duplicará. 

La duplicación de las indemnizaciones tendrá igualmente lugar cuando fuere el trabajador el que hiciere 

denuncia del contrato de trabajo fundado en justa causa, salvo que la causa invocada no tuviera 

vinculación con las previstas en los artículos 8, 9 y 10, y que el empleador acreditare de modo fehaciente 

que su conducta no ha tenido por objeto inducir al trabajador a colocarse en situación de despido. 

ARTICULO 16. — Cuando las características de la relación existente entre las partes pudieran haber 

generado en el empleador una razonable duda acerca de la aplicación de la Ley de Contrato de Trabajo 

(t.o. 1976), el juez o tribunal podrá reducir la indemnización prevista en el artículo 8, hasta una suma no 

inferior a dos veces el importe mensual del salario que resulte de la aplicación del artículo 245 de la Ley 

de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). 

Con igual fundamento los jueces podrán reducir el monto de la indemnización establecida en el artículo 

anterior hasta la eliminación de la duplicación allí prevista. 

ARTICULO 17. — Será nulo y sin ningún valor todo pago por los conceptos indicados en los artículos 8, 9 

y 10 que no se realizare ante la autoridad administrativa o judicial. 

Dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha en que quede firme la resolución que reconozca el 

derecho a percibir dichas indemnizaciones o de la resolución homologatoria del acuerdo conciliatorio o 

transaccional que versare sobre ellas, la autoridad administrativa o judicial, según el caso, deberá poner 

en conocimiento del Sistema Unico de Registro Laboral o, hasta su efectivo funcionamiento, del Instituto 

Nacional de Previsión Social, Caja de asignaciones y subsidios familiares y obras sociales, las siguientes 

circunstancias: 

a) Nombre íntegro o razón social del empleador y su domicilio; 

b) Nombre y apellido del trabajador; 

c) Fecha de comienzo y fin de la vinculación laboral si ésta se hubiere extinguido; 

d) Monto de las remuneraciones. 



Constituirá falta grave del funcionario actuante si éste no cursare la comunicación referida en el plazo 

establecido. 

No se procederá al archivo del expediente judicial o administrativo respectivo hasta que el funcionario 

competente dejare constancia de haberse efectuado las comunicaciones ordenadas en este artículo. 

Capítulo 2 

Del Sistema Único de Registro Laboral 

ARTICULO 18. — El Sistema Único de Registro Laboral concentrará los siguientes registros: 

a) la inscripción del empleador y la afiliación del trabajador al Instituto Nacional de Previsión Social, a las 

cajas de subsidios familiares y a la obra social correspondiente; 

b) (Inciso derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

c) el registro de los trabajadores beneficiarios del sistema integral de prestaciones por desempleo. 

ARTICULO 19. — El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 

tendrá a su cargo la organización, conducción y supervisión del Sistema Unico de Registro Laboral, a 

cuyo fin tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Coordinar las acciones de los organismos mencionados en el artículo 18 inciso a) de modo de obtener 

el máximo de uniformidad, celeridad y eficacia en la organización del sistema; 

b) Elaborar el padrón único base del Sistema Unico de Registro Laboral, con los datos existentes en esos 

organismos y los que surjan de los nuevos empadronamientos; 

c) Aprobar los formularios de inscripción de los obligados al registro; 

d) Disponer la habilitación de las distintas bocas de recepción de las solicitudes de inscripción de los 

obligados al registro sobre la base de las oficinas existentes en los mismos organismos; 

e) Disponer la compatibilización y posterior homogeneización de los sistemas y procedimientos 

informáticos de registro a fin de establecer un sistema integrado; 

f) Disponer el adecuado, inmediato y exacto conocimiento por parte de esos organismos, de los datos que 

conforman el Sistema Unico de Registro Laboral, facilitando sus respectivas tareas de fiscalización y 

ejecución judicial; 

g) Diseñar y hacer aplicar la boleta única de pago de aportes y contribuciones emergentes de la relación 

laboral, con excepción de las obras sociales. Por este último concepto, y con fines informativos sólo 

constará la fecha y la institución recaudadora del pago correspondiente al mes anterior de que se 

trate; (Inciso vetado por art. 1° del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 

h) Establecer el código único de identificación laboral. 

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social designará el funcionario que ejercerá las atribuciones 

enumeradas, fijando su jerarquía y retribución. 

ARTICULO 20. — El Instituto Nacional de Previsión Social, las cajas de subsidios familiares y los entes 

de obras sociales, deberán poner a disposicióndel Ministerio de Trabajo y Seguridad Social los datos y los 

medios necesarios para la creación y organización del Sistema Unico de Registro Laboral. 

TÍTULO III 

De la promoción y defensa del empleo 

Capítulo 1 

Medidas e incentivos para la generación de empleo 

ARTICULO 21. — El Poder Ejecutivo incorporará el criterio de la generación de empleo en el análisis y 

diseño de las políticas nacionales que tengan una incidencia significativa en el nivel y composición del 

empleo. 

ARTICULO 22. — A los efectos del artículo anterior, además de las medidas específicas que contempla la 

presente ley, el Poder Ejecutivo instrumentará acciones dirigidas a:  



a) Elevar los niveles de utilización de la capacidad instalada, en un contexto de crecimiento económico; 

b) Facilitar la inversión productiva en el sector privado, en particular la que genere mayor impacto 

ocupacional directo o indirecto; 

c) Establecer la exigencia, para los proyectos de inversión pública y para aquellos del área privada que 

reciban apoyo crediticio del Estado nacional, de cuantificar sus efectos ocupacionales y el costo por 

unidad de empleo; 

d) Incluir proyectos de alta incidencia ocupacional en la programación de la inversión pública nacional; 

e) Atender a los efectos sobre el empleo de las políticas tecnológicas de modo que, a la par de buscar 

una mayor eficiencia económica en áreas prioritarias, preserve para otros sectores un balance más 

equilibrado en el uso de recursos; 

f) Atenuar los efectos negativos en el empleo de los sectores en declinación y áreas geográficas en crisis; 

g) Desarrollar una asociación más estrecha entre la capacitación y formación de la fuerza laboral y el 

sistema productivo; 

h) Regular y armonizar la fuerza de trabajo con el crecimiento productivo. 

ARTICULO 23. — La incorporación de tecnología constituye una condición para el crecimiento de la 

economía nacional. Es un derecho y una obligación del empresario que la ley reconoce, garantiza y 

estimula, y en la medida que afecta las condiciones de trabajo y empleo debe ser evaluada desde el 

punto de vista técnico, económico y social. 

ARTICULO 24. — Las comisiones negociadoras de convenios colectivos tendrán obligación de negociar 

sobre las siguientes materias: 

a) La incorporación de la tecnología y sus efectos sobre las relaciones laborales y el empleo; 

b) Establecimiento de sistemas de formación que faciliten la polivalencia de los trabajadores; 

c) Los regímenes de categorías y la movilidad funcional; 

d) La inclusión de una relación apropiada sobre la mejora de la productividad, el aumento de la 

producción y el crecimiento de los salarios reales; 

e) Implementación de las modalidades de contratación previstas en esta ley; 

f) Las consecuencias de los programas de reestructuración productiva, en las condiciones de trabajo y 

empleo; 

g) El establecimiento de mecanismos de oportuna información y consulta. 

La falta de conclusiones sobre cualquiera de estas materias, no impedirá la homologación del convenio. 

ARTICULO 25. — Sustitúyese el artículo 198, de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976), por el 

siguiente: 

"Artículo 198. — Jornada reducida. La reducción de la jornada máxima legal solamente procederá cuando 

lo establezcan las disposiciones nacionales reglamentarias de la materia, estipulación particular de los 

contratos individuales o convenios colectivos de trabajo. Estos últimos podrán establecer métodos de 

cálculo de la jornada máxima en base a promedio, de acuerdo con las características de la actividad." 

ARTICULO 26. — Derógase el artículo 173 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). En 

consecuencia, denúncianse el Convenio 4 y el Convenio 41 de la Organización Internacional del Trabajo, 

ratificados por las leyes 11.726 y 13.560, respectivamente. 

Capítulo 2 

Modalidades del Contrato de Trabajo 

Disposiciones Generales 

ARTICULO 27. — Ratifícase la vigencia del principio de indeterminación del plazo, como modalidad 

principal del contrato de trabajo, de acuerdo a lo establecido en el primer párrafo del artículo 90 de la ley 

20.744 (t.o. 1976). Con relación a las modalidades de contratación previstas en esta ley, en caso de duda 



se considerará que el contrato es por tiempo indeterminado. 

ARTICULO 28. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 29. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 30. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 31. — Los contratos de trabajo que se celebren bajo las modalidades reguladas en este 

capítulo, salvo el contrato de trabajo de temporada, deberán instrumentarse por escrito y entregarse 

copias al trabajador y a la asociación sindical que lo represente, en el plazo de 30 días. 

(Segundo párrafo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 32. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 33. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 34. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 35. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 36. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 37. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 38. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 39. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 40. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 41. — Los trabajadores contratados bajo cualquiera de las modalidades mencionadas en esta 

ley deberán ser inscriptos en la obra social correspondiente al resto de los trabajadores del plantel de su 

misma categoría y actividad de la empresa. Idéntico criterio se seguirá para la determinación de la 

convención colectiva de trabajo aplicable y del sindicato que ejerce su representación. 

La cobertura asistencial del trabajador y su grupo familiar primario comenzará desde el inicio de la 

relación laboral, sin la exigencia del período de carencia alguna, de conformidad a lo dispuesto por las 

leyes núms. 236606 y 236617. 

ARTICULO 42. — En el caso de que el trabajador a contratar acredite discapacidad conforme a la 

normativa vigente, las modalidades de contratación de tiempo determinado como medida de fomento del 

empleo, de tiempo determinado por lanzamiento de nueva actividad, de práctica laboral, de trabajo-

formación y a plazo fijo se duplicarán en sus plazos máximos de duración. 

Contrato de trabajo de tiempo determinado como medida de fomento del empleo 

ARTICULO 43. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 44. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 45. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 46. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

Contrato de trabajo de tiempo determinado por lanzamiento de una nueva actividad 

ARTICULO 47. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 48. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 49. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 50. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

Contrato de práctica laboral para jóvenes 

ARTICULO 51. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 52. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 53. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 54. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 55. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 56. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 



ARTICULO 57. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

Contrato de trabajo-formación 

ARTICULO 58. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 59. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 60. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 61. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 62. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 63. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 64. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

ARTICULO 65. — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley N° 25.013 B.O. 24/9/1998) 

Contrato de trabajo de temporada 

ARTICULO 66. — Sustitúyese el artículo 96 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el siguiente: 

"ARTICULO 96. — Caracterización: Habrá contrato de trabajo de temporada cuando la relación entre las 

partes, originada por actividades propias del giro normal de la empresa o explotación, se cumpla en 

determinadas épocas del año solamente y esté sujeta a repetirse en cada ciclo en razón de la naturaleza 

de la actividad." 

ARTICULO 67. — Sustitúyese el artículo 98 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el siguiente: 

"Artículo 98. — Con una antelación no menor a 30 días respecto del inicio de cada temporada, el 

empleador deberá notificar en forma personal o por medios públicos idóneos a los trabajadores de su 

voluntad de reiterar la relación o contrato en los términos del ciclo anterior. El trabajador deberá 

manifestar su decisión de continuar o no la relación laboral en un plazo de cinco días de notificado, sea 

por escrito o presentándose ante el empleador. En caso que el empleador no cursara la notificación a que 

se hace referencia en el párrafo anterior, se considerará que rescinde unilateralmente el contrato y, por lo 

tanto, responderá por las consecuencias de la extinción del mismo." 

Contrato de trabajo eventual 

ARTICULO 68. — Sustitúyese el artículo 99 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el siguiente: 

"Artículo 99. — Caracterización: Cualquiera sea su denominación, se considerará que media contrato de 

trabajo eventual cuando la actividad del trabajador se ejerce bajo la dependencia de un empleador para la 

satisfacción de resultados concretos, tenidos en vista por éste, en relación a servicios extraordinarios 

determinados de antemano o exigencias extraordinarias y transitorias de la empresa, explotación o 

establecimiento, toda vez que no pueda preverse un plazo cierto para la finalización del contrato. Se 

entenderá además que media tal tipo de relación cuando el vínculo comienza y termina con la realización 

de la obra, la ejecución del acto o la prestación del servicio para el que fue contratado el trabajador. El 

empleador que pretenda que el contrato inviste esta modalidad, tendrá a su cargo la prueba de su 

aseveración." 

ARTICULO 69. — Para el caso que el contrato de trabajo eventual tuviera por objeto sustituir 

transitoriamente trabajadores permanentes de la empresa que gozaran de licencias legales o 

convencionales o que tuvieran derecho a reserva del puesto por un plazo incierto, en el contrato deberá 

indicarse el nombre del trabajador reemplazado. 

Si al reincorporarse el trabajador reemplazado, el trabajador contratado bajo esta modalidad continuare 

prestando servicios, el contrato se convertirá en uno por tiempo indeterminado. Igual consecuencia tendrá 

la continuación en la prestación de servicios una vez vencido el plazo de licencia o de reserva del puesto 

del trabajador reemplazado. 

ARTICULO 70. — Se prohíbe la contratación de trabajadores bajo esta modalidad para sustituir 

trabajadores que no prestaran servicios normalmente en virtud del ejercicio de medidas legítimas de 



acción sindical. 

ARTICULO 71. — Las empresas que hayan producido suspensiones o despidos de trabajadores por falta 

o disminución de trabajo durante los seis meses anteriores, no podrán ejercer esta modalidad para 

reemplazar al personal afectado por esas medidas. 

ARTICULO 72. — En los casos que el contrato tenga por objeto atender exigencias extraordinarias del 

mercado, deberá estarse a lo siguiente:  

a) en el contrato se consignará con precisión y claridad la causa que lo justifique; 

b) la duración de la causa que diera origen a estos contratos no podrá exceder de seis meses por año y 

hasta un máximo de un año en un período de tres años. 

ARTICULO 73. — El empleador no tiene el deber de preavisar la finalización del contrato. 

ARTICULO 74. — No procederá indemnización alguna cuando la relación laboral se extinga con motivo 

de finalización de la obra o tarea asignada, o del cese de la causa que le diera origen. En cualquier otro 

supuesto, se estará a lo dispuesto en la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). 

De las empresas de servicios eventuales 

ARTICULO 75. — Derógase el último párrafo del artículo 29 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976), 

el que se sustituye por el siguiente: 

"Los trabajadores contratados por empresas de servicios eventuales habilitadas por la autoridad 

competente para desempeñarse en los términos de los artículos 99 de la presente y 77 a 80 de la Ley 

Nacional de Empleo, serán considerados en relación de dependencia, con carácter permanente continuo 

o discontinuo, con dichas empresas." 

ARTICULO 76. — Incorpórase como artículo 29 bis de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) el 

siguiente: 

"Artículo 29 bis. — El empleador que ocupe trabajadores a través de una empresa de servicios eventuales 

habilitada por la autoridad competente, será solidariamente responsable con aquélla por todas las 

obligaciones laborales y deberá retener de los pagos que efectúe a la empresa de servicios eventuales 

los aportes y contribuciones respectivos para los organismos de la seguridad social y depositarlos en 

término. El trabajador contratado a través de una empresa de servicios eventuales estará regido por la 

convención colectiva, será representado por el sindicato y beneficiado por la obra social de la actividad o 

categoría en la que efectivamente preste servicios en la empresa usuaria." 

ARTICULO 77. — Las empresas de servicios eventuales deberán estar constituidas exclusivamente como 

personas jurídicas y con objeto único. Sólo podrán mediar en la contratación de trabajadores bajo la 

modalidad de trabajo eventual. 

ARTICULO 78. — Las empresas de servicios eventuales estarán obligadas a caucionar una suma de 

dinero o valores además de una fianza o garantía real. Los montos y condiciones de ambas serán 

determinadas por la reglamentación. 

ARTICULO 79. — Las violaciones o incumplimientos de las disposiciones de esta ley y su reglamentación 

por parte de las empresas de servicios eventuales serán sancionadas con multas, clausura o cancelación 

de habilitación para funcionar, las que serán aplicadas por la autoridad de aplicación según lo determine 

la reglamentación. 

Todo ello sin perjuicio de las responsabilidades que puedan corresponder a la empresa usuaria en caso 

de violación del artículo 29 bis de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976), de acuerdo a las 

disposiciones de la ley 18.694. 

ARTICULO 80. — Si la empresa de servicios eventuales fuera sancionada con la cancelación de la 

habilitación para funcionar, la caución no será devuelta y la autoridad de aplicación la destinará a 

satisfacer los créditos laborales que pudieran existir con los trabajadores y los organismos de la seguridad 



social. En su caso, el remanente será destinado al Fondo Nacional de Empleo. En todos los demás casos 

en que se cancela la habilitación, la caución será devuelta en el plazo que fije la reglamentación. 

Capítulo 3 

Programas de empleo para grupos especiales de trabajadores 

ARTICULO 81. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecerá periódicamente programas 

destinados a fomentar el empleo de los trabajadores que presenten mayores dificultades de inserción 

laboral. Estos programas deberán atender a las características de los trabajadores a quienes van dirigidos 

y tendrán una duración determinada. Sin perjuicio de los enumerados en este capítulo, podrán 

incorporarse otros programas destinados a otros sectores de trabajadores que así lo justifiquen. 

ARTICULO 82. — Estos programas podrán contemplar, entre otras medidas: 

a) actualización y reconversión profesional hacia ocupaciones de expansión más dinámica; 

b) orientación y formación profesional; 

c) asistencia en caso de movilidad geográfica; 

d) asistencia técnica y financiera para iniciar pequeñas empresas, principalmente en forma asociada. 

ARTICULO 83. — Programas para jóvenes desocupados. Estos programas atenderán a las personas 

desocupadas entre 14 y 24 años de edad. Las medidas que se adopten para crear nuevas ocupaciones 

deberán incluir capacitación y orientación profesionales prestadas en forma gratuita y complementadas 

con otras ayudas económicas cuando se consideren indispensables. 

ARTICULO 84. — Programas para trabajadores cesantes de difícil reinserción ocupacional. Estos 

programas se dirigirán a aquellas personas desocupadas que cumplan alguna de las condiciones 

siguientes: 

a) que su calificación o desempeño fuere en ocupaciones obsoletas o en vías de extinción; 

b) que sean mayores de 50 años; •c) que superen los ocho meses de desempleo. 

Estos programas deberán atender a características profesionales y sociales de los trabajadores en 

relación con los requerimientos de las nuevas ocupaciones y a la duración prolongada del desempleo. 

ARTICULO 85. — Programas para grupos protegidos. A los efectos de esta ley, se considerará como 

tales a las personas mayores de 14 años que estén calificadas por los respectivos estatutos legales para 

liberados, aborígenes, ex-combatientes y rehabilitados de la drogadicción. Estos programas tomarán en 

cuenta la situación especial de sus beneficiarios y el carácter del trabajo como factor de integración social. 

Los empleadores que participen en estos programas podrán contratar a trabajadores de estos grupos 

protegidos por tiempo indeterminado, gozando de la exención del artículo 46 de esta ley por el período de 

un año. 

ARTICULO 86. — Programas para discapacitados. A los efectos de la presente ley, se considerará como 

discapacitadas a aquellas personas calificadas como tales de acuerdo a los artículos 2 y 3 de la ley 

22.431 y que sean mayores de 14 años. 

Los programas deberán atender al tipo de actividad laboral que las personas puedan desempeñar, según 

su calificación. Los mismos deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes: 

a) promoción de talleres protegidos de producción; apoyo a la labor de las personas discapacitadas a 

través del régimen de trabajo a domicilio, y prioridad para trabajadores discapacitados en el otorgamiento 

o concesión de uso de bienes del dominio público o privado del Estado nacional o de la Municipalidad de 

la Ciudad de Buenos Aires para la explotación de pequeños comercios o sobre los inmuebles que les 

pertenezcan o utilicen conforme lo establecen los artículos 11 y 12 de la ley 22.431; 

b) proveer al cumplimiento de la obligación de ocupar personas discapacitadas que reúnan condiciones 

de idoneidad en una proporción no inferior al 4 por ciento del personal (artículo 8 de la ley 22.431) en los 

organismos públicos nacionales, incluidas las empresas y sociedades del Estado; 



c) impulsar que en las convenciones colectivas se incluyan reservas de puestos de trabajo para 

discapacitados en el sector privado. 

ARTICULO 87. — Los empleadores que contraten trabajadores discapacitados por tiempo indeterminado 

gozarán de la exención prevista en el artículo 46 sobre dichos contratos por el período de un año, 

independientemente de las que establecen las leyes 22.431 y 23.031. 

ARTICULO 88. — Los empleadores que contraten un 4 por ciento o más de su personal con trabajadores 

discapacitados y deban emprender obras en sus establecimientos para suprimir las llamadas barreras 

arquitectónicas, gozarán de créditos especiales para la financiación de las mismas. 

ARTICULO 89. — Los contratos de seguro de accidentes de trabajo no podrán discriminar ni en la prima 

ni en las condiciones, en razón de la calificación de discapacitado del trabajador asegurado. 

Capítulo 4 

Fomento del empleo mediante nuevos emprendimientos y reconversion de actividades informales 

ARTICULO 90. — Se establecerán programas dirigidos a apoyar la reconversión productiva de 

actividades informales para mejorar su productividad y gestión económica y a nuevas iniciativas 

generadoras de empleo. 

Se considerarán como actividades informales, aquellas cuyo nivel de productividad esté por debajo de los 

valores establecidos periódicamente por el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario 

Mínimo, Vital y Móvil, o bien presenten otras características asimilables según lo establezca dicho 

Consejo. 

ARTICULO 91. — En estos programas se promoverán la pequeña empresa, microemprendimientos, 

modalidades asociativas como cooperativas de trabajo, programas de propiedad participada, empresas 

juveniles y sociedades de propiedad de los trabajadores. 

ARTICULO 92. — Se establecerán para esta modalidad de generación de empleo, conjunta o 

alternativamente, las siguientes medidas de fomento, con los alcances que fije la reglamentación: 

a) simplificación registral y administrativa; 

b) asistencia técnica; 

c) formación y reconversión profesional; 

d) capacitación en gestión y asesoramiento gerencial; 

e) constitución de fondos solidarios de garantía para facilitar el acceso al crédito; 

f) prioridad en el acceso a las modalidades de pago único de la prestación por desempleo prevista en el 

artículo 127. 

ARTICULO 93. — Los proyectos que se incluyan en estos programas requerirán una declaración expresa 

de viabilidad económica formulada a partir de estudios técnicos específicos, por el Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social. 

ARTICULO 94. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá constituir y mantener un banco de 

proyectos, definir los lineamientos básicos para su diseño y brindar asistencia técnica para su ejecución y 

evaluación. 

Capítulo 5 

Reestructuración productiva 

ARTICULO 95. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá declarar en situación de 

reestructuración productiva, de oficio o a petición de las partes interesadas, a las empresas públicas o 

mixtas, o sectores productivos privados, públicos o mixtos, cuando se encuentren o pudieren encontrarse 

afectados por reducciones significativas del empleo. 

ARTICULO 96. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en la resolución que declare la 

reestructuración productiva, convocará a la comisión negociadora del convenio colectivo aplicable para 



negociar sobre las siguientes materias: 

a) un programa de gestión preventiva del desempleo en el sector; 

b) las consecuencias de la reestructuración productiva en las condiciones de trabajo y de empleo; 

c) medidas de reconversión profesional y de reinserción laboral de los trabajadores afectados. 

La comisión negociadora se expedirá en un plazo de 30 días, plazo que la autoridad de aplicación podrá 

prorrogar por un lapso que no exceda de 30 días más. 

El empleador no podrá adoptar medidas que afecten el empleo hasta que se expida la comisión o venzan 

los plazos previstos. 

ARTICULO 97. — En los sectores declarados en situación de reestructuración productiva, el Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social podrá: 

a) constituir en el marco del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y 

Móvil una comisión técnica tripartita para realizar un estudio sobre la situación sectorial que permita 

conocer las posibilidades de reinserción laboral y las necesidades de formación profesional planteadas; 

b) autorizar a las empresas no reestructuradas con establecimientos con más de 25 trabajadores, la 

ampliación en un 10 por ciento del límite fijado en el artículo 34 de la presente ley para contratar 

trabajadores afectados por la reestructuración durante un plazo máximo de 12 meses, en la misma región 

de su residencia; 

c) elaborar un programa de empleo y de reconversión profesional destinado a los trabajadores afectados. 

Capítulo 6 

Procedimiento preventivo de crisis de empresas 

ARTICULO 98. — Con carácter previo a la comunicación de despidos o suspensiones por razones de 

fuerza mayor, causas económicas o tecnológicas, que afecten a más del 15 por ciento de los trabajadores 

en empresas de menos de 400 trabajadores; a más del 10 por ciento en empresas de entre 400 y 1.000 

trabajadores; y a más del 5 por ciento en empresas de más de 1.000 trabajadores, deberá sustanciarse el 

procedimiento preventivo de crisis previsto en este capítulo. 

ARTICULO 99. — El procedimiento de crisis se tramitará ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 

a instancia del empleador o de la asociación sindical de los trabajadores. 

En su presentación, el peticionante fundamentará su solicitud, ofreciendo todos los elementos probatorios 

que considere pertinentes. 

ARTICULO 100. — Dentro de las 48 horas de efectuada la presentación, el Ministerio dará traslado a la 

otra parte, y citará al empleador y a la asociación sindical a una primera audiencia, dentro de los cinco 

días. 

ARTICULO 101. — En caso de no existir acuerdo en la audiencia prevista en el artículo anterior, se abrirá 

un período de negociación entre el empleador y la asociación sindical, el que tendrá una duración máxima 

de 10 días. 

ARTICULO 102. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de oficio o a petición de parte, podrá: 

a) Recabar informes aclaratorios o ampliatorios acerca de los fundamentos de la petición; 

b) Realizar investigaciones, pedir dictámenes y asesoramiento, y cualquier otra medida para mejor 

proveer. 

ARTICULO 103. — Si las partes, dentro de los plazos previstos en este capítulo, arribaren a un acuerdo, 

lo elevarán al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quien dentro del plazo de 10 días podrá: 

a) Homologar el acuerdo con la misma eficacia que un convenio colectivo de trabajo; 

b) Rechazar el acuerdo mediante resolución fundada. 

Vencido el plazo sin pronunciamiento administrativo, el acuerdo se tendrá por homologado. 

ARTICULO 104. — A partir de la notificación, y hasta la conclusión del procedimiento de crisis, el 



empleador no podrá ejecutar las medidas objeto del procedimiento, ni los trabajadores ejercer la huelga u 

otras medidas de acción sindical. 

La violación de esta norma por parte del empleador determinará que los trabajadores afectados 

mantengan su relación de trabajo y deba pagárseles los salarios caídos. 

Si los trabajadores ejercieren la huelga u otras medidas de acción sindical, se aplicará lo previsto en la ley 

14.786. 

ARTICULO 105. — Vencidos los plazos previstos en este capítulo sin acuerdo de partes se dará por 

concluido el procedimiento de crisis. 

Capítulo 7 

Programas de emergencia ocupacional 

ARTICULO 106. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá declarar la emergencia ocupacional 

de sectores productivos o regiones geográficas en atención a catástrofes naturales, razones económicas 

o tecnológicas. 

ARTICULO 107. — A efectos del artículo anterior se establece que: 

a) La declaración de la emergencia ocupacional podrá ser requerida por la autoridad local u organismo 

provincial competente o declarada de oficio por la autoridad de aplicación; 

b) Las causales de emergencia ocupacional mencionadas más arriba serán consideradas en cuanto 

tengan repercusión en los niveles de desocupación y subocupación de la zona afectada o cuando 

superen los promedios históricos locales una vez efectuado el ajuste correctivo de las variaciones cíclicas 

estacionales normales de la región. 

ARTICULO 108. — Los programas de emergencia ocupacional consistirán en acciones tendientes a 

generar empleo masivo por un período determinado a través de contratación directa del Estado nacional, 

provincial y municipal para la ejecución de obras o prestación de servicios de utilidad pública y social, e 

intensivos en mano de obra, a través de la modalidad prevista en los artículos 43 a 46 de esta ley. En este 

supuesto, el plazo mínimo de contratación se reducirá a tres meses, así como el de las renovaciones que 

se dispusieren. 

ARTICULO 109. — Durante la vigencia de la emergencia, la autoridad de aplicación podrá habilitar las 

modalidades promovidas previstas en esta ley, mediante acto fundado. Esta habilitación concluirá al 

término del período por el cual fue declarada la emergencia ocupacional, manteniéndose los contratos 

promovidos vigentes, hasta la finalización de su plazo. 

ARTICULO 110. — Los programas de emergencia ocupacional se ejecutarán en las zonas de emergencia 

más altamente pobladas dentro de la zona declarada en emergencia ocupacional y sus beneficiarios 

serán los residentes en las áreas más próximas a la ejecución de las obras, dándole prioridad a los 

trabajadores desocupados sin prestaciones por desempleo. 

TÍTULO IV 

De la protección de los trabajadores desempleados 

Capítulo único 

Sistema integral de prestaciones por desempleo 

ARTICULO 111. — La protección que se instituye a través de la presente ley regirá en todo el territorio de 

la Nación de conformidad con sus disposiciones y las normas reglamentarias que se dicten. 

ARTICULO 112. — Las disposiciones de este título serán de aplicación a todos los trabajadores cuyo 

contrato de trabajo se rija por la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976). No será aplicable a los 

trabajadores comprendidos en el Régimen Nacional de Trabajo Agrario12, a los trabajadores del servicio 

doméstico y a quienes hayan dejado de prestar servicios en la Administración Pública Nacional, provincial 

o municipal afectados por medidas de racionalización administrativa. 



El Poder Ejecutivo remitirá al Honorable Congreso de la Nación, dentro del plazo de 90 días de 

promulgada la presente, un proyecto de ley que regulará el sistema de prestaciones por desempleo para 

los trabajadores comprendidos en el Régimen Nacional de la Industria de la Construcción. 

ARTICULO 113. — Para tener derecho a las prestaciones por desempleo los trabajadores deberán reunir 

los siguientes requisitos: 

a) Encontrarse en situación legal de desempleo y disponible para ocupar un puesto de trabajo adecuado; 

b) Estar inscriptos en el Sistema Unico de Registro Laboral o en el Instituto Nacional de Previsión Social 

hasta tanto aquél comience a funcionar; 

c) Haber cotizado al Fondo Nacional del Empleo durante un período mínimo de SEIS (6) meses durante 

los TRES (3) años anteriores al cese del contrato de trabajo que dio lugar a la situación legal de 

desempleo; (Inciso sustituido por art. 2° del Decreto N° 267/2006 B.O. 13/3/2006) 

d) Los trabajadores contratados a través de las empresas de servicios eventuales habilitadas por la 

autoridad competente, tendrán un período de cotización mínimo de 90 días durante los 12 meses 

anteriores al cese de la relación que dio lugar a la situación legal de desempleo; 

e) No percibir beneficios previsionales, o prestaciones no contributivas; 

f) Haber solicitado el otorgamiento de la prestación en los plazos y formas que corresponda. 

ARTICULO 114. — Se encontrarán bajo situación legal de desempleo los trabajadores comprendidos en 

los siguientes supuestos: 

a) Despido sin justa causa (artículo 245, Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976)); 

b) Despido por fuerza mayor o por falta o disminución de trabajo no imputable al empleador (artículo 247, 

Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976)); 

c) Resolución del contrato por denuncia del trabajador fundada en justa causa (artículos 242 y 246, Ley 

de Contrato de Trabajo (t.o. 1976)); 

d) Extinción colectiva total por motivo económico o tecnológico de los contratos de trabajo; 

e) Extinción del contrato por quiebra o concurso del empleador (artículo 251, Ley de Contrato de Trabajo 

(t.o. 1976)); 

f) Expiración del tiempo convenido, realización de la obra, tarea asignada, o del servicio objeto del 

contrato; 

g) Muerte, jubilación o invalidez del empresario individual cuando éstas determinen la extinción del 

contrato; 

h) No reiniciación o interrupción del contrato de trabajo de temporada por causas ajenas al trabajador. 

Si hubiere duda sobre la existencia de relación laboral o la justa causa del despido se requerirá actuación 

administrativa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, de los organismos provinciales o 

municipales del trabajo para que determinen sumariamente la verosimilitud de la situación invocada. 

Dicha actuación no podrá hacerse valer en juicio laboral. 

ARTICULO 115. — La solicitud de la prestación deberá presentarse dentro del plazo de 90 días a partir 

del cese de la relación laboral. 

Si se presentare fuera del plazo, los días que excedan de aquél, serán descontados del total del período 

de prestación que le correspondiere. 

ARTICULO 116. — La percepción de las prestaciones luego de presentada la solicitud, comenzará a 

partir del cumplimiento de un plazo de 60 días corridos que podrá ser reducido por el Consejo del Empleo, 

la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil. 

En los casos de trabajadores que hubieran percibido gratificaciones por cese de la relación laboral dentro 

de los seis meses anteriores a la presentación de la solicitud de prestación por desempleo, el Consejo 

podrá establecer un período de espera diferenciado de hasta 120 días corridos. 



ARTICULO 117. — El tiempo total de prestación estará en relación al período de cotización dentro de los 

TRES (3) años anteriores al cese del contrato de trabajo que dio origen a la situación legal de desempleo 

con arreglo a la siguiente escala: 

Período de Cotización 

De 6 a 11 meses 

De 12 a 23 meses 

De 24 a 35 meses 

36 meses 

Duración de las prestaciones 

2 meses 

4 meses 

8 meses 

12 meses 

Para los trabajadores eventuales comprendidos en el inciso d) del artículo 113, la duración de las 

prestaciones será de un día por cada tres de servicios prestados con cotización, computándose a ese 

efecto, exclusivamente, contrataciones superiores a 30 días. 

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N° 267/2006 B.O. 13/3/2006) 

ARTICULO 118. — La cuantía de la prestación por desempleo para trabajadores convencionados o no 

convencionados será calculada como un porcentaje del importe neto de la mejor remuneración mensual, 

normal y habitual del trabajador en los seis meses anteriores al cese del contrato de trabajo que dio lugar 

a la situación de desempleo. 

El porcentaje aplicable durante los primeros cuatro meses de la prestación será fijado por el Consejo 

Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil. 

Del quinto al octavo mes la prestación será equivalente al 85 por ciento de la de los primeros cuatro 

meses. 

Del noveno al duodécimo mes la prestación será equivalente al 70 por ciento de la de los primeros cuatro 

meses. 

En ningún caso la prestación mensual podrá ser inferior al mínimo ni superior al máximo que a ese fin 

determine el mismo Consejo. 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 3/2016 del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el 

Salario Mínimo, Vital y Móvil B.O. 28/6/2017 se incrementan los montos mínimo y máximo de la prestación 

por desempleo, conforme lo normado por el artículo 135, inciso b) de la presente Ley y sus modificatorias, 

fijándose las sumas siguientes: 

a. A partir del 1° de julio de 2017, en PESOS DOS MIL SESENTA Y UNO ($ 2.061) y PESOS TRES MIL 

DOSCIENTOS NOVENTA Y SIETE CON SESENTA CENTAVOS ($ 3.297,60) respectivamente. 

b. A partir del 1° de enero de 2018, en PESOS DOS MIL DOSCIENTOS NUEVE CON OCHENTA 

CENTAVOS ($ 2.209,80) y PESOS TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y CINCO CON SESENTA Y 

OCHO CENTAVOS ($ 3.535,68) respectivamente. 

c. A partir del 1° de julio de 2018, en PESOS DOS MIL TRESCIENTOS VEINTISEIS CON TRES 

CENTAVOS ($ 2.326,03) y PESOS TRES MIL SETECIENTOS VEINTIUNO CON SESENTA Y CINCO 

CENTAVOS ($ 3.721,65) respectivamente.) 

ARTICULO 119. — Las siguientes prestaciones formarán parte de la protección por desempleo: 

a) La prestación económica por desempleo, establecida en el artículo anterior; 

b) Prestaciones médico-asistenciales de acuerdo a lo dispuesto por las leyes 23.660 y 23.661; 

c) Pago de las asignaciones familiares que correspondieren a cargo de las cajas de asignaciones y 

subsidios familiares; 

d) Cómputo del período de las prestaciones a los efectos previsionales, con los alcances de los incisos a) 

y b) del artículo 12 de esta ley. 

ARTICULO 120. — Los empleadores están obligados a: 

a) Efectuar las inscripciones del artículo 7 de esta ley; 



b) Ingresar sus contribuciones al Fondo Nacional del Empleo; 

c) Ingresar los aportes de los trabajadores al Fondo Nacional del Empleo como agente de retención 

responsable; 

d) Proporcionar a la autoridad de aplicación la documentación, datos y certificaciones que 

reglamentariamente se determinen; 

e) Comprobar fehacientemente que el trabajador en el caso de que fuera perceptor de prestaciones por 

desempleo, hubiera cursado la correspondiente baja al momento de incorporarse a la empresa. 

ARTICULO 121. — Los beneficiarios están obligados a: 

a) Proporcionar a la autoridad de aplicación la documentación que reglamentariamente se determine, así 

como comunicar los cambios de domicilio o de residencia; 

b) Aceptar los empleos adecuados que le sean ofrecidos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 

asistir a las acciones de formación para las que sean convocados; 

c) Aceptar los controles que establezca la autoridad de aplicación; 

d) Solicitar la extinción o suspensión del pago de prestaciones por desempleo, al momento de 

incorporarse a un nuevo puesto de trabajo; 

e) Reintegrar los montos de prestaciones indebidamente percibidas de conformidad con los que 

determine la reglamentación; 

f) Declarar gratificaciones por cese de la relación laboral, correspondientes a los últimos seis meses. 

ARTICULO 122. — La percepción de las prestaciones se suspenderá cuando el beneficiario: 

a) No comparezca ante requerimiento de la autoridad de aplicación sin causa que lo justifique; 

b) No dé cumplimiento a las obligaciones establecidas en los incisos a), b) y c) del artículo 121; 

c) Cumpla el servicio militar obligatorio salvo que tenga cargas de familia; 

d) Sea condenado penalmente con pena de privación de la libertad; 

e) Celebre contrato de trabajo de duración determinada por un plazo menor a 12 meses. 

La suspensión de la prestación no afecta el período de prestación que le restaba percibir al beneficiario 

pudiendo reanudarse al finalizar la causa que le dio origen. 

ARTICULO 123. — El derecho a la prestación se extinguirá en caso que el beneficiario quede 

comprendido en los siguientes supuestos: 

a) Haber agotado el plazo de duración de las prestaciones que le hubiere correspondido; 

b) Haber obtenido beneficios previsionales o prestaciones no contributivas; 

c) Haber celebrado contrato de trabajo por un plazo superior a 12 meses; 

d) Haber obtenido las prestaciones por desempleo mediante fraude, simulación o reticencia; 

e) Continuar percibiendo las prestaciones cuando correspondiere su suspensión; 

f) Incumplir las obligaciones establecidas en los incisos d) y e) del artículo 121; 

g) No haber declarado la percepción de gratificaciones por cese de la relación laboral correspondiente a 

los últimos seis meses; 

h) Negarse reiteradamente a aceptar los empleos adecuados ofrecidos por la entidad de aplicación. 

ARTICULO 124. — Las acciones u omisiones contrarias a las obligaciones dispuestas en el presente 

capítulo serán consideradas como infracciones y serán sancionadas conforme determine la 

reglamentación. 

ARTICULO 125. — Las normas de procedimiento a aplicar serán las siguientes: 

a) La resolución de la autoridad de aplicación de reconocimiento, suspensión, reanudación y extinción del 

derecho a las prestaciones de desempleo deberá fundarse y contra ella podrá interponerse reclamación 

administrativa o judicial. 

b) 1. Cuando la actuación administrativa sea denegada expresamente podrá interponerse recurso por 



ante la Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social, en el plazo de 30 días siguientes a la 

fecha en que sea notificada la denegatoria. 

2. Si no recae resolución expresa en la reclamación administrativa en el plazo de 45 días de presentada, 

el interesado podrá requerir pronto despacho y si transcurrieren otros 30 días sin emitir resolución, se 

considerará que existe silencio de la administración y quedará expedita la vía judicial. 

c) En todo lo no contemplado expresamente por esta ley, reglará supletoriamente la ley 19.549 de 

procedimientos administrativos. 

ARTICULO 126. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como autoridad de aplicación de esta ley 

tendrá facultades para aumentar la duración de las prestaciones conforme a las disponibilidades 

financieras del sistema. 

(Nota: Por art. 1° de la Resolución N° 14/2003 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social B.O. 

11/6/2003 se prorrogan hasta el 30 de noviembre de 2003 los vencimientos de las Prestaciones por 

Desempleo de la presente Ley que se produzcan entre el 1° de mayo de 2003 y el 31 de octubre de 2003, 

otorgadas a los beneficiarios que no se hayan reinsertado en el mercado laboral y con domicilio en la 

zona de desastre establecida en el artículo 1° de la Ley N° 25.735.) 

ARTICULO 127. — La reglamentación contemplará la modalidad de pago único de las prestaciones como 

medida de fomento del empleo, para beneficiarios que se constituyan como trabajadores asociados o 

miembros de cooperativas de trabajo existentes, a crear u otras formas jurídicas de trabajo asociado, en 

actividades productivas, en los términos que fije la misma. 

TÍTULO V 

De los servicios de Formación, de Empleo y de Estadísticas 

Capítulo 1 

Formación profesional para el empleo 

ARTICULO 128. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá elaborar programas de formación 

profesional para el empleo que incluirán acciones de formación, calificación, capacitación, reconversión, 

perfeccionamiento y especialización de los trabajadores tendientes a apoyar y a facilitar: 

a) Creación de empleo productivo; 

b) Reinserción ocupacional de los trabajadores desocupados; 

c) Reasignación ocupacional derivada de las reformas del sector público y la reconversión productiva; 

d) El primer empleo de los jóvenes y su formación y perfeccionamiento laboral; 

e) Mejora de la productividad y transformación de las actividades informales. 

ARTICULO 129. — Serán atribuciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: 

a) Integrar la formación profesional para el empleo en la política nacional laboral; 

b) Coordinar la ejecución de programas de formación profesional para el empleo con los organismos del 

sector público nacional, provincial o municipal y del sector privado, a través de la celebración de 

convenios; 

c) Validar la certificación de calificaciones adquiridas en contratos de práctica laboral y de trabajo-

formación; 

d) Formular los programas de alternancia de formación y práctica laboral en los contratos de trabajo-

formación. 

Capítulo 2 

Servicio de empleo 

ARTICULO 130. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social organizará y coordinará la Red de 

Servicios de Empleo, gestionará los programas y actividades tendientes a la intermediación, fomento y 

promoción del empleo y llevará el registro de trabajadores desocupados. 



ARTICULO 131. — La Red de Servicios de Empleo tendrá como función la coordinación de la gestión 

operativa de los Servicios de Empleo a fin de garantizar la ejecución en todo el territorio nacional de las 

políticas del sector. 

ARTICULO 132. — Las provincias podrán integrarse a la Red de Servicios de Empleo por medio de 

convenios con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por los cuales se tenderá a facilitar la 

descentralización a nivel municipal de la gestión de dichos servicios. Asimismo, el Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social promoverá la integración a la Red de Servicios de Empleo de las organizaciones 

empresariales, sindicales y otras sin fines de lucro. 

Capítulo 3 

Estadísticas laborales 

ARTICULO 133. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social diseñará y ejecutará programas de 

estadísticas e información laboral, los que deberán coordinarse con el Instituto Nacional de Estadística y 

Censos e integrarse al Sistema Estadístico Nacional, según la ley 17.622. A tales fines: 

a) Elaborará encuestas e investigaciones sobre relaciones laborales; 

b) Organizará un banco de datos; 

c) Intervendrá en la definición de contenidos y el diseño de los censos y encuestas que realicen los 

organismos oficiales en lo referente al empleo, la formación profesional, los ingresos y la productividad. 

ARTICULO 134. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social suministrará al Consejo Nacional del 

Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil la información necesaria para cumplir lo 

dispuesto por el artículo 135 de esta ley, y coordinará con el Instituto Nacional de Estadística y Censos el 

seguimiento de los precios y la valorización mensual de la canasta básica. 

TÍTULO VI 

Del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil 

Capítulo único 

ARTICULO 135. — Créase el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y 

Móvil con las siguientes funciones: 

a) Determinar periódicamente el salario mínimo, vital y móvil; 

b) Determinar periódicamente los montos mínimos y máximos y el porcentaje previsto en el artículo 118 

correspondiente a los primeros cuatro meses de la prestación por desempleo; 

c) Aprobar los lineamientos, metodología, pautas y normas para la definición de una canasta básica que 

se convierta en un elemento de referencia para la determinación del salario mínimo, vital y móvil; 

d) Constituir, en su caso, las comisiones técnicas tripartitas sectoriales referidas en el artículo 97, inciso 

a); 

e) Fijar las pautas de delimitación de actividades informales de conformidad con el artículo 90 de esta ley; 

f) Formular recomendaciones para la elaboración de políticas y programas de empleo y formación 

profesional; 

g) Proponer medidas para incrementar la producción y la productividad. 

ARTICULO 136. — El Consejo estará integrado por 16 representantes de los empleadores y 16 de los 

trabajadores, que serán ad-honorem y designados por el Poder Ejecutivo y por un presidente designado 

por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y durarán cuatro años en sus funciones. 

La representación de los empleadores estará integrada por dos del Estado nacional en su rol de 

empleador, dos de las provincias que adhieran al régimen del presente título, en igual carácter, y 12 de 

los empleadores del sector privado de las distintas ramas de actividad propuestos por sus organizaciones 

más representativas. 

La representación de los trabajadores estará integrada de modo tal que incluya a los trabajadores del 



sector privado y del sector público de las distintas ramas de actividad, a propuesta de la central de 

trabajadores con personería gremial. 

ARTICULO 137. — Las decisiones del Consejo serán tomadas por mayoría de dos tercios. En caso de no 

lograrse ésta al término de dos sesiones, su presidente laudará respecto de los puntos en controversia. 

ARTICULO 138. — A petición de cualquiera de los sectores representados en el Consejo, se podrá 

modificar el monto del salario mínimo, vital y móvil establecido. 

TÍTULO VII 

El salario mínimo, vital y móvil 

Capítulo único 

ARTICULO 139. — El salario mínimo, vital y móvil garantizado por el artículo 14 bis de la Constitución 

Nacional y previsto por el artículo 116 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) será determinado por 

el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil teniendo en cuenta los 

datos de la situación socioeconómica, los objetivos del instituto y la razonabilidad de la adecuación entre 

ambos. 

ARTICULO 140. — Todos los trabajadores comprendidos en la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 (t.o. 

1976) y sus modificatorios, en el Régimen de Trabajo Agrario, de la Administración Pública Nacional y de 

todas las entidades y organismos en que el Estado Nacional actúe como empleador, tendrán derecho a 

percibir una remuneración no inferior al salario mínimo, vital y móvil que se establezca de conformidad a 

lo preceptuado en esta ley. 

(Artículo sustituido por art. 105 de la Ley N° 26.727 B.O. 28/12/2011) 

ARTICULO 141. — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.598 B.O. 6/7/2010) 

ARTICULO 142. — El salario mínimo, vital y móvil tendrá vigencia y será de aplicación obligatoria a partir 

del primer día del mes siguiente de la publicación. Excepcionalmente, se podrá disponer que la 

modificación entre en vigencia y surta efecto a partir del día siguiente de su publicación. 

En todos los casos, dentro de los tres días de haberse tomado la decisión deberá publicarse por un día en 

el Boletín Oficial o en otros órganos periodísticos que garanticen una satisfactoria divulgación y certeza 

sobre la autenticidad de su texto. 

TÍTULO VIII 

Del financiamiento 

Capítulo 1 

ARTICULO 143. — Créase el Fondo Nacional del Empleo, con el objeto de proveer al financiamiento de 

los institutos, programas, acciones, sistemas y servicios contemplados en la presente ley. 

ARTICULO 144. — El Fondo Nacional del Empleo se constituirá con recursos de dos tipos distintos: 

a) Aportes y contribuciones establecidos en el artículo 145, inciso a), a fin de que el Fondo financie el 

Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo; 

b) Los recursos previstos en los incisos b) y c) del artículo siguiente, a fin que el Fondo financie 

programas y proyectos tendientes a la generación de empleo productivo y los servicios administrativos, de 

formación y de empleo encomendados al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

ARTICULO 145. — Los recursos destinados al Fondo Nacional del Empleo son los siguientes: 

a) Aportes y contribuciones: 

1. 1,5 punto porcentual de la contribución a las cajas de subsidios y asignaciones familiares según lo 

establecido en el artículo 146 de la presente ley. 

2. Una contribución del 3 por ciento del total de las remuneraciones pagadas por las empresas de 

servicios eventuales, a cargo de dichas empresas. 

3. (Punto vetado por art. 3 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 



4. (Punto vetado por art. 3 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 

5. Los aportes personales de los beneficiarios de prestaciones previsionales que reingresen a la 

actividad. (Punto incorporado por art. 5 de la Ley N° 24.347 B.O. 29/6/1994) 

Los empleadores y trabajadores amparados por el Régimen Nacional de la Industria de la Construcción, 

quedarán eximidos de las contribuciones y aportes previstos en los incisos 3 y 4 del presente artículo de 

acuerdo a lo dispuesto en el artículo 112, segundo párrafo de esta ley; 

b) Aportes del Estado: 

1. Las partidas que asigne anualmente la Ley de Presupuesto. 

2. Los recursos que aporten las provincias y, en su caso, los municipios, en virtud de los convenios 

celebrados para la instrumentación de la presente ley. 

c) Otros recursos: 

1. Donaciones, legados, subsidios y subvenciones y todo ingreso compatible con la naturaleza y fines del 

Fondo. 

2. Las rentas provenientes de la inversión de las sumas ingresadas al Fondo por cualquier concepto. 

3. Las actualizaciones, intereses, cargos o multas originados en infracciones a las normas de la presente 

ley. 

4. Los saldos no utilizados de ejercicios anteriores. 

5. Los recursos provenientes de la cooperación internacional en la medida que fueren destinados a 

programas, acciones y actividades generadoras de empleo y de formación profesional, previstas en la 

presente ley. 

ARTICULO 146. — Sustitúyese el artículo 23 de la ley 18.017, modificado por la ley 23.568, por el 

siguiente: 

"Artículo 23. — Fíjase como aporte obligatorio de los empleadores comprendidos en el ámbito de la Caja 

de Subsidios Familiares para Empleados de Comercio, la Caja de Subsidios Familiares para el Personal 

de la Industria y la Caja de Asignaciones Familiares para el Personal de la Estiba, Fluviales y de la 

Industria Naval, el 9 por ciento sobre el total de las remuneraciones incluido el sueldo anual 

complementario. De ese 9 por ciento, 1,50 puntos porcentuales serán destinados al Fondo Nacional del 

Empleo, y los 7,50 puntos porcentuales restantes a la correspondiente caja de asignaciones familiares." 

ARTICULO 147. — (Artículo vetado por art. 4 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 

ARTICULO 148. — (Artículo vetado por art. 5 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 

ARTICULO 149. — El Fondo Nacional del Empleo creado por la presente ley se constituirá como Cuenta 

Especial presupuestaria en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

Las sumas recaudadas para el Fondo Nacional del Empleo no podrán destinarse a otro fin que el 

expresamente dispuesto en esta ley. 

Capítulo 2 

Administración y gestión del Fondo Nacional del Empleo. 

ARTICULO 150. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tendrá a su cargo la administración y 

gestión del Fondo Nacional del Empleo. 

(Segundo párrafo vetado por art. 6 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 

TÍTULO IX 

Organismo de Contralor 

Capítulo único 

ARTICULO 151. — Créase una Comisión Bicameral integrada por tres Senadores y tres Diputados, la 

que tendrá por función supervisar el cumplimiento de la presente ley, quedando facultada para requerir 

todo tipo de información de los organismos gestores y de la autoridad de aplicación de la misma. 



La Comisión estará integrada por el Presidente y Vicepresidente de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social del Senado de la Nación y el Presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la misma 

Cámara, y los Presidentes de las Comisiones de Legislación del Trabajo, de Previsión y Seguridad Social 

y de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados. 

TÍTULO X 

Prestación Transitoria por Desempleo 

Capítulo único 

ARTICULO 152. — Institúyese una prestación por desempleo con carácter transitorio hasta tanto 

comience a efectivizarse el beneficio establecido en el título IV de esta ley. Los requisitos, plazos, montos 

y demás condiciones serán establecidos por la reglamentación que se dictará e implementará dentro de 

los 60 días de sancionada la presente. 

El pago de esta prestación deberá comenzar a realizarse en un plazo no mayor de 90 días de sancionada 

la presente ley. 

(Tercer párrafo vetado por art. 7 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991) 

TÍTULO XI 

Indemnización por despido injustificado 

Capítulo único 

ARTICULO 153. — Sustitúyese el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (t.o. 1976) por el 

siguiente: 

"Artículo 245. — Indemnización por antigüedad o despido. En los casos de despido dispuesto por el 

empleador sin justa causa, habiendo o no mediado preaviso, éste deberá abonar al trabajador una 

indemnización equivalente a un mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres meses, 

tomando como base la mejor remuneración mensual, normal y habitual, percibida durante el último año o 

durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor. 

Dicha base no podrá exceder el equivalente de tres veces el importe mensual de la suma que resulta del 

promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al 

trabajador al momento del despido por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social le corresponderá fijar y publicar el monto que corresponda 

juntamente con las escalas salariales de cada convenio colectivo de trabajo. 

Para aquellos trabajadores no amparados por convenios colectivos de trabajo el tope establecido en el 

párrafo anterior será el que corresponda al convenio de actividad aplicable al establecimiento donde 

preste servicio o al convenio más favorable, en el caso de que hubiera más de uno. 

Para aquellos trabajadores remunerados a comisión o con remuneraciones variables, será de aplicación 

el convenio de la actividad a la que pertenezcan o aquel que se aplique en la empresa o establecimiento 

donde preste servicios, si éste fuere más favorable. 

El importe de esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a dos meses del sueldo calculados en 

base al sistema del primer párrafo." 

ARTICULO 154. — Derógase el artículo 48 de la ley 23.697 de emergencia económica, y el artículo 19 de 

la ley 23.769. 

ARTICULO 155. — Sustitúyese el inciso a) del artículo 76 de la ley 22.248 por el siguiente: 

Artículo 76: inciso a): Un mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres meses, 

tomando como base la mejor remuneración mensual normal y habitual percibida durante el último año o 

durante el plazo de prestación de servicios si éste fuera menor. Dicha base no podrá exceder de tres 

veces el importe mensual de la suma que resulta del promedio de todas las remuneraciones fijadas por la 

Comisión Nacional de Trabajo Agrario y vigentes a la fecha de despido. Dicha Comisión deberá fijar y 



publicar el monto que corresponda juntamente con las escalas salariales. El importe de esta 

indemnización en ningún caso podrá ser inferior a dos meses de sueldo, calculados en base al sistema 

del primer párrafo." 

TÍTULO XII 

Disposiciones Transitorias 

Capítulo único 

ARTICULO 156. — Los aportes y contribuciones establecidas por el título VIII de la presente ley serán 

exigibles a partir de los sueldos devengados desde el primer día del mes siguiente al de vigencia de la 

presente ley. 

ARTICULO 157. — El Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo comenzará a efectivizar las 

prestaciones enunciadas en el título IV, capítulo 1, a los 180 días de dictada la presente ley. El requisito 

previsto en el inciso c) del artículo 113 podrá ser acreditado conforme lo establezca la reglamentación. 

ARTICULO 158. — Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional para gestionar con los gobiernos provinciales la 

firma de los convenios y acuerdos necesarios para la ejecución de esta ley. 

ARTICULO 159. — Derógase toda disposición que se oponga a la presente ley. 

ARTICULO 160. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. -ALBERTO R PIERRI.-LUIS A. J. BRASESCO. -

Esther H. Pereyra Arandía de Pérez Pardo. -Mario D. Fassi. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS TRECE 

DIAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 118, Nota: por art. 2° de la Resolución N° 2/2016 del Consejo Nacional del Empleo, la 

Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil B.O. 20/5/2016 se incrementan los montos mínimo y 

máximo de la prestación por desempleo, conforme lo normado por el artículo 135, inciso b) de la presente 

Ley y sus modificatorias, en las sumas de PESOS UN MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y CINCO ($ 1.875) 

y PESOS TRES MIL ($ 3.000), respectivamente; 

- Artículo 118, Nota: Por Decreto N° 267/2006 B.O. 13/3/2006 se incrementó los montos mínimo y 

máximo de la prestación mensual por desempleo, referidos en el presente artículo, los que quedaron 

fijados en las sumas de PESOS DOSCIENTOS CINCUENTA ($ 250.-) y de PESOS CUATROCIENTOS 

($400.-) respectivamente; 

- Artículo 32 vetado por art. 2 del Decreto Nacional N° 2565/1991 B.O. 17/12/1991. 

 

 

Decreto 2725/91 

Reglamentación de la Ley N° 24.013 

Bs. As., 26/12/91 

 

EMPLEO NO REGISTRADO 

Artículo 1° – Los trabajadores a que se refiere el Capítulo 1 del Título II de la Ley N° 24.013 son los 

comprendidos en la Ley de Contrato de Trabajo (L.C.T. t.o. 1976), excepto el artículo 12 de esa ley que 

será aplicable además a los trabajadores regulados por el Régimen Nacional de Trabajo Agrario. (Artículo 

sustituido por art. 1 del Decreto N° 688/1992 B.O. 6/5/1992). 

Art. 2° — (Artículo 7° Ley 24.013). Se entenderá que la relación o contrato de trabajo ha sido registrada 

cuando el empleador haya cumplido con los requisitos de los incisos a) y b) en forma conjunta. 

Art. 3° — (Artículo 11 de la Ley 24.013). 

1). — La intimación para que produzca los efectos previstos en este artículo, deberá efectuarse estando 



vigente la relación laboral. 

2). — El plazo de TREINTA (30) días es de días corridos. 

3). — La eximición del pago comprende exclusivamente a las indemnizaciones de los artículos 8, 9 y 10 

de la Ley N° 24.013. 

Art. 4° — (Artículo 12 de la Ley N° 24.013). 

1). — Se reputará espontánea la presentación del empleador, no obstante haber sido intimado a la 

regularización por el trabajador o la asociación sindical, cuando no hubiere mediado resolución 

administrativa o judicial de verificación de deuda y se hiciere efectiva dentro del plazo previsto por el 

mismo artículo. 

2). — Se entenderá por comunicación fehaciente al trabajador la que se efectúe por despacho telegráfico, 

carta documento, acta notarial o notificación firmada por el trabajador. 

3). — Las relaciones laborales establecidas con anterioridad a la Ley N° 24.013 son las que se 

encontraren en vigencia al momento de la presentación espontánea. 

4). — Sólo se admitirá la presentación espontánea de los empleadores que tuvieran deuda verificada 

administrativa o judicialmente respecto de los trabajadores no comprendidos en la verificación. 

5). — Las exenciones previstas caducarán de pleno derecho sin necesidad de requerimiento alguno y 

será exigible el pago de la deuda existente por aportes, contribuciones, multas, recargos e intereses: 

a) si la presentación se hubiera efectuado en relación a un trabajador respecto del cual haya quedado 

verificada deuda del empleador mediante resolución administrativa o judicial. 

b) si hubiera falsedad del presentante en la declaración jurada de presentación espontánea. 

6). — El plazo de NOVENTA (90) días es de días hábiles administrativos. (Inciso sustituido por art. 1 

del Decreto N° 397/1992 B.O. 9/3/1992) 

7). — En relación con lo previsto en los artículos 22, 23, 24 y 28 inciso b) primera parte de la Ley N° 

18.037 y 16 inciso b), primera parte de la Ley N° 18.038, el organismo de aplicación que correspondiera 

estará facultado para disponer las medidas necesarias para verificar la real prestación de los servicios 

denunciados. 

Art. 5° — (Artículo 15 de la Ley N° 24.013). Para los trabajadores comprendidos en el Régimen Legal de 

la Industria de la Construcción, la duplicación a que se refiere el artículo reglamentado consistirá en el 

pago por el empleador de una suma igual a la que correspondiere al trabajador en concepto de Fondo de 

Desempleo. 

Art. 6° — (Artículo 17 de la Ley N° 24.013). La comunicación que deberá cursar la autoridad 

administrativa o judicial al SISTEMA UNICO DE REGISTRO LABORAL (S.U.R.L.), además de las 

especificaciones del artículo, deberá contener: el número de documento de identidad, domicilio del 

trabajador y el monto de las remuneraciones por los períodos que no hubieran sido registrados. 

MODALIDADES DEL CONTRATO DE TRABAJO 

Art. 7° — (Artículo 28 de la Ley N° 24.013). 

1). — La contratación a través de modalidades promovidas no será aplicable para los trabajadores del 

servicio doméstico. 

2). — La contratación a través de modalidades promovidas de los trabajadores de la construcción es 

compatible con la plena vigencia de las instituciones reguladas en el régimen de la Ley N° 22.250. 

(Artículo sustituido por art. 1 del Decreto N° 727/1997 B.O. 8/8/1997) 

Art. 8° — (Artículo 30 de la Ley N° 24.013). Los trabajadores comprendidos en convenciones colectivas 

de trabajo sólo podrán ser contratados bajo las modalidades promovidas habilitadas según lo establecido 

en el artículo reglamentado, salvo lo dispuesto en el artículo 109 de la Ley N° 24.013. 

Los trabajadores no comprendidos en convenciones colectivas de trabajo podrán ser contratados bajo 



modalidades promovidas. 

Art. 9° — (Artículo 31 de la Ley N° 24.013). El MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

elaborará modelos de contrato tipo de carácter indicativo, para cada una de las modalidades promovidas 

en la Ley. 

Art. 10. — (Artículo 34 de la Ley N° 24.013). Si en un mismo establecimiento se aplicara más de un 

convenio colectivo de trabajo, los porcentajes a que se refiere el artículo reglamentado se calcularán 

sobre la cantidad de trabajadores comprendida en cada convenio y a los trabajadores no comprendidos 

en convenciones colectivas de trabajo como a una categoría independiente. 

En las empresas de hasta CINCO (5) trabajadores, los contratados bajo modalidades promovidas no 

podrán exceder de TRES (3) trabajadores en ningún caso. 

Art. 11. — (Artículo 35, inciso e] de la Ley 24.013). Para el caso de contratos celebrados en exceso del 

plazo máximo autorizado se convertirán en contratos de trabajo por tiempo indeterminado aquellos que 

estando vigentes al momento de la última contratación, hubiesen sido celebrados en primer término. 

Para el caso de contratos celebrados simultáneamente, una parte de los cuales exceda el porcentaje 

máximo autorizado, se convertirán prioritariamente en contratos de trabajo por tiempo indeterminado 

aquellos celebrados con los trabajadores con mayores cargas de familia y, a igualdad de condiciones, los 

de mayor edad. 

Art. 12. — (Artículo 40 de la Ley N° 24.013). Si los contratos sucesivos se hubieran celebrado bajo 

modalidades con plazos máximos diferentes, se tomará en cuenta el plazo de mayor duración. 

Art. 13. — (Artículo 42 de la Ley N° 24.013). Se considerará trabajador discapacitado al comprendido en 

la Ley N° 22.431. 

CONTRATO DE TRABAJO DE TIEMPO DETERMINADO COMO MEDIDA DE FOMENTO DEL EMPLEO 

Art. 14. — (Artículo 43 de la Ley N° 24.013). Al momento de la contratación, el empleador deberá exigir 

del trabajador la constancia de su inscripción como desempleado, o el certificado de cese de la relación 

de empleo en el sector público por motivos de racionalización administrativa, según el caso. 

Hasta tanto se efectivice la Red de Servicios de Empleo, el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 

SOCIAL establecerá los instrumentos, procedimientos e instituciones que acreditarán su inscripción como 

desempleado. 

CONTRATO DE TRABAJO DE TIEMPO DETERMINADO POR LANZAMIENTO DE NUEVA ACTIVIDAD 

Art. 15. — (Artículo 47 de la Ley N° 24.013). En el contrato se describirá la nueva línea de producción o 

nuevo establecimiento que lo sustenta. 

CONTRATO DE PRÁCTICA LABORAL PARA JOVENES 

Art. 16. — (Artículo 51 de la Ley N° 24.013). A los efectos de la validez del contrato de práctica laboral 

para jóvenes, los trabajadores deberán ser menores de VEINTICUATRO (24) años al momento de la 

contratación. 

Art. 17. — (Artículo 53 de la Ley N° 24.013). El contrato deberá especificar la formación acreditada por el 

trabajador, y las tareas que se obliga a cumplir. 

Antes de la contratación el empleador deberá exigir la certificación de la formación laboral reconocida por 

el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Art. 18. — (Artículo 54 de la Ley N° 24.013). Dentro de los QUINCE (15) días de cumplido el plazo del 

contrato, el empleador entregará el certificado al trabajador para su validación ante el MINISTERIO DE 

TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

CONTRATO DE TRABAJO - FORMACION 

Art. 19. — (Artículo 58 de la Ley N° 24.013). A los efectos de la validez de los contratos de trabajo-

formación, los trabajadores deberán ser menores de VEINTICUATRO (24) años al momento de la 



contratación. 

Art. 20. — (Artículo 60 de la Ley N° 24.013). La empresa presentará, antes de la contratación, el 

programa de alternancia específico de trabajo y formación, el que deberá ser autorizado por el 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Cuando la empresa cuente con un centro de formación especializado, el MINISTERIO DE TRABAJO Y 

SEGURIDAD SOCIAL deberá verificar antes de la contratación, si es adecuado para proveer la formación 

laboral correspondiente. 

Art. 21. — (Artículo 61 de la Ley N° 24.013). La remuneración del tiempo empleado en la formación será 

fijada por el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL teniendo en cuenta los gastos en que 

incurriera el trabajador para asistir a las clases de formación y la abonará mensualmente el FONDO 

NACIONAL DEL EMPLEO, previa certificación del empleador o del organismo de formación. 

Si los cursos de formación fueran onerosos, el costo estará a cargo del empleador. 

Art. 22. — (Artículo 62 de la Ley N° 24.013). Dentro de los QUINCE (15) días de cumplido el plazo del 

contrato, el empleador entregará el certificado al trabajador para su validación ante el MINISTERIO DE 

TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

DEL CONSEJO DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD Y EL SALARIO MINIMO, VITAL Y MOVIL 

Art. 23. — (Artículo 135 inciso b) de la Ley N° 24.013). Dentro de los TREINTA (30) días de constituido el 

CONSEJO DEL EMPLEO, LA PRODUCTIVIDAD Y EL SALARIO MINIMO, VITAL Y MOVIL, el 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL aprobará sus normas internas de procedimiento. 

Art. 24. — (Artículo 135 inciso b] de la Ley N° 24.013). Para las determinaciones establecidas en el inciso 

reglamentado deberán tenerse en cuenta los recursos disponibles del FONDO NACIONAL DEL EMPLEO. 

Cuando no se cumpliere este recaudo, el Presidente lo devolverá al Consejo para su reconsideración, 

expresando los motivos. 

Art. 25. — (Artículo 136 de la Ley N° 24.013). Salvo en oportunidad de adoptar las decisiones a las que 

se refiere el artículo 135 de la Ley N° 24.013, el Consejo se constituirá en CUATRO (4) comisiones de 

carácter permanente, a saber: 

a) Empleo; 

b) Formación Profesional; 

c) Productividad; 

d) Salario Mínimo, Vital y Móvil y Prestaciones por Desempleo. 

Las comisiones tendrán a su cargo recabar la información necesaria para el cumplimiento de las 

funciones del Consejo, realizar estudios, estadísticas y consultas a fin de elevar al plenario las 

recomendaciones que consideraren pertinentes, las que deberán adoptarse por unanimidad de sus 

integrantes. 

Cada comisión se integrará con CUATRO (4) representantes de los empleadores, CUATRO (4) de los 

trabajadores y el Presidente del Consejo o quien éste designe. 

Al Presidente del Consejo le corresponderá emitir las directivas para el mejor funcionamiento de las 

comisiones, distribuir las tareas entre ellas y fijar plazos perentorios cuando lo estime necesario. 

Por unanimidad de sus integrantes, el Consejo podrá crear otras comisiones además de las previstas en 

este artículo. 

Art. 26. — (Artículo 136 de la Ley N° 24.013). La elección de los DOS (2) representantes de las 

Provincias que adhieran al régimen del Título VI de la Ley N.24.013, se efectuará en una reunión donde 

cada Estado provincial tendrá un voto. 

Junto con los miembros titulares del Consejo se designarán suplentes que los reemplazarán en caso de 

renuncia, ausencia, licencia, enfermedad o fallecimiento. 



Art. 27. — (Artículo 137 de la Ley N° 24.013). A los fines del laudo previsto en el artículo 137 de la Ley 

N.24.013, deberán elevarse previamente al Presidente del Consejo los siguientes elementos: 

a) Reseña de las posturas sostenidas por sus representantes, conjuntamente con los antecedentes en 

que se fundaren; 

b) Detalle de los puntos de entendimiento y preacuerdos alcanzados en el transcurso de las tratativas; 

c) Temas sobre los que deberá versar el pronunciamiento; 

d) Propuestas de cada parte. 

DEL SALARIO MINIMO, VITAL Y MOVIL 

Art. 28. — (Artículo 139 de la Ley 24.013). Cuando el monto del Salario Mínimo, Vital y Móvil propuesto 

por el Consejo pudiere afectar significativamente la economía general del país, de determinados sectores 

de la actividad, de los consumidores o el índice de ocupación, el Presidente lo devolverá al Consejo para 

su reconsideración, expresando los motivos. 

DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 29. — El MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL podrá dictar las normas 

complementarias necesarias para la mejor aplicación de este Decreto. 

Art. 30. — El presente decreto regirá a partir de su publicación. 

Art. 31. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. — Rodolfo A. Díaz. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 7° sustituido por art. 1 del Decreto N° 2019/1992 B.O. 2/11/1992). 

 

 

EMPLEO 

Decreto 739/92 

Reglamentación del Título IV de la ley N° 24.013 

Bs. As., 29/4/92 

 

Artículo 1° — Los requisitos previstos en los incisos c) y d) del artículo 113 de la Ley N° 24.013, se 

acreditarán mediante certificación del último empleador de haber cotizado al ex Instituto Nacional de 

Previsión Social por el período anterior a la existencia de la Administración Nacional de la Seguridad 

Social, de acuerdo a las formas que se establezcan en la solicitud por la autoridad de aplicación o la 

prueba sustitutiva que al efecto considere admisible el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD 

SOCIAL. 

En lo atinente a los empleos anteriores se acreditará mediante declaración jurada del trabajador, y su 

verosimilitud podrá ser verificada por la autoridad de aplicación. 

Art. 2° — La extinción de la relación laboral que da lugar a la situación legal de desempleo debe haberse 

producido a partir del 26 de diciembre de 1991. 

A los fines del artículo 114 de la Ley N° 24.013 el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

podrá delegar mediante convenios con las provincias y la MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS 

AIRES, la determinación sumaria de la verosimilitud de la situación invocada, de acuerdo a las pautas que 

determine el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Art. 3° — La solicitud de prestación por desempleo tendrá carácter de declaración jurada respecto de los 

hechos consignados, su presentación interrumpirá el plazo del artículo 115 de la Ley N° 24.013 aunque 

adolezca de errores u omisiones. También se formalizará con ella la iniciación del trámite de búsqueda de 

empleo ante la Dirección Nacional de Empleo del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL o, 



en su caso, de los otros organismos autorizados. 

Art. 4° — A los fines de la prestación por desempleo sólo se considerarán las gratificaciones que excedan 

al monto de las indemnizaciones por despido. 

El monto de la gratificación debe ser consignado en la solicitud con carácter de declaración jurada y 

certificado por el empleador que la hubiere otorgado. 

Art. 5° — Para la determinación de la duración de las prestaciones en el caso de trabajadores que hayan 

cotizado en los dos sistemas de cómputos, se procederá de la siguiente forma: 

a) Si se cotizó, al menos el mínimo en cada sistema, se sumarán los períodos de prestación que resulten 

del cómputo de cada uno de ellos. 

b) Para alcanzar los períodos mínimos de cotización de DOCE (12), VEINTICUATRO (24) y TREINTA Y 

SEIS (36) meses previstos en el artículo 117, se podrán sumar los meses cotizados como trabajador 

eventual. 

Art. 6° — La mejor remuneración mensual, normal y habitual del trabajador de los últimos SEIS (6) 

meses, deberá ser certificada por el empleador que corresponda o probada con la exhibición del recibo 

pertinente. 

Art. 7° — Las asignaciones familiares que establece el inciso c) del art. 119 se pagarán del siguiente 

modo: 

a) Para el cómputo de las asignaciones familiares ordinarias, y durante todo el tiempo de la prestación, se 

tomarán en cuenta las cargas familiares existentes al momento de la presentación de la solicitud con el 

respaldo de la documentación probatoria pertinente o certificación del último empleador. 

b) Se reconocerán durante la vigencia del beneficio el pago de las prestaciones extraordinarias 

(nacimientos, matrimonios y adopciones) que eventualmente surgieran. 

Art. 8° — El último empleador deberá: a) proporcionar al trabajador documento que acredite la extinción 

de la relación o contrato laboral y la última liquidación en la que figure indemnización si la hubo, y en su 

caso las gratificaciones; b) consignar en la solicitud el período trabajado por el solicitante y la mejor 

remuneración mensual normal y habitual percibida por el trabajador durante los últimos SEIS (6) meses; 

c) certificar la solicitud. 

Art. 9° — El empleador deberá asentar en el libro del art. 52 de la Ley de Contrato de Trabajo (t. o. 1976) 

respecto de cada nuevo trabajador que incorpore, la presentación de la declaración jurada del mismo en 

la que conste si es beneficiario de prestaciones por desempleo. 

El empleador deberá proporcionar a la autoridad de aplicación, cada vez que ésta la solicite, constancia 

del período de aportes al ex-Instituto Nacional de Previsión Social o a la Administración Nacional de la 

Seguridad Social. 

Art. 10. — Los trabajadores deberán presentar al momento de solicitar la prestación por desempleo, la 

siguiente documentación: 

a) Documento de Identidad (D. N. I., L. C., o L. E.) 

b) Formulario de solicitud de prestación por desempleo. 

c) Documento, que acredite la extinción de la relación o contrato laboral. 

d) Ultima liquidación, en la que figure indemnización si la hubo, y en el caso que corresponda 

gratificaciones. 

Deberán además consignar en la solicitud, bajo declaración jurada, los datos de las empresas en que 

hayan trabajado. 

Art. 11. — Los beneficiarios de la prestación deberán notificar fehacientemente a la autoridad de 

aplicación dentro de los CINCO (5) días hábiles, la fecha de incorporación a un nuevo empleo, sin 

perjuicio de su obligación de comunicar bajo declaración jurada al nuevo empleador el beneficio del que 



gozaban. 

Art. 12. — En caso de prestaciones indebidamente percibidas son aplicables las normas sobre 

fiscalización y ejecución judicial que rigen respecto del Régimen Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

Art. 13. — El incumplimiento de las obligaciones impuestas por el artículo 120 de la Ley N° 24.013 y en 

este decreto a los empleadores, dará lugar a la aplicación de las siguientes sannciones, sin perjuicio de 

los intereses y penalidades correspondientes: 

a) Falta o insuficiencia a la obligación de registrar al trabajador en el libro especial del art. 52 de la Ley de 

Contrato de Trabajo (t. o. 1976), o en la documentación laboral que haga sus veces: se aplicará la 

sanción establecida por el art. 3 de la Ley N° 18.694. 

b) Falta de inscripción del empleador en el Sistema Unico de Registro Laboral, se aplicará la sanción 

establecida por el art. 15, 1°, a) de la Ley N° 17.250. 

c) Falta de afiliación del trabajador en el Sistema Unico de Registro Laboral, se aplicará la sanción 

prevista por el art. 15, 1°, b) de la Ley N° 17.250. 

d) Falta de ingreso oportuno de las contribuciones del empleador al Fondo Nacional de Empleo, será 

sancionada de acuerdo a lo dispuesto por el art. 15, 1, c) de la Ley 17.250. 

e) Falta de inscripción del empleador en la Obra Social correspondiente: multa de hasta el triple del monto 

de los aportes y contribuciones correspondientes a las remuneraciones del personal, devengados en el 

mes anterior a la fecha de comprobación de la infracción. 

f) Falta de afiliación del trabajador a la Obra Social correspondiente: multa de hasta el cuádruple del 

monto de los aportes y contribuciones que debían efectuarse respecto de esos trabajadores. 

g) La negativa infundada a suministrar los informes y certificados que justificadamente se le requiera, será 

sancionada con multa de hasta el DIEZ POR CIENTO (10 %) de las remuneraciones totales abonadas por 

el empleador en el mes anterior al pedido de información. 

h) La falsedad o adulteración de los datos referidos a los beneficiarios será sancionada con multa de 

hasta el CUARENTA POR CIENTO (40 %) de las remuneraciones totales abonadas por el empleador en 

el mes anterior al pedido de información. 

La comprobación y el juzgamiento de las infracciones establecidas en el inciso a) de este artículo se 

realizarán en todo el territorio del país por el procedimiento establecido por la Ley N° 18.695 y el Decreto 

N° 2.475/70 y respecto de las restantes infracciones, será aplicable lo establecido por el Régimen 

Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

Art. 14. — Para solicitar la prestación por desempleo bajo la modalidad de "pago único" se requiere: 

a) Tener derecho a percibir la prestación por desempleo por un período no inferior a CINCO (5) meses. 

b) Presentar el formulario de solicitud de pago único de la prestación ya sea inicialmente o bien una vez 

acordada la misma y en tanto cumpla con el requisito establecido en el inciso a). 

c) Manifestar la voluntad de constituirse en trabajador asociado o incorporarse a una de las empresas 

asociativas previstas en el art. 91 de la Ley N° 24.013. 

d) Adjuntar memoria explicativa sobre la actividad a desarrollar, que permita evaluar la viabilidad 

económica del proyecto a crearse o ya existente. 

e) Cuando el trabajador se incorpore a una cooperativa de trabajo u otro ente jurídico asociativo ya 

existente deberá presentar constancia de su solicitud de ingreso aprobada por el cuerpo directivo 

correspondiente. El pago único de la prestación estará condicionado a la efectiva incorporación del 

trabajador a la entidad. 

f) No haber sido beneficiario de la prestación por desempleo bajo la forma de pago único, en los últimos 

CINCO (5) años. 

Si el beneficiario no aplicara las sumas percibidas a la actividad comprometida serán aplicables las 



normas sobre fiscalización y ejecución judicial, que rigen respecto del Régimen Nacional de Jubilaciones 

y Pensiones. 

Art. 15° — Para las relaciones o contratos laborales extinguidos antes de la publicación del presente 

decreto, el plazo de NOVENTA (90) días establecido en el art. 115 de la Ley N° 24.013 se computarán 

desde la publicación del presente decreto. 

Art. 16° — La Dirección Nacional de Empleo creará un Observatorio del Mercado Laboral que 

proporcione información estadística a los fines de formular y ejecutar políticas y programas laborales 

emergentes de la Ley Nacional de Empleo. 

Art. 17° — La Dirección Nacional de Empleo coordinará sus programas con el Instituto Nacional de 

Estadística y Censos (I. N. D. E. C.), en el marco del Sistema Estadístico Nacional (S. E. N.) 

El Observatorio del Mercado Laboral articulará sus funciones con: 

a) organismos del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL que produzcan información 

estadística relacionada con el mercado laboral; 

b) organismos oficiales que elaboren estadísticas relacionadas con el área laboral y que adhieran por 

convenio al Observatorio del Mercado Laboral; 

c) organismos provinciales y municipales que elaboren estadísticas relacionadas con el área de empleo y 

que adhieran por convenio al Observatorio del Mercado Laboral; 

d) organismos privados que elaboren estadísticas relacionadas con el área laboral y que adhieran por 

convenio al Observatorio del Mercado Laboral. 

Art. 18. — Los organismos integrantes del Observatorio del Mercado Laboral utilizarán según los 

convenios que se acuerden, los métodos, definiciones, formularios, clasificaciones y toda otra disposición 

o norma técnica que el MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL conjuntamente con el 

INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS (I. N. D. E. C.), establezcan para la recopilación, 

elaboración, análisis y publicación de las estadísticas laborales. 

Art. 19. — La Dirección Nacional de Empleo, con el fin de organizar y desarrollar el Observatorio del 

Mercado Laboral deberá: 

a) Elaborar estadísticas, estudios y encuestas que proporcionen conocimientos sobre: formación 

profesional, ingresos, productividad y otras variables relativas al mercado laboral (art. 4°, inc. 22 de la Ley 

Nacional de Empleo). 

b) Elaborar y sistematizar las estadísticas laborales que surjan de: 

- Sistema Único de Registro Laboral; 

- los registros administrativos de los organismos públicos (provinciales o municipales) y privados que 

integren la Red de Servicios de Empleo; 

- los registros administrativos de los servicios de empleo públicos (provinciales o municipales) y privados 

que adhieren por convenio al Observatorio sobre el mercado laboral; 

- todo otro registro que surja de la gestión propia del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

c) Diseñar, implementar y actualizar un Banco de Datos sobre Estadísticas Laborales e Información 

Laboral que comprenda todas las variables relacionadas con el empleo y los ingresos, la productividad y 

la formación profesional utilizando para ello información propia y de otros organismos públicos y privados. 

d) Publicar en forma periódica la información referente al mercado laboral tanto a nivel nacional como 

provincial. 

Art. 20. — Se creará una Comisión Conjunta integrada por DOS (2) representantes de la Dirección 

Nacional de Empleo y DOS (2) representantes del Instituto Nacional de Estadística y Censos con las 

siguientes funciones: 

a) Coordinar lo previsto por el art. 133 inc. c) de la Ley N° 24.013. 



b) Intervenir en todos los proyectos estadísticos que se desarrollan en el marco del Sistema Estadístico 

Nacional sobre temas de competencia del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

c) Difundir los resultados de la Encuesta Permanente de Hogares y de cualquier otra encuesta o censo 

que realice el Instituto Nacional de Estadística y Censos y corresponda al área de competencia específica 

del MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL (art. 4°, inc. 22 y 23 de la Ley N° 24.013). 

Art. 21. — El MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL, queda facultado para dictar las 

normas complementarias para la aplicación de este decreto. 

Art. 22. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. — Rodolfo A. Díaz. 

 

 

Decreto 1694/2006 

EMPRESAS DE SERVICIOS EVENTUALES 

Bs. As., 22/11/2006 

 

Artículo 1º — Quedan sujetas a las normas de la presente reglamentación las empresas dedicadas a la 

prestación de servicios eventuales, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Contrato de Trabajo Nº 

20.744 (t.o. 1976) y sus modificaciones y la Ley de Empleo Nº 24.013 y sus modificaciones. 

Art. 2º — Se considera Empresa de Servicios Eventuales a la entidad que, constituida como persona 

jurídica, tenga por objeto exclusivo poner a disposición de terceras personas —en adelante empresas 

usuarias— a personal industrial, administrativo, técnico, comercial o profesional, para cumplir, en forma 

temporaria, servicios extraordinarios determinados de antemano o exigencias extraordinarias y 

transitorias de la empresa, explotación o establecimiento, toda vez que no pueda preverse un plazo cierto 

para la finalización del contrato. 

Art. 3º — En toda documentación, especialmente laboral, perteneciente a las empresas de servicios 

eventuales, en sus folletos, tarjetas, contratos con las empresas usuarias, carteles que las anuncien y 

cuando se las promocione, publicite o se las dé a conocer por cualquier medio, deberán colocar en forma 

destacada la leyenda "EMPRESA DE SERVICIOS EVENTUALES" y su número de habilitación. 

Art. 4º — Los trabajadores que la empresa de servicios eventuales contrate para prestar servicios en su 

sede, filiales, agencias u oficinas, serán considerados vinculados por un contrato de trabajo permanente 

continuo, pudiéndose utilizar también las modalidades previstas en el Título III de la Ley de Contrato de 

Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificaciones, cuando circunstancias excepcionales así lo justifiquen. 

Los trabajadores que la empresa de servicios eventuales contrate para prestar servicios bajo la modalidad 

de trabajo eventual, serán considerados vinculados a la empresa de servicios eventuales por un contrato 

de trabajo permanente discontinuo. 

A todos los trabajadores dependientes de la empresa de servicios eventuales, ya sea que presten 

servicios continuos o discontinuos, les serán de aplicación toda disposición legal, estatutaria, 

convencional, laboral y de la seguridad social vigente. 

Los aportes y contribuciones a la seguridad social respecto de los trabajadores permanentes discontinuos 

se efectuarán de acuerdo a la legislación aplicable en la empresa usuaria. 

Art. 5º — Cuando la relación de trabajo entre la empresa de servicios eventuales y el trabajador fuere 

permanente y discontinua, la prestación de servicios deberá sujetarse a las siguientes condiciones: 

a) El período de suspensión entre las asignaciones para prestar servicios bajo la modalidad eventual en 

las empresas usuarias, no podrá superar los CUARENTA Y CINCO (45) días corridos o los NOVENTA 

(90) días, alternados en UN (1) año aniversario. 



b) El nuevo destino de trabajo que otorgue la empresa de servicios eventuales podrá comprender otra 

actividad o convenio colectivo sin menoscabo de los derechos correspondientes del trabajador. 

c) El nuevo destino de trabajo que otorgue la empresa de servicios eventuales podrá modificar el régimen 

horario, pero el trabajador no estará obligado a aceptar un trabajo nocturno o insalubre, o a tiempo total o 

parcial cuando no lo haya aceptado anteriormente. 

d) El lugar de prestación de tareas deberá estar comprendido dentro de un radio de TREINTA (30) 

kilómetros del domicilio del trabajador. 

e) Durante el período de suspensión, previsto en el inciso a), la empresa de servicios eventuales deberá 

notificar al trabajador, por telegrama colacionado o carta documento, su nuevo destino laboral, 

informándole nombre y domicilio de la empresa usuaria donde deberá presentarse a prestar servicios, 

categoría laboral, régimen de remuneraciones y horario de trabajo. 

f) Transcurrido el plazo máximo fijado en el inciso a) sin que la empresa de servicios eventuales hubiera 

asignado al trabajador nuevo destino, éste podrá denunciar el contrato de trabajo, previa intimación en 

forma fehaciente por un plazo de VEINTICUATRO (24) horas, haciéndose acreedor de las 

indemnizaciones que correspondan por despido sin justa causa y por falta de preaviso. 

g) En caso de que la empresa de servicios eventuales hubiese asignado al trabajador nuevo destino 

laboral en forma fehaciente, y el mismo no retome sus tareas en el término de CUARENTA Y OCHO (48) 

horas, la empresa de servicios eventuales podrá denunciar el contrato de trabajo en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 244 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus 

modificaciones. 

Art. 6º — La empresa de servicios eventuales sólo podrá asignar trabajadores a las empresas usuarias, 

cuando los requerimientos de las segundas tengan por causa exclusiva alguna de las siguientes 

circunstancias: 

a) Ante la ausencia de un trabajador permanente, durante ese período. 

b) En caso de licencias o suspensiones legales o convencionales, durante el período en que se extiendan, 

excepto cuando la suspensión sea producto de una huelga o por fuerza mayor, falta o disminución de 

trabajo. 

c) Cuando se tratase de un incremento en la actividad de la empresa usuaria que requiera, en forma 

ocasional y extraordinaria, un mayor número de trabajadores. 

d) Cuando deba organizar o participar en congresos, conferencias, ferias, exposiciones o 

programaciones. 

e) Cuando se requiera la ejecución inaplazable de un trabajo para prevenir accidentes, por medidas de 

seguridad urgentes o para reparar equipos del establecimiento, instalaciones o edificios que hagan 

peligrar a los trabajadores o a terceros, siempre que las tareas no puedan ser realizadas por personal 

regular de la empresa usuaria. 

f) En general, cuando por necesidades extraordinarias o transitorias deban cumplirse tareas ajenas al giro 

normal y habitual de la empresa usuaria. 

La inobservancia a estas previsiones, dará lugar a la aplicación del artículo 25 del presente decreto y a las 

sanciones previstas en el artículo 20, inciso b), de este decreto, sin perjuicio de los derechos que pudieran 

corresponderles a los trabajadores involucrados. 

Art. 7º — Los requerimientos a que se refiere el artículo precedente, deberán respetar una proporción 

razonable y justificada de trabajadores eventuales en relación con el número de trabajadores 

permanentes de la empresa usuaria, como así también una extensión temporal adecuada con los 

servicios eventuales a brindar. 

Mediante negociación colectiva se establecerán las pautas que permitan determinar los límites 



mencionados para cada actividad o sector. 

La violación a dichos límites, dará lugar a la intervención del Observatorio de Buenas Prácticas en materia 

de servicios eventuales creado por este decreto y, en su caso, a la aplicación del artículo 25 de la 

presente medida, sin perjuicio de los derechos que pudieran corresponderles a los trabajadores 

involucrados. 

Art. 8º — Cuando el empleador requiera de trabajadores para destinarlos a prestar servicios en eventos 

temporarios de exhibición, promoción o venta de sus productos, ya sea en ferias, congresos, 

conferencias, exposiciones o programaciones, deberá optar por: 

a) contratarlos y registrarlos como trabajadores propios con las modalidades permitidas en la Ley de 

Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificaciones; o 

b) contratar sus servicios a través de una empresa de servicios eventuales, adecuando esta contratación 

a las normas que regula esta última actividad; o 

c) subcontratar el evento a terceras empresas, cuya actividad sea de publicidad y promoción. En este 

caso la contratante deberá, además de cumplir con los recaudos del artículo, 30 segundo párrafo, de la 

Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976), retener las contribuciones con destino a la Seguridad 

Social que deban efectuarse por los trabajadores destinados a la promoción, exhibición y venta de sus 

productos, conforme a la normativa que a tal efecto dicte la ADMINISTRACION FEDERAL DE 

INGRESOS PUBLICOS (A.F.I.P.), entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMIA Y 

PRODUCCION. 

Art. 9º — Bimestralmente, las empresas de servicios eventuales deberán proveer al MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, UN (1) resumen de su actividad, en el que constará el 

detalle de la nómina completa de los trabajadores contratados para prestar servicios bajo la modalidad de 

contrato de trabajo eventual, individualizando respecto de cada uno de ellos: 

a) Su número de C.U.I.L.; 

b) la empresa usuaria en la que presta o prestó tareas, señalando su número de C.U.I.T. y lugar de 

prestación de servicios; 

c) la fecha en que el trabajador eventual comenzó sus prestación de servicios en la empresa usuaria; 

d) calificación profesional y remuneración del trabajador; 

e) si al cese en esas tareas fue incorporado como trabajador por tiempo indeterminado de la usuaria; 

El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL determinará la forma en que deberá 

presentarse este informe, el que podrá realizarse en formato digital. 

El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL proporcionará al sindicato con 

personería gremial que represente a los trabajadores de la empresa usuaria, en tanto le sea solicitado, un 

listado de los contratos suscriptos, en el que consten los datos enumerados en los incisos a) a d) de este 

artículo. 

Art. 10. — Los montos que en concepto de sueldos y jornales paguen las empresas de servicios 

eventuales no podrán ser inferiores a los que correspondan por la convención colectiva de la actividad o 

categoría en la que efectivamente preste el servicio contratado y a los efectivamente abonados en la 

empresa usuaria, en relación a la jornada legal total o parcial desempeñada. 

Art. 11. — Las empresas de servicios eventuales, respecto de la facturación de sus servicios a las 

empresas usuarias deberán, además de cumplir las normas que al respecto establezca la 

ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (A.F.I.P.), entidad autárquica en el ámbito del 

MINISTERIO DE ECONOMIA Y PRODUCCION, observar las siguientes disposiciones: 

1) La factura o documento equivalente que emita la empresa de servicios eventuales a la empresa 

usuaria del servicio, deberá contener en forma discriminada, entre otros, los siguientes datos: 



a) Precio del servicio de intermediación. 

b) Conceptos e importes de los gastos relacionados con los rubros a que se refiere el inciso precedente. 

Deberá incorporarse en la factura como elemento informativo, la cantidad de trabajadores que prestaron 

servicio en la empresa usuaria y el importe total de los conceptos asentados en el Anexo regulado en el 

apartado 2) del presente artículo. 

2) Formará parte integrante de dicha factura o documento equivalente, al solo efecto de la exigibilidad de 

su cobro y acreditación de pago, UN (1) anexo que deberá contener la leyenda "ANEXO DECRETO Nº 

......." y cumplir con las formalidades para su confección y registración que a tal efecto determine el 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, en el que como mínimo se deberá 

especificar: 

a) Importe total de los rubros remuneratorios y no remuneratorios, que correspondan a los salarios de los 

trabajadores que prestaron el servicio en la empresa usuaria. 

b) Detalle e importes de las contribuciones con destino a la Seguridad Social, originadas por las 

remuneraciones aludidas en el inciso precedente, indicando las que deben ser retenidas por la empresa 

usuaria. 

c) El número de la factura de la que es anexo. 

Dicho anexo deberá conservarse en archivo junto con la respectiva factura o documento equivalente, por 

el mismo plazo establecido para estos últimos, conforme a las normas específicas a tal efecto. 

3) La falta de cumplimiento a lo dispuesto en los apartados precedentes, estará sujeta a la aplicación de 

las sanciones previstas en la Ley Nº 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones. 

Art. 12. — Las empresas usuarias que ocupen trabajadores a través de empresas de servicios 

eventuales, habilitadas por la autoridad competente, serán agentes de retención de las obligaciones 

derivadas de los regímenes de la Seguridad Social. 

Las empresas de servicios eventuales abonarán en forma directa a los sindicatos que correspondan las 

cuotas sindicales, los aportes empresariales y las retenciones a los trabajadores que resulten del 

convenio colectivo de trabajo aplicable a la actividad de la empresa usuaria. 

Art. 13. — Las empresas usuarias y de servicios eventuales deberán llevar una sección particular del libro 

especial del artículo 52 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificaciones, que 

contendrá: 

1. EMPRESAS USUARIAS 

a) Individualización del trabajador que preste servicios a través de una empresa de servicios eventuales; 

b) categoría profesional y tareas a desarrollar; 

c) fecha de ingreso y egreso; 

d) remuneración denunciada por la empresa de servicios eventuales o el importe total de la facturación; 

e) nombre, denominación o razón social, número de C.U.I.T., número de habilitación y domicilio de la 

empresa de servicios eventuales a través de la cual fue contratado el trabajador. 

2. EMPRESAS DE SERVICIOS EVENTUALES 

a) Individualización del trabajador que preste servicios bajo la modalidad de contrato de trabajo eventual; 

b) categoría profesional y tarea a desarrollar; 

c) fecha de ingreso y egreso en cada destino; 

d) remuneración; 

e) nombre, denominación o razón social, número de C.U.I.T. y domicilio de las empresas usuarias donde 

fuera destinado el trabajador. 

Las registraciones que se realicen de conformidad con las exigencias de este artículo, además de las que 

efectúe la empresa de servicios eventuales de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley Nº 



24.013 y sus modificaciones, respecto de los trabajadores que prestan servicios en las empresas 

usuarias, en todos los casos surtirán plenos efectos, respecto de estas últimas, en lo que hace a la 

obligación de registración. 

Art. 14. — Las empresas de servicios eventuales deberán gestionar su habilitación por ante el 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a los fines de obtener su inscripción en el 

Registro pertinente. 

Serán requisitos indispensables los siguientes: 

a) Tener como mínimo un capital social inicial equivalente a CIEN (100) sueldos básicos mensuales del 

personal administrativo, categoría A, del Convenio Colectivo de Trabajo Nº 130/75, para empleados de 

comercio, o el que lo reemplace, vigente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la jornada legal o 

convencional, excluida la antigüedad. 

b) Presentar los documentos constitutivos de la sociedad y de la designación de administradores, 

directores, gerentes o responsables legales según el tipo societario de que se trate. 

c) Declaración de las áreas geográficas dentro de las que se prestará el servicio a las empresas usuarias. 

d) Denunciar el domicilio de la sede central, locales, oficinas y sucursales. 

e) Acreditar las inscripciones impositivas y de la seguridad social. 

f) Acreditar la contratación del seguro de vida obligatorio. 

g) Constituir las garantías a la que se refiere el artículo 78 de la Ley Nº 24.013. 

h) Constituir domicilio en la sede de su administración el que surtirá efectos respecto de los trabajadores, 

las empresas usuarias, la Autoridad de Aplicación y demás organismos fiscales y de la seguridad social. 

Cualquier cambio o modificación de los precitados requisitos, así como también la apertura de nuevos 

locales, oficinas, agencias o sucursales, deberá ser comunicado a la Autoridad de Aplicación con una 

antelación de DIEZ (10) días hábiles a su realización. 

Art. 15. — Al momento de solicitarse la inscripción en el registro especial las empresas de servicios 

eventuales deberán constituir a favor del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

las siguientes garantías: 

1) Garantía principal: Depósito en caución de dinero en efectivo, valores o títulos públicos nacionales 

equivalentes a CIEN (100) sueldos básicos mensuales del personal administrativo, categoría A, del 

Convenio Colectivo de Trabajo Nº 130/75, para empleados de comercio, o el que lo reemplace, vigente en 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. 

La equivalencia de los valores o títulos públicos nacionales se determinará según su valor de cotización 

en la Bolsa de Comercio de Buenos Aires o en el Mercado de Valores S.A., a la época de constituirse la 

garantía, el que será certificado por el BANCO DE LA NACION ARGENTINA, donde deberá efectuarse el 

depósito. 

Los títulos públicos que no registren cotización en la Bolsa de Comercio de Buenos Aires, o en el 

Mercado de Valores S.A., no podrán ser utilizados para el depósito en caución. 

El ESTADO NACIONAL no abonará intereses por los depósitos en garantía, pero los que devengaren los 

valores o títulos públicos nacionales pertenecerán a sus depositantes. 

Sin perjuicio de lo expuesto, a partir de la constitución de esta garantía todo retiro que efectúen las 

empresas de servicios eventuales deberá ser autorizado por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO y 

SEGURIDAD SOCIAL. 

2) Garantía accesoria: Además del depósito en caución, las empresas de servicios eventuales deberán 

otorgar, a favor del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, una garantía por una 

suma equivalente al triple de la que surja del apartado 1) del presente artículo. 

Esta garantía se otorgará, a elección de la empresa de servicios eventuales, a través de los siguientes 



medios: 

a) Dinero en efectivo, valores o títulos públicos nacionales. 

b) Aval bancario o póliza de seguro de caución emitido por una entidad autorizada por la 

SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION, los que deberán tener vigencia hasta el 31 de 

marzo de cada año. 

c) Constitución de un derecho real de hipoteca sobre un inmueble propio de la empresa de servicios 

eventuales, cuya valuación fiscal, a la fecha de constitución de la garantía, sea igual o superior al importe 

que garantice, la que se inscribirá en el Registro de la Propiedad Inmueble que corresponda a la 

jurisdicción en que se encuentre ubicado. 

El inmueble sobre el que se pretenda constituir el derecho real de hipoteca no deberá tener otro 

gravamen y su titular debe estar libre de inhibiciones. 

Sólo procederá el levantamiento de la hipoteca cuando sea reemplazada la garantía por cualquiera de las 

previstas en los incisos a) y b) de este apartado o en su caso cumplidos los recaudos del artículo 18 de 

este decreto. 

3) Sin perjuicio de mantenerse como mínimo la base prevista en los apartados 1) y 2) que preceden a 

valores vigentes al tiempo del reajuste, ambas garantías se reajustarán anualmente, en los términos, 

plazos y con las formalidades previstas en el artículo 16 del presente decreto, en base a la escala que se 

dispone a continuación: 

El total de las remuneraciones brutas de cada mes abonadas durante el año inmediatamente anterior, que 

surjan de las declaraciones juradas mensuales que deben presentarse ante la ADMINISTRACION 

FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (A.F.I.P.), será dividido por el sueldo básico del personal 

administrativo, categoría A, del Convenio Colectivo de Trabajo Nº 130/75, para empleados de comercio, o 

el que lo reemplace, vigente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la jornada legal o convencional, 

excluida la antigüedad. El sueldo anual complementario (S.A.C.) se lo incluirá en el mes en que figura 

abonado. Se sumará el resultado obtenido en cada uno de los meses y ese total se lo dividirá por TRECE 

(13) y el número que resulte se denominará "coeficiente de garantía" y será el que se aplicará para el 

reajuste de las garantías previstas en este artículo. 

Si el "coeficiente de garantía" fuese menor a UN MIL (1.000) regirán las garantías establecidas en los 

apartados 1) y 2) a los valores vigentes al tiempo del reajuste. A partir de este número por cada CIEN 

(100) o fracción mayor de TREINTA (30) que arroje el "coeficiente de garantía" las garantías principal y 

accesoria, se incrementarán respectivamente con UNO (1) y TRES (3) sueldos básicos del personal 

administrativo, categoría A, del Convenio Colectivo de Trabajo Nº 130/75 para empleados de comercio, o 

el que lo reemplace, vigente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la jornada legal o convencional, 

excluida la antigüedad. 

Art. 16. — Antes del 31 de marzo de cada año la empresas de servicios eventuales deberán presentar 

una declaración jurada certificada por Contador Público Nacional con firma legalizada por el Consejo 

Profesional de Ciencias Económicas que corresponda, actualizando los datos consignados en el artículo 

14 de este decreto y en la que deberá constar el total de las remuneraciones brutas abonadas por la 

empresa de servicios eventuales a sus dependientes durante el año inmediato anterior, cantidad real de 

trabajadores ocupados en este mismo período, el "coeficiente de garantía" establecido en el artículo 15, 

apartado 3), del presente decreto y de la descripción detallada de la operación aritmética efectuada para 

arribar a dicho resultado. 

Juntamente con la declaración jurada deberá acreditarse la constitución de las garantías a valores 

actualizados acordes a esa declaración. 

Cuando se hubiese optado por el aval bancario o mediante póliza de seguro de caución emitida por una 



entidad autorizada por la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION, como garantía 

accesoria, la empresa de servicios eventuales deberá presentar los documentos constitutivos de los 

mismos con anterioridad al 15 de febrero de cada año, más su vigencia comenzará a regir el primero de 

abril siguiente. 

La renovación o reemplazo del certificado de aval bancario o póliza de caución, no podrá realizarse por 

valores inferiores al que hubiere correspondido al año anterior. 

Luego de haberse renovado este medio de caución o de haberse sustituido por otro de los autorizados, la 

empresa de servicios eventuales podrá requerir la restitución del certificado de aval bancario o póliza de 

caución cuya vigencia corresponda al período anterior. 

En el supuesto de que la empresa de servicios eventuales no presentare los instrumentos constitutivos al 

15 de febrero de cada año, correspondientes al aval bancario o a la póliza de seguro de caución, cuando 

hubiese optado por este medio, será intimada por la Autoridad de Aplicación, para su cumplimiento en un 

plazo no mayor de DIEZ (10) días, bajo apercibimiento de cancelar su habilitación. 

Esta intimación será puesta en conocimiento de la entidad avalista o de la aseguradora que emitiera la 

garantía a renovar. 

Vencido ese plazo sin que la empresa de servicios haya presentado en legal forma los instrumentos 

constitutivos del nuevo aval o caución, o los haya sustituido por dinero en efectivo, valores o títulos 

públicos nacionales, la avalista o aseguradora deberá, previa intimación, depositar en caución antes de 

que se opere el vencimiento del aval o la garantía a favor del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL, en dinero en efectivo, valores o títulos públicos nacionales, las sumas totales de la 

garantía o aval. La equivalencia de los valores o títulos públicos nacionales se determinará según el valor 

de la cotización de los títulos a la época de realizarse el depósito, en la Bolsa de Comercio de Buenos 

Aires, o en el Mercado de Valores S.A., lo que será certificado por el BANCO DE LA NACION 

ARGENTINA, donde deberá efectuarse el mismo. De no cumplir con esta obligación quedará expedita la 

vía ejecutiva. 

Art. 17. — Si al producirse el ajuste anual de garantía establecido en el artículo 15, apartado 3), de este 

decreto, se generase un excedente resultante de la cotización al momento del reajuste en los valores o 

títulos públicos nacionales en depósito para la constitución de la garantía, será de libre disponibilidad para 

las empresas de servicios eventuales, no procediendo ningún otro tipo de restitución. En tal supuesto, con 

posterioridad al 31 de marzo se autorizará el retiro de la diferencia acreditada a favor de la empresa. 

Art. 18. — Para la restitución de los valores o títulos públicos nacionales depositados en caución, la 

empresa de servicios eventuales deberá solicitar la baja de la habilitación y cumplir con los siguientes 

recaudos: 

a) Acompañar declaración jurada en la que conste: fecha de cesación de actividades, nómina del personal 

ocupado, haber abonado la totalidad de las remuneraciones e indemnizaciones, detalle de los Sindicatos, 

Obras Sociales y regímenes de la Seguridad Social en las que se encuentren comprendidas las 

actividades desarrolladas. Esta declaración deberá estar certificada por Contador Público Nacional, con 

firma legalizada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas que corresponda, el que deberá 

detallar la fecha de vencimiento de los pagos de aportes y contribuciones y el cumplimiento en tiempo o el 

pago de los recargos, intereses, multas y actualizaciones por los efectuados tardíamente. 

b) Acompañar certificados de libre deuda o constancia equivalente otorgados por la ADMINISTRACION 

FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (A.F.I.P.), en relación con sus obligaciones con destino a la 

seguridad social. 

c) Publicación de Edictos por el término de CINCO (5) días en el Boletín Oficial y en el Provincial que 

corresponda a las áreas geográficas de actuación, emplazando a los acreedores laborales y de la 



seguridad social, por el término de NOVENTA (90) días corridos. Estas publicaciones deberán ser 

efectuadas por el interesado. 

d) No tener juicios laborales en trámite. A tal efecto, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL deberá oficiar a los tribunales que entiendan en la materia laboral correspondiente 

a las áreas geográficas de actuación a fin de que informen si la empresa que requiere su cancelación 

tiene juicios laborales o de la seguridad social pendientes, corriendo su diligenciamiento por cuenta de la 

empresa de servicios eventuales. 

e) No tener anotados embargos o cualquier otra medida cautelar. En caso de que la empresa peticionante 

se halle afectada por un embargo ejecutorio o preventivo o cualquier otra medida cautelar, no le será 

restituida la parte de los valores depositados en caución afectados por dicha medida o las garantías o 

avales caucionados de no ser suficientes aquéllos, salvo aceptación judicial de sustitución de embargo. 

f) No haber sido sancionada con la cancelación de habilitación para funcionar. En este supuesto, se 

procederá conforme lo establece el artículo 80 de la Ley Nº 24.013. 

Art. 19. — Cumplidos todos los requisitos establecidos en este decreto y no existiendo otros 

impedimentos, la autoridad de aplicación autorizará la restitución de los valores, títulos públicos 

nacionales y la liberación o cancelación de los avales y garantías otorgadas en caución dentro del plazo 

de TREINTA (30) días. 

Art. 20. — Sin perjuicio de las sanciones que correspondan por aplicación del Anexo II del Pacto Federal 

del Trabajo, ratificado por la Ley Nº 25.212, la violación a las disposiciones de este decreto serán 

sancionadas conforme al procedimiento previsto en la Ley Nº 18.695, según el siguiente régimen: 

a) Las personas físicas o jurídicas de cualquier carácter o denominación, sus coautores, cómplices o 

encubridores, que pretendiesen actuar o actuaren, por sí o encubiertamente, como empresas de servicios 

eventuales autorizadas, o que por cualquier medio invocaren, indujeran o publicitaren esa calidad, sin 

ajustar su ejercicio a las normas de habilitación y reconocimiento estatuidas por la Ley Nº 24.013 y el 

presente decreto, serán sancionadas con la clausura de sus oficinas y secuestro de toda la 

documentación existente y una multa que se graduará de VEINTE (20) a CIEN (100) sueldos básicos del 

personal administrativo, categoría A, del Convenio Colectivo de Trabajo Nº 130/75 para Empleados de 

Comercio, o el que lo reemplace, vigente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la jornada legal o 

convencional, excluida la antigüedad. 

b) Las empresas de servicios eventuales que no cumplieran efectivamente, en tiempo y forma, con las 

obligaciones establecidas en este decreto, serán pasibles de una multa en pesos que se graduará entre el 

UNO POR CIENTO (1%) y el CUATRO POR CIENTO (4%) de las garantías que debieran tener 

constituidas en dicho momento, según lo previsto en el artículo 15, apartados 1, 2 y 3, del presente 

decreto. 

Sin perjuicio de la multa referida en el párrafo anterior, la empresa de servicios eventuales que no tuviese 

su garantía constituida en legal tiempo y forma en la fecha establecida en el artículo 16, primer párrafo, 

deberá cumplir con esa obligación dentro de los DIEZ (10) días de intimada por la Autoridad de 

Aplicación. 

Transcurrido dicho plazo o en su caso el establecido en el artículo 16, sexto párrafo, del presente decreto, 

sin que la empresa de servicios eventuales cumplimente lo requerido, se la sancionará con la pérdida de 

la habilitación administrativa, la cancelación de la inscripción en el Registro Oficial y la clausura en caso 

que continúe con la actividad. 

c) Las empresas de servicios eventuales que perciban del trabajador alguna suma por su inscripción o 

contratación, o practiquen a éstos por tales hechos otros descuentos que no sean los autorizados por Ley 

o Convenio, serán sancionadas con la pérdida de la habilitación administrativa y cancelación de la 



inscripción en el Registro Oficial. 

En todos los casos, encontrándose firme la pérdida de la habilitación administrativa y la cancelación de la 

inscripción en el registro especial, se publicarán edictos por UN (1) día en el Boletín Oficial y en el 

Provincial que corresponda al área o áreas geográficas de actuación, con cargo a la empresa de servicios 

eventuales. 

Art. 21. — Para que proceda la asignación del remanente de la caución al Fondo Nacional de Empleo 

prevista en el Artículo 80 de la Ley Nº 24.013, cuando la empresa de servicios eventuales haya sido 

sancionada con la cancelación, deberán cumplirse los siguientes requisitos: 

a) Haber transcurrido el plazo de CINCO (5) años desde que la cancelación de la habilitación se 

encuentre firme. 

b) Una vez vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL oficiará a los tribunales que entiendan en materia laboral correspondientes a las 

áreas geográficas de actuación, a fin de que informen si la empresa tiene juicios en trámite. 

Si de las respuestas surgiera la inexistencia de juicios pendientes, se publicarán edictos por UN (1) día en 

el Boletín Oficial y en el Provincial que corresponda al área o áreas geográficas de actuación. Cumplido 

sin que se presenten acreedores, se procederá a la asignación del remanente en forma inmediata. 

En caso de existir juicios pendientes se dispondrá del remanente cuando hayan concluido y el tribunal que 

intervenga otorgue certificado en el que conste que la parte actora fue desinteresada de las acreencias 

que emanan de la sentencia dictada o, en su caso, que nada tiene que reclamar en la causa. 

c) La solicitud de informes relativos a los créditos de la seguridad social, se cumplirá con una requisitoria 

a los entes recaudadores que correspondan. 

Art. 22. — La cancelación de la autorización para funcionar de la empresa de servicios eventuales, 

extinguirá de pleno derecho los contratos de trabajo que la misma hubiera celebrado para prestar 

servicios bajo la modalidad de trabajo eventual. En tal supuesto deberá abonar a los trabajadores 

involucrados las indemnizaciones que correspondan por despido injustificado y falta de preaviso. 

La cancelación de la autorización para funcionar de la empresa de servicios eventuales extinguirá, con los 

mismos alcances, los contratos de trabajo permanentes y continuos, los que podrán continuar su 

ejecución sólo por el tiempo necesario para la conclusión de las operaciones pendientes. 

Art. 23. — La prestación de servicios a favor de una empresa usuaria de personal provisto por una 

empresa de servicios eventuales no habilitada por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL, hará de aplicación las disposiciones del artículo 29, párrafos primero y segundo, 

de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificaciones. 

En tales supuestos, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL o la 

ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (A.F.I.P.) podrán requerir a la empresa usuaria 

el cumplimiento de las obligaciones que al empleador le imponen los distintos regímenes de la seguridad 

social. A tal efecto, se computará como fecha de ingreso la fecha en que hubiese comenzado la 

prestación de servicios en la empresa usuaria. 

Asimismo, la empresa usuaria será solidariamente responsable con la empresa de servicios eventuales 

no habilitada, de la multa especificada en el artículo 20, inciso a), del presente decreto, sin perjuicio de las 

demás sanciones que le pudieran corresponder a título directo. 

Art. 24. — El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL será la autoridad exclusiva y 

excluyente para la habilitación y cancelación de las empresas de servicios eventuales. La fiscalización en 

todo lo referido a la calidad y condiciones de trabajo de los trabajadores vinculados por contrato 

permanente discontinuo, según lo reglamentado en la presente norma, será ejercida por el MINISTERIO 

DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 



Art. 25. — Cuando la empresa usuaria o la empresa de servicios eventuales, según corresponda, no 

acrediten que la prestación de servicios eventuales se ajusta a los límites establecidos en los artículos 6º 

y 7º de este decreto, la Autoridad de Aplicación procederá conforme a las facultades conferidas por la Ley 

Nº 25.212 y el Convenio Nº 81 de la ORGANIZACION INTERNACIONAL DEL TRABAJO (O.I.T.). A tal 

efecto, labrará el acta que corresponda, efectuará los emplazamientos e intimaciones pertinentes, 

realizará la imputación del incumplimiento constatado y, en su caso, aplicará las sanciones establecidas 

por este decreto y por el Anexo II del Pacto Federal del Trabajo, ratificado por la Ley Nº 25.212. 

Las infracciones a los límites que se fijen en los convenios colectivos de trabajo, de acuerdo a las 

previsiones del artículo 7º del presente, en tanto se refieran a un exceso en la extensión temporal, se 

imputarán a la empresa usuaria y a la empresa de servicios eventuales. En cuanto se traten de una 

desproporción irrazonable e injustificada de trabajadores eventuales con el número de trabajadores 

permanentes de la empresa usuaria, se imputarán, como infractor, a quien corresponda. 

Art. 26. — El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL constituirá, con carácter 

permanente, un Observatorio de Buenas Prácticas en materia de servicios eventuales, el que estará 

compuesto por representantes de los sindicatos con personería gremial con ámbito de actuación personal 

en la actividad principal de la empresa usuaria, de la asociación representativa de las empresas de 

servicios eventuales y de las asociaciones representativas de las empresas usuarias y tendrá por objeto 

evaluar las condiciones generales y particulares en que se desarrolla la actividad para una mejor 

aplicación de las disposiciones de la presente medida. 

1. A tal efecto, el Observatorio de Buenas Prácticas podrá: 

a) Recibir denuncias o pedidos de convocatoria de cualquiera de sus integrantes, a los fines de analizar si 

los servicios denunciados se ajustan a las pautas del presente decreto y, en su caso, dar intervención a la 

Autoridad de Aplicación del mismo; 

b) solicitar y recibir informes de la inspección de trabajo sobre los relevamientos efectuados y sobre sus 

resultados; 

c) procurar arribar a fórmulas de acuerdo en las controversias que voluntariamente le sean sometidas; 

d) analizar los casos particulares cuando se denuncie una proporción irrazonable e injustificada en el 

número de trabajadores eventuales contratados en relación con el número de trabajadores permanentes 

de la empresa usuaria, como así también cuando no respete una extensión temporal adecuada con los 

servicios eventuales a brindar. 

e) elaborar recomendaciones de buenas prácticas en materia de servicios eventuales: 

f) proponer, con carácter no vinculante, modificaciones a la reglamentación de la actividad de las 

empresas de servicios eventuales. 

2. Las normas complementarias determinarán la cantidad de representantes titulares y alternos que 

integrarán el Observatorio, los que permanecerán en esa condición por DOS (2) años. 

En la designación de los sindicatos y de las asociaciones representativas de las empresas usuarias se 

deberá tener en cuenta las actividades que usualmente demanden los servicios que se reglamentan en el 

presente. 

Si el Observatorio debiera intervenir en otras actividades no representadas, en los casos puntuales se 

deberá permitir la intervención del sindicato con personería gremial y de la asociación representativa de 

las empresas usuarias en la actividad de que se trate. 

Art. 27. — Ante toda iniciación de un expediente administrativo o judicial donde se denuncie la actuación 

de una empresa de servicios eventuales no habilitada, la autoridad a cargo deberá cursar una notificación 

al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

Art. 28. — Las empresas que se encuentren inscriptas deberán adecuarse a las normas reglamentarias 



establecidas por el presente decreto dentro de los SESENTA (60) días a contar desde su vigencia. 

Transcurrido dicho plazo, caducará automáticamente la inscripción de la empresa de servicios eventuales 

en el registro especial. 

Art. 29. — Facúltase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL para dictar las 

normas complementarias de este decreto. 

Art. 30. — Invítase a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a lo dispuesto en 

el artículo 27 del presente decreto. 

Art. 31. — Deróganse los Decretos Nros. 342 de fecha 24 de febrero de 1992 y 951 de fecha 30 de 

agosto de 1999. 

Art. 32. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — Carlos A. Tomada. 

 

 

 

ACTOS DISCRIMINATORIOS 

Ley N° 23.592 

Adóptanse medidas para quienes arbitrariamente impidan el pleno ejercicio de los derechos y 

garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional. 

Sancionada: agosto 3 de 1988 

Promulgada: agosto 23 de 1988 

 

ARTICULO 1°.- Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún modo menoscabe el pleno 

ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la 

Constitución Nacional, será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o 

cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionados. 

A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los actos u omisiones discriminatorios 

determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, 

sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos. 

Art. 2°.- Elévase en un tercio el mínimo y en un medio el máximo de la escala penal de todo delito 

reprimido por el Código Penal o Leyes complementarias cuando sea cometido por persecución u odio a 

una raza, religión o nacionalidad, o con el objeto de destruir en todo o en parte a un grupo nacional, 

étnico, racial o religioso. En ningún caso se podrá exceder del máximo legal de la especie de pena de que 

se trate. 

Art. 3°.- Serán reprimidos con prisión de un mes a tres años los que participaren en una organización o 

realizaren propaganda basados en ideas o teorías de superioridad de una raza o de un grupo de 

personas de determinada religión, origen étnico o color, que tengan por objeto la justificación o promoción 

de la discriminación racial o religiosa en cualquier forma. 

En igual pena incurrirán quienes por cualquier medio alentaren o iniciaren a la persecución o el odio 

contra una persona o grupos de personas a causa de su raza, religión, nacionalidad o ideas políticas. 

Art 4°.- Se declara la obligatoriedad de exhibir en el ingreso a los locales bailables, de recreación, salas 

de espectáculos, bares, restaurantes u otros de acceso público, en forma clara y visible el texto del 

artículo 16 de la Constitución Nacional, junto con el de la ley. 

(Artículo incorporado por art.1° de la Ley N° 24.782 B.O. 03/04/97). 

Art 5°.- El texto señalado en el artículo anterior, tendrá una dimensión, como mínimo de treinta 

centímetros (30) de ancho, por cuarenta (40) de alto y estará dispuesto verticalmente. 



En el mismo al pie, deberá incluirse un recuadro destacado con la siguiente leyenda: 

"Frente a cualquier acto discriminatorio, usted puede recurrir a la autoridad policial y/o juzgado civil de 

turno, quienes tienen la obligación de tomar su denuncia." 

(Artículo incorporado por art.2° de la Ley N° 24.782 B.O. 03/04/97). 

Art. 6°.- Se impondrá multa de $ 500 a $ 1.000 al propietario, organizador o responsable de locales 

bailables, de recreación, salas de espectáculos u otros de acceso público que no cumpliere estrictamente 

con lo dispuesto en los artículos 4º y 5º de la presente ley. 

(Artículo sustituido por 1° de la Ley N° 25.608 B.O. 8/7/2002). 

Art. 7.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. JUAN C. PUGLIESE - VICTOR H. MARTINEZ - Carlos 

A. BRAVO - Antonio J. MACRIS. (Artículo renumerado por art. 2° de la Ley N° 25.608 B.O. 8/7/2002). 

 

 

 

LEY DE PROTECCION INTEGRAL A LAS MUJERES 

Ley 26.485 

Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en 

los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales. 

Sancionada: Marzo 11 de 2009. 

Promulgada de Hecho: Abril 1 de 2009. 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — Ambito de aplicación. Orden Público. Las disposiciones de la presente ley son de orden 

público y de aplicación en todo el territorio de la República, con excepción de las disposiciones de 

carácter procesal establecidas en el Capítulo II del  

Título III de la presente. 

ARTICULO 2º — Objeto. La presente ley tiene por objeto promover y garantizar: 

a) La eliminación de la discriminación entre mujeres y varones en todos los órdenes de la vida; 

b) El derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia; 

c) Las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar y erradicar la discriminación y la violencia 

contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos; 

d) El desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia contra las mujeres; 

1947) 

e) La remoción de patrones socioculturales que promueven y sostienen la desigualdad de género y las 

relaciones de poder sobre las mujeres; 

f) El acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia; 

g) La asistencia integral a las mujeres que padecen violencia en las áreas estatales y privadas que 

realicen actividades programáticas destinadas a las mujeres y/o en los servicios especializados de 

violencia. 

ARTICULO 3º — Derechos Protegidos. Esta ley garantiza todos los derechos reconocidos por la 

Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los 

Derechos de los Niños y la Ley 26.061 de Protección Integral de los derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes y, en especial, los referidos a: 

a) Una vida sin violencia y sin discriminaciones; 

b) La salud, la educación y la seguridad personal; 



c) La integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial; 

d) Que se respete su dignidad; 

e) Decidir sobre la vida reproductiva, número de embarazos y cuándo tenerlos, de conformidad con la Ley 

25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable; 

f) La intimidad, la libertad de creencias y de pensamiento; 

g) Recibir información y asesoramiento adecuado; 

h) Gozar de medidas integrales de asistencia, protección y seguridad; 

i) Gozar de acceso gratuito a la justicia en casos comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente 

ley; 

j) La igualdad real de derechos, oportunidades y de trato entre varones y mujeres; 

k) Un trato respetuoso de las mujeres que padecen violencia, evitando toda conducta, acto u omisión que 

produzca revictimización. 

ARTICULO 4º — Definición. Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, acción u 

omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una 

relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, 

económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. Quedan comprendidas las 

perpetradas desde el Estado o por sus agentes. 

Se considera violencia indirecta, a los efectos de la presente ley, toda conducta, acción omisión, 

disposición, criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer en desventaja con respecto al varón. 

ARTICULO 5º — Tipos. Quedan especialmente comprendidos en la definición del artículo precedente, los 

siguientes tipos de violencia contra la mujer: 

1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y 

cualquier otra forma de maltrato agresión que afecte su integridad física. 

2.- Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica y perturba el 

pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos, creencias y 

decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, 

manipulación aislamiento. Incluye también la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obediencia 

sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, 

ridiculización, explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause 

perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación. 

3.- Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, 

del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva a través de 

amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de 

otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, 

explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres. 

4.- Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los recursos económicos o 

patrimoniales de la mujer, a través de: 

a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes; 

b) La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida de objetos, instrumentos de 

trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimoniales; 

c) La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o privación de los 

medios indispensables para vivir una vida digna; 

d) La limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salario menor por igual tarea, 

dentro de un mismo lugar de trabajo. 

5.- Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, íconos o signos transmita y 



reproduzca dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, naturalizando la 

subordinación de la mujer en la sociedad. 

ARTICULO 6º — Modalidades. A los efectos de esta ley se entiende por modalidades las formas en que 

se manifiestan los distintos tipos de violencia contra las mujeres en los diferentes ámbitos, quedando 

especialmente comprendidas las siguientes: 

a) Violencia doméstica contra las mujeres: aquella ejercida contra las mujeres por un integrante del grupo 

familiar, independientemente del espacio físico donde ésta ocurra, que dañe la dignidad, el bienestar, la 

integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad 

reproductiva y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. Se entiende por grupo familiar el originado 

en el parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas 

o noviazgos. Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia; 

b) Violencia institucional contra las mujeres: aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, 

personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública, que tenga como fin 

retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan los 

derechos previstos en esta ley. Quedan comprendidas, además, las que se ejercen en los partidos 

políticos, sindicatos, organizaciones empresariales, deportivas y de la sociedad civil; 

c) Violencia laboral contra las mujeres: aquella que discrimina a las mujeres en los ámbitos de trabajo 

públicos o privados y que obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso, estabilidad o 

permanencia en el mismo, exigiendo requisitos sobre estado civil, maternidad, edad, apariencia física o la 

realización de test de embarazo. Constituye también violencia contra las mujeres en el ámbito laboral 

quebrantar el derecho de igual remuneración por igual tarea o función. Asimismo, incluye el hostigamiento 

psicológico en forma sistemática sobre una determinada trabajadora con el fin de lograr su exclusión 

laboral; 

d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella que vulnere el derecho de las mujeres a decidir libre y 

responsablemente el número de embarazos o el intervalo entre los nacimientos, de conformidad con la 

Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable; 

e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo y los procesos 

reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado, un abuso de medicalización y 

patologización de los procesos naturales, de conformidad con la Ley 25.929. 

f) Violencia mediática contra las mujeres: aquella publicación o difusión de mensajes e imágenes 

estereotipados a través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera directa o indirecta 

promueva la explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille o 

atente contra la dignidad de las mujeres, como así también la utilización de mujeres, adolescentes y niñas 

en mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato o construya patrones 

socioculturales reproductores de la desigualdad o generadores de violencia contra las mujeres. 

TÍTULO II 

POLITICAS PÚBLICAS 

CAPÍTULO I 

PRECEPTOS RECTORES 

ARTICULO 7º — Preceptos rectores. Los tres poderes del Estado, sean del ámbito nacional o provincial, 

adoptarán las medidas necesarias y ratificarán en cada una de sus actuaciones el respeto irrestricto del 

derecho constitucional a la igualdad entre mujeres y varones. Para el cumplimiento de los fines de la 

presente ley deberán garantizar los siguientes preceptos rectores: 

a) La eliminación de la discriminación y las desiguales relaciones de poder sobre las mujeres; 

b) La adopción de medidas tendientes a sensibilizar a la sociedad, promoviendo valores de igualdad y 



deslegitimación de la violencia contra las mujeres; 

c) La asistencia en forma integral y oportuna de las mujeres que padecen cualquier tipo de violencia, 

asegurándoles el acceso gratuito, rápido, transparente y eficaz en servicios creados a tal fin, así como 

promover la sanción y reeducación de quienes ejercen violencia; 

d) La adopción del principio de transversalidad estará presente en todas las medidas así como en la 

ejecución de las disposiciones normativas, articulando interinstitucionalmente y coordinando recursos 

presupuestarios; 

e) El incentivo a la cooperación y participación de la sociedad civil, comprometiendo a entidades privadas 

y actores públicos no estatales; 

f) El respeto del derecho a la confidencialidad y a la intimidad, prohibiéndose la reproducción para uso 

particular o difusión pública de la información relacionada con situaciones de violencia contra la mujer, sin 

autorización de quien la padece; 

g) La garantía de la existencia y disponibilidad de recursos económicos que permitan el cumplimiento de 

los objetivos de la presente ley; 

h) Todas las acciones conducentes a efectivizar los principios y derechos reconocidos por la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CAPÍTULO II 

ORGANISMO COMPETENTE 

ARTICULO 8º — Organismo competente. El Consejo Nacional de la Mujer será el organismo rector 

encargado del diseño de las políticas públicas para efectivizar las disposiciones de la presente ley. 

ARTICULO 9º — Facultades. El Consejo Nacional de la Mujer, para garantizar el logro de los objetivos de 

la presente ley, deberá: 

a) Elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y 

Erradicación de la Violencia contra las Mujeres; 

b) Articular y coordinar las acciones para el cumplimiento de la presente ley, con las distintas áreas 

involucradas a nivel nacional, provincial y municipal, y con los ámbitos universitarios, sindicales, 

empresariales, religiosos, las organizaciones de defensa de los derechos de las mujeres y otras de la 

sociedad civil con competencia en la materia; 

c) Convocar y constituir un Consejo Consultivo ad honórem, integrado por representantes de las 

organizaciones de la sociedad civil y del ámbito académico especializadas, que tendrá por función 

asesorar y recomendar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas para enfrentar el fenómeno 

de la violencia; 

d) Promover en las distintas jurisdicciones la creación de servicios de asistencia integral y gratuita para 

las mujeres que padecen violencia; 

e) Garantizar modelos de abordaje tendientes a empoderar a las mujeres que padecen violencia que 

respeten la naturaleza social, política y cultural de la problemática, no admitiendo modelos que 

contemplen formas de mediación o negociación; 

f) Generar los estándares mínimos de detección precoz y de abordaje de las situaciones de violencia; 

g) Desarrollar programas de asistencia técnica para las distintas jurisdicciones destinados a la prevención, 

detección precoz, asistencia temprana, reeducación, derivación interinstitucional y a la elaboración de 

protocolos para los distintos niveles de atención; 

h) Brindar capacitación permanente, formación y entrenamiento en la temática a los funcionarios públicos 

en el ámbito de la Justicia, las fuerzas policiales y de seguridad, y las Fuerzas Armadas, las que se 

impartirán de manera integral y específica según cada área de actuación, a partir de un módulo básico 

respetando los principios consagrados en esta ley; 



i) Coordinar con los ámbitos legislativos la formación especializada, en materia de violencia contra las 

mujeres e implementación de los principios y derechos reconocidos por la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres destinada a legisladores/as y 

asesores/as; 

j) Impulsar a través de los colegios y asociaciones de profesionales la capacitación del personal de los 

servicios que, en razón de sus actividades, puedan llegar a intervenir en casos de violencia contra las 

mujeres; 

k) Diseñar e implementar Registros de situaciones de violencia contra las mujeres de manera 

interjurisdiccional e interinstitucional, en los que se establezcan los indicadores básicos aprobados por 

todos los Ministerios y Secretarías competentes, independientemente de los que determine cada área a 

los fines específicos, y acordados en el marco de los Consejos Federales con competencia en la materia; 

l) Desarrollar, promover y coordinar con las distintas jurisdicciones los criterios para la selección de datos, 

modalidad de registro e indicadores básicos desagregados —como mínimo— por edad, sexo, estado civil 

y profesión u ocupación de las partes, vínculo entre la mujer que padece violencia y el hombre que la 

ejerce, naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus resultados, y sanciones impuestas a la 

persona violenta. Se deberá asegurar la reserva en relación con la identidad de las mujeres que padecen 

violencias; 

m) Coordinar con el Poder Judicial los criterios para la selección de datos, modalidad de Registro e 

indicadores que lo integren que obren en ambos poderes, independientemente de los que defina cada 

uno a los fines que le son propios; 

n) Analizar y difundir periódicamente los datos estadísticos y resultados de las investigaciones a fin de 

monitorear y adecuar las políticas públicas a través del Observatorio de la Violencia Contra las Mujeres; 

ñ) Diseñar y publicar una Guía de Servicios en coordinación y actualización permanente con las distintas 

jurisdicciones, que brinde información sobre los programas y los servicios de asistencia directa; 

o) Implementar una línea telefónica gratuita y accesible en forma articulada con las provincias a través de 

organismos gubernamentales pertinentes, destinada a dar contención, información y brindar 

asesoramiento sobre recursos existentes en materia de prevención de la violencia contra las mujeres y 

asistencia a quienes la padecen; 

p) Establecer y mantener un Registro de las organizaciones no gubernamentales especializadas en la 

materia en coordinación con las jurisdicciones y celebrar convenios para el desarrollo de actividades 

preventivas, de control y ejecución de medidas de asistencia a las mujeres que padecen violencia y la 

rehabilitación de los hombres que la ejercen; 

q) Promover campañas de sensibilización y concientización sobre la violencia contra las mujeres 

informando sobre los derechos, recursos y servicios que el Estado garantiza e instalando la condena 

social a toda forma de violencia contra las mujeres. Publicar materiales de difusión para apoyar las 

acciones de las distintas áreas; 

r) Celebrar convenios con organismos públicos y/o instituciones privadas para toda acción conducente al 

cumplimiento de los alcances y objetivos de la presente ley; 

s) Convocar y poner en funciones al Consejo, Consultivo de organizaciones de la sociedad civil y redactar 

su reglamento de funcionamiento interno; 

t) Promover en el ámbito comunitario el trabajo en red, con el fin de desarrollar modelos de atención y 

prevención interinstitucional e intersectorial, que unifiquen y coordinen los esfuerzos de las instituciones 

públicas y privadas; 

u) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para mujeres privadas de libertad. 

CAPÍTULO III 



LINEAMIENTOS BASICOS PARA LAS POLITICAS ESTATALES 

ARTICULO 10. — Fortalecimiento técnico a las jurisdicciones. El Estado nacional deberá promover y 

fortalecer interinstitucionalmente a las distintas jurisdicciones para la creación e implementación de 

servicios integrales de asistencia a las mujeres que padecen violencia y a las personas que la ejercen, 

debiendo garantizar: 

1.- Campañas de educación y capacitación orientadas a la comunidad para informar, concientizar y 

prevenir la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales. 

2.- Unidades especializadas en violencia en el primer nivel de atención que trabajen en la prevención y 

asistencia de hechos de violencia, las que coordinarán sus actividades según los estándares, protocolos y 

registros establecidos y tendrán un abordaje integral de las siguientes actividades: 

a) Asistencia interdisciplinaria para la evaluación, diagnóstico y definición de estrategias de abordaje; 

b) Grupos de ayuda mutua; 

c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito; 

d) Atención coordinada con el área de salud que brinde asistencia médica y psicológica; 

e) Atención coordinada con el área social que brinde los programas de asistencia destinados a promover 

el desarrollo humano. 

3.- Programas de asistencia económica para el autovalimiento de la mujer. 

4.- Programas de acompañantes comunitarios para el sostenimiento de la estrategia de autovalimiento de 

la mujer. 

5.- Centros de día para el fortalecimiento integral de la mujer. 

6.- Instancias de tránsito para la atención y albergue de las mujeres que padecen violencia en los casos 

en que la permanencia en su domicilio o residencia implique una amenaza inminente a su integridad 

física, psicológica o sexual, o la de su grupo familiar, debiendo estar orientada a la integración inmediata a 

su medio familiar, social y laboral. 

7.- Programas de reeducación destinados a los hombres que ejercen violencia. 

ARTICULO 11. — Políticas públicas. El Estado nacional implementará el desarrollo de las siguientes 

acciones prioritarias, promoviendo su articulación y coordinación con los distintos Ministerios y Secretarías 

del Poder Ejecutivo nacional, jurisdicciones provinciales y municipales, universidades y organizaciones de 

la sociedad civil con competencia en la materia: 

1.- Jefatura de Gabinete de Ministros – Secretaría de Gabinete y Gestión Pública: 

a) Impulsar políticas específicas que implementen la normativa vigente en materia de acoso sexual en la 

administración pública nacional y garanticen la efectiva vigencia de los principios de no discriminación e 

igualdad de derechos, oportunidades y trato en el empleo público; 

b) Promover, a través del Consejo Federal de la Función Pública, acciones semejantes en el ámbito de 

las jurisdicciones provinciales. 

2.- Ministerio de Desarrollo Social de la Nación: 

a) Promover políticas tendientes a la revinculación social y laboral de las mujeres que padecen violencia; 

b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de las mujeres en los planes y programas de 

fortalecimiento y promoción social y en los planes de asistencia a la emergencia; 

c) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la inserción laboral de las mujeres en procesos 

de asistencia por violencia; 

d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en marcha de programas para atención de la emergencia 

destinadas a mujeres y al cuidado de sus hijas/os; 

e) Celebrar convenios con entidades bancarias a fin de facilitarles líneas de créditos a mujeres que 

padecen violencia; 



f) Coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia y el Consejo Federal de Niñez, 

Adolescencia y Familia los criterios de atención que se fijen para las niñas y adolescentes que padecen 

violencia. 

3.- Ministerio de Educación de la Nación: 

a) Articular en el marco del Consejo Federal de Educación la inclusión en los contenidos mínimos 

curriculares de la perspectiva de género, el ejercicio de la tolerancia, el respeto y la libertad en las 

relaciones interpersonales, la igualdad entre los sexos, la democratización de las relaciones familiares, la 

vigencia de los derechos humanos y la deslegitimación de modelos violentos de resolución de conflictos; 

b) Promover medidas para que se incluya en los planes de formación docente la detección precoz de la 

violencia contra las mujeres; 

c) Recomendar medidas para prever la escolarización inmediata de las/os niñas/os y adolescentes que se 

vean afectadas/os, por un cambio de residencia derivada de una situación de violencia, hasta que se 

sustancie la exclusión del agresor del hogar; 

d) Promover la incorporación de la temática de la violencia contra las mujeres en las currículas terciarias y 

universitarias, tanto en los niveles de grado como de post grado; 

e) Promover la revisión y actualización de los libros de texto y materiales didácticos con la finalidad de 

eliminar los estereotipos de género y los criterios discriminatorios, fomentando la igualdad de derechos, 

oportunidades y trato entre mujeres y varones; 

f) Las medidas anteriormente propuestas se promoverán en el ámbito del Consejo Federal de Educación. 

4.- Ministerio de Salud de la Nación: 

a) Incorporar la problemática de la violencia contra las mujeres en los programas de salud integral de la 

mujer; 

b) Promover la discusión y adopción de los instrumentos aprobados por el Ministerio de Salud de la 

Nación en materia de violencia contra las mujeres en el ámbito del Consejo Federal de Salud; 

c) Diseñar protocolos específicos de detección precoz y atención de todo tipo y modalidad de violencia 

contra las mujeres, prioritariamente en las áreas de atención primaria de salud, emergencias, clínica 

médica, obstetricia, ginecología, traumatología, pediatría, y salud mental, que especifiquen el 

procedimiento a seguir para la atención de las mujeres que padecen violencia, resguardando la intimidad 

de la persona asistida y promoviendo una práctica médica no sexista. El procedimiento deberá asegurar 

la obtención y preservación de elementos probatorios; 

d) Promover servicios o programas con equipos interdisciplinarios especializados en la prevención y 

atención de la violencia contra las mujeres y/o de quienes la ejerzan con la utilización de protocolos de 

atención y derivación; 

e) Impulsar la aplicación de un Registro de las personas asistidas por situaciones de violencia contra las 

mujeres, que coordine los niveles nacionales y provinciales. 

f) Asegurar la asistencia especializada de los/ as hijos/as testigos de violencia; 

g) Promover acuerdos con la Superintendencia de Servicios de Salud u organismo que en un futuro lo 

reemplace, a fin de incluir programas de prevención y asistencia de la violencia contra las mujeres, en los 

establecimientos médico-asistenciales, de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga, los 

que deberán incorporarlas en su cobertura en igualdad de condiciones con otras prestaciones; 

h) Alentar la formación continua del personal médico sanitario con el fin de mejorar el diagnóstico precoz y 

la atención médica con perspectiva de género; 

i) Promover, en el marco del Consejo Federal de Salud, el seguimiento y monitoreo de la aplicación de los 

protocolos. Para ello, los organismos nacionales y provinciales podrán celebrar convenios con 

instituciones y organizaciones de la sociedad civil. 



5.- Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación: 

5.1. Secretaría de Justicia: 

a) Promover políticas para facilitar el acceso de las mujeres a la Justicia mediante la puesta en marcha y 

el fortalecimiento de centros de información, asesoramiento jurídico y patrocinio jurídico gratuito; 

b) Promover la aplicación de convenios con Colegios Profesionales, instituciones académicas y 

organizaciones de la sociedad civil para brindar asistencia jurídica especializada y gratuita; 

c) Promover la unificación de criterios para la elaboración de los informes judiciales sobre la situación de 

peligro de las mujeres que padecen violencia; 

d) Promover la articulación y cooperación entre las distintas instancias judiciales involucradas a fin de 

mejorar la eficacia de las medidas judiciales; 

e) Promover la elaboración de un protocolo de recepción de denuncias de violencia contra las mujeres a 

efectos de evitar la judicialización innecesaria de aquellos casos que requieran de otro tipo de abordaje; 

f) Propiciar instancias de intercambio y articulación con la Corte Suprema de Justicia de la Nación para 

incentivar en los distintos niveles del Poder Judicial la capacitación específica referida al tema; 

g) Alentar la conformación de espacios de formación específica para profesionales del derecho; 

h) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la gravedad y las consecuencias de la 

violencia contra las mujeres, así como de la eficacia de las medidas aplicadas para impedirla y reparar 

sus efectos, difundiendo periódicamente los resultados; 

i) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para mujeres privadas de libertad. 

5.2. Secretaría de Seguridad: 

a) Fomentar en las fuerzas policiales y de seguridad, el desarrollo de servicios interdisciplinarios que 

brinden apoyo a las mujeres que padecen violencia para optimizar su atención, derivación a otros 

servicios y cumplimiento de disposiciones judiciales; 

b) Elaborar en el ámbito del Consejo de Seguridad Interior, los procedimientos básicos para el diseño de 

protocolos específicos para las fuerzas policial y de seguridad a fin de brindar las respuestas adecuadas 

para evitar la revictimización, facilitar la debida atención, asistencia y protección policial a las mujeres que 

acudan a presentar denuncias en sede policial; 

c) Promover la articulación de las fuerzas policial y de seguridad que intervengan en la atención de la 

violencia contra las mujeres con las instituciones gubernamentales y las organizaciones de la sociedad 

civil; 

d) Sensibilizar y capacitar a las fuerzas policial y de seguridad en la temática de la violencia contra las 

mujeres en el marco del respeto de los derechos humanos; 

e) Incluir en los programas de formación de las fuerzas policial y de seguridad asignaturas y/o contenidos 

curriculares específicos sobre los derechos humanos de las mujeres y en especial sobre violencia con 

perspectiva de género. 

5.3. Secretaría de Derechos Humanos e Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el 

Racismo (INADI): 

a) Promover la inclusión de la problemática de la violencia contra las mujeres en todos los programas y 

acciones de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y del INADI, en articulación con el Consejo 

Federal de Derechos Humanos. 

6.- Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación: 

a) Desarrollar programas de sensibilización, capacitación e incentivos a empresas y sindicatos para 

eliminar la violencia laboral contra las mujeres y promover la igualdad de derechos, oportunidades y trato 

en el ámbito laboral, debiendo respetar el principio de no discriminación en: 

1. El acceso al puesto de trabajo, en materia de convocatoria y selección; 



2. La carrera profesional, en materia de promoción y formación; 

3. La permanencia en el puesto de trabajo; 

4. El derecho a una igual remuneración por igual tarea o función. 

b) Promover, a través de programas específicos la prevención del acoso sexual contra las mujeres en el 

ámbito de empresas y sindicatos; 

c) Promover políticas tendientes a la formación e inclusión laboral de mujeres que padecen violencia; 

d) Promover el respeto de los derechos laborales de las mujeres que padecen violencia, en particular 

cuando deban ausentarse de su puesto de trabajo a fin de dar cumplimiento a prescripciones 

profesionales, tanto administrativas como las emanadas de las decisiones judiciales. 

7.- Ministerio de Defensa de la Nación: 

a) Adecuar las normativas, códigos y prácticas internas de las Fuerzas Armadas a la Convención para la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres; 

b) Impulsar programas y/o medidas de acción positiva tendientes a erradicar patrones de discriminación 

en perjuicio de las mujeres en las Fuerzas Armadas para el ingreso, promoción y permanencia en las 

mismas; 

c) Sensibilizar a los distintos niveles jerárquicos en la temática de la violencia contra las mujeres en el 

marco del respeto de los derechos humanos; 

d) Incluir en los programas de formación asignaturas y/o contenidos específicos sobre los derechos 

humanos de las mujeres y la violencia con perspectiva de género. 

8.- Secretaría de Medios de Comunicación de la Nación: 

a) Impulsar desde el Sistema Nacional de Medios la difusión de mensajes y campañas permanentes de 

sensibilización y concientización dirigida a la población en general y en particular a las mujeres sobre el 

derecho de las mismas a vivir una vida libre de violencias; 

b) Promover en los medios masivos de comunicación el respeto por los derechos humanos de las mujeres 

y el tratamiento de la violencia desde la perspectiva de género; 

c) Brindar capacitación a profesionales de los medios masivos de comunicación en violencia contra las 

mujeres; 

d) Alentar la eliminación del sexismo en la información; 

e) Promover, como un tema de responsabilidad social empresaria, la difusión de campañas publicitarias 

para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres. 

CAPÍTULO IV 

OBSERVATORIO DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES 

ARTICULO 12. — Creación. Créase el Observatorio de la Violencia contra las Mujeres en el ámbito del 

Consejo Nacional de la Mujer, destinado al monitoreo, recolección, producción, registro y sistematización 

de datos e información sobre la violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 13. — Misión. El Observatorio tendrá por misión el desarrollo de un sistema de información 

permanente que brinde insumos para el diseño, implementación y gestión de políticas públicas tendientes 

a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 14. — Funciones. Serán funciones del Observatorio de la Violencia contra las Mujeres: 

a) Recolectar, procesar, registrar, analizar, publicar y difundir información periódica y sistemática y 

comparable diacrónica y sincrónicamente sobre violencia contra las mujeres; 

b) Impulsar el desarrollo de estudios e investigaciones sobre la evolución, prevalencia, tipos y 

modalidades de violencia contra las mujeres, sus consecuencias y efectos, identificando aquellos factores 

sociales, culturales, económicos y políticos que de alguna manera estén asociados o puedan constituir 



causal de violencia; 

c) Incorporar los resultados de sus investigaciones y estudios en los informes que el Estado nacional 

eleve a los organismos regionales e internacionales en materia de violencia contra las mujeres; 

d) Celebrar convenios de cooperación con organismos públicos o privados, nacionales o internacionales, 

con la finalidad de articular interdisciplinariamente el desarrollo de estudios e investigaciones; 

e) Crear una red de información y difundir a la ciudadanía los datos relevados, estudios y actividades del 

Observatorio, mediante una página web propia o vinculada al portal del Consejo Nacional de la Mujer. 

Crear y mantener una base documental actualizada permanentemente y abierta a la ciudadanía; 

f) Examinar las buenas prácticas en materia de prevención y erradicación de la violencia contra las 

mujeres y las experiencias innovadoras en la materia y difundirlas a los fines de ser adoptadas por 

aquellos organismos e instituciones nacionales, provinciales o municipales que lo consideren; 

g) Articular acciones con organismos gubernamentales con competencia en materia de derechos 

humanos de las mujeres a los fines de monitorear la implementación de políticas de prevención y 

erradicación de la violencia contra las mujeres, para evaluar su impacto y elaborar propuestas de 

actuaciones o reformas; 

h) Fomentar y promover la organización y celebración periódica de debates públicos, con participación de 

centros de investigación, instituciones académicas, organizaciones de la sociedad civil y representantes 

de organismos públicos y privados, nacionales e internacionales con competencia en la materia, 

fomentando el intercambio de experiencias e identificando temas y problemas relevantes para la agenda 

pública; 

i) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico a organismos públicos y privados para la puesta 

en marcha de los Registros y los protocolos; 

j) Articular las acciones del Observatorio de la Violencia contra las Mujeres con otros Observatorios que 

existan a nivel provincial, nacional e internacional; 

k) Publicar el informe anual sobre las actividades desarrolladas, el que deberá contener información sobre 

los estudios e investigaciones realizadas y propuestas de reformas institucionales o normativas. El mismo 

será difundido a la ciudadanía y elevado a las autoridades con competencia en la materia para que 

adopten las medidas que corresponda. 

ARTICULO 15. — Integración. El Observatorio de la Violencia contra las Mujeres estará integrado por: 

a) Una persona designada por la Presidencia del Consejo Nacional de la Mujer, quien ejercerá la 

Dirección del Observatorio, debiendo tener acreditada formación en investigación social y derechos 

humanos; 

b) Un equipo interdisciplinario idóneo en la materia. 

TÍTULO III 

PROCEDIMIENTOS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 16. — Derechos y garantías mínimas de procedimientos judiciales y administrati- vos. Los 

organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o 

administrativo, además de todos los derechos reconocidos en la Constitución Nacional, los Tratados 

Internacionales de Derechos Humanos ratificados por la Nación Argentina, la presente ley y las leyes que 

en consecuencia se dicten, los siguientes derechos y garantías: 

a) A la gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio jurídico preferentemente especializado; 

b) A obtener una respuesta oportuna y efectiva; 

c) A ser oída personalmente por el juez y por la autoridad administrativa competente; 



d) A que su opinión sea tenida en cuenta al momento de arribar a una decisión que la afecte; 

e) A recibir protección judicial urgente y preventiva cuando se encuentren amenazados o vulnerados 

cualquiera de los derechos enunciados en el artículo 3º de la presente ley; 

f) A la protección de su intimidad, garantizando la confidencialidad de las actuaciones; 

g) A participar en el procedimiento recibiendo información sobre el estado de la causa; 

h) A recibir un trato humanizado, evitando la revictimización; 

i) A la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias 

especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quienes son sus naturales testigos; 

j) A oponerse a la realización de inspecciones sobre su cuerpo por fuera del estricto marco de la orden 

judicial. En caso de consentirlas y en los peritajes judiciales tiene derecho a ser acompañada por alguien 

de su confianza y a que sean realizados por personal profesional especializado y formado con perspectiva 

de género; 

k) A contar con mecanismos eficientes para denunciar a los funcionarios por el incumplimiento de los 

plazos establecidos y demás irregularidades. 

ARTICULO 17. — Procedimientos Administrativos. Las jurisdicciones locales podrán fijar los 

procedimientos previos o posteriores a la instancia judicial para el cumplimiento de esta ley, la que será 

aplicada por los municipios, comunas, comisiones de fomento, juntas, delegaciones de los Consejos 

Provinciales de la Mujer o áreas descentralizadas, juzgados de paz u organismos que estimen 

convenientes. 

ARTICULO 18. — Denuncia. Las personas que se desempeñen en servicios asistenciales, sociales, 

educativos y de salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión de sus tareas tomaren 

conocimiento de un hecho de violencia contra las mujeres en los términos de la presente ley, estarán 

obligados a formular las denuncias, según corresponda, aun en aquellos casos en que el hecho no 

configure delito. 

CAPÍTULO II 

PROCEDIMIENTO 

ARTICULO 19. — Ámbito de aplicación. Las jurisdicciones locales, en el ámbito de sus competencias, 

dictarán sus normas de procedimiento o adherirán al régimen procesal previsto en la presente ley. 

ARTICULO 20. — Características del procedimiento. El procedimiento será gratuito y sumarísimo. 

ARTICULO 21. — Presentación de la denuncia. La presentación de la denuncia por violencia contra las 

mujeres podrá efectuarse ante cualquier juez/jueza de cualquier fuero e instancia o ante el Ministerio 

Público, en forma oral o escrita. 

Se guardará reserva de identidad de la persona denunciante. 

ARTICULO 22. — Competencia. Entenderá en la causa el/la juez/a que resulte competente en razón de 

la materia según los tipos y modalidades de violencia de que se trate. 

Aún en caso de incompetencia, el/la juez/a interviniente podrá disponer las medidas preventivas que 

estime pertinente. 

ARTICULO 23. — Exposición policial. En el supuesto que al concurrir a un servicio policial sólo se labrase 

exposición y de ella surgiere la posible existencia de violencia contra la mujer, corresponderá remitirla a la 

autoridad judicial competente dentro de las VEINTICUATRO (24) horas. 

ARTICULO 24. — Personas que pueden efectuar la denuncia. Las denuncias podrán ser efectuadas: 

a) Por la mujer que se considere afectada o su representante legal sin restricción alguna; 

b) La niña o la adolescente directamente o través de sus representantes legales de acuerdo lo establecido 

en la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes; 

c) Cualquier persona cuando la afectada tenga discapacidad, o que por su condición física o psíquica no 



pudiese formularla; 

d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya padecido es la única legitimada para hacer la 

denuncia. Cuando la misma fuere efectuada por un tercero, se citará a la mujer para que la ratifique o 

rectifique en VEINTICUATRO (24) horas. La autoridad judicial competente tomará los recaudos 

necesarios para evitar que la causa tome estado público. 

e) La denuncia penal será obligatoria para toda persona que se desempeñe laboralmente en servicios 

asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión 

de sus tareas tomaren conocimiento de que una mujer padece violencia siempre que los hechos pudieran 

constituir un delito. 

ARTICULO 25. — Asistencia protectora. En toda instancia del proceso se admitirá la presencia de un/a 

acompañante como ayuda protectora ad honórem, siempre que la mujer que padece violencia lo solicite y 

con el único objeto de preservar la salud física y psicológica de la misma. 

ARTICULO 26. — Medidas preventivas urgentes. 

a) Durante cualquier etapa del proceso el/la juez/a interviniente podrá, de oficio o a petición de parte, 

ordenar una o más de las siguientes medidas preventivas de acuerdo a los tipos y modalidades de 

violencia contra las mujeres definidas en los artículos 5º y 6º de la presente ley: 

a. 1. Ordenar la prohibición de acercamiento del presunto agresor al lugar de residencia, trabajo, estudio, 

esparcimiento o a los lugares de habitual concurrencia de la mujer que padece violencia; 

a.2. Ordenar al presunto agresor que cese en los actos de perturbación o intimidación que, directa o 

indirectamente, realice hacia la mujer; 

a.3. Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la parte peticionante, si ésta se ha visto 

privada de los mismos; 

a.4. Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de armas, y ordenar el secuestro de las que 

estuvieren en su posesión; 

a.5. Proveer las medidas conducentes a brindar a quien padece o ejerce violencia, cuando así lo 

requieran, asistencia médica o psicológica, a través de los organismos públicos y organizaciones de la 

sociedad civil con formación especializada en la prevención y atención de la violencia contra las mujeres; 

a.6. Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mujer; 

a.7. Ordenar toda otra medida necesaria para garantizar la seguridad de la mujer que padece violencia, 

hacer cesar la situación de violencia y evitar la repetición de todo acto de perturbación o intimidación, 

agresión y maltrato del agresor hacia la mujer. 

b) Sin perjuicio de las medidas establecidas en el inciso a) del presente artículo, en los casos de la 

modalidad de violencia doméstica contra las mujeres, el/la juez/a podrá ordenar las siguientes medidas 

preventivas urgentes: 

b.1. Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, destruir, ocultar o trasladar bienes gananciales de la 

sociedad conyugal o los comunes de la pareja conviviente; 

b.2. Ordenar la exclusión de la parte agresora de la residencia común, independientemente de la 

titularidad de la misma; 

b.3. Decidir el reintegro al domicilio de la mujer si ésta se había retirado, previa exclusión de la vivienda 

del presunto agresor; 

b.4. Ordenar a la fuerza pública, el acompañamiento de la mujer que padece violencia, a su domicilio para 

retirar sus efectos personales; 

b.5. En caso de que se trate de una pareja con hijos/as, se fijará una cuota alimentaria provisoria, si 

correspondiese, de acuerdo con los antecedentes obrantes en la causa y según las normas que rigen en 

la materia; 



b.6. En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la juez/a, mediante resolución fundada y teniendo en 

cuenta la opinión y el derecho a ser oída de la niña o de la adolescente, puede otorgar la guarda a un 

miembro de su grupo familiar, por consanguinidad o afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada 

o de la comunidad. 

b.7. Ordenar la suspensión provisoria del régimen de visitas; 

b.8. Ordenar al presunto agresor abstenerse de interferir, de cualquier forma, en el ejercicio de la guarda, 

crianza y educación de los/as hijos/ as; 

b.9. Disponer el inventario de los bienes gananciales de la sociedad conyugal y de los bienes propios de 

quien ejerce y padece violencia. En los casos de las parejas convivientes se dispondrá el inventario de los 

bienes de cada uno; 

b.10. Otorgar el uso exclusivo a la mujer que padece violencia, por el período que estime conveniente, del 

mobiliario de la casa. 

ARTICULO 27. — Facultades del/la juez/a. El/ la juez/a podrá dictar más de una medida a la vez, 

determinando la duración de las mismas de acuerdo a las circunstancias del caso, y debiendo establecer 

un plazo máximo de duración de las mismas, por auto fundado. 

ARTICULO 28. — Audiencia. El/la juez/a interviniente fijará una audiencia, la que deberá tomar 

personalmente bajo pena de nulidad, dentro de CUARENTA Y OCHO (48) horas de ordenadas las 

medidas del artículo 26, o si no se adoptara ninguna de ellas, desde el momento que tomó conocimiento 

de la denuncia. 

El presunto agresor estará obligado a comparecer bajo apercibimiento de ser llevado ante el juzgado con 

auxilio de la fuerza pública. 

En dicha audiencia, escuchará a las partes por separado bajo pena de nulidad, y ordenará las medidas 

que estime pertinentes. 

Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente deberá contemplarse lo estipulado por la Ley 26.061 

sobre Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 

Quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación. 

ARTICULO 29. — Informes. Siempre que fuere posible el/la juez/a interviniente podrá requerir un informe 

efectuado por un equipo interdisciplinario para determinar los daños físicos, psicológicos, económicos o 

de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro en la que se encuentre. 

Dicho informe será remitido en un plazo de CUARENTA Y OCHO (48) horas, a efectos de que pueda 

aplicar otras medidas, interrumpir o hacer cesar alguna de las mencionadas en el artículo 26. 

El/la juez/a interviniente también podrá considerar los informes que se elaboren por los equipos 

interdisciplinarios de la administración pública sobre los daños físicos, psicológicos, económicos o de otro 

tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro, evitando producir nuevos informes que la revictimicen. 

También podrá considerar informes de profesionales de organizaciones de la sociedad civil idóneas en el 

tratamiento de la violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 30. — Prueba, principios y medidas. El/la juez/a tendrá amplias facultades para ordenar e 

impulsar el proceso, pudiendo disponer las medidas que fueren necesarias para indagar los sucesos, 

ubicar el paradero del presunto agresor, y proteger a quienes corran el riesgo de padecer nuevos actos de 

violencia, rigiendo el principio de obtención de la verdad material. 

ARTICULO 31. — Resoluciones. Regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los 

hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la sana crítica. Se 

considerarán las presunciones que contribuyan a la demostración de los hechos, siempre que sean 

indicios graves, precisos y concordantes. 

ARTICULO 32. — Sanciones. Ante el incumplimiento de las medidas ordenadas, el/la juez/a podrá 



evaluar la conveniencia de modificar las mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras. 

Frente a un nuevo incumplimiento y sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que 

correspondan, el/la Juez/a deberá aplicar alguna/s de las siguientes sanciones: 

a) Advertencia o llamado de atención por el acto cometido; 

b) Comunicación de los hechos de violencia al organismo, institución, sindicato, asociación profesional o 

lugar de trabajo del agresor; 

c) Asistencia obligatoria del agresor a programas reflexivos, educativos o terapéuticos tendientes a la 

modificación de conductas violentas. 

Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u otro delito, el juez deberá poner el hecho 

en conocimiento del/la juez/a con competencia en materia penal. 

ARTICULO 33. — Apelación. Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan, modifiquen o 

dispongan el cese de alguna de las medidas preventivas urgentes o impongan sanciones, serán apelables 

dentro del plazo de TRES (3) días hábiles. 

La apelación contra resoluciones que concedan medidas preventivas urgentes se concederá en relación y 

con efecto devolutivo. 

La apelación contra resoluciones que dispongan la interrupción o el cese de tales medidas se concederá 

en relación y con efecto suspensivo. 

ARTICULO 34. — Seguimiento. Durante el trámite de la causa, por el tiempo que se juzgue adecuado, 

el/la juez/a deberá controlar la eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea a través de la 

comparecencia de las partes al tribunal, con la frecuencia que se ordene, y/o mediante la intervención del 

equipo interdisciplinario, quienes elaborarán informes periódicos acerca de la situación. 

ARTICULO 35. — Reparación. La parte damnificada podrá reclamar la reparación civil por los daños y 

perjuicios, según las normas comunes que rigen la materia. 

ARTICULO 36. — Obligaciones de los/as funcionarios/ as. Los/as funcionarios/as policiales, judiciales, 

agentes sanitarios, y cualquier otro/a funcionario/a público/a a quien acudan las mujeres afectadas, tienen 

la obligación de informar sobre: 

a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer que padece violencia, y sobre los servicios 

gubernamentales disponibles para su atención; 

b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el proceso; 

c) Cómo preservar las evidencias. 

ARTICULO 37. — Registros. La Corte Suprema de Justicia de la Nación llevará registros 

sociodemográficos de las denuncias efectuadas sobre hechos de violencia previstos en esta ley, 

especificando, como mínimo, edad, estado civil, profesión u ocupación de la mujer que padece violencia, 

así como del agresor; vínculo con el agresor, naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus 

resultados, así como las sanciones impuestas al agresor. 

Los juzgados que intervienen en los casos de violencia previstos en esta ley deberán remitir anualmente 

la información pertinente para dicho registro. 

El acceso a los registros requiere motivos fundados y previa autorización judicial, garantizando la 

confidencialidad de la identidad de las partes. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación elaborará estadísticas de acceso público que permitan 

conocer, como mínimo, las características de quienes ejercen o padecen violencia y sus modalidades, 

vínculo entre las partes, tipo de medidas adoptadas y sus resultados, y tipo y cantidad de sanciones 

aplicadas. 

ARTICULO 38. — Colaboración de organizaciones públicas o privadas. El/la juez/a podrán solicitar o 

aceptar en carácter de amicus curiae la colaboración de organizaciones o entidades públicas o privadas 



dedicadas a la protección de los derechos de las mujeres. 

ARTICULO 39. — Exención de cargas. Las actuaciones fundadas en la presente ley estarán exentas del 

pago de sellado, tasas, depósitos y cualquier otro impuesto, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 

68 del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación en materia de costas. 

ARTICULO 40. — Normas supletorias. Serán de aplicación supletoria los regímenes procesales que 

correspondan, según los tipos y modalidades de violencia denunciados. 

TÍTULO IV 

DISPOSICIONES FINALES 

ARTICULO 41. — En ningún caso las conductas, actos u omisiones previstas en la presente ley 

importarán la creación de nuevos tipos penales, ni la modificación o derogación de los vigentes. 

ARTICULO 42. — La Ley 24.417 de Protección contra la Violencia Familiar, será de aplicación en 

aquellos casos de violencia doméstica no previstos en la presente ley. 

ARTICULO 43. — Las partidas que resulten necesarias para el cumplimiento de la presente ley serán 

previstas anualmente en la Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional. 

ARTICULO 44. — La ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial de la Nación. 

ARTICULO 45. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
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TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — Ley aplicable. La presente ley regirá el contrato de trabajo agrario y los derechos y 

obligaciones de las partes, aun cuando se hubiere celebrado fuera del país, siempre que se ejecutare en 

el territorio nacional. 

ARTICULO 2º — Fuentes de regulación. El contrato de trabajo agrario y la relación emergente del mismo 

se regirán: 

a) Por la presente ley y las normas que en consecuencia se dictaren; 

b) Por la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 (t.o. 1976), sus modificatorias y/o complementarias, la que 

será de aplicación en todo lo que resulte compatible y no se oponga al régimen jurídico específico 

establecido en la presente ley; 

c) Por los convenios y acuerdos colectivos, celebrados de conformidad con lo previsto por las leyes 

14.250 (t.o. 2004) y 23.546 (t.o. 2004), y por los laudos con fuerza de tales; 

d) Por las resoluciones de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) y de la Comisión Nacional de 

Trabajo Rural aún vigentes; 

e) Por la voluntad de las partes; y 

f) Por los usos y costumbres. 

ARTICULO 3º — Exclusiones. Este régimen legal no se aplicará: 

a) Al personal afectado exclusiva o principalmente a actividades industriales, comerciales, turísticas, de 



transporte o servicios, aunque se desarrollaren en empresas o establecimientos mixtos, agrario-

industriales o agrario-comerciales o de cualquier otra índole; 

b) A los trabajadores que fueren contratados para realizar tareas ajenas a la actividad agraria; 

c) Al trabajador del servicio doméstico regulado por el decreto 326/56, o el que en un futuro lo reemplace, 

en cuanto no se ocupare para atender al personal que realizare tareas agrarias; 

d) Al personal administrativo de los establecimientos; 

e) Al personal dependiente del Estado nacional, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, provincial o 

municipal; 

f) Al trabajador ocupado en tareas de cosecha y/o empaque de frutas, el que se regirá por la ley 20.744 

(t.o. 1976), sus modificatorias y/o complementarias, salvo el caso contemplado en el artículo 7°, inciso c) 

de esta ley; y 

g) A los trabajadores comprendidos en convenciones colectivas de trabajo con relación a las actividades 

agrarias incluidas en el régimen de negociación colectiva previsto por la ley 14.250 (t.o. 2004) con 

anterioridad a la entrada en vigencia del Régimen Nacional de Trabajo Agrario, aprobado por la ley de 

facto 22.248. 

ARTICULO 4º — Condiciones pactadas en los convenios y acuerdos colectivos de trabajo. Los convenios 

y acuerdos colectivos que se celebren en el marco de las leyes 14.250 (t.o. 2004) y 23.546 (t.o. 2004), 

establecerán su ámbito de aplicación tanto personal como territorial y su modo de articulación, teniendo 

en consideración las características propias de los distintos sectores, ramas y áreas geográficas que 

comprende la actividad agraria. 

ARTICULO 5º — Actividad agraria. Concepto. A los fines de la presente ley se entenderá por actividad 

agraria a toda aquella dirigida a la obtención de frutos o productos primarios a través de la realización de 

tareas pecuarias, agrícolas, forestales, hortícolas, avícolas, apícolas u otras semejantes, siempre que 

éstos no hayan sido sometidos a ningún tipo de proceso industrial, en tanto se desarrollen en ámbitos 

rurales. 

ARTICULO 6º — Ambito rural. Definición. A los fines de la presente ley, se entenderá por ámbito rural 

aquel que no contare con asentamiento edilicio intensivo, ni estuviere efectivamente dividido en 

manzanas, solares o lotes destinados preferentemente a residencia y en el que no se desarrollaren en 

forma predominante actividades vinculadas a la industria, el comercio, los servicios y la administración 

pública. Sólo a los efectos de esta ley, se prescindirá de la calificación que efectuara la respectiva 

autoridad comunal. 

ARTICULO 7º — Actividades incluidas. Estarán incluidas en el presente régimen siempre que no se 

realicen en establecimientos industriales y aun cuando se desarrollen en centros urbanos, las siguientes 

tareas: 

a) La manipulación y el almacenamiento de cereales, oleaginosos, legumbres, hortalizas, semillas u otros 

frutos o productos agrarios; 

b) Las que se prestaren en ferias y remates de hacienda; y 

c) El empaque de frutos y productos agrarios propios. 

ARTICULO 8º — Orden público. Alcance. Nulidad. Todas las disposiciones que se establecen en la 

presente ley, en los convenios y acuerdos colectivos que se celebren en el marco de las leyes 14.250 (t.o. 

2004) y 23.546 (t.o. 2004), y en las resoluciones de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) y de 

la Comisión Nacional de Trabajo Rural vigentes, integran el orden público laboral y constituyen mínimos 

indisponibles por las partes. 

En ningún caso podrán pactarse condiciones o modalidades de trabajo menos favorables para el 

trabajador que las contenidas en la presente ley, en los convenios y acuerdos colectivos que se celebren 



en el marco de las leyes 14.250 (t.o. 2004) y 23.546 (t.o. 2004), y en las resoluciones de la Comisión 

Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) y de la Comisión Nacional de Trabajo Rural vigentes. Esas 

estipulaciones serán nulas y quedarán sustituidas de pleno derecho por las disposiciones de esta ley y las 

demás normas que correspondieren conforme lo establecido en el presente artículo. 

El presente régimen prevalece de pleno derecho sobre todas las normas nacionales o provinciales cuyo 

contenido se opusiere a sus disposiciones. 

ARTICULO 9º — Condiciones más favorables. Los convenios y acuerdos colectivos que se celebren en el 

marco de las leyes 14.250 (t.o. 2004) y 23.546 (t.o. 2004) y las resoluciones de la Comisión Nacional de 

Trabajo Agrario (CNTA), que contengan normas más favorables para los trabajadores serán válidos y de 

aplicación. 

La normativa referida en el párrafo anterior, que reúna los requisitos formales exigidos por la ley y que 

hubiera sido debidamente individualizada, no estará sujeta a prueba en juicio. 

ARTICULO 10. — Aplicación analógica de las convenciones y acuerdos colectivos de trabajo y 

resoluciones de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario. Su exclusión. Las convenciones colectivas de 

trabajo y las resoluciones de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) no son susceptibles de 

aplicación extensiva o analógica, pero podrán ser tenidas en consideración para la resolución de casos 

concretos según la actividad o tarea del trabajador. 

TÍTULO II 

DEL CONTRATO DE TRABAJO AGRARIO EN GENERAL 

ARTICULO 11. — Contrato de trabajo agrario. Definición. Habrá contrato de trabajo agrario, cualquiera 

sea su forma o denominación, siempre que una persona física se obligue a realizar actos, ejecutar obras 

o prestar servicios en el ámbito rural, mediante el pago de una remuneración en favor de otra y bajo su 

dependencia, persiguiera ésta o no fines de lucro, para la realización de tareas propias de la actividad 

agraria en cualquiera de sus especializaciones, tales como la agrícola, pecuaria, forestal, avícola, apícola, 

hortícola u otras semejantes. 

ARTICULO 12. — Contratación, subcontratación y cesión. Solidaridad. Quienes contraten o subcontraten 

con terceros la realización de trabajos o servicios propios de actividades agrarias, o cedan, total o 

parcialmente, a terceros el establecimiento o explotación que se encontrare a su nombre, para la 

realización de dichas actividades, que hagan a su actividad principal o accesoria, deberán exigir de 

aquéllos el adecuado cumplimiento de las normas relativas al trabajo y de las obligaciones derivadas de 

los sistemas de la seguridad social, siendo en todos los casos solidariamente responsables de las 

obligaciones emergentes de la relación laboral y de su extinción, cualquiera sea el acto o estipulación que 

al efecto hayan concertado. 

Cuando se contraten o subcontraten, cualquiera sea el acto que le dé origen, obras, trabajo o servicios 

correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento, y dentro de su ámbito, se 

considerará en todos los casos que la relación de trabajo del personal afectado a tal contratación o 

subcontratación está constituida con el principal. 

La solidaridad establecida en el primer párrafo tendrá efecto aun cuando el trabajador demande 

directamente al principal sin accionar contra el contratista, subcontratista o cesionario. 

No resultará de aplicación el presente artículo a aquellos propietarios que den en arrendamiento tierras de 

su titularidad que no constituyan establecimientos o explotaciones productivas, en los términos del artículo 

5º de la presente ley. 

ARTICULO 13. — Empresas subordinadas o relacionadas. Solidaridad. Siempre que una o más 

empresas, aunque tuviesen cada una de ellas personalidad jurídica propia, estuviesen bajo la dirección, 

control o administración de otras, o de tal modo relacionadas que constituyan un grupo económico de 



cualquier índole, de carácter permanente o transitorio, o para la realización de cualquiera de las 

actividades previstas en los artículos 5º y 7º de la presente ley, serán, a los fines de las obligaciones 

contraídas por cada una de ellas con sus trabajadores y con los organismos de seguridad social, 

solidariamente responsables. 

ARTICULO 14. — Cooperativas de trabajo. Sin perjuicio de las facultades propias de la autoridad de 

fiscalización pública en materia cooperativa, el servicio nacional de inspección de trabajo estará habilitado 

para ejercer el contralor de las cooperativas de trabajo a los efectos de verificar el cumplimiento de las 

normas laborales y de la seguridad social en relación con los trabajadores dependientes a su servicio, así 

como a los socios de ella que se desempeñaren en fraude a la ley laboral. 

Estos últimos serán considerados trabajadores dependientes de quienes contraten, subcontraten o 

cedieren total o parcialmente trabajos o servicios que integren el proceso productivo normal y propio del 

establecimiento a los efectos de la aplicación de la legislación laboral y de la seguridad social y serán 

responsables con sus contratistas, subcontratistas o cesionarios del cumplimiento de las normas relativas 

al trabajo y a la seguridad social. 

Si en el ejercicio de sus funciones los servicios de inspección de trabajo comprobaren que se ha incurrido 

en una desnaturalización de la figura cooperativa con el propósito de sustraerse, total o parcialmente, a la 

aplicación de la legislación del trabajo, sin perjuicio del ejercicio de su facultad de constatar las 

infracciones a las normas laborales y proceder a su juzgamiento y sanción, deberán denunciar esa 

circunstancia a la autoridad específica de fiscalización pública a los efectos del artículo 101 y 

concordantes de la Ley de Cooperativas 20.337, y sus modificatorias. 

Las cooperativas de trabajo no podrán actuar en el ámbito de la presente ley como empresas de provisión 

de trabajadores para servicios temporarios, ni de cualquier otro modo brindar servicios propios de las 

agencias de colocación. 

ARTICULO 15. — Empresas de servicios para la provisión de trabajadores temporarios. Prohibición. Se 

prohíbe la actuación de empresas de servicios temporarios, agencias de colocación o cualquier otra 

empresa que provea trabajadores para la realización de las tareas y actividades incluidas en la presente 

ley y de aquellas que de cualquier otro modo brinden servicios propios de las agencias de colocación. 

TÍTULO III 

MODALIDADES CONTRACTUALES DEL TRABAJO AGRARIO 

ARTICULO 16. — Contrato de trabajo agrario permanente de prestación continua. El contrato de trabajo 

agrario se entenderá celebrado con carácter permanente y como de prestación continua, salvo los casos 

previstos expresamente por esta ley. No podrá ser celebrado a prueba por período alguno y su extinción 

se regirá por lo dispuesto en el  

Título XII de la ley 20.744 (t.o 1976) y sus modificatorias. 

ARTICULO 17. — Contrato de trabajo temporario. Habrá contrato de trabajo temporario cuando la 

relación laboral se origine en necesidades de la explotación de carácter cíclico o estacional, o por 

procesos temporales propios de la actividad agrícola, pecuaria, forestal o de las restantes actividades 

comprendidas dentro del ámbito de aplicación de la presente ley, así como también, las que se realizaren 

en ferias y remates de hacienda. 

Se encuentran también comprendidos en esta categoría los trabajadores contratados para la realización 

de tareas ocasionales, accidentales o supletorias. 

ARTICULO 18. — Trabajador permanente discontinuo. Cuando un trabajador temporario es contratado 

por un mismo empleador en más de una ocasión de manera consecutiva, para la realización de tareas de 

carácter cíclico o estacional o demás supuestos previstos en el primer párrafo del artículo 17, será 

considerado a todos sus efectos como un trabajador permanente discontinuo. Este tendrá iguales 



derechos que los trabajadores permanentes ajustados a las características discontinuas de sus 

prestaciones, salvo aquellos expresamente excluidos en la presente ley. 

El trabajador adquirirá los derechos que otorgue la antigüedad en esta ley a los trabajadores permanentes 

de prestación continua, a partir de su primera contratación, si ello respondiera a necesidades también 

permanentes de la empresa o explotación. 

ARTICULO 19. — Trabajo por equipo o cuadrilla familiar. El empleador o su representante y sus 

respectivas familias podrán tomar parte en las tareas que se desarrollaren en las explotaciones e integrar 

total o parcialmente los equipos o cuadrillas. 

Igual derecho asistirá al personal permanente sin perjuicio de las restricciones legales relativas al trabajo 

de menores, encontrándose en tal supuesto sus familiares comprendidos en las disposiciones de la 

presente ley. 

Cuando las tareas fueren realizadas exclusivamente por las personas indicadas en el primer párrafo del 

presente artículo, no regirán las disposiciones relativas a formación de equipos mínimos o composición de 

cuadrillas. 

En ningún caso podrán formar parte de los equipos, o las cuadrillas que se conformen, personas menores 

de dieciséis (16) años. 

ARTICULO 20. — Trabajador temporario. Indemnización sustitutiva de vacaciones. El trabajador 

temporario deberá percibir al concluir la relación laboral, además del proporcional del sueldo anual 

complementario, una indemnización sustitutiva de sus vacaciones equivalente al diez por ciento (10%) del 

total de las remuneraciones devengadas. 

ARTICULO 21. — Trabajador permanente discontinuo. Indemnización. Daños y perjuicios. El despido sin 

justa causa del trabajador permanente discontinuo, pendientes los plazos previstos o previsibles del ciclo 

o temporada en los que estuviere prestando servicios, dará derecho al trabajador, además de las 

indemnizaciones previstas en el Título XII de la ley 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias o las que en el 

futuro las reemplacen, a la de daños y perjuicios provenientes del derecho común, la que se fijará en 

función directa con los que justifique haber sufrido quien los alegue o los que, a falta de demostración, fije 

el juez o tribunal prudencialmente, por la sola ruptura anticipada del contrato. La antigüedad se computará 

en función de los períodos efectivamente trabajados. 

En los casos del párrafo primero de este artículo, si el tiempo que faltare para cumplir el plazo del contrato 

fuese igual o superior al que corresponda al de preaviso, el reconocimiento de la indemnización por daño 

suplirá al que corresponde por omisión de éste, si el monto reconocido fuese también igual o superior a 

los salarios del mismo. 

ARTICULO 22. — Trabajador permanente. Indemnización mínima por antigüedad o despido. El trabajador 

permanente en ningún caso podrá percibir como indemnización por antigüedad o despido un importe 

inferior a dos (2) meses de sueldo, tomando como base la mejor remuneración mensual, normal y habitual 

devengada durante el último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor. 

ARTICULO 23. — Modalidades especiales. La Comisión Nacional de Trabajo Agrario fijará las 

condiciones generales de las modalidades contractuales previstas en la presente ley, en los convenios 

colectivos de trabajo o en las resoluciones dictadas por aquélla. 

TÍTULO IV 

DE LA VIVIENDA, ALIMENTACION Y TRASLADO 

ARTICULO 24. — Vivienda. Requisitos mínimos. La vivienda que se provea al trabajador deberá ser 

sólida, construida con materiales adecuados que garanticen un adecuado estándar de confort y 

habitabilidad, debiendo reunir los siguientes requisitos mínimos: 

a) Condiciones de seguridad, higiene, abrigo y luz natural, debiendo garantizarse medidas de prevención 



y saneamiento relativas a los riesgos sanitarios, epidémicos o endémicos según la zona de que se trate; 

b) Ambientes con características específicas que consideren el tipo y el número de integrantes del núcleo 

familiar, con separación para los hijos de distinto sexo mayores de ocho (8) años; 

c) Cocina-comedor; 

d) Dormitorios, en función de la cantidad de personas que la habiten; 

e) Baño para cada grupo familiar, dotado de todos los elementos para atender las necesidades de higiene 

básica de la familia y que deberá como mínimo contener: inodoro, bidet, ducha y lavabo; y 

f) Separación completa de los lugares de crianza, guarda o acceso de animales, y de aquellos en que se 

almacenaren productos de cualquier especie. 

ARTICULO 25. — Infraestructura. La Comisión Nacional de Trabajo Agrario determinará las condiciones 

de infraestructura que deberán respetar las viviendas que se provean a los trabajadores, observando los 

requisitos previstos en el artículo anterior. 

ARTICULO 26. — Empleador. Deberes específicos. El empleador deberá instrumentar las acciones 

necesarias a fin de que la vivienda del trabajador se mantenga libre de malezas a su alrededor y se 

encuentren controladas las fuentes de riesgos eléctricos y de incendios, así como la posibilidad de 

derrumbes. 

ARTICULO 27. — Alimentación. La alimentación de los trabajadores rurales deberá ser sana, suficiente, 

adecuada y variada, según el área geográfica y la actividad que desarrollen. 

Cuando a los trabajadores no les sea posible adquirir sus alimentos por la distancia o las dificultades del 

transporte, el empleador deberá proporcionárselos en las condiciones establecidas en el artículo 39 de la 

presente ley. 

ARTICULO 28. — Agua potable. El empleador deberá suministrar agua apta para consumo y uso 

humano, en cantidad y calidad suficiente, alcanzando esta obligación a su provisión en las viviendas de 

los trabajadores y lugares previstos para el desarrollo de las tareas. 

Todo establecimiento dispondrá de servicios sanitarios adecuados e independientes para cada sexo, en 

cantidad suficiente y proporcional al número de personas que allí trabajen. 

ARTICULO 29. — Penalidades. El incumplimiento por el empleador de los deberes previstos en los 

artículos 24, 26, 27 y 28 de la presente, lo hará pasible de las penalidades previstas en las normas 

vigentes que sancionan las infracciones a la legislación laboral. Las obligaciones a cargo del empleador 

establecidas en las disposiciones referidas precedentemente no serán compensables en dinero ni 

constituirán, en ningún caso, remuneración. 

ARTICULO 30. — Traslados. Gastos. Si el trabajador fuere contratado para residir en el establecimiento, 

el empleador tendrá a su cargo el traslado de aquél, el de su grupo familiar y las pertenencias de todos 

ellos, desde el lugar de contratación al de ejecución del contrato cuando se iniciare la relación y de 

regreso al extinguirse el vínculo. 

ARTICULO 31. — Obligación de proporcionar traslado. Supuesto. Cuando entre el lugar de prestación de 

las tareas y el de alojamiento del trabajador mediare una distancia igual o superior a tres (3) kilómetros y 

no existieren medios de transporte público, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización 

necesarios, los cuales deberán reunir los requisitos de seguridad que determinen las normas vigentes. 

Los trabajadores rurales no podrán ser trasladados en camiones. Los vehículos a utilizarse deberán haber 

sido construidos con destino al transporte de personas. 

En caso de ser trasladados en vehículos de carga o en utilitarios, solamente podrán viajar en los lugares 

diseñados para el traslado de personas. 

La cantidad máxima de trabajadores que podrán viajar en cada vehículo estará determinada por la 

cantidad de asientos fijos provistos, sea cual fuere la distancia a recorrer. 



TÍTULO V 

DE LA RETRIBUCION DEL TRABAJADOR AGRARIO 

CAPÍTULO I 

De la remuneración y su pago 

ARTICULO 32. — Remuneraciones mínimas. Las remuneraciones mínimas serán fijadas por la Comisión 

Nacional de Trabajo Agrario, las que no podrán ser inferiores al salario mínimo vital y móvil vigente. Su 

monto se determinará por mes, por día y por hora. 

De la misma manera se determinarán las bonificaciones por capacitación. 

ARTICULO 33. — Formas de su determinación. El salario será fijado por tiempo o por rendimiento del 

trabajo, y en este último caso por unidad de obra, comisión individual o colectiva, habilitación, gratificación 

o participación en las utilidades e integrarse con premios en cualquiera de sus formas o modalidades, 

correspondiendo en todos los casos abonar al trabajador el sueldo anual complementario. 

El empleador podrá convenir con el trabajador otra forma de remuneración, respetando la mínima fijada. 

Cuando el salario se determine por rendimiento del trabajo, el empleador estará obligado a garantizar la 

dación de trabajo en cantidad adecuada, de modo de permitir la percepción de salarios en tales 

condiciones, respondiendo por la supresión o reducción injustificada de trabajo. 

ARTICULO 34. — Remuneración mínima por rendimiento del trabajo. Salario mínimo garantizado. La 

remuneración por rendimiento del trabajo se determinará en la medida del trabajo que se haya efectuado, 

pero en ningún caso podrá ser inferior, para una jornada de labor y a ritmo normal de trabajo, a la 

remuneración mínima que la Comisión Nacional de Trabajo Agrario fije para la actividad y para esa unidad 

de tiempo. 

En los casos de actividades cuyas remuneraciones no hayan sido fijadas o actualizadas conforme lo 

previsto en la presente ley, se aplicarán las dispuestas con carácter general. 

La remuneración mínima sustituirá a la que por aplicación del sistema de rendimiento del trabajo pudiere 

corresponder cuando el trabajador, estando a disposición del empleador y por razones no imputables al 

primero, no alcanzare a obtener ese mínimo y aun cuando ello ocurriere a causa de fenómenos 

meteorológicos que impidieren la realización de las tareas en la forma prevista o habitual. 

ARTICULO 35. — Períodos de pago. El pago de las remuneraciones deberá realizarse en uno de los 

siguientes períodos: 

a) Al trabajador mensualizado, al vencimiento de cada mes calendario; 

b) Al trabajador remunerado a jornal o por hora, por semana o quincena; 

c) Al trabajador remunerado por rendimiento del trabajo, cada semana o quincena, respecto de los 

trabajos concluidos en los referidos períodos, y una suma proporcional al valor del resto del trabajo 

realizado, pudiéndose retener como garantía una cantidad que no podrá ser mayor a la tercera parte de 

aquella. 

ARTICULO 36. — Lugar de pago. Los empleadores comprendidos en el presente régimen deberán 

abonar las remuneraciones mediante depósitos en cuentas abiertas a nombre de cada trabajador en 

entidades bancarias habilitadas por el Banco Central de la República Argentina en un radio de influencia 

no superior a dos (2) kilómetros en zonas urbanas y a diez (10) kilómetros en zonas rurales, debiendo 

asegurar el beneficio de la gratuidad del servicio para el trabajador y la no imposición de límites en los 

montos de las extracciones. El trabajador podrá exigir que su remuneración le sea abonada en dinero 

efectivo en lugar de hacerlo conforme al sistema previsto en el primer párrafo. 

La Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) podrá, mediante resolución fundada, establecer 

excepciones al sistema de pago de haberes previsto cuando, por las características del lugar de trabajo y 

las condiciones particulares de contratación, el mismo resulte gravoso para el trabajador o de imposible 



cumplimiento para el empleador. 

ARTICULO 37. — Prohibición. Prohíbese el pago de remuneraciones mediante bonos, vales, fichas o 

cualquier tipo de papel o moneda distinta a la de curso legal y corriente en el país. 

ARTICULO 38. — Bonificación por antigüedad. Además de la remuneración fijada para la categoría, los 

trabajadores permanentes percibirán una bonificación por antigüedad equivalente al: 

a) Uno por ciento (1%) de la remuneración básica de su categoría, por cada año de servicio, cuando el 

trabajador tenga una antigüedad de hasta diez (10) años; y 

b) Del uno y medio por ciento (1,5%) de la remuneración básica de su categoría por cada año de servicio, 

cuando el trabajador tenga una antigüedad mayor a los diez (10) años de servicios. 

El trabajador que acredite haber completado los cursos de capacitación con relación a las tareas en las 

que se desempeña, deberá ser retribuido con una bonificación especial acorde con el nivel obtenido, que 

será determinada por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA). 

CAPÍTULO II 

Prohibición de retenciones por mercaderías 

ARTICULO 39. — Retenciones, deducciones y compensaciones. Prohibición. El empleador podrá 

expender a su personal mercaderías, no pudiendo en ningún supuesto retener, compensar, descontar o 

deducir del salario en forma directa el valor de las mismas. Para el expendio autorizado deberá observar 

las siguientes condiciones: 

a) Que la adquisición fuere voluntariamente solicitada por el trabajador; 

b) Que el precio de las mercaderías producidas en el establecimiento fuere igual o inferior al corriente en 

la zona y que sobre el mismo se acordare una bonificación especial al trabajador; y 

c) Que el precio del resto de las mercaderías guarde razonable relación, a criterio de la autoridad de 

aplicación de la presente ley, con los precios de mercado de la localidad más próxima. 

TÍTULO VI 

DE LA JORNADA DE TRABAJO Y EL DESCANSO SEMANAL 

CAPÍTULO I 

De la jornada 

ARTICULO 40. — Determinación. Límites. La jornada de trabajo para todo el personal comprendido en el 

presente régimen no podrá exceder de ocho (8) horas diarias y de cuarenta y cuatro (44) semanales 

desde el día lunes hasta el sábado a las trece (13) horas. 

La distribución de las horas de trabajo diarias y su diagramación serán facultad privativa del empleador, 

debiendo respetar las correspondientes pausas para la alimentación y descanso de los trabajadores, 

según la naturaleza de la explotación, los usos y costumbres locales; sin perjuicio de lo que pueda 

establecer al respecto la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA). 

La distribución semanal desigual de las horas de trabajo no podrá importar el establecimiento de una 

jornada ordinaria diurna superior a nueve (9) horas. 

ARTICULO 41. — Jornada nocturna. Jornada mixta. La jornada ordinaria de trabajo integralmente 

nocturna no podrá exceder de siete (7) horas diarias ni de cuarenta y dos (42) horas semanales, 

entendiéndose por tal la que se cumple entre las veinte (20) horas de un día y las cinco (5) horas del día 

siguiente. 

Cuando se alternen horas diurnas con nocturnas se reducirá proporcionalmente la jornada en ocho (8) 

minutos por cada hora nocturna trabajada o se pagarán los ocho (8) minutos en exceso como tiempo 

extraordinario. 

ARTICULO 42. — Horas extraordinarias. Límite. El número máximo de horas extraordinarias queda 

establecido en treinta (30) horas mensuales y doscientas (200) horas anuales, sin necesidad de 



autorización administrativa previa y sin perjuicio del debido respeto de las previsiones normativas relativas 

a jornada, pausas y descansos. 

CAPÍTULO II 

Del descanso semanal 

ARTICULO 43. — Prohibición de trabajar. Queda prohibida la ocupación del trabajador desde las trece 

(13) horas del día sábado hasta las veinticuatro (24) del día siguiente, salvo cuando necesidades 

objetivas impostergables de la producción o de mantenimiento lo exigieren. En tales supuestos, el 

trabajador gozará de un descanso compensatorio dentro de los siete (7) días siguientes. 

Estarán, asimismo, exceptuadas de la prohibición establecida en el primer párrafo del presente artículo, 

aquellas tareas que habitualmente deban realizarse también en días domingo por la naturaleza de la 

actividad o por tratarse de guardias rotativas entre el personal del establecimiento. En estos casos, el 

empleador deberá otorgar al trabajador un descanso compensatorio de un (1) día en el curso de la 

semana siguiente. 

ARTICULO 44. — Mejores condiciones establecidas. Lo dispuesto en la presente ley en materia de 

jornada laboral no afectará las mejores condiciones horarias pactadas por las partes o establecidas en 

resoluciones de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) o de la Comisión Nacional de Trabajo 

Rural que se mantuvieren vigentes. 

TÍTULO VII 

DE LA SEGURIDAD Y LOS RIESGOS EN EL TRABAJO 

ARTICULO 45. — Higiene y seguridad. El trabajo agrario deberá realizarse en adecuadas condiciones de 

higiene y seguridad a fin de evitar enfermedades profesionales o accidentes de trabajo. 

El empleador deberá hacer observar las pausas y limitaciones a la duración del trabajo establecidas en 

esta ley y demás normas reglamentarias o complementarias, y adoptar las medidas que según el tipo de 

trabajo, la experiencia y la técnica sean necesarias para tutelar la integridad psicofísica y la dignidad de 

los trabajadores, debiendo evitar los efectos perniciosos de las tareas penosas, riesgosas o 

determinantes de vejez o agotamiento prematuro, así como también, los derivados de ambientes 

insalubres o ruidosos. 

Asimismo, estará obligado a observar las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes sobre higiene 

y seguridad en el trabajo. 

El trabajador podrá rehusarse a la prestación de trabajo, sin que ello le ocasione pérdida o disminución de 

la remuneración, si el mismo le fuera exigido en transgresión a tales condiciones, siempre que exista 

peligro inminente de daño o se hubiera configurado el incumplimiento de la obligación mediante 

constitución en mora o si, habiendo el organismo competente declarado la insalubridad del lugar, el 

empleador no realizara los trabajos o no proporcionara los elementos que dicha autoridad establezca. 

ARTICULO 46. — Elementos de seguridad. Suministro por el empleador. Será obligación del empleador 

la provisión de elementos de seguridad y protectores personales cuando por razones derivadas de las 

formas operativas propias del trabajo, fuere necesario su uso. 

Igual obligación le corresponde respecto de los elementos de protección individual cuando, el trabajador 

realizare tareas a la intemperie, en caso de lluvia, terrenos anegados u otras situaciones similares, de 

acuerdo a lo que dispusiere la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA). 

Cuando el trabajador debiere realizar tareas peligrosas para su salud, el empleador deberá instruirlo 

sobre las adecuadas formas de trabajo y suministrar los elementos de protección personal que fueren 

necesarios. 

ARTICULO 47. — Limpieza de ropa de trabajo. Obligación del empleador. En aquellas tareas que 

impliquen la realización de procesos o manipulación de sustancias tóxicas, irritantes o agresivas en 



cualquiera de sus formas, la limpieza de la ropa contaminada estará a cargo del empleador. 

ARTICULO 48. — Envases de sustancias tóxicas. Almacenamiento. Los envases que contengan o 

hubieran contenido sustancias químicas o biológicas deberán ser almacenados en lugares especialmente 

señalizados. El tratamiento de residuos peligrosos deberá efectuarse de conformidad con la normativa 

vigente y las resoluciones que a tal efecto dicte la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) en 

consulta con los organismos competentes. 

ARTICULO 49. — Condiciones. La Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) establecerá las 

condiciones de higiene y seguridad que deberán reunir los lugares de trabajo, las maquinarias, las 

herramientas y demás elementos de trabajo, sin perjuicio de lo previsto en la ley 24.557 y sus normas 

modificatorias y complementarias, o las que en el futuro la reemplacen, y de la consulta que en esta 

materia deba realizar a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, en el marco de sus atribuciones. 

TÍTULO VIII 

DE LAS LICENCIAS 

CAPÍTULO I 

De las licencias en general 

ARTICULO 50. — Aplicación de las licencias de la ley 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias. Resultan de 

aplicación a los trabajadores comprendidos en la presente ley las licencias previstas por la ley 20.744 (t.o. 

1976) y sus modificatorias, sin perjuicio de las establecidas en el presente título y lo prescripto para los 

trabajadores temporarios con relación a las vacaciones. 

CAPÍTULO II 

Licencias especiales 

ARTICULO 51. — Licencia por maternidad. Personal temporario. El personal femenino temporario 

también tendrá derecho a la licencia por maternidad, cuando esa licencia debiere comenzar durante el 

tiempo de efectiva prestación de servicios y hubiere, en forma fehaciente, hecho la correspondiente 

denuncia al empleador. 

La trabajadora tendrá estabilidad en su empleo durante la gestación y hasta el vencimiento de la licencia 

por maternidad, y gozará de las asignaciones que le confieren los sistemas de seguridad social, que 

garantizarán a la misma la percepción de una suma igual a la retribución que corresponda al período de 

licencia legal y del que exceda el tiempo de trabajo efectivo correspondiente a las labores para las que 

fuera contratada, conforme lo determine la reglamentación que en consecuencia se dicte. 

La violación de estos derechos obligará al empleador al pago de una indemnización, cuyo importe será 

equivalente al que hubiere percibido la trabajadora hasta la finalización de dicha licencia. 

ARTICULO 52. — Licencia parental. Establécese para el personal permanente de prestación continua 

una licencia con goce de haberes de treinta (30) días corridos por paternidad, la que podrá ser utilizada 

por el trabajador de manera ininterrumpida entre los cuarenta y cinco (45) días anteriores a la fecha 

presunta de parto y los doce (12) meses posteriores al nacimiento. 

CAPÍTULO III 

De los accidentes y de las enfermedades inculpables 

ARTICULO 53. — Enfermedad y/o accidente. Aviso. En los casos de accidente o enfermedad inculpable, 

salvo casos de fuerza mayor, el trabajador deberá dar aviso al empleador de la enfermedad o accidente y 

del lugar en que se encontrare, en el transcurso de la primeras dos (2) jornadas de trabajo respecto de la 

cual estuviere imposibilitado de concurrir por alguna de esas causas. Mientras no lo hiciere, perderá el 

derecho a percibir la remuneración correspondiente, salvo que la enfermedad o accidente y la 

imposibilidad de avisar resultaren inequívocamente acreditadas. Si el trabajador accidentado o enfermo 

permaneciere en el establecimiento, se presumirá la existencia del aviso. 



TÍTULO IX 

PROHIBICION DEL TRABAJO INFANTIL Y PROTECCION DEL TRABAJO ADOLESCENTE 

CAPÍTULO I 

Edad mínima de admisión al empleo o trabajo 

ARTICULO 54. — Prohibición del trabajo infantil. Queda prohibido el trabajo de las personas menores de 

dieciséis (16) años en todas sus formas, exista o no relación de empleo, y sea aquél remunerado o no. La 

inspección del trabajo deberá ejercer las funciones conducentes al cumplimiento de dicha prohibición. 

CAPÍTULO II 

Regulación del trabajo adolescente 

ARTICULO 55. — Trabajo adolescente. Las personas desde los dieciséis (16) años y hasta los dieciocho 

(18) años pueden celebrar contrato de trabajo con autorización de sus padres, responsables o tutores, 

conforme lo determine la reglamentación que en consecuencia se dicte. 

Si el adolescente vive independientemente de sus padres se presumirá la autorización. 

ARTICULO 56. — Certificado de aptitud física. El empleador, al contratar trabajadores adolescentes, 

deberá exigir de los mismos o de sus representantes legales, un certificado médico extendido por un 

servicio de salud pública que acredite su aptitud para el trabajo, y someterlos a los reconocimientos 

médicos periódicos que prevean las reglamentaciones respectivas. 

ARTICULO 57. — Certificado de escolaridad. El empleador, al contratar al trabajador adolescente, deberá 

solicitarle a él o a sus representantes legales el certificado de escolaridad previsto en el artículo 29 de la 

ley 26.206. 

ARTICULO 58. — Trabajo en empresa de familia. Las personas mayores de catorce (14) años y menores 

de dieciséis (16) años de edad podrán ser ocupados en explotaciones cuyo titular sea su padre, madre o 

tutor, en jornadas que no podrán superar las tres (3) horas diarias, y las quince (15) horas semanales, 

siempre que no se trate de tareas penosas, peligrosas y/o insalubres, y que cumplan con la asistencia 

escolar. La explotación cuyo titular sea el padre, la madre o el tutor del trabajador menor que pretenda 

acogerse a esta excepción a la edad mínima de admisión al empleo, deberá obtener autorización de la 

autoridad administrativa laboral de cada jurisdicción. Cuando, por cualquier vínculo o acto, o mediante 

cualquiera de las formas de descentralización productiva, la explotación cuya titularidad sea del padre, la 

madre o del tutor se encuentre subordinada económicamente o fuere contratista o proveedora de otra 

empresa, no podrá obtener la autorización establecida en esta norma. 

ARTICULO 59. — Jornada. Trabajo nocturno. La jornada de trabajo prevista para el trabajo adolescente 

deberá realizarse exclusivamente en horario matutino o vespertino y no podrá ser superior a seis (6) 

horas diarias y a treinta y dos (32) horas semanales. La distribución desigual de las horas laborales no 

podrá superar las siete (7) horas diarias. La autoridad administrativa laboral de cada jurisdicción podrá 

extender la duración de la jornada de tareas hasta ocho (8) horas diarias y hasta cuarenta y cuatro (44) 

horas semanales cuando razones excepcionales lo justifiquen, debiendo considerar en cada caso que la 

eventual extensión horaria no afecte el derecho a la educación del trabajador adolescente. 

No se podrá ocupar a personas menores de dieciocho (18) años en trabajos nocturnos entendiéndose 

como tal el comprendido entre las veinte (20) horas y las cinco (5) horas del día siguiente. 

ARTICULO 60. — Prohibición de abonar salarios inferiores. Por ninguna causa podrán abonarse al 

trabajador adolescente salarios inferiores a los que se fijen para el resto de los trabajadores agrarios, con 

excepción de las reducciones que correspondan en razón de la duración de la jornada. 

ARTICULO 61. — Licencias. Los trabajadores menores de dieciocho (18) años tendrán derecho al goce 

de todas las licencias previstas en el Título VIII de la presente ley, en las condiciones allí establecidas. 

ARTICULO 62. — Prohibición de trabajos peligrosos, penosos e insalubres. Queda prohibido ocupar 



menores de dieciocho (18) años en los trabajos que revistieren carácter penoso, peligroso o insalubre, 

conforme lo determinado por la reglamentación y las normas específicas en materia de trabajo infantil y 

adolescente peligroso. 

ARTICULO 63. — Accidente o enfermedad profesional. En caso de accidente de trabajo o de enfermedad 

profesional de un trabajador adolescente, si se comprueba que su causa fuera alguna de las tareas 

prohibidas a su respecto o efectuada en condiciones que signifiquen infracción a sus requisitos, se 

considerará por ese solo hecho al accidente o a la enfermedad como resultante de la acción u omisión del 

empleador, en los términos del artículo 1072 y concordantes del Código Civil, sin admitirse prueba en 

contrario. 

Si el accidente o enfermedad profesional obedecieren al hecho de encontrarse circunstancialmente el 

trabajador en un sitio de trabajo en el cual fuere ilícita o prohibida su presencia, sin conocimiento del 

empleador, éste podrá probar su falta de responsabilidad. 

CAPÍTULO III 

Prevención del trabajo infantil. Espacios de contención para niños y niñas. 

ARTICULO 64. — Espacios de cuidado y contención. En las explotaciones agrarias, cualquiera sea la 

modalidad de contratación, el empleador deberá habilitar espacios de cuidado y contención adecuados a 

fin de atender a los niños y niñas a cargo del trabajador, durante todo el tiempo que dure la jornada 

laboral y poner al frente de los mismos a personal calificado y/o con experiencia en el cuidado de la 

infancia. 

Este servicio deberá atender a los niños y niñas que aún no han cumplido la edad escolar y también, en 

contra turno, a los que asisten a la escuela hasta cubrir la jornada laboral de los adultos a cuyo cargo se 

encuentren. 

La reglamentación establecerá los requisitos mínimos que deberán cumplir los espacios de contención 

para niños y niñas, así como la cantidad de trabajadores a partir de la cual se exigirá a los empleadores la 

obligación establecida en el párrafo primero, teniendo en cuenta las particularidades locales y regionales y 

las peculiaridades de la actividad agraria respectiva. 

TÍTULO X 

DE LA PROMOCION DEL EMPLEO DE LOS TRABAJADORES TEMPORARIOS 

CAPÍTULO I 

Del servicio público de empleo para trabajadores temporarios de la actividad agraria 

ARTICULO 65. — Creación del servicio de empleo para trabajadores temporarios de la actividad agraria. 

Créase el Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad Agraria, que 

comprenderá a todos los trabajadores temporarios que desarrollen tareas en actividades de carácter 

cíclico o estacional o aquéllas que por procesos temporales propios lo demanden. 

ARTICULO 66. — Uso obligatorio del Servicio de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad 

Agraria. El Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad Agraria será de 

utilización obligatoria para los empleadores y funcionará en las gerencias de empleo y capacitación 

laboral de la Dirección Nacional del Servicio Federal de Empleo de la Secretaría de Empleo del Ministerio 

de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. La reglamentación podrá establecer excepciones a la utilización 

obligatoria de este servicio, sustituirlo o disponer mecanismos de promoción a favor de aquellos que lo 

utilicen. 

ARTICULO 67. — Celebración de convenios. Autorízase a la Secretaría de Empleo del Ministerio de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social a celebrar convenios con los municipios a fin de implementar el 

Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad Agraria en las respectivas 

jurisdicciones. 



ARTICULO 68. — Facultades del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Facúltase al 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social para dictar las normas complementarias y aclaratorias 

que resulten pertinentes. 

CAPÍTULO II 

De las bolsas de trabajo a cargo de las asociaciones sindicales 

ARTICULO 69. — Bolsas de trabajo. Las bolsas de trabajo a cargo de las asociaciones sindicales de 

trabajadores con personería gremial proveerán a los empleadores del personal necesario para la 

realización de las tareas temporarias en las actividades contempladas en la presente ley, conforme las 

resoluciones que a tal efecto dicte la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA). 

Ello, sin perjuicio de la vigencia de las normas que actualmente prevén la obligatoriedad del uso de las 

bolsas de trabajo para el ámbito rural en determinadas actividades y jurisdicciones. 

ARTICULO 70. — Funcionamiento de las bolsas de trabajo. El funcionamiento de las bolsas de trabajo 

referidas en el artículo anterior se ajustará a lo dispuesto por el presente régimen, sus normas 

reglamentarias y las resoluciones dictadas por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA). 

ARTICULO 71. — Designación de veedores. Las entidades que agrupan a empleadores del sector rural, 

con representación en la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA), quedan facultadas a designar 

veedores ante las bolsas de trabajo a cargo de las asociaciones sindicales de trabajadores con 

personería gremial. 

La Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) establecerá la forma de designación y las funciones de 

los mencionados veedores. 

TÍTULO XI 

DE LA CAPACITACION Y FORMACION PROFESIONAL 

CAPÍTULO I 

Responsabilidad de los empleadores 

ARTICULO 72. — Derecho a la capacitación. Los trabajadores tendrán derecho a capacitarse con los 

programas que se implementen, para un mayor desarrollo de sus aptitudes y conocimientos que atiendan 

a una progresiva mejora de las condiciones y del medio ambiente de trabajo de la actividad productiva en 

la que laboran. 

ARTICULO 73. — Actividades específicas. Programas de capacitación. A los fines de promover la 

capacitación y el desarrollo del personal se deberán desarrollar programas de tipo general destinados a 

cada actividad específica, los cuales serán implementados en instituciones y/o por modalidades de 

formación definidas al efecto, con el acuerdo de la asociación sindical con personería gremial de la 

actividad. 

ARTICULO 74. — Formación. Acceso equitativo. Deberá garantizarse a todos los trabajadores el acceso 

equitativo a la formación y/o certificación de competencias laborales, con independencia de su género, 

categoría profesional, ubicación geográfica o cualquier otro parámetro. Las acciones formativas y/o de 

evaluación de competencias se llevarán a cabo dentro o fuera del horario de trabajo, según las 

características e implementación de aquéllas. En el caso de serlo dentro del horario de trabajo, el tiempo 

durante el cual los trabajadores asistan a actividades formativas determinadas por la empresa, será 

considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos. 

ARTICULO 75. — Calificación profesional. Certificación. En el certificado de trabajo previsto por el artículo 

80 de la ley 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias, que el empleador está obligado a entregar al momento 

de extinguirse la relación laboral deberá constar la calificación profesional obtenida en el o los puestos de 

trabajo desempeñados, hubiere o no realizado el trabajador actividades regulares de capacitación. 

CAPÍTULO II 



Responsabilidad del Estado 

ARTICULO 76. — Formación profesional. Capacitación. El Poder Ejecutivo Nacional, por intermedio del 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, arbitrará las medidas y recursos necesarios para 

concretar una política nacional de capacitación técnica intensiva de los trabajadores agrarios, 

contemplando la naturaleza de las actividades, las zonas en que éstas se realizaren, los intereses de la 

producción y el desarrollo del país. A este efecto, el mencionado ministerio deberá impulsar la 

programación de cursos de capacitación y de perfeccionamiento técnico. 

ARTICULO 77. — Convenios. Facúltase al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social para 

concertar con el Ministerio de Educación, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca y organismos 

educacionales técnicos, estatales o privados, convenios que aseguren el eficaz cumplimiento de los 

objetivos enunciados en este capítulo. 

TÍTULO XII 

DEL REGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL 

ARTICULO 78. — Beneficio jubilatorio. Los trabajadores incluidos en el ámbito de aplicación de la 

presente ley tendrán derecho a la jubilación ordinaria con cincuenta y siete (57) años de edad, sin 

distinción de sexo, en tanto acrediten veinticinco (25) años de servicios, con aportes. 

ARTICULO 79. — Cómputo de los años de servicios. Cuando se hubieren desempeñado tareas en el 

ámbito rural y alternadamente otras de cualquier naturaleza, a los fines de determinar los requisitos para 

el otorgamiento de la jubilación ordinaria, se efectuará un prorrateo en función de los límites de edad y de 

servicios requeridos para cada clase de tareas o actividades. 

ARTICULO 80. — Contribución patronal. La contribución patronal respecto de las tareas a que se refiere 

la presente ley será la que rija en el régimen común —Sistema Integrado Previsional Argentino—, 

incrementada en dos puntos porcentuales (2%), a partir de la vigencia de la misma. 

ARTICULO 81. — Reducción de aportes patronales. El empleador que contrate trabajadores temporarios 

y permanentes discontinuos, gozará por el término de veinticuatro (24) meses, de una reducción del 

cincuenta por ciento (50%) de sus contribuciones vigentes con destino al sistema de seguridad social. 

Las condiciones que deberán cumplirse para el goce de este beneficio, así como los subsistemas objeto 

de la reducción, serán fijadas por la reglamentación. 

La reducción citada no podrá afectar el financiamiento de la seguridad social, ni los derechos conferidos a 

los trabajadores por los regímenes de la seguridad social. 

El Poder Ejecutivo Nacional, en base a las previsiones que efectuará el Ministerio de Trabajo, Empleo y 

Seguridad Social, adoptará los recaudos presupuestarios necesarios para compensar o equilibrar la 

reducción de que se trata, quedando facultado para prorrogar por única vez su vigencia por un lapso 

igual. 

ARTICULO 82. — Aplicación ley 24.241. Para los supuestos no contemplados en el presente Título, 

supletoriamente rige la ley 24.241, sus complementarias y modificatorias. 

ARTICULO 83. — Acreditación de servicios rurales. Por vía reglamentaria se podrán reconocer los 

servicios rurales contemplados en la presente ley, prestados con anterioridad a su vigencia, a través del 

establecimiento de nuevos medios probatorios y sujeto a un cargo por los aportes omitidos, el que será 

descontado en cuotas mensuales del haber obtenido al amparo de este régimen previsional. 

TÍTULO XIII 

DE LOS ORGANOS TRIPARTITOS DEL REGIMEN DE TRABAJO AGRARIO 

CAPÍTULO I 

De la Comisión Nacional de Trabajo Agrario 

ARTICULO 84. — Comisión Nacional de Trabajo Agrario. Integración. La Comisión Nacional de Trabajo 



Agrario (CNTA) será el órgano normativo propio de este régimen legal, la cual estará integrada por dos (2) 

representantes titulares y dos (2) suplentes del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social; uno (1) 

representante titular y uno (1) suplente del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca; uno (1) 

representante titular y uno (1) suplente del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas; dos (2) 

representantes de los empleadores y dos (2) representantes de los trabajadores, cada uno de ellos con 

sus respectivos suplentes. 

La Presidencia de la Comisión se encontrará a cargo de uno (1) de los representantes del Ministerio de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social. En caso de empate en las respectivas votaciones, el presidente 

tendrá doble voto. 

ARTICULO 85. — Sede. Asistencia. El organismo actuará y funcionará en sede del Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social, pudiendo constituirse en cualquier lugar del país cuando las circunstancias 

que sus funciones específicas así lo requieran. 

ARTICULO 86. — Designaciones. Los integrantes de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) 

serán designados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 

Los representantes de los empleadores y trabajadores serán designados a propuesta de las entidades 

más representativas de cada uno de ellos. 

Los representantes de los organismos estatales serán designados a propuesta de la máxima autoridad de 

cada ministerio. 

ARTICULO 87. — Duración en las funciones. Los integrantes de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario 

(CNTA) durarán dos (2) años en sus funciones, pudiendo ser renovados sus mandatos a propuesta de 

cada sector. 

ARTICULO 88. — Asistencia legal y técnico administrativa. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 

social tendrá a su cargo la asistencia legal y técnico administrativa necesaria para el funcionamiento de la 

Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) para lo cual lo dotará de un presupuesto anual propio e 

incluirá dentro de la estructura orgánica estable del ministerio las funciones de coordinación y asistencia 

que le corresponden. 

ARTICULO 89. — Atribuciones y deberes. Serán atribuciones y deberes de la Comisión Nacional de 

Trabajo Agrario (CNTA): 

a) Dictar su reglamento interno y organizar su funcionamiento; 

b) Dictar el reglamento y organizar el funcionamiento de las comisiones asesoras regionales, 

determinando sus respectivas jurisdicciones conforme a las características ecológicas, productivas y 

económicas de cada zona; 

c) Establecer las categorías de los trabajadores permanentes que se desempeñen en cada tipo de tarea, 

determinando sus características, modalidades especiales, condiciones generales de trabajo y fijando sus 

remuneraciones mínimas; 

d) Establecer, observando las pautas de la presente ley, las modalidades especiales y las condiciones de 

trabajo generales de las distintas actividades cíclicas, estacionales u ocasionales y sus respectivas 

remuneraciones, con antelación suficiente al comienzo de las tareas, teniendo especialmente en cuenta 

las propuestas remitidas por las comisiones asesoras regionales. Cuando correspondiere, determinará la 

inclusión en las remuneraciones del sueldo anual complementario y vacaciones; 

e) Tratar las remuneraciones mínimas de aquellas actividades regionales, cuando, vencido el plazo 

establecido en el calendario de actividades cíclicas, las comisiones asesoras regionales no las hayan 

acordado; 

f) Determinar la forma de integración de los equipos mínimos o composición de cuadrillas para las tareas 

que fueren reglamentadas, cuando resultare necesario; 



g) Dictar normas sobre las condiciones mínimas a las que deberán ajustarse las prestaciones de 

alimentación y vivienda a cargo del empleador teniendo en consideración las pautas de la presente ley y 

las características de cada región; 

h) Promover el cumplimiento de las normas de higiene y seguridad en el trabajo rural; 

i) Aclarar las resoluciones que se dicten en cumplimiento de esta ley; 

j) Asesorar a los organismos nacionales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, provinciales, 

municipales o autárquicos que lo solicitaren; 

k) Solicitar de las reparticiones nacionales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, provinciales, 

municipales o entes autárquicos, los estudios técnicos, económicos y sociales vinculados al objeto de la 

presente ley y sus reglamentaciones; 

l) Intervenir en los conflictos colectivos de trabajo que se susciten entre las partes y actuar como árbitro 

cuando de común acuerdo lo soliciten las mismas; 

m) Celebrar acuerdos de cooperación con entidades públicas y privadas, tanto nacionales como 

internacionales; y 

n) Encarar acciones de capacitación de los actores sociales que negocian en las comisiones asesoras 

regionales dependientes de la misma y de difusión de la normativa aplicable a los trabajadores 

comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente ley. 

ARTICULO 90. — Composición de conflictos. Sin perjuicio de la competencia del Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social, la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) promoverá la aplicación de 

mecanismos de composición de conflictos colectivos, instando a negociar conforme el principio de buena 

fe.  

Este principio importa para las partes los siguientes derechos y obligaciones: 

a) La concurrencia a las negociaciones y a las audiencias citadas en debida forma; 

b) La realización de las reuniones que sean necesarias, en los lugares y con la frecuencia y periodicidad 

que sean adecuadas; 

c) La designación de negociadores con idoneidad y representatividad suficientes para la discusión del 

tema que se trata; 

d) El intercambio de la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones en debate; 

e) La realización de los esfuerzos conducentes a lograr acuerdos que tengan en cuenta las diversas 

circunstancias del caso; 

f) La obligación de abstenerse de realizar durante el transcurso del proceso de negociación del conflicto, 

cualquier acción por medio de la cual se pretenda desconocer u obstruir los consensos alcanzados hasta 

ese momento; y 

g) La obligación de abstenerse de introducir nuevos temas de debate que no hubieran sido planteados al 

iniciarse la instancia de negociación de conflicto. 

ARTICULO 91. — Proceso sumarísimo. Cuando alguna de las partes presentare una conducta que no se 

ajuste a los deberes y obligaciones establecidos en el artículo precedente, se considerará que la misma 

ha vulnerado el principio de buena fe negocial, quedando la parte afectada por el incumplimiento 

habilitada a promover una acción judicial ante el tribunal laboral competente, mediante el proceso 

sumarísimo establecido en el Art. 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, o equivalente 

de los Códigos Procesales Civiles provinciales. 

El tribunal competente dispondrá el cese inmediato del comportamiento violatorio del deber de negociar 

de buena fe y podrá, además, sancionar a la parte incumplidora con una multa de hasta un máximo 

equivalente al veinte por ciento (20%) del total de la masa salarial del mes en que se produzca el hecho, 

correspondiente a los trabajadores comprendidos en el ámbito personal de la negociación. Si la parte 



infractora mantuviera su actitud, el importe de la sanción se incrementará en un diez por ciento (10%) por 

cada cinco (5) días de mora en acatar la decisión judicial. En el supuesto de reincidencia, el máximo 

previsto en el presente inciso podrá elevarse hasta el equivalente al cien por ciento (100%) de esos 

montos. 

Sin perjuicio de ello, el juez, a petición de parte, podrá también aplicar lo dispuesto por el artículo 666 bis 

del Código Civil. 

Cuando cesaren los actos que dieron origen a la acción entablada, dentro del plazo que al efecto 

establezca la decisión judicial, el monto de la sanción podrá ser reducido por el juez hasta el cincuenta 

por ciento (50%). 

Todos los importes que así se devenguen tendrán como exclusivo destino el Servicio Público de Empleo 

para Trabajadores Temporarios de la Actividad Agraria creado por la presente ley y los programas de 

capacitación y difusión de normativa que lleve adelante la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA), 

conforme las facultades conferidas en el inciso n) del artículo 89 del presente régimen. 

CAPÍTULO II 

De las comisiones asesoras regionales 

ARTICULO 92. — Comisiones asesoras regionales. Determinación. En las zonas que determine la 

Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) se integrarán comisiones asesoras regionales. A tal fin 

podrá requerirse dictamen del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca u otro organismo público 

vinculado a la materia. 

ARTICULO 93. — Lugar de funcionamiento. Las comisiones asesoras regionales funcionarán en 

dependencias de las Delegaciones Regionales del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social que 

la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) determine como sedes. En éstas se dispondrán las 

oficinas de apoyo legal, técnico y administrativo de carácter permanente y se las dotará del personal 

necesario a fin de garantizar su correcto funcionamiento. 

ARTICULO 94. — Integración. Las comisiones asesoras regionales se integrarán de la siguiente manera: 

a) Por el Estado nacional: dos (2) representantes del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, 

de los cuales uno ejercerá la presidencia; 

b) Por el sector empleador: cuatro (4) representantes de la o las entidades empresarias más 

representativas de la producción o actividad para la cual ésta se constituya; 

c) Por el sector trabajador: cuatro (4) representantes de la asociación sindical más representativa de la 

producción o actividad para la cual ésta se constituya. 

ARTICULO 95. — Representantes ante las comisiones asesoras regionales. Los representantes de los 

sectores trabajador y empleador serán designados por el Presidente de la Comisión Nacional de Trabajo 

Agrario (CNTA) a propuesta de cada uno de los sectores. 

ARTICULO 96. — Representantes empleadores y trabajadores. Duración de mandatos. La Comisión 

Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) establecerá la duración de los mandatos de los representantes de los 

trabajadores y empleadores. 

ARTICULO 97. — Acreditación de representatividad. La Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) 

determinará la forma y mecanismos mediante los cuales se acredite la representatividad en cada 

producción o actividad regional específica. 

ARTICULO 98. — Atribuciones y deberes. Serán atribuciones y deberes de las comisiones asesoras 

regionales: 

a) Elevar a la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA), por cada producción, actividad o ciclo 

agrícola y en tiempo oportuno, un dictamen por cada uno de los acuerdos alcanzados o propuestas 

formuladas relativas a los incisos d), e), f), g) y h) del artículo 89 de la presente ley; 



b) Remitir anualmente a la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) el calendario de actividades 

cíclicas de cada producción o actividad; 

c) Informar a la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA) sobre el estado de las negociaciones; 

d) Realizar los estudios que le fueran encomendados por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario 

(CNTA) y aquellos que por sí dispusiere efectuar en su zona, fueran ellos referentes a tareas ya regladas 

u otras que estimare necesario incorporar, elevando los informes pertinentes; 

e) Asesorar a la autoridad de aplicación o a los organismos públicos que lo requirieran mediante informes, 

remitiendo copia de los mismos a la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (CNTA); y 

f) Proporcionar la información y realizar las acciones conducentes conforme la forma y mecanismos que 

se establezcan para acreditar la representatividad en cada producción o actividad regional específica. 

TÍTULO XIV 

DE LA AUTORIDAD DE APLICACION Y OTRAS DISPOSICIONES 

CAPÍTULO I 

De la autoridad de aplicación. 

ARTICULO 99. — Autoridad de aplicación. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social será la 

autoridad de aplicación del presente régimen. 

CAPÍTULO II 

Disposiciones complementarias 

ARTICULO 100. — Ley de contrato de trabajo. Su aplicación. Las disposiciones de esta ley son de orden 

público y excluyen las contenidas en la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias 

en cuanto se refieran a aspectos de la relación laboral contempladas en la presente ley, conforme lo 

establecido en el artículo 2º. 

ARTICULO 101. — Disposiciones complementarias. Vigencia. Las estipulaciones contenidas en los 

convenios y acuerdos colectivos de trabajo que se encuentren vigentes a la fecha de promulgación de la 

presente, mantendrán su plena vigencia en todo aquello que no vulnere lo establecido en los artículos 8º y 

9º de esta ley. 

ARTICULO 102. — Vigencia de las resoluciones. Las disposiciones dictadas por la Comisión Nacional de 

Trabajo Agrario (CNTA), la Comisión Nacional de Trabajo Rural, o por el Ministerio de Trabajo, Empleo y 

Seguridad Social, mantendrán su vigencia en todo en cuanto no fuere modificado por la presente ley. 

ARTICULO 103. — Antigüedad. Reconocimiento. La antigüedad que tuvieren los trabajadores agrarios al 

tiempo de la promulgación de esta ley se les computará a todos sus efectos. 

ARTICULO 104. — Modificación régimen de contrato de trabajo. Alcances. Sustitúyese el texto del inciso 

c) artículo 2° de la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias, por el siguiente: 

c) A los trabajadores agrarios, sin perjuicio que las disposiciones de la presente ley serán de aplicación 

supletoria en todo lo que resulte compatible y no se oponga a la naturaleza y modalidades propias del 

Régimen de Trabajo Agrario. 

ARTICULO 105. — Modificación de la ley 24.013. Incorporación. Sustitúyese el texto del artículo 140 de 

la ley 24.013, por el siguiente: 

Artículo 140: Todos los trabajadores comprendidos en la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 (t.o. 1976) y 

sus modificatorios, en el Régimen de Trabajo Agrario, de la Administración Pública Nacional y de todas 

las entidades y organismos en que el Estado Nacional actúe como empleador, tendrán derecho a percibir 

una remuneración no inferior al salario mínimo, vital y móvil que se establezca de conformidad a lo 

preceptuado en esta ley. 

ARTICULO 106. — (Artículo derogado por art. 61 de la Ley N° 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir 

del 1° de enero de 2017). 



ARTICULO 107. — (Artículo derogado por art. 61 de la Ley N° 27.341 B.O. 21/12/2016. Vigencia: a partir 

del 1° de enero de 2017). 

ARTICULO 108. — Aplicación de otras leyes. Serán de aplicación supletoria al presente régimen las 

disposiciones establecidas en las leyes 24.013, 25.013, 25.323 y 25.345 o las que en el futuro las 

reemplacen. 

ARTICULO 109. — El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de sesenta (60) días 

desde su promulgación. 

ARTICULO 110. — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. 

 

 

TRABAJO AGRARIO 

Decreto 301/2013 

Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 26.727. 

Bs. As., 21/3/2013 

 

Artículo 1° — Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 26.727 que como Anexo forma parte integrante 

del presente decreto. 

Art. 2° — Facúltase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL para dictar las 

normas aclaratorias y complementarias para la aplicación de la Ley Nº 26.727 y del presente Decreto. 

Art. 3° — Los trabajadores que se desempeñan en tareas de cosecha y/o empaque de frutas en 

actividades que a la entrada en vigencia de la Ley Nº 26.727 estuviesen reguladas por resoluciones de la 

Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), continuarán en el ámbito del Régimen Estatutario hasta 

tanto se celebre una Convención Colectiva de Trabajo que los comprenda y regule sus condiciones de 

trabajo y salarios. 

Art. 4° — Las relaciones laborales de los trabajadores que se desempeñen en las distintas etapas y 

tareas de la producción de una actividad agraria cíclica que se desarrolle dentro de un proceso temporal 

definido, se regirán por la Ley Nº 26.727, siempre que las primeras tareas que integran la producción 

dentro del referido proceso temporal se enmarquen dentro de sus previsiones y no constituyan proceso 

industrial. 

Art. 5° — Derógase el Decreto Nº 563 de fecha 24 de marzo de 1981 y su modificatorio Decreto Nº 1330 

de fecha 5 de agosto de 1994. 

Art. 6° — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Juan M. Abal Medina. — Carlos A. Tomada. 

ANEXO 

REGIMEN DE TRABAJO AGRARIO 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1°.- (Reglamentación del artículo 2°, incisos c) y d)) La celebración de acuerdos y convenios 

colectivos, como los laudos con fuerza de tales en el marco de la Ley Nº 26.727, no alterarán el 

encuadramiento en ese Régimen Estatutario de los empleadores y trabajadores comprendidos en los 

mismos y deberán considerar la normativa vigente emergente de resoluciones de la Comisión Nacional de 

Trabajo Agrario (C.N.T.A.) y de la Comisión Nacional de Trabajo Rural (C.N.T.R.), aún vigentes. 

Con el mismo sentido las resoluciones que dicte la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.) 

deberán contemplar la normativa originada en convenios y acuerdos colectivos o la resultante de laudos 

con fuerza de tales. 



ARTICULO 2°.- (Reglamentación del artículo 12 primer párrafo) Los contratistas, subcontratistas o 

cesionarios estarán obligados a exhibir al principal el número del Código Único de Identificación Laboral 

(CUIL), la constancia de pago de las remuneraciones, copia firmada de los comprobantes de pago 

mensuales al Sistema Único de la Seguridad Social (SUSS) y constancia de la cobertura por riesgos del 

trabajo de cada uno de los trabajadores que ocuparen: 

a) cuando el principal lo requiriera; 

b) en oportunidad de la finalización del contrato y previamente a la percepción de la suma total convenida. 

El principal deberá retener del importe adeudado a los contratistas, subcontratistas o cesionarios, lo 

adeudado por créditos laborales a los trabajadores y por cotizaciones a la seguridad social, cuando no se 

diere cumplimiento a lo establecido en cualquiera de los supuestos del párrafo precedente. 

Producida la retención, dentro de los DIEZ (10) días, el principal deberá depositar el importe 

correspondiente a créditos adeudados a los trabajadores en la oficina más cercana de la autoridad de 

aplicación, y los correspondientes a créditos emergentes de la seguridad social, a la orden del organismo 

acreedor o recaudador, en la forma que establecen las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. 

ARTICULO 3°.- (Reglamentación del artículo 12) El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL es la autoridad competente para fiscalizar el cumplimiento por parte de los 

empleadores involucrados de las obligaciones previstas en el artículo 12 de la Ley Nº 26.727. 

ARTICULO 4°.- (Reglamentación del artículo 14) En el caso de socios aparentes de cooperativas que se 

desempeñaren en fraude a la ley laboral, éstas serán responsables junto con sus contratistas, 

subcontratistas o cesionarios del cumplimiento de las normas relativas al trabajo y a la seguridad social. 

La Autoridad Administrativa del Trabajo deberá comunicar a la ADMINISTRACION FEDERAL DE 

INGRESOS PUBLICOS (AFIP) y a la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

(ANSES) las irregularidades detectadas a los fines de la regularización de los trabajadores frente a la 

seguridad social. 

ARTICULO 5°.- (Reglamentación de los artículos 16, 17 y 18) Las asignaciones familiares 

correspondientes a los trabajadores encuadrados en los artículos 16, 17 y 18 de la Ley Nº 26.727 se 

regirán, en cuanto a prestaciones, requisitos, montos y topes por lo establecido en el inciso a) del artículo 

1° de la Ley Nº 24.714 y sus normas modificatorias y complementarias. Durante el período de receso que 

resulte de la discontinuidad del contrato de trabajo, con los deberes de prestación suspendidos y sin 

percibir prestación del Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo y Servicio de Sepelio, los 

trabajadores encuadrados en el artículo 18 de la Ley Nº 26.727, se regirán en cuanto a prestaciones, 

requisitos, montos y topes por lo establecido en el inciso c) del artículo 1° de la Ley Nº 24.714. 

ARTICULO 6°.- (Reglamentación del artículo 18). En cada ciclo o temporada, la convocatoria del 

empleador así como la aceptación del trabajador para reanudar la relación laboral deberán hacerse con 

anticipación suficiente, en tiempo oportuno y útil. 

La convocatoria podrá materializarse por medios idóneos de comunicación. 

El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL fijará los medios, la forma y los 

contenidos básicos de la convocatoria, el modo de manifestar la aceptación y las implicancias de tales 

actos, teniendo en cuenta las características de las distintas actividades. 

ARTICULO 7°.- (Reglamentación del artículo 18) Serán facultades del empleador disponer el reinicio y la 

suspensión de los deberes de prestación de los contratos de trabajo en cada ciclo o temporada en un 

orden determinado, en primer lugar por la especialidad y las tareas asignadas a los trabajadores, y en 

segundo término, por la antigüedad en el empleo, en función de la demanda de trabajo necesaria para 

cada período. 

ARTICULO 8°.- (Reglamentación del artículo 18) Se considerará como domicilio del trabajador aquel que 



figure en la Libreta del Trabajador Agrario al finalizar el ciclo o la temporada, salvo que el trabajador 

hubiera comunicado fehacientemente al empleador su ulterior modificación. 

ARTICULO 9°.- (Reglamentación del artículo 24) En los casos de extinción de la relación de trabajo, por 

cualquier causa, de un trabajador permanente de prestación continua, el trabajador que ocupare una 

vivienda proporcionada por el empleador como consecuencia del contrato dispondrá de un plazo de hasta 

TREINTA (30) días para desalojarla; situación que el empleador deberá comunicar formulando el 

respectivo requerimiento en forma fehaciente al trabajador. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente, el empleador podrá disponer de la vivienda luego 

de transcurridos QUINCE (15) días de efectuada la pertinente comunicación, en cuyo caso deberá 

suministrar otra similar por el tiempo restante y hacerse cargo de los gastos de traslado y mudanza. 

ARTICULO 10°.- (Reglamentación del artículo 24). El empleador, previo a la comunicación referida en el 

artículo anterior requiriendo el desalojo de la vivienda, deberá poner a disposición y satisfacer antes de 

operarse su desocupación los importes adeudados al trabajador por la relación laboral, como también los 

correspondientes a las obligaciones relativas a la seguridad social. El trabajador podrá incluir en las 

acciones que correspondan para la satisfacción de dichos importes, el reclamo de los daños y perjuicios 

que sufriera con motivo o en ocasión del desalojo si es que el mismo llegara a concretarse sin observar el 

empleador las obligaciones a su cargo. 

ARTICULO 11.- (Reglamentación del artículo 34). La Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.) al 

fijar las remuneraciones mínimas de las distintas actividades productivas contempladas en la Ley Nº 

26.727, para los casos en que se determinen por el sistema de retribución por rendimiento del trabajo, 

deberá establecer un salario mínimo garantizado diario o mensual para cada una de dichas 

remuneraciones. 

ARTICULO 12.- (Reglamentación de los artículos 32 y 38 último párrafo). Las bonificaciones por 

capacitación corresponderán a los trabajadores que hayan completado cursos dictados en instituciones 

educativas oficiales o privadas que contaren con el reconocimiento del MINISTERIO DE TRABAJO, 

EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, y que fueran acreditados ante el empleador mediante la presentación 

del certificado final extendido por las autoridades respectivas. 

ARTICULO 13.- (Reglamentación del artículo 42) El número máximo de horas extraordinarias anuales 

previsto en el artículo 42 de la Ley Nº 26.727, se computará por año calendario. 

El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL podrá establecer excepciones al límite 

máximo, en función de las características de la producción, de situaciones derivadas de cuestiones 

estacionales o por circunstancias puntuales que lo justifiquen. 

ARTICULO 14.- (Reglamentación del artículo 51) El personal temporario femenino definido en el artículo 

17 de la Ley que se reglamenta, tendrá derecho a percibir la asignación por maternidad durante los 

períodos establecidos en el primer párrafo del artículo 177 de la Ley Nº 20.744 o en el artículo 1° de la 

Ley 24.716, según corresponda, aún cuando los mismos excedan del tiempo de trabajo efectivo 

correspondiente a las labores para la que fue contratado. 

A tales efectos, el empleador deberá continuar declarando a la trabajadora con licencia por maternidad 

durante todo el período establecido en el párrafo precedente, sin perjuicio que la tarea para la que fue 

convocada hubiera concluido. 

ARTICULO 15.- (Reglamentación del artículo 64) El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL podrá suscribir convenios con gobiernos provinciales, de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, municipales, con asociaciones sindicales de trabajadores de cada sector o rama de 

actividad y/o instituciones públicas o privadas sin fines de lucro, a efectos de cofinanciar la construcción, 

mejora, ampliación y/o funcionamiento de los espacios de cuidado y contención que resulten necesarios 



para garantizar la efectiva prohibición del trabajo infantil, en tanto estos centros resulten públicos, 

gratuitos y abiertos a la comunidad, y para asistir financieramente a pequeños productores que 

desarrollen tareas contempladas por la Ley Nº 26.727, para la contratación del transporte de los niños y 

las niñas desde y hacia los Espacios de Cuidado y Contención, como así también los demás gastos de 

cuidado, de materiales didácticos y de alimentación. 

ARTICULO 16.- (Reglamentación del artículo 65) El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL fijará las condiciones de habilitación, las funciones y las acciones a cargo de las 

oficinas integrantes del Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la Actividad 

Agraria y de las bolsas de trabajo agrario, en orden a establecer criterios unificados de calidad en los 

servicios de intermediación y derivación a acciones de empleo y formación profesional. Fijará también, las 

condiciones para que las Oficinas y Unidades de Empleo que integran la Red de Servicios de Empleo se 

constituyan como oficinas del mencionado Servicio Público. 

ARTICULO 17.- (Reglamentación de los artículos 66 y 81) Los empleadores sólo podrán hacer uso del 

beneficio a que se refiere el artículo 81 de la Ley Nº 26.727 para cada nuevo contrato de trabajo agrario, 

cuando acrediten la utilización del Servicio Público de Empleo para Trabajadores Temporarios de la 

Actividad Agraria establecido por el artículo 65 de la citada Ley. 

ARTICULO 18.- (Reglamentación del artículo 78) La jubilación ordinaria comprende las prestaciones 

reguladas por los artículos 19, 23 y 30 de la Ley Nº 24.241, respectivamente, sustituyéndose los requisitos 

de edad y servicios establecidos en el artículo 19 de la Ley Nº 24.241 por lo dispuesto en el artículo 78 de 

la Ley Nº 26.727. 

ARTICULO 19.- (Reglamentación del artículo 81) La reducción de contribuciones con destino a la 

Seguridad Social a que refiere el artículo 81 de la Ley que se reglamenta, será por el término de 

veinticuatro (24) meses a partir de la fecha de entrada en vigencia de esta reglamentación, cumplido 

aquel plazo quedará extinguida para todos los contratos alcanzados por la misma. 

Dicha reducción no se sumará a ninguna otra reducción de contribuciones que se encuentre vigente. 

Los subsistemas de la seguridad social que podrán ser objeto de esa reducción son los que se detallan a 

continuación: 

a) Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, Ley Nº 24.241 y sus modificaciones, incluyendo la 

contribución patronal incrementada en dos puntos porcentuales (2%) que establece el Artículo 80 de la 

Ley Nº 26.727; 

b) Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, Ley Nº 19.032 y su 

modificaciones; 

c) Régimen Nacional de Asignaciones Familiares, Ley Nº 24.714 y sus modificaciones. 

ARTICULO 20.- (Reglamentación del artículo 82 de la Ley) La Jubilación por Edad Avanzada para los 

trabajadores rurales se regirá por las disposiciones del Decreto Nº 1021 del 30 de marzo de 1974 y sus 

normas reglamentarias y complementarias, de conformidad con las previsiones del artículo 157 de la Ley 

Nº 24.241. 

ARTICULO 21.- (Reglamentación del artículo 86) En caso de no existir entidades representativas de los 

empleadores o de los trabajadores de las actividades contempladas en la Ley Nº 26.727, o que las 

existentes no propusieran representantes, o cuando las entidades no reunieren los requisitos 

establecidos, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL podrá designar de oficio a 

los representantes que fueren necesarios, con la única condición de que las personas designadas reúnan 

las condiciones establecidas para ello. 

ARTICULO 22.- (Reglamentación del artículo 86) Los representantes sectoriales titulares y suplentes de 

los empleadores y trabajadores ante la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), las Comisiones 



Asesoras Regionales (C.A.R.), las unidades y sub-unidades regionales de negociación dependientes de 

las mismas conformadas por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), podrán ser removidos 

de sus cargos en los siguientes casos: 

a) Si así lo dispusiera, sin necesidad de expresar causa, la entidad cuya representación ostenten. 

b) Si faltaren sin causa justificada a más del VEINTE POR CIENTO (20%) de las reuniones convocadas 

por el organismo que integraren, en cada semestre calendario. 

c) Si desapareciera la representatividad de la entidad o asociación que los hubiere propuesto. 

ARTICULO 23.- (Reglamentación del artículo 86) Los representantes sectoriales titulares y suplentes de 

los empleadores y trabajadores ante la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), las Comisiones 

Asesoras Regionales (C.A.R.) y de las unidades y sub-unidades regionales de negociación dependientes 

de las mismas conformadas por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), no podrán ejercer 

simultáneamente cargos públicos. En caso de que el nombramiento se produjere durante el curso de sus 

mandatos deberán optar dentro del término de DIEZ (10) días y, en su caso, la entidad cuya 

representación ejerza deberá proponer un reemplazante en el curso de los DIEZ (10) días subsiguientes. 

ARTICULO 24.- (Reglamentación del artículo 86) Los representantes de los organismos estatales ante la 

Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), las Comisiones Asesoras Regionales (C.A.R.) y de las 

unidades y sub-unidades regionales de negociación dependientes de las mismas conformadas por la 

Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), deberán revistar en dichos organismos. El cese en sus 

funciones les hará perder la representación, debiéndose proceder a su reemplazo a propuesta del 

organismo respectivo. 

ARTICULO 25.- (Reglamentación del artículo 86) Los representantes sectoriales titulares y suplentes de 

los empleadores y trabajadores ante la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), las Comisiones 

Asesoras Regionales (C.A.R.) y de las unidades y sub-unidades regionales de negociación dependientes 

de las mismas conformadas por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.), no percibirán suma 

alguna en carácter de retribución, remuneración o viáticos por parte del Estado Nacional. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL podrá, mediando solicitud fundada de la Comisión Nacional de Trabajo Agrario 

(C.N.T.A.), habilitar el pago de viáticos en virtud de razones de estricta necesidad para el desempeño de 

sus funciones. 

ARTICULO 26.- (Reglamentación de los artículos 86 y 95) Para ser designado representante sectorial 

titular o suplente de los empleadores y de los trabajadores ante la Comisión Nacional de Trabajo Agrario 

(C.N.T.A.) y las Comisiones Asesoras Regionales (C.A.R.), se requerirá ser mayor de edad, pertenecer a 

la entidad sectorial y ser propuesto por ésta. 

ARTICULO 27.- (Reglamentación del artículo 88) El presupuesto que se le asigne al área de coordinación 

que cumpla las tareas de asistencia legal y técnico administrativa de la Comisión Nacional de Trabajo 

Agrario (C.N.T.A.), deberá destinarse al cumplimento de las atribuciones conferidas y a encarar las 

acciones a su cargo. 

ARTICULO 28.- (Reglamentación del artículo 89 inciso d)) La Comisión Nacional de Trabajo Agrario 

(C.N.T.A.) deberá dictar las resoluciones por las cuales establezca las modalidades especiales y las 

condiciones de trabajo generales de las distintas actividades temporarias y sus respectivas 

remuneraciones con una antelación no menor a TREINTA (30) días al comienzo de tales actividades. A 

ese efecto las Comisiones Asesoras Regionales (C.A.R.) formularán sus propuestas con suficiente 

anticipación y de conformidad a lo que establezca la Comisión Nacional de Trabajo Agrario (C.N.T.A.). 

 

SERVICIO DOMÉSTICO 



Ley 26.844 

Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas Particulares. 

Sancionada: Marzo 13 de 2013. 

Promulgada: Abril 03 de 2013. 

 

Título I 

Disposiciones Generales. 

ARTICULO 1° — Ambito de aplicación. La presente ley regirá en todo el territorio de la Nación las 

relaciones laborales que se entablen con los empleados y empleadas por el trabajo que presten en las 

casas particulares o en el ámbito de la vida familiar y que no importe para el empleador lucro o beneficio 

económico directo, cualquiera fuere la cantidad de horas diarias o de jornadas semanales en que sean 

ocupados para tales labores. 

Resultan de aplicación al presente régimen las modalidades de contratación reguladas en el Régimen de 

Contrato de Trabajo aprobado por la ley 20.744 (t. o. 1976) y sus modificatorias, en las condiciones allí 

previstas. 

Se establecen las siguientes modalidades de prestación: 

a) Trabajadoras/es que presten tareas sin retiro para un mismo empleador y residan en el domicilio donde 

cumplen las mismas; 

b) Trabajadoras/es que presten tareas con retiro para el mismo y único empleador; 

c) Trabajadoras/es que presten tareas con retiro para distintos empleadores. 

ARTICULO 2° — Aplicabilidad. Se considerará trabajo en casas particulares a toda prestación de 

servicios o ejecución de tareas de limpieza, de mantenimiento u otras actividades típicas del hogar. Se 

entenderá como tales también a la asistencia personal y acompañamiento prestados a los miembros de la 

familia o a quienes convivan en el mismo domicilio con el empleador, así como el cuidado no terapéutico 

de personas enfermas o con discapacidad. 

ARTICULO 3° — Exclusiones - Prohibiciones. No se considerará personal de casas particulares y en 

consecuencia quedarán excluidas del régimen especial: 

a) Las personas contratadas por personas jurídicas para la realización de las tareas a que se refiere la 

presente ley; 

b) Las personas emparentadas con el dueño de casa, tales como: padres, hijos, hermanos, nietos y/o las 

que las leyes o usos y costumbres consideren relacionadas en algún grado de parentesco o vínculo de 

convivencia no laboral con el empleador; 

c) Las personas que realicen tareas de cuidado y asistencia de personas enfermas o con discapacidad, 

cuando se trate de una prestación de carácter exclusivamente terapéutico o para la cual se exija contar 

con habilitaciones profesionales específicas; 

d) Las personas contratadas únicamente para conducir vehículos particulares de la familia y/o de la casa; 

e) Las personas que convivan en el alojamiento con el personal de casas particulares y que no presten 

servicios de igual naturaleza para el mismo empleador; 

f) Las personas que además de realizar tareas de índole domésticas deban prestar otros servicios ajenos 

a la casa particular u hogar familiar, con cualquier periodicidad, en actividades o empresas de su 

empleador; supuesto en el cual se presume la existencia de una única relación laboral ajena al régimen 

regulado por esta ley; 

g) Las personas empleadas por consorcios de propietarios conforme la ley 13.512, por clubes de campo, 

barrios privados u otros sistemas de condominio, para la realización de las tareas descriptas en el artículo 

2° de la presente ley, en las respectivas unidades funcionales. 



ARTICULO 4° — Principios de interpretación y aplicación de la ley. Cuando una cuestión no pueda 

resolverse por aplicación de las normas que regulan el presente régimen, se decidirá conforme a los 

principios de la justicia social, a los generales del derecho del trabajo, la equidad y la buena fe. 

ARTICULO 5° — Grupo familiar. Retribución. En caso de contratarse más de una persona de la misma 

familia para prestar servicios a las órdenes de un mismo empleador, la retribución deberá convenirse 

individualmente con cada uno de ellos. 

ARTICULO 6° — Contrato de trabajo. Libertad de formas. Presunción. En la celebración del contrato de 

trabajo para el personal de casas particulares regirá la libertad de formas cualesquiera sea su modalidad. 

El contrato se presumirá concertado por tiempo indeterminado. 

ARTICULO 7° — Período de prueba. El contrato regulado por esta ley se entenderá celebrado a prueba 

durante los primeros treinta (30) días de su vigencia respecto del personal sin retiro; y durante los 

primeros quince (15) días de trabajo en tanto no supere los tres (3) meses para el personal con retiro. 

Cualquiera de las partes podrá extinguir la relación durante ese lapso sin expresión de causa y sin 

generarse derecho a indemnización con motivo de la extinción. El empleador no podrá contratar a una 

misma empleada/o más de una (1) vez utilizando el período de prueba. 

ARTICULO 8° — Categorías profesionales. Las categorías profesionales y puestos de trabajo para el 

personal comprendido en el presente régimen serán fijadas inicialmente por la autoridad de aplicación 

hasta tanto sean establecidas por la Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares o mediante 

convenio colectivo de trabajo. 

Título II 

De la Prohibición del Trabajo Infantil y de la Protección del Trabajo Adolescente. 

ARTICULO 9° — Personas menores de dieciséis (16) años. Prohibición de su Empleo. Queda prohibida 

la contratación de personas menores de dieciséis (16) años. 

ARTICULO 10. — Trabajo de adolescentes. Certificado de aptitud física. Cuando se contratase a 

menores de dieciocho (18) años deberá exigirse de los mismos o de sus representantes legales un 

certificado médico que acredite su aptitud para el trabajo, como así también la acreditación de los 

reconocimientos médicos periódicos que prevean las reglamentaciones respectivas. 

ARTICULO 11. — Jornada de trabajo. La jornada de trabajo de los adolescentes entre dieciséis (16) y 

dieciocho (18) años, no podrá superar, bajo ninguna circunstancia, las seis (6) horas diarias de labor y 

treinta y seis (36) horas semanales. 

ARTICULO 12. — Terminalidad educativa. Queda prohibida la contratación de las personas menores de 

edad comprendidas en la edad escolar que no hayan completado su instrucción obligatoria, a excepción 

que el empleador se haga cargo de que la empleada/o finalice los mismos. 

ARTICULO 13. — Prohibición de empleo de trabajadores de dieciséis (16) y diecisiete (17) años. 

Modalidad sin retiro. En ningún caso se podrá contratar a adolescentes que tengan dieciséis (16) o 

diecisiete (17) años bajo la modalidad prevista por el artículo 1° inciso a) de la presente ley. 

Título III 

Deberes y Derechos de las Partes. 

ARTICULO 14. — Derechos y deberes comunes para el personal con y sin retiro. Los derechos y deberes 

comunes para las modalidades, con y sin retiro, serán: 

14.1.- Derechos del personal. El personal comprendido por el presente régimen tendrá los siguientes 

derechos: 

a) Jornada de trabajo que no podrá exceder de ocho (8) horas diarias o cuarenta y ocho (48) horas 

semanales. Podrá establecerse una distribución semanal desigual de las horas de trabajo, en tanto no 

importe una jornada ordinaria superior a las nueve (9) horas; 



b) Descanso semanal de treinta y cinco (35) horas corridas a partir del sábado a las trece (13) horas; 

c) Ropa y elementos de trabajo que deberán ser provistos por el empleador; 

d) Alimentación sana, suficiente y que asegure la perfecta nutrición del personal. Dicha alimentación 

comprenderá: desayuno, almuerzo, merienda y cena, las que en cada caso deberán brindarse en función 

de la modalidad de prestación contratada y la duración de la jornada; 

e) Obligación por parte del empleador de contratar a favor del personal un seguro por los riesgos del 

trabajo, según lo disponga la normativa específica en la materia y conforme lo establecido en el artículo 

74 de la presente ley; 

f) En el caso del personal con retiro que se desempeñe para un mismo empleador, entre el cese de una 

jornada y el comienzo de la otra deberá mediar una pausa no inferior a doce (12) horas. 

14.2.- Deberes del personal. El personal comprendido en el presente régimen tendrá los siguientes 

deberes: 

a) Cumplir las instrucciones de servicio que se le impartan; 

b) Cuidar las cosas confiadas a su vigilancia y diligencia; 

c) Observar prescindencia y reserva en los asuntos de la casa de los que tuviere conocimiento en el 

ejercicio de sus funciones; 

d) Preservar la inviolabilidad del secreto personal y familiar en materia política, moral, religiosa y en las 

demás cuestiones que hagan a la vida privada e intimidad de quienes habiten la casa en la que prestan 

servicios; 

e) Desempeñar sus funciones con diligencia y colaboración. 

ARTICULO 15. — Personal sin retiro. El personal que se desempeñe bajo la modalidad sin retiro gozará 

además de los siguientes derechos: 

a) Reposo diario nocturno de nueve (9) horas consecutivas como mínimo, que sólo podrá ser interrumpido 

por causas graves y/o urgentes que no admitan demora para su atención. 

En los casos de interrupción del reposo diario, las horas de trabajo serán remuneradas con los recargos 

previstos por el artículo 25, y darán derecho a la trabajadora/or a gozar del pertinente descanso 

compensatorio; 

b) Descanso diario de tres (3) horas continuas entre las tareas matutinas y vespertinas, lapso dentro del 

cual quedará comprendido el tiempo necesario para el almuerzo; 

c) Habitación amueblada e higiénica y con destino exclusivo para el personal conforme las condiciones 

que determine la autoridad de aplicación o la Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares. 

Por resolución de la Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares o por convenio colectivo podrán 

establecerse sistemas distintos de distribución de las pausas y descansos en la jornada de trabajo, en 

tanto se respete el máximo de trabajo semanal y el mínimo de reposo diario nocturno. 

Título IV 

Documentación de la Empleada/o. 

ARTICULO 16. — Libreta de trabajo. Todas las empleadas/os comprendidas en el régimen de esta ley 

deberán contar con un documento registral con las características y requisitos que disponga la autoridad 

de aplicación, mediante la utilización de tarjetas de identificación personal u otros sistemas que faciliten la 

fiscalización y permitan un acceso pleno a los derechos consagrados en esta ley. 

ARTICULO 17. — Sistema de Registro Simplificado. Encomiéndase al Poder Ejecutivo, a través del 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y a la Administración Federal de Ingresos Públicos 

(AFIP) organismo autárquico en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, la elaboración 

y organización de un sistema de registro simplificado de las relaciones de trabajo de casas particulares. 

Título V 



Remuneración. 

ARTICULO 18. — Salario mínimo. El salario mínimo por tipo, modalidad y categoría profesional será 

fijado periódicamente por la Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares (CNTCP), cuya cuantía 

deberá establecerse para todo el territorio nacional, sin perjuicio de los mejores derechos que se 

establezcan mediante Convenio Colectivo de Trabajo. 

Hasta tanto se constituya la Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares (CNTCP) el salario 

mínimo será fijado por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación. 

ARTICULO 19. — Lugar, plazo y oportunidad de pago de las remuneraciones. El pago de las 

remuneraciones deberá realizarse en días hábiles, en el lugar de trabajo y durante las horas de prestación 

de servicios: 

a) Al personal mensualizado, dentro del cuarto día hábil del vencimiento de cada mes calendario; 

b) Al personal remunerado a jornal o por hora, al finalizar cada jornada o cada semana según fuera 

convenido. 

ARTICULO 20. — Recibos. Formalidad. El recibo será confeccionado en doble ejemplar, debiendo el 

empleador hacerle entrega de uno de ellos con su firma a la empleada/o. 

ARTICULO 21. — Recibos. Contenido. El recibo de pago deberá contener como mínimo las siguientes 

enunciaciones: 

a) Nombres y apellido del empleador, su domicilio y su identificación tributaria; 

b) Nombres y apellido del personal dependiente y su calificación profesional; 

c) Todo tipo de remuneración que perciba, con indicación sustancial del modo para su determinación. 

d) Total bruto de la remuneración básica y de los demás componentes remuneratorios. En los trabajos 

remunerados a jornal o por hora, el número de jornadas u horas trabajadas y el lapso al que 

corresponden, con expresión también del monto global abonado; 

e) Detalle e importe de las retenciones que legal o convencionalmente correspondan; 

f) Importe neto percibido, expresado en números y letras; 

g) Constancia de la recepción de un ejemplar del recibo por el personal dependiente; 

h) Fecha de ingreso, tarea cumplida o categoría en que efectivamente se desempeñó durante el período 

de pago; 

i) Lugar y fecha del pago real y efectivo de la remuneración a la empleada/o. 

El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social y la Administración Federal de Ingresos Públicos 

(AFIP) confeccionarán un modelo de recibo tipo de pago obligatorio. 

El pago deberá efectuarse en dinero en efectivo. De no ser posible por alguna disposición legal contraria, 

el pago se deberá realizar mediante cheque a la orden de la empleada/o y/o por depósito bancario sin 

costo alguno para el personal. 

Podrá realizarse el pago a un familiar de la empleada/o imposibilitada de concurrir o a otra persona 

acreditada por una autorización suscripta por la trabajadora/or, pudiendo el empleador exigir la 

certificación de la firma. La certificación en cuestión podrá ser efectuada por autoridad administrativa o 

judicial del trabajo o policial del lugar. 

ARTICULO 22. — Recibo. Prohibición de renuncias. El recibo no deberá contener renuncias de ninguna 

especie, ni podrá ser utilizado para instrumentar la extinción de la relación laboral o la alteración de la 

calificación profesional en perjuicio de la empleada/o. Toda mención que contravenga esta disposición 

será nula. 

ARTICULO 23. — Recibo. Validez. Todo pago en concepto de salario u otra forma de remuneración 

deberá instrumentarse mediante recibo firmado por el dependiente. Dichos recibos deberán ajustarse en 

su forma y contenido a las disposiciones de esta ley. En los casos en que no supiere o no pudiere firmar, 



bastará la individualización mediante la impresión digital, pero la validez del acto dependerá de los 

restantes elementos de prueba que acrediten la efectiva realización del pago. 

ARTICULO 24. — Firma en blanco. Prohibición. La firma no puede ser otorgada en blanco por la 

empleada/o, pudiéndose desconocer y oponer al contenido del acto demostrando que las declaraciones 

insertas en el documento no son reales. 

ARTICULO 25. — Horas extras. El empleador deberá abonar al personal que prestare servicios en horas 

suplementarias un recargo del cincuenta por ciento (50%) calculado sobre el salario habitual si se tratare 

de días comunes y del ciento por ciento (100%) en días sábados después de las trece horas, en días 

domingo y feriados. 

Título VI 

Sueldo Anual Complementario. 

ARTICULO 26. — Concepto. El sueldo anual complementario consiste en el cincuenta por ciento (50%) 

de la mayor remuneración mensual devengada, por todo concepto, dentro de los semestres que culminan 

en los meses de junio y diciembre de cada año. 

ARTICULO 27. — Epocas de pago. El sueldo anual complementario será abonado en dos (2) cuotas; la 

primera de ellas la última jornada laboral del mes de junio y la segunda la última jornada laboral del mes 

de diciembre de cada año. 

ARTICULO 28. — Extinción del contrato. Pago proporcional. Cuando se opere la extinción del contrato de 

trabajo por cualquier causa, la empleada/o o sus derecho-habientes, tendrán derecho a percibir la parte 

proporcional del sueldo anual complementario devengada en el respectivo semestre. 

Título VII 

Licencias. 

Capítulo I 

De las vacaciones. 

ARTICULO 29. — Licencia ordinaria. La trabajadora/or gozará de un período de licencia anual ordinaria 

de vacaciones pagas, conforme la retribución normal y habitual de: 

a) Catorce (14) días corridos cuando la antigüedad en el servicio fuera mayor de seis (6) meses y no 

exceda de cinco (5) años; 

b) Veintiún (21) días corridos cuando la antigüedad en el servicio fuera superior a cinco (5) años y no 

exceda de diez (10) años; 

c) Veintiocho (28) días corridos cuando la antigüedad en el servicio fuera superior a diez (10) años y no 

exceda de veinte (20) años; 

d) Treinta y cinco (35) días corridos cuando la antigüedad en el servicio fuera superior a veinte (20) años. 

Para determinar la extensión de la licencia anual atendiendo a la antigüedad en el empleo, se computará 

como tal aquella que tuviese la trabajadora/or al 31 de diciembre del año al que correspondan las mismas. 

ARTICULO 30. — Requisitos para su goce. Comienzo de la licencia. Para tener derecho cada año al 

período de licencia establecido precedentemente, la trabajadora/or deberá haber prestado servicios 

durante seis (6) meses del año calendario o aniversario respectivo con la regularidad propia del tiempo 

diario y semanal de trabajo correspondiente a la modalidad de prestación contratada. En su defecto, 

gozará de un período de descanso anual, en proporción de un día de descanso por cada veinte (20) días 

de trabajo efectivo, que serán gozados en días corridos. 

La licencia anual se otorgará a partir de un día lunes o del primer día semanal de trabajo habitual, o el 

subsiguiente hábil si aquéllos fueran feriados. 

ARTICULO 31. — Epoca de otorgamiento. El empleador tendrá derecho a fijar las fechas de vacaciones 

debiendo dar aviso a la empleada/o con veinte (20) días de anticipación. Las vacaciones se otorgarán 



entre el 1° de noviembre y el 30 de marzo de cada año, pudiendo fraccionarse a pedido de la empleada/o 

para su goce en otras épocas del año, en tanto se garantice un período continuo de licencia no inferior a 

dos tercios (2/3) de la que le corresponda conforme su antigüedad. 

ARTICULO 32. — Retribución. Las retribuciones correspondientes al período de vacaciones deberán ser 

satisfechas antes del comienzo de las mismas. 

Para el personal sin retiro y durante el período de vacaciones, las prestaciones de habitación y 

manutención a cargo del empleador deberán ser sustituidas por el pago de su equivalente en dinero, 

antes del comienzo de las mismas, cuyo monto será fijado por la Comisión Nacional de Trabajo en Casas 

Particulares (CNTCP) y/o por convenio colectivo de trabajo, y en ningún caso podrá ser inferior al treinta 

por ciento (30%) del salario diario percibido por la empleada/o por cada día de licencia, en los siguientes 

casos: 

I) Cuando la empleada/o, decida hacer uso de la licencia anual ausentándose del domicilio de trabajo. 

II) Cuando el empleador decida que durante la licencia anual ordinaria, la empleada/o no permanezca en 

el domicilio de trabajo. 

ARTICULO 33. — Omisión del otorgamiento. Si vencido el plazo para efectuar la comunicación a la 

empleada/o de la fecha de comienzo de sus vacaciones, el empleador no la hubiere practicado, el 

personal podrá hacer uso de ese derecho previa notificación fehaciente de ello y de modo tal que la 

licencia concluya antes del 31 de mayo. 

Capítulo II 

De los accidentes y enfermedades inculpables. 

ARTICULO 34. — Plazo. Cada enfermedad o accidente inculpable que impida la prestación del servicio 

no afectará el derecho de la trabajadora/or a percibir su remuneración durante un período de hasta tres 

(3) meses al año, si la antigüedad en el servicio fuera menor de cinco (5) años y de seis (6) meses si 

fuera mayor. 

ARTICULO 35. — Enfermedad infectocontagiosa. En caso de enfermedad infectocontagiosa de la 

empleada/o, del empleador o de algún integrante del grupo conviviente de cualquiera de las partes, que 

conforme acreditación médica, amerite el apartamiento temporario de la empleada/o o de su grupo 

conviviente a fin de evitar riesgos a la salud de los mismos o del empleador o de los integrantes de su 

grupo familiar, se deberán adoptar las medidas necesarias para conjurar dichos riesgos, las que estarán a 

cargo del empleador. Lo aquí estipulado no será de aplicación cuando el cuidado del enfermo sea el 

objeto de la contratación de la empleada/o. 

ARTICULO 36. — Aviso al empleador. La empleada/o, salvo casos de fuerza mayor, deberá dar aviso de 

la enfermedad o accidente inculpable y del lugar en que se encuentra, en el transcurso de la primera 

jornada de trabajo respecto de la cual estuviere imposibilitada de concurrir a prestar servicios por alguna 

de esas causas o en la primera oportunidad que le fuere posible hacerlo. 

ARTICULO 37. — Remuneración. La remuneración que en estos casos corresponda abonar a la 

empleada/o, se liquidará conforme a la que perciba en el momento de interrupción de los servicios, más 

los aumentos que durante el período de interrupción fueren acordados o dispuestos a los de su misma 

categoría, por aplicación de una norma legal, convencional, decisión del empleador o resolución de la 

Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares (CNTCP). 

En todos los casos quedará garantizado a la trabajadora/or el derecho a percibir su remuneración como si 

no hubiera mediado el impedimento, por los plazos previstos en el artículo 34 de esta ley. 

Capítulo III 

De las licencias especiales. 

ARTICULO 38. — Clases. El personal comprendido en el presente régimen gozará de las siguientes 



licencias especiales pagas: 

a) Por nacimiento de hijo en el caso del trabajador varón, dos (2) días corridos; 

b) Por maternidad conforme lo dispuesto en el artículo 39 de esta ley; 

c) Por matrimonio, diez (10) días corridos; 

d) Por fallecimiento del cónyuge o conviviente, de hijos o de padres, tres (3) días corridos; 

a) Por fallecimiento de hermano, un (1) día; 

f) Para rendir examen en la enseñanza primaria, media, terciaria o universitaria, dos (2) días corridos por 

examen, con un máximo de diez (10) días por año calendario. Tendrán derecho al goce de la licencia 

completa prevista en este inciso, quienes, como mínimo, presten servicios en forma normal y regular por 

espacio de dieciséis (16) o más horas semanales. En los demás casos, la licencia será proporcional al 

tiempo de trabajo semanal de la empleada/o. 

En las licencias referidas en los incisos a), d) y e) del presente artículo deberá necesariamente 

computarse un día hábil, cuando las mismas coincidieran con días domingo, feriados o no laborables. 

Título VIII 

Protección de la Maternidad y del Matrimonio. Estabilidad. 

Licencia. 

ARTICULO 39. — Prohibición de trabajar. Conservación del empleo. Queda prohibido el trabajo del 

personal femenino durante los cuarenta y cinco (45) días corridos anteriores al parto y hasta cuarenta y 

cinco (45) días corridos después del mismo. Sin embargo la empleada podrá optar para que se le reduzca 

la licencia anterior al parto, que en tal caso no podrá ser inferior a treinta (30) días corridos; el resto del 

período total de licencia se acumulará al período de descanso posterior al parto. En caso de nacimiento 

pretérmino se acumulará al descanso posterior todo lapso de licencia que no hubiere gozado antes del 

parto, de modo de completar los noventa (90) días corridos. 

La empleada deberá comunicar fehacientemente su embarazo al empleador, con presentación de 

certificado médico en el que conste la fecha presunta del parto o requerir su comprobación un médico del 

empleador. La trabajadora conservará su empleo durante los períodos indicados y gozará de las 

asignaciones que le confieran los sistemas de la seguridad social que le garantizarán la percepción de 

una suma igual a la retribución que corresponda al período de licencia legal, todo de conformidad con las 

condiciones, exigencias y demás requisitos que prevean las reglamentaciones respectivas. 

Garantízase a toda mujer durante la gestación el derecho a la estabilidad en el empleo. El mismo tendrá 

carácter de derecho adquirido a partir del momento en que la trabajadora practique la comunicación a que 

se refiere este artículo. En caso de permanecer ausente de su trabajo durante un tiempo mayor a 

consecuencia de una enfermedad que, según certificación médica se encuentre vinculada al embarazo o 

parto y la incapacite transitoriamente para reanudarlo vencidos aquellos plazos, la mujer gozará de las 

licencias previstas en el artículo 34 de esta ley. 

ARTICULO 40. — Despido por causa de embarazo. Presunción. Se presume, salvo prueba en contrario, 

que el despido de la mujer trabajadora obedece a razones de maternidad o embarazo, cuando fuese 

dispuesto dentro del plazo de siete (7) meses y medio (1/2) anteriores o posteriores a la fecha del parto, 

siempre y cuando la mujer haya cumplido con su obligación de notificar en forma el hecho del embarazo 

así como, en su caso, el del nacimiento. En tales condiciones, dará lugar al pago de una indemnización 

igual a la prevista en el artículo siguiente. Igual presunción regirá e idéntico derecho asistirá a la 

empleada en los casos de interrupción del embarazo o de nacimiento sin vida. 

ARTICULO 41. — Indemnización especial. Maternidad. Matrimonio. Cuando el despido obedeciera a 

razones de maternidad o embarazo, el empleador abonará una indemnización equivalente a un (1) año de 

remuneraciones que se acumulará a la establecida para el caso de despido sin justa causa. 



Igual indemnización percibirá la empleada/o cuando fuera despedida por causa de matrimonio. 

Se considerará que el despido responde a la causa de matrimonio cuando fuese dispuesto por el 

empleador sin invocación de causa o no fuese probada la que se invocare, y el despido se produjere 

dentro de los tres (3) meses anteriores o seis (6) meses posteriores al matrimonio, siempre que haya 

mediado notificación fehaciente del mismo a su empleador, no siendo válida a esos efectos la notificación 

efectuada con anterioridad o posterioridad a los plazos señalados. 

Título IX 

Preaviso. 

ARTICULO 42. — Deber de preavisar. Plazos. El contrato de trabajo regulado por esta ley no podrá ser 

disuelto por voluntad de una de las partes sin aviso previo, o en su defecto, el pago de una indemnización 

cuando el contrato se disuelva por voluntad del empleador, además de la que corresponda a la 

empleada/o por su antigüedad en el empleo. El preaviso deberá darse con la anticipación siguiente: 

a) Por la empleada/o de diez (10) días; 

b) Por el empleador, de diez (10) días cuando la antigüedad en el servicio fuere inferior a un (1) año y de 

treinta (30) días cuando fuere superior. 

ARTICULO 43. — Indemnización sustitutiva. Monto. Cuando el empleador omita el preaviso o lo otorgue 

de manera insuficiente deberá abonar una indemnización equivalente a la remuneración que hubiere 

debido abonar durante los plazos que se citan en el artículo anterior, en función de la antigüedad del 

personal despedido. 

ARTICULO 44. — Plazo. Integración del mes de despido. Los plazos a que se refiere el artículo 42 

correrán a partir del primer día del mes siguiente al de la notificación del preaviso. En caso de que el 

empleador dispusiese el despido sin preaviso y en fecha que no fuere la del último día del mes, la 

indemnización sustitutiva del preaviso se integrará además con una suma equivalente a los salarios que 

hubiere debido abonar hasta la finalización del mes en que se produjo el despido. 

ARTICULO 45. — Licencia. Durante el plazo de preaviso el personal sin retiro gozará de diez (10) horas 

semanales remuneradas para buscar nueva ocupación, que se otorgarán del modo que mejor se 

compadezca con lo esencial de las tareas. 

Título X 

Extinción del Contrato de Trabajo. 

ARTICULO 46. — Extinción. Supuestos. El contrato de trabajo se extinguirá: 

a) Por mutuo acuerdo de las partes, debiendo formalizarse el acto sólo y exclusivamente ante la autoridad 

judicial o administrativa competente. Se considerará igualmente que la relación laboral ha quedado 

extinguida por voluntad concurrente de las partes, si ello resultase del comportamiento concluyente y 

recíproco de las mismas que indique inequívocamente el abandono de la relación; 

b) Por renuncia del dependiente, la que deberá formalizarse mediante telegrama o carta documento 

cursado personalmente por el personal renunciante a su empleador o por manifestación personal hecha 

ante la autoridad administrativa o judicial del trabajo. Los despachos telegráficos y misivas de renuncia 

serán expedidos por las oficinas de correo en forma gratuita, requiriéndose la presencia personal del 

remitente y la justificación de su identidad; 

c) Por muerte de la empleada/o. En caso de muerte de la trabajadora/or, sus causahabientes en el orden 

y prelación establecidos por el ordenamiento previsional vigente tendrán derecho a percibir una 

indemnización equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la establecida en el artículo 48. Esta 

indemnización es independiente de la que se le reconozca a los causahabientes en función de otros 

regímenes normativos en razón del fallecimiento de la empleada/o; 

d) Por jubilación de la empleada/o. En tal caso se aplicará lo dispuesto en los artículos 252 y 253 del 



Régimen de Contrato de Trabajo, aprobado por la ley 20.744 (t. o. 1976) y sus modificatorias; 

e) Por muerte del empleador. El personal tendrá derecho a percibir el cincuenta por ciento (50%) de la 

indemnización prevista en el artículo 48.  

Cuando la prestación de servicios continúe en beneficio de los familiares, convivientes o parientes del 

causante por un lapso mayor a treinta (30) días corridos desde el fallecimiento de éste, se entenderá que 

la relación laboral constituye continuación de la precedente, computándose a todos los efectos legales y 

convencionales la antigüedad adquirida en la relación preexistente y las restantes condiciones de trabajo; 

f) Por muerte de la persona cuya asistencia personal o acompañamiento hubiera motivado la contratación, 

en cuyo caso, será de aplicación lo dispuesto en el inciso e) del presente artículo; 

g) Por despido dispuesto por el empleador sin expresión de causa o sin justificación; 

h) Por denuncia del contrato de trabajo con justa causa efectuada por la dependiente o por el empleador, 

en los casos de inobservancia de las obligaciones resultantes del mismo que configuren injuria grave que 

no consienta la prosecución de la relación; 

i) Por abandono de trabajo. El abandono del trabajo como acto de incumplimiento de la empleada/o sólo 

se configurará previa constitución en mora mediante intimación hecha en forma fehaciente a que se 

reintegre al trabajo, por el plazo que impongan las modalidades que resulten en cada caso y que nunca 

podrá entenderse inferior a dos (2) días hábiles; 

j) Incapacitación permanente y definitiva. Cuando la extinción del contrato de trabajo obedece a la 

incapacidad física o mental para cumplir con sus obligaciones, y fuese sobreviniente a la iniciación de la 

prestación de los servicios, la situación estará regida por lo dispuesto por el artículo 212 del Régimen de 

Contrato de Trabajo, aprobado por la ley 20.744 (t. o. 1976) y sus modificatorias. 

ARTICULO 47. — Obligación de desocupar el inmueble. Plazo. En caso de extinción del contrato de 

trabajo el personal sin retiro deberá, en un plazo máximo de cinco (5) días, desocupar y entregar en 

perfectas condiciones de higiene la habitación que le fuera otorgada, con los muebles y demás elementos 

que se le hubieran facilitado. La misma obligación tendrán las personas que convivieran con dicho 

personal y que no mantuvieran una relación laboral con el empleador. 

Título XI 

Indemnización por antigüedad. 

ARTICULO 48. — Indemnización por antigüedad o despido. En los casos de despido dispuesto por el 

empleador sin causa, habiendo o no mediado preaviso, éste deberá abonar a la empleada/o una 

indemnización equivalente a un (1) mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres (3) 

meses, tomando como base la mejor remuneración, mensual, normal y habitual devengada durante el 

último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor. 

En ningún caso la indemnización podrá ser menor a un (1) mes de sueldo calculado sobre la base de lo 

expresado en el párrafo anterior. 

ARTICULO 49. — Despido indirecto. En los casos en que la empleada/o denunciare el contrato de trabajo 

con justa causa tendrá derecho a las indemnizaciones previstas en los artículos 43, 44 y 48 de esta ley. 

ARTICULO 50. — Agravamiento por ausencia y/o deficiencia en la registración. La indemnización prevista 

por el artículo 48 de esta ley, o las que en el futuro las reemplacen, se duplicará cuando se trate de una 

relación laboral que al momento del despido no estuviera registrada o lo esté de modo deficiente. 

Título XII 

Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares. 

Régimen Procesal. 

ARTICULO 51. — Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares. Sustitución. Sustitúyase en 

cuanto a sus normas, denominación, competencia y funciones al “Consejo de Trabajo Doméstico” creado 



por el Decreto N° 7979 de fecha 30 de abril de 1956, por el “Tribunal de Trabajo para el Personal de 

Casas Particulares”, dependiente del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, que 

será el organismo competente para entender en los conflictos que se deriven de las relaciones de trabajo 

regladas por la presente ley que se hayan desenvuelto en el ámbito de la Capital Federal. 

ARTICULO 52. — Composición. El Tribunal estará a cargo de un Presidente y personal especializado, 

cuyo número y funciones será determinado por la autoridad de aplicación de esta ley. 

ARTICULO 53. — Instancia conciliatoria previa. Con carácter obligatorio y previo a la interposición de la 

demanda, se llevará a cabo una audiencia ante un conciliador designado para ello, proveniente del 

servicio que al efecto establecerá la autoridad de aplicación, quien tendrá un plazo de diez (10) días 

hábiles, contados desde la celebración de la audiencia, para cumplir su cometido. 

Vencido el plazo sin que se hubiera arribado a la solución del conflicto se labrará el acta respectiva, 

quedando expedita la vía ante el Tribunal. 

En caso de arribar las partes a un acuerdo conciliatorio, el mismo se someterá a homologación del 

Tribunal, que procederá a otorgarla cuando entienda que el mismo implica una justa composición del 

derecho y de los intereses de las partes conforme a lo previsto en el artículo 15 del Régimen de Contrato 

de Trabajo aprobado por la ley 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias. 

En caso de incumplimiento del acuerdo conciliatorio homologado, el juez interviniente en su ejecución, 

evaluando la conducta del empleador, le impondrá una multa a favor de la trabajadora/or de hasta el 

treinta por ciento (30%) del monto conciliado, más allá de los intereses que pudieran corresponder por 

efecto de la mora. 

ARTICULO 54. — Procedimiento. Los conflictos ante el Tribunal se sustanciarán en forma verbal y 

actuada, sin formas sacramentales inexcusables que impidan su desarrollo, debiendo las partes 

necesariamente contar con patrocinio letrado. El funcionario interviniente explicará a las partes en 

lenguaje sencillo y claro las normas que rigen el procedimiento, el que se tramitará de la siguiente forma: 

a) El empleador podrá hacerse representar, salvo para la prueba confesional, por cualquier persona 

mayor de edad y mediante simple acta poder otorgada ante el Tribunal de Trabajo para el Personal de 

Casas Particulares. La trabajadora/or podrá designar letrados apoderados mediante simple acta poder 

otorgada ante el Tribunal, para que ejerzan su representación tanto en la instancia jurisdiccional 

administrativa como en la judicial; 

b) Deducida la demanda, se citará en forma inmediata a las partes a una audiencia a fin de arribar a una 

solución conciliatoria. En caso de no ser posible el avenimiento, en dicho acto el demandado deberá 

contestar la demanda interpuesta y ofrecer la prueba de que intente valerse, oportunidad en la que 

también la trabajadora/or accionante podrá ofrecer o ampliar la prueba ya ofrecida; 

c) En todo momento deberá instarse a la conciliación entre las partes, tanto antes como después de la 

recepción de las pruebas ofrecidas. Serán admitidas todas las medidas de prueba establecidas en la ley 

18.345, salvo las que por su naturaleza desvirtúen el sumario del procedimiento o no sean compatibles 

con las características peculiares de esta relación de empleo; 

d) El Presidente del Tribunal podrá en cualquier estado del proceso decretar las medidas de prueba que 

estime conveniente, reiterar gestiones conciliatorias y subsanar cualquier falencia procesal que advierta, 

sin perjuicio de lo que oportunamente pueda resolver el juez que intervenga con motivo del recurso de 

apelación que se interponga contra la resolución definitiva. 

ARTICULO 55. — Resolución. Recibida la prueba y concluido el período probatorio, el Presidente del 

Tribunal dictará resolución definitiva que ponga fin a la instancia, pudiendo imponer o eximir de costas al 

empleador vencido, todo lo cual deberá notificarse personalmente o por cédula a las partes. 

ARTICULO 56. — Apelación. Las resoluciones definitivas a que se refiere el artículo anterior serán 



apelables dentro del plazo de seis (6) días mediante recurso fundado, que deberá ser presentado ante el 

mismo Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares, quedando a su cargo remitir las 

actuaciones dentro de los tres (3) días subsiguientes a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de 

la Capital Federal, para que disponga su radicación ante el Juez Nacional de Primera Instancia del 

Trabajo que corresponda según el respectivo sistema de sorteo y asignación de causas. 

Los recursos de apelación que no se presenten fundados serán declarados desiertos sin más trámite. 

ARTICULO 57. — Sustanciación y resolución del recurso. Recibidas las actuaciones, el Juez Nacional de 

Primera Instancia del Trabajo que resultare sorteado correrá traslado de los agravios a la contraparte por 

el plazo de tres (3) días, debiendo asimismo convocar a las partes a una audiencia de conciliación. En 

caso de no lograrse una solución conciliatoria, previa intervención del Ministerio Público, dictará sentencia 

en un plazo no mayor de veinte (20) días, salvo que dispusiera de oficio medidas para mejor proveer, en 

cuyo caso el plazo antedicho se suspenderá hasta que se sustancien las pruebas ordenadas. 

ARTICULO 58. — Determinación y ejecución de deudas con la Seguridad Social. Si por resolución o 

sentencia firme se determinara que la relación laboral al momento del despido no estaba registrada o lo 

hubiese estado de modo deficiente, o si de cualquier otro modo se apreciare que el empleador hubiera 

omitido ingresar en los organismos pertinentes los aportes o las contribuciones correspondientes a los 

distintos sistemas de la seguridad social, el Presidente del Tribunal o el Secretario del Juzgado 

interviniente deberán remitir los autos a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) a efectos 

de la determinación y ejecución de la deuda que por aquellos conceptos se hubiera generado. Para hacer 

efectiva esa remisión deberá emitir los testimonios y certificaciones necesarios que permitan la 

continuación del procedimiento de ejecución hasta la efectiva satisfacción de los créditos deferidos en 

condena. 

El Presidente del Tribunal o el Secretario que omitiere actuar del modo establecido en esta norma 

quedará incurso en grave incumplimiento de sus deberes como funcionario y será, en consecuencia, 

pasible de las sanciones y penalidades previstas para tales casos. 

ARTICULO 59. — Trámite de ejecución. Organo competente. Las resoluciones definitivas, las sentencias 

condenatorias y los acuerdos conciliatorios serán ejecutables por intermedio del Juzgado Nacional de 

Primera Instancia del Trabajo que hubiere prevenido o, en su caso, que resultase sorteado por la Cámara 

Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Capital Federal al formularse el pedido de ejecución ante el 

Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares, que deberá remitir las actuaciones dentro del 

plazo de tres (3) días de presentado el requerimiento ejecutorio por el interesado. 

ARTICULO 60. — Aplicación supletoria. La ley 18.345 y sus modificatorias serán de aplicación supletoria, 

en todo cuanto concuerden con la lógica y espíritu de la presente ley. 

ARTICULO 61. — Gratuidad. En las actuaciones administrativas el trámite estará exento de toda tasa y 

será gratuito para la empleada/o. 

Título XIII 

Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares. 

ARTICULO 62. — Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares. Integración. La Comisión 

Nacional de Trabajo en Casas Particulares (CNTCP) será el órgano normativo propio de este régimen 

legal, la cual estará integrada por representantes titulares y suplentes del Ministerio de Trabajo, Empleo y 

Seguridad Social; del Ministerio de Desarrollo Social; del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas; de 

los empleadores y de las trabajadoras/es; cuyo número será fijado por la autoridad de aplicación. 

La Presidencia de la Comisión se encontrará a cargo de uno (1) de los representantes del Ministerio de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social. En caso de empate en las respectivas votaciones, el presidente 

tendrá doble voto. 



ARTICULO 63. — Sede. Asistencia. El organismo actuará y funcionará en sede del Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social, pudiendo constituirse en cualquier lugar del país cuando las circunstancias o 

las funciones específicas así lo requieran. 

ARTICULO 64. — Designaciones. Los integrantes de la Comisión Nacional de Trabajo en Casas 

Particulares (CNTCP) serán designados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 

Los representantes de los empleadores y trabajadores serán designados a propuesta de las entidades 

más representativas de cada uno de ellos. 

Los representantes de los organismos estatales serán designados a propuesta de la máxima autoridad de 

cada ministerio. 

ARTICULO 65. — Duración en las funciones. Los integrantes de la Comisión Nacional de Trabajo en 

Casas Particulares (CNTCP) durarán dos (2) años en sus funciones, pudiendo ser renovados sus 

mandatos a propuesta de cada sector. 

ARTICULO 66. — Asistencia legal y técnico administrativa. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 

Social tendrá a su cargo la asistencia legal y técnico administrativa necesaria para el funcionamiento de la 

Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares (CNTCP) para lo cual lo dotará de un presupuesto 

anual propio e incluirá dentro de la estructura orgánica estable del Ministerio las funciones de 

coordinación y asistencia que le corresponden. 

ARTICULO 67. — Atribuciones y deberes. Serán atribuciones y deberes de la Comisión Nacional de 

Trabajo en Casas Particulares (CNTCP): 

a) Dictar su reglamento interno y organizar su funcionamiento; 

b) Constituir comisiones asesoras regionales, dictar su reglamento interno, organizar su funcionamiento 

determinando sus respectivas jurisdicciones conforme las características sociales, culturales y 

económicas de cada zona, fijando sus atribuciones en materia de determinación de salarios, categorías 

profesionales, condiciones de trabajo y demás prestaciones a cargo del empleador; 

c) Fijar las remuneraciones mínimas y establecer las categorías de las/los trabajadoras/es que se 

desempeñen en cada tipo de tarea, determinando sus características, modalidades especiales, 

condiciones generales de trabajo; y para la modalidad sin retiro la distribución de las pausas y descansos; 

d) Dictar normas sobre las condiciones mínimas a las que deberán ajustarse las prestaciones de 

alimentación y vivienda a cargo del empleador, en caso de corresponder, teniendo en consideración las 

pautas de la presente ley y las características de cada región; 

e) Promover el cumplimiento de las normas de higiene y seguridad en el trabajo del personal del presente 

régimen; 

f) Interpretar y aclarar las resoluciones que se dicten en cumplimiento de esta ley, cuando fuese 

menester; 

g) Asesorar a los organismos nacionales, provinciales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

municipales o autárquicos que lo solicitaren; 

h) Solicitar de las reparticiones nacionales, provinciales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

municipales o entes autárquicos, los estudios técnicos, económicos y sociales vinculados al objeto de la 

presente ley y sus reglamentaciones; 

i) Celebrar acuerdos de cooperación con entidades públicas y privadas, tanto nacionales como 

internacionales; 

j) Realizar acciones de capacitación, en particular, en beneficio de las representaciones de 

trabajadoras/es y empleadores que actúen en el ámbito de la Comisión Nacional de Trabajo en Casas 

Particulares (CNTCP) y para la difusión de la normativa contemplada en la presente ley. 

Título XIV 



Disposiciones Finales y Complementarias. 

ARTICULO 68. — Alcance. La presente ley es de aplicación obligatoria y regirá para todo el territorio 

nacional, a excepción de lo establecido en el Título XII, salvo para aquellas provincias que decidan adherir 

al régimen procesal reglado por esta ley y a través de los órganos jurisdiccionales administrativos y 

judiciales propios de sus respectivas jurisdicciones. 

Sus disposiciones son de orden público y en ningún caso se podrán pactar condiciones menos favorables 

que las establecidas en el presente régimen, las cuales podrán ser mejoradas por la Comisión Nacional 

de Trabajo en Casas Particulares (CNTCP) o en el marco de la negociación colectiva y el contrato 

individual. 

ARTICULO 69. — Prescripción. Plazo. Prescriben a los dos (2) años las acciones relativas a créditos 

provenientes de las relaciones individuales del trabajo contempladas en el presente régimen. Esta norma 

tiene carácter de orden público y no puede ser modificada por convenciones individuales o colectivas o 

disposiciones administrativas de ningún tipo. 

Los reclamos promovidos ante la autoridad administrativa del trabajo tendrán carácter interruptivo del 

curso de la prescripción, durante todo el plazo que insuma la tramitación en esa instancia, con excepción 

de los que se efectúen en el marco del proceso conciliatorio previsto en el artículo 53 de esta ley que 

suspenderá el curso de la misma por el tiempo máximo otorgado al conciliador actuante para lograr su 

cometido. 

ARTICULO 70. — Actualización. Tasa aplicable. Los créditos demandados provenientes de las relaciones 

laborales reguladas por la presente ley, en caso de prosperar las acciones intentadas, deberán mantener 

su valor conforme lo establezca el Tribunal competente, desde que cada suma es debida y hasta la fecha 

de su efectiva y total cancelación. 

ARTICULO 71. — Autoridad de aplicación. Competencia. El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 

Social de la Nación será la autoridad de aplicación de la presente ley. 

ARTICULO 72. — Sustituciones. Exclusión. Aplicación. 

a) Sustitúyese el texto del inciso b) del artículo 2° del Régimen de Contrato de Trabajo, aprobado por la 

ley 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias que quedará redactado de la siguiente manera: 

b) Al personal de casas particulares, sin perjuicio que las disposiciones de la presente ley serán de 

aplicación en todo lo que resulte compatible y no se oponga a la naturaleza y modalidades propias del 

régimen específico o cuando así se lo disponga expresamente. 

c) Sustitúyese el texto del artículo 2° de la ley 24.714 y sus modificatorias que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

Artículo 2° — Las empleadas/os del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas 

Particulares se encuentran incluidas en el inciso c) del artículo 1°, siendo beneficiarias de la Asignación 

por Embarazo para Protección Social y de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social, 

quedando excluidas de los incisos a) y b) del citado artículo con excepción del derecho a la percepción de 

la Asignación por Maternidad establecida por el inciso e) del artículo 6° de la presente ley. 

Facúltase al Poder Ejecutivo nacional para que dicte las normas pertinentes a efectos de adecuar y 

extender a las empleadas/os de dicho régimen especial estatutario las demás asignaciones familiares 

previstas en la presente ley. 

Facúltase a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) para establecer las alícuotas 

correspondientes para el financiamiento de la asignación familiar por maternidad correspondiente a las 

empleadas del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas Particulares. 

e) Modifíquese el último párrafo del artículo 3° de la ley 24.714, el que quedará redactado de la siguiente 

manera: 



Quedan excluidos del beneficio previsto en el artículo 1° inciso c) de la presente los trabajadores que se 

desempeñen en la economía informal, que perciban una remuneración superior al salario mínimo, vital y 

móvil. 

d) No serán aplicables al presente régimen las disposiciones de las leyes 24.013 y sus modificatorias, 

25.323 y 25.345; 

e) Las empleadas o empleados del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas 

Particulares se encuentran comprendidos en el Régimen Especial de Seguridad Social instituido por el 

Título XVIII de la ley 25.239. Facúltase a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) a 

modificar las contribuciones y aportes previsionales y de obra social previstos en el Título XVIII de la ley 

25.239. 

ARTICULO 73. — Agravamiento indemnizatorio. Adecuación. A los efectos de lo dispuesto por el artículo 

50 y para las relaciones iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, los 

empleadores gozarán de un plazo de ciento ochenta (180) días corridos contados a partir de dicha 

oportunidad para regularizar la situación del personal de casas particulares, vencido el cual le será de 

plena aplicación la duplicación dispuesta en el artículo antes citado. 

ARTICULO 74. — Reparación y prevención de riesgos del trabajo. Las trabajadoras/es comprendidas en 

la presente ley serán incorporadas al régimen de las leyes 24.557 y 26.773 en el modo y condiciones que 

se establezcan por vía reglamentaria, para alcanzar en forma gradual y progresiva las prestaciones 

contempladas en dicha normativa, en función de las particularidades propias del presente estatuto. El 

Poder Ejecutivo fijará, en su caso, las alícuotas que deberán cotizar los empleadores, así como las demás 

condiciones necesarias para acceder a los beneficios respectivos. 

ARTICULO 75. — Derogación. Derógase el decreto-ley 326/56 y sus modificatorios, el decreto 7.979/56 y 

sus modificatorios y el decreto 14.785/57. 

ARTICULO 76. — Vigencia. Lo establecido en la presente ley será de aplicación a todas las relaciones 

laborales alcanzadas por este régimen al momento de su entrada en vigencia. 

ARTICULO 77. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

 

 

SERVICIO DOMESTICO 

Decreto 467/2014 

Ley N° 26.844. Apruébase reglamentación. Créase el Servicio de Conciliación Obligatoria para el 

Personal de Casas Particulares. 

Bs. As., 1/4/2014 

 

Artículo 1° — Apruébase la reglamentación del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el 

Personal de Casas Particulares, Ley Nº 26.844, que, como Anexo, forma parte integrante del presente 

decreto. 

Art. 2° — Créase el Servicio de Conciliación Obligatoria para el Personal de Casas Particulares 

(SECOPECP) en el ámbito del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, cuya 

organización y funcionamiento estará sujeto a las disposiciones que dicte la autoridad de aplicación de la 

Ley Nº 26.844. 

Art. 3° — Facúltase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a dictar las normas 

aclaratorias y complementarias para la aplicación de la Ley Nº 26.844 y del presente decreto. 

Art. 4° — Facúltase a la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (AFIP) a implementar 

los mecanismos necesarios que permitan proceder a la retención del importe correspondiente a la cuota 



sindical que establezcan las asociaciones sindicales que representan a las/los trabajadoras/es de Casas 

Particulares, de acuerdo a la normativa vigente, y proceder a su oportuna transferencia hacia las mismas. 

Art. 5° — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Jorge M. Capitanich. — Carlos A. Tomada. 

ANEXO 

REGLAMENTACION DEL REGIMEN ESPECIAL DE CONTRATO DE TRABAJO PARA EL PERSONAL 

DE CASAS PARTICULARES - LEY Nº 26.844 

ARTICULO 1°.- Ambito de aplicación. (Reglamentación del artículo 1° segundo párrafo). Es requisito para 

la celebración de contratos de trabajo, eventuales o de temporada, su instrumentación por escrito y la 

existencia de razones objetivas que justifiquen la modalidad elegida por el empleador. 

En los casos en que la contratación tenga por objeto sustituir transitoriamente a trabajadores que gozaran 

de licencias legales o convencionales o que tuvieran derecho a la reserva del puesto, deberá indicarse en 

el contrato el nombre del personal reemplazado. 

La celebración continuada de contratos de trabajo eventual o por plazo determinado, que exceda los 

presupuestos de los artículos 90, 93 y 99 del Régimen de Contrato de Trabajo aprobado por la Ley Nº 

20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias, convertirá al vínculo en uno por tiempo indeterminado a partir de la 

primera contratación. 

ARTICULO 2°.- Aplicabilidad. (Reglamentación del artículo 2°). Las tareas de mantenimiento a las que se 

refiere el artículo que se reglamenta son aquellas típicas del hogar que se realizaren en forma normal y 

habitual. 

ARTICULO 3°.- Exclusiones. Prohibiciones. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 4°.- Principios de interpretación y aplicación de la ley. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 5°.- Grupo familiar. Retribución. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 6°.- Contrato de trabajo. Libertad de formas. Presunción. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 7°.- Período de prueba. (Reglamentación del artículo 7°). El empleador perderá la facultad de 

valerse del período de prueba cuando no registrare la relación laboral. 

Durante dicho período regirán las disposiciones relativas a la cobertura de las enfermedades y los 

accidentes no vinculados al trabajo, con excepción de lo previsto en el artículo 46, inciso j), de la ley que 

se reglamenta por el presente. 

ARTICULO 8°.- Categorías profesionales. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 9°.- Personas menores de DIECISEIS (16) años. Prohibición de su empleo. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 10.- Trabajo de adolescentes. Certificado de aptitud física. (Reglamentación del artículo 10). 

La contratación de personas menores de DIECIOCHO (18) años deberá celebrarse por escrito y 

registrarse ante la autoridad administrativa del trabajo competente, acompañando copia del respectivo 

contrato. 

Los padres, responsables o tutores del adolescente deberán presentar ante la autoridad administrativa del 

trabajo competente, la autorización de trabajo para su visado, de acuerdo a lo establecido por el artículo 

32 del Régimen de Contrato de Trabajo aprobado por la Ley Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias. En 

el caso que el adolescente viva independientemente de los padres, responsables o tutores, deberá 

presentar una declaración jurada ante la autoridad administrativa del trabajo competente, indicando como 

mínimo: nombre y apellido, CUIT o CUIL del empleador, los días, horario y lugar de trabajo y el tipo de 

tarea a desarrollar. 

La autoridad administrativa del trabajo competente, deberá durante toda la sustanciación del trámite 

señalado en el párrafo anterior, ajustar su actuación a los principios de la Ley Nº 26.061. 

El empleador, previo al inicio de la relación laboral y, posteriormente, cada DOCE (12) meses deberá 



requerir la presentación por parte del adolescente del certificado que acredite su aptitud física para las 

tareas a desempeñar. 

Dicho certificado deberá ser presentado por el empleador ante la autoridad administrativa del trabajo 

competente dentro del plazo de DIEZ (10) días hábiles posteriores a su recepción. 

La Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares establecerá los requisitos que deberá contener el 

certificado médico. 

En caso de no cumplirse con este requerimiento y con su presentación ante la autoridad administrativa del 

trabajo competente, la relación laboral se considerará deficientemente registrada, sin perjuicio de las 

demás sanciones que pudieran corresponder de conformidad con la normativa vigente. 

ARTICULO 11.- Jornada de trabajo. (Reglamentación del artículo 11). La jornada de trabajo de SEIS (6) 

horas diarias no podrá, bajo ninguna circunstancia, realizarse en horario nocturno, entendiéndose por tal, 

el que se cumpla entre la hora VEINTE (20) de un día y la hora SEIS (6) del siguiente. 

ARTICULO 12.- Terminalidad educativa. (Reglamentación del artículo 12). El empleador, previo al inicio 

de la relación laboral, deberá requerir del adolescente la constancia de finalización de los estudios que 

por ley se consideran obligatorios. 

Dicho certificado de terminalidad educativa deberá ser presentado ante la autoridad administrativa del 

trabajo competente, dentro de los DIEZ (10) días hábiles de recepcionado. 

En caso que el adolescente no hubiera finalizado el período de educación que la ley considera obligatorio, 

el contrato de trabajo deberá contener una cláusula que fije las obligaciones asumidas por el empleador a 

tal fin. 

Asimismo, en dicho caso, el empleador deberá requerir, al inicio y finalización del ciclo lectivo (marzo y 

diciembre de cada año), la presentación por parte del adolescente del certificado de escolaridad 

pertinente con indicación del resultado obtenido en el ciclo respectivo. 

Dicho certificado deberá ser presentado por el empleador ante la autoridad administrativa del trabajo 

competente dentro del plazo de DIEZ (10) días hábiles posteriores a su recepción. 

El mencionado certificado deberá acreditar la inscripción de alumno regular o los estudios cursados o de 

finalización de estudios, según corresponda, y ser expedido por la Autoridad Escolar del establecimiento 

correspondiente a la jurisdicción de que se trate, conteniendo como mínimo fecha, firma, sello y nombre, 

número, Distrito/Comuna, dirección y teléfono de la escuela, todo de acuerdo con la normativa vigente 

que rige en la materia. 

En caso de no cumplirse con este requerimiento y con su presentación ante la autoridad administrativa del 

trabajo competente, la relación laboral se considerará deficientemente registrada, sin perjuicio de las 

demás sanciones que pudieran corresponder de conformidad con la normativa vigente. 

ARTICULO 13.- Prohibición de empleo de trabajadores de DIECISEIS (16) y DIECISIETE (17) años. 

Modalidad sin retiro. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 14.- Derechos y deberes comunes para el personal con y sin retiro. 

ARTICULO 14.1.- Derechos del personal. (Reglamentación del artículo 14.1 incisos a, c y d). La Comisión 

Nacional de Trabajo en Casas Particulares adecuará el régimen de jornada de trabajo determinando 

sistemas de distribución horaria específicos, de acuerdo a la índole, extensión, modalidades y jornada 

nocturna o diurna en que se presten las tareas. 

Asimismo, conforme las facultades y competencias acordadas en la Ley que se reglamenta en el 

presente, la Comisión adecuará el tipo y características de las distintas prestaciones a cargo del 

empleador en lo atinente a la provisión de ropa, elementos de trabajo y alimentación, de acuerdo a las 

particularidades climáticas, geográficas, económicas y culturales que se registren en las diferentes 

regiones del país. 



ARTICULO 14.2.- Deberes del personal. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 15.- Personal sin retiro. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 16.- Libreta de Trabajo. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 17.- Sistema de Registro Simplificado. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 18.- Salario Mínimo. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 19.- Lugar, plazo y oportunidad de pago de las remuneraciones. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 20.- Recibos. Formalidad. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 21.- Recibos. Contenido. (Reglamentación del artículo 21). Las remuneraciones del personal 

comprendido en el Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas Particulares que 

presten servicios durante TREINTA Y DOS (32) o más horas semanales para el mismo empleador, 

deberán abonarse mediante la acreditación en una cuenta sueldo abierta a su nombre en entidad 

bancaria o en institución de ahorro oficial. 

Para el personal que preste servicios por una cantidad de horas semanales inferior a la indicada en el 

párrafo precedente será facultativo para el empleador el pago de las remuneraciones por acreditación en 

cuenta de entidad bancaria o en institución de ahorro oficial. 

En ambos casos el personal podrá exigir a su empleador el pago en efectivo de sus remuneraciones. 

El funcionamiento de la cuenta sueldo se ajustará a las características y condiciones establecidas en el 

artículo 1° de la Ley Nº 26.704. 

La incorporación a la cuenta sueldo de servicios bancarios adicionales, no derivados de su naturaleza 

laboral ni comprendidos en la presente reglamentación, sólo se producirá en caso de previo requerimiento 

fehaciente del trabajador a la entidad bancaria o financiera, quedando dichos servicios sujetos a las 

condiciones que se acuerden al efecto. 

Las cuentas sueldo a utilizar a los fines del presente régimen serán las previstas en la normativa vigente 

emanada del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (BCRA). 

ARTICULO 22.- Recibo. Prohibición de renuncias. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 23.- Recibo. Validez. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 24.- Firma en blanco. Prohibición. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 25.- Horas extras. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 26.- Concepto. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 27.- Epocas de pago. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 28.- Extinción del contrato. Pago proporcional. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 29.- Licencia ordinaria. (Reglamentación del artículo 29). Cuando la prestación del trabajo se 

realice en determinados días de la semana, el valor de la retribución por vacaciones resultará de 

multiplicar el número de días en que la trabajadora o el trabajador hubiera debido prestar servicios 

durante el período que le corresponda según la antigüedad, por el salario diario que percibiere en el 

momento de su otorgamiento. 

ARTICULO 30.- Requisitos para su goce. Comienzo de la licencia. (Reglamentación del artículo 30). Si el 

personal con retiro no llegare a totalizar el tiempo de trabajo previsto en el artículo que se reglamenta, 

gozará de un descanso anual remunerado conforme las pautas del artículo anterior nunca inferior a la 

siguiente proporción: 

a) Entre CUATRO (4) y SIETE (7) semanas de trabajo, UN (1) día; 

b) Entre OCHO (8) y ONCE (11) semanas de trabajo, DOS (2) días corridos; 

c) Entre DOCE (12) y QUINCE (15) semanas de trabajo, TRES (3) días corridos; 

d) Entre DIECISEIS (16) y DIECINUEVE (19) semanas de trabajo, CUATRO (4) días corridos; 

e) Más de VEINTE (20) semanas de trabajo, CINCO (5) días corridos. 



En estos supuestos la licencia anual se otorgará a partir del primer día semanal de trabajo habitual o el 

siguiente si aquél fuera feriado. 

ARTICULO 31.- Epoca de otorgamiento. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 32.- Retribución. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 33.- Omisión del otorgamiento. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 34.- Plazo. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 35.- Enfermedad infectocontagiosa. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 36.- Aviso al empleador. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 37.- Remuneración. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 38.- Clases. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 39.- Prohibición de trabajar. Conservación del empleo. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 40.- Despido por causa de embarazo. Presunción. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 41.- Indemnización especial. Maternidad. Matrimonio. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 42.- Deber de preavisar. Plazos. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 43.- Indemnización sustitutiva. Monto. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 44.- Plazo. Integración del mes de despido. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 45.- Licencia. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 46.- Extinción. Supuestos. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 47.- Obligación de desocupar el inmueble. Plazo. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 48.- Indemnización por antigüedad o despido. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 49.- Despido indirecto. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 50.- Agravamiento por ausencia y/o deficiencia en la registración. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 51.- Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares. Sustitución. (Sin 

reglamentar). 

ARTICULO 52.- Composición. (Reglamentación del artículo 52). El Tribunal contará con TRES (3) 

Secretarías que asistirán a la Presidencia. 

La Presidencia del Tribunal tendrá a su cargo la administración y dirección del personal. 

Las Secretarías tendrán facultades de instrucción e impulso del procedimiento como también para 

elaborar proyectos de resolución, sin perjuicio de las demás funciones que le encomiende la Presidencia. 

Serán funciones del Tribunal: 

a) Recibir y tramitar todos los reclamos en el ámbito del Régimen Especial de Contrato de Trabajo para el 

Personal de Casas Particulares hasta llegar a la resolución final, canalizando los mismos a través de las 

Secretarías, conforme al reglamento de funcionamiento que oportunamente se dicte. 

b) Proceder a la homologación de los acuerdos que celebren empleadores y trabajadores del sector. 

c) Elaborar indicadores de calidad sobre los servicios brindados. 

d) Colaborar con los organismos provinciales con similares competencias en los casos de adhesión al 

régimen procesal previsto por el artículo 68 de la Ley Nº 26.844. 

e) Toda otra actuación inherente al desenvolvimiento y a las competencias del Tribunal. 

ARTICULO 53.- Instancia conciliatoria previa. (Reglamentación del artículo 53). Las partes deberán 

necesariamente contar con patrocinio letrado para la sustanciación del trámite ante el Servicio de 

Conciliación Obligatoria para el Personal de Casas Particulares (SECOPECP). 

El reclamante o su apoderado deberá presentar ante el Servicio de Conciliación Obligatoria para el 

Personal de Casas Particulares (SECOPECP) el formulario de iniciación de reclamo junto con el escrito 

de demanda con tantas copias como requeridos. 

Presentado el formulario, en ese mismo acto, el Servicio de Conciliación Obligatoria para el Personal de 



Casas Particulares (SECOPECP) designará audiencia para celebrarse dentro de los DIEZ (10) días de 

iniciado el reclamo, la que estará a cargo del personal conciliador afectado a dicha tarea designado por el 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

La primera audiencia se notificará al reclamante personalmente o a través de su apoderado en el mismo 

acto de inicio del trámite, y al requerido se le notificará mediante cédula o telegrama, adjuntando o 

poniéndole a su disposición en su caso copia del escrito de demanda. Las siguientes citaciones a las 

partes podrán realizarse personalmente, por telegrama, cédula o al correo electrónico individualizado por 

cada una de ellas en su primera presentación. 

En caso de fracasar la notificación de la primera audiencia por defectos del domicilio, el reclamante 

deberá denunciar uno nuevo dentro del tercer día de notificado, quedando suspendida la audiencia y el 

proceso hasta tanto se cumpla con dicho requisito. 

Las audiencias deberán celebrarse con la presencia personal del conciliador, el que tendrá las facultades 

necesarias para instruir el trámite y designar las audiencias que fueren necesarias de entenderlo 

pertinente a los fines conciliatorios. Las partes serán invitadas a solucionar la controversia y auxiliadas por 

el conciliador para explorar alternativas que permitan alcanzar una justa composición de los derechos e 

intereses en conflicto. 

Concluida la etapa conciliatoria, si las partes no arribaran a un acuerdo se extenderá una constancia de 

cierre, quedando expedita la acción ante el Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas Particulares, al 

que le será girado el escrito de demanda para que notifique a la parte requerida el inicio del término legal 

para contestarla y ofrecer prueba, fijando audiencia a esos fines en el plazo de DIEZ (10) días. 

De arribarse a un acuerdo, el mismo será remitido al Tribunal de Trabajo para el Personal de Casas 

Particulares para su homologación en los términos establecidos en el artículo 15 del Régimen de Contrato 

de Trabajo aprobado por la Ley Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias. 

ARTICULO 54.- Procedimiento. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 55.- Resolución. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 56.- Apelación. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 57.- Sustanciación y resolución del recurso. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 58.- Determinación y ejecución de deudas con la Seguridad Social. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 59.- Trámite de ejecución. Organo competente. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 60.- Aplicación supletoria. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 61.- Gratuidad. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 62.- Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares. Integración. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 63.- Sede. Asistencia. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 64.- Designaciones. (Reglamentación del artículo 64). En caso de no existir entidades 

representativas de los empleadores o de los trabajadores de las actividades contempladas en la Ley Nº 

26.844, o que las existentes no propusieran representantes, o cuando las entidades no reunieren los 

requisitos establecidos, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL podrá designar 

de oficio a los representantes que fueren necesarios, con la única condición que los designados resulten 

suficientemente representativos del sector y reúnan las condiciones personales fijadas en esta 

reglamentación. 

Los representantes sectoriales titulares y suplentes de los empleadores y trabajadores ante la Comisión 

Nacional de Trabajo en Casas Particulares y las Comisiones Asesoras Regionales que pudieran 

constituirse conforme a lo previsto en el artículo 67 inciso b) de la ley que se reglamenta, no podrán 

ejercer simultáneamente cargos públicos. En caso que el nombramiento se produjere durante el curso de 

sus mandatos deberán optar dentro del término de DIEZ (10) días y, en su caso, la entidad cuya 



representación ejerza deberá proponer un reemplazante en el curso de los DIEZ (10) días subsiguientes. 

Asimismo podrán ser removidos de sus cargos en los siguientes casos: 

a) Si así lo dispusiera, sin necesidad de expresar causa, la entidad cuya representación ostenten. 

b) Si faltaren sin causa justificada a más del VEINTE POR CIENTO (20%) de las reuniones convocadas 

por el organismo que integraren, en cada semestre calendario. 

c) Si desapareciera la representatividad de la entidad o asociación que los hubiere propuesto. 

Los representantes de los organismos estatales ante la Comisión Nacional de Trabajo en Casas 

Particulares y las Comisiones Asesoras Regionales que pudieran constituirse conforme a lo previsto en el 

artículo 67 inciso b) de la Ley que se reglamenta, deberán revistar en dichos organismos. El cese en sus 

funciones les hará perder la representación, debiéndose proceder a su reemplazo a propuesta del 

organismo respectivo. 

Los representantes sectoriales titulares y suplentes de los empleadores y trabajadores ante la Comisión 

Nacional de Trabajo en Casas Particulares y las Comisiones Asesoras, no percibirán suma alguna en 

carácter de retribución, remuneración o viáticos por parte del ESTADO NACIONAL. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL podrá, mediando solicitud fundada de la Comisión Nacional de Trabajo en Casas 

Particulares, habilitar el pago de viáticos, en virtud de razones de estricta necesidad para el desempeño 

de sus funciones. 

Para ser designado representante sectorial titular o suplente de los empleadores y trabajadores ante la 

Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares y las Comisiones Asesoras Regionales, se requerirá 

ser mayor de edad, pertenecer a la entidad sectorial y ser propuesto por ésta. 

ARTICULO 65.- Duración en las funciones. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 66.- Asistencia legal y técnico administrativa (Reglamentación del artículo 66). El presupuesto 

que se le asigne al área de coordinación que cumpla las tareas de asistencia legal y técnico administrativa 

de la Comisión Nacional de Trabajo en Casas Particulares, deberá destinarse al cumplimiento de las 

atribuciones conferidas y a encarar las acciones a su cargo. 

ARTICULO 67.- Atribuciones y deberes. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 68.- Alcance. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 69.- Prescripción. Plazo. (Reglamentación del artículo 69). Se consideran reclamos 

promovidos ante la autoridad administrativa del trabajo a cualquier reclamación, actuación o 

procedimiento administrativo promovido para percibir deudas derivadas de la relación laboral. 

ARTICULO 70.- Actualización. Tasa aplicable. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 71.- Autoridad de aplicación. Competencia. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 72.- Sustituciones. Exclusión. Aplicación. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 73.- Agravamiento indemnizatorio. Adecuación. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 74.- Reparación y prevención de riesgos del trabajo (Reglamentación del artículo 74). a) El 

empleador de personal de casas particulares deberá tomar cobertura con la ASEGURADORA DE 

RIESGOS DEL TRABAJO (ART) que libremente elija, en tanto ésta se halle autorizada a brindar 

cobertura en la jurisdicción que corresponda al domicilio de aquél. La ASEGURADORA DE RIESGOS 

DEL TRABAJO (ART) no podrá rechazar la afiliación de ningún empleador incluido en su ámbito de 

actuación. 

A tales fines, el empleador deberá suscribir un contrato de afiliación con la ASEGURADORA DE 

RIESGOS DEL TRABAJO (ART) de su elección. Dicho contrato tendrá vigencia a partir de la fecha que se 

determine expresamente en el mismo. 

La obligación de asegurarse no entrará en vigencia hasta tanto la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS 



DEL TRABAJO (SRT), la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION (SSN) y la 

ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (AFIP) dicten la normativa necesaria para 

adecuar el sistema establecido a las características de la actividad que se incorpora. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT) instrumentará el procedimiento de 

afiliación y traspaso del empleador, pudiendo simplificar los mecanismos aplicables en forma razonable. 

b) El empleador que registre pagos de cuotas al Sistema de Riesgos del Trabajo pero que no haya 

tomado cobertura con una ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO (ART) determinada, será 

asignado a una ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO (ART) autorizada por la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT) en forma sistemática y conforme la normativa 

que oportunamente dicte la misma, siempre y cuando no se encuentre ingresado en el registro de 

contratos extinguidos por falta de pago. 

En estos casos, el empleador tendrá cobertura de riesgos del trabajo, a partir de la fecha en que se 

notifique a la Aseguradora la asignación de oficio realizada. 

c) Para la fijación del sistema de alícuotas para el presente régimen, será aplicable lo dispuesto en el 

último párrafo del artículo 13 de la Ley Nº 26.773. 

La cuota que se destina al pago de la cobertura del Sistema de Riesgos del Trabajo integra y se adiciona 

a los aportes y contribuciones obligatorios establecidos por el artículo 21 de la Ley Nº 25.239. La cuota 

tiene carácter de pago anticipado y deberá ser declarada e ingresada por el empleador durante el mes en 

que se brinden las prestaciones, con las mismas modalidades, plazos y condiciones fijados para los 

citados aportes y contribuciones obligatorios. 

La ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS (AFIP) instrumentará el procedimiento de 

pago de las cuotas que se destinan a las ASEGURADORAS DE RIESGOS DEL TRABAJO (ART), así 

como el mecanismo de distribución de los fondos a éstas, en función de la relación “Código Unico de 

Identificación Laboral (CUIL), Clave Unica de Identificación Tributaria (CUIT), empleador y 

ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO (ART)”. Dicha relación será remitida periódicamente por 

la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT) a la ADMINISTRACION FEDERAL DE 

INGRESOS PUBLICOS (AFIP), conforme las novedades que se produzcan en el Registro de Contratos 

de las ASEGURADORAS DE RIESGOS DEL TRABAJO (ART). 

d) Para establecer la prestación dineraria mensual en concepto de Incapacidad Laboral Temporaria, como 

así también para establecer el Valor Mensual del Ingreso Base conforme lo previsto en el artículo 12 de la 

Ley Nº 24.557, se deberá considerar la remuneración mensual mínima fijada por el MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL o por los mecanismos implementados por la Ley Nº 26.844 

para el Personal de Casas Particulares y para la categoría correspondiente. 

e) La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (SRT), junto con las ASEGURADORAS DE 

RIESGOS DEL TRABAJO (ART), impulsarán acciones tendientes a promover la prevención de los riesgos 

derivados del trabajo del Personal de Casas Particulares, a la vez que tendrán a disposición en sus 

páginas WEB material informativo relativo a la prevención de accidentes en el ámbito doméstico. 

Se considerarán válidas y fehacientes todas las comunicaciones y notificaciones que se efectúen a través 

de la ventanilla electrónica para empleadores. 

ARTICULO 75.- Derogación. (Sin reglamentar). 

ARTICULO 76.- Vigencia. (Sin reglamentar). 
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Ley N° 22.250 

Sancionada: julio 11 de 1980. 

Promulgada: julio 11 de 1980. 

Publicada en el Boletín Oficial del 17-jul-1980, Número: 24460. 

CAPÍTULO I 

Ámbito de Aplicación 

ARTICULO 1° – Están comprendidos en el régimen establecido por la presente ley: 

a) El empleador de la industria de la construcción que ejecute obras de ingeniería o arquitectura, ya se 

trate de excavaciones, de construcciones nuevas o de modificación, reparación, conservación o 

demolición de las existentes, de montaje o instalación de partes ya fabricadas, o de vía y obras. También 

está comprendido aquél que elabore elementos necesarios o efectúe trabajos destinados exclusivamente 

para la ejecución de aquellas obras, en instalaciones o dependencias de su propia empresa, establecidas 

con carácter transitorio y para ese único fin. 

b) El empleador de las industrias o de las actividades complementarias o coadyuvantes de la construcción 

propiamente dicha, únicamente con relación al personal que contrate exclusivamente para ejecutar 

trabajos en las obras o lugares a que se refiere el inciso a). 

c) El trabajador dependiente de los referidos empleadores que, cualquiera fuere la modalidad o 

denominación que se acuerde a su contratación o la forma de su remuneración, desempeñe sus tareas en 

las obras o lugares de trabajo determinados en los incisos a) y b). 

Como asimismo el trabajador que se desempeñe en los talleres, depósitos o parques destinados a la 

conservación, reparación, almacenaje o guarda de los elementos de trabajo utilizados en dichas obras o 

lugares. 

(Nota: Ver Ley N° 26.494 B.O. 22/4/2009 que establece un régimen previsional diferencial para los 

trabajadores de la industria de la construcción encuadrados en el marco de lo dispuesto en el inciso c) del 

presente artículo) 

ARTICULO 2° – Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley: 

a) El personal de dirección, el administrativo, el técnico, el profesional, el jerárquico y el de supervisión. 

b) El propietario del inmueble que no siendo empleador de la industria de la construcción construya, 

repare o modifique su vivienda individual y los trabajadores ocupados directamente por él a esos efectos. 

c) La Administración Pública Nacional, Provincial y las Municipalidades, sus entes centralizados, 

descentralizados o autárquicos. 

d) Las empresas del Estado, las empresas estatales con regímenes especiales, las sociedades del 

Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta o de 

propiedad del Estado o en las que éste tenga mayoría accionaria, cuando realicen obras de las señaladas 

en el artículo 1 para uso propio, y por el sistema de administración directa con personal de su propia 

dotación. 

CAPÍTULO II 

Registro Nacional de la Industria de la Construcción 

ARTICULO 3° – Será órgano de aplicación de esta ley Registro Nacional de la Industria de la 

Construcción, que funcionará como ente autárquico en jurisdicción del Ministerio de Trabajo de la Nación 

y con competencia en todo el país. En él deberán inscribirse obligatoriamente el empleador y el trabajador 

comprendidos en el régimen de la presente ley según lo determinado en el artículo 1. 

El empleador se inscribirá dentro de los quince (15) días hábiles de iniciada su actividad como tal y 

realizará la inscripción del trabajador dentro de igual plazo contado desde la fecha del ingreso de éste. 

ARTICULO 4° – El gobierno y la administración de la entidad estarán a cargo de un Administrador, y de 



un Sub-Administrador que reemplazará a aquél en caso de ausencia o impedimento temporarios. 

Ambos funcionarios serán designados por el Poder Ejecutivo Nacional, a propuesta del Ministerio de 

Trabajo de la Nación; sus cargos serán rentados y su desempeño será incompatible con el ejercicio de 

actividades privadas relacionadas, directa o indirectamente, con la industria de la construcción. 

ARTICULO 5° – El Registro contará con agentes zonales en el interior del país, los que dependerán 

técnica y funcionalmente del mismo. El Registro podrá, de acuerdo a la estructura orgánico-funcional 

prevista por el artículo 6, inciso i), determinar el destino de sus agentes zonales. Estos tendrán asiento en 

la sede de las delegaciones o subdelegaciones regionales del Ministerio de Trabajo de la Nación cuando 

éstas existan en los lugares en que deban actuar, observando el orden jerárquico y disciplinario que rija 

en aquéllas. 

Asimismo y a los fines del cumplimiento de esta ley y de lo dispuesto por el presente artículo, el Registro 

citado podrá celebrar acuerdos con autoridades provinciales o municipales. 

ARTICULO 6° – El Registro Nacional de la Industria de la Construcción tiene las atribuciones siguientes: 

a) Actuar con autarquía orgánico-funcional y con individualidad financiera y atender todas las erogaciones 

que demande su funcionamiento con los recursos establecidos en el Capítulo III de esta ley. Su gestión 

administrativa, financiera, contractual, patrimonial y contable, se cumplirá conforme a lo dispuesto por la 

Ley de Contabilidad de la Nación. 

b) Proyectar anualmente para su aprobación por el Poder Ejecutivo Nacional, el cálculo de los recursos y 

el presupuesto de gastos e inversiones patrimoniales, los que se elevarán a través del Ministerio de 

Trabajo de la Nación. 

c) Autorizar y aprobar contrataciones dentro de los montos establecidos por las normas vigentes y delegar 

en sus representantes zonales las facultades de autorización y aprobación cuando así lo juzgue 

conveniente. 

d) Disponer las liquidaciones y los pagos originados por su gestión. 

e) Fijar el monto de los aranceles por inscripciones y renovación anual de las mismas, por provisión de la 

Libreta de Aportes al Fondo de Desempleo y emisión de duplicados y por todo otro servicio o suministro 

que brinde. 

f) Fijar el monto de la contribución prevista en el artículo 12, en su primer párrafo, previa aprobación del 

Ministerio de Trabajo de la Nación. 

g) Usar, a los fines de la gestión encomendada, una Cuenta Especial denominada "Registro Nacional de 

la Industria de la Construcción" a la cual ingresarán los fondos provenientes de la presente ley y que 

serán utilizados exclusivamente para los fines establecidos en los incisos a), c), d) y h) del presente 

artículo. 

h) Invertir sus disponibilidades en dinero, previa autorización de la Secretaría de Estado de Hacienda, en 

títulos o valores públicos nacionales, en entidades financieras oficiales. 

i) Proponer al Poder Ejecutivo Nacional por intermedio del Ministerio de Trabajo de la Nación, su 

estructura orgánica, administrativa y funcional, así como la dotación de su personal que revestirá la 

calidad de agente público nacional- y el número y carácter permanente o móvil de sus agentes zonales. 

j) Designar, trasladar, promover, aceptar renuncias y disponer ceses de acuerdo con las normas que 

regulan la materia en la Administración Pública Nacional. 

k) Inscribir y llevar el registro de todas las personas comprendidas en la presente ley de acuerdo a lo 

establecido por el Capítulo I de la misma, otorgando constancias fehacientes de las presentaciones que 

efectúen los obligados en virtud del artículo 3 de esta ley. 

l) Expedir la Libreta de Aportes al Fondo de Desempleo, asegurando su autenticidad. 

m) Exigir a todo empleador la exhibición de los libros y demás documentación requerida por esta ley, y 



por la legislación laboral aplicable a la actividad, al sólo efecto de la verificación del cumplimiento de lo 

establecido por la presente. 

ARTICULO 7° – Son facultades del Administrador: 

a) Representar legalmente al Registro Nacional de la Industria de la Construcción. 

b) Cumplir y hacer cumplir esta ley y las normas reglamentarias y complementarias que se dicten. 

c) Ejecutar las medidas de orden general o particular necesarias para que el organismo cumpla con sus 

fines, de acuerdo con las atribuciones establecidas por el artículo 6 de esta ley. 

ARTICULO 8° – El Registro Nacional asimismo contará con un Consejo Asesor Honorario integrado por 

igual número de representantes de los empleadores y de los trabajadores de la industria de la 

construcción, quienes serán designados por el Ministerio de Trabajo de la Nación a propuesta de las 

entidades respectivas más representativas. 

El número de los miembros del Consejo y el término de duración de sus funciones, serán establecidos por 

el Poder Ejecutivo Nacional. Los miembros podrán ser reelegidos. 

ARTICULO 9° – Son funciones del Consejo Asesor, proponer al Administrador del Registro Nacional las 

medidas para la mejor aplicación de la presente ley. 

El Sub-Administrador del Registro Nacional presidirá el Consejo Asesor. 

El Consejo sesionará con la presencia de la mitad más uno de sus miembros, sin incluir a los efectos del 

quórum al Presidente del mismo, quien tendrá voto en caso de empate. Las ponencias se adoptarán por 

simple mayoría de votos. 

ARTICULO 10. – El personal que a la fecha de promulgación de la presente ley, reviste en Registro 

Nacional de la Industria de la Construcción, pasará a depender del ente autárquico que se crea por la 

presente. Asimismo, los bienes y los fondos que formen parte o administre dicho Organismo a la misma 

fecha, constituirán su patrimonio inicial. Se transferirán a su orden los fondos existentes en la Cuenta 

Especial denominada "Registro Nacional de la Industria de la Construcción" creada por el artículo 2 de la 

Ley N° 18.062. 

CAPÍTULO III 

Recursos del Registro Nacional de la Industria de la Construcción 

ARTICULO 11. – Los recursos económicos y financieros del Organismo provendrán: 

a) Del pago de los aranceles fijados por el Registro de conformidad con lo establecido en el artículo 6, 

inciso e). 

b) De la contribución a cargo de los empleadores de conformidad a lo establecido en el artículo 12 de la 

presente ley. 

c) Del importe de las multas por infracciones cometidas a esta ley, reglamentaciones y normas 

complementarias. 

d) De las herencias, legados, subsidios y subvenciones que se reciban. 

e) Del producido de las inversiones que realice el Registro. 

f) De los saldos sobrantes de ejercicios anteriores. 

ARTICULO 12. – El empleador de la industria de la construcción deberá aportar mensualmente una 

contribución con destino al Registro Nacional, que consistirá en hasta un cuatro por ciento (4%) sobre los 

aportes al Fondo de Desempleo, la que será depositada dentro del plazo fijado en el artículo 16. En tal 

oportunidad, se agregará la contribución correspondiente al aporte al Fondo de Desempleo realizado en 

efectivo de acuerdo a la previsión establecida por el artículo 17 de esta ley. 

En caso de mora, la suma adeudada por este concepto será objeto de incrementación en la forma 

establecida en el primer y segundo párrafos del artículo 30, sin perjuicio de la aplicación de las 

penalidades que pudiera corresponder en virtud de lo previsto en el artículo 33, inciso d). 



(Nota: por art. 1° de la Disposición N° 232/1995 del Registro Nacional de la Industria de la Construcción 

B.O. 25/7/1995 se reduce la alícuota de la contribución de los empleadores de la industria de la 

construcción prevista en el presente artículo, con destino a este Registro Nacional, al uno por ciento (1%) 

sobre los aportes al Fondo de Desempleo. La nueva alícuota del 1% empezará a regir a partir del día 1° 

de agosto de 1995, calculándose sobre todos los depósitos al Fondo de Desempleo de los trabajadores 

que realicen los empleadores desde esa fecha) 

CAPÍTULO IV 

Libreta de Aportes 

ARTICULO 13. – La Libreta de Aportes es el instrumento de carácter obligatorio que expide Registro 

Nacional de la Industria de la Construcción con arreglo al régimen de la presente ley como medio para 

verificar su aplicación. En ella deberán consignarse los datos y demás constancias que determine la 

reglamentación. 

Al iniciarse la relación laboral, el empleador requerirá del trabajador la presentación de la libreta y este 

último deberá hacer efectiva su entrega en el término de cinco (5) días hábiles a partir de la fecha de su 

ingreso. 

Si no contare con el citado documento deberá proporcionar al empleador dentro de ese mismo lapso, los 

datos requeridos para la inscripción, renovación de la libreta u obtención de duplicado, de lo cual se 

otorgará al trabajador constancia escrita que acredite su cumplimiento en término. El correspondiente 

trámite deberá ser iniciado por el empleador dentro de los quince (15) días hábiles contados desde la 

fecha de ingreso. 

ARTICULO 14. – En caso que el trabajador no hubiere satisfecho en término las exigencias que el 

artículo anterior le impone, el empleador lo intimará para que así lo haga en un plazo de cuarenta y ocho 

(48) horas. La intimación referida se practicará dentro de los diez (10) días hábiles contados desde el 

ingreso del trabajador. 

Cuando éste no de cumplimiento a las obligaciones a su cargo a pesar de la intimación, el empleador 

deberá declarar rescindida la relación laboral, sin otra obligación que la de abonar las remuneraciones 

devengadas. 

CAPÍTULO V 

Fondo de Cese Laboral 

(Denominación del Capítulo V "Fondo de Desempleo" sustituido por el de "Fondo de Cese Laboral" por 

art. 14 de la Ley N° 25.371 B.O. 2/1/2001) 

ARTICULO 15. – El Fondo de Cese Laboral vigente para el trabajador de la industria de la construcción 

de todo el país se integra con un aporte obligatorio a cargo del empleador, que deberá realizarlo 

mensualmente desde el comienzo de la relación laboral. 

Durante el primer año de prestación de servicios el aporte será el equivalente al doce por ciento (12%) de 

la remuneración mensual, en dinero, que perciba el trabajador en concepto de salarios básicos y 

adicionales establecidos en la convención colectiva de trabajo de la actividad con más los incrementos 

que hayan sido dispuestos por el Poder Ejecutivo Nacional en forma general o que hayan sido concedidos 

por el empleador en forma voluntaria, sobre los salarios básicos. 

A partir del año de antigüedad, dicho aporte será del ocho por ciento (8%). 

Los aportes referidos, no podrán ser modificados por disposiciones de las convenciones colectivas de 

trabajo. 

Con el objeto de que los aportes depositados en concepto de Fondo de Cese Laboral reditúen beneficios 

acordes con las variaciones del poder adquisitivo de la moneda, el depósito de los mismos deberá 

efectuarse en cuentas a nombre del trabajador que posibiliten el mejor logro de los fines mencionados. En 



todos los casos, las cuentas se abrirán en entidades bancarias y estarán sujetas a la reglamentación que 

dicte el Banco Central de la República Argentina sobre el particular. 

El Fondo de Cese Laboral constituirá un patrimonio inalienable e irrenunciable del trabajador, no pudiendo 

ser embargado, cedido ni gravado salvo por imposición de cuota alimentaria y una vez producido el 

desempleo. 

El sistema a que se refiere el presente artículo para el trabajador de la industria de la construcción 

reemplaza al régimen de preaviso y despido contemplados por la Ley de Contrato de Trabajo. 

ARTICULO 16. – Los depósitos de los aportes al Fondo de Cese Laboral se efectuarán dentro de los 

primeros quince (15) días del mes siguiente a aquel en que se haya devengado la remuneración, 

prohibiéndose el pago directo al trabajador que cesare en sus tareas, salvo el supuesto contemplado en el 

artículo siguiente. 

ARTICULO 17. – El trabajador dispondrá del Fondo de Cese Laboral al cesar la relación laboral, debiendo 

la parte que resuelva rescindir el contrato, comunicar a la otra su decisión en forma fehaciente. 

Producida la cesación, el empleador deberá hacerle entrega de la Libreta de Aportes con la acreditación 

de los correspondientes depósitos y de la actualización a que hubiere lugar, según lo determinado en el 

artículo 30, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas de finalizada la relación laboral. Únicamente 

en caso de cese se abonará en forma directa el aporte que corresponda a la remuneración por la cantidad 

de días trabajados durante el lapso respecto del cual no haya vencido el plazo para el depósito previsto 

por el artículo 16. 

En caso de fallecimiento o concurso del empleador, sus sucesores, síndico o liquidador, deberán proceder 

a la entrega de aquel instrumento o en su defecto al pago de los aportes al Fondo de Cese Laboral no 

depositados, en la forma establecida por esta ley, dentro de un plazo máximo de treinta (30) días hábiles 

contados a partir del cese de la relación laboral, salvo que por las circunstancias del caso, la autoridad 

administrativa de aplicación o la judicial otorgare un plazo mayor, el que no podrá exceder de noventa 

(90) días hábiles. 

ARTICULO 18. – El incumplimiento de las obligaciones impuestas en el artículo anterior en tiempo propio, 

producirá la mora automática, quedando expedita la acción judicial para que al trabajador se le haga 

entrega de la libreta, se le depositen los aportes correspondientes o se le efectúe el pago directo cuando 

así corresponda. 

Si ante el incumplimiento de lo dispuesto por el artículo 17, el trabajador intimare al empleador por dos (2) 

días hábiles constituyéndolo en mora, se hará acreedor a una indemnización, que la autoridad judicial 

graduará prudencialmente apreciando las circunstancias del caso y cuyo monto no será inferior al 

equivalente a treinta (30) días de la retribución mensual del trabajador, que se menciona en el segundo 

párrafo del artículo 15, ni podrá exceder al de noventa (90) días de dicha retribución. La reparación así 

determinada, será incrementada con el importe correspondiente a treinta (30) días de la retribución citada, 

en el supuesto que se acreditare incumplimiento del empleador a la obligación de inscripción resultante de 

lo dispuesto en el artículo 13. 

Todo ello, sin perjuicio del cumplimiento por parte del empleador de las disposiciones de la presente ley. 

CAPÍTULO VI 

Derechos y Obligaciones de los Empleadores y Trabajadores 

ARTICULO 19. – En ningún caso el empleador podrá abonar al trabajador por cada jornada normal de 

trabajo, una retribución menor a la fijada por la convención colectiva de trabajo y normas salariales 

aplicables. 

Si el empleador se atrasare en el pago de los haberes o los hiciere efectivos en cantidad insuficiente, el 

trabajador tendrá derecho a reclamar además de las remuneraciones o diferencias debidas, una 



reparación equivalente al doble de la suma que, según el caso, resultare adeudársele, siempre que 

mediare intimación fehaciente formulada dentro de los diez (10) días hábiles contados a partir del 

momento en que legalmente deba efectuársele el pago de las remuneraciones correspondiente al período 

a que se refiera la reclamación, y a condición de que el empleador no regularice el pago en los tres (3) 

días hábiles subsiguientes al requerimiento. 

En las situaciones contempladas por este artículo la sanción pecuniaria a favor del trabajador procederá 

medie o no rescisión del contrato. 

ARTICULO 20. – Producida la cesación de la relación laboral si el trabajador no retirare la Libreta de 

Aportes, el empleador deberá intimarlo para que así lo haga por telegrama dirigido al domicilio consignado 

en aquel instrumento, bajo apercibimiento de que transcurrido cinco (5) días hábiles desde la fecha de la 

intimación, procederá a entregarla al Registro Nacional de la Industria de la Construcción. 

Vencido el plazo de veinticuatro (24) meses desde la fecha de la intimación señalada precedentemente, 

sin que se hubiere presentado el trabajador, derecho habientes o beneficiarios, el Fondo de Desempleo 

respectivo pasará a integrar el patrimonio del Consejo Nacional de Educación Técnica. 

ARTICULO 21. – En los casos de ausencia de sus tareas con motivo de accidentes o enfermedades 

inculpables, el trabajador percibirá el salario básico y adicionales cuando correspondieren, establecidos 

para su categoría en la convención colectiva de trabajo, con más los incrementos que hayan sido 

dispuestos por el Poder Ejecutivo Nacional o que hayan sido concedidos por el empleador en forma 

voluntaria sobre los salarios básicos, durante los días laborables, por un período de hasta tres (3) meses 

si su antigüedad en el empleo fuere menor de cinco (5) años y de hasta seis (6) meses si fuera mayor. La 

recidiva de enfermedades crónicas no será considerada enfermedad, salvo que se manifestara 

transcurridos los dos (2) años. 

El trabajador, salvo casos de fuerza mayor, deberá dar aviso de la enfermedad o accidente y del lugar en 

que se encuentra, en el transcurso de la primera jornada de trabajo respecto de la cual estuviere 

imposibilitado de concurrir por alguna de esas causas. 

Mientras no lo haga, perderá el derecho a percibir la remuneración correspondiente, salvo que la 

existencia de la enfermedad o accidente, teniendo en consideración su carácter y gravedad, resulte luego 

inequívocamente acreditada. 

El trabajador estará obligado a someterse al control que se efectúe por el facultativo designado por el 

empleador. 

ARTICULO 22. – Durante las ausencias justificadas por las causas indicadas en el artículo precedente, el 

empleador continuará depositando los aportes al Fondo de Desempleo, en base a las remuneraciones 

liquidadas como se indica en el mismo artículo. 

Si el empleador rescindiera el contrato laboral durante los períodos referidos en el artículo anterior, 

deberá abonar las remuneraciones y hacer efectivos los aportes con destino al Fondo de Desempleo, 

correspondientes a todo el tiempo que faltare para el vencimiento de dichos períodos; con más los 

aumentos que durante el período de suspensión fueren acordados a los de su misma categoría por 

aplicación de una norma legal, convención colectiva o decisión del empleador. 

ARTICULO 23. – En caso de fallecimiento del trabajador el Fondo de Desempleo será entregado sin 

trámite judicial de ninguna naturaleza al cónyuge sobreviviente, a los descendientes o ascendientes en el 

orden y proporción establecidos en el Código Civil. En caso de no existir aquéllos, será de aplicación lo 

determinado en el artículo 248 de la Ley de Contrato de Trabajo, en cuanto a la persona beneficiaria del 

Fondo de Desempleo. 

Los fondos en este caso serán entregados en las condiciones que establezca la reglamentación. 

Si cesare la relación laboral por fallecimiento o concurso del empleador, el trabajador, sus sucesores o 



beneficiarios, percibirán el Fondo de Desempleo mediante la presentación ante la institución bancaria de 

la prueba de alguna de aquellas circunstancias. En caso de concurso servirá como constancia la que 

extienda el síndico o liquidador. 

ARTICULO 24. – No presentándose el cónyuge, descendientes, ascendientes o beneficiarios dentro de 

los sesenta (60) días hábiles del fallecimiento del trabajador la Libreta de Aportes será entregada por el 

empleador al Registro Nacional de la Industria de la Construcción. 

Transcurridos veinticuatro (24) meses del fallecimiento del trabajador, sin que se hubiesen presentado 

derecho habientes o beneficiarios, el Fondo de Desempleo respectivo pasará a integrar el patrimonio del 

Consejo Nacional de Educación Técnica. 

ARTICULO 25. – Cuando la obra por su naturaleza, magnitud o características especiales o la de los 

trabajos a realizarse en ella, requiera como necesidad impostergable ocupar trabajadores en días sábado 

después de las trece (13) horas, domingo o feriado nacional, el Ministerio de Trabajo de la Nación podrá 

autorizar para cada obra el trabajo en esos días, mediante el pago del salario, sin recargo alguno, 

respecto de los días sábado y domingo. 

En tales supuestos el trabajador tendrá derecho a un descanso compensatorio continuado equivalente a 

media jornada por cada día sábado trabajado después de las trece (13) horas y una jornada completa por 

cada día domingo o feriado nacional trabajado, cuyo otorgamiento no podrá ser diferido más allá de los 

veintiún (21) días corridos de trabajo, computados desde el último día de descanso gozado. 

Si el empleador omitiere acordar el descanso compensatorio a que se refiere el párrafo anterior en tiempo 

y forma, el trabajador dispondrá de un plazo de siete (7) días corridos para ejercitar ese derecho, el que 

se computará a partir de la expiración del plazo en que debió ser otorgado. El trabajador deberá 

comunicar con veinticuatro (24) horas de anticipación, y en forma fehaciente, al empleador la iniciación 

del descanso compensatorio. Ocurridas estas circunstancias el empleador estará obligado a abonar el 

salario habitual por cada día de descanso trabajado con el cien por ciento (100%) de recargo. 

ARTICULO 26. – En caso de fallecimiento del trabajador, su cónyuge, sus sucesores o beneficiarios, 

conforme lo establecido en el artículo 23, percibirán del empleador, dentro de los diez (10) días hábiles 

contados a partir de la fecha en que se acredite fehacientemente la defunción, una indemnización 

equivalente a doscientas (200) horas de trabajo, de acuerdo a su categoría y remuneración calculada 

según se establece en el segundo párrafo del artículo 15, a la fecha del fallecimiento y cualquiera fuere su 

antigüedad. 

ARTICULO 27. – El empleador podrá suspender al trabajador hasta veinte (20) días en el año, contados a 

partir de la primera suspensión. Para que la suspensión sea válida, deberá ser fehacientemente notificada 

y contener plazo fijo. Durante el período de suspensión, el empleador deberá continuar efectuando el 

aporte previsto en el artículo 15. 

ARTICULO 28. – Será obligación de todo empleador el exhibir los libros y demás documentación que 

exige la legislación laboral, cuando así lo requiera el Registro para verificar el cumplimiento de las 

disposiciones de la presente ley. 

ARTICULO 29. – Mensualmente el empleador deberá entregar al trabajador constancia fehaciente del 

depósito de los aportes al Fondo de Desempleo. 

ARTICULO 30. – En caso que el empleador incurriese en mora en la obligación de depositar 

mensualmente el aporte, la suma adeudada por ese concepto, será objeto de incrementación en la 

medida de la variación del índice oficial de precios mayoristas a nivel general del Instituto Nacional de 

Estadísticas y Censos o del que lo reemplazare, experimentada entre el mes anterior al que debió 

efectuarse el depósito o el pago y el anterior a aquel en que el mismo se efectúe. 

Para el caso en que el depósito y el pago se realicen en el mismo mes en que debió efectuarse, pero 



vencido el plazo legal para concretarlos, la actualización se hará sobre la base de la variación habida 

entre el último mes anterior respecto del precedente. 

En el supuesto de que cualquiera de las partes rescindiese el contrato de trabajo, y la mora subsistiese, el 

reajuste previsto por este artículo se extenderá hasta los sesenta (60) días posteriores a dicha rescisión, 

salvo que con anterioridad se promoviere acción judicial. 

En este último caso, el planteamiento de la demanda hará cesar el modo de incrementación establecido 

en este artículo, aplicándose a partir de la fecha de su promoción, el sistema legal de actualización de los 

créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo. 

ARTICULO 31. – El empleador conservará el empleo al trabajador cuando éste deba prestar servicio 

militar obligatorio, por llamado ordinario, movilización o convocatorias especiales desde la fecha de su 

convocación y hasta treinta (30) días después de concluido el servicio, siempre que este lapso no exceda 

el de la ejecución de la obra o de la tarea específica que aquél cumpliera. 

El tiempo de permanencia en el servicio será considerado período de trabajo a los efectos del cómputo de 

su antigüedad, frente a los beneficios que por esta ley o convenciones colectivas de trabajo le hubiesen 

correspondido en el caso de haber prestado servicios. El tiempo de permanencia en el servicio no será 

considerado para determinar los promedios de remuneraciones a los fines de la aplicación de las mismas 

disposiciones. 

ARTICULO 32. – Quien contrate o subcontrate los servicios de contratistas o subcontratistas de la 

construcción, deberá requerir de éstos la constancia de su inscripción en Registro Nacional de la Industria 

de la Construcción y comunicar a éste la iniciación de la obra y su ubicación. 

Los empresarios, los propietarios y los profesionales, cuando se desempeñen como constructores de obra 

que contraten contratistas o subcontratistas que no hayan acreditado su inscripción en el Registro 

Nacional, serán, por esa sola omisión, responsables solidariamente de las obligaciones de dichos 

contratistas o subcontratistas respecto al personal que ocuparen en la obra y que fueren emergentes de la 

relación laboral referida a la misma. 

CAPÍTULO VII 

Infracciones, Sanciones y Penalidades 

ARTICULO 33. – Será sancionado con multas de: 

a) Hasta cuatro (4) remuneraciones básicas diarias correspondientes a la categoría de oficial albañil, por 

cada trabajador con quien el empleador no haya cumplido la obligación prevista en el artículo 29. 

b) Hasta ocho (8) remuneraciones básicas diarias correspondientes a la categoría de oficial albañil, por 

cada trabajador que tenga a sus órdenes, el empleador que al tiempo de la constatación de la infracción 

no estuviere inscripto en Registro Nacional de la Industria de la Construcción. En el caso de presentación 

voluntaria tardía el empleador que se encontrare en infracción deberá abonar el arancel previsto en el 

artículo 6 inciso e) incrementado con cuantías graduadas en forma creciente en razón de períodos de 

tiempo transcurridos de acuerdo a lo que determine la reglamentación, quedando exento el pago de la 

multa fijada en este inciso. 

c) Hasta ocho (8) remuneraciones básicas diarias correspondientes a la categoría de oficial albañil, por 

cada trabajador en infracción, el empleador que no declarare la rescisión del contrato en las 

circunstancias determinadas por el artículo 14, o que al tiempo de la constatación de la infracción tenga 

trabajadores no inscriptos. 

En el caso de presentación voluntaria tardía el empleador que se encontrare en infracción deberá abonar 

el arancel previsto en el artículo 6 inciso e) incrementado con cuantías graduadas en forma creciente en 

razón de períodos de tiempo transcurridos de acuerdo a lo que determine la reglamentación, quedando 

exento del pago de la multa fijada en este inciso. 



Las multas especificadas en los incisos anteriores, se duplicarán en cada caso de reincidencia. Para los 

incisos b) y c) se aplicarán cuando corresponda, sin perjuicio del pago del arancel previsto. 

d) No obstante las sanciones precedentemente establecidas, el incumplimiento de las demás obligaciones 

emergentes de la presente ley y de sus normas reglamentarias, hará pasible a los responsables, de las 

penalidades instituidas por el régimen legal sancionatorio de las acciones y omisiones que según las 

leyes nacionales y provinciales de trabajo constituyan infracciones a las mismas. 

CAPÍTULO VIII 

Disposiciones Transitorias y Complementarias 

ARTICULO 34. – El trabajador que se encuentre prestando servicio a la fecha de vigencia de esta ley y 

que registrase una antigüedad con su empleador anterior a la vigencia de la Ley N° 17.258, o el que 

ingresare al régimen del Fondo de Desempleo en virtud del mayor alcance de comprensión establecido 

por la presente ley, percibirá a la cesación de la relación laboral, además del Fondo de Desempleo que le 

corresponda, cuando fuera dispuesta por el empleador sin causa, una reparación pecuniaria por aquel 

período, equivalente a un (1) mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de tres (3) meses 

trabajados con anterioridad a dichas leyes, tomando como base la remuneración calculada según lo 

establece el segundo párrafo del artículo 15. Dicha base no podrá exceder del equivalente a tres (3) 

veces el importe mensual del salario mínimo vital vigente al tiempo de la extinción de la relación. El 

importe de esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a dos (2) sueldos calculados de acuerdo 

al sistema del párrafo anterior. 

ARTICULO 35. – Las disposiciones de esta ley son de orden público y excluyen las contenidas en la Ley 

de Contrato de Trabajo en cuanto se refieran a aspectos de la relación laboral contempladas en la 

presente ley. 

En lo demás, aquélla será de aplicación en todo lo que resulte compatible y no se oponga a la naturaleza 

y modalidades de este régimen jurídico específico. 

ARTICULO 36. – La percepción del Fondo de Desempleo no excluye el derecho a las indemnizaciones y 

beneficios establecidos en la presente ley. 

ARTICULO 37. – Esta ley se aplicará de oficio con todos los juicios pendientes de sentencia definitiva a la 

fecha de su entrada en vigencia. 

ARTICULO 38. – Los testimonios o certificados expedidos por Registro Nacional de la Industria de la 

Construcción revestirán el carácter de título ejecutivo para el cobro de las sumas adeudadas, en concepto 

de aranceles, multas e intereses devengados. 

Regirá el procedimiento de ejecución fiscal, una vez cumplidas las instancias administrativas 

correspondientes. 

ARTICULO 39. – Derógase las Leyes 17.258, 17.392, 18.062 y 20.059 y sus normas reglamentarias y 

complementarias. 

ARTICULO 40. – Esta ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación debiendo proceder el 

Poder Ejecutivo Nacional a reglamentarla dentro de los noventa (90) días. 

ARTICULO 41. – Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. 

VIDELA – Llamil Reston – Alberto Rodríguez Varela – José A. Martínez de Hoz. 

 

 

DECRETO 1342/1981  

Sancionado: 17/09/1981 

 

ARTICULO 1° 



(Artículo 3, párrafo segundo, de la ley) – Se considerará como fecha de iniciación de la actividad como 

empleador de la industria de la construcción, la coincidente con el día en que procedió a celebrar el primer 

contrato laboral con uno o más trabajadores afectados al Régimen, con prescindencia de toda otra 

relacionada con la constitución de sociedad o iniciación de su funcionamiento administrativo o celebración 

de contratos de ejecución de obras sin comienzo de las mismas. 

ARTICULO 2° 

(Artículo 5 de la ley) – La representación del Registro Nacional de la Industria de la Construcción en el 

interior del país, hasta tanto se apruebe la estructura orgánico–funcional prevista por el artículo 6, inciso i) 

de la ley y asuman sus funciones sus agentes zonales, será ejercida por las Delegaciones Regionales del 

Ministerio de Trabajo de la Nación. 

ARTICULO 3° 

(Artículo 6, inciso k) de la ley) – La Libreta de Aportes representará la constancia fehaciente de la 

inscripción del trabajador en el Registro Nacional de la Industria de la Construcción. 

ARTICULO 4° 

(Artículo 13, párrafo primero, de la ley) – La Libreta de Aportes deberá consignar: 

1) Los datos de identidad, filiación y domicilio del trabajador. 

2) Las constancias del número y de la fecha de inscripción del trabajador, otorgadas por el Registro 

Nacional de la Industria de la Construcción. 

3) Las anotaciones correspondientes a los sucesivos contratos laborales celebrados con empleadores de 

la industria de la construcción. 

4) Las registraciones de las imposiciones efectuadas para el Fondo de Desempleo asentadas por el 

banco interviniente a la finalización de cada uno de los contratos celebrados. 

El Registro Nacional de la Industria de la Construcción y el Banco Central de la República Argentina, por 

acuerdo directo y de conformidad con las necesidades a satisfacer, establecerán el formato, 

diagramación, características de las emisiones de las Libretas de Aportes y demás recaudos. 

ARTICULO 5° 

(Artículo 15 de la ley) – El aporte previsto por este artículo no se practicará sobre las sumas 

correspondientes al sueldo anual complementario, recargos legales sobre horas suplementarias e 

indemnizaciones de cualquier naturaleza. 

ARTICULO 6° 

(Artículo 16 de la ley) – En el caso que el día quince (15) del mes de que se trate recayera en fecha no 

hábil bancaria, los depósitos podrán concretarse en el primer día hábil siguiente a tal fecha. 

ARTICULO 7° 

(Artículo 17 de la ley) – El trabajador dispondrá del Fondo de Desempleo cualquiera fuere la causa del 

cese de la relación laboral. 

El Fondo de Desempleo deberá ser puesto a disposición del trabajador dentro del término establecido en 

este artículo, en la plaza bancaria donde tuvo ejecución el pertinente contrato laboral o, en su defecto, en 

la más cercana existente. 

ARTICULO 8° 

(Artículo 20, párrafo primero, de la ley) – El empleador procederá a depositar la Libreta de Aportes, no 

retirada por el trabajador, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes de producido el vencimiento del 

plazo de intimación, en la sede central del Registro Nacional de la Industria de la Construcción o en la de 

la representación zonal del mismo en el interior del país, enviándola por pieza certificada o por entrega 

directa, con las registraciones bancarias de rigor y con copia de la intimación realizada. 

ARTICULO 9° 



(Artículo 20, párrafo segundo, y artículo 24, párrafo segundo, de la ley) – EL Registro Nacional de la 

Industria de la Construcción procederá a remitir al Consejo Nacional de Educación Técnica las Libretas de 

Aportes que los empleadores le depositen, con la certificación del vencimiento del plazo de veinticuatro 

(24) meses establecido por los artículos citados. 

ARTICULO 10 

(Artículo 21, párrafo primero, de la ley) – La parte de la remuneración que fuere variable, se liquidará 

teniendo en cuenta el promedio de lo percibido en los últimos tres (3) meses o durante todo el lapso de 

prestación si fuere inferior. 

ARTICULO 11 

(Artículo 23 de la ley) – El trabajador podrá designar ante el empleador una persona para que cuando 

ocurra su fallecimiento reciba la Libreta de Aportes. 

Se considerarán cumplimentadas las exigencias legales respecto del empleador cuando éste entregare la 

Libreta de Aportes –previa acreditación del fallecimiento y del vínculo al cónyuge–, descendiente o 

ascendiente que se hubiere presentado o a la persona designada para el recibo de la misma o a la citada 

en el artículo 248 del Régimen de Contrato de Trabajo, en su caso. 

En el supuesto de duda sobre la persona a la que le corresponde recibir la Libreta de Aportes, el 

empleador procederá a depositarla en el Registro Nacional de la Industria de la Construcción de acuerdo 

con lo fijado por el artículo 12 del presente decreto. 

El banco respectivo procederá a efectivizar el pago ante la acreditación del fallecimiento y del vínculo 

respectivo por parte del cónyuge, descendiente o ascendiente o por la persona referida en el artículo 248 

del Régimen de Contrato de Trabajo. 

Si existiere duda sobre la persona que debe recibir el Fondo de Desempleo, el banco deberá consignar 

judicialmente el importe a pagar. 

ARTICULO 12 

(Artículo 24, párrafo primero, de la ley) – El empleador procederá a depositar la Libreta de Aportes no 

retirada por el cónyuge, descendiente, ascendiente o por la persona autorizada para recibirla o por la 

mencionada por el artículo 248 del Régimen de Contrato de Trabajo, en la sede central del Registro 

Nacional de la Industria de la Construcción o en la de la representación zonal del mismo en el interior del 

país, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes de producido el vencimiento del plazo de sesenta (60) 

días hábiles del fallecimiento del trabajador, enviándola por pieza certificada o por entrega directa, con las 

registraciones bancarias de rigor. 

ARTICULO 13 

(Artículo 25, párrafo tercero, de la ley) – El importe que deberá liquidarse como recargo será el 

equivalente a la suma ya devengada o percibida por cada uno de los días de descanso trabajados. 

ARTICULO 14 

(Artículo 29 de la ley) – Se considerará constancia fehaciente el ejemplar de la boleta de depósito del 

aporte destinado al trabajador, debidamente conformada por la institución bancaria. 

EL Registro Nacional de la Industria de la Construcción y el Banco Central de la República Argentina, por 

acuerdo directo y de conformidad con las necesidades a satisfacer, podrán establecer cualquier otro tipo 

de constancia en reemplazo de la mencionada, que reúna las exigencias establecidas por la ley. 

ARTICULO 15 

(Artículo 30 de la ley) – El procedimiento de incrementación determinado en el párrafo primero, será de 

aplicación cuando la regularización del aporte al Fondo de Desempleo o de la contribución para el 

Registro Nacional de la Industria de la Construcción, se efectivice dentro de los primeros quince (15) días 

de un mes calendario. 



En el caso en que se efectúe fuera de ese lapso, corresponderá complementar el mecanismo de 

actualización indicado, con el establecido en el segundo párrafo; en este supuesto, la suma adeudada 

será objeto de incrementación en la medida de la variación del índice oficial de precios mayoristas nivel 

general del Instituto Nacional de Estadística y Censos o del que lo reemplazare, experimentada entre el 

mes precedente al del anterior al que debió concretarse el depósito o el pago y el anterior a aquél en el 

que el mismo se realice. 

ARTICULO 16 

(Artículo 32 de la ley) – El requerimiento de la constancia de inscripción en el Registro Nacional de la 

Industria de la Construcción, procederá únicamente cuando los contratistas o subcontratistas configuren 

la calidad de empleador de la industria de la construcción. 

ARTICULO 17 

(Artículo 33 de la ley) – Para los casos de presentación voluntaria tardía previstos por los incisos b) y c), 

los incrementos de aranceles con cuantías graduadas en forma creciente en razón de períodos de tiempo 

transcurridos, serán establecidos por el Registro Nacional de la Industria de la Construcción dentro de las 

siguientes limitaciones: 

1) Cuando la presentación tardía se realice dentro de los quince (15) días hábiles posteriores al 

vencimiento del término fijado por el artículo 3 de la ley, se pagará un incremento que no exceda el 

cincuenta por ciento (50%) de la remuneración básica diaria correspondiente a la categoría de oficial 

albañil por cada trabajador que tenga a sus órdenes en el caso encuadrado en el inciso b) o por cada 

trabajador en infracción para los supuestos del inciso c). 

2) Cuando la presentación tardía se realice dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al 

vencimiento del período de tiempo fijado por el inciso anterior se pagará un incremento que no exceda el 

cien por ciento (100%) de la remuneración básica diaria mencionada. 

Carecerá de validez la presentación voluntaria tardía cuando ésta se realice vencido el plazo máximo 

indicado en el inciso anterior o luego de iniciada cualquier actuación administrativa dirigida a la 

constatación del cumplimiento de la ley. 

La instrucción de los sumarios y la aplicación de las sanciones respectivas a tenor de lo dispuesto por 

este artículo serán cumplidas por la Dirección Nacional Policía del Trabajo y por la Dirección Nacional 

Delegaciones Regionales, de acuerdo con sus pertinentes misión y funciones, observando el 

procedimiento establecido por la Ley N° 18695, modificada por las Leyes 20554, 20555 y 22052. 

Con relación al inciso d) el régimen de sanciones a aplicar será el fijado por la Ley N° 18694, modificada 

por las Leyes 20555, 20556 y 22052. 

ARTICULO 18 

(Artículo 34 de la ley) – La reparación pecuniaria prevista en este artículo de la ley, opera cuando el cese 

de la relación laboral es dispuesto sin causa por el empleador y está referida a los lapsos corridos con 

anterioridad a la vigencia de la Ley N° 17258 y de la Ley N° 22250, respectivamente. 

La parte de la remuneración que fuere variable, se liquidará de acuerdo a lo establecido por el artículo 10 

del presente. 

El Fondo de Desempleo reglado por las Leyes 17258 y 22250, deberá ser percibido por el trabajador 

cualquiera fuere la causa del cese de la relación laboral. 

ARTICULO 19 

El presente decreto entrará en vigencia a los veinte (20) días corridos contados a partir del día siguiente 

de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial. 

ARTICULO 20 

Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese - VIOLA – Julio 



C. Porcile – Lorenzo Sigaut – Amadeo R. Frúgoli. 

 

 

ASOCIACIONES SINDICALES 

LEY 23.551 

Sancionada: Marzo 23 de 1988. 

Promulgada: Abril 14 de 1988. 

Publicada en el Boletín Oficial del 22 de abril de 1988, número 26366. 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

DE LA TUTELA DE LA LIBERTAD SINDICAL 

Artículo 1° — La libertad sindical será garantizada por todas las normas que se refieren a la organización 

y acción de las asociaciones sindicales. 

Artículo 2° — Las asociaciones que tengan por objeto la defensa de los intereses de los trabajadores se 

regirán por esta Ley. 

Artículo 3° — Entiéndese por interés de los trabajadores todo cuanto se relacione con sus condiciones de 

vida y de trabajo. La acción sindical contribuirá a remover los obstáculos que dificulten la realización plena 

del trabajador. 

Artículo 4° — Los trabajadores tienen los siguientes derechos sindicales: 

a) Constituir libremente y sin necesidad de autorización previa, asociaciones sindicales; 

b) Afiliarse a las ya constituidas, no afiliarse o desafiliarse; 

c) Reunirse y desarrollar actividades sindicales; 

d) Peticionar ante las autoridades y los empleadores; 

e) Participar en la vida interna de las asociaciones sindicales, elegir libremente a sus representantes, ser 

elegidos y postular candidatos. 

Artículo 5° — Las asociaciones sindicales tienen los siguientes derechos: 

a) Determinar su nombre, no pudiendo utilizar los ya adoptados ni aquellos que pudieran inducir a error o 

confusión; 

b) Determinar su objeto, ámbito de representación personal y de actuación territorial; 

c) Adoptar el tipo de organización que estimen apropiado, aprobar sus estatutos y constituir asociaciones 

de grado superior, afiliarse a las ya constituidas o desafiliarse; 

d) Formular su programa de acción, y realizar todas las actividades lícitas en defensa del interés de los 

trabajadores. En especial, ejercer el derecho a negociar colectivamente, el de participar, el de huelga y el 

de adoptar demás medidas legítimas de acción sindical. 

Artículo 6° — Los poderes públicos y en especial la autoridad administrativa del trabajo, los empleadores 

y sus asociaciones y toda persona física o jurídica deberán abstenerse de limitar la autonomía de las 

asociaciones sindicales, más allá de lo establecido en la legislación vigente. 

Artículo 7° — Las asociaciones sindicales no podrán establecer diferencias por razones ideológicas, 

políticas, sociales, de credo, nacionalidad, raza o sexo, debiendo abstenerse de dar un trato 

discriminatorio a los afiliados. 

Lo dispuesto regirá también respecto de la relación entre una asociación de grado superior y otra de 

grado inferior. 

Artículo 8° — Las asociaciones sindicales garantizarán la efectiva democracia interna. Sus estatutos 

deberán garantizar: 

a) Una fluida comunicación entre los órganos internos de la asociación y sus afiliados; 



b) Que los delegados a los órganos deliberativos obren con mandato de sus representados y les informen 

luego de su gestión; 

c) La efectiva participación de todos los afiliados en la vida de la asociación, garantizando la elección 

directa de los cuerpos directivos en los sindicatos locales y seccionales; 

d) La representación de las minorías en los cuerpos deliberativos. 

Artículo 9° — Las asociaciones sindicales no podrán recibir ayuda económica de empleadores, ni de 

organismos políticos nacionales o extranjeros. 

Esta prohibición no alcanza a los aportes que los empleadores efectúen en virtud de normas legales o 

convencionales. 

I. — DE LOS TIPOS DE ASOCIACIONES SINDICALES 

Artículo 10. — Se considerarán asociaciones sindicales de trabajadores las constituidas por: 

a) Trabajadores de una misma actividad o actividades afines; 

b) Trabajadores de un mismo oficio, profesión o categoría, aunque se desempeñen en actividades 

distintas; 

c) Trabajadores que presten servicios en una misma empresa. 

Artículo 11. — Las asociaciones sindicales pueden asumir algunas de las siguientes formas: 

a) Sindicatos o uniones; 

b) Federaciones, cuando agrupen asociaciones de primer grado; 

c) Confederaciones, cuando agrupen a las asociaciones contempladas en los incisos que preceden a 

éste. 

II. — DE LA AFILIACIÓN Y DESAFILIACIÓN 

Artículo12. — Las asociaciones sindicales deberán admitir la libre afiliación, de acuerdo a esta ley y a 

sus estatutos, los que deberá conformarse a la misma. 

Artículo 13. — Las personas mayores de dieciséis (16) años, sin necesidad de autorización, podrán 

afiliarse. 

(Artículo sustituido por art. 21 de la Ley N° 26.390 B.O. 25/6/2008) 

Artículo 14. — En caso de jubilación, accidente, enfermedad, invalidez, desocupación o servicio militar, 

los afiliados no perderán por esas circunstancias el derecho de pertenecer a la asociación respectiva, 

pero gozarán de los derechos y estarán sujetos a las obligaciones que el estatuto establezca. 

Artículo 15. — El trabajador que dejare de pertenecer a una asociación sindical no tendrá derecho al 

reintegro de las cuotas o aportes abonados. Lo dispuesto será aplicable a las relaciones entre 

asociaciones de diverso grado. 

III. — DE LOS ESTATUTOS 

Artículo 16. — Los estatutos deberán ajustarse a lo establecido en el artículo 8° y contener: 

a) Denominación, domicilio, objeto y zona de actuación; 

b) Actividad, oficio, profesión o categoría de los trabajadores que represente; 

c) Derechos y obligaciones de los afiliados, requisitos para su admisión y procedimiento para su 

separación que garanticen el derecho de defensa. 

d) Determinación de las autoridades y especificación de sus funciones con indicación de las que ejerzan 

su representación legal, duración de los mandatos, recaudos para su revocación y procedimientos para la 

designación y reemplazos de los directivos e integrantes de los congresos; 

e) Modo de constitución, administración y control del patrimonio social y su destino en caso de disolución 

y régimen de cotizaciones de sus afiliados y contribuciones; 

f) Epoca y forma de presentación, aprobación y publicación de memorias y balances; órganos para su 

revisión y fiscalización; 



g) Régimen electoral que asegure la democracia interna de acuerdo con los principios de la presente ley, 

no pudiendo contener como exigencia para presentar listas de candidatos a órganos asociacionales, 

avales que superen el tres por ciento (3%) de sus afiliados; 

h) Régimen de convocatoria y funcionamiento de asambleas, y congresos; 

i) Procedimiento para disponer medidas legítimas de acción sindical; 

j) Procedimiento para la modificación de los estatutos y disolución de la asociación. 

IV. — DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 

Artículo 17. — La dirección y administración serán ejercidas por un órgano compuesto por un mínimo de 

cinco (5) miembros, elegidos en forma que asegure la voluntad de la mayoría de los afiliados o delegados 

congresales mediante el voto directo y secreto. 

Los mandatos no podrán exceder de cuatro (4) años, teniendo derecho a ser reelegidos. 

Artículo 18. — Para integrar los órganos directivos, se requerirá: 

a) Mayoría de edad; 

b) No tener inhibiciones civiles ni penales; 

c) Estar afiliado/a, tener dos (2) años de antigüedad en la afiliación y encontrarse desempeñando la 

actividad durante dos (2) años. 

El setenta y cinco por ciento (75%) de los cargos directivos y representativos deberán ser desempeñados 

por ciudadanos/as argentinos, el/la titular del cargo de mayor jerarquía y su reemplazante estatutario 

deberán ser ciudadanos/as argentinos. 

La representación femenina en los cargos electivos y representativos de las asociaciones sindicales será 

de un mínimo del 30% (treinta por ciento), cuando el número de mujeres alcance o supere ese porcentual 

sobre el total de los trabajadores. 

Cuando la cantidad de trabajadoras no alcanzare el 30% del total de trabajadores, el cupo para cubrir la 

participación femenina en las listas de candidatos y su representación en los cargos electivos y 

representativos de la asociación sindical, será proporcional a esa cantidad. 

Asimismo, las listas que se presenten deberán incluir mujeres en esos porcentuales mínimos y en lugares 

que posibiliten su elección. 

No podrá oficializarse ninguna lista que no cumpla con los requisitos estipulados en este artículo. 

(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 25.674 B.O. 29/11/2002). 

V. — DE LAS ASAMBLEAS Y CONGRESOS 

Artículo 19. — Las asambleas y congresos deberán reunirse: 

a) En sesión ordinaria, anualmente; 

b) En sesión extraordinaria, cuando los convoque el órgano directivo de la asociación por propia decisión 

o a solicitud del número de afiliados o delegados congresales que fije el estatuto, el que no podrá ser 

superior al quince por ciento (15%) en asamblea de afiliados y al treinta y tres por ciento (33%) en 

asamblea de delegados congresales. 

Artículo 20. — Será privativo de las asambleas o congresos: 

a) Fijar criterios generales de actuación; 

b) Considerar los anteproyectos de convenciones colectivas de trabajo; 

c) Aprobar y modificar los estatutos, memorias y balances; la fusión con otras asociaciones, afiliación o 

desafiliación a asociaciones, nacionales o internacionales; 

d) Dar mandato a los delegados a congresos de asociaciones de grado superior y recibir el informe de su 

desempeño; 

e) Fijar el monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los afiliados. 

VI. — DE LA INSCRIPCIÓN 



Artículo 21. — Las asociaciones presentarán ante la autoridad administrativa del trabajo solicitud de 

inscripción haciendo constar: 

a) Nombre, domicilio, patrimonio y antecedentes de su fundación; 

b) Lista de afiliados; 

c) Nómina y nacionalidad de los integrantes de su organismo directivo; 

d) Estatutos. 

Artículo 22. — Cumplidos los recaudos del artículo anterior, la autoridad administrativa del trabajo, dentro 

de los noventa (90) días de presentada la solicitud, dispondrá la inscripción en el registro especial y la 

publicación, sin cargo, de la resolución que autorice la inscripción y extracto de los estatutos en el Boletín 

Oficial. 

VII. — DE LAS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES 

Artículo 23. — La asociación a partir de su inscripción, adquirirá personería jurídica y tendrá los 

siguientes derechos: 

a) Peticionar y representar, a solicitud de parte, los intereses individuales de sus afiliados; 

b) Representar los intereses colectivos, cuando no hubiere en la misma actividad o categoría asociación 

con personería gremial; 

c) Promover: 

1º La formación de sociedades cooperativas y mutuales. 

2º El perfeccionamiento de la legislación laboral, previsional de seguridad social. 

3º La educación general y la formación profesional de los trabajadores; 

d) Imponer cotizaciones a sus afiliados; 

e) Realizar reuniones o asambleas sin necesidad de autorización previa 

Artículo 24. — Las asociaciones sindicales están obligadas a remitir o comunicar a la autoridad 

administrativa del trabajo: 

a) Los estatutos y sus modificaciones a los efectos de control de la legislación; 

b) La integración de los órganos directivos y sus modificaciones; 

c) Dentro de los ciento veinte (120) días de cerrado el ejercicio, copia autenticada de la memoria, balance 

y nómina de afiliados; 

d) La convocatoria a elecciones para la renovación de sus órganos en los plazos estatutarios; 

e) Los libros de contabilidad y registros de afiliados a efectos de su rubricación. 

VIII. — DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES CON PERSONERÍA GREMIAL 

Artículo 25. — La asociación que en su ámbito territorial y personal de actuación sea la más 

representativa, obtendrá personería gremial, siempre que cumpla los siguientes requisitos: 

a) Se encuentre inscripta de acuerdo a lo prescripto en esta ley y haya actuado durante un período no 

menor de seis (6) meses; 

b) Afilie a más de veinte por ciento (20%) de los trabajadores que intente representar. 

c) La calificación de más representativa se atribuirá a la asociación que cuente con mayor número 

promedio de afiliados cotizantes, sobre la cantidad promedio de trabajadores que intente representar. 

Los promedios se determinarán sobre los seis meses anteriores a la solicitud. 

Al reconocerse personería gremial la autoridad administrativa del trabajo o judicial, deberá precisar el 

ámbito de representación personal y territorial. Estos no excederán de los establecidos en los estatutos, 

pero podrán ser reducidos si existiere superposición con otra asociación sindical. 

Cuando los ámbitos pretendidos se superpongan con los de otra asociación sindical con personería 

gremial, no podrá reconocerse a la peticionante la amplitud de representación, sin antes dar intervención 

a la asociación afectada y proceder al cotejo necesario para determinar cuál es la más representativa 



conforme al procedimiento del artículo 28. La omisión de los recaudos indicados determinará la nulidad 

del acto administrativo o judicial. 

Artículo 26. — Cumplidos los recaudos, la autoridad administrativa dictará resolución dentro de los 

noventa (90) días. 

Artículo 27. — Otorgada la personería gremial se inscribirá la asociación en el registro que prevé esta 

ley, publicándose en el Boletín Oficial, sin cargo, la resolución administrativa y los estatutos. 

Artículo 28. — En caso de que existiera una asociación sindical de trabajadores con personería gremial, 

sólo podrá concederse igual personería a otra asociación, para actuar en la misma zona y actividad o 

categoría, en tanto que la cantidad de afiliados contizantes de la peticionante, durante un período mínimo 

y continuado de seis (6) meses anteriores a su presentación, fuere considerablemente superior a la de la 

asociación con personería preexistente. 

Presentado el requerimiento del mismo se dará traslado a la asociación con personería gremial por el 

término de veinte (20) días, a fin de que ejerza su defensa y ofrezca pruebas. 

De la contestación se dará traslado por cinco (5) días a la peticionante. Las pruebas se sustanciarán con 

el control de ambas asociaciones. 

Cuando se resolviere otorgar la personería a la solicitante, la que la poseía continuará como inscripta. 

La personería peticionada se acordará sin necesidad del trámite previsto en este artículo, cuando mediare 

conformidad expresa máximo órgano deliberativo de la asociación que la poseía. 

Artículo 29. — Sólo podrá otorgarse personería a un sindicato de empresa, cuando no obrare en la zona 

de actuación y en la actividad o en la categoría una asociación sindical de primer grado o unión. 

Artículo 30. — Cuando la asociación sindical de trabajadores con personería gremial invista la forma de 

unión, asociación o sindicato de actividad y la peticionante hubiera adoptado la forma de sindicato de 

oficio, profesión o categoría, la personería podrá concedérsele si existieran intereses sindicales 

diferenciados como para justificar una representación específica y se cumplimenten los requisitos exigidos 

por el artículo 25, y siempre que la unión o sindicato preexistente no comprenda en su personería la 

representación de dichos trabajadores. 

Artículo 31. — Son derechos exclusivos de la asociación sindical con personería gremial: 

a) Defender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses individuales y colectivos de los 

trabajadores; 

b) Participar en instituciones de planificación y control de conformidades con lo que dispongan las normas 

respectivas; 

c) Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el cumplimiento de la normativa laboral y de seguridad 

social; 

d) Colaborar con el Estado en el estudio y solución de los problemas de los trabajadores; 

e) Constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos derechos que las cooperativas y 

mutualidades; 

f) Administrar sus propias obras sociales y, según el caso, participar en la administración de las creadas 

por ley o por convenciones colectivas de trabajo. 

IX. — DE LAS FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES 

Artículo 32. — Las federaciones y confederaciones más representativas, adquirirán personería gremial 

en las condiciones del artículo 25. 

Artículo 33. — Se considerarán federaciones más representativas, las que estén integradas por 

asociaciones de primer grado que afilien a la mayor cantidad de los trabajadores contizantes 

comprendidos en su ámbito 



Se considerarán confederaciones más representativas las que afilien a entidades con personería gremial 

que cuenten con la mayor cantidad de trabajadores cotizantes. 

Artículo 34. — Las federaciones con personería gremial podrán ejercer los derechos que la presente ley 

acuerde a las asociaciones de primer grado con personería gremial, con las limitaciones que en relación 

los respectivos sindicatos y federaciones establezcan los estatutos de las mismas. 

Por su parte, las asociaciones de segundo y tercer grado podrán representar a las entidades de grado 

inferior adheridas a ellas, en toda tramitación de índole administrativa, pudiendo a tal efecto deducir y 

proseguir los recursos que fuese conveniente interponer y adoptar las medidas que hubiere menester 

para la mayor defensa de los derechos de las mismas. 

Artículo 35. — Las federaciones con personería gremial podrán asumir la representación de los 

trabajadores de la actividad o categoría por ellas representadas, en aquellas zonas o empresas donde no 

actuare una asociación sindical de primer grado con personería gremial. 

Artículo 36. — El máximo órgano deliberativo de las asociaciones sindicales de grado superior podrá 

disponer la intervención de las de grado inferior solo cuando los estatutos consagren esta facultad y por 

las causales que dichos estatutos determinen, garantizando el debido proceso. Esta resolución será 

recurrible ante la Cámara nacional de Apelaciones del Trabajo. 

X. — DEL PATRIMONIO DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES 

Artículo 37. — El patrimonio de las asociaciones sindicales de trabajadores estará constituido por: 

a) Las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los afiliados y contribuciones de solidaridad que pacten 

en los términos de la ley de convenciones colectivas; 

b) Los bienes adquiridos y sus frutos; 

c) Las donaciones, legados, aportes y recursos no prohibidos por esta. 

Artículo 38. — Los empleadores estarán obligados a actuar como "agente de retención" de los importes 

que, en concepto de cuotas afiliación u otros aportes deban tributar los trabajadores a las asociaciones 

sindicales de trabajadores con personería gremial. 

Para que la obligación indicada sea exigible, deberá mediar una resolución del Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social de la Nación, disponiendo la retención. Esta resolución se adoptará a solicitud de la 

asociación sindical interesada. El ministerio citado deberá pronunciarse dentro de los treinta (30) días de 

recibida la misma. Si así no lo hiciere, se tendrá por tácitamente dispuesta la retención. 

El incumplimiento por parte del empleador de la obligación de obrar como agente de retención, o - en su 

caso- de efectuar en tiempo propio el pago de lo retenido, tornará a aquél en deudor directo. La mora en 

tal caso se producirá de pleno derecho. 

Artículo 39. — Los actos y bienes de las asociaciones sindicales con personería gremial destinados al 

ejercicio específico de las funciones propias previstas en los artículos 5° y 23, estarán exentos de toda 

clase, gravamen, contribución o impuesto. La exención es automática y por la sola obtención de dicha 

personería gremial. 

El Poder Ejecutivo Nacional gestionará con los gobiernos provinciales por su intermedio de las 

municipalidades, que recepten en su régimen fiscal el principio admitido en este artículo. 

XI. — DE LA REPRESENTACIÓN SINDICAL EN LA EMPRESA 

Artículo 40. — Los delegados del personal, las comisiones internas y organismos similares, ejercerán en 

los lugares de trabajo según el caso, en la sede de la empresa o del establecimiento al que estén 

afectados la siguiente representación: 

a) De los trabajadores ante el empleador, la autoridad administrativa del trabajo cuando ésta actúa de 

oficio en los sitios mencionados y ante la asociación sindical. 

b) De la asociación sindical ante el empleador y el trabajador. 



Artículo 41. — Para ejercer las funciones indicadas en el artículo 40 se requiere: 

a) Estar afiliado a la respectiva asociación sindical con personería gremial y ser elegido en comicios 

convocados por éstas, en el lugar donde se presten los servicios o con relación al cual esté afectado y en 

horas de trabajo, por el voto directo y secreto de los trabajadores cuya representación deberá ejercer. La 

autoridad de aplicación podrá autorizar, a pedido de la asociación sindical, la celebración en lugar y horas 

distintos, cuando existiere circunstancias atendibles que lo justificaran. 

Cuando con relación al empleador respecto del cual deberá obrar el representante, no existiera una 

asociación sindical con personería gremial, la función podrá ser cumplida por afiliados a una simplemente 

inscripta. 

En todos los casos se deberá contar con una antigüedad mínima en la afiliación de un (1) año: 

b) Tener dieciocho (18) años de edad como mínimo y revistar al servicio de la empresa durante todo el 

año aniversario anterior a la elección. 

En los establecimientos de reciente instalación no se exigirá contar con una antigüedad mínima en el 

empleo. Lo mismo ocurrirá cuando por la índole de la actividad en las que presten servicios los 

trabajadores a representar la relación laboral comience y termine con la realización de la obra, la 

ejecución del acto o la prestación de servicio para el que fueron contratados o cuando el vínculo configure 

un contrato de trabajo de temporada. 

Artículo 42. — El mandato de los delegados no podrá exceder de dos (2) años y podrá ser revocado 

mediante asamblea de sus mandantes convocada por el órgano directivo de la asociación sindical, por 

propia decisión o a petición del diez por ciento (10%) del total de los representados. Asimismo, en el caso 

que lo prevean los estatutos el mandato de los delegados podrá ser revocado por determinación votada 

por los dos tercios de la asamblea o del congreso de la asociación sindical. El delegado cuestionado 

deberá tener la posibilidad cierta de ejercitar su defensa. 

Artículo 43. — Quienes ejerzan las funciones a que se refiere el artículo 40 de este ley, tendrán derecho 

a: 

a) Verificar, la aplicación de las normas legales o convencionales, pudiendo participar en las inspecciones 

que disponga la autoridad administrativa del trabajo; 

b) Reunirse periódicamente con el empleador o su representante; 

c) Presentar ante los empleadores o sus representantes las reclamaciones de los trabajadores en cuyo 

nombre actúen, previa autorización de la asociación sindical respectiva. 

Artículo 44. — Sin perjuicio de lo acordado en convenciones colectivas de trabajo, los empleadores 

estarán obligados a: 

a) Facilitar un lugar para el desarrollo de las tareas de los delegados del personal en la medida en que, 

habida cuenta de la cantidad de trabajadores ocupados y la modalidad de la prestación de los servicios, 

las características del establecimiento lo tornen necesarios; 

b) Concretar las reuniones periódicas con esos delegados asistiendo personalmente o haciéndose 

representar; 

c) conceder a cada uno de los delegados del personal, para el ejercicio de sus funciones, un crédito de 

horas mensuales retribuidas de conformidad con lo que se disponga en la convención colectiva aplicable. 

Artículo 45. — A falta de normas en las convenciones colectivas o en otros acuerdos, el número mínimo 

de los trabajadores que representen la asociación profesional respectiva en cada establecimiento será: 

a) De diez (10) a cincuenta (50) trabajadores, un (1) representante; 

b) De cincuenta y uno (51) a cien (100) trabajadores, dos (2) representantes; 

c) De ciento uno (101) en adelante, un (1) representante más cada cien (100) trabajadores, que excedan 

de cien (100) a los que deberán adicionarse los establecidos en el inciso anterior. 



En los establecimientos que tengan más de un turno de trabajo habrá un delegado por turno, como 

mínimo. 

Cuando un representante sindical está compuesto por tres o más trabajadores, funcionará como cuerpo 

colegiado. 

Sus decisiones se adoptarán en la forma que determinen los estatutos. 

Artículo 46. — La reglamentación de lo relativo a los delegados del personal deberá posibilitar una 

adecuada tutela de los intereses y derechos de los trabajadores teniendo en cuenta la diversidad de 

sectores, turnos y demás circunstancias de hecho que hagan a la organización de la explotación o del 

servicio. 

XII. — DE LA TUTELA SINDICAL 

Artículo 47. — Todo trabajador o asociación sindical que fuere impedido u obstaculizado en el ejercicio 

regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por la presente ley, podrá recabar el amparo 

de estos derechos ante el tribunal judicial competente, conforme al procedimiento Civil y Comercial de la 

Nación o equivalente de los códigos procesales civiles provinciales, a fin de que éste disponga, si 

correspondiere, el cese inmediato del comportamiento antisindical. 

Artículo 48. — Los trabajadores que, por ocupar cargos electivos o representativos en asociaciones 

sindicales con personería gremial, en organismos que requieran representación gremial, o en cargos 

políticos en los poderes públicos, dejarán de prestar servicios, tendrán derecho de gozar de licencia 

automática sin goce de haberes, a la reserva del puesto y ser reincorporado al finalizar el ejercicio de sus 

funciones, no pudiendo ser despedidos durante el término de un (1) año a partir de la cesación de sus 

mandatos, salvo que mediare justa causa de despido. 

El tiempo de desempeño de dichas funciones, será considerado período de trabajo a todos los efectos, 

excepto para determinar promedio de remuneraciones. 

Los representantes sindicales en la empresa elegidos de conformidad con lo establecido en el artículo 41 

de la presente ley continuarán prestando servicios y no podrán ser suspendidos, modificadas sus 

condiciones de trabajo, ni despedidos durante el tiempo que dure el ejercicio de su mandato y hasta un 

año más, salvo que mediare justa causa. 

Artículo 49. — Para que surta efecto la garantía antes establecida se deberá observar los siguientes 

requisitos: 

a) Que la designación se haya efectuado cumpliendo con los recaudos legales; 

b) Que haya sido comunicada al empleador. La comunicación se probará mediante telegramas o cartas 

documento u otra forma escrita. 

Artículo 50. — A partir de su postulación para un cargo de representación sindical, cualquiera sea dicha 

representación, el trabajador no podrá ser suspendido sin justa causa, ni modificadas sus condiciones de 

trabajo, por el término de seis (6) meses. Esta protección cesará para aquellos trabajadores para cuya 

postulación no hubiere sido oficializada según el procedimiento electoral aplicable y desde el momento de 

determinarse definitivamente dicha falta de oficialización. La asociación sindical deberá comunicar al 

empleador el nombre de los postulantes; lo propio podrán hacer los candidatos. 

Artículo 51. — La estabilidad en el empleo no podrá ser invocada en los casos de cesación de 

actividades del establecimiento o de suspensión general de las tareas del mismo. Cuando no se trate de 

una suspensión general de actividades, pero se proceda a reducir personal por vía de suspensiones o 

despidos y deba atenderse al orden de antigüedades, se excluirá para la determinación de ese orden a 

los trabajadores que se encuentren amparados por la estabilidad instituida en esta ley. 

Artículo 52. — Los trabajadores amparados por las garantías previstas en los artículos 40, 48 y 50 de la 

presente ley, no podrán ser suspendidos, despedidos ni con relación a ellos podrán modificarse las 



condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que los excluya de la garantía, conforme al 

procedimiento establecido en el artículo 47. El juez o tribunal interviniente, a pedido el empleador, dentro 

del plazo de cinco (5) días podrá disponer la suspensión de la prestación laboral con el carácter de 

medida cautelar, cuando la permanencia del cuestionado en su puesto o en mantenimiento de las 

condiciones de trabajo pudiere ocasionar peligro para la seguridad de las personas o bienes de la 

empresa. 

La violación por parte del empleador de las garantías establecidas en los artículos citados en el párrafo 

anterior, dará derecho al afectado a demandar judicialmente, por vía sumarísima, la reinstalación de su 

puesto, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial, o el restablecimiento de las 

condiciones de trabajo. 

Si se decidiere la reinstalación, el juez podrá aplicar al empleador que no cumpliere con la decisión firme, 

las disposiciones del artículo 666 bis del Código Civil, durante el período de vigencia de su estabilidad. 

El trabajador, salvo que se trate de un candidato no electo, podrá optar por considerar extinguido el 

vínculo laboral en virtud de la decisión del empleador, colocándose en situación de despido indirecto, en 

cuyo caso tendrá derecho a percibir, además de indemnizaciones por despido, una suma equivalente al 

importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el tiempo faltante del mandato y el 

año de estabilidad posterior. Si el trabajador fuese un candidato no electo tendrá derecho a percibir, 

además de las indemnizaciones y de las remuneraciones imputables al período de estabilidad aún no 

agotado, el importe de un año más de remuneraciones. 

La promoción de las acciones por reinstalación o por restablecimiento de las condiciones de trabajo a las 

que refieren los párrafos anteriores interrumpe la prescripción de las acciones por cobro de indemnización 

y salarios caídos allí previstas. El curso de la prescripción comenzará una vez que recayere 

pronunciamiento firme en cualquiera de los supuestos. 

XIII. — DE LAS PRÁCTICAS DESLEALES 

Artículo 53. — Serán consideradas prácticas desleales y contrarias a la ética de las relaciones 

profesionales del trabajo por parte de los empleadores, o en su caso, de las asociaciones profesionales 

que los represente: 

a) Subvencionar en forma directa o indirecta a una asociación sindical de trabajadores; 

b) Intervenir o interferir en la constitución, funcionamiento o administración de un ente de este tipo; 

c) Obstruir, dificultar o impedir la afiliación de los trabajadores a una de las asociaciones por ésta 

reguladas; 

d) Promover o auspiciar la afiliación de los trabajadores a determinada asociación sindical; 

e) Adoptar represalias contra los trabajadores en razón de su participación en medidas legítimas de 

acción sindical o en otras actividades sindicales o de haber acusado, testimoniado o intervenido en los 

procedimientos vinculados a juzgamiento de las prácticas desleales; 

f) Rehusarse a negociar colectivamente con la asociación sindical capacitada para hacerlo o provocar 

dilaciones que tiendan a obstruir el proceso de negociación; 

g) Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de su personal, con el fin de impedir o 

dificultar el ejercicio de los derechos a que se refiere esta ley; 

h) Negare a reservar el empleo o no permitir que el trabajador reanude la prestación de los servicios 

cuando hubiese terminado de estar en uso de la licencia por desempeño de funciones gremiales; 

i) Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los representantes sindicales que gocen 

de estabilidad de acuerdo con los términos establecidos por este régimen cuando las causas del despido, 

suspensión o modificación no sean de aplicación general o simultánea a todo el personal; 



j) Practicar trato discriminatorio, cualquiera sea su forma, en razón del ejercicio de los derechos sindicales 

tutelados por este régimen; 

k) Negarse a suministrar la nómina del personal a los efectos de la elección de los delegados del mismo 

en los lugares de trabajo. 

Artículo 54. — La asociación sindical de trabajadores o el damnificado, conjunta o indistintamente, 

podrán promover querella por práctica desleal ante el juez o tribunal competente. 

Artículo 55. — 

1º — Las prácticas desleales se sancionarán con multas que serán fijadas de acuerdo con los artículos 4 

y siguiente de la ley N° 18.694 de infracciones a las leyes de trabajo, salvo las modificaciones que aquí se 

establecen. 

En el supuesto de prácticas desleales múltiples, o de reincidencia, la multa podrá elevarse hasta el 

quíntuplo del máximo previsto en la ley N° 18.694. 

2º — Cuando la práctica desleal fuera cometida por entidades representativas de empleadores, la multa 

será fijada razonablemente por el juez hasta un máximo del equivalente al veinte por ciento de los 

ingresos provenientes de las cuotas que deban pagar los afiliados en el mes en que se cometió la 

infracción. 

Los importes de las multas serán actualizados a la fecha del efectivo pago, de acuerdo con las 

disposiciones sobre índice de actualización de los créditos laborales. Cuando la práctica desleal pudiera 

ser reparada mediante el cese de la medida que la hubiere producido o la realización de los actos que 

resulten idóneos, conforme a la decisión calificadora, y el infractor mantuviera las medidas o dejare de 

cumplir los actos tendientes a la cesación de sus efectos, el importe originario se incrementará 

automáticamente en un diez por ciento por cada cinco días de mora, mientras se mantenga el 

incumplimiento del empleador o entidad representativa de los empleadores. 

Sin perjuicio de ello, el juez, a petición de parte, podrá también aplicar lo dispuesto por el artículo 666 bis 

del Código Civil, quedando los importes que así se establezcan en favor del damnificado. 

3º — El importe de las multas será percibido por la autoridad administrativa del trabajo, e ingresado en 

una cuenta especial, y será destinado al mejoramiento de los servicios de inspección del trabajo, a cuyo 

fin la autoridad administrativa tomará intervención en el expediente judicial, previa citación del juez. 

4º — Cuando la práctica desleal fuese reparada mediante el cese de los actos motivantes, dentro del 

plazo que al efecto establezca la decisión judicial, el importe de la sanción podrá reducirse hasta el 

cincuenta por ciento. 

XIV — DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN 

Artículo 56. — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación será la autoridad de aplicación de 

la presente ley y estará facultado para: 

1º Inscribir asociaciones, otorgarles personería gremial y llevar los registros respectivos. 

2º Requerir a las asociaciones sindicales que dejen sin efecto las medidas que importen: 

a) Violación de las disposiciones legales o estatutarias; 

b) Incumplimiento a las disposiciones dictadas por la autoridad competente en el ejercicio de facultades 

legales 

3º Peticionar en sede judicial la suspensión o cancelación de una personería gremial o la intervención de 

una asociación sindical, en los siguientes supuestos: 

a) Incumplimiento de las intimaciones a que se refiere el inciso 2 de este artículo; 

b) Cuando haya comprobado que en las asociaciones se ha incurrido en graves irregularidades 

administrativas. En el proceso judicial será parte de la asociación sindical afectada. No obstante lo antes 

prescripto, cuando existiera peligro de serios perjuicios a la asociación sindical o a sus miembros, solicitar 



judicialmente medidas cautelares a fin que se disponga la suspensión en el ejercicio de sus funciones de 

quienes integran el órgano de conducción y se designa un funcionario con facultades para ejercer los 

actos conservatorios y de administración necesarios para subsanar las irregularidades que determinen se 

adopte esa medida cautelar. 

4º — Disponer la convocatoria a elecciones de los cuerpos que en gobierno, la administración y la 

fiscalización de los actos que realicen estos últimos, como así también ejecutar los demás actos que 

hubiere menester para que mediante el proceso electoral se designen a los integrantes de esos cuerpos. 

Al efecto asimismo podrán nombrar las personas que deban ejecutar esos actos. Todo ello cuando el 

órgano de asociación facultado para ejecutarlo, después que hubiese sido intimado para que lo hiciere, 

dentro de un lapso determinado, incumpliera el requerimiento. 

En caso de que se produjere un estado de acefalía con relación a la comisión directiva de una asociación 

sindical de trabajadores o al órgano que tenga asignadas las funciones propias de un cuerpo de 

conducción, y en tanto en los estatutos de la asociación de que se trate o en los de la federación de la 

que ésta forme parte, no se haya previsto el modo de regularizar la situación, la autoridad de aplicación 

también podrá designar un funcionario para que efectúe lo que sea necesaria o para regularizar la 

situación. Por su parte si el órgano encargado de convocar a reunión del asamblea de la asociación o al 

congreso de la misma, no lo hubiera hecho en el tiempo propio, y ese órgano no de cumplimiento a la 

intimación que deberá cursársele para que lo efectúe, la autoridad de aplicación estará facultada para 

hacerlo para adoptar las demás medidas que correspondan para que la reunión tenga lugar. 

Artículo 57. — En tanto no se presente alguna de las situaciones antes previstas, la autoridad 

administrativa del trabajo no podrá intervenir en la dirección y administración de las asociaciones 

sindicales a que se refiere esta ley, y en especial restringir el manejo de los fondos sindicales. 

Artículo 58. — El control de las asociaciones sindicales, aunque hubieren obtenido personería jurídica en 

virtud de las disposiciones del derecho común, estará a cargo exclusivo del Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social de la Nación. 

Artículo 59. — Para someter las cuestiones de encuadramiento sindical a la autoridad administrativa, las 

asociaciones interesadas deberán agotar previamente la vía asociacional, mediante el pronunciamiento 

de la organización gremial de grado superior a la que se encuentren adheridas, o a la que estén 

adheridas las federaciones que integren. 

Si el diferendo no hubiera sido resuelto dentro de los sesenta (60) días hábiles, cualquiera de las 

asociaciones sindicales en conflicto, podrá someter la cuestión a conocimiento y resolución del Ministerio 

de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, el que deberá pronunciarse dentro de los sesenta (60) días 

hábiles, rigiendo en caso de silencio lo dispuesto en el Artículo 10 de la Ley N° 19.549 y su 

reglamentación. Agotado el procedimiento administrativo, quedará expedita la acción judicial prevista en 

el Artículo 62, inciso e) de la presente Ley. 

La resolución de encuadramiento, emana de la autoridad administrativa del trabajo o de la vía 

asociacional, será directamente recurrible ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. 

La resolución que ponga fin al conflicto de encuadramiento sindical sólo tendrá por efecto determinar la 

aptitud representativa de la asociación gremial respectiva con relación al ámbito en conflicto. 

Artículo 60. — Sin perjuicio de lo que dispongan los estatutos, en los diferendos que puedan plantearse 

entre los afiliados a una asociación sindical de trabajadores y éstas, o entre una asociación de grado 

inferior y otra de grado superior será de aplicación lo dispuesto en el artículo anterior. 

Artículo 61. — Todas las resoluciones definitivas de la autoridad administrativa del trabajo en la materia 

regulada por esta ley, una vez agotada la instancia administrativa, son impugnables ante la justicia, por 



vías de recurso de apelación o de acción sumaria, según los casos, y en la forma establecida en los 

artículos 62 y 63 de la presente ley. 

Artículo 62. — Será competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo conocer 

los siguientes casos: 

a) Las acciones que promueva la autoridad administrativa del trabajo; 

b) Los recursos contra resoluciones administrativas definitivas que decidan sobre el otorgamiento, de 

personería gremial, encuadramiento sindical u otros actos administrativos de igual carácter, una vez 

agotada la instancia administrativa; 

c) La demanda por denegatoria tácita de una personería gremial; 

d) La demanda por denegatoria tácita de una inscripción; 

e) Las acciones de encuadramiento sindical que se promuevan por haber vencido el plazo establecido 

para que se pronuncie la autoridad administrativa, sin que ésta lo hubiera hecho; 

f) Los recursos previstos en el artículo 36 de esta ley. 

Las actuaciones de los incisos a), c), d) y e) del párrafo anterior se sustanciarán por las normas del 

proceso sumario del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

En este proceso la Cámara podrá ordenar las medidas para mejor proveer que considere convenientes. 

Asimismo proveerán la producción de las pruebas ofrecidas por las partes que sean conducentes, 

pudiendo disponer su recepción por el juzgado de primera instancia que corresponda, el que deberá 

elevar las actuaciones dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de finalizada su sustanciación. 

Las acciones previstas en los incisos c) y d) de este artículo deberán deducirse dentro de los ciento veinte 

(120) días hábiles del vencimiento del plazo otorgado a la autoridad administrativa para resolver. 

Tratándose de recursos, éstos deberán ser fundados e interponerse ante la autoridad administrativa, 

dentro de los quince (15) días hábiles de notificada la resolución. Dentro de los diez (10) días hábiles 

contados desde la interposición del recurso, la autoridad administrativa, deberá remitir a esa Cámara las 

respectivas actuaciones. Cuando la decisión recurrida afecte los alcances de una personería, radicado el 

expediente en sede judicial, deberá darse traslado a las asociaciones afectadas, por el término de cinco 

(5) días. 

Artículo 63. — 

1º — Los jueces o tribunales con competencia en lo laboral en las respectivas jurisdicciones conocerán 

en: 

a) Las cuestiones referentes a prácticas desleales; 

b) Las acciones previstas en el artículo 52; 

c) En las acciones previstas en el artículo 47. 

2º — Estas acciones se sustanciarán por el procedimiento sumario previsto en la legislación local. 

Artículo 64. — Las asociaciones sindicales deberán adecuar sus estatutos a las disposiciones de la 

presente ley, dentro de los ciento ochenta (180) días de publicada su reglamentación, la que deberá ser 

dictada dentro de los noventa (90) días por el Poder Ejecutivo nacional. 

Mientras no se realice la mencionada adecuación y su aprobación por la autoridad administrativa, 

prevalecerán de pleno derecho las disposiciones de la presente Ley sobre las normas estatutarias, en 

cuanto pudieren oponerse. 

Artículo 65. — La presente ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación. 

Artículo 66. — Derógase la ley de facto 22.105 y toda otra disposición que se oponga a la presente. 

Artículo 67. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, a los veintitrés días del mes de 

marzo del año mil novecientos ochenta y ocho. 
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Artículo. 1º — Apruébase la reglamentación de la ley 23.551 de asociaciones sindicales, de acuerdo al 

texto consignado en el anexo y que forma parte integrante del presente decreto. 

Art. 2º — El presente decreto será refrendado por el señor ministro de Trabajo y Seguridad Social. 

Art. 3º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del registro Oficial y archívese — 

ALFONSIN. —Ideler S. Tonelli. 

REGLAMENTACIÓN DE LA LEY DE ASOCIACIONES SINDICALES 

Art. 1° — (Artículo 2° de la ley) — A los fines de la ley se entiende por trabajador a quien desempeña una 

actividad lícita que se presta en favor de quien tiene facultad de dirigirla. 

Art. 2° — (Artículo 4° inc. b) de la ley) — La solicitud de afiliación de un trabajador a una asociación 

sindical solo podrá ser rechazada por los siguientes motivos: 

a) Incumplimiento de los requisitos de forma exigidos por los estatutos; 

b) No desempeñarse en la actividad, profesión, oficio, categoría o empresa que representa el sindicato; 

c) Haber sido objeto de expulsión por un sindicato sin que haya transcurrido un año desde la fecha de tal 

medida; 

d) Hallarse procesado o haber sido condenado judicialmente por la comisión de un delito en perjuicio de 

una asociación sindical de trabajadores si no hubiese transcurrido un lapso igual al plazo de prescripción 

de la pena contado desde que la sanción hubiera terminado de cumplirse. 

La solicitud de afiliación deberá ser resuelta por el órgano directivo de la asociación sindical dentro de los 

treinta días de su presentación; transcurrido dicho plazo sin que hubiere decisión al respecto se 

considerará aceptada. La aceptación podrá ser revisada cuando, después de dispuesta expresamente u 

operada por el transcurso del tiempo, llegare a conocimiento de las autoridades de la asociación alguno 

de los hechos contemplados en los incisos b), c) o d). 

Si el órgano directivo resolviera el rechazo de la solicitud de afiliación, deberá elevar todos los 

antecedentes, con los fundamentos de su decisión a la primera asamblea o congreso, para ser 

considerado por dicho cuerpo deliberativo. 

Si la decisión resultare confirmada, se podrá accionar ante la justicia laboral para obtener su revocación. 

Para desafiliarse, el trabajador deberá presentar su renuncia a la asociación sindical por escrito. El órgano 

directivo podrá dentro de los treinta días de la fecha de recibida, rechazarla, si existiere un motivo legítimo 

para expulsar al afiliado renunciante. 

No resolviéndose sobre la renuncia en el término aludido o resolviéndose su rechazo en violación de lo 

dispuesto en el párrafo precedente, se considerará automáticamente aceptada, y el trabajador podrá 

comunicar esta circunstancia al empleador a fin de que no se le practiquen retenciones de sus haberes en 

beneficio de la asociación sindical. 

En caso de negativa o reticencia del empleador, el interesado podrá denunciar tal actitud al Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social. 

Art. 3° — (Artículo 4° inc. e) de la ley) — Para ejercer el derecho de elegir a sus representantes a través 

del voto, el trabajador deberá haberse desempeñado en la actividad, oficio, profesión, categoría o 



empresa durante los seis meses inmediatos anteriores a la fecha de la elección, salvo los supuestos del 

artículo 6° de esta reglamentación. 

Art. 4° — (Artículo 9° de la ley) — Los aportes que los empleadores se comprometan a efectuar en el 

marco de convenios colectivos de trabajo serán destinados a obras de carácter social, asistencial, 

previsional o cultural, en interés y beneficio de los trabajadores comprendidos en el ámbito de 

representación de la asociación sindical. 

Los fondos afectados a tal destino serán objeto de una administración especial, que se llevará y 

documentará por separado, respecto de la que corresponda a los demás bienes y fondos sindicales 

propiamente dichos. 

Art. 5° — (Artículo 12 de la ley) — Las federaciones no podrán rechazar los pedidos de afiliación de las 

asociaciones de primer grado que representen a los trabajadores de la actividad, profesión, oficios o 

categoría previstos en el estatuto de la respectiva federación. Del mismo modo las confederaciones no 

podrán rechazar a las federaciones, sindicatos o uniones que reúnan las características contempladas en 

los estatutos de la respectiva confederación. 

Las asociaciones sindicales de segundo o tercer grado podrán cancelar la afiliación de las asociaciones 

sindicales adheridas solo por resolución adoptada por el voto directo y secreto del setenta y cinco por 

ciento de los delegados, emitido en congreso extraordinario convocado al efecto. 

Las asociaciones sindicales podrán desafiliarse de las de grado superior a las que estuvieren adheridas, 

sin limitación alguna 

Art. 6° — (Artículo 14° de la ley) — Los trabajadores que quedaren desocupados podrán conservar su 

afiliación hasta una vez transcurrido seis meses desde I a ruptura de la relación laboral. Dicho lapso se 

computará desde la finalización del mandato en el supuesto de aquellos trabajadores que desempeñan 

cargos representativos. 

Salvo respecto de los desocupados a que se refiere el párrafo anterior, los estatuos podrán restringir, en 

el caso de los afiliados a que se refiere el artículo 14 de la ley, el derecho de voto para elegir autoridades 

de la asociación sindical y el de postularse como candidatos para tales cargos, a excepción de las 

candidaturas para integrar órganos de fiscalización o de apoyo, no encargados de funciones de 

representación sindical, y las votaciones para elegir dichas autoridades. 

Art. 7° — (Artículo 16 de la ley) — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como autoridad de 

aplicación, controlará que los estatutos de las asociaciones sindicales satisfagan las exigencias del 

Artículo 16 de la ley cumpliendo con los recaudos contenidos en los artículos siguientes. 

Art. 8° — (Artículo 16 incs. a) y b) de la ley) — El objeto, la zona de actuación y la actividad, oficio, 

profesión o categoría de trabajadores cuya representación se proponga la asociación sindical, deberán 

ser individualizados de modo tal que permitan una concreta delimitación entre los ámbitos personales y 

territoriales de las distintas asociaciones sindicales, a cuyo efecto el Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social podrá establecer una clasificación uniforme que facilite la identificación de los referidos ámbitos 

respetando la voluntad de los constituyentes o afiliados a la asociación. 

Art. 9° — (Artículo 16 inc. c) de la ley) — En ningún caso una suspensión a un afiliado dispuesta por el 

órgano directivo de la asociación gremial de primer grado podrá exceder de noventa días ni ser dispuesta 

sin previa vista al afiliado, de los cargos en que se funda y otorgamiento de oportunidad suficiente para 

efectuar ofrecimiento de prueba, si fuere necesario, y su descargo. La suspensión no privará al afiliado de 

su derecho a voto ni al de ser candidato a cargos electivos, salvo cuando se fundara en el supuesto del 

inciso d) del artículo 2° de la presente reglamentación, en cuyo caso durará el tiempo que dure el proceso 

o el plazo de prescripción de la pena si hubiere condena. 



El afiliado suspendido podrá recurrir la medida disciplinaria ante la primera asamblea o congreso 

convocado por la asociación sindical, y tendrá derecho a participar en la sesión del cuerpo respectivo con 

voz y voto. 

La expulsión del afiliado es facultad privativa de la asamblea o congreso extraordinario. El órgano 

directivo sólo está facultado para suspender preventivamente al afiliado cuando llegare a su conocimiento 

una causal de expulsión, pudiendo recomendarla a la asamblea o congreso en cuyo supuesto deberá 

elevar los antecedentes del caso. También en este supuesto el afiliado tendrá derecho a participar en las 

deliberaciones con voz y voto, si le correspondiere. 

Los afiliados sólo serán pasibles de expulsión si se acreditare que se hallan comprendidos en alguno de 

los siguientes supuestos: 

a) Haber cometido violaciones estatutarias graves o incumplido decisiones de los cuerpos directivos o 

resoluciones de las asambleas, cuya importancia justifique la medida: 

b) Colaborar con los empleadores en actos que importen prácticas desleales declaradas judicialmente; 

c) Recibir subvenciones directas o indirectas de los empleadores con motivo del ejercicio de cargos 

sindicales; 

d) Haber sido condenado por la comisión de delito en perjuicio de una asociación sindical; 

e) Haber incurrido en actos susceptibles de acarrear graves perjuicios a la asociación sindical o haber 

provocado desórdenes graves en su seno 

La resolución que imponga la expulsión podrá ser revisada por la justicia laboral a instancias del afectado. 

Serán únicas causas de cancelación de la afiliación: 

a) Cesar en el desempeño de la actividad, oficio, profesión, categoría o empresa previstos en el 

agrupamiento, exceptuando los casos determinados en el artículo 14 de la ley y lo contemplado en el 

artículo 6° de la presente reglamentación; 

b) Mora en el pago de cuotas y contribuciones, sin regularizar esta situación en el plazo razonable en que 

la asociación sindical intime a hacerlo. 

Art. 10 — (Artículo 16 inc. d) de la ley) — Las sanciones a los miembros de los cuerpos directivos de la 

asociación sindical y de la federación deberán ser adoptadas en asambleas o congresos extraordinarios y 

por las causales que determine, taxativamente, el estatuto, con citación a participar en ellas al afectado, 

con voz y voto si le correspondiere. 

El cuerpo directivo sólo podrá adoptar la medida de suspensión preventiva contra sus miembros, la que 

no podrá exceder el término de cuarenta y cinco días. 

El cuerpo directivo será responsable de que, dentro de ese plazo, se realice la asamblea o el congreso 

extraordinario, para decidir en definitiva. 

Art. 11. — (Artículo 16 inc. f) de la ley). — El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecerá que 

registraciones de sus actos y cuentas deberán llevar las asociaciones sindicales, en que libros u otros 

soportes materiales deberán asentarlos y con que formalidades deberán hacerlo. 

Los ejercicios no superarán el término de un año. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecerá 

las características que deberán reunir los planes de cuentas. 

La fiscalización interna de la gestión y el control de la administración del patrimonio social estarán a cargo 

de un órgano con composición adecuada y facultades a ese efecto. 

Art. 12. — (Artículo 16 inc. g) de la ley) — El régimen electoral estará contenido en un capítulo especial 

que deberá asegurar: 

a) Que en aquellos congresos u otros cuerpos deliberativos creados por el estatuto, cuyos integrantes 

fueren elegidos por votación directa de los afiliados, la representación, por cada sección electoral, adopte 

algún sistema de proporcionalidad u otorgue a la primera minoría un número de cargos no inferior al 



veinte por ciento. Se podrá exigir a esta minoría, para obtener representación, un número de votos no 

inferior al veinte por ciento de los votos válidos emitidos. 

b) Que en los sindicatos locales y seccionales, la elección de todos los integrantes de cuerpos directivos y 

órganos de fiscalización sea hecha por medio del voto directo y secreto de los afiliados. 

Art. 13. — (Artículo 16 inc. h) de la ley) — Las asambleas o congresos ordinarios deberán ser 

convocados con no menos de treinta días de anticipación ni más de sesenta; los extraordinarios con no 

menos de cinco días. En ambos casos deberá existir una publicidad inmediata y adecuada de la 

convocatoria que asegure el conocimiento de los representantes sindicales incluyendo publicidad en la 

empresa salvo que por razones de tiempo ello sea imposible, e incluya, para las asambleas, la exhibición, 

en los lugares de trabajo, de folletos o carteles que mencionen el orden del día, el lugar de reunión de la 

asamblea y los requisitos para participar en ella y, para los congresos, comunicación a los delegados a 

dicho congreso u otro medio razonable de difusión previsto en el estatuto, con idénticas menciones a las 

previstas para las asambleas. 

Art. 14. — (Artículo 16 inc. i) de la ley) — Las medidas de acción directa deberán estar previstas dentro 

de aquellas que permitan las leyes y las convenciones colectivas aplicables. Se deberá establecer cuáles 

son los órganos de la asociación sindical facultados para disponerla y el procedimiento para adoptar la 

decisión. 

Art. 15. — (Artículo 17 de la ley) — Cuando la elección se efectuare mediante el voto directo y secreto de 

los afiliados (artículo 7° inciso c) y artículo 17), la fecha del comicio deberá fijarse con una anticipación no 

menor de noventa días de la fecha de terminación de los mandatos de los directivos que deban ser 

reemplazados. La convocatoria a elecciones deberá ser resuelta y publicada con una anticipación no 

menor de cuarenta y cinco días a la fecha del comicio. 

En la convocatoria deberán ser establecidos los lugares y horarios en que se efectuará el acto 

eleccionario, los que no podrán ser alterados. 

En el supuesto que la asociación sindical no efectuare la convocatoria en los términos correspondientes, 

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá intimar a la entidad a hacerlo dentro del plazo que fije, 

transcurrido el cual, sin que la intimación haya sido correctamente cumplida, designará uno o más 

delegados electorales al solo efecto de realizar la convocatoria y ejecutar los demás actos que hubiere 

menester para llevar adelante la elección, sustituyendo en ello a las autoridades sindicales (artículo 56 

inciso 4). 

Se deberá confeccionar un padrón por orden alfabético y otro por establecimientos, con datos suficientes 

para individualizar a los afiliados y denominación y domicilio del establecimiento donde trabajan o donde 

hayan trabajado por última vez durante el transcurso del año inmediato anterior. 

Los padrones electorales y las listas oficializadas deberán encontrarse a disposición de los afiliados en el 

local o sede sindical con no menos de treinta (30) días de anticipación a la fecha de la elección. La 

oficialización de listas se regirá por las siguientes reglas: 

El pedido deberá ser presentado ante la autoridad electoral dentro del plazo de diez (10) días a partir de 

aquel en que se diera a publicidad la convocatoria; 

b) La solicitud debe ser acompañada con los avales exigidos por el estatuto, la conformidad de los 

candidatos expresada con su firma y la designación de uno o más apoderados; 

c) La autoridad electoral deberá entregar recibo de la solicitud de oficialización; 

d) La autoridad electoral deberá pronunciarse, mediante resolución fundada dentro del plazo de cuarenta 

y ocho (48) horas de efectuada la solicitud. 

El afiliado, en el acto de emitir su voto, deberá acreditar su identidad y suscribir una planilla como 

constancia. 



Cuando las disposiciones estatutarias o la costumbre determinan que las listas de candidatos se 

distinguen por colores, números u otras denominaciones, la adjudicación de los mismos se efectuará 

teniendo en cuenta la agrupación que los hubiera utilizado anteriormente. 

La elección se efectuará en una sola jornada, que deberá ser distinta a la designada para la celebración 

de una asamblea de la entidad, salvo que modalidades especiales de trabajo justifiquen extenderla o 

establecer el voto por correspondencia, supuesto éste en que deberán fijarse los recaudos necesarios 

para la identificación del votante, preservando el carácter secreto del voto. 

Los apoderados de las listas oficializadas podrán designar uno o más fiscales para que asistan al acto de 

la elección desde su apertura hasta su cierre. 

Deberá efectuarse un escrutinio provisorio que se hará en la misma mesa electoral, inmediatamente 

después del clausurado el comicio general, labrándose acta que será suscripta por las autoridades de la 

mesa electoral designadas por la autoridad electoral y los fiscales, quienes, además, podrán dejar 

constancia de sus observaciones. 

Si se produjera una impugnación contra cualquiera de los actos del proceso electoral deberá expedirse la 

autoridad electoral. Si omitiera hacerlo en un plazo prudencial o su decisión fuera cuestionada, el 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá, si se advirtiera la verosimilitud de la impugnación y la 

posibilidad de frustración de derechos frente a la demora, suspender el proceso electoral o la puesta en 

posesión de los cargos de las nuevas autoridades hasta que se resuelva definitivamente la impugnación. 

Cuando la elección deba producirse en un congreso de delegados deberán respetarse las reglas 

establecidas para su funcionamiento en este decreto. 

Art. 16. — (Artículo 18 de la ley) — Se entenderá por inhibición penal las penas accesorias de 

inhabilitación absoluta o relativa, referida al impedimento a acceder a cargos electivos o empleo público, 

previstas en el Código Penal y leyes complementarias. 

Se entenderá por inhibición civil las inhabilitaciones dispuestas judicialmente por aplicación de la ley de 

concursos o el Código Civil o cualquier otra norma de derecho privado. 

Art. 17. — (Artículo 19 de la ley). — Los congresos de las federaciones se integrarán con delegados 

elegidos por voto directo y secreto de los afiliados a los sindicatos adheridos en proporción al número de 

los afiliados cotizantes. 

El número de delegados de un sindicato al congreso de la federación no podrá exceder del veinte (20%) 

por ciento del total de los delegados, cuando la federación esté integrada por más de cuatro (4) sindicatos 

adheridos. 

La realización del temario de las asambleas y congresos ordinarios deberán ser comunicados a la 

autoridad de aplicación con una anticipación no menor de diez (10) días a la fecha de su celebración. En 

el caso de las asambleas o congresos extraordinarios, dicha comunicación, deberá ser efectuada 

inmediatamente después de su convocatoria y con una anticipación no menor de tres (3) días a la fecha 

de su celebración. 

Art. 18. — (Artículo 20 inc. c) de la ley) — Queda prohibida con la excepción contenida en el artículo 36 

de la ley la adhesión a asociaciones nacionales o extranjeras, cuyos estatutos les permita participar en la 

dirección, administración o manejo patrimonial de las entidades a ellas adheridas o que admitan la 

facultad de disponer la intervención a sus organismos directivos. 

Queda prohibida la fusión con asociaciones no sujetas al control del Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social. 

Art. 19. — (Artículo 21 de la ley) — La lista de afiliados debe contener la mención del lugar donde se 

desempeñan. La autoridad de aplicación podrá requerir la acreditación de que los afiliados se 



desempeñen, efectivamente, en la actividad, oficio, profesión, categoría o empresa que sirvan para 

establecer el ámbito personal de la asociación sindical. 

Art. 20. — (Artículo 24 de la ley) — Las asociaciones sindicales deberán comunicar al Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social: 

a) Toda modificación de la integración de sus órganos directivos dentro de los cinco (5) días de producida. 

b) La celebración de elecciones para la renovación de sus órganos directivos con una anticipación no 

menor de (10) días. 

Asimismo deberá remitir copia autenticada de la memoria, balance, informe del órgano de fiscalización y 

nómina de afiliados dentro de los ciento veinte (120) días de cerrado el ejercicio y/o dentro de los cinco (5) 

días de concluida la asamblea o congreso que trate el balance memoria a que se refiere el inciso anterior, 

del acta respectiva. 

Art. 21. — (Artículo 28 de la ley) — Cuando dos asociaciones tuviesen igual zona de actuación, la 

asociación que pretenda la personería gremial deberá superar a la que con anterioridad la posea como 

mínimo en el diez (10%) por ciento de sus afiliados cotizantes. 

Art. 22. — (Artículo 31 de la ley) — Para representar los intereses individuales de los trabajadores deberá 

acreditar el consentimiento por escrito, por parte de los interesados, del ejercicio de dicha tutela. 

Art. 23. — (Artículo 33 de la ley) — La adhesión de un sindicato a una federación, o su retiro, deberá ser 

comunicado por ambos a la autoridad de aplicación, dentro del plazo de cinco (5) días de producido. 

Art. 24. — (Artículo 38 de la ley) — Para que la obligación de retener sea exigible la asociación sindical 

debe comunicar la resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que la dispone, con una 

antelación no menor a diez (10) días al primer pago al que resulte aplicable. La comunicación deberá ser 

acompañada de una copia autenticada de la referida resolución. 

(Nota: por art. 1 del Decreto N° 758/2001 se sustituyó el presente artículo; posteriormente por art. 1° 

del Decreto N° 922/2001 se derogó esa sustitución, volviendo al texto original del citado artículo.) 

Art. 25. — (Artículo 42 de la ley) — Si nada establecieran los estatutos: 

Los representantes del personal serán designados por un término de dos (2) años y podrán ser reelectos. 

Las elecciones deberán realizarse con no menos de diez (10) días de antelación al vencimiento del 

mandato de los que deban ser reemplazados. 

Su convocatoria deberá ser efectuada por la asociación sindical con personería gremial y deberá ser dada 

a publicidad, para conocimiento de todos los trabajadores del establecimiento o lugar de trabajo, con una 

anticipación no menor de diez (10) días al acto electoral. 

La designación de los miembros de los representantes del personal será notificada al empleador en forma 

fehaciente, por la asociación sindical representativa del personal del establecimiento, dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas de su elección. 

Art. 26. — (Artículo. 43 inc. a) de la ley) — La verificación que efectúe el delegado se limitará a la 

comprobación del cumplimiento de la legislación laboral y previsional. Deberá ser acompañado para la 

verificación por los inspectores de la autoridad de aplicación respectiva, y actuará sólo como veedor. 

Art. 27. — (Artículo 43, inc. c) de la ley) — Se entiende que existe necesidad de formular una reclamación 

cuando, a propósito del ejercicio de la función prevista en el artículo 43 inciso c) de la ley, se ha suscitado 

una controversia con el empleador, circunstancia ante la cual el delegado procederá a comunicar lo 

ocurrido, de inmediato, al órgano competente de la asociación sindical a fin de que éste disponga 

formalizar la reclamación, si, a su juicio, ello correspondiere. 

Art. 28 — (Art. 44 inc. c) de la ley) — Mientras el delegado permanezca en su función, el empleador 

podrá reducir o aumentar el crédito de horas mensuales retribuidas, en tanto iguale o supere la cantidad 

que establezca la convención colectiva aplicable. 



Art. 29 — (Artículo 50 de la ley) — El trabajador se tendrá por postulado como candidato a partir del 

momento en que el órgano de la asociación sindical, con competencia para ello, tenga por recibida la lista 

que lo incluye como candidato, con las formalidades necesarias para pasar a expedirse acerca de su 

oficialización. La asociación sindical deberá comunicar tal circunstancia a cada empleador cuyos 

dependientes estén postulados indicando los datos personales, el cargo al cual aspiran y la fecha de 

recepción. 

Deberá asimismo, emitir para cada candidato que lo solicite, un certificado en el cual conste dichas 

circunstancias. Este certificado deberá ser exhibido al empleador por el candidato que comunique por sí 

su postulación. 

Se considerará definitiva la decisión de no oficializar una candidatura cuando ella agote la vía 

asociacional. Igual efecto a la no oficialización, producirá la circunstancia de que el candidato incluido en 

una lista oficializada obtenga un número de votos inferior al cinco (5%) por ciento de los votos válidos 

emitidos. 

Art. 30 — (Artículo 52 de la ley) — La medida cautelar prevista por el artículo 52, párrafo 1º in fine, podrá 

ser requerida por el empleador en momento en que surja o mientras perdure un peligro potencial para las 

personas, se desempeñen o no en la empresa (trabajadores, consumidores, proveedores, usuarios, etc.), 

los bienes ya sean éstos materiales o inmateriales, usados, consumidos, producidos u ofrecidos por la 

empresa o el eficaz funcionamiento de ésta siempre que dicho peligro se evite o reduzca con la 

suspensión de la prestación laboral del titular de la garantía de estabilidad. El empleador podrá liberar de 

prestar servicios al trabajador amparados por las garantías previstas en los artículos 40, 48, ó 50 de la 

ley, en cuyo caso deberá comunicarlo, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas hábiles, al Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social y mantener el cumplimiento de la totalidad de los deberes que la ley o 

convenciones colectivas ponen a su cargo, como consecuencia de la relación laboral; así como el de 

aquello que le impone el artículo 44 de la ley de modo directo y los artículos 40 y 43 como correlato de los 

derechos del representante, cuando se tratare de un delegado en ejercicio de su función. 

En este supuesto deberá promover dentro de los quince (15) días, ante el juez competente acción 

declarativa para que se compruebe la concurrencia de los motivos fundados que autoriza el artículo 78 de 

la ley de contrato de trabajo o, en su caso, requerir la exclusión de la garantía con el alcance que 

justifique la causa que invoque. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá intimar a promover una 

de estas acciones al empleador que omitiera hacerlo dentro de este término, si hubiere razones para ello. 

El representante electo, en ejercicio de su mandato o, concluido éste, mientras perdure la estabilidad 

garantizada por el artículo 52 de la ley, podrá en caso de que el empleador lo despidiere, suspendiere, o 

modificare a su respecto las condiciones de trabajo, colocarse en situación de despido indirecto, si el 

empleador no hiciere efectiva la reinstalación o no restableciere las condiciones de trabajo alteradas, 

dentro del plazo que fije a ese efecto la decisión judicial firme que le ordene hacerlo. Podrá ejercer igual 

opción, dentro del quinto día de quedar notificado de la decisión firme que rechazarse la demanda 

articulada por el empleador para obtener la exclusión de la garantía. 

Si el trabajador amparado por la garantía contenida en el artículo 52 de la ley no fuere electo, la decisión 

judicial que declare, haciendo lugar a una acción o a una defensa, no perdida la garantía, dispondrá de 

inmediato la obligación de reparar en los términos del párrafo cuarto del artículo reglamentado y, en su 

caso, se procederá a liquidar el importe correspondiente a dicha obligación en la etapa de ejecución de 

sentencia. 

Art. 31 — (Artículo 56 de la ley) — Cuando el trabajador amparado por las garantías previstas en los 

artículos 40, 48, ó 50, de la ley, incurriere, en ocasión del desempeño de sus funciones sindicales, en 

alguno de los incumplimientos o violaciones a que se refiere el inciso 2º del artículo 56 de la ley o 



realizare algún acto perjudical para el funcionamiento eficaz de la empresa, el empleador podrá solicitar al 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el ejercicio de las Facultades que a éste acuerdan los incisos 2 

y 3 de dicho artículo, a cuyo efecto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social intimará al órgano de 

conducción de la asociación sindical a disponer, en el marco de las facultades que a dicho órgano de 

conducción le asigne el estatuto, lo necesario para hacer cesar las conductas denunciadas. 

Art. 32 — Los plazos indicados en días en este reglamento, se computarán en jornadas hábiles, del 

mismo modo aquellos establecidos en la ley reglamentada que revisten naturaleza procesal. 

 

 

 

DISPOSICIONES QUE SE ESTABLECEN PARA LAS CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO 

LEY 14.250 

Sancionada: 29-9-53 

Promulgada: 13-10-53 

 

I. – CONVENCIONES COLECTIVAS 

ARTICULO 1º – Las convenciones colectivas de trabajo que se celebren entre una asociación profesional 

de empleadores, un empleador o un grupo de empleadores, y una asociación profesional de trabajadores 

con personalidad gremial, estarán regidas por las disposiciones de la presente ley. 

ARTICULO 2º – Las convenciones colectivas deberán celebrarse por escrito y consignarán: 

a) Lugar y fecha de su celebración; 

b) El nombre de los intervinientes y acreditación de su personería; 

c) Las actividades y las categorías de trabajadores a que se refieren; 

d) La zona de aplicación; 

e) El período de vigencia. 

ARTICULO 3º – Las convenciones colectivas deberán ser homologadas por el Ministerio de Trabajo y 

Previsión. Cumplido ese requisito, no sólo serán obligatorias para quienes las subscribieren, sino también 

para todos los trabajadores y empleadores de la actividad, en las condiciones a que se refieren los 

artículos 8º y 9º. 

Las convenciones que se celebren ante el Ministerio de Trabajo y Previsión se considerarán, por ese solo 

hecho homologadas. 

ARTICULO 4º – Las convenciones colectivas homologadas, regirán a partir del día siguiente al de su 

publicación. 

El texto de las convenciones colectivas será publicado por el Ministerio de Trabajo y Previsión dentro de 

los diez días de subscritas u homologadas, según los casos. Vencido este término, la publicación 

efectuada por cualquiera de las partes en la forma que fije la reglamentación, surtirá los mismos efectos 

legales que la publicación oficial. 

El Ministerio de Trabajo y Previsión llevará un registro de las convenciones colectivas, a cuyo efecto el 

instrumento de las mismas quedará depositado en el mencionado departamento de Estado. 

ARTICULO 5º – Vencido el término de una convención colectiva, se mantendrán subsistentes las 

condiciones de trabajo establecidas en virtud de ella, hasta tanto entre en vigencia una nueva convención. 

ARTICULO 6º – Las disposiciones de las convenciones colectivas deberán ajustarse a las normas legales 

que rigen las instituciones del derecho del trabajo, a menos que las cláusulas de la convención 

relacionadas con cada una de esas instituciones resultaran más favorables a los trabajadores y siempre 

que no afectaran disposiciones dictadas en protección del interés general. 



También serán válidas las cláusulas de la convención colectiva destinadas a favorecer la acción de las 

asociaciones de trabajadores en la defensa de los intereses profesionales que modifiquen disposiciones 

del derecho del trabajo siempre que no afectaren normas dictadas en protección del interés general. 

ARTICULO 7º – Las normas de las convenciones colectivas homologadas serán de cumplimiento 

obligatorio y no podrán ser modificadas por los contratos individuales de trabajo, en perjuicio de los 

trabajadores. 

La aplicación de las convenciones colectivas no podrá afectar las condiciones más favorables a los 

trabajadores, estipuladas en sus contratos individuales de trabajo. 

ARTICULO 8º – La convención colectiva homologada será obligatoria para todos los trabajadores, 

afiliados o no, que se desempeñen en las actividades comprendidas en la misma, dentro de la zona de 

aplicación. 

La convención colectiva podrá contener cláusulas que acuerden beneficios especiales en función de la 

afiliación a la asociación profesional de trabajadores que la subscribió. 

Las cláusulas de la convención por las que se establezcan contribuciones a favor de la asociación de 

trabajadores participante, serán válidas no sólo para los afiliados, sino también para los no afiliados 

comprendidos en el ámbito de la convención. 

ARTICULO 9º – La convención colectiva celebrada por una asociación profesional de empleadores 

representativa de la actividad, será obligatoria para todos los empleadores de la misma comprendidos en 

la zona a que se refiere la convención, revistan o no el carácter de afiliados. 

En caso de no existir asociación profesional de empleadores, en la actividad objeto de una convención, el 

Ministerio de Trabajo y Previsión podrá integrar la representación patronal con empleadores de la rama 

respectiva, o bien considerar suficientemente representativo al grupo de empleadores que intervengan en 

la negociación. 

Hasta tanto se sancione el régimen legal de asociaciones de empleadores se seguirá igual procedimiento 

cuando, existiendo asociación, ésta no revistiere a juicio de ese ministerio, el carácter de suficientemente 

representativa. En estos casos la convención que se celebre tendrá iguales efectos que lo previstos en el 

primer apartado del presente artículo. 

ARTICULO 10 – El Ministerio de Trabajo y Previsión a pedido de cualquiera de las partes podrá extender 

la obligatoriedad de una convención colectiva a zonas no comprendidas en el ámbito de la misma en la 

forma y condiciones que establezca la reglamentación. 

ARTICULO 11 – Las convenciones colectivas celebradas con alcance nacional o las resoluciones del 

Ministerio de Trabajo y Previsión por las que se extienden convenciones a otras zonas, deberán incluir 

normas que determinen la situación de vigencia de las cláusulas de las convenciones locales 

preexistentes. 

ARTICULO 12 – Vencido el término de una convención o dentro de los sesenta días anteriores a su 

vencimiento, el Ministerio de Trabajo y Previsión deberá, a solicitud de cualquiera de las partes 

interesadas, disponer la iniciación de las negociaciones tendientes a la concertación de una nueva 

convención. 

ARTICULO 13 – El Ministerio de Trabajo y Previsión será la autoridad de aplicación de la presente ley y 

vigilará el cumplimiento de las convenciones colectivas. 

La violación de las cláusulas de las convenciones colectivas que reglen intereses, que sean objeto de 

protección por parte de las leyes reglamentarias del trabajo y cuya violación se considere en estas leyes 

infracción punible, traerá aparejada las sanciones a que se refiere el decreto 21.877/44 (ley 12.921). Ello 

no implica enervar el derecho de ejercer las acciones pertinentes por parte de los interesados, para 

obtener su cumplimiento. 



II - COMISIONES PARITARIAS 

ARTICULO 14 – Cualquiera de las partes de una convención colectiva podrá solicitar al Ministerio de 

Trabajo y Previsión la creación de una comisión paritaria, en cuyo caso será obligatoria su constitución, 

en la forma y con la competencia que resulta de las disposiciones contenidas en el presente título. 

ARTICULO 15 – Estas comisiones se constituirán con un número igual de representantes de 

empleadores y de trabajadores, serán presididas por un funcionario designado por el Ministerio de 

Trabajo y Previsión y tendrán las siguientes atribuciones: 

a) Interpretar con alcance general la convención colectiva, a pedido de cualquiera de las partes de la 

convención o de la autoridad de aplicación; 

b) Proceder, cuando fuera necesario, a la calificación del personal y a determinar la categoría del 

establecimiento de acuerdo a lo dispuesto por la convención colectiva. 

ARTICULO 16 – Las comisiones paritarias podrán intervenir en las controversias individuales originadas 

por la aplicación de una convención, en cuyo caso, esa intervención tendrá carácter conciliatorio y se 

realizará exclusivamente a pedido de cualquiera de las partes de la convención. 

Esta intervención no excluye ni suspende el derecho de los interesados a iniciar directamente la acción 

judicial correspondiente. 

Los acuerdos conciliatorios celebrados por los interesados ante la comisión paritaria, tendrán autoridad de 

cosa juzgada. 

ARTICULO 17 – Las decisiones de la comisión paritaria pronunciadas de acuerdo al inciso a) del artículo 

15, que no hubieren sido adoptadas por unanimidad, podrán ser apeladas por las personas o 

asociaciones que tuvieren interés en la decisión, ante el Ministerio de Trabajo y Previsión, dentro del 

plazo que fije la reglamentación. En el caso de haber sido adoptadas por unanimidad, solamente se 

admitirá el recurso, fundado en incompetencia o exceso de poder. 

Cuando, por su naturaleza, las decisiones de la comisión estuvieren destinadas a producir los efectos de 

las convenciones colectivas, estarán sujetas a las mismas formas y requisitos de validez que se requieren 

respecto de estas últimas. En los otros casos, las resoluciones de las comisiones paritarias surtirán efecto 

a partir de su notificación. 

III 

ARTICULO 18 – Las convenciones colectivas vigentes al momento de sancionarse la presente ley, 

registradas en el Ministerio de Trabajo y Previsión, producirán hasta su vencimiento los mismos efectos 

que esta ley atribuye a las convenciones colectivas que prevé. 

ARTICULO 19 – La reglamentación determinará en qué medida la presente ley se aplicará a actividades 

que, dadas sus características particulares, tengan en vigencia ordenamientos legales o reglamentarios 

vinculados con la misma materia. 

ARTICULO 20 – La presente ley regirá en todo el territorio de la Nación y será incorporada en su 

oportunidad al Código de Derecho Social. 

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, a 29 de septiembre de 1953. 

 

 

 

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO 

LEY N° 23.546 - Normas de procedimiento para las negociaciones colectivas. 
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Decreto 1135/2004 



Bs. As., 31/8/2004 

Nota: a continuación se transcribe sólo el Anexo II que contiene el texto ordenado de la Ley N° 23.546. 

 

ANEXO II 

LEY Nº 23.546 (T.O. 2004) 

ARTICULO 1º.- El procedimiento para la negociación colectiva se ajustará a lo previsto en la presente 

Ley. 

ARTICULO 2º.- La representación de los empleadores o de los trabajadores que promueva la negociación 

lo notificará por escrito a la otra parte, con copia a la autoridad administrativa del trabajo, indicando: 

a) Representación que inviste; 

b) Alcance personal y territorial de la convención colectiva pretendida; 

c) Materia a negociar. 

ARTICULO 3º.- Quienes reciban la comunicación del artículo anterior estarán obligados a responderla y a 

designar sus representantes en la comisión que se integre al efecto. 

ARTICULO 4º.- En el plazo de QUINCE (15) días a contar desde la recepción de la notificación del 

artículo 2º de esta Ley, se constituirá la comisión negociadora con representantes sindicales, la que 

deberá integrarse respetando lo establecido en la Ley Nº 25.674, y la representación de los empleadores. 

Las partes podrán concurrir a las negociaciones con asesores técnicos con voz pero sin voto. 

a) Las partes están obligadas a negociar de buena fe. Ello implica: 

I. Concurrir a las reuniones acordadas o fijadas por la autoridad de aplicación. 

II. Designar negociadores con mandato suficiente. 

III. Intercambiar la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones en debate, para 

entablar una discusión fundada y obtener un acuerdo. Dicho intercambio deberá obligatoriamente incluir la 

información relativa a la distribución de los beneficios de la productividad, la situación actual del empleo y 

las previsiones sobre su futura evolución. 

IV. Realizar esfuerzos conducentes a lograr acuerdos. 

b) En la negociación colectiva entablada al nivel de la empresa el intercambio de información alcanzará, 

además, a las informaciones relativas a los siguientes temas: 

I. Situación económica de la empresa, del sector y del entorno en el que aquélla se desenvuelve. 

II. Costo laboral unitario. 

III. Causales e indicadores de ausentismo. 

IV. Innovaciones tecnológicas y organizacionales previstas. 

V. Organización, duración y distribución del tiempo de trabajo. 

VI. Siniestralidad laboral y medidas de prevención. 

VII. Planes y acciones en materia de formación profesional. 

c) La obligación de negociar de buena fe en los procedimientos preventivos de crisis y respecto de las 

empresas concursadas, impone al empleador el deber de informar a los trabajadores a través de la 

representación sindical sobre las causas y circunstancias que motivaron la iniciación del procedimiento de 

crisis o la presentación en concurso. 

En el caso del procedimiento de crisis, la empresa deberá informar sobre las siguientes materias: 

I. Mantenimiento del empleo. 

II. Movilidad funcional, horaria o salarial. 

III. Innovación tecnológica y cambio organizacional. 

IV. Recalificación y formación profesional de los trabajadores. 

V. Reubicación interna o externa de trabajadores y programas de reinserción laboral. 



VI. Aportes convenidos al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. 

VII. Programas de apoyo a la generación de microemprendimientos para los trabajadores afectados. 

En el supuesto de empresas concursadas, se deberá informar especialmente sobre las siguientes 

materias: 

I. Causas de la crisis y sus repercusiones sobre el empleo. 

II. Situación económico financiera de la empresa y del entorno en que se desenvuelve. 

III. Propuesta de acuerdo con los acreedores. 

IV. Rehabilitación de la actividad productiva. 

V. Situación de los créditos laborales. 

d) Quienes reciban información calificada de confidencial por la empresa, como consecuencia del 

cumplimiento por parte de ésta de los deberes de información, están obligados a guardar secreto acerca 

de la misma. 

e) Cuando alguna de las partes, se rehusare injustificadamente a negociar colectivamente vulnerando el 

principio de buena fe, en los términos del inciso a), la parte afectada por el incumplimiento podrá 

promover una acción judicial ante el tribunal laboral competente, mediante el proceso sumarísimo 

establecido en el artículo 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, o equivalente de los 

Códigos Procesales Civiles provinciales. 

El tribunal dispondrá el cese inmediato del comportamiento violatorio del deber de negociar de buena fe y 

podrá, además, sancionar a la parte incumplidora con una multa de hasta un máximo equivalente al 

VEINTE POR CIENTO (20%) del total de la masa salarial del mes en que se produzca el hecho, 

correspondiente a los trabajadores comprendidos en el ámbito personal de la negociación. Si la parte 

infractora mantuviera su actitud, el importe de la sanción se incrementará en un DIEZ POR CIENTO 

(10%) por cada CINCO (5) días de mora en acatar la decisión judicial. En el supuesto de reincidencia el 

máximo previsto en el presente inciso podrá elevarse hasta el equivalente al CIEN POR CIENTO (100%) 

de esos montos. 

Sin perjuicio de ello, el juez, a petición de parte, podrá también aplicar lo dispuesto por el artículo 666 bis 

del Código Civil. 

Cuando cesaren los actos que dieron origen a la acción entablada, dentro del plazo que al efecto 

establezca la decisión judicial, el monto de la sanción podrá ser reducido por el juez hasta el CINCUENTA 

POR CIENTO (50%). 

Todos los importes que así se devenguen tendrán como exclusivo destino programas de inspección del 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

ARTICULO 5º.- De lo ocurrido en el transcurso de las negociaciones se labrará un acta resumida. Los 

acuerdos se adoptarán con el consentimiento de los sectores representados. 

Cuando en el seno de la representación de una de las partes no hubiere unanimidad, prevalecerá la 

posición de la mayoría de sus integrantes. 

ARTICULO 6º.- Las convenciones colectivas de trabajo son homologadas por el MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, en su carácter de autoridad de aplicación. 

La homologación deberá producirse dentro de un plazo no mayor de TREINTA (30) días de recibida la 

solicitud, siempre que la convención reúna todos los requisitos establecidos a tal efecto. Transcurrido 

dicho plazo se la considerará tácitamente homologada. 

ARTICULO 7º.- En los diferendos que se susciten en el curso de las negociaciones se aplicará la Ley Nº 

14.786. Sin perjuicio de ello las partes podrán, de común acuerdo, someterse a la intervención de un 

servicio de mediación, conciliación y arbitraje que funcionará en el ámbito del MINISTERIO DE TRABAJO, 

EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 



La reglamentación determinará sus funciones así como su organización y normas de procedimiento, 

preservando su autonomía. 

ARTICULO 8º.- Los plazos a que se refiere esta Ley se computarán en días hábiles administrativos. 

ARTICULO 9º.- Derógase la Ley de facto 21.307. 

ARTICULO 10.- Comuníquese al PODER EJECUTIVO NACIONAL. 

 

 

REGIMEN LABORAL 

Ley 25.877 

Sancionada: Marzo 2 de 2004. 

Promulgada: Marzo 18 de 2004. 

Nota: a continuación se transcribe sólo el Título II, que contiene disposiciones de derecho colectivo del 

trabajo. 

 

TÍTULO II 

DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO 

CAPÍTULO I 

NEGOCIACIÓN COLECTIVA 

ARTICULO 8º — Sustitúyese el artículo 1º de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 1º — Las convenciones colectivas de trabajo que se celebren entre una asociación profesional 

de empleadores, un empleador o un grupo de empleadores, y una asociación sindical de trabajadores con 

personería gremial, se rigen por las disposiciones de la presente ley. 

Sólo están excluidos de esta ley los trabajadores comprendidos en las Leyes Nº 23.929 y Nº 24.185, en 

tanto dichas normas regulan sus propios regímenes convencionales." 

ARTICULO 9º — Sustitúyese el artículo 2º de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 2º — En caso que hubiese dejado de existir la o las asociaciones de empleadores que hubieran 

acordado la anterior convención colectiva o que la existente no pudiere ser calificada de suficientemente 

representativa o que no hubiere ninguna, la autoridad de aplicación, siguiendo las pautas que deberán 

fijarse en la reglamentación, atribuirá la representación del sector empleador a un grupo de aquellos con 

relación a los cuales deberá operar la convención o tener como representantes de todos ellos a quien o a 

quienes puedan ser considerados legitimados para asumir el carácter de parte en las negociaciones." 

ARTICULO 10. — Sustitúyese el artículo 3º de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 3º — Las convenciones colectivas deberán celebrarse por escrito y consignarán: 

a) Lugar y fecha de su celebración. 

b) El nombre de los intervinientes y acreditación de sus personerías. 

c) Las actividades y las categorías de trabajadores a que se refieren. 

d) La zona de aplicación. 

e) El período de vigencia. 

f) Las materias objeto de la negociación." 

ARTICULO 11. — Sustitúyese el artículo 4º de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 



"Artículo 4º — Las normas originadas en las convenciones colectivas que sean homologadas por el 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, en su carácter de autoridad de 

aplicación, regirán respecto de todos los trabajadores de la actividad o de la categoría dentro del ámbito a 

que estas convenciones se refieran; cuando se trate de un acuerdo destinado a ser aplicado a más de un 

empleador, alcanzarán a todos los comprendidos en sus particulares ámbitos. Todo ello sin perjuicio de 

que los trabajadores y los empleadores invistan o no el carácter de afiliados a las respectivas 

asociaciones signatarias. 

Será presupuesto esencial para acceder a la homologación, que la convención no contenga cláusulas 

violatorias de normas de orden público o que afecten el interés general. 

Los convenios colectivos de trabajo de empresa o de grupo de empresas, deberán observar las 

condiciones establecidas en el párrafo precedente y serán presentados ante la autoridad de aplicación 

para su registro, publicación y depósito, conforme a lo previsto en el artículo 5º de esta ley. 

Sin perjuicio de ello, estos convenios podrán ser homologados a pedido de parte." 

ARTICULO 12. — Sustitúyese el artículo 5º de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 5º — Las convenciones colectivas regirán a partir de la fecha en que se dictó el acto 

administrativo que resuelve la homologación o el registro, según el caso. 

El texto de las convenciones colectivas será publicado por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL, dentro de los DIEZ (10) días de registradas u homologadas, según corresponda. 

Vencido este término, la publicación efectuada por cualquiera de las partes en la forma que fije la 

reglamentación, surtirá los mismos efectos legales que la publicación oficial. 

El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL llevará un registro de las convenciones 

colectivas, a cuyo efecto el instrumento de las mismas quedará depositado en el citado MINISTERIO." 

ARTICULO 13. — Sustitúyese el artículo 6º de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 6º — Una convención colectiva de trabajo, cuyo término estuviere vencido, mantendrá la plena 

vigencia de todas sus cláusulas hasta que una nueva convención colectiva la sustituya, salvo que en la 

convención colectiva vencida se hubiese acordado lo contrario. 

Las partes podrán establecer diferentes plazos de vigencia de las cláusulas convencionales". 

ARTICULO 14. — Sustitúyese el artículo 13 de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 13. — El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL será la autoridad de 

aplicación de la presente ley y vigilará el cumplimiento de las convenciones colectivas." 

ARTICULO 15. — Sustituyese el artículo 14 de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"Artículo 14. — Los convenios colectivos de trabajo podrán prever la constitución de Comisiones 

Paritarias, integradas por un número igual de representantes de empleadores y trabajadores, cuyo 

funcionamiento y atribuciones serán las establecidas en el respectivo convenio, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo siguiente." 

ARTICULO 16. — Sustitúyese el artículo 15 de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria por el 

siguiente: 

"Artículo 15. — Estas comisiones estarán facultadas para: 

a) Interpretar con alcance general la convención colectiva, a pedido de cualquiera de las partes o de la 

autoridad de aplicación. 



b) Intervenir en las controversias o conflictos de carácter individual o plurindividual, por la aplicación de 

normas convencionales cuando las partes del convenio colectivo de trabajo lo acuerden. 

c) Intervenir al suscitarse un conflicto colectivo de intereses cuando ambas partes del convenio colectivo 

de trabajo lo acuerden. 

d) Clasificar las nuevas tareas que se creen y reclasificar las que experimenten modificaciones por efecto 

de las innovaciones tecnológicas o nuevas formas de organización de la empresa. Las decisiones que 

adopte la Comisión quedarán incorporadas al Convenio Colectivo de Trabajo, como parte integrante del 

mismo." 

ARTICULO 17. — Sustitúyese el artículo 16 de la ley 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria por el siguiente: 

"Artículo 16. — Cualquiera de las partes de un convenio colectivo de trabajo, que no prevea el 

funcionamiento de las comisiones referidas en el artículo 14, podrá solicitar al MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL la constitución de una Comisión Paritaria a los efectos y 

con las atribuciones previstas en el inciso a) del artículo anterior. 

Dicha Comisión será presidida por un funcionario designado por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO 

Y SEGURIDAD SOCIAL y estará integrada por un número igual de representantes de trabajadores y 

empleadores." 

ARTICULO 18. — Incorpóranse en la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, con las identificaciones 

y denominaciones que en cada caso se indica, los siguientes Capítulos: "Capítulo III - Ámbitos de la 

Negociación Colectiva"; "Capítulo IV - Articulación de los Convenios Colectivos"; "Capítulo V – Convenios 

de Empresas en Crisis" y "Capítulo VI – Fomento de la Negociación Colectiva", que contendrán los 

artículos que en cada caso se incluyen. 

Capítulo III – Ámbitos de Negociación Colectiva. 

Artículo 21. — Los convenios colectivos tendrán los siguientes ámbitos personales y territoriales conforme 

a lo que las partes acuerden dentro de su capacidad representativa: 

— Convenio nacional, regional o de otro ámbito territorial. 

— Convenio intersectorial o marco. 

— Convenio de actividad. 

— Convenio de profesión, oficio o categoría. 

— Convenio de empresa o grupo de empresas. 

Artículo 22. — La representación de los trabajadores en la negociación del convenio colectivo de 

empresa, estará a cargo del sindicato cuya personería gremial los comprenda y se integrará también con 

delegados del personal, en un número que no exceda la representación establecida en el artículo 45 de la 

Ley Nº 23.551 hasta un máximo de CUATRO (4), cualquiera sea el número de trabajadores comprendidos 

en el convenio colectivo de trabajo de que se trate. 

Capítulo IV – Articulación de los Convenios Colectivos. 

Artículo 23. — Los convenios colectivos de ámbito mayor podrán establecer formas de articulación entre 

unidades de negociación de ámbitos diferentes, ajustándose las partes a sus respectivas facultades de 

representación. 

Dichos convenios podrán determinar sus materias propias y hacer remisión expresa de las materias a 

negociar en los convenios de ámbito menor. 

Los convenios de ámbito menor, en caso de existir un convenio de ámbito mayor que los comprenda, 

podrán considerar: 

a) Materias delegadas por el convenio de ámbito mayor. 

b) Materias no tratadas por el de ámbito mayor. 

c) Materias propias de la organización de la empresa. 



d) Condiciones más favorables al trabajador. 

Artículo 24. — Queda establecido el siguiente orden de prelación de normas: 

a) Un convenio colectivo posterior puede modificar a un convenio colectivo anterior de igual ámbito. 

b) Un convenio posterior de ámbito distinto, mayor o menor, modifica al convenio anterior en tanto 

establezca condiciones más favorables para el trabajador. A tal fin, la comparación de ambos convenios 

deberá ser efectuada por instituciones". 

Capítulo V- Convenios de Empresas en Crisis 

Artículo 25. — La exclusión de una empresa en crisis del convenio colectivo que le fuera aplicable, sólo 

podrá realizarse mediante acuerdo entre el empleador y las partes signatarias del convenio colectivo, en 

el marco del procedimiento preventivo de crisis previsto en el Título III, Capítulo VI de la Ley Nº 24.013. 

El convenio de crisis deberá instrumentarse por un lapso temporal determinado." 

Capítulo VI- Fomento de la Negociación Colectiva. 

Artículo 26. — Con relación a los convenios colectivos de trabajo que se encontraren vigentes por 

ultractividad, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL establecerá un 

mecanismo voluntario de mediación, conciliación y arbitraje, destinado a superar la falta de acuerdo entre 

las partes para la renovación de dichos convenios." 

CAPÍTULO II 

PROCEDIMIENTO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 

ARTICULO 19. — Sustitúyese el artículo 3º de la Ley Nº 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"Artículo 3º. — Quienes reciban la comunicación del artículo anterior estarán obligados a responderla y a 

designar sus representantes en la comisión que se integre al efecto." 

ARTICULO 20. — Sustitúyese el artículo 4º de la Ley Nº 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"Artículo 4º. — En el plazo de QUINCE (15) días a contar desde la recepción de la notificación del artículo 

2º de esta ley, se constituirá la comisión negociadora con representantes sindicales, la que deberá 

integrarse respetando lo establecido en la Ley Nº 25.674, y la representación de los empleadores. Las 

partes podrán concurrir a las negociaciones con asesores técnicos con voz pero sin voto. 

a) Las partes están obligadas a negociar de buena fe. Ello implica: 

I. Concurrir a las reuniones acordadas o fijadas por la autoridad de aplicación. 

II. Designar negociadores con mandato suficiente. 

III. Intercambiar la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones en debate, para 

entablar una discusión fundada y obtener un acuerdo. Dicho intercambio deberá obligatoriamente incluir la 

información relativa a la distribución de los beneficios de la productividad, la situación actual del empleo y 

las previsiones sobre su futura evolución. 

IV. Realizar esfuerzos conducentes a lograr acuerdos. 

b) En la negociación colectiva entablada al nivel de la empresa el intercambio de información alcanzará, 

además, a las informaciones relativas a los siguientes temas: 

I. Situación económica de la empresa, del sector y del entorno en el que aquella se desenvuelve. 

II. Costo laboral unitario. 

III. Causales e indicadores de ausentismo. 

IV. Innovaciones tecnológicas y organizacionales previstas. 

V. Organización, duración y distribución del tiempo de trabajo. 

VI. Siniestralidad laboral y medidas de prevención. 

VII. Planes y acciones en materia de formación profesional. 

c) La obligación de negociar de buena fe en los procedimientos preventivos de crisis y respecto de las 

empresas concursadas, impone al empleador el deber de informar a los trabajadores a través de la 



representación sindical sobre las causas y circunstancias que motivaron la iniciación del procedimiento de 

crisis o la presentación en concurso. 

En el caso del procedimiento de crisis, la empresa deberá informar sobre las siguientes materias: 

I. Mantenimiento del empleo. 

II. Movilidad funcional, horaria o salarial. 

III. Innovación tecnológica y cambio organizacional. 

IV. Recalificación y formación profesional de los trabajadores. 

V. Reubicación interna o externa de trabajadores y programas de reinserción laboral. 

VI. Aportes convenidos al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. 

VII. Programas de apoyo a la generación de microemprendimientos para los trabajadores afectados. 

En el supuesto de empresas concursadas, se deberá informar especialmente sobre las siguientes 

materias: 

I. Causas de la crisis y sus repercusiones sobre el empleo. 

II. Situación económico financiera de la empresa y del entorno en que se desenvuelve. 

III. Propuesta de acuerdo con los acreedores. 

IV. Rehabilitación de la actividad productiva. 

V. Situación de los créditos laborales. 

d) Quienes reciban información calificada de confidencial por la empresa, como consecuencia del 

cumplimiento por parte de ésta de los deberes de información, están obligados a guardar secreto acerca 

de la misma. 

e) Cuando alguna de las partes, se rehusare injustificadamente a negociar colectivamente vulnerando el 

principio de buena fe, en los términos del inciso a), la parte afectada por el incumplimiento podrá 

promover una acción judicial ante el tribunal laboral competente, mediante el proceso sumarísimo 

establecido en el artículo 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, o equivalente de los 

Códigos Procesales Civiles provinciales. 

El tribunal dispondrá el cese inmediato del comportamiento violatorio del deber de negociar de buena fe y 

podrá, además, sancionar a la parte incumplidora con una multa de hasta un máximo equivalente al 

VEINTE POR CIENTO (20%) del total de la masa salarial del mes en que se produzca el hecho, 

correspondiente a los trabajadores comprendidos en el ámbito personal de la negociación. Si la parte 

infractora mantuviera su actitud, el importe de la sanción se incrementará en un DIEZ POR CIENTO 

(10%) por cada CINCO (5) días de mora en acatar la decisión judicial. En el supuesto de reincidencia el 

máximo previsto en el presente inciso podrá elevarse hasta el equivalente al CIEN POR CIENTO (100%) 

de esos montos. 

Sin perjuicio de ello, el juez, a petición de parte, podrá también aplicar lo dispuesto por el artículo 666 bis 

del Código Civil. 

Cuando cesaren los actos que dieron origen a la acción entablada, dentro del plazo que al efecto 

establezca la decisión judicial, el monto de la sanción podrá ser reducido por el juez hasta el CINCUENTA 

POR CIENTO (50%). 

Todos los importes que así se devenguen tendrán como exclusivo destino programas de inspección del 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL." 

ARTICULO 21. — Sustitúyese el artículo 5º de la Ley Nº 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"Artículo 5º. — De lo ocurrido en el transcurso de las negociaciones se labrará un acta resumida. Los 

acuerdos se adoptarán con el consentimiento de los sectores representados. 

Cuando en el seno de la representación de una de las partes no hubiere unanimidad, prevalecerá la 

posición de la mayoría de sus integrantes." 



ARTICULO 22. — Sustitúyese el artículo 6º de la Ley Nº 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"Artículo 6º. — Las convenciones colectivas de trabajo son homologadas por el MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, en su carácter de autoridad de aplicación. 

La homologación deberá producirse dentro de un plazo no mayor de TREINTA (30) días de recibida la 

solicitud, siempre que la convención reúna todos los requisitos establecidos a tal efecto. Transcurrido 

dicho plazo se la considerará tácitamente homologada." 

ARTICULO 23. — Sustitúyese el artículo 7º de la Ley Nº 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"Artículo 7º — En los diferendos que se susciten en el curso de las negociaciones se aplicará la Ley Nº 

14.786. Sin perjuicio de ello las partes podrán, de común acuerdo, someterse a la intervención de un 

servicio de mediación, conciliación y arbitraje que funcionará en el ámbito del MINISTERIO DE TRABAJO, 

EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

La reglamentación determinará sus funciones así como su organización y normas de procedimiento, 

preservando su autonomía." 

CAPÍTULO III 

CONFLICTOS COLECTIVOS DE TRABAJO 

ARTICULO 24. — Cuando por un conflicto de trabajo alguna de las partes decidiera la adopción de 

medidas legítimas de acción directa que involucren actividades que puedan ser consideradas servicios 

esenciales, deberá garantizar la prestación de servicios mínimos para evitar su interrupción. 

Se consideran esenciales los servicios sanitarios y hospitalarios, la producción y distribución de agua 

potable, energía eléctrica y gas y el control del tráfico aéreo. 

Una actividad no comprendida en el párrafo anterior podrá ser calificada excepcionalmente como servicio 

esencial, por una comisión independiente integrada según establezca la reglamentación, previa apertura 

del procedimiento de conciliación previsto en la legislación, en los siguientes supuestos: 

a) Cuando por la duración y extensión territorial de la interrupción de la actividad, la ejecución de la 

medida pudiere poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la población. 

b) Cuando se tratare de un servicio público de importancia trascendental, conforme los criterios de los 

organismos de control de la Organización Internacional del Trabajo. 

El PODER EJECUTIVO NACIONAL con la intervención del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL y previa consulta a las organizaciones de empleadores y de trabajadores, dictará la 

reglamentación del presente artículo dentro del plazo de NOVENTA (90) días, conforme los principios de 

la Organización Internacional del Trabajo." 

CAPÍTULO IV 

BALANCE SOCIAL 

ARTICULO 25. — Las empresas que ocupen a más de TRESCIENTOS (300) trabajadores deberán 

elaborar, anualmente, un balance social que recoja información sistematizada relativa a condiciones de 

trabajo y empleo, costo laboral y prestaciones sociales a cargo de la empresa. Este documento será 

girado por la empresa al sindicato con personería gremial, signatario de la convención colectiva de trabajo 

que le sea aplicable, dentro de los TREINTA (30) días de elaborado. Una copia del balance será 

depositada en el MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, la que será considerada 

estrictamente confidencial. 

Las empresas que empleen trabajadores distribuidos en varios establecimientos, deberán elaborar un 

balance social único, si la convención colectiva aplicable fuese de actividad o se aplicare un único 

convenio colectivo de empresa. Para el caso de que la misma empresa sea suscriptora de más de un 

convenio colectivo de trabajo, deberá elaborar un balance social en cada caso, cualquiera sea el número 

de trabajadores comprendidos. 



ARTICULO 26. — El balance social incluirá la información que seguidamente se indica, la que podrá ser 

ampliada por la reglamentación tomando en cuenta, entre otras consideraciones, las actividades de que 

se trate: 

a) Balance general anual, cuenta de ganancias y pérdidas, notas complementarias, cuadros anexos y 

memoria del ejercicio. 

b) Estado y evolución económica y financiera de la empresa y del mercado en que actúa. 

c) Incidencia del costo laboral. 

d) Evolución de la masa salarial promedio. Su distribución según niveles y categorías. 

e) Evolución de la dotación del personal y distribución del tiempo de trabajo. 

f) Rotación del personal por edad y sexo. 

g) Capacitación. 

h) Personal efectivizado. 

i) Régimen de pasantías y prácticas rentadas. 

j) Estadísticas sobre accidentes de trabajo y enfermedades inculpables. 

k) Tercerizaciones y subcontrataciones efectuadas. 

l) Programas de innovación tecnológica y organizacional que impacten sobre la plantilla de personal o 

puedan involucrar modificación de condiciones de trabajo. 

ARTICULO 27. — El primer balance social de cada empresa o establecimiento corresponderá al año 

siguiente al que se registre la cantidad mínima de trabajadores legalmente exigida. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES A LOS DOS 

DIAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL CUATRO. 

—REGISTRADO BAJO EL Nº 25.877— 

EDUARDO O. CAMAÑO. — MARCELO A. GUINLE. — Eduardo D. Rollano. — Juan Estrada. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 6, Nota: por art. 1° del Decreto N° 1066/2008 B.O. 10/7/2008 se prorroga desde la fecha de 

prevista en el Decreto Nº 25/2007 hasta el 31 de diciembre de 2008, la vigencia del beneficio instituido por 

el presente artículo. Prórrogas anteriores: Decreto N° 25/2007 B.O. 24/1/2007, Decreto N° 31/2006 B.O. 

11/1/2006, Decreto N° 2013/2004 B.O. 7/1/2005. 

- Artículo 6, Nota: por art. 1° del Decreto N° 817/2004 B.O. 28/6/2004 se consideran incluidas en el 

beneficio instituido por el presente artículo las empresas definidas en el artículo 5º del Régimen de 

Contrato de Trabajo aprobado por la Ley Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias, que empleen hasta 

ochenta trabajadores y cuya facturación anual neta no supere una determinada suma. Ver más detalles 

en la norma de referencia. 

 

 

ASOCIACIONES SINDICALES 

Decreto 1040/2001 

Reglaméntase la aplicación del procedimiento para dirimir las cuestiones de encuadramiento 

sindical establecido en el artículo 59 de la Ley Nº 23.551. 

Bs. As., 16/8/2001 

 

Artículo 1º — Facúltase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y FORMACION DE RECURSOS 

HUMANOS para entender en conflictos intersindicales de representación de una categoría, sector o 

empresa, mediando instancia de parte, en los siguientes casos: 

a) Cuando se produjera la situación prevista en el artículo 59, párrafo segundo, de la Ley Nº 23.551. 



b) Cuando las entidades sindicales en conflicto no se encuentren afiliadas a otra entidad de grado 

superior o que, encontrándose, no convergieran en una única entidad de grado superior. 

Art. 2º — Cuando la Autoridad de Aplicación de la Ley Nº 23.551 tome intervención en un conflicto 

intersindical de representación, en cualquiera de los supuestos contemplados en el artículo 1º del 

presente Decreto, deberá correr traslado, por DIEZ (10) días hábiles, a la contraparte sindical denunciada 

y a la parte empleadora, a fin de que esta última manifieste cuando estime corresponder en su descargo. 

Art. 3º — Los empleadores podrán promover el procedimiento de encuadramiento sindical, ante la 

Autoridad de Aplicación de la Ley Nº 23.551, para que determine la asociación con aptitud representativa, 

en los siguientes supuestos: 

a) Cuando se produzcan en la empresa conflictos de representación sindical múltiple. 

b) Cuando los conflictos de representación sindical pudieran causar en la empresa una alteración de los 

regímenes salariales o de retenciones de aportes. 

c) Cuando acrediten que, a través del procedimiento de encuadramiento sindical, pueden corregirse 

eventuales asimetrías laborales de orden convencional. 

Art. 4º — Presentada la petición del empleador, se dará traslado, por DIEZ (10) días hábiles, a las 

entidades en conflicto. Vencido dicho plazo, si la Autoridad de Aplicación estimare admisible la solicitud, 

conocerá en la contienda de representatividad. 

Art. 5º — Las entidades sindicales que, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 59 de la Ley Nº 

23.551, inicien la tramitación del encuadramiento sindical en la vía asociacional, deberán ponerlo en 

conocimiento de la Autoridad de Aplicación en un plazo de DIEZ (10) días hábiles. La entidad de grado 

superior ante la que se efectúe la solicitud de encuadramiento, deberá cumplir, en igual plazo, idéntica 

comunicación. 

Art. 6º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — DE 

LA RUA. — Chrystian G. Colombo. — Patricia Bullrich. 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

LEY 24.557 

Sancionada: Septiembre 13 de 1995. 

Promulgada: Octubre 3 de 1995. 

Publicada en el Boletín Oficial del 04-oct-1995, número 28242. 

 

CAPÍTULO I 

OBJETIVOS Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY 

ARTICULO 1° — Normativa aplicable y objetivos de la Ley sobre Riesgos del Trabajo (LRT). 

1. La prevención de los riesgos y la reparación de los daños derivados del trabajo se regirán por esta LRT 

y sus normas reglamentarias. 

2. Son objetivos de la Ley sobre Riesgos del Trabajo (LRT): 

a) Reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos derivados del trabajo; 

b) Reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales, incluyendo la 

rehabilitación del trabajador damnificado; 

c) Promover la recalificación y la recolocación de los trabajadores damnificados; 

d) Promover la negociación colectiva laboral para la mejora de las medidas de prevención y de las 

prestaciones reparadoras. 



ARTICULO 2° — Ámbito de aplicación. 

1. Están obligatoriamente incluidos en el ámbito de la LRT: 

a) Los funcionarios y empleados del sector público nacional, de las provincias y sus municipios y de la 

Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires; 

b) Los trabajadores en relación de dependencia del sector privado; 

c) Las personas obligadas a prestar un servicio de carga pública. 

2. E1 Poder Ejecutivo nacional podrá incluir en el ámbito de la LRT a: 

a) Los trabajadores domésticos; 

b) Los trabajadores autónomos; 

c) Los trabajadores vinculados por relaciones no laborales; 

d) Los bomberos voluntarios. 

ARTICULO 3° — Seguro obligatorio y autoseguro. 

1. Esta LRT rige para todos aquellos que contraten a trabajadores incluidos en su ámbito de aplicación. 

2. Los empleadores podrán autoasegurar los riesgos del trabajo definidos en esta ley, siempre y cuando 

acrediten con la periodicidad que fije la reglamentación; 

a) Solvencia económico-financiera para afrontar las prestaciones de ésta ley; 

b) Garanticen los servicios necesarios para otorgar las prestaciones de asistencia médica y las demás 

previstas en el artículo 20 de la presente ley. 

3. Quienes no acrediten ambos extremos deberán asegurarse obligatoriamente en una "Aseguradora de 

Riesgos del Trabajo (ART)" de su libre elección. 

4. E1 Estado nacional, las provincias y sus municipios y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 

podrán igualmente autoasegurarse. 

CAPÍTULO II 

DE LA PREVENCIÓN DE LOS RIESGOS DEL TRABAJO 

ARTICULO 4° — Obligaciones de las partes. 

1. Los empleadores y los trabajadores comprendidos en el ámbito de la LRT, así como las ART están 

obligados a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo. 

A tal fin y sin perjuicio de otras actuaciones establecidas legalmente, dichas partes deberán asumir 

compromisos concretos de cumplir con las normas sobre higiene y seguridad en el trabajo. Estos 

compromisos podrán adoptarse en forma unilateral, formar parte de la negociación colectiva, o incluirse 

dentro del contrato entre la ART y el empleador. 

2. Las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán establecer exclusivamente para cada una de las 

empresas o establecimientos considerados críticos, de conformidad a lo que determine la autoridad de 

aplicación, un plan de acción que contemple el cumplimiento de las siguientes medidas: 

a) La evaluación periódica de los riesgos existentes y su evolución; 

b) Visitas periódicas de control de cumplimiento de las normas de prevención de riesgos del trabajo y del 

plan de acción elaborado en cumplimiento de este artículo; 

c) Definición de las medidas correctivas que deberán ejecutar las empresas para reducir los riesgos 

identificados y la siniestralidad registrada; 

d) Una propuesta de capacitación para el empleador y los trabajadores en materia de prevención de 

riesgos del trabajo. 

Las ART y los empleadores estarán obligados a informar a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo o 

a las Administraciones de Trabajo provinciales, según corresponda, la formulación y el desarrollo del plan 

de acción establecido en el presente artículo, conforme lo disponga la reglamentación. 

(Apartado sustituido por art. 1º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer 



día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

3. A los efectos de la determinación del concepto de empresa crítica, la autoridad de aplicación deberá 

considerar especialmente, entre otros parámetros, el grado de cumplimiento de la normativa de higiene y 

seguridad en el trabajo, así como el índice de siniestralidad de la empresa. (Apartado sustituido por art. 1º 

del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su 

publicación en el Boletín Oficial.) 

4. La ART controlará la ejecución del plan de acción y estará obligada a denunciar los incumplimientos a 

la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. (Apartado sustituido por art. 1º del Decreto Nº 

1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el 

Boletín Oficial.) 

5. Las discrepancias acerca de la ejecución del plan de acción serán resueltas por la Superintendencia de 

Riesgos del Trabajo. (Apartado sustituido por art. 1º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: 

a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

(Nota: Por art. 4º del Decreto Nº 617/97 B.O. 11/07/1997, se establece que el plazo para la formulación o 

reformulación de los Planes de Mejoramiento para la actividad agraria, previstos en el presente artículo 

será de SEIS (6) meses, a partir de la vigencia del mismo.) 

ARTICULO 5° — Recargo por incumplimientos. 

1. Si el accidente de trabajo o la enfermedad profesional se hubiere producido como consecuencia de 

incumplimientos por parte del empleador de la normativa de higiene y seguridad en el trabajo, éste deberá 

pagar al Fondo de Garantía, instituido por el artículo 33 de la presente ley, una suma de dinero cuya 

cuantía se graduará en función de la gravedad del incumplimiento y cuyo tope máximo será de treinta mil 

pesos ($ 30.000). 

2. La SRT es el órgano encargado de constatar y determinar la gravedad de los incumplimientos, fijar el 

monto del recargo y gestionar el pago de la cantidad resultante. 

CAPÍTULO III 

CONTINGENCIAS Y SITUACIONES CUBIERTAS 

ARTICULO 6° — Contingencias. 

1. Se considera accidente de trabajo a todo acontecimiento súbito y violento ocurrido por el hecho o en 

ocasión del trabajo, o en el trayecto entre el domicilio del trabajador y el lugar de trabajo, siempre y 

cuando el damnificado no hubiere interrumpido o alterado dicho trayecto por causas ajenas al trabajo. El 

trabajador podrá declarar por escrito ante el empleador, y éste dentro de las setenta y dos (72) horas ante 

el asegurador, que el itinere se modifica por razones de estudio, concurrencia a otro empleo o atención de 

familiar directo enfermo y no conviviente, debiendo presentar el pertinente certificado a requerimiento del 

empleador dentro de los tres (3) días hábiles de requerido. 

2 a) Se consideran enfermedades profesionales aquellas que se encuentran incluidas en el listado que 

elaborará y revisará el Poder Ejecutivo, conforme al procedimiento del artículo 40 apartado 3 de esta ley. 

El listado identificará agente de riesgo, cuadros clínicos, exposición y actividades en capacidad de 

determinar la enfermedad profesional. 

Las enfermedades no incluidas en el listado, como sus consecuencias, no serán consideradas 

resarcibles, con la única excepción de lo dispuesto en los incisos siguientes: 

2 b) Serán igualmente consideradas enfermedades profesionales aquellas otras que, en cada caso 

concreto, la Comisión Médica Central determine como provocadas por causa directa e inmediata de la 

ejecución del trabajo, excluyendo la influencia de los factores atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo. 

A los efectos de la determinación de la existencia de estas contingencias, deberán cumplirse las 

siguientes condiciones: 



i) El trabajador o sus derechohabientes deberán iniciar el trámite mediante una petición fundada, 

presentada ante la Comisión Médica Jurisdiccional, orientada a demostrar la concurrencia de los agentes 

de riesgos, exposición, cuadros clínicos y actividades con eficiencia causal directa respecto de su 

dolencia. 

ii) La Comisión Médica Jurisdiccional sustanciará la petición con la audiencia del o de los interesados así 

como del empleador y la ART; garantizando el debido proceso, producirá las medidas de prueba 

necesarias y emitirá resolución debidamente fundada en peritajes de rigor científico. 

En ningún caso se reconocerá el carácter de enfermedad profesional a la que sea consecuencia 

inmediata, o mediata previsible, de factores ajenos al trabajo o atribuibles al trabajador, tales como la 

predisposición o labilidad a contraer determinada dolencia. 

2 c) Cuando se invoque la existencia de una enfermedad profesional y la ART considere que la misma no 

se encuentra prevista en el listado de enfermedades profesionales, deberá sustanciarse el procedimiento 

del inciso 2b. Si la Comisión Médica Jurisdiccional entendiese que la enfermedad encuadra en los 

presupuestos definidos en dicho inciso, lo comunicará a la ART, la que, desde esa oportunidad y hasta 

tanto se resuelva en definitiva la situación del trabajador, estará obligada a brindar todas las prestaciones 

contempladas en la presente ley. En tal caso, la Comisión Médica Jurisdiccional deberá requerir de 

inmediato la intervención de la Comisión Médica Central para que convalide o rectifique dicha opinión. Si 

el pronunciamiento de la Comisión Médica Central no convalidase la opinión de la Comisión Médica 

Jurisdiccional, la ART cesará en el otorgamiento de las prestaciones a su cargo. Si la Comisión Médica 

Central convalidara el pronunciamiento deberá, en su caso, establecer simultáneamente el porcentaje de 

incapacidad del trabajador damnificado, a los efectos del pago de las prestaciones dinerarias que 

correspondieren. Tal decisión, de alcance circunscripto al caso individual resuelto, no importará la 

modificación del listado de enfermedades profesionales vigente. La Comisión Médica Central deberá 

expedirse dentro de los 30 días de recibido el requerimiento de la Comisión Médica Jurisdiccional. 

2 d) Una vez que se hubiera pronunciado la Comisión Médica Central quedarán expeditas las posibles 

acciones de repetición a favor de quienes hubieran afrontado prestaciones de cualquier naturaleza, contra 

quienes resultaren en definitiva responsables de haberlas asumido. 

(Apartado sustituido por art. 2º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer 

día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

3. Están excluidos de esta ley: 

a) Los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales causados por dolo del trabajador o por 

fuerza mayor extraña al trabajo: 

b) Las incapacidades del trabajador preexistentes a la iniciación de la relación laboral y acreditadas en el 

examen preocupacional efectuado según las pautas establecidas por la autoridad de aplicación. 

ARTICULO 7° — Incapacidad Laboral Temporaria. 

1. Existe situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) cuando el daño sufrido por el trabajador le 

impida temporariamente la realización de sus tareas habituales. 

2. La situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) cesa por: 

a) Alta médica; 

b) Declaración de Incapacidad Laboral Permanente (ILP); 

c) Transcurso de dos (2) años desde la primera manifestación invalidante; 

d) Muerte del damnificado. 

3. Si el trabajador damnificado, dentro del plazo previsto en el inciso c) del apartado anterior, se hubiera 

reincorporado al trabajo y volviera a estar de baja por idéntico accidente o enfermedad profesional, su 

situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) continuará hasta el alta médica, declaración de 



Incapacidad Laboral Permanente, en caso de corresponder, su deceso o hasta completar dos (2) años 

efectivos de baja, sumándose todos los períodos en los cuales se hubiera visto impedido de trabajar. 

(Artículo sustituido por art. 10 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

ARTICULO 8° — Incapacidad Laboral Permanente. 

1. Existe situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) cuando el daño sufrido por el trabajador le 

ocasione una disminución permanente de su capacidad laborativa. 

2. La Incapacidad Laboral Permanente (ILP) será total, cuando la disminución de la capacidad laborativa 

permanente fuere igual o superior al 66 %, y parcial, cuando fuere inferior a este porcentaje. 

3. El grado de incapacidad laboral permanente será determinado por las comisiones médicas de esta ley, 

en base a la tabla de evaluación de las incapacidades laborales, que elaborará el Poder Ejecutivo 

Nacional y, ponderará entre otros factores, la edad del trabajador, el tipo de actividad y las posibilidades 

de reubicación laboral. 

4. El Poder Ejecutivo nacional garantizará, en los supuestos que correspondiese, la aplicación de criterios 

homogéneos en la evaluación de las incapacidades dentro del Sistema Integrado de Jubilaciones y 

Pensiones (SIJP) y de la LRT. 

ARTICULO 9° — Carácter provisorio y definitivo de la ILP. 

1. La situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) que diese derecho al damnificado a percibir una 

prestación de pago mensual, tendrá carácter provisorio durante los 36 meses siguientes a su declaración. 

Este plazo podrá ser extendido por las comisiones médicas, por un máximo de 24 meses más, cuando no 

exista certeza acerca del carácter definitivo del porcentaje de disminución de la capacidad laborativa. 

En los casos de Incapacidad Laboral Permanente parcial el plazo de provisionalidad podrá ser reducido si 

existiera certeza acerca del carácter definitivo del porcentaje de disminución de la capacidad laborativa. 

Vencidos los plazos anteriores, la Incapacidad Laboral Permanente tendrá carácter definitivo. 

2. La situación de Incapacidad Laboral Permanente (ILP) que diese derecho al damnificado a percibir una 

suma de pago único tendrá carácter definitivo a la fecha del cese del período de incapacidad temporaria. 

ARTICULO 10. — Gran invalidez. 

Existe situación de gran invalidez cuando el trabajador en situación de Incapacidad Laboral Permanente 

total necesite la asistencia continua de otra persona para realizar los actos elementales de su vida. 

CAPÍTULO IV 

PRESTACIONES DINERARIAS 

ARTICULO 11. — Régimen legal de las prestaciones dinerarias. 

1. Las prestaciones dinerarias de esta ley gozan de las franquicias y privilegios de los créditos por 

alimentos. Son, además, irrenunciables y no pueden ser cedidas ni enajenadas. 

2. Las prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) o permanente provisoria se 

ajustarán en función de la variación del AMPO definido en la ley 24.241, de acuerdo a la norma 

reglamentaria. (Nota: por art. 6° primer párrafo del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se establece 

que las prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) o permanente provisoria 

mencionadas en el presente inciso, se calcularán, liquidarán y ajustarán de conformidad con lo 

establecido por el artículo 208 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias. 

Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la 

Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa 

fecha) 

3. El Poder Ejecutivo nacional se encuentra facultado a mejorar las prestaciones dinerarias establecidas 

en la presente ley cuando las condiciones económicas financieras generales del sistema así lo permitan. 

4. En los supuestos previstos en el artículo 14, apartado 2, inciso "b"; artículo 15, apartado 2; y artículos 



17 y 18, apartados 1 de la presente ley, junto con las prestaciones allí previstas los beneficiarios 

percibirán, además, una compensación dineraria adicional de pago único, conforme se establece a 

continuación: 

a) En el caso del artículo 14, apartado 2, inciso "b", dicha prestación adicional será de PESOS TREINTA 

MIL ($ 30.000). 

b) En los casos de los artículos 15, apartado 2 y del artículo 17, apartado 1), dicha prestación adicional 

será de PESOS CUARENTA MIL ($ 40.000). 

c) En el caso del artículo 18, apartado 1, la prestación adicional será de PESOS CINCUENTA MIL ($ 

50.000). 

(Apartado 4 incorporado por art. 3º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del 

primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial) 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 7/9/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusive, las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 

apartados a), b) y c), se elevan a PESOS CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL 

OCHOCIENTOS SESENTA Y CINCO ($484.865), PESOS SEISCIENTOS SEIS MIL OCHENTA Y UNO 

($606.081) y PESOS SETECIENTOS VEINTISIETE MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y SIETE ($727.297), 

respectivamente.) 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 1/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 1/3/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusive, las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 

apartados a), b) y c), se elevan a PESOS CUATROCIENTOS DIECINUEVE MIL CIENTO SESENTA Y 

CUATRO ($ 419.164), PESOS QUINIENTOS VEINTITRES MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y CINCO 

($ 523.955) y PESOS SEISCIENTOS VEINTIOCHO MIL SETECIENTOS CUARENTA Y SEIS ($ 

628.746), respectivamente.) 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 9/9/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 

apartados a), b) y c), se elevan a PESOS TRESCIENTOS SETENTA Y CUATRO MIL CIENTO 

CINCUENTA Y OCHO ($374.158), PESOS CUATROCIENTOS SESENTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS 

NOVENTA Y OCHO ($467.698) y PESOS QUINIENTOS SESENTA Y UN MIL DOSCIENTOS TREINTA Y 

OCHO ($561.238), respectivamente) 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 02/03/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 inclusive, las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 

apartados a), b) y c), se elevan a PESOS TRESCIENTOS DIECISIETE MIL CIENTO UNO ($ 317.101), 

PESOS TRESCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS SETENTA Y SEIS ($ 396.376) y PESOS 

CUATROCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y UNO ($ 475.651), 

respectivamente) 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 22/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 03/09/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 inclusive, las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 

apartados a), b) y c), se elevan a PESOS DOSCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL SETECIENTOS 

CUARENTA ($ 275.740), PESOS TRESCIENTOS CUARENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS 

SETENTA Y CINCO ($ 344.675) y PESOS CUATROCIENTOS TRECE MIL SEISCIENTOS DIEZ ($ 



413.610), respectivamente) 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 25/02/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 inclusive, las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas en el presente artículo, inciso 4, 

apartados a), b) y c), se elevan a PESOS DOSCIENTOS TREINTA Y UN MIL NOVECIENTOS 

CUARENTA Y OCHO ($ 231.948), PESOS DOSCIENTOS OCHENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS 

TREINTA Y CINCO ($ 289.935) y PESOS TRESCIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL NOVECIENTOS 

VEINTIDOS ($ 347.922), respectivamente) 

(Nota: Ver artículos 1°, 2° y 3° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 

24/12/2013 que establecen nuevos montos para las compensaciones dinerarias adicionales de pago 

único previstas en el presente artículo) 

(Nota: por art. 1° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se elevan las sumas de las compensaciones 

dinerarias adicionales de pago único, previstas en los apartados a), b) y c) del presente artículo, inciso 

4, a PESOS OCHENTA MIL ($ 80.000), PESOS CIEN MIL ($ 100.000) y PESOS CIENTO VEINTE MIL ($ 

120.000) respectivamente. Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las 

contingencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante 

se produzca a partir de esa fecha) 

ARTICULO 12. — Ingreso base. Establécese, respecto del cálculo del monto de las indemnizaciones por 

incapacidad laboral definitiva o muerte del trabajador, la aplicación del siguiente criterio: 

1°. A los fines del cálculo del valor del ingreso base se considerará el promedio mensual de todos los 

salarios devengados —de conformidad con lo establecido por el artículo 1° del Convenio N° 95 de la 

OIT— por el trabajador durante el año anterior a la primera manifestación invalidante, o en el tiempo de 

prestación de servicio si fuera menor. Los salarios mensuales tomados a fin de establecer el promedio se 

actualizarán mes a mes aplicándose la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles Promedio 

de los Trabajadores Estables). 

2°. Desde la fecha de la primera manifestación invalidante y hasta el momento de la liquidación de la 

indemnización por determinación de la incapacidad laboral definitiva, deceso del trabajador u 

homologación, el monto del ingreso base devengará un interés equivalente al promedio de la tasa activa 

cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco de la Nación Argentina. 

3°. A partir de la mora en el pago de la indemnización será de aplicación lo establecido por el artículo 770 

del Código Civil y Comercial acumulándose los intereses al capital, y el producido devengará un interés 

equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del 

Banco de la Nación Argentina, hasta la efectiva cancelación. 

(Artículo sustituido por art. 11 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

ARTICULO 13. — Prestaciones por Incapacidad Laboral Temporaria. 

1. A partir del día siguiente a la primera manifestación invalidante y mientras dure el período de 

Incapacidad Laboral Temporaria (ILT), el damnificado percibirá una prestación de pago mensual, de 

cuantía igual al valor mensual del ingreso base. 

La prestación dineraria correspondiente a los primeros diez días estará a cargo del empleador. Las 

prestaciones dinerarias siguientes estarán a cargo de la ART la que, en todo caso, asumirá las 

prestaciones en especie. 

El pago de la prestación dineraria deberá efectuarse en el plazo y en la forma establecida en la Ley Nº 

20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias para el pago de las remuneraciones a los trabajadores. 

(Apartado sustituido por art. 5º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer 

día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 



2. El responsable del pago de la prestación dineraria retendrá los aportes y efectuará las contribuciones 

correspondientes a los subsistemas de Seguridad Social que integran el SUSS o los de ámbito provincial 

que los reemplazan, exclusivamente, conforme la normativa previsional vigente debiendo abonar, 

asimismo, las asignaciones familiares. 

(Apartado sustituido por art. 5º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer 

día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

3. Durante el periodo de Incapacidad Laboral Temporaria, originada en accidentes de trabajo 0 en 

enfermedades profesionales, el trabajador no devengará remuneraciones de su empleador, sin perjuicio 

de lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado 1 del presente articulo. 

ARTICULO 14. — Prestaciones por Incapacidad Permanente Parcial (IPP). 

1. Producido el cese de la Incapacidad Laboral Temporaria y mientras dure la situación de provisionalidad 

de la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (IPP), el damnificado percibirá una prestación de pago 

mensual cuya cuantía será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el porcentaje de 

incapacidad, además de las asignaciones familiares correspondientes, hasta la declaración del carácter 

definitivo de la incapacidad. 

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (IPP), el damnificado 

percibirá las siguientes prestaciones: 

a) Cuando el porcentaje de incapacidad sea igual o inferior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) una 

indemnización de pago único, cuya cuantía será igual a CINCUENTA Y TRES (53) veces el valor mensual 

del ingreso base, multiplicado por el porcentaje de incapacidad y por un coeficiente que resultará de 

dividir el número SESENTA Y CINCO (65) por la edad del damnificado a la fecha de la primera 

manifestación invalidante. 

Esta suma en ningún caso será superior a la cantidad que resulte de multiplicar PESOS CIENTO 

OCHENTA MIL ($ 180.000) por el porcentaje de incapacidad. 

b) Cuando el porcentaje de incapacidad sea superior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) e inferior al 

SESENTA Y SEIS POR CIENTO (66%), una Renta Periódica —contratada en los términos de esta ley— 

cuya cuantía será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el porcentaje de incapacidad. 

Esta prestación está sujeta a la retención de aportes de la Seguridad Social y contribuciones para 

asignaciones familiares hasta que el damnificado se encuentre en condiciones de acceder a la jubilación 

por cualquier causa. El valor actual esperado de la renta periódica en ningún caso será superior a PESOS 

CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000). Deberá asimismo adicionarse la prestación complementaria prevista 

en el artículo 11, apartado cuarto de la presente ley.  

(Artículo sustituido por art. 6º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día 

del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial) 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 7/9/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no podrá 

ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS UN MILLÓN NOVENTA MIL NOVECIENTOS 

CUARENTA Y CINCO ($1.090.945) por el porcentaje de incapacidad.) 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 1/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 1/3/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no podrá 

ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS NOVECIENTOS CUARENTA Y TRES MIL CIENTO 

DIECINUEVE ($ 943.119) por el porcentaje de incapacidad.) 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 9/9/2015 se 



establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no podrá 

ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS OCHOCIENTOS CUARENTA Y UN MIL 

OCHOCIENTOS CINCUENTA Y SEIS ($ 841.856) por el porcentaje de incapacidad) 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 02/03/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no podrá 

ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS SETECIENTOS TRECE MIL CUATROCIENTOS 

SETENTA Y SEIS ($ 713.476) por el porcentaje de incapacidad) 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 22/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 03/09/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), de la Ley 

24.557 y sus modificatorias, no podrá ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS 

SEISCIENTOS VEINTE MIL CUATROCIENTOS CATORCE ($ 620.414) por el porcentaje de incapacidad) 

(Nota: por art. 2° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 25/02/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo, inciso 2, apartados a) y b), no podrá 

ser inferior al monto que resulte de multiplicar PESOS QUINIENTOS VEINTIUN MIL OCHOCIENTOS 

OCHENTA Y TRES ($ 521.883) por el porcentaje de incapacidad) 

(Nota: Ver art. 4° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 24/12/2013 que 

establece nuevos montos para la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo) 

(Nota: por art. 2° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se suprimen los topes previstos en los 

apartados a) y b) del presente artículo, inciso 2. Por art. 3° de la misma norma se establece que la 

indemnización que corresponda por aplicación de dicho inciso nunca será inferior al monto que resulte de 

multiplicar PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000.-) por el porcentaje de incapacidad. Vigencia: a 

partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la Ley Nº 

24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa fecha) 

ARTICULO 15. — Prestaciones por Incapacidad Permanente Total (IPT). 

1. Mientras dure la situación de provisionalidad de la Incapacidad Laboral Permanente Total, el 

damnificado percibirá una prestación de pago mensual equivalente al SETENTA POR CIENTO (70%) del 

valor mensual del ingreso base. Percibirá, además, las asignaciones familiares correspondientes, las que 

se otorgarán con carácter no contributivo. 

Durante este período, el damnificado no tendrá derecho a las prestaciones del sistema previsional, sin 

perjuicio del derecho a gozar de la cobertura del seguro de salud que le corresponda, debiendo la ART 

retener los aportes respectivos para ser derivados al Instituto Nacional de Servicios Sociales para 

Jubilados y Pensionados, u otro organismo que brindare tal prestación. 

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT), el damnificado 

percibirá las prestaciones que por retiro definitivo por invalidez establezca el régimen previsional al que 

estuviere afiliado. 

Sin perjuicio de la prestación prevista por el apartado 4 del artículo 11 de la presente ley, el damnificado 

percibirá, asimismo, en las condiciones que establezca la reglamentación, una prestación de pago 

mensual complementaria a la correspondiente al régimen previsional. Su monto se determinará 

actuarialmente en función del capital integrado por la ART. Ese capital equivaldrá a CINCUENTA Y TRES 

(53) veces el valor mensual del ingreso base, multiplicado por un coeficiente que resultará de dividir el 

número 65 por la edad del damnificado a la fecha de la primera manifestación invalidante y no podrá ser 



superior a PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000).  

(Nota: por art. 3° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 7/9/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a PESOS UN 

MILLÓN NOVENTA MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y CINCO ($ 1.090.945).) 

(Nota: por art. 3° de la Resolución N° 1/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 1/3/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, de la Ley 24.557 y sus 

modificatorias, no podrá ser inferior a PESOS NOVECIENTOS CUARENTA Y TRES MIL CIENTO 

DIECINUEVE ($ 943.119).) 

(Nota: por art. 4° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se establece que la indemnización que 

corresponda por aplicación del presente inciso 2, nunca será inferior a PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 

180.000.-). Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias 

previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante se produzca a 

partir de esa fecha) 

(Nota: Ver art. 5° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 24/12/2013 que 

establece nuevos montos para la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo) 

(Nota: por art. 3° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 25/02/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a PESOS 

QUINIENTOS VEINTIUN MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y TRES ($ 521.883).) 

(Nota: por art. 3° de la Resolución N° 22/2014de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 03/09/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a PESOS 

SEISCIENTOS VEINTE MIL CUATROCIENTOS CATORCE ($ 620.414).) 

(Nota: por art. 3° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 02/03/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, no podrá ser inferior a PESOS 

SETECIENTOS TRECE MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y SEIS ($ 713.476). 

(Nota: por art. 3° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 9/9/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, la 

indemnización que corresponda por aplicación del presente inciso 2, de la Ley 24.557 y sus 

modificatorias, no podrá ser inferior a PESOS OCHOCIENTOS CUARENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS 

CINCUENTA Y SEIS ($ 841.856).) 

3. Cuando la Incapacidad Permanente Total no deviniere en definitiva, la ART se hará cargo del capital de 

recomposición correspondiente, definido en la Ley Nº 24.241 (artículo 94) o, en su caso, abonará una 

suma equivalente al régimen provisional a que estuviese afiliado el damnificado. 

(Artículo sustituido por art. 7º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día 

del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

ARTICULO 16. — Retorno al trabajo por parte del damnificado. 

1. La percepción de prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Permanente es compatible con el 

desempeño de actividades remuneradas por cuenta propia o en relación de dependencia. 

2. El Poder Ejecutivo Nacional podrá reducir los aportes y contribuciones al Sistema de Seguridad Social, 

correspondientes a supuestos de retorno al trabajo de trabajadores con Incapacidad Laboral Permanente. 

3. Las prestaciones establecidas por esta ley son compatibles con las otras correspondientes al régimen 



previsional a las que el trabajador tuviere derecho, salvo lo previsto en el artículo 15, segundo párrafo del 

apartado 1, precedente. 

(Artículo sustituido por art. 8º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día 

del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

ARTICULO 17. — Gran invalidez. 

1. El damnificado declarado gran inválido percibirá las prestaciones correspondientes a los distintos 

supuestos de Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT). 

2. Adicionalmente, la ART abonará al damnificado una prestación de pago mensual equivalente a tres 

veces el valor del AMPO definido por la ley 24.241 (artículo 21), que se extinguirá a la muerte del 

damnificado. (Nota: por art. 5° del Decreto N° 1694/2009 B.O. 6/11/2009 se establece en la suma de 

PESOS DOS MIL ($ 2.000) la prestación adicional de pago mensual prevista en el presente inciso. Por 

art. 6° segundo párrafo de la misma norma se establece que dicha prestación se ajustará en la misma 

proporción en que lo sean las prestaciones del Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), de 

acuerdo a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley Nº 24.241, modificado por su similar Nº 26.417. 

Vigencia: a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la 

Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa 

fecha) 

ARTICULO 18. — Muerte del damnificado. 

1. Los derechohabientes del trabajador accederán a la pensión por fallecimiento prevista en el régimen 

previsional al que estuviera afiliado el damnificado y a las prestaciones establecidas en el segundo 

párrafo del apartado 2 del artículo 15 de esta ley, además de la prevista en su artículo 11, apartado 

cuarto. 

2. Se consideran derechohabientes a los efectos de esta Ley, a las personas enumeradas en el artículo 

53 de la Ley Nº 24.241, quienes concurrirán en el orden de prelación y condiciones allí señaladas. El 

límite de edad establecido en dicha disposición se entenderá extendido hasta los VEINTIUN (21) años, 

elevándose hasta los VEINTICINCO (25) años en caso de tratarse de estudiantes a cargo exclusivo del 

trabajador fallecido. En ausencia de las personas enumeradas en el referido artículo, accederán los 

padres del trabajador en partes iguales; si hubiera fallecido uno de ellos, la prestación será percibida 

íntegramente por el otro. En caso de fallecimiento de ambos padres, la prestación corresponderá, en 

partes iguales, a aquellos familiares del trabajador fallecido que acrediten haber estado a su cargo. La 

reglamentación determinará el grado de parentesco requerido para obtener el beneficio y la forma de 

acreditar la condición de familiar a cargo. 

(Artículo sustituido por art. 9º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día 

del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

ARTICULO 19. — (Artículo derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012) 

CAPÍTULO V 

PRESTACIONES EN ESPECIE 

ARTICULO 20. — 

1. Las ART otorgaran a los trabajadores que sufran algunas de las contingencias previstas en esta ley las 

siguientes prestaciones en especie: 

a) Asistencia médica y farmacéutica: 

b) Prótesis y ortopedia: 

c) Rehabilitación; 

d) Recalificación profesional; y 

e) Servicio funerario. 



2. Las ART podrán suspender las prestaciones dinerarias en caso de negativa injustificada del 

damnificado, determinada por las comisiones médicas, a percibir las prestaciones en especie de los 

incisos a), c) y d). 

3. Las prestaciones a que se hace referencia en el apartado 1, incisos a), b) y c) del presente articulo, se 

otorgaran a los damnificados hasta su curación completa o mientras subsistan los síntomas 

incapacitantes, de acuerdo a como lo determine la reglamentación. 

CAPÍTULO VI 

DETERMINACION Y REVISION DE LAS INCAPACIDADES 

ARTICULO 21. — Comisiones médicas. 

1. Las comisiones médicas y la Comisión Médica Central creadas por la ley 24.241 (artículo 51), serán las 

encargadas de determinar: 

a) La naturaleza laboral del accidente o profesional de la enfermedad; 

b) El carácter y grado de la incapacidad; 

c) El contenido y alcances de las prestaciones en especie. 

2. Estas comisiones podrán, asimismo, revisar el tipo, carácter y grado de la incapacidad, y —en las 

materias de su competencia— resolver cualquier discrepancia que pudiera surgir entre la ART y el 

damnificado o sus derechohabientes. 

3. La reglamentación establecerá los procedimientos a observar por y ante las comisiones médicas, así 

como el régimen arancelario de las mismas. 

4. En todos los casos el procedimiento será gratuito para el damnificado, incluyendo traslados y estudios 

complementarios. 

5. En lo que respecta específicamente a la determinación de la naturaleza laboral del accidente prevista 

en el inciso a) del apartado 1 de este artículo y siempre que al iniciarse el trámite quedare planteada la 

divergencia sobre dicho aspecto, la Comisión actuante, garantizando el debido proceso, deberá requerir, 

conforme se establezca por vía reglamentaria, un dictamen jurídico previo para expedirse sobre dicha 

cuestión. (Apartado incorporado por art. 11 del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir 

del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

ARTICULO 22. — Revisión de la incapacidad. 

Hasta la declaración del carácter definitivo de la incapacidad y a solicitud del obligado al pago de las 

prestaciones o del damnificado, las comisiones médicas efectuaran nuevos exámenes para revisar el 

carácter y grado de incapacidad anteriormente reconocidos. 

CAPÍTULO VII 

REGIMEN FINANCIERO 

ARTICULO 23. — Cotización. 

1. Las prestaciones previstas en esta Ley a cargo de las ART, se financiarán con una cuota mensual a 

cargo del empleador. 

2. Para la determinación de la base imponible se aplicarán las reglas de la Ley 24.241 (artículo 9), 

incluyéndose todas las prestaciones que tengan carácter remuneratorio a los fines del SIJP. 

3. La cuota debe ser declarada y abonada conjuntamente con los aportes y contribuciones que integran la 

CUSS. Su fiscalización, verificación y ejecución estará a cargo de la ART. 

ARTICULO 24. — (Artículo derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012) 

ARTICULO 25. — Tratamiento impositivo. 

1. Las cuotas del articulo 23 constituyen gasto deducible a los efectos del impuesto a las ganancias. 

2. Los contratos de afiliación a una ART están exentos de todo impuesto o tributo nacional. 

3. El contrato de renta periódica goza de las mismas exenciones impositivas que el contrato de renta 



vitalicia provisional. 

4. Invitase a las provincias a adoptar idénticas exenciones que las previstas en el apartado anterior. 

5. Las reservas obligatorias de la ART están exentas de impuestos. 

CAPÍTULO VIII 

GESTION DE LAS PRESTACIONES 

ARTICULO 26. — Aseguradoras de Riesgo del Trabajo. 

1. Con la salvedad de los supuestos del régimen del autoseguro, la gestión de las prestaciones y demás 

acciones previstas en la LRT estará a cargo de entidades de derecho privado, previamente autorizadas 

por la SRT, y por la Superintendencia de Seguros de la Nación, denominadas "Aseguradoras de Riesgo 

del Trabajo" (ART), que reúnan los requisitos de solvencia financiera, capacidad de gestión, y demás 

recaudos previstos en esta ley, en la ley 20.091, y en sus reglamentos. 

2. La autorización conferida a una ART será revocada: 

a) Por las causas y procedimientos previstos en esta ley, en la ley 20.091, y en sus respectivos 

reglamentos; 

b) Por omisión de otorgamiento integro y oportuno de las prestaciones de ésta LRT; 

c) Cuando se verifiquen deficiencias graves en el cumplimiento de su objeto, que no sean subsanadas en 

los plazos que establezca la reglamentación. 

3. Las ART tendrán como único objeto el otorgamiento de las prestaciones que establece esta ley, en el 

ámbito que —de conformidad con la reglamentación— ellas mismas determinen. 

4. Las ART podrán, además, contratar con sus afiliados: 

a) El otorgamiento de las prestaciones dinerarias previstas en la legislación laboral para los casos de 

accidentes y enfermedades inculpables; y, 

b) La cobertura de las exigencias financieras derivadas de los juicios por accidentes y enfermedades de 

trabajo con fundamento en leyes anteriores. 

Para estas dos operatorias la ART fijará libremente la prima, y llevará una gestión económica y financiera 

separada de la que corresponda al funcionamiento de la LRT. 

Ambas operatorias estarán sometidas a la normativa general en materia de seguros. * 

* 5. El capital mínimo necesario para la constitución de una ART será de tres millones de pesos ($ 

3.000.000) que deberá integrarse al momento de la constitución. El Poder Ejecutivo nacional podrá 

modificar el capital mínimo exigido, y establecer un mecanismo de movilidad del capital en función de los 

riesgos asumidos. 

6. Los bienes destinados a respaldar las reservas de la ART no podrán ser afectados a obligaciones 

distintas a las derivadas de esta ley, ni aun en caso de liquidación de la entidad. 

En este último caso, los bienes serán transferidos al Fondo de Reserva de la LRT. 

7. Las ART deberán disponer, con carácter de servicio propio o contratado. de la infraestructura necesaria 

para proveer adecuadamente las prestaciones en especie previstas en esta ley. La contratación de estas 

prestaciones podrá realizarse con las obras sociales. 

ARTICULO 27. — Afiliación. 

1. Los empleadores no incluidos en el régimen de autoseguro deberán afiliarse obligatoriamente a la ART 

que libremente elijan, y declarar las altas y bajas que se produzcan en su plantel de trabajadores. 

2. La ART no podrá rechazar la afiliación de ningún empleador incluido en su ámbito de actuación. 

3. La afiliación se celebrara en un contrato cuya forma, contenido, y plazo de vigencia determinara la 

SRT. 

4. La renovación del contrato será automática, aplicándose el Régimen de Alícuotas vigente a la fecha de 

la renovación. 



5. La rescisión del contrato de afiliación estará supeditada a la firma de un nuevo contrato por parte del 

empleador con otra ART o a su incorporación en el régimen de autoseguro. 

6. La Aseguradora de Riesgos del Trabajo podrá extinguir el contrato de afiliación de un empleador en 

caso que se verifique la falta de pago de dos (2) cuotas mensuales, consecutivas o alternadas, o la 

acumulación de una deuda total equivalente a dos (2) cuotas, tomando como referencia la de mayor valor 

en el último año. La extinción del contrato deberá ajustarse a los requisitos, modalidades y plazos que 

determine la reglamentación. A partir de la extinción, el empleador se considerará no asegurado y estará 

en la situación prevista en el apartado 1 del artículo 28 de esta ley. Sin perjuicio de ello, la aseguradora 

deberá otorgar prestaciones en especie, con los alcances previstos en el Capítulo V de esta ley, por las 

contingencias ocurridas dentro de los tres (3) meses posteriores a la extinción por falta de pago. La 

aseguradora podrá repetir del empleador el costo de las prestaciones otorgadas conforme lo dispuesto en 

el párrafo anterior. (Apartado sustituido por art. 12 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017. Vigencia: de 

aplicación a las contingencias cuya primer manifestación invalidante resulte posterior a la entrada en 

vigencia de la presente ley) 

ARTICULO 28. — Responsabilidad por omisiones. 

1. Si el empleador no incluido en el régimen de autoseguro omitiera afiliarse a una ART, responderá 

directamente ante los beneficiarios por las prestaciones previstas en esta ley. 

2. Si el empleador omitiera declarar su obligación de pago o la contratación de un trabajador, la ART 

otorgará las prestaciones, y podrá repetir del empleador el costo de éstas. 

3. En el caso de los apartados anteriores el empleador deberá depositar las cuotas omitidas en la cuenta 

del Fondo de Garantía de la ART. 

4. Si el empleador omitiera —total o parcialmente— el pago de las cuotas a su cargo, la ART otorgará las 

prestaciones, y podrá ejecutar contra el empleador las cotizaciones adeudadas. 

ARTICULO 29. — Insuficiencia patrimonial. 

Declarada judicialmente la insuficiencia patrimonial del empleador no asegurado, o en su caso 

autoasegurado, para asumir las obligaciones a su cargo, las prestaciones serán financiadas por la SRT 

con cargo al Fondo de Garantía de la LRT. 

La insuficiencia patrimonial del empleador será probada a través del procedimiento sumarísimo previsto 

para las acciones meramente declarativas conforme se encuentre regulado en las distintas jurisdicciones 

donde la misma deba acreditarse. 

ARTICULO 30. — Autoseguro. 

Quienes hubiesen optado por el régimen de autoseguro deberán cumplir con las obligaciones que esta ley 

pone a cargo del empleador y a cargo de las ART, con la excepción de la afiliación, el aporte al Fondo de 

Reserva de la LRT y toda otra obligación incompatible con dicho régimen. 

CAPÍTULO 

DERECHOS, DEBERES Y PROHIBICIONES. 

ARTICULO 31. — Derechos, deberes y prohibiciones. 

1. Las Aseguradoras de Riesgos del Traba)o: 

a) Denunciarán ante la SRT los incumplimientos de sus afiliados de las normas de higiene y seguridad en 

el trabajo, incluido el Plan de Mejoramiento; 

b) Tendrán acceso a la información necesaria para cumplir con las prestaciones de la LRT: 

c) Promoverán la prevención, informando a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo acerca de los 

planes y programas exigidos a las empresas: 

d) Mantendrán un registro de siniestralidad por establecimiento: 

e) Informarán a los interesados acerca de la composición de la entidad, de sus balances, de su régimen 



de alícuotas, y demás elementos que determine la reglamentación: 

f) No podrán fijar cuotas en violación a las normas de la LRT, ni destinar recursos a objetos distintos de 

los previstos por esta ley; 

g) No podrán realizar exámenes psicofísicos a los trabajadores, con carácter previo a la celebración de un 

contrato de aflicción. 

2. Los empleadores: 

a) Recibirán información de la ART respecto del régimen de alícuotas y de las prestaciones, así como 

asesoramiento en materia de prevención de riesgos: 

b) Notificarán a los trabajadores acerca de la identidad de la ART a la que se encuentren afiliados; 

c) Denunciarán a la ART y a la SRT los accidentes y enfermedades profesionales que se produzcan en 

sus establecimientos; 

d) Cumplirán con las normas de higiene y seguridad, incluido el plan de mejoramiento: 

e) Mantendrán un registro de siniestralidad por establecimiento. 

3. Los trabajadores: 

a) Recibirán de su empleador información y capacitación en materia de prevención de riesgos del trabajo, 

debiendo participar en las acciones preventivas; 

b) Cumplirán con las normas de higiene y seguridad, incluido el plan de mejoramiento, así como con las 

medidas de recalificación profesional; 

c) Informaran al empleador los hechos que conozcan relacionados con los riesgos del trabajo; 

d) Se someterán a los exámenes medicas y a los tratamientos de rehabilitación; 

e) Denunciarán ante el empleador los accidentes y enfermedades profesionales que sufran. 

ARTICULO 32. — Sanciones. 

1. El incumplimiento por parte de empleadores autoasegurados, de las ART las compañías de seguros de 

retiro de obligaciones a su cargo, será sancionado una multa de 20 a 2.000 AMPOs (Aporte Medio 

Previsional Obligatorio), si no resultare un delito más severamente penado. 

2. El incumplimiento de los empleadores autoasegurados, de las ART y de las companías de seguros de 

retiro, de las prestaciones establecidas en el artículo 20, apartado 1 inciso a) (Asistencia medica y 

farmacéutica), será reprimido con la pena prevista en el artículo 106 del Código Penal. 

3. Si el incumplimiento consistiera en la omisión de abonar las cuotas o de declarar su pago, el empleador 

será sancionado con prisión, de seis meses a cuatro años. 

4. El incumplimiento del emplea autoasegurado, de las ART y de las companías de seguros de retiro de 

las prestaciones dinerarias a su cargo, o de los aportes a fondos creados por esta ley será sanción con 

prisión de dos a seis años. 

5. Cuando se trate de personas jurídicas la pena de prisión se aplicará a los directores, gerentes, 

síndicos, miembros del consejo vigilancia, administradores, mandatarios o representantes que hubiesen 

intervenido e hecho punible. 

6. Los delitos tipificados en los apartado 3 y 4 del presente artículo se configurarán cuando el obligado no 

diese cumplimiento a los deberes aludidos dentro de los quince días corrido intimado a ello en su 

domicilio legal. 

7. Será competente para entender en delitos previstos en los apartados 3 y 4 presente artículo la justicia 

federal. 

CAPÍTULO X 

FONDO DE LA GARANTIA DE LA LRT 

ARTICULO 33. — Creación y recursos. 

1. Créase el Fondo de Garantía de la LRI cuyos recursos se abonarán las prestaciones en caso de 



insuficiencia patrimonial del empleador, judicialmente declarada. 

2. Para que opere la garantía del apartado anterior, los beneficiarios o la ART en su caso, deberán 

realizar las gestiones indispensables para ejecutar la sentencia y solicitar la declaración de insuficiencia 

patrimonial en los plazos que fije la reglamentación. 

3. El Fondo de Garantía de la LRT será administrado por la SRT y contará con los siguientes recursos: 

a) Los previstos en esta ley, incluido el importe de las multas por incumplimiento de las normas sobre 

daños del trabajo y de las normas de higiene y seguridad: 

b) Una contribución a cargo de los empleadores privados autoasegurados, a fijar por el Poder Ejecutivo 

nacional, no inferior al aporte equivalente al previsto en el artículo 34.2; 

c) Las cantidades recuperadas por la SRT de los empleadores en situación de insuficiencia patrimonial; 

d) Las rentas producidas por los recursos del Fondo de Garantía de la LRT, y las sumas que le transfiera 

la SRT: 

e) Donaciones y legados: 

4. Los excedentes del fondo, así como también las donaciones y legados al mismo, tendrán como destino 

único apoyar las investigaciones, actividades de capacitación, publicaciones y campañas publicitarias que 

tengan como fin disminuir los impactos desfavorables en la salud de los trabajadores. Estos fondos serán 

administrados y utilizados en las condiciones que prevea la reglamentación. 

CAPÍTULO XI 

FONDO DE RESERVA DE LA LRT 

ARTICULO 34. — Creación y recursos. 

1. Créase d Fondo de Reserva de la LRT con cuyos recursos se abonarán o contratarán las prestaciones 

a cargo de la ART que éstas dejarán de abonar como consecuencia, de su liquidación. 

2. Este fondo será administrado por la Superintendencia de Seguros de la Nación, y se formará con los 

recursos previstos en esta ley, y con un aporte a cargo de las ART cuyo monto será anualmente fijado por 

el Poder Ejecutivo Nacional. 

CAPÍTULO XII 

ENTES DE REGULACION Y SUPERVISION DE LA LRT 

ARTICULO 35. — Creación. 

Créase la Superintendencia de Riesgos de Trabajo (SRT), como entidad autárquica en jurisdicción del 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. La SRT absorberá las funciones y atribuciones qué 

actualmente desempeña la Dirección Nacional de Salud y Seguridad en el Trabajo. 

ARTICULO 36. — Funciones. 

1. La SRT tendrá las funciones que esta ley le asigna y, en especial, las siguientes: 

a) Controlar el cumplimiento de las norma de higiene y seguridad en el trabajo pudiendo dictar las 

disposiciones complementarias que resulten de delegaciones de esta ley o de lo Decretos reglamentarios: 

b) Supervisar y fiscalizar el funcionamiento de las ART; 

c) Imponer las sanciones previstas en est ley; 

d) Requerir la información necesaria para cumplimiento de sus competencias, pudiendo peticionar 

órdenes de allanamiento y el auxilio de la fuerza pública; 

e) Dictar su reglamento interno, administrar su patrimonio, gestionar el Fondo de Garantía, determinar su 

estructura organizativa y su régimen interno de gestión de recursos humanos; 

f) Mantener el Registro Nacional de Incapacidades Laborales en el cual se registrarán los datos 

identificatorios del damnificado y su empresa, época del infortunio. prestaciones abonadas, incapacidades 

reclamadas y además, deberá elaborar los índices de siniestralidad; 

g) Supervisar y fiscalizar a las empresas autoaseguradas y el cumplimiento de las normas de higiene y 



seguridad del trabajo en ellas. 

2. La Superintendencia de Seguros de la Nación tendrá las funciones que le confieren esta ley, la ley 

20.091, y sus reglamentos. 

(Nota: por art. 1° de la Resolución N° 762/2017 de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo B.O. 

3/8/2017 se reemplaza la denominación del “Registro de Aseguradoras de Riesgos del Trabajo” (A.R.T.) 

de esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) por “Registro de A.R.T./E.A.”, al 

cual se le adicionará, además de la ya existente, la información requerida a las A.R.T. y a los 

Empleadores Autoasegurados (E.A.) mediante los Anexos I y II de la resolución de referencia.) 

ARTICULO 37. — Financiamiento. Los gastos de los entes de supervisión y control serán financiados por 

las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, los empleadores autoasegurados públicos provinciales y los 

empleadores autoasegurados, conforme aquellos entes lo determinen. 

En ningún supuesto dicha contribución podrá superar: 

a) En el caso de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, el uno coma cuatro por ciento (1,4 %) del total 

de los importes percibidos por cuotas de contratos de afiliación. 

b) En el caso de los empleadores públicos autoasegurados y los empleadores autoasegurados, el cero 

coma cinco por mil (0,5‰) de su masa salarial promedio de los últimos seis (6) meses. 

(Artículo sustituido por art. 13 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

ARTICULO 38. — Autoridades y régimen del personal. 

1. Un superintendente, designado por el Poder Ejecutivo Nacional previo proceso de selección, será la 

máxima autoridad de la SRT. 

2. La remuneración del superintendente y de los funcionarios superiores del organismo serán fijadas por 

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. 

3. Las relaciones del personal con la SRT se regirán por la legislación laboral. 

CAPÍTULO XIII 

RESPONSABILIDAD CIVIL DEL EMPLEADOR 

ARTICULO 39. — Responsabilidad civil. 

1. (Inciso derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012) 

2. (Inciso derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012) 

3. (Inciso derogado por art. 17, punto 1 de la Ley N° 26.773 B.O. 26/10/2012) 

4. Si alguna de las contingencias previstas en el artículo 6. de esta ley hubieran sido causadas por un 

tercero, el damnificado o sus derechohabientes podrán reclamar del responsable la reparación de los 

daños y perjuicios que pudieren corresponderle de acuerdo con las normas del Código Civil. de las que se 

deducirá el valor de las prestaciones que haya percibido o deba recibir de la ART o del empleador 

autoasegurado. 

5. En los supuestos de los apartados anteriores, la ART o el empleador autoasegurado, según 

corresponda, están obligados a otorgar al damnificado o a sus derechohabientes la totalidad de las 

prestaciones prescriptas en esta ley, pero podrán repetir del responsable del daño causado el valor de las 

que hubieran abonado, otorgado o contratado. 

CAPÍTULO XIV 

ÓRGANO TRIPARTITO DE PARTICIPACION 

ARTICULO 40. — Comité Consultivo Permanente. 

1. Créase el Comité Consultivo Permanente de la LRT, integrado por cuatro representantes del Gobierno, 

cuatro representantes de la CGT, cuatro representantes de las organizaciones de empleadores, dos de 

los cuales serán designados por el sector de la pequeña y mediana empresa, y presidido por el Ministro 

de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. 



El Comité aprobará por consenso su reglamento interno, y podrá proponer modificaciones a la normativa 

sobre riesgos del trabajo y al régimen de higiene y seguridad en el trabajo. 

(Nota: por art. 9° de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017 se incorpora como miembros del Comité Consultivo 

Permanente creado por el presente artículo, a dos (2) representantes de las jurisdicciones que hayan 

optado por el régimen de Autoseguro Público Provincial, los que se integrarán a la representación del 

sector gubernamental.) 

2. Este comité tendrá funciones consultivas en las siguientes materias: 

a) Reglamentación de esta ley; 

b) Listado de enfermedades profesionales previo dictamen de la Comisión Médica Central; (Inciso 

sustituido por art. 12 del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a partir del primer día del mes 

subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial.) 

c) Tablas de evaluación de incapacidad laborales; 

d) Determinación del alcance de las prestaciones en especie; 

e) Acciones de prevención de los riesgos del trabajo; 

f) Indicadores determinantes de la solvencia económica financiera de las empresas que pretendan 

autoasegurarse; 

g) Definición del cronograma de etapas de las prestaciones dinerarias; 

i) Determinación de las pautas y contenidos del plan de mejoramiento. 

3. En las materias indicadas, la autoridad de aplicación deberá consultar al comité con carácter previo a la 

adopción de las medidas correspondientes. 

Los dictámenes del comité en relación con los incisos b), c). d) y f) del punto anterior, tendrán carácter 

vinculante. 

En caso de no alcanzar unanimidad, la materia en consulta será sometida al arbitraje del Presidente del 

Comité Consultivo Permanente de la LRT previsto en el inciso 1, quien laudara entre las propuestas 

elevadas por los sectores representados. 

El listado de enfermedades profesionales deberá confeccionarse teniendo en cuenta la causa directa de 

la enfermedad con las tareas cumplidas por el trabajador y por las condiciones medio ambientales de 

trabajo. 

CAPÍTULO XV 

NORMAS GENERALES Y COMPLEMENTARIAS 

ARTICULO 41. — Normas aplicables. 

1. En las materias no reguladas expresamente por esta ley, y en cuanto resulte compatible con la misma, 

será de aplicación supletoria la ley 20.091. 

2. No es aplicable al régimen de esta ley, el artículo 188 de la ley 24.241. 

ARTICULO 42. — Negociación colectiva. 

La negociación colectiva laboral podrá: 

a) Crear Aseguradoras de Riesgos de Trabajo in fines de lucro, preservando el principio de libre afiliación 

de los empleadores comprendidos en el ámbito del Convenio Colectivo de Trabajo; 

b) Definir medidas de prevención de los riesgos derivados del trabajo y de mejoramiento de las 

condiciones de trabajo. 

ARTICULO 43. — Denuncia. 

1. El derecho a recibir las prestaciones de esta ley comienza a partir de la denuncia de los hechos 

causantes de daños derivados del trabajo. 

2. La reglamentación determinará los requisitos de esta denuncia. 

ARTICULO 44. — Prescripción. 



1. Las acciones derivadas de esta ley prescriben a los dos años a contar de la fecha en que la prestación 

debió ser abonada o prestada y, en todo caso, a los dos años desde el cese de la relación laboral. 

2. Prescriben a los 10 (diez) años a contar desde la fecha en que debió efectuarse el pago, las acciones 

de los entes gestores y de los de la regulación y supervisión de esta ley, para reclamar el pago de sus 

acreencias. 

ARTICULO 45. — Situaciones especiales. 

Encomiéndase al Poder Ejecutivo de la Nación el dictado de normas complementarias en materia de: 

a) Pluriempleo; 

b) Relaciones laborales de duración determinada y a tiempo parcial; 

c) Sucesión de siniestros: y 

d) Trabajador jubilado o con jubilación postergada. 

Esta facultad esta restringida al dictado de normas complementarias que hagan a la aplicación y 

cumplimiento de la presente ley. 

ARTICULO 46. — Competencia judicial. 

1. Una vez agotada la instancia prevista ante las comisiones médicas jurisdiccionales las partes podrán 

solicitar la revisión de la resolución ante la Comisión Médica Central. 

El trabajador tendrá opción de interponer recurso contra lo dispuesto por la comisión médica jurisdiccional 

ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires según corresponda al domicilio de la comisión médica que intervino. 

La decisión de la Comisión Médica Central será susceptible de recurso directo, por cualquiera de las 

partes, el que deberá ser interpuesto ante los tribunales de alzada con competencia laboral o, de no 

existir éstos, ante los tribunales de instancia única con igual competencia, correspondientes a la 

jurisdicción del domicilio de la comisión médica jurisdiccional que intervino. 

Los recursos interpuestos procederán en relación y con efecto suspensivo, a excepción de los siguientes 

casos, en los que procederán con efecto devolutivo: 

a) cuando medie apelación de la A.R.T. ante la Comisión Médica Central en el caso previsto en el artículo 

6°, apartado 2, punto c) de la ley 24.557, sustituido por el artículo 2° del decreto 1278/2000; 

b) cuando medie apelación de la A.R.T. ante la Comisión Médica Central, en caso de reagravamiento del 

accidente de trabajo o de la enfermedad profesional. 

El recurso interpuesto por el trabajador atraerá al que eventualmente interponga la aseguradora de 

riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central y la sentencia que se dicte en instancia laboral 

resultará vinculante para todas las partes. 

Los decisorios que dicten las comisiones médicas jurisdiccionales o la Comisión Médica Central que no 

fueren motivo de recurso alguno por las partes así como las resoluciones homologatorias, pasarán en 

autoridad de cosa juzgada administrativa en los términos del artículo 15 de la ley 20.744 (t.o. 1976). 

Las resoluciones de la respectiva comisión médica jurisdiccional y de la Comisión Médica Central deberán 

ser notificadas a las partes y al empleador. 

Para todos los supuestos, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 9° de la ley 26.773. 

Todas las medidas de prueba producidas en cualquier instancia serán gratuitas para el trabajador. 

(Apartado sustituido por art. 14 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

2. Para la acción derivada del artículo 1072 del Código Civil en la Capital Federal será competente la 

justicia civil. 

Invitase a las provincias para que determinen la competencia en esta materia según el criterio establecido 

precedentemente. 

3. El cobro de cuotas, recargos e intereses adeudados a las ART así como las multas, contribuciones a 



cargo de los empleadores privados autoasegurados y aportes de las ART, se harán efectivos por la vía 

del apremio regulado en los códigos procesales civiles y comerciales de cada jurisdicción, sirviendo de 

suficiente titulo ejecutivo el certificado de deuda expedido por la ART o por la SRT. 

En la Capital Federal se podrá optar por la justicia nacional con competencia en lo laboral o por los 

juzgados con competencia en lo civil o comercial. 

En las provincias serán los tribunales con competencia civil o comercial. 

ARTICULO 47. — Concurrencia. 

1. Las prestaciones serán abonadas, otorgadas o contratadas a favor del damnificado o sus 

derechohabientes, según el caso, por la ART a la que se hayan efectuado o debido efectuarse las 

cotizaciones a la fecha de la primera manifestación invalidante. 

Cuando la contingencia se hubiera originado en un proceso desarrollado a través del tiempo y en 

circunstancias tales que se demostrara que hubo cotización o hubiera debido haber cotización a 

diferentes ART;; la ART obligada al pago según el párrafo anterior podrá repetir de las restantes los 

costos de las prestaciones abonadas u otorgadas a los pagos efectuados, en la proporción en la que cada 

una de ellas sea responsable conforme al tiempo e intensidad de exposición al riesgo. 

Las discrepancias que se originen en torno al origen de la contingencia y las que pudieran plantearse en 

la aplicación de los párrafos anteriores, deberán ser sometidas a la SRT. 

2. Cuando la primera manifestación invalidante se produzca en circunstancia en que no exista ni deba 

existir cotización a una ART las prestaciones serán otorgadas, abonadas, o contratadas por la última ART 

a la que se hayan efectuado o debido efectuarse las cotizaciones y en su caso serán de aplicación las 

reglas del apartado anterior. 

ARTICULO 48. — Fondos de garantía y de reserva. 

1. Los fondos de garantía y de reserva se financiaran exclusivamente con los recursos previstos por la 

presente ley. Dichos recursos son inembargables frente a beneficiarios y terceros. 

2. Dichos fondos no formarán parte del presupuesto general de la administración nacional. 

ARTICULO 49. — Disposiciones adicionales y finales. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

PRIMERA: Modificación de la ley 20.744. 

Sustitúyese el artículo 75 de la ley 20.744 por el siguiente texto: 

1. El empleador esta obligado a observar las normas legales sobre higiene y seguridad en el trabajo. y a 

hacer observar las pausas y limitaciones a la duración del trabajo establecidas en el ordenamiento legal. 

2. Los daños que sufra el trabajador como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones del 

apartado anterior, se regirán por las normas que regulan la reparación de los daños provocados por 

accidentes en el trabado y enfermedades profesionales, dando lugar únicamente a las prestaciones en 

ellas establecidas. 

SEGUNDA: Modificaciones a la ley 24.241. 

Sustitúyese el artículo 177 de la ley 24.241 por el siguiente texto: 

El seguro del articulo anterior sólo podrá ser celebrado por las entidades aseguradoras que limiten en 

forma exclusiva su objeto a esta cobertura y a las prestaciones de pago periódico previstas en la Ley de 

Riesgos del Trabajo. 

Tales entidades podrán operar en otros seguros de personas, que resulten complementarios de las 

coberturas de seguros de retiro, deberán estar autorizadas por la Superintendencia de Seguros de la 

Nación, y su razón social deberá contener la expresión "seguros de retiro". 

TERCERA: Modificaciones a la ley 24.028. 

Reemplázase el primer párrafo del articulo 15 de la ley 24.028 por el siguiente: 



El trabajador que sufra un daño psicofísico por el hecho o en ocasión del trabaja durante el tiempo que 

estuviese a disposición del empleador. Deberá —previo al inicio de cualquier acción Judicial— 

denunciarlo, a fin de iniciar el procedimiento administrativo obligatorio de conciliación, ante la autoridad 

administrativa del trabajo. Los jueces no darán traslado de las demandas que no acrediten el 

cumplimiento de esta obligación. 

CUARTA: Compañías de seguros. 

1. Las aseguradoras que a la fecha de promulgación de esta ley se encuentren operando en la rama de 

accidentes de trabajo podrán: 

a) Gestionar las prestaciones y demás acciones previstas en la LRT, siendo sujeto, exclusivamente en lo 

referente a los riesgos del trabajo, de idénticos derechos y obligaciones que las ART, a excepción de la 

posibilidad de contratar con un beneficiario una renta periódica, de la obligación de tener objeto único y 

las exigencias de capitales mínimos. En este último caso, serán de aplicación las normas que rigen la 

actividad aseguradora general. Recibirán además igual, tratamiento impositivo que las ART. 

Los bienes que respalden las reservas derivadas de esta operatoria estarán sujetos al régimen de esta 

LRT, deberán ser registrados y expresados separadamente de los correspondientes al resto de sus 

actividades, y no podrán ser afectados al respaldo de otros compromisos. 

En caso de liquidación, estos bienes serán transferidos al Fondo de Reserva de la LRT y no podrán ser 

afectados por créditos o acciones originados en otras operatorias. 

b) Convenir con una ART la transferencia de la totalidad de los siniestros pendientes como consecuencia 

de esa operatoria, a la fecha que determine la Superintendencia de Seguros de la Nación debiendo, en tal 

caso ceder igualmente los activos que respalden la totalidad de dichos pasivos. 

QUINTA: Contingencias anteriores. 

1. Las contingencias que sean puestas en conocimiento del empleador, con posterioridad a la entrada. en 

vigencia de esta ley darán derecho únicamente a las prestaciones de la LRT, aun cuando la contingencia 

fuera anterior, y siempre que no hubiere prescripto el derecho conforme a las normas de esta ley. 

2. En este supuesto el otorgamiento de las prestaciones estará a cargo de la ART a la que el empleador 

se encuentre afiliado, a menos que hubiere optado por el régimen de autoseguro o que la relación laboral 

con el damnificado se hubiere extinguido con anterioridad a la afiliación del empleador a la ART. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA: Esta LRT entrará en vigencia una vez que el comité consultivo permanente apruebe por 

consenso el listado de enfermedades profesionales y la tabla de evaluación de incapacidades. 

Tal aprobación deberá producirse dentro de los 180 días desde la promulgación de esta ley 

Hasta tanto el comité consultivo permanente se expida, el Poder Ejecutivo Nacional se encuentra 

facultado por única vez y con carácter provisorio a dictar una lista de enfermedades y la tabla de 

evaluación de incapacidades. 

(Nota: Por art. 2º del Decreto Nº 659/1996 se establece como fecha de entrada en vigencia de la presente 

Ley, el día 1 de julio de 1996.) 

SEGUNDA: 

1. El régimen de prestaciones dinerarias previsto en esta ley entrara en vigencia en forma progresiva. 

Para ello se definirá un cronograma integrado por varias etapas previendo alcanzar el régimen definitivo 

dentro de los tres años siguientes a partir de la vigencia de esta ley. 

2. El paso de una etapa a la siguiente estará condicionado a que la cuota promedio a cargo de los 

empleadores asegurados permanezca por debajo del 3 % de la nómina salarial. En caso que este 

supuesto no se verifique se suspenderá transitoriamente la aplicación del cronograma hasta tanto existan 

evidencias de que el tránsito entre una etapa a otra no implique superar dicha meta de costos. 



3. Durante la primera etapa el régimen de prestaciones dinerarias correspondiente a la incapacidad 

permanente parcial será el siguiente: 

Para el caso en que el porcentaje de incapacidad permanente fuera igual o superior al 50 % e inferior al 

66 % y mientras dure la situación de provisionalidad, el damnificado percibirá una prestación de pago 

mensual cuya cuantía será igual al porcentaje de incapacidad multiplicado por el 55 % del valor mensual 

del ingreso base, con más las asignaciones familiares correspondientes. Una vez finalizada la etapa de 

provisionalidad se abonará una renta, periódica cuyo monto será igual al porcentaje de incapacidad 

multiplicado por el 55 % del valor mensual del ingreso base con más las asignaciones familiares 

correspondientes. En ningún caso el valor actual esperado de la renta periódica en esta primera etapa 

podrá ser superior a $ 55.000. Este límite se elevará automáticamente a $ 110.000. cuando el Comité 

Consultivo Permanente resuelva el paso de la primera etapa a la siguiente. 

En el caso de que el porcentaje de incapacidad sea inferior al 50 % se abonará, una indemnización de 

pago único cuya cuantía será igual a 43 veces el valor mensual del ingreso base multiplicado por el 

porcentaje de incapacidad y por el coeficiente que resultará de dividir el número 65 por la edad del 

damnificado a la fecha de la primera manifestación invalidante. 

Esa suma en ningún caso será superior a la cantidad que resulte de multiplicar 55.000 por el porcentaje 

de incapacidad. 

TERCERA: 

1. La .LRT no será de aplicación a las acciones judiciales iniciadas con anterioridad a su vigencia salvo lo 

dispuesto en el apartado siguiente. 

2. Las disposiciones adicionales primera y~ tercera entrarán en vigencia en la fecha de promulgación de 

la presente ley. 

3. A partir de la vigencia de la presente ley, deróganse la ley 24.028; sus normas complementarias y 

reglamentarias y toda otra norma que se oponga a la presente. 

ARTICULO 50. — Sustitúyese el artículo 51 de la ley 24.241 por el siguiente: 

Artículo 51: Las comisiones médicas y la Comisión Médica Central estarán integradas por cinco (5} 

médicos que serán designados: tres (3) por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de 

Jubilaciones y Pensiones y, dos (2) por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, los que serán. 

seleccionados por concurso público de oposición y antecedentes. Contarán con la colaboración de 

personal profesional, técnico y administrativo. 

Los gastos que demande el funcionamiento de las comisiones serán financiados por las Administradoras 

de Fondos de Jubilaciones y Pensiones y las Aseguradoras del Riesgo del Trabajo, en e porcentaje que 

fije la reglamentación. 

Como mínimo funcionará una comisión médica en cada provincia y otra en la ciudad de Buenos Aires. 

ARTICULO 51. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. — Alberto PIERRI. — Carlos F. RUCKAUF. — 

Esther H. Pereyra Arandía de Pérez Pardo. — Edgardo Piuzzi. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 

TRECE DIAS DEL MES DE SETIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CINCO. 

ANTECEDENTES NORMATIVOS 

- Artículo 46 Apartado 1 sustituido por art. 13 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir 

del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 27, Apartado 6 incorporado por art. 12 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir 

del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 12 sustituido por art. 11 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial y según art. 19 de la missma norma se aplicará a las 



contingencias cuya primera manifestación invalidante resulte posterior a la entrada en vigencia de la 

norma de referencia; 

- Artículo 7º sustituido por art. 10 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 12, apartado 1. sustituido por art. 4º del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a 

partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 19, Apartado 1 sustituido por art. 10 del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001. Vigencia: a 

partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 37 sustituido por art. 74 de la Ley Nº 24.938 B.O. 31/12/1997. 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 170/96 

Reglamentación de la ley 24.557. 

Bs. As., 21 de febrero de 1996 

Publicado en el Boletín Oficial del 26 de febrero de 1996, número 28341. 

 

TÍTULO  I 

Artículo 1º — ESTRUCTURA DEL PLAN DE MEJORAMIENTO (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 

de la Ley Nº 24.557) — Los Planes de Mejoramiento de las condiciones de higiene y seguridad en el 

trabajo deberán confeccionarse siguiendo las siguientes pautas y contenidos: 

a) El Plan se desarrollará en diferentes niveles. Cada uno comprenderá un conjunto de etapas a cumplir. 

b) Cada etapa contendrá, a su vez, un conjunto de elementos que el empleador debe desarrollar, con el 

objeto de mejorar las condiciones y el medio ambiente de trabajo. 

Art. 2º — NIVELES DE CUMPLIMIENTO DE NORMAS DE PREVENCION (Reglamentario del artículo 4º, 

punto 2 de la Ley Nº 24.557) — Los niveles serán CUATRO (4) y determinarán el grado de cumplimiento 

de la normativa de higiene y seguridad: 

a) Primer nivel 

La calificación en el primer nivel implica el no cumplimiento de las obligaciones que, conforme lo disponga 

la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, se consideren básicas en materia de higiene y seguridad. 

Los elementos a desarrollar en las etapas correspondientes a este nivel tenderán al cumplimiento de 

dichas obligaciones básicas en un período máximo de DOCE (12) meses, contados desde que fue 

acordado el primer Plan de Mejoramiento. 

b) Segundo nivel 

La calificación en el segundo nivel implica el cumplimiento de las obligaciones que se consideren básicas 

en materia de higiene y seguridad. 

Los elementos a desarrollar en las etapas correspondientes a este nivel tenderán al cumplimiento de 

todas las obligaciones legales en un período máximo de VEINTICUATRO (24) meses, contados desde 

que fue acordado el primer Plan de Mejoramiento. 

c) Tercer nivel 

La calificación en el tercer nivel implica el cumplimiento de todas las obligaciones legales en materia de 

higiene y seguridad. 

d) Cuarto nivel 

La calificación en este nivel implica alcanzar niveles de prevención y de condiciones y medio ambiente de 



trabajo superiores a las obligaciones legales en materia de higiene y seguridad. Cada empleador 

evaluará, con la aseguradora que contrate, el nivel de cumplimiento de la legislación vigente en que se 

encuentra y el que prevé alcanzar desde la firma del contrato. 

Como mínimo los planes de mejoramiento deben prever alcanzar la calificación en el tercer nivel dentro 

del plazo previsto en el artículo 9º del presente decreto. 

Art. 3º — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — Los empleadores que hayan 

calificado en el tercer nivel, podrán: 

a) Permanecer en el tercer nivel de cumplimiento, para lo cual deberán desarrollar actividades 

permanentes de prevención de riesgos y mantenimiento de las condiciones y medio ambiente de trabajo 

alcanzadas. 

b) Acordar con la aseguradora planes alternativos para el desarrollo de nuevos elementos que permitan 

calificar en el cuarto nivel. 

La determinación de los elementos a desarrollar en los planes alternativos se efectuará en función de la 

categoría de riesgo de la actividad del empleador y del número de trabajadores. 

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo determinará las categorías de riesgo de las distintas 

actividades, los planes alternativos y los elementos a desarrollar en cada uno de ellos. Los plazos de 

ejecución de los planes alternativos serán acordados entre el empleador y la aseguradora a la que se 

encuentre afiliado. 

Art. 4º — (Reglamentario del artículo 4, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — El desarrollo de todos los 

elementos de un nivel antes del plazo acordado con la aseguradora dará derecho al empleador a calificar 

en el nivel de cumplimiento superior. 

No se podrá calificar para un nivel superior si existen obligaciones pendientes del nivel en que se 

encuentra calificado. 

Art. 5º — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — El Plan de Mejoramiento se 

elaborará a partir de la evaluación del grado de cumplimiento de la normativa de higiene y seguridad en el 

trabajo del establecimiento o empresa, efectuada en forma conjunta por el empleador y la aseguradora. 

La evaluación se realizará en un formulario establecido por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

La aseguradora podrá requerir al empleador que realice la evaluación e instruirlo en la metodología a ser 

empleada para cumplir este requisito. 

La aseguradora podrá verificar en cualquier momento la declaración del empleador y, en su caso, 

notificará a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo a fin de que proceda a aplicar las sanciones que 

pudieren corresponder. 

Efectuada la evaluación, las partes elaborarán el Plan de Mejoramiento y determinarán los elementos a 

desarrollar en forma prioritaria, teniendo en cuenta el diagnóstico realizado y los lineamientos 

establecidos para cada nivel por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

El plan se redactará en lenguaje claro, procurando evitar el uso de conceptos equívocos, de modo que el 

empleador pueda comprender con claridad sus compromisos e identificar los aspectos que debe mejorar 

para adecuarse a la legislación vigente. 

Art. 6º — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — El Plan de Mejoramiento debe 

incluir requisitos mínimo a desarrollar por los empleadores, conforme lo disponga la Superintendencia de 

Riesgos del Trabajo para cada sector de cada actividad. 

Art. 7º — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — El Plan de Mejoramiento será 

redactado teniendo en cuenta las pautas y contenidos establecidos en el presente decreto y con las 

formalidades y demás requisitos que disponga la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Art. 8º — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — Quedan excluidos del Plan de 



Mejoramiento, pero sujetos al cumplimiento de las disposiciones legales vigentes en materia de higiene y 

seguridad en el trabajo, los siguientes supuestos: 

a) Los empleadores autoasegurados. 

b) Los empleadores no asegurados. 

c) Aquellos empleadores o actividades que la Superintendencia de Riesgos del Trabajo resuelva excluir 

mediante resolución fundada en el riesgo propio de la actividad o en el incumplimiento grave y reiterado 

de planes de mejoramiento o compromisos asumidos. 

Los empleadores que desarrollen sus tareas en forma estacional o por períodos inferiores a un año y los 

empleadores de la construcción sólo podrán acceder a Planes de Mejoramiento cuando reúnan los 

requisitos y condiciones que establezca la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Art. 9º — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — El Plan de Mejoramiento deberá 

ser acordado entre la aseguradora y el empleador dentro del plazo de TRES (3) meses de firmado el 

contrato de afiliación o de los SEIS (6) meses de vigencia del sistema de reparaciones de la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo, el que fuere mayor. 

Las obligaciones correspondientes al segundo nivel deben completarse dentro de los VEINTICUATRO 

(24) meses siguientes, computados desde la firma del contrato de afiliación o de la entrada en vigencia de 

la Ley sobre Riesgos del Trabajo. El empleador que decidiera cambiar de aseguradora, estar obligado a 

cumplir dichas obligaciones. En ese caso, el plazo se contará desde que fuera acordado el primer Plan de 

Mejoramiento. 

Art. 10. — (Reglamentario del artículo 4º, punto 2 de la Ley Nº 24.557) 

La nueva aseguradora con la que contrate el empleador deberá verificar el adecuado cumplimiento de los 

anteriores Planes de Mejoramiento. 

Vencido el plazo máximo para dar cumplimiento al Plan de Mejoramiento, el empleador será sancionado 

conforme la normativa de higiene y seguridad en el trabajo. 

Art. 11. — (Reglamentario del artículo 4º, punto 3 de la Ley Nº 24.557) — Mientras el empleador se 

encuentre ejecutando el Plan de Mejoramiento no podrá ser sancionado por incumplimiento de las normas 

de higiene y seguridad en el trabajo. 

En todo momento la Superintendencia de Riesgos del Trabajo podrá requerir al empleador y a la 

aseguradora, mediante resolución fundada, la adopción de medidas urgentes para prevenir riesgos 

graves e inminentes para la salud de los trabajadores. 

Art. 12. — (Reglamentario del artículo 4º, punto 3 de la Ley Nº 24.557) — La disposición del artículo 4º, 

punto 3 de la Ley sobre Riesgos del Trabajo no será de aplicación respecto de las obligaciones y 

elementos contemplados en el Plan de Mejoramiento que no fueren cumplidos dentro del plazo 

estipulado. 

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo, y la aseguradora, en su caso, evaluarán el cumplimiento de 

las obligaciones con criterio de razonabilidad. 

Se entenderá por criterio de razonabilidad, tener en cuenta el normal desgaste de máquinas, 

herramientas, elementos de protección, las circunstancias eventuales o de fuerza mayor que pudieren 

justificar momentáneamente un incumplimiento, y las medidas que el empleador hubiera adoptado para 

subsanar dichos inconvenientes. La Superintendencia de Riesgos del Trabajo podrá establecer reglas de 

tolerancia de cumplimiento obligatorio para quienes evalúen el cumplimiento de las obligaciones legales. 

Art. 13. — (Reglamentario del artículo 4º, punto 5 de la Ley Nº 24.557) — El contrato de afiliación podrá 

incluir fórmulas de arbitraje u otros mecanismos para la resolución de los conflictos que surjan de la 

elaboración o ejecución del Plan de Mejoramiento, sin perjuicio de la función que le compete a la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo como árbitro final de cualquier posible controversia. 



Art. 14. — (Reglamentario del artículo 4º, punto 5 de la Ley Nº 24.557) — La Superintendencia de 

Riesgos del Trabajo resolverá las controversias que le sean sometidas respecto del contenido y la 

ejecución del Plan de Mejoramiento y de las excepciones previstas en el artículo 8º del presente Decreto 

conforme al procedimiento que establezca. 

TÍTULO  II 

Art. 15. — (Reglamentario del artículo 24 de la Ley Nº 24.557) — La aseguradora establecerá libremente, 

y conforme a los indicadores que fijen la Superintendencia de Seguros de la Nación y la Superintendencia 

de Riesgos del Trabajo, un régimen de alícuotas por adhesión aplicable a todos los empleadores que 

pretendan afiliarse. 

Cada alícuota estará compuesta por un porcentaje sobre la base imponible más una suma fija por cada 

trabajador, expresada en pesos. 

Integrará también la alícuotas, una suma fija por cada trabajador, de un valor mínimo de PESOS 

SESENTA CENTAVOS ($ 0,60), destinada al financiamiento del FONDO para FINES 

ESPECIFICOS. (Párrafo incorporado por art. 5º del Decreto Nº 590/97 B.O. 04/07/199 

El Poder Ejecutivo Nacional deberá incrementar la suma fija indicada en el párrafo precedente en caso de 

que el Fondo para Fines Específicos pudiera resultar deficitario. (Párrafo incorporado por art. 17 

del Decreto Nº 1278/2000 B.O. 03/01/2001) 

Las bonificaciones por permanencia que establezca la aseguradora integrarán el régimen de alícuotas por 

adhesión. 

Las aseguradoras podrán solicitar a la Superintendencia de Seguros de la Nación el cambio de su 

régimen de alícuotas en cualquier momento. 

Aprobado el nuevo régimen de alícuotas, el empleador afiliado podrá, automáticamente, adherir a éste si 

le resultare más favorable o, por el período de un año, mantener el incorporado a su contrato. 

El plazo mencionado en el apartado anterior se computará desde la fecha de afiliación a la aseguradora o 

desde la fecha de la incorporación de la alícuotas vigente en el contrato y hasta la renovación del mismo. 

TÍTULO  III 

Art. 16. — (Reglamentario del artículo 31, punto 1, inciso a) de la Ley Nº 24.557) — Cuando el empleador 

afiliado no cumpla en tiempo y forma con las obligaciones establecidas en el artículo 9º del presente 

Decreto la aseguradora notificará a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, dentro de los TREINTA 

(30) días corridos de verificado el hecho. La misma obligación tendrá la aseguradora cuando, una vez 

cumplido el Plan de Mejoramiento, el empleador no cumpliera con las obligaciones legales en materia de 

higiene y seguridad. 

Art. 17. — (Reglamentario del artículo 31, punto 1, inciso a) de la Ley Nº 24.557) — La Superintendencia 

de Riesgos del Trabajo establecerá los procedimientos de denuncia e información que la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo impone a las aseguradoras en el inciso que se reglamenta. 

Art. 18. — (Reglamentario del artículo 31, punto 1, inciso e) de la Ley Nº 24.557) — Las aseguradoras 

deberán brindar asesoramiento y ofrecer asistencia técnica a los empleadores afiliados, en las siguientes 

materias: 

a) Determinación de la existencia de riesgos y sus potenciales efectos sobre la salud de los trabajadores 

en el o los establecimientos del ámbito del contrato. 

b) Normativa vigente en materia de higiene y seguridad en el trabajo. 

c) Selección de elementos de protección personal. 

d) Suministro de información relacionada a la seguridad en el empleo de productos químicos y biológicos. 

Art. 19. — Las aseguradoras deberán realizar actividades permanentes de prevención de riesgos y 

control de las condiciones y medio ambiente de trabajo. A tal fin deberán: 



a) Vigilar la marcha del Plan de Mejoramiento en los lugares de trabajo, dejando constancia de sus visitas 

y de las observaciones efectuadas en el formulario que a tal fin disponga la Superintendencia de Riesgos 

del Trabajo. 

b) Verificar el mantenimiento de los niveles de cumplimiento alcanzados con el Plan de Mejoramiento. 

c) Brindar capacitación a los trabajadores en técnicas de prevención de riesgos. 

d) Promover la integración de comisiones paritarias de riesgos del trabajo y colaborar en su capacitación. 

e) Informar al empleador y a los trabajadores sobre el sistema de prevención establecido en la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo y el presente decreto, en particular sobre los derechos y deberes de cada una de las 

partes. 

f) Instruir, a los trabajadores designados por el empleador, en los sistemas de evaluación a aplicar para 

verificar el cumplimiento del Plan de Mejoramiento. 

g) Colaborar en las investigaciones y acciones de promoción de la prevención que desarrolle la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

h) Cumplir toda obligación que establezca la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo determinar la frecuencia y condiciones para la realización de 

las actividades de prevención y control, teniendo en cuenta las necesidades de cada una de las ramas de 

cada actividad. 

Art. 20. — Para cumplir con las obligaciones establecidas precedentemente las aseguradoras deberán 

contar con personal especializado en higiene y seguridad o medicina del trabajo de modo que asegure la 

atención en materia de prevención de riesgos de sus afiliados. 

Art. 21. — La capacitación brindada por la aseguradora deberá realizarse en el domicilio del empleador o 

del establecimiento en su caso, salvo acuerdo en contrario. Las fechas y horarios de capacitación serán 

acordados con el empleador. 

Los trabajadores estarán obligados a concurrir a los cursos de capacitación que se dicten dentro de su 

horario de trabajo, y a firmar las constancias correspondientes. 

Art. 22. — Las aseguradoras y su personal que tengan acceso al conocimiento de procesos y equipos 

existentes en los establecimientos sometidos a su vigilancia estarán obligados a guardar secreto acerca 

de los mismos. 

Art. 23. — Las aseguradoras participarán en las comisiones del Instituto Racionalizador Argentino de 

Materiales que traten temas de higiene y seguridad en el trabajo. 

Art. 24. — (Reglamentario del artículo 31, punto 1, inciso e) de la Ley Nº 24.557) — Las aseguradoras 

deberán informar a los interesados la red de establecimientos para la atención médica y hospitalaria, así 

como los cambios en las materias consideradas en el inciso que se reglamenta de la Ley sobre Riesgos 

del Trabajo y el presente artículo, que se encuentren previstos o sometidos a consideración de la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Art. 25. — (Reglamentario del artículo 31, punto 1, inciso g) de la Ley Nº 24.557) — La prohibición de 

realizar exámenes psicofísicos a los trabajadores con carácter previo a la contratación implica también la 

prohibición de exigir la previa exhibición de los exámenes preexistentes. Sin perjuicio de ello, las 

aseguradoras podrán requerir información acerca del grado de cumplimiento de esta obligación legal. 

Art. 26. — Las aseguradoras serán auditadas técnicamente por la Superintendencia de Riesgos del 

Trabajo, respecto de las obligaciones que les impone la Ley sobre Riesgos del Trabajo y el presente 

Decreto. 

Art. 27. — Los exámenes médicos previstos en el artículo 23 del Decreto 351/79 serán realizados por la 

aseguradora con la que contrate el empleador. Dichos exámenes serán sin cargo para el empleador, a 

excepción de los exámenes preocupacionales de trabajadores que no se incorporen a la empresa, o que 



habiéndose incorporado permanezcan bajo la dependencia del empleador por un período inferior a TRES 

(3) meses. 

Art. 28. — (Reglamentario del artículo 31, punto 2 de la Ley Nº 24.557) — Los empleadores estarán 

obligados a: 

a) Permitir el ingreso a su establecimiento, dentro de los horarios de trabajo y sin necesidad de previa 

notificación, del personal destacado por las aseguradoras, cuando concurra en cumplimiento de las 

funciones previstas en la Ley sobre Riesgos del Trabajo y en el contrato de afiliación suscripto. 

b) Suministrar a las aseguradoras la información necesaria para evaluar, desarrollar y controlar el Plan de 

Mejoramiento. 

c) Cumplir el programa de capacitación acordado con la aseguradora. 

d) Poner en conocimiento de los trabajadores el Plan de Mejoramiento. 

e) Brindar adecuada capacitación a los trabajadores respecto de los riesgos inherentes a sus puestos de 

trabajo. 

f) Cumplir con los planes acordados con las aseguradoras y con las actividades programadas para 

prevenir los riesgos del trabajo. 

g) Proveer a la aseguradora toda la información que requiera a los fines de la determinación de un 

accidente de trabajo o de una enfermedad profesional. 

h) Cumplir toda otra obligación que establezca la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Art. 29. — En caso de omisión o incumplimiento de la aseguradora de las obligaciones previstas en la Ley 

sobre Riesgos del Trabajo, el empleador deberá intimarla fehacientemente dentro de los TREINTA (30) 

días corridos de haberse producido el hecho. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera regularizado la 

situación el empleador deberá notificar el hecho a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Art. 30. — (Reglamentario del artículo 31, punto 3 de la Ley Nº 24.557) — Los trabajadores tendrán las 

siguientes obligaciones: 

a) Cumplir con las normas de prevención establecidas legalmente y en los planes y programas de 

prevención. 

b) Asistir a los cursos de capacitación que se dicten durante las horas de trabajo. 

c) Utilizar los equipos de protección personal o colectiva y observar las medidas de protección impartidas 

en los cursos de capacitación. 

d) Utilizar o manipular en forma correcta y segura las sustancias, máquinas, herramientas, dispositivos y 

cualquier otro medio con que desarrollen su actividad laboral. 

e) Observar las indicaciones de los carteles y avisos que indiquen medidas de protección y colaborar con 

el empleador en el cuidado de los mismos. 

f) Colaborar en la organización de programas de formación y educación en materia de salud y seguridad. 

g) Informar al empleador de todo hecho o circunstancia riesgosa inherente a sus puestos de trabajo y al 

establecimiento en general. 

Art. 31. — Los trabajadores o sus representantes podrán denunciar ante la aseguradora, si 

correspondiere, o ante la Superintendencia de Riesgos del Trabajo los incumplimientos al Plan de 

Mejoramiento en los que incurra el empleador y las violaciones a las normas de higiene y seguridad en el 

trabajo que se produzcan en el establecimiento. 

Esta facultad no podrá ser ejercida mientras el empleador afiliado a una aseguradora se encuentre 

cumpliendo las disposiciones relacionadas con el Plan de Mejoramiento, con excepción de las denuncias 

relativas a la existencia de riesgos graves e inminentes. 

Art. 32. — Las obligaciones establecidas en el artículo 31 puntos 2 y 3 de la Ley sobre Riesgos del 

Trabajo y en el presente título serán de aplicación a los empleadores autoasegurados y a los trabajadores 



de su dependencia en lo que resulte pertinente. 

Los empleadores autoasegurados en particular deberán: 

a) Cumplir con las normas de higiene y seguridad en el trabajo. 

b) Confeccionar el registro de siniestralidad por establecimiento. 

c) Notificar a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo los accidentes y enfermedades profesionales 

que se produzcan en el establecimiento. 

d) Cumplir toda otra obligación que establezca la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Art. 33. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. — Eduardo Bauzá. — José A. Caro Figueroa. — Rodolfo C. Barra. 
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Artículo 1º — (Reglamentario del artículo 3º). 

Sólo serán responsables frente a los trabajadores y sus derechohabientes y exclusivamente con los 

alcances previstos en la Ley Nº 24.557, los empleadores autoasegurados y aquellos que no cumplan con 

la obligación de afiliarse a una Aseguradora, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13, apartado 1. de 

la misma Ley y en el artículo 1.072 del Código Civil de la Nación. 

La falta de afiliación del empleador que se encuentre fuera del régimen de autoseguro, así como la falta 

de otorgamiento de las prestaciones en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional, será 

considerada de especial gravedad a los fines de la Ley Nº 18.694. 

Las Aseguradoras deberán notificar a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, en la 

forma y plazo que la misma establezca, las altas y bajas de empleadores afiliados. 

Art. 2º — (Reglamentario del artículo 11, apartado 2). 

El ajuste previsto en el artículo que se reglamenta se aplicará a las prestaciones dinerarias devengadas a 

partir del mes siguiente al de la publicación de la variación del APORTE MEDIO PREVISIONAL 

OBLIGATORIO (AMPO). 

Art. 3º — (Reglamentario del artículo 12). 

A los fines de la determinación del ingreso base, cuando la primera manifestación invalidante se produjera 

con posterioridad a la extinción de la relación laboral, se considerará el año aniversario anterior al último 

día en que se abonaron o debieron abonarse las remuneraciones sujetas a cotización con relación al 

mismo empleador. 

Aquellos meses en los que el empleador no estuviera obligado a abonar remuneraciones sujetas a 

cotización no se computarán para el cálculo del ingreso base. 

Cuando el pago de las prestaciones no correspondiera a meses calendario completos, se tomará el 

ingreso base multiplicado por los días corridos del mes transcurrido. 

Respecto de personas obligadas a prestar un servicio de carga pública, a los fines del cálculo del ingreso 

base, deberá tomarse la remuneración sujeta a cotización que el damnificado estuviera percibiendo en su 

actividad, o la renta presunta prevista por el SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 

para el caso de trabajadores autónomos, o el salario mínimo del escalafón de la planta permanente del 



personal incluido en el Régimen Jurídico Básico de la Función Pública si el damnificado se encontrare 

desempleado. 

Art. 4º — (Reglamentario del artículo 14). 

El pago de las asignaciones familiares será financiado a través del Régimen de Asignaciones Familiares, 

conforme a los procedimientos que, a tal fin, prevea la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL (ANSeS). 

Los aportes mencionados en el apartado 2, punto b del artículo que se reglamenta, darán derecho al 

damnificado a que ese período sea considerado como tiempo de servicios con aportes y al acceso a las 

prestaciones previstas en el SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD. 

Art 5º — (Reglamentario del artículo 15). 

1. No corresponde el pago del retiro transitorio por invalidez previsto en la Ley Nº 24.241 durante el 

período de provisionalidad de la Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT), quedando exclusivamente a 

cargo de la Aseguradora o del empleador autoasegurado el pago de las prestaciones previstas en la Ley 

que se reglamenta. 

2. La prestación establecida en el apartado 1 del artículo que se reglamenta es sustitutiva del retiro 

transitorio por invalidez establecido por la Ley Nº 24.241. Durante el período en que el trabajador afiliado 

al régimen de capitalización perciba esta prestación se encontrará alcanzado por la disposición contenida 

en el artículo 45, inciso c) de la citada Ley. 

La incompatibilidad establecida en el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 15 se refiere 

exclusivamente a las prestaciones previsionales de retiro por invalidez, no siendo de aplicación en los 

supuestos del artículo 45, inciso d), de la Ley Nº 24.557. (Párrafo incorporado por art. 7º del Decreto Nº 

491/97 B.O. 04/06/1997) 

3. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT), el damnificado 

percibirá las prestaciones que por retiro definitivo por invalidez establezca el régimen al que estuviere 

afiliado, en la medida que cumpla con los requisitos que ese régimen estatuye. 

4. La prestación dineraria a que alude el segundo párrafo del apartado 2 del artículo que se reglamenta se 

devenga a partir de la fecha en que la Comisión Médica emita el dictamen definitivo de Incapacidad 

Laboral Permanente Total (IPT). 

5. La prestación de pago mensual complementaria a que se refiere el apartado 2 del artículo que se 

reglamenta adoptará diferentes modalidades según cual sea el régimen previsional al que se encuentre 

afiliado el damnificado y la modalidad de retiro definitivo por invalidez. 

a) En los casos de afiliados al Régimen de Capitalización del SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES 

Y PENSIONES (SIJP), la Aseguradora o el empleador autoasegurado, integrará el capital al saldo de la 

cuenta de capitalización individual a que hace referencia el artículo 91 de la Ley Nº 24.241. 

El beneficiario dispondrá de los montos de ambos capitales a efectos de seleccionar la modalidad de 

cobro de las prestaciones. 

Si la modalidad elegida fuera Renta Vitalicia Previsional, la Administradora deberá transferir a la 

Compañía de Seguros de Retiro el saldo de la cuenta de capitalización individual, discriminando el mismo 

según provenga del S.I.J.P. o de la Ley Nº 24.557. La Compañía de Seguros de Retiro deberá emitir una 

póliza en función del saldo acumulado a que hace referencia el artículo 91 de la Ley Nº 24.241 y otra en 

base al saldo generado por el capital integrado por la Aseguradora o el empleador autoasegurado. La 

SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION determinará las bases técnicas a aplicar para la 

determinación de la prestación dineraria mensual. 

Si la modalidad elegida fuera Retiro Programado, la Administradora determinará la prestación previsional 

en función del saldo acumulado a que hace referencia el artículo 91 de la Ley Nº 24.241 y la prestación 



complementaria prevista en el artículo que se reglamenta en base al saldo generado por el capital 

integrado por la Aseguradora o el empleador autoasegurado. La SUPERINTENDENCIA DE 

ADMINISTRADORAS DE JUBILACIONES Y PENSIONES determinará las bases técnicas a aplicar para 

la determinación de la prestación dineraria mensual. 

El derecho a disponer libremente del saldo excedente a que aluden los artículos 101 y 102 de la Ley Nº 

24.241, sólo será aplicable respecto del saldo de la cuenta de capitalización individual al que hace 

referencia el artículo 91 de la misma Ley, sin computar el capital integrado por la Aseguradora o el 

empleador autoasegurado. 

b) Ambas prestaciones se liquidarán simultáneamente y se abonarán mediante un único recibo de 

haberes. 

c) En los demás supuestos, la Aseguradora, o el empleador autoasegurado, integrará el capital en una 

Compañía de Seguros de Retiro a elección del beneficiario, a los fines de la contratación de una renta 

vitalicia. La SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION podrá establecer frecuencias de pagos 

diferentes de la mensual, a los efectos de reducir la incidencia de los costos administrativos sobre el 

monto de la prestación. 

(Apartado 5 sustituido por art. 15 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997) 

6. En caso de Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT) que no deviniera en definitiva, se procederá de 

la siguiente manera: 

a) Si el trabajador se encuentra afiliado al Régimen de Capitalización del SISTEMA INTEGRADO DE 

JUBILACIONES Y PENSIONES (SIJP), la Aseguradora, o el empleador autoasegurado, deberá integrar el 

capital del artículo 94 de la Ley Nº 24.241 y su reglamentación. 

b) Si el trabajador se encuentra afiliado al Régimen de Reparto del SISTEMA INTEGRADO DE 

JUBILACIONES Y PENSIONES (SIJP) u a otro sistema o régimen previsional, la Aseguradora o el 

empleador autoasegurado deberán integrar a dicho sistema o régimen previsional el capital de 

recomposición del artículo 94 de la Ley Nº 24.241, dejándose constancia del período de aportes que 

comprende el referido pago a los fines del cómputo de los años de servicios con aportes. 

Art. 6º — (Reglamentario del artículo 17, apartado 2). 

La prestación adicional a la que hace referencia el apartado que se reglamenta será abonada 

mensualmente por la Aseguradora durante el período de Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT). 

Declarado el carácter definitivo de la incapacidad, la prestación adicional será abonada en forma 

coordinada con el haber de las prestaciones dinerarias establecidas en el artículo 15 de la Ley Nº 24.557 

que se reglamenta. La SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO Y 

SEGURIDAD SOCIAL dispondrá el mecanismo de transferencia de los fondos desde la Aseguradora de 

Riesgos del Trabajo o empleador autoasegurado hacia las distintas entidades responsables del 

pago. (Párrafo sustituido por art. 16 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997) 

Art. 7º — (Reglamentario del artículo 18). 

Se consideran derechohabientes, a los fines de la Ley Nº 24.557, las personas enumeradas en el artículo 

53 de la Ley Nº 24.241, cualquiera fuera el régimen al que el damnificado estuviera afiliado. 

Art. 8º — (Reglamentario del artículo 19). 

El empleador autoasegurado, o la Compañía de Seguros a la que se encuentre afiliado el empleador, 

pagará el premio correspondiente a la renta periódica a la Compañía de Seguros de Retiro que elija el 

beneficiario. 

En el caso de empleadores afiliados a una Aseguradora de Riesgos del Trabajo (ART), el trabajador 

deberá optar entre ésta o una Compañía de Seguros de Retiro y, si optase por esta última, deberá 

comunicar a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, para que abone el premio respectivo. 



La SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION (SSN), establecerá los valores máximos 

correspondientes a los gastos de adquisición y de administración que se incluirán para el cálculo del 

premio referido en el párrafo anterior. No obstante, las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo y las 

Compañías de Seguros de Retiro podrán solicitar autorización para gastos mayores pero, en ese 

supuesto, la diferencia resultante se regirá por idénticas pautas a las aplicadas para las rentas vitalicias 

previsionales. 

Art. 9º — (Reglamentario del artículo 23). 

1. La cuota a que hace referencia el apartado 1 del artículo que se reglamenta será declarada e ingresada 

durante el mes en que se brinden las prestaciones, con las mismas modalidades, plazos y condiciones 

establecidos para el pago de los aportes y contribuciones con destino a la Seguridad Social, en función de 

la nómina salarial del mes anterior. La D.G.I. establecerá los mecanismos para la distribución de los 

fondos a las respectivas Aseguradoras. 

Lo dispuesto en el párrafo precedente será de aplicación respecto de los empleadores no obligados con el 

SISTEMA UNICO DE SEGURIDAD SOCIAL (S.U.S.S.). A tal efecto la DIRECCION GENERAL 

IMPOSITIVA (D.G.I.) queda facultada para dictar las normas operativas que resulten necesarias. 

2. En los casos de inicio de actividad, o cuando por otras razones no exista nómina salarial en el mes 

anterior al pago de la cuota, la cuota de afiliación se calculará en función de la nómina salarial prevista 

para el mes en curso. En el supuesto previsto para el inicio de actividad, la cuota será ingresada en forma 

directa a la Aseguradora correspondiente. 

3. En los supuestos de organismos descentralizados o municipios correspondientes a provincias 

incorporadas al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, la DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA 

percibirá la cuota aludida en el párrafo primero, declarada e ingresada por los precitados contribuyentes, 

según el procedimiento y la modalidad que a tal efecto se establezca. 

No serán de aplicación, para las cotizaciones previstas en esta Ley, las reducciones en las contribuciones 

patronales. 

(Artículo sustituido por art. 18 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997) 

Art. 10. — (Reglamentario del artículo 25). 

1. La exención dispuesta en el apartado 2 del artículo que se reglamenta alcanza al IMPUESTO AL 

VALOR AGREGADO (IVA), y comprende no sólo a la instrumentación del contrato, sino también a los 

servicios que sean prestados por las Aseguradoras en virtud de las contraprestaciones y derechos 

nacidos de dicho contrato. 

En lo que respecta a la exención dispuesta en el artículo 6º, inciso j) punto 7. de la Ley Nº 23.349, el 

tratamiento impositivo a dispensar a las Aseguradoras será análogo al que se le confiere a las Obras 

Sociales. 

Aclárase que las cuotas a que hace referencia el artículo 23 de la Ley Nº 24.557, no se encuentran 

alcanzadas por los impuestos internos que gravan la actividad del seguro. 

2. Las reservas obligatorias de las Aseguradoras a las que alude el apartado 5 del artículo que se 

reglamenta, serán deducibles del Impuesto a las Ganancias. 

Art. 11. — (Reglamentario del artículo 26, apartado 3). 

El ámbito de las Aseguradoras para el otorgamiento de las prestaciones que impone la Ley que se 

reglamenta deberá ser como mínimo nacional. 

No obstante ello, las Aseguradoras deberán dispone los medios necesarios para el otorgamiento de 

prestaciones de urgencia fuera de la REPUBLICA ARGENTINA, cuando el accidente o enfermedad 

profesional ocurra fuera del país, en la medida en que el dependiente se encuentre realizando tareas o 

servicios en virtud de un contrato de trabajo celebrado, o relación laboral iniciada en la República, o de un 



traslado o comisión dispuestos por el empleador, y siempre que dichas personas tuvieran domicilio real en 

el país al tiempo de celebrarse el contrato, iniciarse la relación laboral o disponerse el traslado o comisión. 

El empleador deberá comunicar a su Aseguradora la salida del país de sus dependientes. (Párrafo 

incorporado por art. 17 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997) 

Sin perjuicio de ello, y a los fines de la afiliación, las Aseguradoras determinarán su ámbito de actuación 

territorialmente, de acuerdo a las pautas que fije la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, 

las cuales deberán contemplar criterios que garanticen oferta suficiente de Aseguradoras en todo el 

territorio de la Nación y niveles razonables para los gastos que demande la gestión del sistema. 

Art. 12. — (Reglamentario del artículo 26, apartado 4). 

La SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION establecerá los requisitos, y procedimientos a 

seguir por las Aseguradoras en caso de que contraten con sus afiliados las prestaciones y cobertura 

previstas en el artículo 26, apartado 4. de la LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Art. 13. — (Reglamentario del artículo 26, apartado 5). 

El capital mínimo exigido a las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (ART) en el artículo que se 

reglamenta estará sujeto a movilidad en función de los riesgos asumidos y no podrá ser inferior a PESOS 

TRES MILLONES ($ 3.000.000). La SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION establecerá, 

con criterio uniforme y general, normas de variación de capitales mínimos para las Aseguradoras de 

Riesgos del Trabajo y las Compañías de Seguros previstas en el artículo 49, disposición adicional 4º de la 

LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Art. 14. — (Reglamentario del artículo 26, apartado 6). 

Los bienes que respalden las reservas de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo serán inembargables 

para cualquier crédito que no sea derivado de las obligaciones que la Ley Nº 24.557 establece. 

Cuando las reservas de las Aseguradoras o empleadores autoasegurados se constituyan con bienes 

inmuebles o bienes muebles registrables, la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION 

deberá ordenar a los registros nacionales o provinciales respectivos, para que procedan a la anotación de 

su afectación al cumplimiento de las obligaciones derivadas de la Ley Nº 24.557 e inembargabilidad por 

créditos extraños a la misma. 

Art. 15. — (Reglamentario del artículo 27, apartado 5). 

1. La facultad de rescisión del contrato de afiliación contemplada en el apartado que se reglamenta 

corresponde únicamente al empleador y no requiere para ejercerla alegación de causa alguna. 

Para ejercer esta facultad el empleador deberá haber cotizado como mínimo SEIS (6) meses a la 

Aseguradora. 

La facultad de rescisión sólo podrá ser ejercida nuevamente transcurrido UN (1) año de efectuado el 

cambio de Aseguradora por esta causa. 

Estos requisitos no serán exigibles cuando el empleador rescinda el contrato de afiliación por encontrarse 

la Aseguradora suspendida o revocada la autorización para operar o en proceso de liquidación. 

La rescisión realizada conforme lo dispuesto en el apartado que se reglamenta y lo establecido en el 

presente artículo no dará derecho a las Aseguradoras a reclamar indemnización alguna por tal motivo. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO establecerá la forma de acreditar los requisitos y 

controlará su cumplimiento. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado que se reglamenta el empleador podrá rescindir el contrato 

de afiliación cuando: 

a) Cese la actividad del establecimiento o explotación. 

b) El empleador no tenga más trabajadores en relación de dependencia. 

En este caso el empleador únicamente estará sujeto a los requisitos que establezca el contrato de 



afiliación. 

Art. 16. — (Reglamentario del artículo 28, apartado 1). 

1. Los trabajadores y su representación gremial podrán controlar el cumplimiento del deber de afiliación 

del empleador y el pago de las cuotas correspondientes a la Aseguradora en la forma y con los alcances 

previstos en la Ley Nº 23.449. Deberán, en su caso, realizar las denuncias pertinentes ante la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Art. 17. — (Reglamentario del artículo 28, apartado 3). 

Son cuotas omitidas, a los fines de la LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO: 

1. Las que hubiera debido pagar el empleador a una Aseguradora desde que estuviera obligado a 

afiliarse. El valor de la cuota omitida por el empleador no asegurado o autoasegurado será equivalente al 

CIENTO CINCUENTA POR CIENTO (150%) del valor que surja de aplicar la alícuota promedio de 

mercado para su categoría de riesgo. (Apartado sustituido por art. 1° del Decreto N° 1223/2003 B.O. 

21/5/2003. Por art. 2° se establece que será de aplicación a todas las cuotas omitidas no abonadas hasta 

la fecha de publicación del Decreto de referencia.) 

2. Las que hubiera debido pagar el empleador a una Aseguradora desde que estuviera obligado a 

declarar la obligación de pago o la contratación de un trabajador. El valor de la cuota omitida será 

proporcional a la obligación de pago o a la remuneración del trabajador contratado que se omitió declarar. 

La omisión del pago de las cuotas conforme al apartado que se reglamenta, hará pasible al empleador de 

las sanciones previstas en el artículo 32 apartado 3 de la Ley sobre Riesgos del Trabajo, cuando no 

fueran pagadas dentro de los QUINCE (15) días de efectuada la intimación por parte de la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, o la Aseguradora en su caso, sin perjuicio de las 

sanciones que pudieren corresponder por aplicación de la Ley Nº 23.771. 

Art. 18. — (Reglamentario del artículo 28 apartado 4). 

1. Las Aseguradoras responderán por las contingencias producidas durante la vigencia del contrato de 

afiliación, otorgando las prestaciones con los alcances establecidos en los capítulos IV y V de la Ley Nº 

24.557. 

2. La omisión por parte del empleador del pago de DOS (2) cuotas mensuales, consecutivas o alternadas, 

o la acumulación de una deuda total equivalente a DOS (2) cuotas, tomando como referencia la de mayor 

valor en el último año, facultará a la Aseguradora a extinguir el contrato de afiliación por falta de pago. 

3. La Aseguradora deberá, previo a la extinción del contrato, intimar fehacientemente el pago de las 

sumas adeudadas en un plazo no inferior a QUINCE (15) días corridos. 

Vencido dicho plazo, y no habiéndose dado cumplimiento a la intimación, la Aseguradora podrá extinguir 

el contrato efectuando una nueva comunicación, la que será efectiva a partir de la CERO (0) hora del día 

hábil inmediato posterior a la fecha de recepción. 

A partir de la extinción el empleador se considerará no asegurado. Sin perjuicio de ello, la Aseguradora 

deberá otorgar prestaciones en especie, con los alcances previstos en el capítulo V de la ley 24.557, por 

las contingencias ocurridas dentro de los DOS (2) meses posteriores a la extinción por falta de pago, 

siempre que el trabajador denunciara la contingencia hasta transcurridos DIEZ (10) días de vencido dicho 

plazo. 

La Aseguradora podrá repetir del empleador el costo de las prestaciones otorgadas conforme lo dispuesto 

en el párrafo anterior. 

4. Las Aseguradoras deberán notificar la extinción de contratos de afiliación por falta de pago a las 

entidades gremiales pertinentes y a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, en la forma 

y plazo que esta última establezca. 

5. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO creará un registro de empleadores con 



contratos de afiliación extinguidos por falta de pago y dictará las normas que regulen el régimen de altas y 

bajas de dicho registro. 

6. Las Aseguradoras podrán rechazar la afiliación de empleadores que registren ante la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO la extinción de algún contrato de afiliación por falta 

de pago dentro del año inmediato anterior, siempre que éstos no hubieren regularizado su situación a la 

fecha de solicitud de afiliación. 

(Nota: por art. 10 del Decreto N°2239/2002 B.O. 7/11/2002 se suspende, durante SEIS meses, contados a 

partir de la entrada en vigencia de ese decreto (al día siguiente al de su publicación en B.O.) la vigencia 

de el presente punto 6.) 

Art. 19. — (Reglamentario del artículo 29). 

1. — El trabajador o sus derechohabientes deberán realizar, por ante la autoridad judicial competente, las 

gestiones razonablemente indispensables a fin de procurar las prestaciones dentro del plazo de 

NOVENTA (90) días de quedar firme la decisión de la Comisión Médica o del vencimiento del plazo para 

otorgar la prestación en su caso, y solicitar la declaración de insuficiencia patrimonial dentro de los 

TREINTA (30) días de vencido el plazo antes indicado. 

(Párrafos 2º y 3º derogados por art. 21 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997) 

2. — Las Aseguradoras podrán repetir del Fondo de Garantía únicamente las prestaciones otorgadas 

conforme al artículo 47 de la Ley sobre Riesgos del Trabajo y siempre que la concurrencia correspondiera 

a un empleador garantizado conforme al artículo 29 de la misma ley. Para acceder al fondo las 

Aseguradoras deberán realizar, por ante la autoridad judicial competente, las gestiones razonablemente 

indispensables a fin de repetir del empleador las prestaciones otorgadas dentro del plazo de NOVENTA 

(90) días otorgada la prestación al trabajador. 

3. — El pedido de declaración de insuficiencia patrimonial debe ser debidamente fundado y tramitará en 

los mismos autos, por la vía que corresponda y conforme a lo dispuesto en el artículo 29 segundo párrafo 

de la Ley Nº 24.557. De las actuaciones se correrá traslado a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS 

DEL TRABAJO por el plazo previsto para las acciones meramente declarativas conforme dispone el 

artículo que se reglamenta. 

Las gestiones realizadas por ante el juez de la causa se considerarán a los fines probatorios de la 

determinación de la insuficiencia patrimonial. 

Al contestar el traslado, la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO podrá solicitar 

únicamente medidas de prueba referidas al caudal ejecutable del obligado a otorgar las prestaciones. 

La resolución que recaiga se notificará a las partes conforme a las leyes locales y será recurrible en el 

plazo y con los alcances que pueda serlo la sentencia definitiva. 

4. — Cuando el empleador o su patrimonio se encuentren sometidos a un proceso universal, el 

trabajador, sus derechohabientes o la Aseguradora requerirán el pago de las prestaciones por la vía que 

corresponda pudiendo solicitar por ante el juez de la causa la declaración de insuficiencia patrimonial. 

5. — Declarado el estado de insuficiencia patrimonial las prestaciones se pagarán del Fondo de Garantía, 

con los alcances y conforme al procedimiento que a tal fin establezca la SUPERINTENDENCIA DE 

RIESGOS DEL TRABAJO. La obligación del Fondo de Garantía alcanza al monto de las prestaciones, 

excluyéndose expresamente los intereses, costas y gastos causídicos. 

El Fondo de Garantía responderá por estas obligaciones exclusivamente con las sumas que ingresen en 

concepto de aportes, cuotas, multas y demás recursos previstos legalmente con excepción de lo 

dispuesto en el artículo 33 apartado 4 de la LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO. 

El pago de las prestaciones por el Fondo de Garantía en los casos de insuficiencia patrimonial 

judicialmente declarada será considerado como efectuado por un tercero con subrogación en los 



derechos del acreedor. 

Art. 20. — (Reglamentario del artículo 33 apartado 3). 

Cuando el organismo recaudador advierta la omisión, por parte de los empleadores obligados, del pago 

de cuotas, aportes o contribuciones con destino al Fondo de Garantía que impone la Ley Nº 24.557 

deberá proceder conforme a las disposiciones de la Ley Nº 23.771. 

Art. 21. — (Reglamentario del artículo 33 apartado 3). 

Las multas provenientes de incumplimientos de las normas sobre daños del trabajo son las que resultan 

del incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Ley sobre Riesgos del Trabajo, incluidas las 

previstas en el artículo 32 apartado 1 de la misma ley y las de la Ley Nº 18.694 en cuanto resulte de 

aplicación. 

Las multas por incumplimiento de las normas de seguridad e higiene serán las que resulten de aplicación 

conforme la Ley Nº 18.694 y normas especiales. 

Art. 22. — (Reglamentario del artículo 34). 

La obligación del Fondo de Reserva alcanza al monto de las prestaciones reconocidas por la Ley N° 

24.557 y sus modificatorias, excluyéndose las costas y gastos causídicos. 

El Fondo de Reserva no responderá por las prestaciones derivadas de los servicios que las Aseguradoras 

de Riesgos del Trabajo se encuentran habilitadas a contratar conforme al artículo 26, apartado 4, de la 

Ley sobre Riesgos del Trabajo ni por las indemnizaciones que se reconozcan con fundamento en el 

derecho común. 

(Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 1022/2017 B.O. 12/12/2017. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 

Art. 23. — (Reglamentario del artículo 34, apartado 2). 

El aporte al Fondo de Reserva a cargo de las Aseguradoras será del QUINCE POR MIL (15 ‰) de los 

ingresos percibidos en concepto de cuota mensual a cargo del empleador, regulada en el artículo 23 de la 

LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO. Cuando los ingresos percibidos por las Aseguradoras en 

concepto de cuota sean percibidos a través del SISTEMA ÚNICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL (SUSS), 

la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (AFIP) retendrá el mencionado aporte de 

dichos ingresos. En los demás casos, la obligación de pago se regirá por los mismos mecanismos 

establecidos para la tasa prevista en el artículo 81 de la Ley Nº 20.091. La mora por parte de la 

Aseguradora por un período mayor a TRES (3) meses importará la suspensión, de pleno derecho, para 

realizar nuevas contrataciones en estos seguros y hasta tanto no sea regularizada la situación de acuerdo 

a los mecanismos que a tal fin establezca la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACIÓN. 

(Artículo sustituido por art. 2° del Decreto N° 1022/2017 B.O. 12/12/2017. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 

Art. 24. — (Reglamentario del artículo 34, apartado 2). 

La SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION invertirá estos fondos en: 

1. Depósitos a plazo en cualquiera de los bancos habilitados a recibir inversiones de las Administradoras 

de Fondos de Jubilaciones y Pensiones. 

2. Títulos públicos nacionales. 

3. También podrá efectuar préstamos destinados a financiar el déficit transitorio del Fondo de Garantía 

previsto en el artículo 33 de la LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO, previa autorización del MINISTRO 

DE ECONOMIA Y OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS. 

Art. 25. — (Reglamentario del artículo 36, apartado 1). 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO fijará el esquema de multas previstas en el 

artículo 32 y en la Ley Nº 18.694 por incumplimientos a las normas sobre daños del Trabajo y de Higiene 



y Seguridad en que incurran los empleadores. 

Art. 26. — (Reglamentario del artículo 49, Disposición Adicional Cuarta). 

Las Compañías de Seguros comprendidas en la disposición adicional que se reglamenta serán 

responsables por las obligaciones impuestas en la LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO y su 

reglamentación con los mismos alcances y efectos que los previstos para las Aseguradoras de Riesgos 

del Trabajo. 

Art. 27. — (Transitorio). 

Difiérese la puesta en vigencia del artículo 27 del Decreto Nº 170/96 hasta el 1º de julio de 1997. 

Art. 28. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. — Eduardo Bauzá. — José A. Caro Figueroa. Domingo F. Cavallo. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 17, apartado 1 sustituido por art. 19 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997. 

 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 658/96 

Aprueba el Listado de Enfermedades Profesionales, previsto en el artículo 6º, inciso 2, de la ley 

24.557. 

Bs. As., 24/6/96. 

Publicado en el Boletín Oficial del 27-jun-1996, número 28424. 

 

Artículo 1º — Apruébase el Listado de Enfermedades Profesionales, previsto en el artículo 6º, inciso 2, 

de la Ley Nº 24.557 que, como ANEXO I, forma parte integrante del presente Decreto. 

Art. 2º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. — Jorge A. Rodríguez. — Rodolfo C. Barra. — Alberto J. Mazza. — José A. Caro Figueroa. 

ANEXO I 

LISTADO DE ENFERMEDADES PROFESIONALES 

LEY 24.557 

APROBADO POR EL COMITÉ CONSULTIVO PERMANENTE 

EL DIA 8 DE FEBRERO DE 1996 

  

ENFERMEDADES ACTIVIDADES LABORALES QUE PUEDEN GENERAR 

EXPOSICION 

AGENTE: ANTIMONIO Y SUS COMPUESTOS 

— Lesiones eczematiformes recidivantes después de cada 

nueva exposición. 

— Neumopatía caracterizada por signos radiográficos 

específicos acompañada eventualmente de tos, 

expectoración y disnea. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos que exponen a la inhalación de polvos, humos y 

vapores de antimonio, en especial: 

— Extracción de minerales que contienen antimonio y sus 

procesos de molienda, tamizado y concentrado. 

— Envasado del óxido de antimonio. 

— Soldadura con antimonio. 

— Fabricación de semiconductores. 



— Fabricación de placas para baterías y material para forrado de 

cables. 

— Fabricación de pinturas, barnices, cristal, cerámica (pentóxido 

de antimonio). 

— Fabricación de explosivos y de pigmentos para la industria del 

caucho (trisulfuro de antimonio). 

— Uso de la industria del caucho y farmacéutica (pentacloruro de 

antimonio). 

— Fabricación de colorantes y uso en cerámica (trifluoruro de 

antimonio). 

AGENTE: ARSENICO Y SUS COMPUESTOS MINERALES 

— Intoxicación aguda: 

— Insuficiencia circulatoria, trastornos del ritmo y paro 

cardíaco. 

— Vómito, diarrea y signos de daño hepático. 

— Encefalopatía. 

— Transtorno de la coagulación. 

— Disnea. 

— Efectos irritativos y cáusticos. 

— Dermatitis de contacto por acción directa con 

descamación y heridas superficiales. 

— Rinitis, estomatitis y otras mucositis. 

— Conjuntivitis, queratitis y blefaritis. 

— Ulceración y Perforación del tabique nasal. 

— Intoxicación subaguda 

— Polineuritis periféricas 

— Melanodermia. 

— Disqueratosis palmo-plantares. 

— Cánceres. 

— Disqueratosis lenticular en disco (Enfermedad de 

Bowen). 

— Epitelioma cutáneo primitivo. 

— Angiosarcoma del hígado. 

— Cáncer bronquial. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen al arsénico y sus compuestos, en especial: 

— Tratamiento pirometalúrgico de minerales que contienen 

arsénico. 

— Fabricación o empleo de pesticidas arsenicales. 

— Empleo de compuestos arsenicales en el trabajo del cuero, en 

la fabricación de vidrio y en electrónica. 

— Fabricación de municiones y batería de polarización. 

— Uso de la industria cerámica. 

— Fabricación de pigmentos para anilinas. 

— Uso como preservante de madera. 

— Fabricación de pinturas para barco. 

— Proceso de galvanizado. 

— Impresión de telas. 

AGENTE: BERILIO Y SUS COMPUESTOS 

— Conjuntivitis Agudas o Recidivantes 

— Dermatitis Agudas o Recidivantes 

— Bronconeumopatía aguda o subaguda difusa con 

aparición retardada de signos radiológicos tenues. 

— Beriliosis; fibrosis pulmonar difusa con signos 

radiológicos, alteraciones funcionales y compromiso del 

estado general, confirmado por pruebas funcionales 

respiratorias y sus complicaciones cardíacas y pleuro-

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen al berilio y sus compuestos, en especial: 

— Molienda y tratamiento de mineral de berilio. 

— Fabricación y terminación de productos que contienen berilio, 

sus aleaciones y sus combinaciones. 

— Fabricación de instrumentos para la industria aeronáutica y 

espacial. 



pulmonares (neumotórax espontáneo). 

AGENTE: CADMIO Y SUS COMPUESTOS 

— Bronconeumopatía aguda 

Trastornos gastrointestinales agudos con náuseas, vómitos 

y diarrea. 

— Nefropatía con proteinuria. 

— Osteomalacia con o sin fracturas espontáneas, 

confirmada por radiografía. 

AGENTE: CADMIO Y SUS COMPUESTOS 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Extracción, preparación, empleo del cadmio, en sus aleaciones 

y sus compuestos, en particular en preparación del cadmio por vía 

seca. 

— Corte con soplete o soldadura de piezas metálicas que 

contienen cadmio. 

— Soldadura con aleaciones de cadmio. 

— Fabricación de baterías níquel cadmio. 

— Fabricación de pigmentos cádmicos para pinturas, esmaltes y 

plásticos. 

— Fabricación de pesticidas y pinturas. 

— Fabricación de amalgamas dentales. 

— Fabricación de joyas. 

AGENTE: CROMO Y SUS COMPUESTOS 

(ACIDO CROMICO, CROMATOS, BICROMATOS, ALCALINOS, CROMATO DE ZINC) 

— Ulceraciones nasales. 

— Ulceraciones cutáneas 

— Dermatitis por sensibilización, crónica o recidivante. 

— Rinitis, asma o disnea por sensibilización, confirmada 

por test cutáneos y por pruebas funcionales respiratorias, 

que recidivan después de una nueva exposición. 

— Cáncer broncopulmonar primitivo. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, empleo, manipulación del ácido crómico, de los 

cromatos y bicromatos alcalinos, especialmente en: 

— Fabricación del ácido crómico, de los cromatos y bicromatos 

alcalinos. 

— Fabricación de pigmentos basados en cromatos o bicromatos 

alcalinos. 

— Empleo de bicromatos alcalinos en el barnizado de muebles. 

— Empleo de cromatos y bicromatos alcalinos como fijadores en 

tintorería y estampado de tela. 

— Curtido de cueros con cromo. 

— Preparación de clichés para la impresión fotomecánica. 

— Cromado electrolítico de metales. 

— Fabricación de vidrios y esmaltes de colores. 

AGENTE: FLUOR Y SUS COMPUESTOS 

— MANIFESTACIONES AGUDAS 

— Dermatitis aguda irritativa 

— Quemaduras químicas 

— Conjuntivitis aguda 

— Manifestaciones irritativas de las vías aéreas altas. 

— Bronconeumopatías agudas y edema pulmonar agudo. 

— MANIFESTACIONES CRONICAS 

— Síndrome osteoligamentoso que puede ser doloroso y 

que comporta una osteocondensación difusa, asociada a 

calcificaciones de los ligamentos sacroisquiáticos o de las 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Todos los trabajos que comporten contacto con el flúor, el 

ácido 

fluorhídrico y sus sales minerales en especial: 

— Fabricación y manipulación de fluoruros inorgánicos. 

— Electrometalurgia del aluminio. 

— Fabricación de fluorocarbonos. 

— Fabricación de superfósfatos. 

— Fabricación de vidrio. 

— Uso como fundente en la industria metalúrgica. 



membranas interóseas, radiocubital u obturatriz. — Tratamiento de cueros y pieles. 

AGENTE: FOSFORO Y SUS COMPUESTOS 

(SESQUISULFURO DE FOSFORO) 

— Dermatitis aguda irritativa o eczematiforme recidivante 

al contacto con sesquisulfuro de fósforo. 

— Dermatitis crónica irritativa o eczematiforme recidivante 

al contacto con sesquisulfuro de fósforo. 

— Osteomalacia o necrosis de maxilar inferior. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, uso, manipulación del fósforo y del sesquisulfuro 

de fósforo. 

— Fabricación de fosfuros y otros derivados del fósforo. 

— Fabricación de explosivos, productos incendiarios y bombas de 

humo. 

— Fabricación de fertilizantes y rodenticidas. 

— Fabricación de cajas de fósforos (tiras de rascado). 

AGENTE: MANGANESO Y SUS COMPUESTOS 

— Síndrome psiquiátrico caracterizado por hiperactividad 

motora, euforia, irritabilidad, trastornos de la libido, 

agresividad, seguido de cuadros de depresión. 

— Síndrome neurológico de tipo parkinsonismo. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen al manganeso y sus compuestos, en 

especial: 

— Extracción, molienda, concentración de minerales que 

contienen manganeso. 

— Empleo de dióxido de manganeso en la fabricación de pilas 

eléctricas y en las industrias del vidrio. 

— Fabricación de acero ferromangánico y soldadura con 

electrodos de manganeso. 

— Curtido de pieles. 

— Fabricación de fertilizantes. 

— Uso de compuestos órgano mangánicos como aditivos de fuel 

oil y algunas naftas sin plomo. 

AGENTE: MERCURIO Y SUS COMPUESTOS 

— Encefalopatía aguda 

— Cólicos y diarreas 

— Estomatitis 

— Lesiones eczematiformes recidivantes con una nueva 

exposición o con test cutáneo positivo. 

— Temblor intencional 

— Ataxia cerebelosa 

— Nefritis crónica 

— Daño orgánico cerebral crónico. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Extracción, tratamiento, preparación, empleo, manipulación del 

mercurio, de sus amalgamas, de sus compuestos y 

combinaciones químicas y todo producto que lo contenga, 

especialmente: 

— Destilación del mercurio y recuperación del mercurio a partir de 

residuos industriales. 

— Fabricación y reparación de termómetros, barómetros, 

manómetros, bombas y trompas a mercurio. 

— Empleo de bombas o trompas a mercurio en la fabricación de 

lámparas incandescentes, tubos de radios y radiográficos. 

— Empleo del mercurio como conductor en artículos eléctricos. 

— Fabricación de baterías eléctricas de mercurio. 

— Empleo del mercurio y sus compuestos en la industria química, 

especialmente como agente catalítico y en la electrólisis con 

cátodo de mercurio del cloruro de sodio y otras sales. 

— Fabricación de compuestos de mercurio. 



— Preparación, envasado y aplicación de productos 

farmacéuticos y fitosanitarios que contienen mercurio o 

compuestos de mercurio. 

— Trabajo de peletería con sales de mercurio especialmente en la 

fabricación de fieltros. 

— Dorado, plateado, bronceado y damasquinado con mercurio o 

sales de mercurio. 

— Fabricación y empleo de fulminantes con fulminato de 

mercurio. 

— Uso del mercurio en la extracción del oro. 

— Otras aplicaciones y tratamientos con mercurio. 

AGENTE: NIQUEL Y SUS COMPUESTOS 

— Dermatitis eczematiformes recidivantes en caso de 

nueva exposición o confirmadas por test cutáneos. 

— Rinitis, asma o disnea asmatiforme confirmada por 

pruebas funcionales respiratorias, test cutáneos o que 

recidivan en caso de nueva exposición. 

— Cáncer primitivo del etmoides y de los senos de la cara. 

— Cáncer bronquial. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen al níquel y sus compuestos, en especial: 

— Operaciones de extracción y procesamiento de los minerales 

que contienen níquel. 

— Niquelado electrolítico de metales. 

— Fabricación de acero inoxidable, de baterías níquel-cadmio, de 

pigmentos para pintura. 

— Uso en la industria del vidrio y la cerámica. 

AGENTE: PLOMO Y SUS COMPUESTOS INORGANICOS 

— INTOXICACION AGUDA Y SUBAGUDA 

Anemia (Hemoglobina inferior a 13g/100ml en el hombre y 

a 12g/100ml en la mujer) 

Síndrome doloroso abdominal paroxístico afebril con 

estado suboclusivo y habitualmente acompañado de 

hipertensión arterial (Cólico Saturnino). 

Encefalopatía aguda. 

— INTOXICACION CRONICA 

Neuropatías periféricas que permanecen estacionarias o 

remiten cuando cesa la exposición. 

Daño orgánico cerebral crónico irreversible. 

Insuficiencia renal crónica. 

Anemia crónica. 

Alteraciones reproductivas: disminución del número y 

viabilidad de los espermatozoides. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Extracción, tratamiento, preparación, empleo, del plomo, de los 

minerales que lo contienen, de sus aleaciones, de sus 

combinaciones y de todo producto que lo contenga. 

— Recuperación de plomo de desechos. 

— Raspado y calentamiento con soplete de estructuras que 

contienen pinturas plumbíferas. 

— Utilización de compuestos de plomo para pigmentos de 

cerámicas y pinturas. 

AGENTES: COMPUESTOS ALQUILICOS DEL PLOMO 

(TETRAETILO Y TETRAMETILO DE PLOMO) 

— Trastornos neuroconductuales. 

— Encefalopatía tóxica crónica. 

— Uso y empleo de los derivados alquílicos del plomo, 

especialmente como aditivo de las naftas. 

— Limpieza de tanques de almacenamiento. 

AGENTE: SELENIO Y SUS COMPUESTOS 



— Irritación aguda de las vías aéreas superiores. 

— Edema agudo de pulmón. 

— Quemaduras e irritaciones cutáneas. 

— Quemaduras oculares y conjuntivitis. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen al selenio y sus compuestos, en especial: 

— Empleo de sales de selenio en las industrias metalúrgica y 

electrónica. 

— Uso de pigmentos que contienen selenio. 

— Fabricación y empleo de aditivos alimentarios que contienen 

selenio. 

— Trabajos de laboratorio con selenio como reactivo químico. 

— Fabricación de productos que contienen selenio en la industria 

de cosméticos, fitofarmacia, fotografía y fotocopia. 

AGENTE: ALCOHOLES Y CETONAS 

UTILIZADOS COMO SOLVENTES INDUSTRIALES: Alcoholes; metílicos, propílicos, isobutílicos. Cetonas: Acetona, 

metilisopropil e isobutil cetona, entre otras. 

— Síndrome de depresión del sistema nervioso central con 

embriaguez que puede llegar al coma. 

— Dermatitis irritativa por desecación de la piel que 

recidiva después de una nueva exposición. 

— Dermatitis eczematiforme recidivante confirmada por un 

test cutáneo positivo al producto manipulado. 

— Irritación de la conjuntiva y vías respiratorias superiores. 

— Vesículas en la córnea. 

— Encefalopatía tóxica crónica. 

— Neuropatía periférica, motriz y sensitiva (por metil butil 

cetona). 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, empleo y manipulación de solventes. 

— Tratamiento de resinas naturales y sintéticas. 

— Empleo de barnices, pinturas, esmaltes, adhesivos, lacas y 

masillas. 

— Producción de caucho natural y sintético. 

— Utilización de los solventes como agentes de extracción, 

impregnación, aglomeración, limpiado, desengrase y como 

materia prima en síntesis orgánica. 

AGENTE: BENCENO 

— Enfermedades hematológicas adquiridas, de tipo 

hipoplasia, aplasia o displasia, que pueden manifestarse 

por: 

Anemia; 

Leuconeutropenia; 

Trombocitopenia. 

— Mielodisplasia con hiperleucocitosis 

— Síndrome mieloproliferativo 

— Leucemias 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Actividades de producción, envasado, transporte y utilización 

del benceno y los productos que lo contienen (incluyendo el 

tolueno y el xileno que lo contienen como impureza). 

— Producción, extracción del benceno y los productos que lo 

contienen: Empleo del benceno y los productos que lo contienen 

en síntesis química orgánica; 

— Preparación de combustibles que contienen benceno, 

mezclado, trasvasado y trabajo en cisternas; 

— Empleo del benceno como solvente de resinas naturales y 

sintéticas; 

— Fabricación y uso de barnices, esmaltes, lacas, adhesivos y 

productos de limpieza; 

— Fabricación de cuero sintético; 

— Producción y uso de soluciones de caucho natural o sintético 

que contienen benceno; toda otra operación de dilución, 

extracción, impregnación, aglomeración, concentración, 

decapado, que utilice benceno y otros compuestos que lo 



contienen. 

AGENTE: TOLUENO Y XILENO 

Dermatitis aguda irritativa recidivante. 

— Trastornos gastrointestinales agudos con náuseas y 

vómitos. 

— Dermatitis crónica eczematiforme 

— Daño orgánico cerebral crónico 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Operaciones de producción transporte y utilización del Tolueno 

y Xileno y otros productos que los contienen, en especial: 

— Síntesis química orgánica 

— Preparación de combustibles y las operaciones de mezclado, 

trasvasado, limpiado de estanques y cisternas. 

— Todas las operaciones de disolución de resinas naturales o 

sintéticas para la preparación de colas, adhesivos, lacas, 

barnices, esmaltes, masillas, tintas, diluyentes de pinturas y 

productos de limpieza. 

— Utilización de los productos citados, en especial las 

operaciones de secado que facilitan la evaporación del tolueno y 

los xilenos. 

— Uso en laboratorios de análisis químico y de anatomía 

patológica. 

AGENTE: DERIVADOS HALOGENADOS DE LOS HIDROCARBUROS ALIFATICOS 

(Diclorometano, Triclorometano, Tribromometano, Dicloro 1-2 etano, tricloroetano, dicloroetileno, tricloroetileno, 

dicloropropano, cloropropileno, cloro— 2- butadieno, cloruro de metileno, tetracloruro de carbono). 

— MANIFESTACIONES AGUDAS 

— Neurológicas: 

Síndrome de depresión del sistema nervioso central con 

delirio. 

Síndrome narcótico con coma y eventualmente 

convulsiones. 

Neuritis óptica 

Neuritis trigeminal. 

— Trastornos cutáneos mucosos: 

Dermatitis aguda irritativa. 

— Trastornos hepáticos y renales: 

Hepatitis citolítica con o sin ictericia, inicialmente afebril. 

Insuficiencia renal aguda 

— Trastornos cardiorrespiratorios: 

Edema pulmonar 

Alteraciones del ritmo ventricular con posibilidad de paro 

cardíaco. 

— Trastornos digestivos: 

Síndrome coleriforme afebril 

— MANIFESTACIONES CRONICAS 

Dermatitis crónica eczematiforme recidivante después de 

una nueva exposición al riesgo. 

Conjuntivitis crónica 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, empleo y manipulación de los productos citados o 

de los compuestos que los contienen especialmente como 

solventes o diluyentes de materias primas de la industria química 

y en otros trabajos. 

— Extracción de sustancias naturales, desengrase de piezas 

metálicas, de huesos, cueros y limpieza en seco de textiles y 

ropas. 

— Preparación y aplicación de pinturas, barnices, lacas y látex. 

— Fabricación de polímeros de síntesis. 

— Llenado y utilización de extintores de incendio, en especial con 

tetracloruro de carbono. 

— Refinación de aceites minerales. 

— Uso en anestesia quirúrgica. 



Daño orgánico cerebral crónico 

AGENTE: DERIVADOS HALOGENADOS DE LOS HIDROCARBUROS AROMATICOS 

(Monoclorobenceno, monobromobenceno, hexaclorobenceno, hexacloronaftaleno, bifenilos policlorados). 

— Acné 

— Trastornos neurológicos agudos 

— Porfiria cutánea tarda, caracterizada por lesiones 

bullosas, exacerbadas por la exposición al sol y 

acompañadas de aumento de las uroporfirinas urinarias. 

(hexaclorobenceno). 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, empleo, manipulación de los productos citados 

especialmente en: 

— Fabricación de cloronaftaleno. 

— Fabricación de barniz, lacas, adhesivos, pastas de pulir a base 

de cloronaftaleno. 

— Empleo de cloronaftalenos como aislantes eléctricos y en los 

sistemas de refrigeración. 

— Empleo de hexaclorobenceno como fungicida. 

— Manipulación de hexacloro benceno residual en la síntesis de 

solventes clorados. 

AGENTE: DERIVADOS NITRADOS Y AMINADOS DEL BENCENO 

(Nitrobenceno, dinitrobenceno, trinitrotolueno, tetrilo, entre otros) 

— Metahemoglobinemia. 

— Anemia hemolítica. 

— Hepatitis tóxica. 

Uso y empleo de los compuestos aromáticos nitrados y aminados, 

especialmente en: 

— Industria química. 

— Fabricación de colorantes y explosivos. 

AGENTE: n-HEXANO 

— Polineuritis con trastornos de la transmisión 

neuroeléctrica. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Uso y empleo del n-hexano, en especial: 

— Uso de adhesivos que contienen n-hexano, especialmente en 

la industria del cuero y del calzado, natural o sintético. 

— Uso como solvente de pigmentos en la industria gráfica y en la 

industria del caucho. 

AGENTE: SULFURO DE CARBONO 

MANIFESTACIONES AGUDAS 

— Síndrome neuro digestivo que se manifiesta por 

vómitos, dolores epigástricos, diarrea, cefalea intensa y 

delirio. 

— Trastornos síquicos con confusión y delirio onírico. 

MANIFESTACIONES CRONICAS 

— Trastornos síquicos crónicos con estados depresivos. 

— Polineuritis y neuritis de cualquier grado con trastornos 

de la conducción neuroeléctrica. 

— Neuritis óptica. 

— Aneurismas retinianos. 

— Daño orgánico cerebral crónico. 

— Enfermedad coronaria. 

— Infarto del miocardio. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, manipulación y empleo del sulfuro de carbono y 

de los productos que lo contienen, especialmente: 

— Fabricación de sulfuro de carbono y sus derivados. 

— Preparación del rayón y la viscosa. 

— Extracción del azufre, vulcanización en frío del caucho y 

empleo de sulfuro de carbono para disolver caucho, gutapercha, 

resinas, ceras, materias grasas y otras sustancias. 



— Alteraciones reproductivas: oligospermia y pérdida de la 

libido en el hombre. 

AGENTE: DERIVADOS DEL FENOL, PENTACLOROFENOL, HIDROXIBENZONITRILO 

(Dinitrifenol, dinitroortocresol, dinoseb, pentaclorofenatos, bromoxinil, ioxinil). 

— Intoxicación sobreaguda con hipertermia, hipoglicemia, 

edema pulmonar y daño eventual del hígado, riñón, 

corazón y cerebro. 

— Intoxicación aguda con astenia, enflaquecimiento, 

sudoración profusa e hipertermia. 

— Manifestaciones digestivas: dolores abdominales, 

vómitos, diarrea, asociados a la presencia del tóxico o de 

sus metabolitos en la sangre o la orina. 

— Irritación de las vías respiratorias superiores y las 

conjuntivas. 

— Dermatitis irritativas. 

— Cloroacné. 

— Neutropenia. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, empleo, manipulación de los derivados 

nitrogenados del fenol especialmente en: 

— Síntesis química de productos. 

— Fabricación de pigmentos. 

— Preparación y manipulación de explosivos que los contienen. 

— Aplicación para el control de malezas. 

— Preparación, empleo, manipulación del pentaclorofenol y sus 

derivados, en tratamiento de la madera, manipulación de la 

madera recién tratada, preparación de pinturas que lo contienen y 

otros usos para el control de insectos xilófagos. 

AGENTE: AMINAS AROMATICAS Y SUS DERIVADOS 

— Intoxicación aguda con metahemo-globinemia y 

compromiso neurológico. 

— Dermatitis eczematiforme confirmada por test cutáneos 

positivos o por la recidiva con una nueva exposición. 

— Anemia con cianosis y subictericia. 

— Asma o disnea asmatiforme confirmada por pruebas 

funcionales, test cutáneos o que recidivan con una nueva 

exposición. 

— Cistitis agudas hemorrágicas 

— Lesiones vesicales confirmadas por citoscopía 

provocadas por la bencidina, sus homólogos, sus sales y 

sus derivados clorados y la dianisidina, amino-4-difenilo, 

beta-naftilamina y el 4-difenilo 

— Congestión vesical con varicosidades. 

— Tumores benignos de la vejiga. 

— Cáncer vesical. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación, empleo, manipulación de las aminas aromáticas y 

sus derivados, hidroxilados, nitrogenados, nitrados y sulfonados, 

en especial: 

— Fabricación de aminas aromáticas. 

— Preparación de productos químicos basados en las aminas 

aromáticas; colorantes, productos farmacéuticos y acelerantes de 

vulcanización del caucho. 

— Todo uso de productos que contengan aminas aromáticas. 

AGENTE: CLOROMETIL METIL ETER 

— Cáncer bronquial primitivo. Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos de fabricación del clorometil-metiléter. 

— Uso y empleo de clorometil-metiléter, especialmente en la 

industria química. 

AGENTE: NITROGLICERINA Y OTROS ESTERES DEL ACIDO NITRICO 

— Dolores precordiales tipo angina de pecho. 

— Isquemia aguda del miocardio. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen a la nitroglicerina, especialmente: 



— Infarto del miocardio. — Fabricación y envasado de la nitroglicerina y del nitroglicol en 

la industria de explosivos. 

AGENTE: ISOCIANATOS ORGANICOS 

— Blefaro-conjuntivitis recidivante. 

— Rino-faringitis recidivante. 

— Bronquitis aguda. 

— Asma o disnea asmatiforme recidivante después de 

cada exposición o confirmadas por pruebas funcionales 

respiratorias. 

— Alveolitis alérgica extrínseca. 

— Dermatitis eczematiforme recidivante después de cada 

nueva exposición o confirmada por test cutáneo positivo. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Uso y empleo de isocianatos orgánicos, especialmente en: 

— Producción de espuma de poliuretano y aplicación de esas 

espumas en estado líquido. 

— Fabricación y aplicación de barnices y lacas de poliuretano. 

— Elaboración y utilización de adhesivos y pinturas que contienen 

poliuretano. 

— Fabricación de caucho sintético, adhesivos, colas, 

anticorrosivos y material aislante de cables. 

— Uso en la fabricación del rayón. 

AGENTE: RESINAS EPOXICAS 

— Dermatitis eczematiformes recidi-vantes con cada 

exposición o confirmadas por test cutáneo positivo. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Preparación de resinas epóxicas. 

— Empleo de resinas epóxicas en adhesivos, barnices, pinturas. 

— Fabricación de matrices y moldes. 

— Industria de la goma y fabricación de fibras sintéticas. 

AGENTE: ACRILATOS (ACRILONITRILO, METACRILATOS, DIACRILATOS) 

— Rinitis recidivante con cada nueva exposición. 

— Conjuntivitis recidivante. 

— Dermatitis eczematiforme recidivante. 

— Alteraciones respiratorias crónicas comprobadas por 

pruebas funcionales respiratorias. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Uso y empleo de los acrilatos, especialmente en: 

— Manipulación para la fabricación de resinas acrílicas y 

materiales acrílicos. 

— Producción y uso de tintas, adhesivos y pinturas acrílicas. 

— La fabricación de prótesis dentales, oculares y ortopédicas. 

AGENTE: CLORURO DE VINILO 

— Trastornos de la circulación de los dedos de manos y 

pies. 

— Osteolisis de las falanges de los dedos de las manos y 

los pies, confirmadas radiológicamente. 

— Cáncer primitivo del hígado (angiosarcoma). 

— Síndrome de hipertensión portal específica con várices 

esofágicas, esplenomegalia y trombocitopenia, o con 

fibrosis de las células endoteliales. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Uso y empleo de cloruro de vinilo, especialmente en: 

— Trabajos de síntesis de policloruro de vinilo (PVC) que exponen 

al monómero. 

AGENTE: FURFURAL Y ALCOHOL FURFURILICO 

— Asma o disnea asmatiforme, recidivante después de 

una nueva exposición, confirmada por test cutáneos o por 

pruebas funcionales respiratorias. 

— Conjuntivitis recidivante después de una nueva 

exposición. 

— Dermatitis eczematiforme confirmada por test cutáneos 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen a las emanaciones de furfural o de alcohol 

furfurílico por su empleo como: 

— Solvente y reactivo en síntesis química en la preparación de 

plaguicidas, de medicamentos o de materias plásticas; 

— Preparación y uso de moldes para fundición. Acelerante de la 



o recidivantes después de una nueva exposición. 

— Pérdida del sentido del gusto, insensibilidad de la 

lengua y temblor. 

vulcanización del caucho. 

AGENTE: ALDEHIDO FORMICO (FORMOL) Y SUS POLIMEROS 

— Ulceras cutáneas. 

— Dermatitis eczematiformes subagudas o crónicas. 

— Rinitis, asma o disnea asmatiforme confirmadas por test 

o por pruebas funcionales, recidivantes después de cada 

nueva exposición. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Preparación, manipulación y empleo del aldehído fórmico, sus 

soluciones (formol) y de sus polímeros, en especial: 

— Síntesis química a partir del aldehído fórmico. 

— Fabricación y uso de materias plásticas a partir de formol. 

— Uso de adhesivos y colas con polímeros de formol. 

— Uso del formol como desinfectante. 

— Uso del formol para el apresto de telas y cueros. 

— Fabricación de seda artificial. 

— Curtido de pieles. 

— Fabricación de explosivos. 

AGENTE: RUIDO 

Hipoacusia perceptiva. Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos de la industria metalúrgica con percusión, abrasión, 

proyección, perforación de piezas metálicas. 

— Laminado, trefilado, estiramiento, corte, cizallamiento de piezas 

metálicas. 

— Utilización de herramientas neumáticas (perforadores, 

martillos, taladros). 

— La operación de maquinarias textil de hilados y tejidos. 

— Trabajo en motores de aviación, en especial reactores y todo 

otro motor de gran potencia para grupos electrógenos, hidráulicos, 

compresores, motores eléctricos de potencia y turbinas. 

— El empleo y destrucción de municiones y explosivos. 

— La molienda de piedras y minerales. 

— La corta de árboles con sierras mecánicas. 

— El empleo de maquinarias de transformación de la madera, 

sierra circulares, de cinta, cepilladoras, tupíes, fresas. 

— El manejo de maquinaria pesada en transporte de carga, 

minería, obras públicas, tractores agrícolas. 

— La molienda de caucho, de plástico y la inyección de esos 

materiales para moldeo. 

— El trabajo en imprenta rotativa en la industria gráfica. 

— El empleo de vibradores para concreto en la construcción. 

— La instalación y prueba de equipos de amplificación de sonido. 

— La recolección de basura doméstica. 

— Todo trabajo que importe exposición a una intensidad de 

presión sonora superior a 85 decibeles de nivel sonoro continuo 

equivalente. 



AGENTE: PRESION SUPERIOR A LA PRESION ATMOSFERICA ESTANDAR 

— Daño neurológico cerebral o medular producido por 

trombosis consecutivas a accidente por descompresión 

inadecuada. 

— Síndrome vertiginoso confirmado por pruebas 

laberínticas. 

— Otitis media subaguda o crónica. 

— Hipoacusia por lesión coclear irreversible. 

— Osteonecrosis con o sin compromiso articular 

localizadas en: hombro, cadera, codo o rodilla, confirmada 

por radiografías con presencia de lesiones características. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos efectuados por los operadores de cámaras 

submarinas hiperbáricas. 

— Buzos con escafandra o provistos de equipos de buceo 

autónomo. 

— Todo trabajo efectuado en un medio hiperbárico. 

AGENTE: PRESION INFERIOR A LA PRESION ATMOSFERICA ESTANDAR 

— Otitis media subaguda. 

— Otitis media crónica. 

— Lesiones del oído interno. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Pilotos y tripulantes de servicio de transporte aéreo de 

pasajeros y carga. 

AGENTE: CALOR 

— Pérdida de electrólitos, en ambientes con temperaturas 

efectivas superiores a 28ºC y que se manifiestan por 

calambres musculares y sudoración profusa, oliguria y 

menos de 5g/l de cloruros urinarios. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Todos los trabajos efectuados en ambientes donde la 

temperatura sobrepasa 28ºC y la humedad del aire el 90 % y que 

demandan actividad física. 

AGENTE: RADIACIONES IONIZANTES 

— Anemia, leucopenia, trombocitopenia, o síndrome 

hemorrágico consecutivo a una irradiación aguda. 

— Anemia, leucopenia, trombocitopenia o síndrome 

hemorrágico consecutivo a una irradiación crónica. 

— Blefaritis o conjuntivitis. 

— Queratitis crónica. 

— Cataratas. 

— Radiodermitis aguda. 

— Radiodermitis crónica. 

— Radiolesiones agudas de las mucosas. 

— Radiolesiones crónicas de las mucosas. 

— Radionecrosis ósea. 

— Leucemias. 

— Cáncer broncopulmonar primitivo por inhalación. 

— Sarcoma óseo. 

— Cáncer cutáneo. 

— Alteraciones reproductivas; oligo o azoospermia, 

abortos espontáneos. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Todos los trabajos que exponen a los Rayos X o las sustancias 

radiactivas naturales o artificiales así como toda fuente de emisión 

corpuscular o de radiaciones, en especial: 

— Extracción y tratamiento de minerales radiactivos. 

— Preparación de compuestos radiactivos incluyendo los 

productos químicos y farmacéuticos radiactivos. 

— Preparación y aplicación de productos fosforescentes 

radiactivos. 

— Fabricación y uso de equipos de radioterapia y de rayos X. 

— Todos los trabajos de los Hospitales, Sanatorios, Policlínicos, 

Clínicas, Clínicas dentales, que expongan al personal de salud a 

la cción de los rayos X. 

— Radiografías industriales utilizando equipos de rayos X u otras 

fuentes de emisión de radiaciones gama. 

— Plantas de producción de isótopos radiactivos. 

— Centrales nucleares. 

AGENTE: RADIACIONES INFRARROJAS 

— Catarata. 

— Querato-conjuntivitis crónica. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos que exponen a las radiaciones infrarrojas emitidas por 



los metales incandescentes en trabajos de forja y fundición de 

metales. 

— Trabajos en hornos de vidrio y en los trabajos del vidrio fundido 

a la mano, especialmente soplado y moldeado del vidrio 

incandescente. 

AGENTE: RADIACIONES ULTRAVIOLETAS 

— Conjuntivitis aguda 

— Queratitis crónica 

— Fotosensibilización. 

— Cáncer de la piel (células escamosas). 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos a la intemperie que exponen a la radiación ultravioleta 

natural en actividades agrícolas y ganaderas, mineras, obras 

públicas, pesca, salvavidas, guardianes, entre otros. 

— Trabajos en montaña. 

— Trabajos que exponen a la radiación ultravioleta artificial, 

soldadura al arco, laboratorios bacteriológicos, curado de acrílicos 

en trabajo dental, proyectores de películas. 

AGENTE: RAYOS LASER 

— Queratitis, conjuntivitis. 

— Dermatitis. 

Trabajos que exponen a los rayos láser, entre ellos: 

— Soldadura. 

— Microelectrónica. 

— Microcirugía. 

AGENTE: ILUMINACION INSUFICIENTE 

— Nistagmo. — Trabajadores de la minería subterránea. 

AGENTE: VIBRACIONES TRANSMITIDAS A LA EXTREMIDAD SUPERIOR POR MAQUINARIAS Y HERRAMIENTAS 

— Afecciones osteoarticulares confirmadas por exámenes 

radiológicos: 

Artrosis del codo con signos radiológicos de osteofitosis. 

Osteonecrosis del semilunar (enfermedad de Kienböck). 

Osteonecrosis del escafoides carpiano (enfermedad de 

Köhler). 

— Síndrome angioneurótico de la mano predominantes en 

los dedos índice y medio acompañados de calambres de la 

mano y disminución de la sensibilidad. 

— Compromiso vascular unilateral con fenómeno de 

Raynaud o manifestaciones isquémicas de los dedos. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos que comportan el manejo de maquinarias que 

transmiten vibraciones como: 

Martillo neumático, punzones, taladros, taladros a percusión, 

perforadoras, pulidoras, esmeriles, sierras mecánicas, 

destrozadoras. 

— Utilización de remachadoras y de pistolas de sellado. 

— Trabajos que exponen al apoyo del talón de la mano en forma 

reiterativa percutiendo sobre un plano fijo y rígido así como los 

choques transmitidos a la eminencia hipotenar por una 

herramienta percutante. 

AGENTE: VIBRACIONES DE CUERPO ENTERO 

— Espondiloartrosis de la columna lumbar. 

— Calcificación de los discos intervertebrales. 

Actividades que expongan a las vibraciones de cuerpo entero, 

principalmente: 

— Conductores de vehículos pesados 

— Operadoras de grúas y equipos pesados. 

AGENTE: POSICIONES FORZADAS Y GESTOS REPETITIVOS EN EL TRABAJO I 

(Extremidad Superior) 

— Afecciones periarticulares: Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 



— Hombro: 

Hombro doloroso simple (tendinitis del manguito de los 

rotadores). 

Hombro anquilosado después de un hombro doloroso 

rebelde. 

— Codo: 

Epicondilitis 

Epitrocleitis 

Higromas: 

Higroma agudo de las sinoviales o inflamación del tejido 

subcutáneo de las zonas de apoyo del codo. 

Higroma crónico de las sinoviales del codo. 

Síndrome de compresión del nervio cubital. 

Síndrome del pronador. 

Síndrome cérvico-braquial 

— Muñeca, manos y dedos: 

Tendinitis, tenosinovitis de los tendones de la muñeca y 

mano. 

Síndrome del Túnel Carpiano. 

Síndrome de Guyon 

Hombro: 

Trabajos que requieren de movimientos repetitivos o forzados del 

hombro. 

Codo: 

Trabajos que requieren de movimientos repetitivos de 

aprehensión o de extensión de la mano, o de supinación y prono-

supinación. 

Trabajos que requieren de movimientos repetitivos de aducción o 

de flexión y pronación de la mano y la muñeca, o movimientos de 

supinación y prono-supinación. 

Trabajos que requieren de un apoyo prolongado sobre la cara 

posterior del codo. 

Idem. 

Idem. 

Trabajos que requieren de movimientos repetidos o mantenidos 

de los tendones extensores y flexores de la mano y los dedos. 

Trabajos que requieren de movimientos repetidos o mantenidos 

de extensión de la muñeca o de aprehensión de la mano, o bien 

de un apoyo prolongado del carpo o de una presión mantenida o 

repetida sobre el talón de la mano. 

AGENTE: POSICIONES FORZADAS Y GESTOS REPETITIVOS EN EL TRABAJO II 

(Extremidad Inferior) 

— Rodilla: 

Síndrome de comprensión del nervio ciático poplíteo 

externo. 

Higroma agudo de las sinoviales o compromiso 

inflamatorio de los tejidos subcutáneos de las zonas de 

apoyo de la rodilla. 

Higroma crónico de las sinoviales. 

Tendinitis subcuadricipital o rotuliana. 

Tendinitis de la pata de ganso. 

— Tobillo: 

Tendinitis del tendón de Aquiles 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que requieren habitualmente de una posición en cuclillas 

mantenida. 

Trabajos que requieren habitualmente de una posición de rodillas 

mantenida. 

Idem. 

Trabajos que requieren habitualmente de movimientos flexión y 

extensión de la rodilla. 

Tobillo: 

Trabajos que requieren habitualmente de mantener en forma 

prolongada la posición en punta de pies. 

AGENTE: SOBRECARGA DEL USO DE LA VOZ 

— Disfonía que se intensifica durante la jornada de trabajo 

y que recurre parcial o totalmente durante los períodos de 

reposo o vacaciones, sin compromiso anatómico de las 

cuerdas vocales. 

— Disfonía persistente que no remite con el reposo y que 

se acompaña de edema de cuerdas vocales. 

— Nódulos de las cuerdas vocales. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Maestros o profesores de educación básica, media o 

universitaria. 

— Actores profesionales, cantantes y otros trabajadores de las 

artes o espectáculos. 

— Telefonistas. 

AGENTE: MONOXIDO DE CARBONO 

— Intoxicación aguda por formación de Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 



carbooxihemoglobinemia que produce anoxia tisular con 

compromiso neurológico progresivo, como convulsiones y 

daño tisular en otros órganos, especialmente miocardio y 

cerebro. 

— Síndrome neuroconductual caracterizado por: cefalea, 

astenia, vértigo, náusea, disminución de la atención y de la 

concentración que disminuye al cesar la exposición. 

— Trabajos con exposición a emanaciones de monóxido de 

carbono especialmente en hornos industriales, gasógenos, 

estufas, y motores de combustión interna. 

AGENTE: ACIDO CIANHIDRICO Y CIANUROS 

— Síndrome de asfixia aguda por inhibición enzimática 

celular. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Uso de ácido cianhídrico o de cianuros que pueden liberarlo, 

en: 

— Producción de acrilatos, sales de amonio, cianógeno y otras 

sustancias químicas de síntesis. 

— Electrodeposición de metales (galvanoplastia). 

— Fumigación con gas cianhídrico. 

— Extracción de oro y plata. 

— Fabricación de joyas. 

— Fabricación de limpiametales. 

— Producción de coque. 

AGENTE: HIDROGENO SULFURADO 

— Síndrome de asfixia aguda por inhibición enzimática 

celular. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Producción de hidrógeno sulfurado para síntesis química o 

manipulación de materias que pueden desprenderlo: 

— Fabricación de carbonato de bario, anilinas, jabón, ácido 

sulfúrico, celofán, fibras textiles artificiales. 

— Descomposición de materia orgánica azufrada en mataderos, 

procesamiento de pescado, limpiado de calas de barcos con 

restos de pescado en descomposición, curtiembres, trabajos en 

alcantarillas y pozos profundos, fermentación de maderas, entre 

otros. 

AGENTE: SILICE 

— SILICOSIS: Fibrosis esclereosante del pulmón, 

progresiva, caracterizada por signos radiográficos 

específicos, identificados conforme a la Clasificación 

Internacional de Radiografías de Neumoconiosis de la OIT, 

sin o con compromiso funcional respiratorio. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Todos los trabajos que exponen a la inhalación de polvos de sílice 

libre, en especial: 

Trabajos de minería y obras públicas que comportan perforación, 

extracción, transporte, molienda, tamizado, de minerales o rocas 

que contienen sílice libre. 

Tallado y pulido de rocas que contienen sílice libre. 

Fabricación y uso de productos abrasivos, de polvos de limpieza, 

de esmeriles y pastas de pulir que contienen sílice libre, en la 

industria metalúrgica, la joyería y la preparación de prótesis 

dentales metálicas. 

Trabajos de corte y pulido en seco de materiales que contienen 



sílice libre. 

Extracción, molienda y utilización de cuarzo como materia prima, 

carga, o componente de otros productos como el vidrio, la 

porcelana, la cerámica sanitaria y los materiales refractarios. 

Trabajos de fundición con exposición a los polvos de las arenas 

de moldeo, en la preparación de moldes, el moldeo propiamente 

tal y la extracción de las piezas moldeadas. 

Trabajos de decapado y pulido por medio de chorro de arena. 

Trabajos de construcción y demolición que exponen a la 

inhalación de sílice libre. 

AGENTES: SILICATOS (TALCO, CAOLIN, MICA) 

— Fibrosis pulmonar difusa granulo-matosa (talcosis) 

— Neumoconiosis de tipo nodular. 

— Trabajos en minas y molinos de talco. 

— Extracción y procesamiento de la mica y el caolín. 

AGENTE: CARBON MINERAL 

Fibrosis pulmonar progresiva con imagen radiológica 

característica, interpretada conforme a la Clasificación 

Internacional de Radiografías de Neumoconiosis de la OIT, 

con compromiso funcional respiratorio. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Minería subterránea del carbón. 

AGENTE: ASBESTO 

— ASBESTOSIS: 

Fibrosis pulmonar diagnosticada radiológicamente con 

signos específicos, identificadas conforme a la 

Clasificación Internacional de Radiografías de 

Neumoconiosis de la OIT, sin o con compromiso funcional 

respiratorio. 

Complicaciones respiratorias: 

Insuficiencia respiratoria aguda. Insuficiencia respiratoria 

crónica. 

Complicaciones cardíacas: 

Insuficiencia ventricular derecha. 

— LESIONES PLEURALES BENIGNAS: 

— sin o con modificaciones funcionales respiratorias; 

— pleuresía exudativa; 

— placas pleurales, sin o con calcificaciones, parietales, 

diafragmáticas y mediastínicas; 

— placas pericárdicas; 

— engrosamiento pleural bilateral, sin o con 

irregularidades del diafragma. 

— MESOTELIOMA MALIGNO PRIMITIVO: de la pleura, 

del peritoneo o del pericardio. 

— CANCER BRONCOPULMONAR PRIMITIVO 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen a la inhalación de las fibras de asbesto, en 

especial: 

Extracción, molienda, tratamiento, de minerales y rocas 

asbestíferas; 

Manipulación y uso del asbesto bruto en las operaciones de 

fabricación y de utilización de: asbesto-cemento, asbesto-plástico, 

asbesto-goma, cardado, hilado, tejido y confección de artículos de 

asbesto-textil, cartón, papel y fieltro de asbesto, hojas y 

empaquetaduras de asbesto, cintas y pastillas de frenos, discos 

de embrague, productos moldeados y aislantes. 

Aplicación, destrucción y eliminación de productos y artículos de 

asbesto o que lo contienen: asbesto aplicado por proyección para 

aislamiento, aplicación de asbesto en copos y otros productos 

para aislación térmica, mantenimiento de aislación térmica con 

asbesto, raspado y eliminación del asbesto en las construcciones, 

demolición de edificios que lo contienen. 

AGENTE: CARBUROS DE METALES DUROS (Cobalto, Titanio, Tungsteno) 



— Disnea asmatiforme recidivante 

— Rinitis espasmódica 

— Síndrome respiratorio irritativo con tos y disnea que 

recidiva con cada nueva exposición. 

— Síndrome respiratorio irritativo, crónico, con disnea y 

tos, confirmado por pruebas funcionales respiratorias. 

— Fibrosis pulmonar intersticial difusa con signos 

radiológicos y pruebas funcionales respiratorias alteradas. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Trabajos que exponen a la inhalación de polvos de carburos 

metálicos: 

— Fabricación de los carburos metálicos, mezclados de los 

polvos, trabajos en hornos y prensas, calentamiento y rectificación 

de las mezclas. 

— Transformación de los carburos metálicos para la producción 

de piezas con extremidades o filos endurecidos. 

— Mantenimiento de los filos de las piezas de metales duros. 

AGENTE: ALGODON Y OTRAS FIBRAS VEGETALES (LINO, CAÑAMO, SISAL) 

— Síndrome respiratorio obstructivo agudo caracterizado 

por una sensación de presión torácica y dificultad 

respiratoria que se presenta habitualmente después de 

una interrupción de la exposición al riesgo de inhalación de 

los polvos vegetales citados, de 36 horas o más, y que 

sobreviene algunas horas después de la reiniciación de la 

exposición. En trabajadores con por lo menos 5 años de 

exposición. 

— Bronconeumopatía crónica obstructiva, consecutiva a 

episodios de obstrucción aguda repetidos, como los 

descritos arriba. En trabajadores con por lo menos 10 años 

de exposición. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Todos los procesos de fabricación de textiles y cuerdas que 

utilicen algodón bruto y las otras fibras vegetales citadas, en 

especial: 

Desmotado, embalado y desembalado, cardado, estirado, 

peinado, hilado, embobinado y urdido. 

AGENTE: HUMOS Y POLVOS DE OXIDO DE HIERRO 

— Siderosis, enfermedad pulmonar crónica de tipo fibrosis 

caracterizada por la presencia de una imagen radiológica 

típica, interpretada conforme a la Clasificación 

Internacional de Radiografías de Neumoconiosis de la OIT, 

acompañada de síntomas respiratorios crónicos (disnea, 

tos, expectoración), confirmados por alteraciones de las 

pruebas de función pulmonar. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos que exponen a los polvos de óxidos de hierro en las 

actividades de extracción, chancado, molienda y tratamiento de 

minerales de hierro. 

— Trabajos que exponen a los humos de óxidos de hierro por 

soldadura con soplete. 

AGENTE: ESTIRENO (VINILBENCENO) 

— Irritación de piel, ojos y vías respiratorias. 

— Encefalopatía tóxica crónica. 

— Neuritis óptica y auditiva. 

— Polineuritis. 

— Uso y empleo del estireno, especialmente en: 

— Fabricación de piscinas, yates, bañeras, carrocerías de 

automóviles. 

AGENTE: OXIDO DE ETILENO 

— Dermatitis eczematiforme. 

— Polineuritis sensitivomotriz. 

— Alteraciones reproductivas: abortos espontáneos. 

Uso y empleo del óxido de etileno, especialmente como 

esterilizante de material quirúrgico. 

AGENTE: GASES CRUDOS DE FABRICAS DE COQUE 

— Cáncer de pulmón. Trabajos en plantas de producción de coque. 

AGENTE: ESTROGENOS 



— Ginecomastia en el hombre. 

— Trastornos menstruales en las mujeres. 

— Trabajos en la industria farmacéutica, especialmente en la 

fabricación de anticonceptivos. 

AGENTE: SUSTANCIAS IRRITANTES DE LAS VIAS RESPIRATORIAS 

(Anhídrido sulfuroso, nieblas y aerosoles de ácidos minerales, amoníaco, gas cloro, dióxido de nitrógeno) 

— Tos, expectoración, sibilancias y disnea de esfuerzo que 

persiste durante dos meses al año y por más de dos años 

consecutivos, acompañadas de alteraciones 

espirométricas obstructivas irreversibles. 

En trabajadores expuestos por más de cinco años. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Trabajos en fundición de concentrados de minerales que 

contienen azufre. 

— Uso de ácidos minerales como decapante, limpiador, 

desoxidante en la industria metalúrgica. 

— Producción y uso del amoníaco en refrigeración, fotografía y 

síntesis química. 

— Fabricación de gas cloro en la industria química y su uso en 

tratamiento de la celulosa y otras fibras. 

AGENTE: SUSTANCIAS SENSIBILIZANTES DE LAS VIAS RESPIRATORIAS 

Medicamentos: macrólidos (espiramicina, oleandomicina), ranitidina. Productos químicos industriales. Sulfitos, bisulfitos y 

persulfatos alcalinos. 

Cloroplatinato y pentóxido de vanadio (catalizadores). 

Anhídridos: ftálico, trimelíticos, tetracloroftálico, hímico y hexahidroftálico. 

Azodicarbonamida. Cianoacrilato. Sericina. Productos de pirólisis de plástico, cloruro de vinilo, teflón. 

Sustancias de origen animal: Proteínas animales en aerosol, crianza y manipulación de animales, incluyendo la cría de 

artrópodos y sus larvas. Preparación y manipulación de pieles, pelos, fieltros naturales y plumas. 

Sustancias de origen vegetal: Molienda, acondicionamiento y empleo de harinas de cereales (trigo, avena, cebada), 

incluyendo la preparación de masas en la industria panificadora. 

Preparación y manipulación de sustancias extraídas de vegetales: ipeca, quinina, jena, ricino, polen y esporas, en especial el 

licopodio. Preparación y empleo de gomas vegetales; arábiga, psyllium, adraganta, karaya. Preparación y manipulación del 

tabaco en todas sus fases, desde la recolección a la fabricación de cigarros, cigarrillos, picadura. Preparación y empleo de la 

harina de soja. Manipulación del café verde. Empleo de la colofonía en caliente. Aserraderos y otros trabajos con exposición a 

polvo de madera. 

— Rinitis alérgica recidivante. 

— Disnea asmatiforme, que se desencadena o exacerba 

en el trabajo. 

— Asma bronquial, recidivante con cada nueva exposición. 

— Insuficiencia respiratoria crónica obstructiva secundaria 

a la enfermedad asmática. 

Lista indicativa de las sustancias sensibilizantes de las vías 

respiratorias, excluyendo las que se mencionan específicamente 

en otros cuadros: 

Fabricación, manipulación, empleo, de las sustancias que se 

señalan más arriba. 

AGENTE: SUSTANCIAS SENSIBILIZANTES DEL PULMON 

Sustancias de origen animal: Proteínas animales en aerosol, crianza y manipulación de animales, incluyendo la cría de 

artrópodos y sus larvas. Preparación y manipulación de pieles, pelos, fieltros naturales y plumas. Afinamiento de quesos. 

Sustancias de origen vegetal: Molienda, acondicionamiento y empleo de harinas de cereales (trigo, avena, cebada), 

incluyendo la preparación de masas en la industria panificadora. Manipulación del café verde. Inhalación de polvo de bagazo. 

Inhalación de polvo de madera en aserraderos o en mueblería y otros usos de la madera. 

Microorganismos: Inhalación de partículas microbianas o micelas en laboratorios bacteriológicos o en la bioindustria. 

Inhalación de esporas de hongos del heno en la agricultura. 

Sustancias químicas industriales: Anhídridos, ftálico, trimelíticos, tetracloroftálico, hímico y hexahidoftálico. 



— Neumonitis alérgica extrínseca, síndrome respiratorio 

febril con disnea, tos, expectoración, que presenta una 

radiología de infiltrados polimorfos y fugaces, recidivante a 

cada nueva exposición. 

— Fibrosis pulmonar crónica, demostrada 

radiológicamente, con trastornos respiratorios confirmados 

por pruebas funcionales. 

Lista indicativa de las sustancias sensibilizantes del pulmón, 

excluyendo las que se mencionan específicamente en otros 

cuadros: 

Fabricación, manipulación o permanencia en lugares donde se 

encuentran las sustancias señaladas más arriba. 

AGENTE CEMENTO (Aluminio silicato de calcio) 

— Dermatitis aguda irritativa o cáustica. 

— Dermatitis eczematiforme aguda recidivante. 

— Irritación de las vías respiratorias altas. 

— Dermatitis eczematiforme crónica. 

— Blefaritis crónica. 

— Conjuntivitis crónica. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Fabricación, molienda, embolsado, transporte manual del 

cemento. 

— Fabricación de productos aglomerados, moldeados, 

microvibrados que contienen cemento. 

— Manipulación del cemento en los trabajos de construcción y 

obras públicas. 

AGENTE: SUSTANCIAS SENSIBILIZANTES DE LA PIEL 

AGENTES QUIMICOS: Acido cloroplatínico y cloroplatinatos alcalinos, Cobalto y sus derivados. Persulfatos alcalinos, 

Tioglicolato de amonio, Epiclorhidrina, Hipocloritos alcalinos, Amonios cuaternarios y sus sales, en especial los detergentes 

catiónicos. Dodecil-amino-etil-glicina, D.D.T., Aldrín, Dieldrín, Fenotiazinas y Piperazina, Mercaptobenzotiazol, Sulfuro de 

tetrametil tiouram, Acido mercaptopropiónico y sus derivados. N-isopropil N-parafenilen diamina y sus derivados, hidroquinona 

y sus derivados, Di-tio-carbamatos, Sales de diazonio, Derivados de la tiourea, resinas derivadas del para-tert-butilfenol y del 

para-tert-butilcatecol, Diciclohexil carbonimida. Anhídrido ftálico. 

PRODUCTOS DE ORIGEN VEGETAL 

Sustancias extraídas del pino, esencia de trementina y colofonía, Bálsamo del Perú, Urushiol (laca de China). Lactonas 

sesquiterpénicas contenidas en: alcaucil, árnica, crisantemo, manzanilla, laurel, dalia, entre otras. Tulipas, Prímulas, Apio, ajo 

y cebolla, harina de cereales. 

OTROS AGENTES: Sustancias para las que se demuestre tests cutáneos positivos o inmunoglobulinas específicas 

aumentadas. 

— Lesiones eczematiformes agudas que recidivan con una 

nueva exposición o cuyas propiedades alergizantes son 

confirmadas por test cutáneos positivos. 

— Lesiones eczematiformes crónicas en fase irreversible y 

con test cutáneos positivos. 

Lista indicativa de las sustancias sensibilizantes de la piel, 

excluyendo las que se mencionan específicamente en otros 

cuadros: 

Fabricación, manipulación o empleo de las sustancias que se 

señalan. 

AGENTES: HIPOPIGMENTANTES DE LA PIEL 

Sustancias químicas: Arsénico, Benzoquinona, hidroquinona y éteres derivados. Para-tert-butilfenol y otros derivados del fenol 

— Presencia de zonas de despigmentación de la piel, con 

predominio de las partes descubiertas (cara, cuello y 

manos) en la exposición a los agentes que actúan por 

contacto directo y en cualquier localización para los que 

actúan por inhalación o por absorción transcutánea. 

— Actividades laborales con exposición al arsénico. 

— Uso y empleo de la benzoquinona, especialmente en la síntesis 

de hidroquinona y en las industrias del teñido, textil, química y 

cosmética. 

— Uso y empleo de los derivados fenólicos, especialmente en la 

producción de resinas, de fungicidas y herbicidas. 

AGENTES: SUSTANCIAS NOCIVAS PARA EL ESMALTE Y LA ESTRUCTURA DE LOS DIENTES (Acidos minerales, 

azúcares y harinas, polvos abrasivos de granito, esmeril, alúmina calcinada y cuarzo) 



— Desgaste del esmalte dentario de los incisivos y caninos 

por aerosoles de ácidos minerales. 

— Caries del cuello de incisivos y caninos por azúcares y 

harinas por exposición a azúcares y harinas. 

— Desgaste del borde libre de incisivos y caninos por 

polvos abrasivos. 

Trabajos con exposición directa a los agentes arriba 

mencionados. 

AGENTE: PENICILINA Y SUS SALES Y LAS CEFALOSPORINAS 

— Dermatitis eczematiforme recidivante a cada nueva 

exposición o con test cutáneo positivo. 

— Rinitis alérgica. 

— Disnea asmatiforme. 

— Asma. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Preparación y empleo de la penicilina y las cefalosporinas, en 

especial: 

— Envasado. 

— Aplicación de tratamientos. 

AGENTE: ENZIMAS DE ORIGEN ANIMAL, VEGETAL O BACTERIANO 

— Dermatitis eczematiforme recidivante a cada nueva 

exposición o con test cutáneo positivo. 

— Ulceras cutáneas. 

— Conjuntivitis aguda recidivante o confirmada por test 

positivo. 

— Rinitis, asma o disnea asmatiforme, confirmada por 

pruebas funcionales respiratorias y por test cutáneos. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Preparación, envasado, manipulación de enzimas de origen: 

— Animal: tripsina. 

— Vegetal: bromelina, papaína, ficina. 

— Bacteriano: bacilo subtilis, aspergillus, orysae. 

— Preparación y envasado de detergentes que contienen 

enzimas. 

AGENTE: ACEITES O GRASAS DE ORIGEN MINERAL O SINTETICO 

— Dermatosis papilopustulosas y sus complicaciones 

infecciosas. (Lesiones localizadas en los sitios de contacto 

con los aceites y grasas, habitualmente dorso de las 

manos y antebrazo y cara anterior de los muslos). 

— Dermatitis irritativas, recidivantes con nueva exposición 

al riesgo. 

— Dermatitis eczematiforme, recidivante con nueva 

exposición al riesgo y con test cutáneo positivo al producto 

usado. 

— Granuloma cutáneo con reacción gigante folicular por 

inclusión.— Granuloma pulmonar con insuficiencia 

respiratoria. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

— Manipulación y uso de agentes mencionados en las 

operaciones siguientes. 

— Todos los trabajos de elaboración mecánica de piezas 

metálicas mediante tornos, perforadores, rectificadores, sierras y 

que utilizan los aceites y grasas mencionadas. 

— Trefilado, laminado, forja y estampado de piezas metálicas 

lubricados con los productos citados. 

— Trabajos de manutención mecánica de motores, maquinarias y 

equipos que implican el uso de aceites de motores, grasas y 

fluidos para la transmisión hidráulica y otros lubricantes. 

— Trabajos que exigen la pulverización con aceites minerales. 

— Trabajos de pulverización de aceites minerales. 

— Trabajos que exponen a nieblas o aerosoles de aceites 

minerales. 

AGENTE: DERIVADOS DEL PETROLEO 

Utilización en procesos de tratamientos de metales o alta temperatura y los residuos de la combustión del petróleo (alquitrán 

de calderas y chimeneas). 

— Epiteliomas primitivos de la piel (en exposición de al 

menos 10 años). 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Uso y empleo de los derivados del petróleo, especialmente en: 

— Trabajos de elaboración de piezas metálicas que comportan el 



uso de aceites lubricantes a altas temperaturas. 

— Trabajos de limpieza de calderas y chimeneas. 

AGENTE: PLAGUICIDAS ÓRGANO FOSFORADOS Y CARBAMATOS INHIBIDORES DE LA COLINESTERASA 

Intoxicación precoz asintomática: caracterizada por la 

disminución de la actividad de la colinesterasa (sérica, 

globular o de sangre total), al 60 % de su valor normal o de 

su nivel previo a la exposición. 

Intoxicación aguda: 

Trastornos digestivos con cólicos abdominales, 

hipersalivación, náuseas, vómitos y diarrea. 

Trastornos respiratorios: 

Disnea asmatiforme, hipersecreción bronquial, insuficiencia 

respiratoria. 

Trastornos neurológicos: 

Cefalea, vértigos, confusión mental y miosis. 

Estos síntomas y signos pueden presentarse aislados o en 

conjunto y se acompañan de grados variables de 

disminución de la actividad de la co-clinesterasa de la 

sangre, habitualmente, inferior al 50 % de sus valores 

normales y en los casos con síntomas intensos, inferior al 

30 %. 

Intoxicación aguda severa: 

Todos los síntomas anteriores exacerbados, con 

insuficiencia respiratoria grave y compromiso de 

conciencia profundo. 

Secuelas neurológicas periféricas con neuritis paralítica 

reversible que se presenta entre dos a ocho semanas 

después de una intoxicación aguda o subaguda. 

Síndrome depresivo postintoxicación aguda que se 

manifiesta entre 2 semanas a 3 meses después de la 

intoxicación aguda. 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Los procesos industriales de síntesis, formulación y envasado de 

los productos plaguicidas que contienen órgano fosforados y 

carbamatos inhibidores de la colinesterasa. 

Transporte, almacenamiento y distribución de los mismos. 

Uso agrícola: preparación, formulación de la soluciones, cebos, 

gel y toda otra forma de presentación y su aplicación directa por 

aspersión, nieblas, rocío, pulverizado, micropulverizado, 

vaporización por vía terrestre o aérea, con métodos manuales o 

mecánicos, que posibilite el ingreso de los tóxicos citados al 

organismo por inhalación, absorción, percutánea, transconjuntival 

o por ingestión de los mismos. Incluyendo la contaminación de los 

trabajadores agrícolas que no sean aplicadores y que ingresan a 

los campos recién tratados o que reciben accidentalmente 

plaguicidas. 

Uso sanitario de los plaguicidas para desinsectación de edificios, 

bodegas, calas de barcos, control de vectores de enfermedades 

transmisibles y aplicados en las formas señaladas antes. 

AGENTE: BROMURO DE METILO 

Intoxicación sobreaguda por inhalación que se presenta 

con coma e insuficiencia respiratoria por edema agudo del 

pulmón de origen químico irritativo. 

Intoxicación aguda por inhalación que se manifiesta con: 

Trastornos neurológicos centrales: 

Temblor intencional 

Mioclonías 

Crisis epileptiformes 

Ataxia 

Afasia y disartria 

Cuadros de confusión mental 

Lista de actividades donde se puede producir la exposición: 

Todos los trabajos de síntesis, preparación, envasado, de cloruro 

de metilo, incluyendo el uso de bromuro de metilo como materia 

prima para la síntesis química de otros productos y 

medicamentos. 

Empleo de bromuro de metilo para el tratamiento de vegetales en 

bodegas, cámaras de fumigación, contenedores, calas de barcos, 

camiones cubiertos, entre otros. 

Uso del bromuro de metilo en la agricultura para el tratamiento de 

parásitos del suelo. 

Uso del bromuro de metilo con fines sanitarios de desinsectación 



Ansiedad fóbica 

Depresión 

Estos síntomas pueden presentarse asiladamente o en 

conjunto. 

Trastornos oculares: 

Diplopia 

Ambliopia 

Amaurosis 

Trastornos Auditivos. 

y desratización de edificios. 

AGENTE: BRUCELLA 

— Brucelosis aguda con septicemia: 

Cuadro de fiebre ondulante, 

Cuadro pseudo gripal, 

Cuadro pseudo tífico, 

Orquitis, epididimitis. 

— Brucelosis subaguda con localización: 

Mono o poliartritis aguda febril. 

Bronquitis o neumopatía aguda. 

Reacción neuromeníngea. 

Pleuresía serofibrinosa. 

— Brucelosis crónica 

Artritis serosa o supurada, osteoatrtitis, osteítis, 

sacrocoxitis. 

Prostatitis. Salpingitis. 

Bronquitis, neumopatía, o purulenta. 

Hepatitis. 

Anemia, púrpura, hemorragia, adenopatías. 

Nefritis. 

Endocarditis, flebitis. 

Reacción meníngea, meningitis, meningoencefalitis, 

mielitis, neuritis, radicular. 

Reacciones cutáneas de sensibilización. 

Trabajos pecuarios con contacto con porcinos, ovinos, caprinos, 

bovinos. 

Matarifes y trabajadores de frigoríficos y así como los que 

manipulan productos animales y sus desechos. 

Trabajadores en los laboratorios microbiológicos para el 

diagnóstico de la brucelosis, la preparación de antígenos y 

vacunas y los laboratorios veterinarios. 

Veterinarios. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: VIRUS DE LA HEPATITIS A 

— Hepatitis por virus A. — Trabajadores de la salud en los Servicios de Pediatría 

— Maestros de escuelas primarias. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: VIRUS DE LA HEPATITIS B Y C 

— Hepatitis por virus B y C. 

— Hepatitis Crónica 

Personal de los servicios de salud que tienen contacto con sangre 

humana o sus derivados. 



— Cirrosis post-hepatitis B o C. Trabajos que ponen en contacto con productos patológicos 

provenientes de personas enfermas o con objetos contaminados 

por ellos. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: BACILLUS ANTHRACIS (Carbunclo) 

— Pústula maligna 

— Edema maligno 

— Carbunclo gastrointestinal 

— Carbunclo pulmonar 

Trabajos que ponen en contacto a los trabajadores con los 

animales enfermos o con los cadáveres de los mismos. Pastores, 

veterinarios y sus asistentes, matarifes, esquiladores. 

Manipulación de cueros, pelos, crines u otros restos de animales 

contaminados con el bacilo. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: MYCOBACTERIUM TUBERCULOSIS 

— Tuberculosis pulmonar 

— Tuberculosis extrapulmonar 

Artritis 

TBC intestinal 

TBC genital 

Trabajadores de la sanidad en contacto con enfermos incluyendo 

los veterinarios y sus ayudantes. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: LEPTOSPIRA (LEPTOSPIROSIS) 

— Formas bifásicas típicas 

— Formas monofásicas o anictéricas 

— Formas Graves. Síndromes de Weil. 

Insuficiencia renal 

Insuficiencia hepática 

Meningitis 

Trabajadores de huertas, de campos de arroz. 

Limpieza de alcantarillas. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: CLAMYDIA PSITTACI (PSITACOSIS) 

— Síndromes febriles 

Neumonía. 

Endocarditis. 

Diarreas. 

Artritis. 

— Síndromes renales 

— Granjeros, trabajadores industriales de aves. 

Veterinarios, de los zoológicos, en contacto con aves. 

Venta de animales domésticos, todos los trabajadores que estén 

en contacto habitual con la crianza, comercialización y 

procesamiento de las aves. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: HISTOPLASMA CAPSULATUM (HISTOPLASMOSIS) 

— Pulmonar aguda — Trabajadores de bodegas, cuevas o edificios viejos 



— Pulmonar crónica 

— Histoplasmosis Diseminadas 

abandonados. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: CESTODES; Equinococus Granulosus, Equinococus Multioculares (HIDATIDOSIS) 

— Quistes hepáticos 

— Quistes de pulmón 

— Quistes en sistema nervioso central 

— Quiste peritoneal libre 

— Quistes óseos 

— Quistes sistémicos no mencionados en los puntos 

anteriores. 

— Pastores en contacto con ganado. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: PLASMODIUM (PALUDISMO) 

— Síndrome febril 

— Esplenomegalia 

— Hemólisis 

— Insuficiencia renal 

— Trabajadores trasladados a las zonas endémicas de las 

provincias de Tucumán, Salta, Jujuy, Santiago del Estero, Chaco, 

Formosa, Corrientes y Misiones. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: LEISHMANIA DONOVANI CHAGASI (LEISHMANIASIS) 

— Síndrome febril 

— Leishmaniasis dérmica 

— Leishmaniasis visceral 

— Trabajadores rurales, desmalezadores 

— Trabajadores de la caña de azúcar 

— Trabajadores en la construcción de caminos 

— Dentro Zona endémica Argentina: Tucumán, Salta y Jujuy. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: VIRUS AMARILICOS (FIEBRE AMARILLA) 

— Formas leves 

Síndrome febril 

— Formas graves: signo de Faget 

Hemorragias digestivas 

Ictericia 

Insuficiencia hepática 

Insuficiencia renal con proteinuria 

— Trabajadores trasladados por razones laborales a zonas 

endémicas. 

— Zonas endémicas de Argentina: Provincia de Formosa. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: ARBOVIRUS -ARENAVIRUS- 

VIRUS JUNIN (FIEBRE HEMORRAGICA ARGENTINA) 

— Síndrome febril — Trabajadores rurales. 



— Afectación sistémica: enantemas, exantemas. 

— Síndrome vascular-hemorrágico 

— Alteraciones hepáticas 

— Cuadro encefálico 

— Insuficiencia renal. 

— Equipos de Salud en contacto con enfermos portadores del 

virus. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: CITOMEGALOVIRUS 

— Hepatitis granulomatosa 

— Síndromes de Guillain Barré 

— Meningoencefalitis 

— Miocarditis 

— Anemia hemolítica 

— Personal de laboratorio virológico. 

— Equipos de salud, secundario a heridas punzo-cortantes con 

material contaminado. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: VIRUS DE LA INMUNODEFICIENCIA HUMANA (VIH) 

— Grupo I: Infección aguda. 

— Grupo II: Infección asintomática. 

— Grupo III: Adenopatías generalizadas persistentes. 

Grupo IV: otras enfermedades. 

Subgrupo A: fiebre, diarreas, pérdidas de peso. 

Subgrupo B: trastornos neurológicos, demencias, 

mielopatía o neuropatía periférica. 

Subgrupo C: Enfermedades infecciosas asociadas al VIH-1 

Categoría C-1: Incluye las especificadas en la definición 

del SIDA del CDC (Center for Disease Control) 

Categoría C-2: Incluye: Leucoplasia oral vellosa, muget, 

herpes zóster multidermotómico, bacteriemia recurrente 

por Salmonella, nocardosis y TBC pulmonar. 

Subgrupo D: neoplasia asociada al VIH-1 Sarcoma de 

Kaposi, Linfoma no hodgkiniano o primario del SNC. 

Subgrupo E: Otras enfermedades. 

Debe incluir a los pacientes con clínica relacionada con 

HIV-1 y no incluidos en los grupos anteriores. 

— Trabajadores del equipo de salud que tienen contacto con la 

sangre y otros fluidos orgánicos contaminados de portadores y/o 

enfermos. 

— Personal de limpieza que maneja los materiales de desecho 

contaminados. 

Para que sea considerada enfermedad profesional, deberá ser demostrada la seroconversión. 

AGENTE: VIRUS DEL HERPES SIMPLE 

— Herpes simple, forma cutánea. — Trabajadores de la salud, especialmente expuestos a 

secreciones bucales. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: CANDIDA ALBICANS 



— Candidiasis: lesiones en piel y uñas. — Trabajos donde las manos están expuestas continuamente al 

agua especialmente: restaurantes, industria alimentaria, lavaderos 

de autos. 

Para los trabajadores que no presentaban la enfermedad y, al exponerse al agente, aparecen algunos de los cuadros clínicos 

descriptos. 

AGENTE: HANTAVIRUS 

(Enfermedades incorporadas por art. 1° del Decreto N° 1167/2003 B.O. 3/12/2003) 

ENFERMEDADES ACTIVIDADES LABORALES QUE PUEDEN 

GENERAR EXPOSICION 

— Fiebres Hemorrágicas con Síndrome 
Renal (FHSR). 

— Síndrome Pulmonar. 

Lista de actividades donde se produce la 
enfermedad comprendida: 

• Actividad agropecuaria: agricultor, quintero, 
galponero, criador de animales, desmalezador, 
hachero. 

• Actividades en las cuales se registren criterios 
de ruralidad: maestros rurales, gendarmes, 
guardaparques. 

• Actividades profesionales expuestas a riesgo: 
veterinarios, médicos y personal de la salud de 
nosocomios, personal de laboratorios y bioteros. 

• Actividades urbanas: mantenimiento de edificios, 
trabajadores de garages, plomeros y reparadores 
de cañerías de calefacción, changarines y 
cartoneros. 

AGENTE: TRYPANOSOMA CRUZI 

(Enfermedades incorporadas por art. 1° del Decreto N° 1167/2003 B.O. 3/12/2003) 

ENFERMEDADES ACTIVIDADES LABORALES QUE PUEDEN 

GENERAR EXPOSICION 



— Solamente en su fase aguda (complejo 
oftalmo-ganglionar o signo de Romaña, 
denominado chagoma de inoculación; 
fiebre, edema generalizado (hinchazón), 
aumento del tamaño del hígado y bazo, 
inflamación de ganglios, como síndrome 
de chagas agudo; manifestaciones agudas 
cardíacas y neurológicas). 

Lista de actividades donde se produce la 
enfermedad comprendida: 

• Trabajadores rurales que vivan en viviendas 
provistas por el empleador dentro del predio del 
establecimiento, y cuyo examen preocupacional 
diagnostique la reacción para investigación de 
Chagas Mazza negativo. 

• Personal de laboratorio y cirujanos por 
infección accidental en laboratorios médicos: por 
manipulación de vinchucas y animales 
infectados, cultivos de T. cruzi o material 
biológico proveniente de enfermos graves o de 
animales infectados. 

• Trabajadores que realizan la desinfestación de 
vinchuca. 

  

AGENTE: AUMENTO DE LA PRESION INTRAABDOMINAL 
 

(Enfermedades incorporadas por art. 1° del Decreto N° 49/2014 B.O. 20/1/2014) 
 
 

ENFERMEDADES ACTIVIDADES LABORALES QUE PUEDEN GENERAR 
EXPOSICION 

- Hernias inguinales directas y mixtas (excluyendo las 
indirectas) 

- Hernias crurales 

- Tareas en cuyo desarrollo habitual se requiera carga física, 
dinámica o estática, con aumento de la presión 
intraabdominal al levantar, trasladar, mover o empujar 
objetos pesados. 

 

Los valores límites de las tareas habituales en relación al peso y tiempo de ejecución durante la jornada 

laboral son los referidos en las Tablas 1, 2 y 3 del Anexo I de la Resolución del MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 295/03. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO dictará las normas complementarias tendientes a definir los valores límites de las tareas 

habituales en relación al peso y tiempo de ejecución para aquellos movimientos (traslado, empuje o 

arrastre de objetos pesados) no contemplados en la resolución citada. 

El período durante el cual las tareas descriptas deben ser ejecutadas no debe ser inferior a TRES (3) 

años cumplidos en forma continua o discontinua en actividades sujetas a las condiciones de exposición 

arriba expuestas. Cuando se demuestre que el daño se produjo durante un período en el que el 

empleador haya estado afiliado a más de una Aseguradora de Riesgos del Trabajo o mediante el servicio 

prestado a favor de sucesivos empleadores de la misma actividad, las prestaciones serán abonadas, 

otorgadas o contratadas con arreglo a lo definido en el artículo 47 de la Ley de Riesgos del Trabajo. 

La invocación de incapacidades preexistentes al inicio del vínculo laboral deberá acreditarse mediante el 

examen preocupacional confeccionado con arreglo a los requisitos exigidos por la Ley de Riesgos del 

Trabajo y demás normas aplicables. Cuando el examen no se hubiera realizado, y se demuestre la 



realización de actividades habituales con sujeción a las condiciones de exposición y valores límites arriba 

expuestos, se presumirá la vinculación causal con el trabajo, salvo que se acredite por medio fehaciente 

el carácter congénito o extralaboral de la dolencia o la concurrencia de factores concausales 

extralaborales, que en tal caso se desagregarán. 

AGENTE: AUMENTO DE LA PRESION VENOSA EN MIEMBROS INFERIORES 
 

(Enfermedades incorporadas por art. 1° del Decreto N° 49/2014 B.O. 20/1/2014) 
 

ENFERMEDADES ACTIVIDADES LABORALES QUE PUEDEN GENERAR 
EXPOSICION 

- Várices primitivas bilaterales. - Tareas en cuyo desarrollo habitual se requiera la permanencia 
prolongada en posición de pie, estática y/o con movilidad reducida. 

 

Las tareas descriptas deben haber sido ejecutadas durante un período mínimo de TRES (3) años, 

cumplidos en forma continua o discontinua mediante el desempeño en la jornada habitual de la actividad 

definida legal o convencionalmente. El período en cuestión será proporcionalmente ajustado a las 

circunstancias del caso cuando el trabajador preste servicios con arreglo a regímenes de jornada reducida 

o a tiempo parcial, o con jornadas extraordinarias. 

Las definiciones expuestas a continuación se entenderán referidas a situaciones impuestas por el 

desempeño de tareas en cuyo desarrollo habitual se requiera la prestación laboral en las siguientes 

condiciones: 

Bipedestación estática: Bipedestación con deambulación nula por lo menos durante DOS (2) horas 

seguidas durante la jornada laboral habitual. 

Bipedestación con deambulación restringida: El trabajador deambula menos de CIEN (100) metros por 

hora durante por lo menos TRES (3) horas seguidas durante la jornada laboral habitual. 

Bipedestación con portación de cargas: Tareas en cuyo desarrollo habitual se requiera bipedestación 

prolongada con carga física, dinámica o estática, con aumento de la presión intraabdominal al levantar, 

trasladar, mover o empujar objetos pesados. 

Bipedestación con exposición a carga térmica: Todos los trabajos efectuados con bipedestación 

prolongada en ambientes donde la temperatura y la humedad del aire sobrepasan los límites legalmente 

admisibles y que demandan actividad física. En tales casos se revisará la exigencia de tiempo mínimo de 

exposición tomando en cuenta la influencia derivada de las circunstancias concretas de carga térmica. 

A los fines precedentemente indicados (bipedestación con portación de cargas y con exposición a carga 

térmica) se considerará pauta referencial para definir una situación de bipedestación prolongada aquella 

en que el trabajador deba permanecer de pie más de DOS (2) horas seguidas en su jornada laboral 

habitual de la actividad definida legal o convencionalmente. No obstante el límite precedentemente 

indicado, se considerarán por las Comisiones Médicas aquellos casos especiales en los que, aun 

mediando un período inferior de bipedestación, concurran condiciones de trabajo susceptibles de originar 

causalmente la dolencia. 

Los lapsos temporales definidos precedentemente serán adecuados a las circunstancias del caso cuando 

el trabajador preste servicios con arreglo a regímenes de jornada reducida o a tiempo parcial. 

AGENTE: CARGA, POSICIONES FORZADAS y GESTOS REPETITIVOS DE LA COLUMNA 
VERTEBRAL LUMBOSACRA. 

 
(Enfermedades incorporadas por art. 1° del Decreto N° 49/2014 B.O. 20/1/2014) 

 ACTIVIDADES LABORALES QUE PUEDEN GENERAR 



ENFERMEDADES EXPOSICION 

- Hernia Discal Lumbo-Sacra con o sin 
compromiso radicular que afecte a un 
solo segmento columnario. 

- Tareas que requieren de movimientos repetitivos y/o 
posiciones forzadas de la columna vertebral lumbosacra que 
en su desarrollo requieren levantar, trasladar, mover o empujar 
objetos pesados. 

 

Los valores límites de las tareas habituales en relación al peso y tiempo de ejecución durante la jornada 

laboral son los referidos en las Tablas 1, 2 y 3 del Anexo I de la Resolución del MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL Nº 295/03. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO dictará las normas complementarias tendientes a definir los valores límites de las tareas 

habituales en relación al peso y tiempo de ejecución para aquellos movimientos (traslado, empuje o 

arrastre de objetos pesados) no contemplados en la resolución citada. 

El período durante el cual las tareas descriptas deben ser ejecutadas no debe ser inferior a TRES (3) 

años cumplidos en forma continua o discontinua mediante el desempeño en jornada habitual completa 

definida legal o convencionalmente. El período en cuestión será proporcionalmente ajustado a las 

circunstancias del caso cuando el trabajador preste servicios con arreglo a regímenes de jornada reducida 

o a tiempo parcial. 

Se considerarán Gestos Repetitivos aquellos movimientos continuos y repetidos efectuados durante la 

jornada laboral en los que se utilizan un mismo conjunto osteo-mio-neuro-articular de la columna 

lumbosacra. 

Las Posiciones Forzadas son aquellas en las que la columna lumbosacra deja de estar en una posición 

funcional para pasar a otra inadecuada que genera máximas extensiones, máximas flexiones y/o 

máximas rotaciones osteo-mio-neuro-articulares durante la jornada laboral. 

Disposiciones comunes: 

Con relación a todas las enfermedades contempladas en este Anexo, en cada caso concreto el órgano 

encargado de la determinación de la incapacidad deberá establecer científicamente si las lesiones fueron 

provocadas por causa directa e inmediata de la ejecución del trabajo, excluyendo la influencia de los 

factores atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo. Sólo se indemnizarán los factores causales 

atribuibles al trabajo, determinados conforme lo anteriormente indicado. Lo expuesto precedentemente es 

sin perjuicio del cumplimiento pleno de las prestaciones médico-asistenciales y sustitutivas de la 

remuneración en el período de Incapacidad Laboral Temporaria, cuando se demuestre la influencia causal 

de factores atribuibles al trabajo. 

Asimismo, en todos los casos que contempla el presente Anexo será necesario tomar en cuenta, además 

de los antecedentes médico-clínicos, los estudios técnicos correspondientes al puesto y las condiciones y 

medio ambiente de trabajo concretos a los que estuvo expuesto el trabajador. 

Las enfermedades contempladas en el presente Anexo se considerarán incorporadas al Listado a partir 

de la fecha de vigencia de la norma que así lo declare, y dicha nueva normativa sólo se aplicará a las 

contingencias cuyo hecho generador se produzca con posterioridad a la incorporación de las mismas al 

Listado. 

 

 

 

 

 



RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 659/96 

Aprueba la Tabla de Evaluación de Incapacidades Laborales. 

Bs. As., 24 de junio de 1996 

Publicado en el Boletín Oficial del 27 de junio de 1996, número 28424. 

  

Artículo 1º — Apruébase la Tabla de Evaluación de Incapacidades Laborales que como ANEXO I forma 

parte integrante del presente. 

Art. 2º — Establécese como fecha de entrada en vigencia de la Ley sobre Riesgos del Trabajo, el día 1 

de julio de 1996. 

Art. 3º — De forma. 

ANEXO I 

(Anexo sustituido por art. 2° del Decreto N° 49/2014 B.O. 20/1/2014) 

(El anexo puede consultarse en el link que está disponible en nuestra página web – www.calp.org.ar). 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/35000-39999/37573/texact.htm  

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 49/2014 

Listado de Enfermedades Profesionales. Decretos 658/96, 659/96 y 590/97. Modificaciones. 

Bs. As., 14/1/2014. 

Publicado en el Boletín Oficial del 20-ene-2014, número 32809. 

 

Art. 1° — Incorpóranse al Listado de Enfermedades Profesionales, previsto en el artículo 6°, inciso 2, 

apartado a), de la Ley Nº 24.557 y sus modificatorias, aprobado por el ANEXO I del Decreto Nº 658/96, 

las enfermedades —y sus respectivos agentes de riesgo, cuadros clínicos, exposición y actividades en 

capacidad de determinar la enfermedad profesional—, que se consignan en el ANEXO I que forma parte 

integrante del presente decreto. 

Art. 2° — Sustitúyese el ANEXO I del Decreto Nº 659 de fecha 24 de junio de 1996, por el ANEXO II que 

forma parte integrante del presente decreto, que modifica la Tabla de Evaluación de Incapacidades 

Laborales. 

Art. 3° — Incorpórase como inciso c) del artículo 2° del Decreto Nº 590 de fecha 30 de junio de 1997, el 

siguiente texto: “c) el costo de las prestaciones otorgadas por enfermedades que se incluyan a partir de la 

fecha de vigencia de la presente incorporación en el listado previsto en el artículo 6°, apartado 2 a) de la 

Ley Nº 24.557; en un CIENTO POR CIENTO (100%) el primer año y un CINCUENTA POR CIENTO 

(50%) el segundo año, a contar desde su inclusión en el Listado de Enfermedades Profesionales. A partir 

del tercer año, las prestaciones estarán íntegramente a cargo de las Aseguradoras de Riesgos del 

Trabajo”. 

Art. 4° — De forma. 

 

ANEXO I 

(El anexo puede consultarse en el texto actualizado del decreto 658/96 presente en esta obra y/o en el 

link que está disponible en nuestra página web – www.calp.org.ar). 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/225000-229999/225309/norma.htm  



 

ANEXO II 

(El anexo puede consultarse en el link que está disponible en nuestra página web – www.calp.org.ar). 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/225000-229999/225309/norma.htm  

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 717/96 

Facultades a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y a la Superintendencia de 

Administración de Fondos de Jubilaciones y Pensiones para que regulen el actuar de las 

Comisiones Médicas y la Comisión Médica Central. Determinación de las Contingencias e 

Incapacidades. Intervención de las Comisiones Médicas. Trámite ante las mismas. Recursos. 

Bs. As., 28/6/96. 

Publicado en el Boletín Oficial del 12-jul-1996, número 28434. 

 

CAPÍTULO I 

DETERMINACIÓN DE LAS CONTINGENCIAS E INCAPACIDADES 

Artículo 1º — El empleador está obligado a denunciar a la Aseguradora, inmediatamente de conocido, 

todo accidente de trabajo o enfermedad profesional que sufran sus dependientes. 

También podrá efectuar la denuncia el propio trabajador, sus derechohabientes o cualquier persona que 

haya tenido conocimiento del accidente de trabajo o enfermedad profesional. 

Art. 2º — La denuncia del empleador deberá contener como mínimo los datos que a tal fin requiera la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. Para los demás sujetos contemplados en el 

artículo primero del presente Decreto bastará que la denuncia sea por escrito y contenga una relación de 

los hechos, la identificación de las partes y la firma del denunciante. 

Art. 3º — La denuncia estará dirigida a la Aseguradora, pero podrá ser presentada ante el prestador de 

servicios que aquélla habilite a tal fin. 

Art. 4º — Cuando la denuncia se presente directamente ante la Aseguradora, ésta deberá tomar los 

recaudos necesarios para que el trabajador reciba en forma inmediata las prestaciones en especie. 

Cuando la denuncia se presente directamente ante el prestador de servicios, éste deberá: 

a) tomar los recaudos necesarios para que el trabajador reciba en forma inmediata las prestaciones en 

especie y, 

b) remitir la denuncia a la Aseguradora dentro del plazo de VEINTICUATRO (24) horas de recibida, para 

que ésta acepte o rechace la pretensión del denunciante. 

Art. 5º — En los supuestos del artículo 4º del presente Decreto, las prestaciones en especie deberán 

otorgarse al trabajador mientras la pretensión no resulte rechazada en los términos del artículo siguiente. 

Art. 6º — La Aseguradora y la prestadora de servicios habilitada no podrán negarse a recibir la denuncia. 

En los casos en que la Aseguradora resuelva rechazar la contingencia deberá notificar fehacientemente 

tal decisión al trabajador y al empleador. 

El silencio de la Aseguradora se entenderá como aceptación de la pretensión, si transcurridos DIEZ (10) 

días de recibida la denuncia no hubiere cursado la notificación fehacientemente de su rechazo al 

trabajador y al empleador. Este plazo podrá prorrogarse por DIEZ (10) días cuando existan circunstancias 

objetivas que imposibiliten el conocimiento acabado de la pretensión, debiendo cursar la notificación 

fehaciente del uso de la prórroga del plazo al trabajador y al empleador dentro del término de los DIEZ 

(10) días de recibida la denuncia. 

El rechazo de la contingencia sólo podrá fundarse en las siguientes causales: 



a) En el desconocimiento por parte del empleador de la relación laboral invocada, en cuyo caso dicha 

situación deberá ser dirimida en forma previa ante la autoridad competente. 

b) En alguna de las causas contempladas en el artículo 6°, apartado 3°, incisos a) y b) de la Ley N° 

24.557. 

c) En los casos en que se considere que el accidente no sea de naturaleza laboral o la enfermedad no 

revista carácter profesional. 

La Aseguradora no podrá rechazar la pretensión con fundamento en la inexistencia de la relación laboral 

reconocida por el empleador. 

El otorgamiento de las prestaciones previo al cumplimiento de los términos de aceptación o rechazo de la 

pretensión nunca se entenderá como aceptación de la contingencia en los casos en que proceda su 

rechazo. 

El trabajador estará obligado a someterse al control que efectúe el facultativo designado por la 

Aseguradora tantas veces como razonablemente le sea requerido. 

(Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 6° bis — Para los casos de los incisos b) y c) del artículo 6°, el rechazo de un accidente o de una 

enfermedad profesional deberá estar fundado. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO 

será la encargada de establecer los recaudos que corresponda considerar para entender que el rechazo 

de la contingencia se encuentra adecuadamente fundado. 

(Artículo incorporado por art. 2° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer 

día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 7º — (Artículo derogado por art. 23 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del 

primer día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 8º — (Artículo derogado por art. 23 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del 

primer día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 9º — La determinación de la existencia de una enfermedad profesional deberá efectuarse, tanto por 

las Aseguradoras como por las comisiones médicas, conforme a lo dispuesto en el Manual de 

Procedimientos para el Diagnóstico de las Enfermedades Profesionales que a tal fin establezca la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

CAPÍTULO II 

INTERVENCIÓN DE LAS COMISIONES MÉDICAS 

Art. 10. — Serán consideradas partes en el procedimiento ante las Comisiones Médicas: los trabajadores 

o sus derechohabientes en caso de fallecimiento, la Aseguradora y el empleador no asegurado. 

Asimismo, podrá intervenir en el procedimiento el empleador asegurado, a su requerimiento, conforme lo 

reglamente la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Las Comisiones Médicas intervendrán en los siguientes casos, y en los demás supuestos que determine 

la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO: 

1) Cuando deba determinarse la Incapacidad Laboral Permanente. 

2) En los casos previstos por el apartado 2° del artículo 20 de la Ley N° 24.557. La Aseguradora deberá 

acreditar ante la Comisión Médica la intimación fehaciente cursada al trabajador para recibir las 

prestaciones en especie, habiéndosele informado en el mismo acto que la negativa injustificada podrá 

acarrear la suspensión de las prestaciones dinerarias. En su defecto, la Aseguradora deberá presentar 



ante la Comisión Médica una declaración escrita firmada por el trabajador en la que expresamente 

manifieste su negativa a recibir las prestaciones en especie. 

3) Cuando existan divergencias con relación a la situación de Incapacidad Laboral Temporaria o de la 

Incapacidad Laboral Permanente. 

4) Cuando la Comisión Médica entienda que es pertinente el otorgamiento de un nuevo período transitorio 

regulado por el apartado 4° del artículo 2° del Anexo del Decreto N° 472 de fecha 1 de abril de 2014. 

5) Cuando la denuncia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional fuere rechazada por la 

Aseguradora, en los supuestos contemplados en los incisos b) y c) del artículo 6° del presente decreto. 

6) Cuando existan divergencias respecto del contenido y el alcance de las prestaciones en especie. 

7) Cuando se rechacen patologías no incluidas en el Listado de Enfermedades Profesionales en los 

supuestos previstos en el inciso b) del apartado 2° del artículo 6° de la Ley N° 24.557, modificado por el 

artículo 2° del Decreto N° 1.278 de fecha 28 de diciembre de 2000. 

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 11. — Las Comisiones Médicas no darán curso a las cuestiones Relativas a la existencia de la 

relación laboral, las que deberán ser resueltas previamente por la autoridad competente. 

Las divergencias relativas al ingreso base, en la determinación de la cuantía de las prestaciones 

dinerarias, serán resueltas por la autoridad competente, sin que ello afecte el derecho del trabajador de 

percibir dichas prestaciones en función del ingreso base reconocido por el obligado al pago. 

CAPÍTULO III 

TRÁMITE ANTE LAS COMISIONES MÉDICAS 

Art. 12. — El trabajador o sus derechohabientes deberán contar necesariamente con patrocinio letrado 

desde su primera presentación y durante todo el proceso, conforme lo determine la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO establecerá los requisitos necesarios para 

formalizar las solicitudes de intervención ante las Comisiones Médicas. La presentación se efectuará en la 

sede de la Comisión Médica o a través del servicio postal o medio informático que a tal fin habilite la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Las partes deberán constituir, en su primera presentación, un domicilio especial a los efectos del presente 

procedimiento en el ámbito de competencia territorial de la Comisión Médica, donde se tendrán por 

válidas todas las notificaciones que efectúe la respectiva Comisión Médica. 

(Artículo sustituido por art. 4° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 12 bis. — Cada Comisión Médica y la Comisión Médica Central se constituirán con Secretarios 

Técnicos Letrados designados por la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, que tendrán 

igual jerarquía que los miembros previstos por el artículo 51 de la Ley N° 24.241, modificado por el 

artículo 50 de la Ley N° 24.557. El Secretario Técnico Letrado intervendrá en la emisión del dictamen 

jurídico previo previsto en el apartado 5° del artículo 21 de la Ley N° 24.557 y formulará opinión sobre las 

cuestiones jurídicas sometidas a su consideración. 

(Artículo incorporado por art. 5° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer 

día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 13. — Recibida la solicitud de intervención, las partes serán convocadas a una audiencia en la sede 

de la Comisión Médica para el examen médico. 

(Artículo sustituido por art. 6° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 



del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 14. — Cuando el motivo de la solicitud de intervención fuera la divergencia en el contenido y alcance 

de las prestaciones en especie o en el alta, previo a la sustanciación del trámite, la SUPERINTENDENCIA 

DE RIESGOS DEL TRABAJO dispondrá la derivación del trabajador a un médico del citado organismo 

para que lo examine y evalúe el resultado del tratamiento brindado y la razonabilidad de la pretensión. La 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO realizará las diligencias que fueran necesarias a los 

efectos de resolver la divergencia con la Aseguradora. En caso de no resolverse, la Comisión Médica 

sustanciará el trámite médico dentro de los CINCO (5) días. 

(Artículo sustituido por art. 7° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 15. — (Artículo derogado por art. 23 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir 

del primer día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 16. — Las partes ofrecerán la prueba de la que intenten valerse, en la oportunidad y en la forma que 

fije la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. Podrá rechazarse la prueba ofrecida que se 

considere manifiestamente improcedente, superflua o meramente dilatoria. Esta decisión podrá recurrirse 

conforme lo prevé el artículo 26 del presente decreto. 

En las resoluciones no se tendrá el deber de expresar la valoración de toda la prueba producida, sino 

únicamente de las que fueren esenciales y decisivas para la resolución. 

(Artículo sustituido por art. 8° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 17. — El trabajador estará obligado a someterse a los exámenes médicos que indique la Comisión 

Médica. En caso que aquél dificultare la revisación o la realización de estudios complementarios, la 

Comisión Médica dictaminará conforme a los antecedentes que tuviere en su poder. 

Si el trabajador aportare antecedentes de los que surja la imposibilidad de concurrir personalmente a la 

citación para un examen, la Comisión Médica designará un profesional médico para que se traslade al 

lugar donde se encuentra el trabajador a fin de realizarlo. 

Art. 18. — Las partes podrán designar peritos de parte para participar en la audiencia y en las demás 

diligencias que deban realizarse. Los honorarios que los mismos irroguen serán a cargo de los 

proponentes. Estos profesionales tendrán derecho a ser oídos por la Comisión Médica, presentar los 

estudios y diagnósticos realizados a su costa, antecedentes, informes y una síntesis de sus dichos será 

volcada en las actas que se labren, las que deberán ser suscriptas por ellos, haciéndose responsables de 

sus dichos y opiniones, pero no podrán plantear incidencias en la tramitación de los expedientes. 

Art. 19. — De todo lo actuado en la audiencia del artículo 13 se dejará constancia en un acta. La 

Comisión Médica podrá resolver la cuestión planteada dentro de los DIEZ (10) días en el marco de su 

competencia y con los elementos de prueba existentes en el expediente. 

Excepcionalmente, en los casos que defina la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, la 

Comisión Médica podrá ampliar el plazo establecido en el párrafo precedente en TREINTA (30) días. 

(Artículo sustituido por art. 9° del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 20. — Las Comisiones Médicas podrán indicar la realización de estudios complementarios, peritaje 

de expertos y cualquier otra diligencia necesaria, cuando los antecedentes no fueran suficientes para 

emitir resolución. Se establece que serán a cargo de las Aseguradoras, aquellas que no se hubieren 

realizado con la debida diligencia. Caso contrario, se financiarán conforme a lo establecido en el artículo 

15 de la Ley N° 26.425. Cuando las Comisiones Médicas lo consideren necesario para resolver el 



conflicto planteado, podrán solicitar la asistencia de servicios profesionales o de Organismos técnicos 

para que se expidan sobre áreas ajenas a su competencia profesional. Las facultades establecidas en el 

presente artículo serán ejercidas conforme a las disposiciones que establezca la SUPERINTENDENCIA 

DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

(Artículo sustituido por art. 10 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 21. — Las resoluciones del artículo 19 emitidas por las Comisiones Médicas Jurisdiccionales deberán 

ser notificadas a todas las partes. 

Notificado el dictamen de la Comisión Médica Jurisdiccional a las partes, el obligado al pago deberá 

efectuar la notificación prevista por el artículo 4° de la Ley N° 26.773 y el artículo 4° del Anexo del Decreto 

N° 472/2014. 

Cuando la Comisión Médica se pronuncie calificando a una situación de Incapacidad Laboral Permanente 

Total y en los supuestos de fallecimiento del trabajador, la resolución deberá ser notificada también a la 

ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 

(Artículo sustituido por art. 11 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 22. — La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO queda facultada para imponer a las 

Asguradoras aportes adicionales para financiar los gastos que demande el funcionamiento de las 

Comisiones Médicas cuando sus dictámenes fueren modificados por éstas a solicitud del trabajador, o 

cuando soliciten injustificadamente su intervención, sin perjuicio de las sanciones que pudieren 

corresponder por aplicación del artículo 32 de la Ley Nº 24.557. 

CAPÍTULO IV 

RECURSOS ANTE LAS COMISIONES MÉDICAS 

Art. 23. — Serán recurribles únicamente aquellas Resoluciones de las Comisiones Médicas que no 

pudieren ser revisadas conforme a lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley Nº 24.557. 

Art. 24. — (Artículo derogado por art. 23 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir 

del primer día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 25. — La determinación de una Incapacidad Laboral Permanente Total será recurrible conforme al 

procedimiento establecido en el apartado 3° del artículo 49 de la Ley N° 24.241, por las personas 

mencionadas en dicha ley, el trabajador o la Aseguradora. En tal supuesto, o cuando en el recurso de 

alguna de las partes se pretendiera la determinación de la Incapacidad Permanente Total las actuaciones 

se elevarán a la Comisión Médica Central conforme al procedimiento previsto en la Ley N° 24.241. 

(Artículo sustituido por art. 12 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 26. — Las resoluciones de las Comisiones Médicas previstas en el artículo 19, serán recurribles por 

las partes dentro del término de CINCO (5) días de notificadas. Vencido el plazo sin que se hubiese 

deducido recurso alguno, la resolución quedará firme. 

(Artículo sustituido por art. 13 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 27. — Las Comisiones Médicas Jurisdiccionales concederán el recurso en relación con efecto 

devolutivo. El recurso deberá presentarse por escrito, fundado y contener la crítica concreta y razonada 

de la resolución de la Comisión Médica Jurisdiccional por la que se agravia. No bastará remitirse a 

presentaciones anteriores ni podrá fundar sus pretensiones en hechos no alegados en la instancia 

anterior. De la expresión de agravios se correrá traslado a los interesados por el plazo de CINCO (5) días. 



(Artículo sustituido por art. 14 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 28. — Las Comisiones Médicas Jurisdiccionales deberán elevar las actuaciones dentro de los TRES 

(3) días contados desde el vencimiento del plazo para contestar agravios. 

(Artículo sustituido por art. 15 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 29. — (Artículo derogado por art. 23 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir 

del primer día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 30. — La Comisión Médica Central ordenará, si lo considerase pertinente, las medidas necesarias 

para resolver el recurso, fijando un plazo máximo para su producción de DIEZ (10) días, pudiendo 

ampliarlo hasta VEINTE (20) días cuando las circunstancias así lo requieran. Sólo podrán ofrecerse 

medidas probatorias que hayan sido denegadas en la instancia anterior. Posteriormente, emitirá 

resolución definitiva en un plazo máximo de TREINTA (30) días, la que se notificará a las partes. Las 

decisiones de la Comisión Médica Central serán recurribles en el plazo de CINCO (5) días de notificadas, 

con efecto devolutivo. 

(Artículo sustituido por art. 16 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 31. — Dentro de los TRES (3) días computados desde la notificación del acto podrá pedirse 

aclaratoria de la resolución de Comisión Médica Jurisdiccional o Comisión Médica Central cuando exista 

contradicción en su parte dispositiva, o entre su motivación y la parte dispositiva o para suplir cualquier 

omisión sobre alguna o algunas de las peticiones o cuestiones planteadas, siempre que la enmienda no 

altere lo sustancial del acto o decisión. 

La aclaratoria deberá resolverse dentro del plazo de CINCO (5) días. La interposición de la aclaratoria 

interrumpe el plazo de apelación, el cual se computará a partir de la notificación de la resolución del 

recurso de aclaratoria. 

(Artículo sustituido por art. 17 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 32. — (Artículo derogado por art. 23 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir 

del primer día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 33. — La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO queda facultada para designar 

personal, profesionales médicos y abogados necesarios para cumplir funciones en las Comisiones 

Médicas, con los alcances y modalidades que establezca. De igual forma, podrá dotar a las Comisiones 

Médicas y a la Comisión Médica Central de comisiones técnicas, nacionales o regionales, para que 

dictaminen en los asuntos ajenos a la competencia profesional de sus integrantes. 

Asimismo, la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO establecerá el régimen de 

financiamiento de los gastos de las Comisiones Médicas Jurisdiccionales y de la Comisión Médica 

Central, tomando en consideración la naturaleza del trámite, sea que provenga del Sistema Integrado 

Previsional Argentino o del Sistema de Riesgos del Trabajo. 

(Artículo sustituido por art. 18 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 34. — Concluida la etapa probatoria, las partes que lo creyeren conveniente tendrán derecho a 

alegar, en la oportunidad y la forma que fije la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

(Artículo sustituido por art. 19 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 



del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 35. — La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO será la encargada de dictar las 

normas complementarias para el procedimiento establecido en el presente Decreto. 

Art. 36. — Encomiéndase a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO la instrumentación 

de las medidas necesarias para garantizar a los damnificados o a sus derechohabientes el patrocinio 

letrado previsto en el artículo 12 en forma gratuita. 

(Artículo sustituido por art. 20 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer día 

del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA) 

Art. 36 bis. — A los fines del presente procedimiento todos los plazos expresados se consideran en días 

hábiles administrativos. 

(Artículo incorporado por art. 21 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer 

día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 36 ter. — A los efectos del presente procedimiento, las notificaciones a las Aseguradoras y a los 

empleadores, se considerarán fehacientes y legalmente válidas cuando se cursen por la ventanilla 

electrónica establecida por la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO o el medio electrónico 

que en el futuro la reemplace. Las notificaciones a los empleadores que cuenten con CINCO (5) 

empleados o menos, a los trabajadores y a los derechohabientes, se considerarán fehacientes y 

legalmente válidas cuando se cursen por los medios establecidos por la Ley N° 19.549. 

(Artículo incorporado por art. 22 del Decreto N° 1475/2015 B. O. 31/07/2015. Vigencia: a partir del primer 

día del tercer mes posterior al de su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA 

ARGENTINA) 

Art. 37. — Las normas del presente Decreto establecidas para las Aseguradoras serán de aplicación a los 

empleadores que se encuentren incluidos dentro del régimen de auto seguro. 

Art. 38. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. — Jorge A. Rodríguez. — José A. Caro Figueroa. 

Antecedentes Normativos: 

- Artículo 6°, quinto párrafo incorporado por art. 23 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997; 

- Artículo 6°, segundo párrafo sustituido por art. 22 del Decreto Nº 491/97 B.O. 04/06/1997. 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 491/97 

Incorporación al ámbito de aplicación y al sistema creado por la Ley N° 24.557 a los trabajadores 

domésticos, a los vinculados por relaciones; no laborales y a los trabajadores autónomos. 

Modificación de los Decretos Nros. 334/96 y 717/96.  

Bs. As., 29 de mayo de 1997. 

Publicado en el Boletín Oficial del 04 de junio de 1997, número 28661. 

 

Artículo 1° — (Reglamentario del artículo 2°, apartado 2, inciso a) 

Incorpórase en forma obligatoria a los trabajadores domésticos, que prestan servicios en relación de 

dependencia, dentro del ámbito de aplicación de la Ley N° 24.557 sobre Riesgos del Trabajo. 

Dicha obligación no entrará en vigencia hasta tanto la SUPERITENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO 

dicte la normativa necesaria para adecuar el sistema establecido en la Ley citada a las características de 



la actividad que se incorpora. 

Art. 2° — (Reglamentario del artículo 2°, apartado 2, inciso b). 

Incorpórase a los trabajadores autónomos al sistema creado por la Ley N° 24.557 sobre Riesgos del 

Trabajo. 

a) La afiliación de los trabajadores autónomos al sistema en cuestión será progresiva y acorde a las 

distintas características y modalidades de cada actividad. 

b) La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO se encuentra facultada para dictar la 

normativa necesaria para adecuar el sistema establecido en la Ley citada a cada actividad autónoma y 

resolver las condiciones y la fecha de incorporación efectiva de los autónomos al sistema. 

Art. 3° — (Reglamentario del artículo 2°, apartado 2, inciso c)  

Incorpórase en forma obligatoria en el ámbito de aplicación de la Ley N° 24.557 Sobre Riesgos del 

Trabajo, como trabajadores vinculados por relaciones no laborales, a aquellos que desempeñen las 

siguientes actividades: 

I. Las reguladas por el Sistema de Pasantías Educativas creado por la Ley N° 26.427, por el Programa 

Nacional de Pasantías para la Reconversión (PRONAPAS) aprobado por Decreto N° 1547 del 31 de 

agosto de 1994 y por el Régimen General de Pasantías que rige en todo el ámbito del Nivel de Educación 

Secundaria del Sistema Educativo Nacional establecido por Decreto N° 1374 del 7 de septiembre de 

2011, y sus respectivas normas reglamentarias. 

II. Las realizadas por los trabajadores con discapacidad que se desempeñen en los Talleres Protegidos 

Especiales para el Empleo (TPEE) a los que se refiere el artículo 3° de la Ley N° 26.816. 

III. Las realizadas en virtud del cumplimiento de una beca. 

a) En los casos indicados en el presente, las obligaciones que la Ley N° 24.557 impone al empleador, en 

la medida que sean compatibles con la naturaleza no laboral de la vinculación, serán responsabilidad del 

empresario o dador de tareas. 

b) Mediante la inclusión de todos los trabajadores vinculados por relaciones no laborales que dispone el 

presente, se considerará cumplida la obligación derivada del artículo 17, inciso d), de la Ley N° 26.816, 

conforme al alcance dado a la misma, así como las demás obligaciones de aseguramiento que se exigen 

en los programas especiales de capacitación y/o empleo, y en los sistemas de pasantías. 

c) En todos los casos previstos en este artículo el monto sobre el cual se efectuará la cotización será la 

compensación percibida. 

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N° 1771/2015 B.O. 1/9/2015. Vigencia: a partir de su publicación 

en el Boletín Oficial) 

Art. 4° — (Reglamentario del artículo 6°, apartado 1) 

a) Las modificaciones del trayecto entre el lugar de trabajo y el domicilio del trabajador, comprendidas en 

el artículo que se reglamenta, estarán sujetas a las siguientes disposiciones: 

I. La declaración de modificación de itinerario por concurrencia a otro empleo deberá efectuarse, de 

manera previa al cambio, en todos y cada uno de los empleos del trabajador. 

II. Se entenderá que un familiar es no conviviente cuando aun siéndolo regularmente se encuentre en un 

lugar distinto del domicilio habitual por causa debidamente justificada. 

III. Se considera familiar directo a aquellos parientes por consanguinidad y afinidad hasta el segundo 

grado. 

b) En los supuestos de contingencias ocurridas en el itinerario entre dos empleos, en principio las 

prestaciones serán abonadas, otorgadas o contratadas a favor del damnificado o sus derechohabientes, 

según el caso, por la Aseguradora responsable de la cobertura de as contingencias originadas en el lugar 

de trabajo hacia el cual se estuviera dirigiendo el trabajador al momento de la ocurrencia del siniestro. 



c) La obligada al pago podrá repetir de la otra Aseguradora los costos de las prestaciones abonadas, 

otorgadas o contratadas, en la proporción que a cada una le corresponda. 

d) En todos los supuestos del apartado I del artículo que se reglamenta, se considerará accidente "in 

itinere" sólo cuando el accidente se hubiera producido en el trayecto directo e inmediato entre el trabajo y 

el domicilio del trabajador, el lugar de estudio, el otro empleo, o donde se encuentre el familiar. 

Art. 5° — (Reglamentario del artículo 7°, apartado 2, inciso c) 

Cuando la incapacidad laboral temporaria, originada por un mismo accidente de trabajo o enfermedad 

profesional, se manifieste en períodos discontinuos, dichos períodos se sumarán desde la primera 

manifestación invalidante a los efectos del cómputo de los DIEZ (10) días de prestación dineraria a cargo 

del empleador que establece el Artículo 13 de la Ley N° 24.557. 

Art. 6º — (Reglamentario del artículo 14, apartado 1) 

a) Aclárase que las prestaciones dinerarias que se abonen mientras dure la provisionalidad de la 

incapacidad permanente parcial, se encuentran sujetas a las retenciones por aportes previsionales y del 

SISTEMA NACIONAL DEL SEGURO DE SALUD. 

b) Los aportes mencionados darán derecho al damnificado a que ese período sea considerado como 

tiempo de servicios con aportes y al acceso a las prestaciones previstas en el SISTEMA NACIONAL DEL 

SEGURO DE SALUD. 

Art. 7° — (Reglamentario del artículo 15, apartado 1) 

Agrégase como segundo párrafo del apartado 2 del artículo 5° del Decreto N° 334/96 el siguiente: 

"La incompatibilidad establecida en el segundo párrafo del apartado I del artículo 15 se refiere 

exclusivamente a las prestaciones previsionales de retiro por invalidez, no siendo de aplicación en los 

supuestos del artículo 45, inciso d), de la Ley N° 24.557." 

Art. 8° — (Reglamentario del artículo 26, apartado 1) 

1. Establécese que mientras se encuentre vigente la relación laboral de los beneficiarios las Aseguradoras 

podrán convenir con sus empleadores afiliados que éstos efectúen el pago de las prestaciones dinerarias, 

como asimismo, la declaración y pago de los aportes y contribuciones a la seguridad social por cuenta y 

orden de aquéllas. 

2. En todos los casos, mientras se encuentre vigente la relación laboral de los beneficiarios, los 

empleadores serán los encargados de abonar las asignaciones familiares por cuenta y orden del 

responsable del pago de las prestaciones dinerarias. 

3. Los empleadores deberán abonar las asignaciones familiares y, en su caso las prestaciones, conforme 

dispone la legislación vigente y declarar dichos pagos juntamente con los de haberes de su personal. 

4. En todos los casos de prestaciones dinerarias que deban abonarse con más las asignaciones 

familiares, el responsable de la prestación deberá abonar la contribución estipulada en el artículo 5°, 

inciso a), apartado 2 de la Ley N° 24.714. 

5. El responsable de la prestación reembolsará al empleador, en el término de CINCO (5) días de 

abonada la asignación, el valor correspondiente a la contribución en cuestión. 

Art. 9° — (Reglamentario del artículo 31, apartado 2, inciso c) 

La obligación resultante del inciso c) del apartado 2, del artículo 31 de la Ley N° 24.557, en lo referente a 

denunciar los accidentes y enfermedades profesionales a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO, se considerará cumplida mediante la denuncia de los mismos, en tiempo y forma, a la 

Aseguradora a la cual el empleador se encuentre afiliado. 

Art. 10. — (Reglamentario del artículo 33, apartado 3) 

a) La administración el Fondo de Garantía y sus excedentes será gestionada por la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, para lo cual podrá invertir los mismos en depósitos 



a plazo en bancos habilitados a recibir inversiones de las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y 

Pensiones, y en títulos públicos nacionales. 

b) El Fondo de Garantía se determinará por períodos anuales que comenzarán el día 1° de julio de cada 

año y finalizarán el día 30 de junio del año siguiente. 

c) A los efectos de la determinación del Fondo de Garantía, la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO podrá: 

I. Fijarlo en base a experiencias previas de ejecución del mismo y/o mediante la contratación de estudios 

a entidades especializadas de reconocida trayectoria. 

II. Fijarlo mediante el resultado de un proceso de licitación entre las Aseguradoras habilitadas, en el cual 

la adjudicada se obligue a brindar las prestaciones durante el período determinado. 

d) Al 30 de junio de cada año se determinarán los excedentes del Fondo de Garantía como diferencia 

entre el total de fondos acumulados a esa fecha y el monto determinado conforme a lo estipulado en el 

apartado c) precedente. 

e) La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO podrá otorgar las prestaciones por si misma o 

licitar su ejecución entre las Aseguradoras. 

f) Dentro de los TREINTA (30) días de finalizado cada ejercicio, la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS 

DEL TRABAJO publicará un estado de resultados de la aplicación del fondo. 

Art. 11. — (Reglamentario del artículo 33, apartado 4) 

a) Los excedentes que se determinen al finalizar cada período, así como los recursos provenientes de 

donaciones y legados, deberán destinarse a financiar las siguientes actividades: 

I. Desarrollo de campañas publicitarias en medios masivos de comunicación, pudiendo solventar 

publicaciones y otros modos de comunicación sobre los beneficios de la prevención de accidentes de 

trabajo. 

II. Desarrollo de actividades de capacitación, general y particular, sobre la temática de los riesgos y 

prevención de los accidentes de trabajo. 

III. Financiación de actividades y proyectos de investigación sobre riesgos derivados del trabajo y su 

prevención, desarrollo de sistemas de información sobre las contingencias producidas, fortalecimiento 

institucional de los organismos de control y supervisión del sistema. 

b) La ejecución de las actividades financiadas por los excedentes del Fondo de Garantía podrá efectuarse 

en forma directa o mediante convenios que la SRT realice con instituciones especializadas, nacionales o 

internacionales, publicas o privadas, especializadas en la materia y con reconocida trayectoria. 

c) Los excedentes no utilizados en el curso de un ejercicio podrán ser ejecutados en ejercicios 

posteriores. 

Art. 12. — (Reglamentario del artículo 39, apartado 4 y 5, de la Ley N° 24.557): 

Quienes cedan total o parcialmente a otros el establecimiento o explotación habilitado a su nombre, o 

contraten o subcontraten, cualquiera sea el acto que le de origen, actividades o servicios 

correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento, dentro o fuera de su 

ámbito, deberán exigir a sus contratistas o subcontratistas el adecuado cumplimiento del pago de las 

alícuotas a la Aseguradora correspondiente, o bien constancia indubitable de la resolución que los habilita 

para autoasegurarse. En todos los casos serán solidariamente responsables de la obligación de pago de 

las alícuotas a la Aseguradora, pudiendo incluso retener de los pagos que deban hacerles por sus 

servicios las alícuotas adeudadas de plazo vencido, depositándolas en la forma y condiciones que 

establezca la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

No se considerará tercero a los fines de las acciones previstas en los apartados 4 y 5 del artículo que se 

reglamenta, al empresario principal que ceda total o parcialmente, o que contrate o subcontrate, trabajos 



o servicios dentro o fuera del establecimiento habilitado a su nombre. 

La afiliación del contratista, subcontratista o cesionario a una Aseguradora autorizada a funcionar, o su 

habilitación para acceder al régimen de autoseguro, exime al empresario principal, contratante o cedente 

de toda responsabilidad por riesgos del trabajo frente al personal ocupado por aquellos y a sus 

derechohabientes, con la sola excepción del supuesto de dolo previsto en el artículo 1072 del Código 

Civil. 

Idénticos principios regirán en los supuestos de ocupación de personal a través de empresas de servicios 

eventuales habilitadas por la autoridad competente. 

Art. 13. — (Reglamentario del artículo 45, inciso a). 

En caso de producirse alguna de las contingencias previstas en la Ley N° 24.557 en situación de 

pluriempleo deberá estarse a lo siguiente: 

a) Las prestaciones serán abonadas, otorgadas o contratadas por la Aseguradora del empleador cuya 

actividad implique la presencia del agente de riesgo para el cual hubiera estado trabajando al momento de 

producirse la contingencia. 

b) Cuando por las circunstancias del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional el hecho fuera 

atribuible a más de un empleo, las prestaciones serán abonadas, otorgadas o contratadas a favor del 

damnificado o sus derechohabientes, según el caso, por la Aseguradora del empleador respecto al cual el 

damnificado haya devengado mayor remuneración sujeta a cotización en el mes anterior a la primera 

manifestación invalidante. 

c) La cuantía de las prestaciones dinerarias se determinará en relación a los ingresos base del trabajador 

en las actividades que impliquen la presencia del agente de riesgo, o respecto de los empleos para los 

cuales se hubiera encontrado trabajando en el momento de producirse el accidente. 

d) La obligada al pago podrá repetir de las restantes Aseguradoras los costos de las prestaciones 

abonadas u otorgadas en la proporción en que cada una de ella sea responsable. 

Art. 14. — (Reglamentario del artículo 45, inciso c) 

a. En caso de sucesión de siniestros la Aseguradora responsable de la cobertura de la última 

contingencia deberá abonar las prestaciones dinerarias correspondientes a la incapacidad incremental, 

salvo que se diera alguno de los supuestos que a continuación se detallan: 

1. El trabajador se hubiera encontrado en situación de incapacidad de carácter definitivo y que además, 

por la incapacidad integral correspondiera una prestación dineraria cuya modalidad de pago difiera de la 

prestación dineraria correspondiente a la incapacidad previa a la producción de la última contingencia en 

cuyo caso la Aseguradora abonará, otorgará o contratará a su exclusivo cargo la prestación dineraria 

conforme la incapacidad integral del damnificado o, 

2. Que el trabajador se hubiera encontrado en situación de incapacidad provisoria, en cuyo caso se 

evaluará la incapacidad integral y las Aseguradoras concurrirán proporcionalmente de acuerdo a su 

responsabilidad. 

b. Se entenderá por incapacidad incremental a la diferencia que surja entre el porcentaje de incapacidad 

integral y el de la incapacidad previa a la producción de la última contingencia. 

El porcentaje de incapacidad integral surgirá de sumar las incapacidades resultantes de cada 

contingencia aplicando el criterio de capacidad restante, excepto que en la Tabla de Evaluación de 

Incapacidades Laborales el porcentaje previsto para la pérdida derivada de todas las contingencias fuera 

mayor, en cuyo caso se lo tomará como el porcentaje de incapacidad integral. 

c. Respecto de las prestaciones en especie, el otorgamiento de las mismas estará a cargo del 

responsable en la última contingencia, salvo opción del trabajador en contrario respecto de la atención de 

las incapacidades derivadas de contingencias anteriores. 



d. Sin perjuicio de lo expuesto, a los fines del cómputo de la siniestralidad efectiva del empleador de la 

última contingencia, se procederá a imputarle exclusivamente la incapacidad incremental. 

Art. 15. — Sustitúyese el apartado 5 del artículo 5° del Decreto N° 334/96 por el siguiente texto: 

"La prestación de pago mensual complementaria a que se refiere el apartado 2 del artículo que se 

reglamenta adoptará diferentes modalidades según cual sea el régimen previsional al que se encuentre 

afiliado el damnificado y la modalidad de retiro definitivo por invalidez". 

a) En los casos de afiliados al Régimen de Capitalización del SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES 

Y PENSIONES (S.I.J.P.) la Aseguradora o el empleador autoasegurado integrará el capital al saldo de la 

cuenta de capitalización individual a que hace referencia el artículo 91 de la Ley N° 24.241. 

El beneficiario dispondrá de los montos de ambos capitales a efectos de seleccionar la modalidad de 

cobro de las prestaciones. 

Si la modalidad elegida fuera Renta Vitalicia Previsional, la Administradora deberá transferir a la 

Compañía de Seguros de Retiro el saldo de la cuenta de capitalización individual, discriminando el mismo 

según provenga del S.I.J.P. o de la Ley N° 24.557. La Compañía de Seguros de Retiro deberá emitir una 

póliza en función del saldo acumulado a que hace referencia el artículo 91 de la Ley N° 24.241 y otra en 

base al saldo generado por el capital integrado por la Aseguradora o el empleador autoasegurado. La 

SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION determinará las bases técnicas a aplicar para la 

determinación de la prestación dineraria mensual. 

Si la modalidad elegida fuera Retiro Programado, la Administradora determinará la prestación previsional 

en función del saldo acumulado a que hace referencia el artículo 91 de la Ley N° 24.241 y la prestación 

complementaria prevista en el artículo que se reglamenta en base al saldo generado por el capital 

integrado por la Aseguradora o el empleador autoasegurado. La SUPERINTENDENCIA DE 

ADMINISTRADORAS DE JUBILACIONES Y PENSIONES determinará las bases técnicas a aplicar para 

la determinación de la prestación dineraria mensual. 

El derecho a disponer libremente del saldo excedente a que aluden los artículos 101 y 102 de la Ley N° 

24.241, solo será aplicable respecto del saldo de la cuenta de capitalización individual al que hace 

referencia el artículo 91 de la misma ley, sin computar el capital integrado por la Aseguradora o el 

empleador autoasegurado. 

b) Ambas prestaciones se liquidarán simultáneamente y se abonarán mediante un único recibo de 

haberes. 

c) En los demás supuestos, la Aseguradora, o el empleador autoasegurado, integrará el capital en una 

Compañía de Seguros de Retiro a elección del beneficiario, a los fines de la contratación de una renta 

vitalicia. La SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION podrá establecer frecuencias de pagos 

diferentes de la mensual, a los efectos de reducir la incidencia de los costos administrativos sobre el 

monto de la prestación. 

Art. 16. — Reemplázase el segundo párrafo del artículo 6° del Decreto N° 334/96 por el siguiente texto: 

"Declarado el carácter definitivo de la incapacidad, la prestación adicional será abonada en forma 

coordinada con el haber de las prestaciones dinerarias establecidas en el artículo 15 de la Ley N° 24.557 

que se reglamenta. La SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO Y 

SEGURIDAD SOCIAL dispondrá el mecanismo de transferencia de los fondos desde la Aseguradora de 

Riesgos del Trabajo o empleador autoasegurado hacia las distintas entidades responsables del pago". 

Art. 17. — Incorpórase a continuación del primer párrafo del artículo 11 del Decreto N° 334/96, el 

siguiente párrafo: 

"No obstante ello, las Aseguradoras deberán disponer los medios necesarios para el otorgamiento de 

prestaciones de urgencia fuera de la REPUBLICA ARGENTINA, cuando el accidente o enfermedad 



profesional ocurra fuera del país, en la medida en que el dependiente se encuentre realizando tareas o 

servicios en virtud de un contrato de trabajo celebrado, o relación laboral iniciada en la República, o de un 

traslado o comisión dispuestos por el empleador, y siempre que dichas personas tuvieran domicilio real en 

el país al tiempo de celebrarse el contrato, iniciarse la relación laboral o disponerse el traslado o comisión. 

El empleador deberá comunicar a su Aseguradora la salida del país de sus dependientes". 

Art. 18. — Sustitúyese el artículo 9° del Decreto N° 334/96 por el siguiente: 

"ARTICULO 9°— (Reglamentario del artículo 23). 

1. La cuota a que hace referencia el apartado 1 del artículo que se reglamenta será declarada e ingresada 

durante el mes en que se brinden las prestaciones, con las mismas modalidades, plazas y condiciones 

establecidos para el pago de los aportes y contribuciones con destino a la Seguridad Social, en función de 

la nómina salarial del mes anterior. La D.G.I. establecerá los mecanismos para la distribución de los 

fondos a las respectivas Aseguradoras. 

Lo dispuesto en el párrafo precedente será de aplicación respecto de los empleadores no obligados con el 

SISTEMA UNICO DE SEGURIDAD SOCIAL (S.U.S.S.). A tal efecto la DIRECCION GENERAL 

IMPOSITIVA (D.G.I.) queda facultada para dictar las normas operativas que resulten necesarias. 

2. En los casos de inicio de actividad, o cuando por otras razones no exista nómina salarial en el mes 

anterior al pago de la cuota, la cuota de afiliación se calculará en función de la nómina salarial prevista 

para el mes en curso. En el supuesto previsto para el inicio de actividad, la cuota será ingresada en forma 

directa a la Aseguradora correspondiente. 

3. En los supuestos de organismos descentralizados o municipios correspondientes a provincias 

incorporadas al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, la DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA 

percibirá la cuota aludida en el párrafo primero, declarada e ingresada por los precitados contribuyentes, 

según el procedimiento y la modalidad que a tal efecto se establezca. 

No serán de aplicación, para las cotizaciones previstas en esta Ley, las reducciones en las contribuciones 

patronales". 

Art. 19. — Sustitúyese el apartado 1 del artículo 17 del Decreto N° 334/96 por el siguiente: 

"1. Las que hubiera debido pagar el empleador a una Aseguradora desde que estuviera obligado a 

afiliarse. El valor de la cuota omitida, por el empleador que se encuentre fuera del régimen de autoseguro, 

será equivalente al CIENTO CINCUENTA POR CIENTO (150%) del valor de la cuota que acuerde con la 

correspondiente Aseguradora en el momento de su afiliación. Por otro lado, en el caso que el empleador 

se autoasegure, el valor de la cuota omitida será el que determine la SUPERINTENDENCIA DE 

RIESGOS DEL TRABAJO en base a una categoría equivalente de riesgo". 

Art. 20. — La nueva forma de determinación del valor de la cuota omitida, conforme dispone el apartado 1 

del artículo 17 del Decreto N° 334/ 96, sustituido por el presente Decreto, será de aplicación a todas las 

cuotas omitidas no abonadas hasta la fecha de publicación del presente decreto. 

Art. 21. — Deróganse el segundo y tercer párrafo del apartado 1 del artículo 19 del Decreto N° 334/96. 

Art. 22. — Sustitúyese el segundo párrafo del artículo 6° del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

"El silencio de la Aseguradora se entenderá como aceptación de la pretensión transcurridos DIEZ (10) 

días de recibida la denuncia. Dicho plazo se suspenderá en el supuesto del artículo 10, apartado 1 inciso 

d) del presente Decreto y cuando existan circunstancias objetivas que imposibiliten el conocimiento 

acabado de la pretensión. En este último caso, la suspensión no podrá superar el término de VEINTE (20) 

días corridos y la Aseguradora deberá otorgar todas las prestaciones hasta tanto defina el rechazo de la 

pretensión. La Aseguradora deberá notificar fehacientemente la suspensión al trabajador y al empleador 

dentro del término de los DIEZ (10) días de recibida la denuncia". 

Art. 23. — Agrégase como quinto párrafo del artículo 6° del Decreto N° 717/96, el siguiente: 



"El otorgamiento de las prestaciones previo al cumplimiento de los términos de aceptación o rechazo de la 

pretensión nunca se entenderá como aceptación de la misma". 

Art. 24. — Sustitúyese el artículo 11 del Decreto N° 1338/96 por el siguiente: 

"ARTICULO 11. — a) Los Servicios de Higiene y Seguridad en el Trabajo y las arcas de prevención de las 

Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán estar dirigidos por: 

I. Graduados universitarios en las carreras de grado, en institución universitaria, que posean títulos con 

reconocimiento oficial y validez nacional otorgados por el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION, 

con competencia reconocida en Higiene y Seguridad en el Trabajo. 

II. Profesionales que a la fecha de vigencia del presente Decreto se encuentren inscriptos en el Registro 

Nacional de Graduados Universitarios en Higiene y Seguridad, y habilitados, por autoridad competente, 

para ejercer dicha función. 

III: Técnicos en Higiene y Seguridad en el Trabajo, reconocidos por la Resolución M.T.S.S. N° 313 de 

fecha 26 de abril de 1.983. 

IV. Profesionales que, hasta la fecha de vigencia de la presente norma, hayan iniciado y se encuentren 

realizando un curso de posgrado en Higiene y Seguridad en el Trabajo de no menos de 

CUATROCIENTAS (400) horas de duración, desarrollado en universidades estatales o privadas, con 

reconocimiento del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION; una vez egresados de dicho curso. 

V. Graduados en carreras de posgrado con reconocimiento oficial otorgado en las condiciones previstas 

en la Resolución N° 1670 del 17 de diciembre de 1996, del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION, o 

con acreditación de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA 

(CONEAU), con orientación especial en Higiene y Seguridad en el Trabajo. 

b) Las Areas de Prevención de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán estar integradas por los 

graduados mencionados en los incisos del punto precedente, Técnicos Superiores en Higiene y 

Seguridad, Técnicos en Higiene y Seguridad, y los profesionales idóneos que, formando parte del plantel 

estable de las Aseguradoras, hayan sido debidamente capacitados para ejercer tales funciones. En este 

último caso, el Director del Area de Prevención será responsable del accionar profesional de los mismos. 

c) Los empleadores que deban contar con Servicios de Higiene y Seguridad en el Trabajo podrán 

desarrollarlo por su cuenta, por servicios de terceros o cumplir con tal obligación contratando este servicio 

con su Aseguradora. En este caso, la Aseguradora asumirá las obligaciones y responsabilidades 

correspondientes al Servicio en cuestión. 

d) La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO se encuentra facultada para denunciar, previo 

sumario, los incumplimientos de los Graduados o Técnicos, ante los colegios profesionales 

correspondientes y los tribunales administrativos o judiciales competentes". 

Art. 25. — Aclárase que a los efectos del artículo 15 de la Ley N° 22.250, el aporte obligatorio al Fondo de 

Desempleo, durante la incapacidad laboral temporaria establecida en la Ley N° 24.557, deberá efectuarlo 

el empleador sobre un valor equivalente al de las prestaciones dinerarias establecidas, para dicho 

período, en la misma Ley. 

Art. 26. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

MENEM. —Jorge A. Rodríguez. — José A. Caro Figueroa. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 3°, inc. II) derogado por art. 1° del Decreto N° 1250/1998 B.O. 29/10/1998. 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 



DECRETO 1475/2015 

Modificación del decreto 717/1996.  

Bs. As., 29/07/2015. 

Publicado en el Boletín Oficial del 31-jul-2015, número 33183. 

 

Artículo 1° — Sustitúyese el artículo 6° del Decreto N° 717 de fecha 28 de junio de 1996 por el siguiente: 

“ARTICULO 6°.- La Aseguradora y la prestadora de servicios habilitada no podrán negarse a recibir la 

denuncia. En los casos en que la Aseguradora resuelva rechazar la contingencia deberá notificar 

fehacientemente tal decisión al trabajador y al empleador. 

El silencio de la Aseguradora se entenderá como aceptación de la pretensión, si transcurridos DIEZ (10) 

días de recibida la denuncia no hubiere cursado la notificación fehacientemente de su rechazo al 

trabajador y al empleador. Este plazo podrá prorrogarse por DIEZ (10) días cuando existan circunstancias 

objetivas que imposibiliten el conocimiento acabado de la pretensión, debiendo cursar la notificación 

fehaciente del uso de la prórroga del plazo al trabajador y al empleador dentro del término de los DIEZ 

(10) días de recibida la denuncia. 

El rechazo de la contingencia sólo podrá fundarse en las siguientes causales: 

a) En el desconocimiento por parte del empleador de la relación laboral invocada, en cuyo caso dicha 

situación deberá ser dirimida en forma previa ante la autoridad competente. 

b) En alguna de las causas contempladas en el artículo 6°, apartado 3°, incisos a) y b) de la Ley N° 

24.557. 

c) En los casos en que se considere que el accidente no sea de naturaleza laboral o la enfermedad no 

revista carácter profesional. 

La Aseguradora no podrá rechazar la pretensión con fundamento en la inexistencia de la relación laboral 

reconocida por el empleador. 

El otorgamiento de las prestaciones previo al cumplimiento de los términos de aceptación o rechazo de la 

pretensión nunca se entenderá como aceptación de la contingencia en los casos en que proceda su 

rechazo. 

El trabajador estará obligado a someterse al control que efectúe el facultativo designado por la 

Aseguradora tantas veces como razonablemente le sea requerido.” 

Art. 2° — Incorpórase como artículo 6° bis al Decreto N° 717/96, el siguiente: 

“ARTICULO 6° bis.- Para los casos de los incisos b) y c) del artículo 6°, el rechazo de un accidente o de 

una enfermedad profesional deberá estar fundado. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO será la encargada de establecer los recaudos que corresponda considerar para entender que 

el rechazo de la contingencia se encuentra adecuadamente fundado.” 

Art. 3° — Sustitúyese el artículo 10 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 10.- Serán consideradas partes en el procedimiento ante las Comisiones Médicas: los 

trabajadores o sus derechohabientes en caso de fallecimiento, la Aseguradora y el empleador no 

asegurado. Asimismo, podrá intervenir en el procedimiento el empleador asegurado, a su requerimiento, 

conforme lo reglamente la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Las Comisiones Médicas intervendrán en los siguientes casos, y en los demás supuestos que determine 

la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO: 

1) Cuando deba determinarse la Incapacidad Laboral Permanente. 

2) En los casos previstos por el apartado 2° del artículo 20 de la Ley N° 24.557. La Aseguradora deberá 

acreditar ante la Comisión Médica la intimación fehaciente cursada al trabajador para recibir las 

prestaciones en especie, habiéndosele informado en el mismo acto que la negativa injustificada podrá 



acarrear la suspensión de las prestaciones dinerarias. En su defecto, la Aseguradora deberá presentar 

ante la Comisión Médica una declaración escrita firmada por el trabajador en la que expresamente 

manifieste su negativa a recibir las prestaciones en especie. 

3) Cuando existan divergencias con relación a la situación de Incapacidad Laboral Temporaria o de la 

Incapacidad Laboral Permanente. 

4) Cuando la Comisión Médica entienda que es pertinente el otorgamiento de un nuevo período transitorio 

regulado por el apartado 4° del artículo 2° del Anexo del Decreto N° 472 de fecha 1 de abril de 2014. 

5) Cuando la denuncia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional fuere rechazada por la 

Aseguradora, en los supuestos contemplados en los incisos b) y c) del artículo 6° del presente decreto. 

6) Cuando existan divergencias respecto del contenido y el alcance de las prestaciones en especie. 

7) Cuando se rechacen patologías no incluidas en el Listado de Enfermedades Profesionales en los 

supuestos previstos en el inciso b) del apartado 2° del artículo 6° de la Ley N° 24.557, modificado por el 

artículo 2° del Decreto N° 1.278 de fecha 28 de diciembre de 2000.” 

Art. 4° — Sustitúyese el artículo 12 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 12.- El trabajador o sus derechohabientes deberán contar necesariamente con patrocinio 

letrado desde su primera presentación y durante todo el proceso, conforme lo determine la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO establecerá los requisitos necesarios para 

formalizar las solicitudes de intervención ante las Comisiones Médicas. La presentación se efectuará en la 

sede de la Comisión Médica o a través del servicio postal o medio informático que a tal fin habilite la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Las partes deberán constituir, en su primera presentación, un domicilio especial a los efectos del presente 

procedimiento en el ámbito de competencia territorial de la Comisión Médica, donde se tendrán por 

válidas todas las notificaciones que efectúe la respectiva Comisión Médica.” 

Art. 5° — Incorpórase como artículo 12 bis al Decreto N° 717/96, el siguiente: 

“ARTICULO 12 bis.- Cada Comisión Médica y la Comisión Médica Central se constituirán con Secretarios 

Técnicos Letrados designados por la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, que tendrán 

igual jerarquía que los miembros previstos por el artículo 51 de la Ley N° 24.241, modificado por el 

artículo 50 de la Ley N° 24.557. El Secretario Técnico Letrado intervendrá en la emisión del dictamen 

jurídico previo previsto en el apartado 5° del artículo 21 de la Ley N° 24.557 y formulará opinión sobre las 

cuestiones jurídicas sometidas a su consideración.” 

Art. 6° — Sustitúyese el artículo 13 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 13.- Recibida la solicitud de intervención, las partes serán convocadas a una audiencia en la 

sede de la Comisión Médica para el examen médico.” 

Art. 7° — Sustitúyese el artículo 14 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 14.- Cuando el motivo de la solicitud de intervención fuera la divergencia en el contenido y 

alcance de las prestaciones en especie o en el alta, previo a la sustanciación del trámite, la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO dispondrá la derivación del trabajador a un médico 

del citado organismo para que lo examine y evalúe el resultado del tratamiento brindado y la razonabilidad 

de la pretensión. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO realizará las diligencias que 

fueran necesarias a los efectos de resolver la divergencia con la Aseguradora. En caso de no resolverse, 

la Comisión Médica sustanciará el trámite médico dentro de los CINCO (5) días.” 

Art. 8° — Sustitúyese el artículo 16 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 16.- Las partes ofrecerán la prueba de la que intenten valerse, en la oportunidad y en la 

forma que fije la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. Podrá rechazarse la prueba 



ofrecida que se considere manifiestamente improcedente, superflua o meramente dilatoria. Esta decisión 

podrá recurrirse conforme lo prevé el artículo 26 del presente decreto. 

En las resoluciones no se tendrá el deber de expresar la valoración de toda la prueba producida, sino 

únicamente de las que fueren esenciales y decisivas para la resolución.” 

Art. 9° — Sustitúyese el artículo 19 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 19.- De todo lo actuado en la audiencia del artículo 13 se dejará constancia en un acta. La 

Comisión Médica podrá resolver la cuestión planteada dentro de los DIEZ (10) días en el marco de su 

competencia y con los elementos de prueba existentes en el expediente. 

Excepcionalmente, en los casos que defina la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, la 

Comisión Médica podrá ampliar el plazo establecido en el párrafo precedente en TREINTA (30) días.” 

Art. 10. — Sustitúyese el artículo 20 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 20.- Las Comisiones Médicas podrán indicar la realización de estudios complementarios, 

peritaje de expertos y cualquier otra diligencia necesaria, cuando los antecedentes no fueran suficientes 

para emitir resolución. Se establece que serán a cargo de las Aseguradoras, aquellas que no se hubieren 

realizado con la debida diligencia. Caso contrario, se financiarán conforme a lo establecido en el artículo 

15 de la Ley N° 26.425. Cuando las Comisiones Médicas lo consideren necesario para resolver el 

conflicto planteado, podrán solicitar la asistencia de servicios profesionales o de Organismos técnicos 

para que se expidan sobre áreas ajenas a su competencia profesional. Las facultades establecidas en el 

presente artículo serán ejercidas conforme a las disposiciones que establezca la SUPERINTENDENCIA 

DE RIESGOS DEL TRABAJO.” 

Art. 11. — Sustitúyese el artículo 21 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 21.- Las resoluciones del artículo 19 emitidas por las Comisiones Médicas Jurisdiccionales 

deberán ser notificadas a todas las partes. 

Notificado el dictamen de la Comisión Médica Jurisdiccional a las partes, el obligado al pago deberá 

efectuar la notificación prevista por el artículo 4° de la Ley N° 26.773 y el artículo 4° del Anexo del Decreto 

N° 472/2014. 

Cuando la Comisión Médica se pronuncie calificando a una situación de Incapacidad Laboral Permanente 

Total y en los supuestos de fallecimiento del trabajador, la resolución deberá ser notificada también a la 

ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.” 

Art. 12. — Sustitúyese el artículo 25 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 25.- La determinación de una Incapacidad Laboral Permanente Total será recurrible 

conforme al procedimiento establecido en el apartado 3° del artículo 49 de la Ley N° 24.241, por las 

personas mencionadas en dicha ley, el trabajador o la Aseguradora. En tal supuesto, o cuando en el 

recurso de alguna de las partes se pretendiera la determinación de la Incapacidad Permanente Total las 

actuaciones se elevarán a la Comisión Médica Central conforme al procedimiento previsto en la Ley N° 

24.241.” 

Art. 13. — Sustitúyese el artículo 26 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 26.- Las resoluciones de las Comisiones Médicas previstas en el artículo 19, serán 

recurribles por las partes dentro del término de CINCO (5) días de notificadas. Vencido el plazo sin que se 

hubiese deducido recurso alguno, la resolución quedará firme.” 

Art. 14. — Sustitúyese el artículo 27 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 27.- Las Comisiones Médicas Jurisdiccionales concederán el recurso en relación con efecto 

devolutivo. El recurso deberá presentarse por escrito, fundado y contener la crítica concreta y razonada 

de la resolución de la Comisión Médica Jurisdiccional por la que se agravia. No bastará remitirse a 

presentaciones anteriores ni podrá fundar sus pretensiones en hechos no alegados en la instancia 



anterior. De la expresión de agravios se correrá traslado a los interesados por el plazo de CINCO (5) 

días.” 

Art. 15. — Sustitúyese el artículo 28 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 28.- Las Comisiones Médicas Jurisdiccionales deberán elevar las actuaciones dentro de los 

TRES (3) días contados desde el vencimiento del plazo para contestar agravios.” 

Art. 16. — Sustitúyese el artículo 30 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 30.- La Comisión Médica Central ordenará, si lo considerase pertinente, las medidas 

necesarias para resolver el recurso, fijando un plazo máximo para su producción de DIEZ (10) días, 

pudiendo ampliarlo hasta VEINTE (20) días cuando las circunstancias así lo requieran. Sólo podrán 

ofrecerse medidas probatorias que hayan sido denegadas en la instancia anterior. Posteriormente, emitirá 

resolución definitiva en un plazo máximo de TREINTA (30) días, la que se notificará a las partes. Las 

decisiones de la Comisión Médica Central serán recurribles en el plazo de CINCO (5) días de notificadas, 

con efecto devolutivo.” 

Art. 17. — Sustitúyese el artículo 31 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 31.- Dentro de los TRES (3) días computados desde la notificación del acto podrá pedirse 

aclaratoria de la resolución de Comisión Médica Jurisdiccional o Comisión Médica Central cuando exista 

contradicción en su parte dispositiva, o entre su motivación y la parte dispositiva o para suplir cualquier 

omisión sobre alguna o algunas de las peticiones o cuestiones planteadas, siempre que la enmienda no 

altere lo sustancial del acto o decisión. 

La aclaratoria deberá resolverse dentro del plazo de CINCO (5) días. La interposición de la aclaratoria 

interrumpe el plazo de apelación, el cual se computará a partir de la notificación de la resolución del 

recurso de aclaratoria.” 

Art. 18. — Sustitúyese el artículo 33 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 33.- La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO queda facultada para designar 

personal, profesionales médicos y abogados necesarios para cumplir funciones en las Comisiones 

Médicas, con los alcances y modalidades que establezca. De igual forma, podrá dotar a las Comisiones 

Médicas y a la Comisión Médica Central de comisiones técnicas, nacionales o regionales, para que 

dictaminen en los asuntos ajenos a la competencia profesional de sus integrantes. 

Asimismo, la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO establecerá el régimen de 

financiamiento de los gastos de las Comisiones Médicas Jurisdiccionales y de la Comisión Médica 

Central, tomando en consideración la naturaleza del trámite, sea que provenga del Sistema Integrado 

Previsional Argentino o del Sistema de Riesgos del Trabajo.” 

Art. 19. — Sustitúyese el artículo 34 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 34.- Concluida la etapa probatoria, las partes que lo creyeren conveniente tendrán derecho a 

alegar, en la oportunidad y la forma que fije la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO.” 

Art. 20. — Sustitúyese el artículo 36 del Decreto N° 717/96 por el siguiente: 

“ARTICULO 36.- Encomiéndase a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO la 

instrumentación de las medidas necesarias para garantizar a los damnificados o a sus derechohabientes 

el patrocinio letrado previsto en el artículo 12 en forma gratuita.” 

Art. 21. — Incorpórase como artículo 36 bis al Decreto N° 717/96, el siguiente: 

“ARTICULO 36 bis.- A los fines del presente procedimiento todos los plazos expresados se consideran en 

días hábiles administrativos.” 

Art. 22. — Incorpórase como artículo 36 ter al Decreto N° 717/96, el siguiente: 

“ARTICULO 36 ter.- A los efectos del presente procedimiento, las notificaciones a las Aseguradoras y a 

los empleadores, se considerarán fehacientes y legalmente válidas cuando se cursen por la ventanilla 



electrónica establecida por la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO o el medio electrónico 

que en el futuro la reemplace. Las notificaciones a los empleadores que cuenten con CINCO (5) 

empleados o menos, a los trabajadores y a los derechohabientes, se considerarán fehacientes y 

legalmente válidas cuando se cursen por los medios establecidos por la Ley N° 19.549.” 

Art. 23. — Deróganse los artículos 7°, 8°, 15, 24, 29 y 32 del Decreto N° 717/96. 

Art. 24. — El presente decreto entrará en vigencia a partir del primer día del tercer mes posterior al de su 

publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. 

Art. 25. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

FERNÁNDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. Fernández. — Carlos A. Tomada. 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 1278/2000 

Modificación de la ley 24.557 y su modificatoria, con el fin de mejorar las prestaciones que se 

otorgan a los trabajadores damnificados, sin que ello importe afectar el curso y eficacia del 

sistema de seguridad social sobre Riesgos del Trabajo. Amplíase el régimen vigente en materia de 

derechohabientes. Incorporación de mecanismos operativos eficaces en favor de la prevención. 

Aplicación del Fondo para Fines Específicos, creado por el decreto 590/97. 

Bs. As., 28/12/2000. 

Publicado en el Boletín Oficial del 03-ene-2001, número 29558. 

 

Artículo 1º — Sustitúyense los apartados 2, 3, 4 y 5 del artículo 4º de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, 

los que quedarán redactados de la siguiente manera: 

"2. Las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán establecer exclusivamente para cada una de las 

empresas o establecimientos considerados críticos, de conformidad a lo que determine la autoridad de 

aplicación, un plan de acción que contemple el cumplimiento de las siguientes medidas: 

a) La evaluación periódica de los riesgos existentes y su evolución; 

b) Visitas periódicas de control de cumplimiento de las normas de prevención de riesgos del trabajo y del 

plan de acción elaborado en cumplimiento de este artículo; 

c) Definición de las medidas correctivas que deberán ejecutar las empresas para reducir los riesgos 

identificados y la siniestralidad registrada; 

d) Una propuesta de capacitación para el empleador y los trabajadores en materia de prevención de 

riesgos del trabajo. 

Las ART y los empleadores estarán obligados a informar a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo o 

a las Administraciones de Trabajo provinciales, según corresponda, la formulación y el desarrollo del plan 

de acción establecido en el presente artículo, conforme lo disponga la reglamentación. 

3. A los efectos de la determinación del concepto de empresa crítica, la autoridad de aplicación deberá 

considerar especialmente, entre otros parámetros, el grado de cumplimiento de la normativa de higiene y 

seguridad en el trabajo, así como el índice de siniestralidad de la empresa. 

4. La ART controlará la ejecución del plan de acción y estará obligada a denunciar los incumplimientos a 

la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

5. Las discrepancias acerca de la ejecución del plan de acción serán resueltas por la Superintendencia de 

Riesgos del Trabajo." 



Art. 2º — Sustitúyese el apartado 2 del artículo 6º de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará 

redactado de la siguiente manera: 

"2 a) Se consideran enfermedades profesionales aquellas que se encuentran incluidas en el listado que 

elaborará y revisará el Poder Ejecutivo, conforme al procedimiento del artículo 40 apartado 3 de esta ley. 

El listado identificará agente de riesgo, cuadros clínicos, exposición y actividades en capacidad de 

determinar la enfermedad profesional. 

Las enfermedades no incluidas en el listado, como sus consecuencias, no serán consideradas 

resarcibles, con la única excepción de lo dispuesto en los incisos siguientes: 

2 b) Serán igualmente consideradas enfermedades profesionales aquellas otras que, en cada caso 

concreto, la Comisión Médica Central determine como provocadas por causa directa e inmediata de la 

ejecución del trabajo, excluyendo la influencia de los factores atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo. 

A los efectos de la determinación de la existencia de estas contingencias, deberán cumplirse las 

siguientes condiciones: 

i) El trabajador o sus derechohabientes deberán iniciar el trámite mediante una petición fundada, 

presentada ante la Comisión Médica Jurisdiccional, orientada a demostrar la concurrencia de los agentes 

de riesgos, exposición, cuadros clínicos y actividades con eficiencia causal directa respecto de su 

dolencia. 

ii) La Comisión Médica Jurisdiccional sustanciará la petición con la audiencia del o de los interesados así 

como del empleador y la ART; garantizando el debido proceso, producirá las medidas de prueba 

necesarias y emitirá resolución debidamente fundada en peritajes de rigor científico. 

En ningún caso se reconocerá el carácter de enfermedad profesional a la que sea consecuencia 

inmediata, o mediata previsible, de factores ajenos al trabajo o atribuibles al trabajador, tales como la 

predisposición o labilidad a contraer determinada dolencia. 

2 c) Cuando se invoque la existencia de una enfermedad profesional y la ART considere que la misma no 

se encuentra prevista en el listado de enfermedades profesionales, deberá sustanciarse el procedimiento 

del inciso 2b. Si la Comisión Médica Jurisdiccional entendiese que la enfermedad encuadra en los 

presupuestos definidos en dicho inciso, lo comunicará a la ART, la que, desde esa oportunidad y hasta 

tanto se resuelva en definitiva la situación del trabajador, estará obligada a brindar todas las prestaciones 

contempladas en la presente ley. En tal caso, la Comisión Médica Jurisdiccional deberá requerir de 

inmediato la intervención de la Comisión Médica Central para que convalide o rectifique dicha opinión. Si 

el pronunciamiento de la Comisión Médica Central no convalidase la opinión de la Comisión Médica 

Jurisdiccional, la ART cesará en el otorgamiento de las prestaciones a su cargo. Si la Comisión Médica 

Central convalidara el pronunciamiento deberá, en su caso, establecer simultáneamente el porcentaje de 

incapacidad del trabajador damnificado, a los efectos del pago de las prestaciones dinerarias que 

correspondieren. Tal decisión, de alcance circunscripto al caso individual resuelto, no importará la 

modificación del listado de enfermedades profesionales vigente. La Comisión Médica Central deberá 

expedirse dentro de los 30 días de recibido el requerimiento de la Comisión Médica Jurisdiccional. 

2 d) Una vez que se hubiera pronunciado la Comisión Médica Central quedarán expeditas las posibles 

acciones de repetición a favor de quienes hubieran afrontado prestaciones de cualquier naturaleza, contra 

quienes resultaren en definitiva responsables de haberlas asumido." 

Art. 3º — Incorpórase como apartado 4 del artículo 11 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el siguiente 

texto: 

"4. En los supuestos previstos en el artículo 14, apartado 2, inciso "b"; artículo 15, apartado 2; y artículos 

17 y 18, apartados 1 de la presente ley, junto con las prestaciones allí previstas los beneficiarios 

percibirán, además, una compensación dineraria adicional de pago único, conforme se establece a 



continuación: 

a) En el caso del artículo 14, apartado 2, inciso "b", dicha prestación adicional será de PESOS TREINTA 

MIL ($ 30.000). 

b) En los casos de los artículos 15, apartado 2 y del artículo 17, apartado 1), dicha prestación adicional 

será de PESOS CUARENTA MIL ($ 40.000). 

c) En el caso del artículo 18, apartado 1, la prestación adicional será de PESOS CINCUENTA MIL ($ 

50.000)." 

Art. 4º — Sustitúyese el apartado 1 del artículo 12 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará 

redactado de la siguiente manera: 

"1. A los efectos de determinar la cuantía de las prestaciones dinerarias se considera ingreso base la 

cantidad que resulte de dividir la suma total de las remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones, con 

destino al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, devengadas en los DOCE (12) meses 

anteriores a la primera manifestación invalidante, o en el tiempo de prestación de servicio si fuera menor a 

UN (1) año, por el número de días corridos comprendidos en el período considerado." 

Art. 5º — Sustitúyense los apartados 1 y 2 del artículo 13 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, los que 

quedarán redactados de la siguiente manera: "1. A partir del día siguiente a la primera manifestación 

invalidante y mientras dure el período de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT), el damnificado percibirá 

una prestación de pago mensual, de cuantía igual al valor mensual del ingreso base. 

La prestación dineraria correspondiente a los primeros diez días estará a cargo del empleador. Las 

prestaciones dinerarias siguientes estarán a cargo de la ART la que, en todo caso, asumirá las 

prestaciones en especie. 

El pago de la prestación dineraria deberá efectuarse en el plazo y en la forma establecida en la Ley Nº 

20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias para el pago de las remuneraciones a los trabajadores. 

2. El responsable del pago de la prestación dineraria retendrá los aportes y efectuará las contribuciones 

correspondientes a los subsistemas de Seguridad Social que integran el SUSS o los de ámbito provincial 

que los reemplazan, exclusivamente, conforme la normativa previsional vigente debiendo abonar, 

asimismo, las asignaciones familiares." 

Art. 6º — Sustitúyese el artículo 14 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

"1. Producido el cese de la Incapacidad Laboral Temporaria y mientras dure la situación de 

provisionalidad de la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (IPP), el damnificado percibirá una 

prestación de pago mensual cuya cuantía será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el 

porcentaje de incapacidad, además de las asignaciones familiares correspondientes, hasta la declaración 

del carácter definitivo de la incapacidad. 

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Parcial (IPP), el damnificado 

percibirá las siguientes prestaciones: 

a) Cuando el porcentaje de incapacidad sea igual o inferior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) una 

indemnización de pago único, cuya cuantía será igual a CINCUENTA Y TRES (53) veces el valor mensual 

del ingreso base, multiplicado por el porcentaje de incapacidad y por un coeficiente que resultará de 

dividir el número SESENTA Y CINCO (65) por la edad del damnificado a la fecha de la primera 

manifestación invalidante. 

Esta suma en ningún caso será superior a la cantidad que resulte de multiplicar PESOS CIENTO 

OCHENTA MIL ($ 180.000) por el porcentaje de incapacidad. 

b) Cuando el porcentaje de incapacidad sea superior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) e inferior al 

SESENTA Y SEIS POR CIENTO (66%), una Renta Periódica —contratada en los términos de esta ley— 



cuya cuantía será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el porcentaje de incapacidad. 

Esta prestación está sujeta a la retención de aportes de la Seguridad Social y contribuciones para 

asignaciones familiares hasta que el damnificado se encuentre en condiciones de acceder a la jubilación 

por cualquier causa. El valor actual esperado de la renta periódica en ningún caso será superior a PESOS 

CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000). Deberá asimismo adicionarse la prestación complementaria prevista 

en el artículo 11, apartado cuarto de la presente ley.". 

Art. 7º — Sustitúyese el artículo 15 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

"1. Mientras dure la situación de provisionalidad de la Incapacidad Laboral Permanente Total, el 

damnificado percibirá una prestación de pago mensual equivalente al SETENTA POR CIENTO (70%) del 

valor mensual del ingreso base. Percibirá, además, las asignaciones familiares correspondientes, las que 

se otorgarán con carácter no contributivo. 

Durante este período, el damnificado no tendrá derecho a las prestaciones del sistema previsional, sin 

perjuicio del derecho a gozar de la cobertura del seguro de salud que le corresponda, debiendo la ART 

retener los aportes respectivos para ser derivados al Instituto Nacional de Servicios Sociales para 

Jubilados y Pensionados, u otro organismo que brindare tal prestación. 

2. Declarado el carácter definitivo de la Incapacidad Laboral Permanente Total (IPT), el damnificado 

percibirá las prestaciones que por retiro definitivo por invalidez establezca el régimen previsional al que 

estuviere afiliado. 

Sin perjuicio de la prestación prevista por el apartado 4 del artículo 11 de la presente ley, el damnificado 

percibirá, asimismo, en las condiciones que establezca la reglamentación, una prestación de pago 

mensual complementaria a la correspondiente al régimen previsional. Su monto se determinará 

actuarialmente en función del capital integrado por la ART. Ese capital equivaldrá a CINCUENTA Y TRES 

(53) veces el valor mensual del ingreso base, multiplicado por un coeficiente que resultará de dividir el 

número 65 por la edad del damnificado a Ia fecha de la primera manifestación invalidante y no podrá ser 

superior a PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000). 

3. Cuando la Incapacidad Permanente Total no deviniere en definitiva, la ART se hará cargo del capital de 

recomposición correspondiente, definido en la Ley Nº 24.241 (artículo 94) o, en su caso, abonará una 

suma equivalente al régimen provisional a que estuviese afiliado el damnificado." 

Art. 8º — Sustitúyese el artículo 16 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

"1. La percepción de prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Permanente es compatible con el 

desempeño de actividades remuneradas por cuenta propia o en relación de dependencia. 

2. El Poder Ejecutivo Nacional podrá reducir los aportes y contribuciones al Sistema de Seguridad Social, 

correspondientes a supuestos de retorno al trabajo de trabajadores con Incapacidad Laboral Permanente. 

3. Las prestaciones establecidas por esta ley son compatibles con las otras correspondientes al régimen 

previsional a las que el trabajador tuviere derecho, salvo lo previsto en el artículo 15, segundo párrafo del 

apartado 1, precedente". 

Art. 9º — Sustitúyese el artículo 18 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

"1. Los derechohabientes del trabajador accederán a la pensión por fallecimiento prevista en el régimen 

previsional al que estuviera afiliado el damnificado y a las prestaciones establecidas en el segundo 

párrafo del apartado 2 del artículo 15 de esta ley, además de la prevista en su artículo 11, apartado 

cuarto. 

2. Se consideran derechohabientes a los efectos de esta Ley, a las personas enumeradas en el artículo 



53 de la Ley Nº 24.241, quienes concurrirán en el orden de prelación y condiciones allí señaladas. El 

límite de edad establecido en dicha disposición se entenderá extendido hasta los VEINTIUN (21) años, 

elevándose hasta los VEINTICINCO (25) años en caso de tratarse de estudiantes a cargo exclusivo del 

trabajador fallecido. En ausencia de las personas enumeradas en el referido artículo, accederán los 

padres del trabajador en partes iguales; si hubiera fallecido uno de ellos, la prestación será percibida 

íntegramente por el otro. En caso de fallecimiento de ambos padres, la prestación corresponderá, en 

partes iguales, a aquellos familiares del trabajador fallecido que acrediten haber estado a su cargo. La 

reglamentación determinará el grado de parentesco requerido para obtener el beneficio y la forma de 

acreditar la condición de familiar a cargo". 

Art. 10. — Sustitúyese el apartado 1 del artículo 19 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el que quedará 

redactado de la siguiente manera: 

"1. A los efectos de esta ley se considera renta periódica la prestación dineraria, de pago mensual, 

contratada entre el beneficiario y una compañía de seguros de retiro, quienes a partir de la celebración del 

contrato respectivo, serán las únicas responsables de su pago. El derecho a la renta periódica comienza 

en la fecha de la declaración del carácter definitivo de la incapacidad permanente parcial y se extingue 

con la muerte del beneficiario. 

En el caso de las empresas que no se afilien a una ART, dicha prestación deberá ser contratada con una 

entidad de seguro de retiro a elección del beneficiario. Esta, a partir de la celebración del contrato 

respectivo, será la única responsable de su pago." 

Art. 11. — Incorpórase como apartado 5. Del artículo 21 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el 

siguiente texto: 

"5. En lo que respecta específicamente a la determinación de la naturaleza laboral del accidente prevista 

en el inciso a) del apartado 1 de este artículo y siempre que al iniciarse el trámite quedare planteada la 

divergencia sobre dicho aspecto, la Comisión actuante, garantizando el debido proceso, deberá requerir, 

conforme se establezca por vía reglamentaria, un dictamen jurídico previo para expedirse sobre dicha 

cuestión." 

Art. 12. — Sustitúyese el apartado 2, inciso b, del artículo 40 de la Ley Nº 24.557 y su modificatoria, el 

que quedará redactado de la siguiente manera: 

b) listado de enfermedades profesionales previo dictamen de la Comisión Médica Central". 

Art. 13. — Sustitúyese el artículo 1º del Decreto Nº 590/97, el que quedará redactado de la siguiente 

manera: 

Fondo Fiduciario de Enfermedades Profesionales. 

"Créase un fondo consolidado provisional que se denominará FONDO FIDUCIARIO DE 

ENFERMEDADES PROFESIONALES que deberán administrar las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, 

conforme lo establezca la reglamentación, y que servirá como herramienta para asistir al correcto 

funcionamiento del sistema de prestaciones previsto en la Ley Nº 24.557.". 

Art. 14. — Sustitúyese el artículo 2º del Decreto Nº 590/97, el que quedará redactado de la siguiente 

manera: 

"Aplicación. Transitoriamente y hasta tanto se disponga lo contrario, el Fondo Fiduciario de Enfermedades 

Profesionales tendrá los siguientes destinos: 

a) abonar las prestaciones dinerarias correspondientes a hipoacusias perceptivas consideradas según lo 

estipulado en el artículo 6º, apartado 2 a) de la Ley Nº 24.557 y su normativa reglamentaria. 

b) el costo de las prestaciones otorgadas por enfermedades no incluidas en el listado previsto en el 

artículo 6, apartado 2 a) de la Ley Nº 24.557, aunque reconocidas como de naturaleza profesional, 

conforme las disposiciones contenidas en el artículo 6, apartado 2 b) de la misma ley, hasta que resulten 



incluidas en el listado de enfermedades profesionales, se abonará exclusivamente con los recursos del 

Fondo creado por el presente Decreto." 

Art. 15º — Sustitúyese el primer párrafo del artículo 3º del Decreto Nº 590/97, que quedará redactado de 

la siguiente manera: 

"Utilización del Fondo. Al sólo efecto del pago de las prestaciones dinerarias correspondientes a 

hipoacusias perceptivas consideradas según lo estipulado en el artículo 6º, apartado 2 a) de la Ley Nº 

24.557 y su normativa reglamentaria, las aseguradoras podrán utilizar el Fondo Fiduciario de 

Enfermedades Profesionales en una proporción según la fecha en que se abone la prestación dineraria y 

que surgirá de aplicar el factor G que se detalla a continuación, sobre la base de la siguiente tabla.". 

Art. 16. — Sustitúyese el artículo 4º del Decreto Nº 590/97, el que quedará redactado de la siguiente 

manera: 

"Financiamiento. El Fondo Fiduciario de Enfermedades Profesionales se financiará con los siguientes 

recursos: 

a) Una porción de cada alícuota de afiliación percibida en los contratos que se renueven, prorroguen o 

inicien con posterioridad a la fecha del presente Decreto. 

b) La rentabilidad que eventualmente pueda producir la inversión de los mencionados recursos. 

c) El saldo del Fondo para Fines Específicos creado por cada aseguradora de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 1 del presente Decreto en su redacción original (B.O. 4/7/97), que deberá ser 

transferido en el plazo que fije la autoridad de aplicación." 

Art. 17. — Incorpórase a continuación del tercer párrafo del artículo 15 del Decreto Nº 170/96 lo siguiente: 

"El Poder Ejecutivo Nacional deberá incrementar la suma fija indicada en el párrafo precedente en caso 

de que el Fondo para Fines Específicos pudiera resultar deficitario." 

Art. 18. — Deróganse el Decreto Nº 559/97 y el artículo 9 del Decreto Nº 590/97. Déjanse sin efecto todas 

la cláusulas contenidas en la Disposición Final Segunda del artículo 49 de la Ley Nº 24.557 que se 

opongan a lo establecido en el presente. 

Art. 19. — Vigencia 

Las modificaciones introducidas por el presente decreto a las leyes Nº 24.241 y 24.557, entrarán en 

vigencia a partir del primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 20. — Régimen de alícuotas— En razón de las mejoras prestacionales dispuestas por el presente 

Decreto al régimen de la Ley Nº 24.557, las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán requerir a la 

SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION, la aprobación de un nuevo régimen de alícuotas, 

en el plazo de SETENTA Y CINCO (75) días desde la publicación del presente decreto. 

La aprobación del nuevo régimen de alícuotas por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE 

LA NACION se otorgará dentro de los TREINTA (30) días de solicitada. Una vez aprobado dicho régimen, 

será de aplicación a los contratos en vigencia. Durante el plazo de CIENTO VEINTE (120) días desde la 

publicación del presente Decreto, el empleador afiliado no podrá exigir a la Aseguradora de Riesgos del 

Trabajo el mantenimiento de aquella alícuota establecida en el contrato, pero tendrá derecho a rescindir el 

contrato y traspasarse a otra Aseguradora de Riesgos del Trabajo. La presente excepción al artículo 15 

del Decreto Nº 170 de fecha 21 de febrero de 1996, normas complementarias y reglamentarias, sólo será 

de aplicación con motivo de las modificaciones prestacionales introducidas por el presente Decreto. La 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO supervisará la aplicación a los contratos vigentes de 

los nuevos regímenes de alícuotas que apruebe la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA 

NACION. 

Art. 21. — Luego de transcurridos SEIS (6) meses de vigencia del presente Decreto, el Comité Consultivo 

Permanente creado por el artículo 40 de la Ley Nº 24.557, evaluará la evolución del régimen de la ley 



citada a la luz de las modificaciones introducidas por el presente. 

Art. 22. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. DE 

LA RUA — Chrystian G. Colombo — Jorge E. De La Rúa — Hugo Juri Fernández — Federico T. M. 

Storani — Rosa Graciela C. de Fernández Meijide - Patricia Bullrich - José L. Machinea — Héctor J. 

Lombardo — Ricardo H. López Murphy — Adalberto Rodríguez Giavarini 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 410/2001 

Reglamentación de diversos aspectos de la ley 24.557. 

Bs. As., 6/4/2001. 

Publicado en el Boletín Oficial del 17-abr-2001, número 29629. 

 

Artículo 1° — (reglamentario del artículo 4° de la Ley N° 24.557 y sus modificatorias). La 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO se encuentra facultada para determinar los criterios 

y parámetros de calificación de empresas o establecimientos considerados críticos, disponiendo, a tal 

efecto, la implementación de programas especiales sobre prevención de infortunios laborales. La 

mencionada autoridad determinará, asimismo, para los restantes empleadores, la frecuencia y 

condiciones para la realización de las actividades de prevención y control, teniendo en cuenta las 

necesidades de cada uno de los sectores de actividad. 

Art. 2° — (reglamentario de los incisos b) y c) del apartado 2 del artículo 6° de la Ley N° 24.557 y sus 

modificatorias). 

1. A los efectos del trámite previsto en los incisos b) y c) del apartado 2 del artículo 6° de la Ley N° 

24.557, ante el rechazo formulado por la Aseguradora o el Empleador Autoasegurado, las Comisiones 

Médicas deberán valorar en primer término la Tabla de Evaluación de Incapacidades Laborales 

establecida por el Decreto N" 659/96. 

En caso de que las secuelas de dichas enfermedades no se encuentren encuadradas en la Tabla 

mencionada precedentemente, hasta tanto el Comité Consultivo Permanente disponga la pertinente 

incorporación a la misma, las Comisiones Médicas deberán ajustarse a las "Normas para la Evaluación, 

Calificación y Cuantificación del Grado de Invalidez de los Trabajadores Afiliados al Sistema Integrado de 

Jubilaciones y Pensiones" dispuestas en el Decreto N° 478/98. 

2. La petición fundada presentada ante la Comisión Médica Jurisdiccional por el trabajador o sus 

derechohabientes, a los efectos de la determinación de la existencia de una enfermedad profesional, 

deberá estar suscripta por un médico especialista en medicina del trabajo o medicina legal, y contener 

todos los elementos probatorios que permitan establecer que la patología denunciada es el resultado 

directo e inmediato de la exposición a los agentes de riesgo presentes en el trabajo respectivo. 

3. Recibida la solicitud de intervención, la Comisión Médica Jurisdiccional fijará una audiencia dentro de 

los DIEZ (10) días siguientes, notificando fehacientemente al trabajador o sus derecho-habientes, a la 

Aseguradora de Riesgos del Trabajo y al empleador con TRES (3) días de antelación el lugar, día y hora 

para su realización. 

La notificación deberá contener los datos substanciales que permitan determinar la circunstancia que 

motiva la intervención de la comisión médica, la identificación de la parte solicitante y del empleador, la 

intimación a presentar los antecedentes del caso que los nombrados en el párrafo precedente tengan en 

su poder, bajo apercibimiento de resolver la cuestión con los elementos existentes en el expediente. 



4. La Resolución de la Comisión Médica Jurisdiccional deberá ser notificada a las partes y al empleador, 

dentro del plazo de CINCO (5) días de emitida. 

5. En caso de que la Comisión Médica Jurisdiccional denegase la petición fundada, el trabajador o sus 

derechohabientes podrán interponer recurso de apelación por escrito, exclusivamente por ante la 

Comisión Médica Central, dentro del plazo de los DIEZ (10) días siguientes al de la notificación 

respectiva. En dicho supuesto, la Comisión Médica Jurisdiccional elevará las actuaciones a la Comilón 

Médica Central dentro de las SETENTA Y DOS (72) horas contadas desde el vencimiento del plazo para 

apelar. 

6. A los efectos de que convalide o rectifique la resolución que encuadra una enfermedad en los 

presupuestos definidos en el artículo 6° apartado 2 inciso b) de la Ley N° 24.557, la Comisión Médica 

Jurisdiccional deberá requerir, en todos los casos, la intervención de la Comisión Médica Central dentro 

de las SETENTA Y DOS (72) horas contadas desde la emisión de aquélla. 

7. En caso de convalidar el pronunciamiento de la Comisión Médica Jurisdiccional, la Comisión Médica 

Central establecerá el porcentaje de incapacidad del trabajador damnificado, siempre que entienda que 

dicha incapacidad es de tipo permanente, en los términos del apartado 1 del artículo 8° de la Ley N° 

24.557, o haya transcurrido UN (1) año de la primera manifestación invalidante. Si la Comisión Médica 

Central entendiera que se trata de una incapacidad de tipo temporaria, quedará habilitado en el futuro el 

procedimiento regulado en los Capítulos II, III y IV del Decreto N° 717/96. 

8. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO será la encargada de dictar las normas 

complementarias para el procedimiento establecido por el presente. 

Art. 3° — (reglamentario del apartado 4 del artículo 11 de la Ley N° 24.557 y sus modificatorias). La 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO queda facultada para determinar los plazos y 

condiciones para el pago de las prestaciones dinerarias adicionales de pago único contempladas en el 

apartado 4 del artículo 11 de la Ley N° 24.557 y modificatorias. 

Art. 4° — (reglamentario del artículo 15 de la Ley N° 24.557 y sus modificatorias). El INSTITUTO 

NACIONAL DE SERVICIOS SOCIALES PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS, o el organismo provincial 

que corresponda, deberán reglamentar el procedimiento a seguir para la afiliación de los damnificados y 

su grupo familiar, en el término de SESENTA (60) días a partir de la publicación del presente Decreto. 

Art. 5° — (reglamentario del artículo 18 de la Ley N° 24.557 y sus modificatorias). En caso de 

fallecimiento de los padres del trabajador siniestrado, los familiares a cargo de éste con derecho a obtener 

las prestaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 18 de la Ley N° 24.557, serán los siguientes: 

a) Los parientes por consanguinidad en línea descendente, sin límite de grado. 

b) Los parientes por consanguinidad en línea ascendente, sin límite de grado. 

c) Los parientes por consanguinidad en primera línea colateral hasta el tercer grado. 

En los casos de los incisos a) y c), los parientes allí enumerados deberán ser solteros y menores de 

VEINTIUN (21) años. Dicho límite de edad se elevará a VEINTICINCO (25) años, en caso de tratarse de 

estudiantes. 

La precedente limitación de edad no rige si los derechohabientes mencionados en el presente artículo se 

encontraren incapacitados para el trabajo a la fecha de fallecimiento del causante o incapacitados a la 

fecha que cumplieran VEINTIUN (21) años. 

En todos los casos, los parientes enumerados deberán acreditar haber estado a cargo del trabajador 

fallecido. 

Se entiende que el derechohabiente estuvo a cargo del trabajador fallecido cuando concurre en aquél un 

estado de necesidad revelado por la escasez o carencia de recursos personales, y la falta de contribución 

importa un desequilibrio esencial en su economía particular. 



La acreditación deberá efectuarse mediante un Procedimiento Sumarísimo (información Sumaria) previsto 

para las acciones meramente declarativas, de conformidad a como se encuentre regulado en las distintas 

jurisdicciones donde la misma deba acreditarse. 

A los efectos de lo que determina el apartado 2 del artículo 18 de la Ley N° 24.557 y la presente 

reglamentación, deberá entenderse por estudiante a cargo del trabajador fallecido a quien se encuentre 

cursando estudios regulares oficialmente reconocidos por la autoridad pertinente. 

Art. 6° — (reglamentario del apartado 5 del artículo 21 de la Ley N° 24.557 y sus modificatorias). El 

dictamen jurídico previo, en torno a las divergencias planteadas con relación a la naturaleza laboral del 

accidente, debidamente fundadas y deducidas dentro del plazo establecido en el artículo 6°, párrafo 

segundo del Decreto N° 717/96 modificado por el artículo 22 del Decreto N° 491/97, será emitido por el 

órgano que a tal efecto determine la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO. 

Dicho dictamen será emitido en el plazo de QUINCE (15) días a contar desde que la autoridad 

dictaminante reciba el expediente respectivo remitido por la Comisión Médica Jurisdiccional actuante, 

inmediatamente después de celebrada la audiencia prevista en el artículo 13 del Decreto N° 717/96. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO queda facultada para dictar las normas 

complementarias correspondientes. 

Art. 7° — (reglamentario del inciso b del apartado 2 del artículo 40 de la Ley N° 24.557 y sus 

modificatorias). 

La Comisión Médica Central remitirá periódicamente a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO los dictámenes que haya emitido conforme al artículo 6° apartado 2, inciso b) de la Ley N° 

24.557 (modificado por el artículo 2° del Decreto N° 1278/00), a los fines de que ese Organismo proceda 

a su recopilación, evaluación y posterior envío al Comité Consultivo Permanente, adjunto las sugerencias 

y análisis que estime corresponder. 

Art. 8° — (reglamentario del artículo 19 del Decreto N° 1278/00). 

Las modificaciones previstas en el Decreto que se reglamenta serán aplicables a todas las contingencias 

cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir del 1° de marzo de 2001. 

Art. 9° — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — DE 

LA RUA. — Chrystian G. Colombo. — Patricia Bullrich. — Héctor J. Lombardo. 

 

 

 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 1694/2009 

Incrementación de los montos de las Prestaciones Dinerarias. Creación del Registro de 

Prestadores Médico Asistenciales. 

Bs. As., 5/11/2009. 

Publicado en el Boletín Oficial del 06-nov-2009, número 31775. 

 

CAPÍTULO I 

INCREMENTO DE LOS MONTOS DE LAS PRESTACIONES DINERARIAS 

Artículo 1º — Elévanse las sumas de las compensaciones dinerarias adicionales de pago único, previstas 

en el artículo 11, inciso 4, apartados a), b) y c), de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, a PESOS 

OCHENTA MIL ($ 80.000), PESOS CIEN MIL ($ 100.000) y PESOS CIENTO VEINTE MIL ($ 120.000) 

respectivamente. 

Art. 2º — Suprímense los topes previstos en el artículo 14, inciso 2, apartados a) y b), y en el artículo 15, 



inciso 2, último párrafo, respectivamente, de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones. 

Art. 3º — Establécese que la indemnización que corresponda por aplicación del artículo 14, inciso 2, 

apartados a) y b), de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, nunca será inferior al monto que resulte de 

multiplicar PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000.-) por el porcentaje de incapacidad. 

Art. 4º — Establécese que la indemnización que corresponda por aplicación del artículo 15, inciso 2, de la 

Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, nunca será inferior a PESOS CIENTO OCHENTA MIL ($ 180.000.-). 

Art. 5º — Establécese en la suma de PESOS DOS MIL ($ 2.000) la prestación adicional de pago mensual 

prevista en el artículo 17, inciso 2, de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones. 

Art. 6º — Establécese que las prestaciones dinerarias por Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) o 

permanente provisoria mencionadas en el artículo 11, inciso 2, se calcularán, liquidarán y ajustarán de 

conformidad con lo establecido por el artículo 208 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 (t.o. 1976) 

y sus modificatorias. 

La prestación adicional de pago mensual prevista en el artículo 17, inciso 2, de la Ley Nº 24.557 y sus 

modificaciones, se ajustará en la misma proporción en que lo sean las prestaciones del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (SIPA), de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley Nº 24.241, modificado 

por su similar Nº 26.417. 

CAPÍTULO II 

CREACIÓN DEL REGISTRO DE PRESTADORES MÉDICO ASISTENCIALES 

Art. 7º — Créase, en el ámbito y bajo la administración de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL 

TRABAJO (S.R.T.), el Registro de Prestadores Médico Asistenciales de la Ley de Riesgos del Trabajo, en 

el que deberán inscribirse los prestadores y profesionales médico asistenciales, incluyendo a las obras 

sociales a que hace referencia el artículo 26, inciso 7, de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) establecerá la información que deberá 

incluirse en el mencionado registro y relevará la estructura y la complejidad de los establecimientos de los 

prestadores y profesionales médico asistenciales que brinden servicios para una ASEGURADORA DE 

RIESGOS DEL TRABAJO (ART) o un empleador autoasegurado, con el fin de establecer si se 

encuentran en condiciones de otorgar las prestaciones previstas en la Ley Nº 24.557 y sus 

modificaciones, con los estándares mínimos de calidad y especialidad requeridos en la materia, como 

condición de permanencia. 

Los distintos actores del Sistema de Riesgos del Trabajo, por sí o por quienes legalmente los representan, 

tendrán acceso a la nómina de prestadores y profesionales inscriptos en el registro. 

La inscripción en el registro no releva a los prestadores profesionales y obras sociales de contar con las 

matrículas y habilitaciones que se requieran por parte de la autoridad sanitaria y municipal que 

corresponda. 

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES SOBRE EL PAGO DE PRESTACIONES DINERARIAS 

Art. 8º — Exclúyese del Impuesto sobre los Créditos y Débitos en Cuentas Bancarias y Otras Operatorias 

establecido en la Ley Nº 25.413 y sus modificatorias, a los pagos que en concepto de prestaciones 

dinerarias de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, perciban los damnificados como consecuencia de 

una contingencia laboral. 

Art. 9º — Autorízase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL a establecer el 

pago de las prestaciones dinerarias que determina la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, en cuentas 

bancarias abiertas a nombre de cada damnificado, de conformidad con la reglamentación vigente en la 

materia y a regular las situaciones especiales que por el carácter de la prestación o su complejidad no 

permitan o dificulten la aplicación plena de este sistema. 



Art. 10. — El control y supervisión previstos en la Ley sobre Riesgos del Trabajo Nº 24.557 y sus 

modificaciones, al disponerse el pago de las prestaciones dinerarias mediante acreditación en cuenta 

bancaria abierta a nombre del trabajador damnificado, se encontrarán cumplidos a través de la remisión 

por parte del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (B.C.R.A.) a la SUPERINTENDENCIA 

DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) de la información que deberán suministrar las entidades bancarias 

al BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (B.C.R.A) respecto de los depósitos que hagan 

las ASEGURADORAS DE RIESGOS DEL TRABAJO (ART) o los empleadores por cuenta y orden de 

estas últimas para el pago de las mencionadas prestaciones dinerarias. 

A estos fines, el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (B.C.R.A) establecerá las 

condiciones de funcionamiento de las cuentas respectivas. 

Art. 11. — El ejercicio del control y supervisión de su modalidad de cumplimiento por parte de la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.), referido en el artículo anterior, no exime a 

los obligados al pago de las pertinentes obligaciones que en materia de recibo prevé la normativa vigente, 

como así tampoco de las correspondientes notificaciones de puesta a disposición de las prestaciones 

dinerarias, de conformidad con la regulación aplicable. 

CAPÍTULO IV 

MEDIDAS RELATIVAS A LA GESTIÓN Y COBERTURA DE LAS PRESTACIONES 

DEL SISTEMA DE RIESGOS DEL TRABAJO 

Art. 12. — Encomiéndase a la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION (S.S.N.) y a la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) el dictado de las disposiciones necesarias, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, con el objeto de reducir los costos del sistema de la Ley 

sobre Riesgos del Trabajo Nº 24.557 y sus modificaciones, sin por ello afectar la calidad del servicio 

brindado a los trabajadores. 

Asimismo, los citados entes deberán adoptar los recaudos necesarios para que las ASEGURADORAS DE 

RIESGOS DEL TRABAJO (A.R.T), en el diseño de su régimen de alícuotas, ajusten su configuración a los 

indicadores contenidos en el artículo 24 de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, promoviendo 

condiciones favorables para su acceso por parte de las pequeñas empresas y evitando cualquier 

tratamiento diferenciado en su perjuicio. 

Art. 13. — Instrúyese al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, a la 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) y a la SUPERINTENDENCIA DE 

SEGUROS DE LA NACION (S.S.N.) a fin de que adopten las medidas necesarias, en los ámbitos de sus 

respectivas competencias, para impulsar la creación de entidades sin fines de lucro, de seguros mutuos, 

que tengan a su cargo la gestión de las prestaciones y demás acciones previstas en la Ley sobre Riesgos 

de Trabajo, en los términos del artículo 2º y concordantes de la Ley de Entidades de Seguros y su Control 

Nº 20.091 y sus modificatorias y el artículo 42, inciso a), de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones. 

Art. 14. — Instrúyese a la SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION (S.S.N.) para que 

adopte medidas tendientes a la aprobación de líneas de seguro por responsabilidad civil por accidente de 

trabajo y enfermedades laborales que les fueran presentadas por los distintos operadores de la actividad. 

CAPÍTULO V 

DISPOSICIONES FINALES 

Art. 15. — Establécese, a los efectos del artículo 32 de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones, la 

equivalencia del valor Módulo Provisional (MOPRE) en un TREINTA Y TRES POR CIENTO (33%) del 

monto del haber mínimo garantizado, conforme lo previsto en el artículo 13 de la Ley Nº 26.417. 

La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.) publicará el importe actualizado que 

surja de aplicar la equivalencia contenida en el párrafo precedente, en cada oportunidad que la 



ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) proceda a actualizar el monto del 

haber mínimo garantizado, de conformidad con lo previsto en el artículo 8º de la Ley Nº 26.417. 

Art. 16. — Las disposiciones del presente decreto entrarán en vigencia a partir de su publicación en el 

Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones cuya 

primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa fecha. 

Art. 17. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. Fernández. — Carlos A. Tomada. 

 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

LEY 26.773 

RÉGIMEN DE ORDENAMIENTO DE LA REPARACIÓN DE LOS DAÑOS DERIVADOS DE LOS 

ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES. 

Sancionada: Octubre 24 de 2012. 

Promulgada: Octubre 25 de 2012. 

Publicada en el Boletín Oficial del 26-oct-2012, número 32509. 

 

CAPÍTULO I 

ORDENAMIENTO DE LA COBERTURA 

ARTICULO 1º — Las disposiciones sobre reparación de los accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales constituyen un régimen normativo cuyos objetivos son la cobertura de los daños derivados 

de los riesgos del trabajo con criterios de suficiencia, accesibilidad y automaticidad de las prestaciones 

dinerarias y en especie establecidas para resarcir tales contingencias. 

A los fines de la presente, se entiende por régimen de reparación al conjunto integrado por esta ley, por la 

Ley de Riesgos del Trabajo 24.557 y sus modificatorias, por el Decreto 1694/09, sus normas 

complementarias y reglamentarias, y por las que en el futuro las modifiquen o sustituyan. 

ARTICULO 2º — La reparación dineraria se destinará a cubrir la disminución parcial o total producida en 

la aptitud del trabajador damnificado para realizar actividades productivas o económicamente valorables, 

así como su necesidad de asistencia continua en caso de Gran Invalidez, o el impacto generado en el 

entorno familiar a causa de su fallecimiento. 

Las prestaciones médico asistenciales, farmacéuticas y de rehabilitación deberán otorgarse en función de 

la índole de la lesión o la incapacidad determinada. Dichas prestaciones no podrán ser sustituidas en 

dinero, con excepción de la obligación del traslado del paciente. 

 

El derecho a la reparación dineraria se computará, más allá del momento en que se determine su 

procedencia y alcance, desde que acaeció el evento dañoso o se determinó la relación causal adecuada 

de la enfermedad profesional. 

El principio general indemnizatorio es de pago único, sujeto a los ajustes previstos en este régimen. 

ARTICULO 3º — Cuando el daño se produzca en el lugar de trabajo o lo sufra el dependiente mientras se 

encuentre a disposición del empleador, el damnificado (trabajador víctima o sus derechohabientes) 

percibirá junto a las indemnizaciones dinerarias previstas en este régimen, una indemnización adicional 

de pago único en compensación por cualquier otro daño no reparado por las fórmulas allí previstas, 

equivalente al veinte por ciento (20%) de esa suma. 

En caso de muerte o incapacidad total, esta indemnización adicional nunca será inferior a pesos setenta 



mil ($ 70.000). 

(Nota: por art. 4° de la Resolución N° 387/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 7/9/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2016 y el 28/02/2017 inclusive, la 

indemnización adicional de pago único prevista en el presente artículo en caso de muerte o incapacidad 

total no podrá ser inferior a PESOS DOSCIENTOS SEIS MIL SEISCIENTOS DOS ($ 206.602).) 

(Nota: por art. 4° de la Resolución N° 1/3/2016 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 1/3/2016 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2016 y el 31/08/2016 inclusive, la 

indemnización adicional de pago único prevista en el presente artículo en caso de muerte o incapacidad 

total no podrá ser inferior a PESOS CIENTO SETENTA Y OCHO MIL SEISCIENTOS SIETE ($ 178.607).) 

(Nota: Ver art. 6° de la Resolución N° 34/2013 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 24/12/2013 que 

establece nuevos montos para la indemnización que corresponda por aplicación del presente artículo) 

(Nota: por art. 4° de la Resolución N° 3/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 25/02/2014 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2014 y el 31/08/2014 inclusive, la 

indemnización adicional de pago único prevista en el presente artículo en caso de muerte o incapacidad 

total no podrá ser inferior a PESOS NOVENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y TRES ($ 

98.833).) 

(Nota: por art. 4° de la Resolución N° 22/2014 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 03/09/2014 se 

establece para el período comprendido entre el 01/09/2014 y el 28/02/2015 inclusive, la indemnización 

adicional de pago único prevista en el presente artículo en caso de muerte o incapacidad total no podrá 

ser inferior a PESOS CIENTO DIECISIETE MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y TRES ($ 117.493).)  

(Nota: por art. 4° de la Resolución N° 6/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 02/03/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/03/2015 y el 31/08/2015 inclusive, la 

indemnización adicional de pago único prevista en el presente artículo en caso de muerte o incapacidad 

total no podrá ser inferior a PESOS CIENTO TREINTA Y CINCO MIL CIENTO DIECISIETE ($ 135.117).) 

(Nota: por art. 4° de la Resolución N° 28/2015 de la Secretaría de Seguridad Social B.O. 9/9/2015 se 

establece que para el período comprendido entre el 01/09/2015 y el 29/02/2016 inclusive, la 

indemnización adicional de pago único prevista en el presente artículo de la Ley 26.773 en caso de 

muerte o incapacidad total no podrá ser inferior a PESOS CIENTO CINCUENTA Y NUEVE MIL 

CUATROCIENTOS TREINTA ($ 159.430).) 

ARTICULO 4º — Los obligados por la ley 24.557 y sus modificatorias al pago de la reparación dineraria 

deberán, dentro de los quince (15) días de notificados de la muerte del trabajador, o de la homologación o 

determinación de la incapacidad laboral de la víctima de un accidente de trabajo o enfermedad 

profesional, notificar fehacientemente a los damnificados o a sus derechohabientes los importes que les 

corresponde percibir por aplicación de este régimen, precisando cada concepto en forma separada e 

indicando que se encuentran a su disposición para el cobro. 

Los damnificados podrán optar de modo excluyente entre las indemnizaciones previstas en este régimen 

de reparación o las que les pudieran corresponder con fundamento en otros sistemas de responsabilidad. 

Los distintos sistemas de responsabilidad no serán acumulables. 

El principio de cobro de sumas de dinero o la iniciación de una acción judicial en uno u otro sistema 

implicará que se ha ejercido la opción con plenos efectos sobre el evento dañoso. 

Las acciones judiciales con fundamento en otros sistemas de responsabilidad sólo podrán iniciarse una 

vez recibida la notificación fehaciente prevista en este artículo y agotada la vía administrativa mediante la 

resolución de la respectiva comisión médica jurisdiccional o cuando se hubiere vencido el plazo 

legalmente establecido para su dictado. (Párrafo sustituido por art. 15 de la Ley Nº 27.348 B.O. 

24/02/2017). 



La prescripción se computará a partir del día siguiente a la fecha de recepción de esa notificación. 

En los supuestos de acciones judiciales iniciadas por la vía del derecho civil se aplicará la legislación de 

fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil. 

ARTICULO 5º — La percepción de las prestaciones en dinero, sea imputable a la sustitución de salarios 

en etapa de curación (ILT) o sea complementaria por Gran Invalidez, así como la recepción de las 

prestaciones en especie, no implicarán en ningún caso el ejercicio de la opción excluyente prevista en el 

artículo precedente. 

ARTICULO 6º — Cuando por sentencia judicial, conciliación o transacción se determine la reparación con 

fundamento en otros sistemas de responsabilidad, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo (ART) deberá 

depositar en el respectivo expediente judicial o administrativo el importe que hubiera correspondido según 

este régimen, con más los intereses correspondientes, todo lo cual se deducirá, hasta su concurrencia, 

del capital condenado o transado. 

Asimismo, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo (ART) interviniente deberá contribuir en el pago de las 

costas, en proporción a la parte del monto indemnizatorio que le hubiera correspondido respecto del total 

del monto declarado en la condena o pactado en la transacción. 

Si la sentencia judicial resultare por un importe inferior al que hubiera correspondido abonar por aplicación 

de este régimen de reparación, el excedente deberá depositarse a la orden del Fondo de Garantía de la 

ley 24.557 y sus modificatorias. 

ARTICULO 7º — El empleador podrá contratar un seguro aplicable a otros sistemas de responsabilidad 

que puedan ser invocados por los trabajadores damnificados por daños derivados de los riesgos del 

trabajo, en las condiciones que fije la reglamentación que dicte la Superintendencia de Seguros de la 

Nación (SSN). 

ARTICULO 8º — (Artículo derogado por art. 21 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

ARTICULO 9º — Para garantizar el trato igual a los damnificados cubiertos por el presente régimen, los 

organismos administrativos y los tribunales competentes deberán ajustar sus informes, dictámenes y 

pronunciamientos al Listado de Enfermedades Profesionales previsto como Anexo I del Decreto 658/96 y 

a la Tabla de Evaluación de Incapacidades prevista como Anexo I del Decreto 659/96 y sus 

modificatorios, o los que los sustituyan en el futuro. 

CAPÍTULO II 

ORDENAMIENTO DE LA GESTIÓN DEL RÉGIMEN 

ARTICULO 10. — La Superintendencia de Seguros de la Nación (SSN) en forma conjunta con la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT) establecerán los indicadores que las Aseguradoras de 

Riesgos del Trabajo (ART) habrán de tener en cuenta para establecer su régimen de alícuotas, entre los 

cuales se considerarán el nivel de riesgo y la siniestralidad presunta y efectiva; con más una suma fija 

que, por cada trabajador, corresponda integrar al Fondo Fiduciario de Enfermedades Profesionales. 

Entre los citados indicadores se deberá considerar: 

a) El nivel de riesgo se ajustará a categorías que se determinarán de acuerdo al grado de cumplimiento 

de la normativa de higiene y seguridad, y demás parámetros objetivos que la reglamentación establezca. 

b) El rango de alícuotas fijado para cada categoría no podrá superponerse con los rangos de alícuotas 

establecidos para los restantes niveles. 

c) La prohibición de esquemas de bonificaciones y/o alícuotas por fuera del nivel de riesgo establecido. 

d) La prohibición de discriminación directa o indirecta basada en el tamaño de empresa. 

La determinación de la base imponible se efectuará sobre el monto total de las remuneraciones y 

conceptos no remunerativos que declare mensualmente el empleador. 

ARTICULO 11. — El sistema de alícuotas deberá estar sujeto a lo normado por el artículo 26 de la ley 



20.091, sus modificatorias, y disposiciones reglamentarias, y será aprobado por la Superintendencia de 

Seguros de la Nación (SSN). Si transcurridos treinta (30) días corridos de la presentación efectuada por la 

Aseguradora de Riesgos del Trabajo (ART) el organismo de control no hubiera notificado objeción o 

rechazo alguno, el régimen se considerará aprobado. 

Una vez transcurrido un (1) año desde la incorporación de la alícuota al contrato del empleador, la 

Aseguradora de Riesgos del Trabajo (ART) podrá modificarla dentro del régimen de alícuotas aprobado 

por la Superintendencia de Seguros de la Nación (SSN) y previo aviso de manera fehaciente con sesenta 

(60) días de anticipación al empleador. En este supuesto, el empleador podrá optar por continuar con el 

contrato de afiliación y la nueva alícuota o cambiar de Aseguradora de Riesgos del Trabajo (ART). 

Cuando el empleador tuviera la obligación legal de ajustarse a un sistema de contrataciones por 

licitaciones públicas, dicho plazo se extenderá a seis (6) meses. 

ARTICULO 12. — A los fines de una adecuada relación entre el valor de la cuota y la siniestralidad del 

empleador, la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT) pondrá a disposición de las Aseguradoras 

de Riesgos del Trabajo (ART) toda la información sobre siniestralidad registrada en cada uno de los 

establecimientos de los empleadores incluidos en el ámbito de aplicación del régimen. 

ARTICULO 13. — Transcurrido dos (2) años de la vigencia de la presente, la Superintendencia de 

Seguros de la Nación (SSN), en forma conjunta con la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT), 

podrán establecer nuevos indicadores para la fijación del sistema de alícuotas por parte de las 

Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (ART), orientados a reflejar la vinculación entre las cuotas y la 

siniestralidad efectiva y presunta, así como los niveles de cumplimiento de la normativa de higiene y 

seguridad. 

Podrán considerar a tales efectos: alícuotas básicas, un componente de proporcionalidad entre la 

actividad económica principal y la de mayor riesgo que realice el empleador afiliado, suplementos o 

reducciones proporcionalmente relacionados tanto con el nivel de incumplimientos del empleador a la 

normativa vigente en materia de higiene y seguridad, como con los índices de siniestralidad. 

La Superintendencia de Seguros de la Nación (SSN), en forma conjunta con la Superintendencia de 

Riesgos del Trabajo (SRT), podrán fijar un sistema de alícuotas uniformes por colectivo cubierto, que sólo 

reconocerá variaciones de acuerdo al nivel de riesgo probable y efectivo. 

ARTICULO 14. — Para el supuesto de cobertura de la reparación fundada en otros sistemas de 

responsabilidad, por lo que exceda de lo cubierto en el presente régimen, deberán establecerse 

separadamente las primas para hacer frente a la misma, conforme a las normas que rigen en la materia, 

fijadas por la Superintendencia de Seguros de la Nación (SSN). 

ARTICULO 15. — Los empleadores tendrán derecho a recibir de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo 

(ART) a la que se encuentren afiliados, información respecto del sistema de alícuotas, de las prestaciones 

y demás acciones que este régimen pone a cargo de aquélla. 

ARTICULO 16. — Las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (ART) deberán limitar su presupuesto en 

gastos de administración y otros gastos no prestacionales al porcentaje que establezcan conjuntamente la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT) y la Superintendencia de Seguros de la Nación (SSN), el 

que no podrá superar el veinte por ciento (20%) de los ingresos que les correspondan para ese seguro. 

Dentro de ese importe, podrán asignar a gastos de comercialización o intermediación en la venta del 

seguro hasta el cinco por ciento (5%) del total. 

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 17. — 

1. Deróganse los artículos 19, 24 y los incisos 1, 2 y 3 del artículo 39 de la ley 24.557 y sus modificatorias. 



Las prestaciones indemnizatorias dinerarias de renta periódica, previstas en la citada norma, quedan 

transformadas en prestaciones indemnizatorias dinerarias de pago único, con excepción de las 

prestaciones en ejecución. 

2. A los efectos de las acciones judiciales previstas en el artículo 4° último párrafo de la presente ley, será 

competente en la Capital Federal la Justicia Nacional en lo Civil. 

Invítase a las provincias para que determinen la competencia de esta materia conforme el criterio 

establecido precedentemente. 

3. En las acciones judiciales previstas en el artículo 4° último párrafo de la presente ley, resultará de 

aplicación lo dispuesto por el artículo 277 de la ley 20.744. Asimismo, se deberá considerar como monto 

del proceso a todos los efectos de regulaciones de honorarios e imposición de costas, la diferencia entre 

el capital de condena y aquel que hubiera percibido el trabajador —tanto en dinero como en especie— 

como consecuencia del régimen de reparación contenido en esta ley, no siendo admisible el pacto de 

cuota litis. 

4. A los fines del depósito contemplado en el artículo 6° primer párrafo de la presente ley, en sede judicial 

se aplicarán los intereses a la tasa dispuesta en la sentencia desde la exigibilidad de cada crédito. En 

sede administrativa, el depósito se hará en un fondo especial administrado por la Superintendencia de 

Riesgos del Trabajo (SRT), aplicándose los intereses a la tasa prevista para la actualización de créditos 

laborales. 

5. Las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero y en especie de esta ley entrarán en vigencia 

a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la ley 24.557 

y sus modificatorias, cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa fecha. 

6. (Apartado derogado por art. 21 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

7. Las disposiciones atinentes al importe y actualización de las prestaciones adicionales por Gran 

Invalidez entrarán en vigencia a partir de la publicación en el Boletín Oficial de la presente, con 

independencia de la fecha de determinación de esa condición. 

ARTICULO 17 bis - Determínase que sólo las compensaciones adicionales de pago único, incorporadas 

al artículo 11 de la ley 24.557 y sus modificatorias, y los importes mínimos establecidos en el decreto 

1694/09, se deberán incrementar conforme la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles 

Promedio de los Trabajadores Estables), desde el 1° de enero de 2010 y hasta la fecha de la primera 

manifestación invalidante de la contingencia considerando la última variación semestral del RIPTE de 

conformidad con la metodología prevista en la ley 26.417. 

(Artículo incorporado por art. 16 de la Ley Nº 27.348 B.O. 24/02/2017) 

ARTICULO 18. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 

VEINTICUATRO DIAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL DOCE. 

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.773 — 

JULIAN A. DOMINGUEZ. — AMADO BOUDOU. — Juan H. Estrada. — Gervasio Bozzano. 

Antecedentes Normativos: 

- Artículo 8º derogado por art. 21 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 17, Apartado 6 derogado por art. 21 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir 

del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 17 bis incorporado por art. 15 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial; 

- Artículo 4º, párrafo cuarto sustituido por art. 14 del Decreto N° 54/2017 B.O. 23/1/2017. Vigencia: a partir 



del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial. 

 

 

RIESGOS DEL TRABAJO 

DECRETO 472/2014 

Aprueba la reglamentación de la ley 26.773. 

Bs. As., 1/4/2014. 

Publicado en el Boletín Oficial del 11-abr-2014, número 32864. 

 

Artículo 1° — Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 26.773; la que como ANEXO forma parte 

integrante del presente decreto. 

Art. 2° — Facúltase a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO a dictar las normas 

complementarias necesarias para la aplicación del presente decreto, y a regular la adecuación de las 

situaciones especiales establecidas en el artículo 45 de la Ley Nº 24.557 y sus modificatorias, al régimen 

creado por la Ley Nº 26.773. 

Art. 3° — Las disposiciones del presente decreto, en lo que corresponda, serán de aplicación a las 

contingencias referidas en el artículo 17, apartado 5, de la Ley Nº 26.773. 

Art. 4° — La presente medida entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 5° — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — 

FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Jorge M. Capitanich. — Carlos A. Tomada. 

ANEXO 

REGLAMENTACIÓN DE LA LEY Nº 26.773 DE ORDENAMIENTO DE LA REPARACIÓN DE LOS 

DAÑOS DERIVADOS DE LOS ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES 

ARTICULO 1°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 2°.- PRESTACIONES DINERARIAS: 

1. Considérase que a partir de la entrada en vigencia de la Ley Nº 26.773, para las contingencias 

posteriores a la misma, la Incapacidad Laboral Permanente no tendrá situación de provisionalidad. 

2. Los damnificados con Incapacidad Laboral Permanente superior al CINCUENTA POR CIENTO (50%) e 

inferior al SESENTA Y SEIS POR CIENTO (66%) percibirán una prestación de pago único calculada 

según la fórmula del artículo 14, apartado 2, inciso a) de la Ley Nº 24.557 que no podrá ser inferior al piso 

indemnizatorio instituido por el Decreto Nº 1.694 de fecha 5 de noviembre de 2009, este último con el 

ajuste previsto en el artículo 8° de la ley que se reglamenta. 

A esa reparación se agregarán las prestaciones previstas en los artículos 3° de la Ley Nº 26.773, y 11, 

inciso 4, apartado a) de la Ley Nº 24.557 y su actualización. 

Los demás montos indemnizatorios en concepto de Incapacidad Laboral Permanente y muerte del 

damnificado, se deberán calcular considerando las fórmulas establecidas para cada uno de ellos en la Ley 

Nº 24.557 y sus modificaciones, y los pisos mínimos establecidos en el Decreto Nº 1.694 de fecha 5 de 

noviembre de 2009 y su actualización. 

3. La prestación adicional por Gran Invalidez deberá continuar abonándose en forma mensual. 

4. En los casos en que el daño sufrido por el trabajador le impida la realización de sus tareas habituales 

más allá del plazo máximo previsto en el artículo 7°, apartado 2, inciso c) de la Ley Nº 24.557, y no haya 

certeza del grado de disminución de la capacidad laborativa del mismo, la Aseguradora solicitará a los 

organismos competentes el otorgamiento de un nuevo período transitorio de hasta un máximo de DOCE 

(12) meses. El obligado al pago deberá abonar una prestación dineraria de cuantía y condiciones iguales 

a la que efectivizaba en concepto de Incapacidad Laboral Temporaria. Durante esta última etapa, el 



trabajador no devengará remuneraciones de su empleador. Dicho período podrá ser reducido si con 

anterioridad se hubiese sustanciado el trámite pertinente para establecer la Incapacidad Laboral 

Permanente ante los organismos competentes. 

Si al vencimiento del plazo de UN (1) año antes descripto, la Aseguradora no sustanció la solicitud de 

extensión ante los organismos competentes, se entenderá que poseía suficiente certeza sobre el grado 

de disminución de la capacidad laborativa del trabajador damnificado. En este caso, además de continuar 

con los pagos conforme lo establecido en el párrafo anterior, la aseguradora deberá abonar los intereses 

previstos en el artículo 1° de la Resolución de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO Nº 

2.524 de fecha 26 de diciembre de 2005 o la que en el futuro la modifique o complemente, desde el cese 

de la Incapacidad Laboral Temporaria, por el transcurso del año, hasta la fecha de emisión del dictamen o 

conclusión médica; respecto de la prestación dineraria de pago único, según el grado de Incapacidad 

Laboral Permanente que determinen los organismos competentes. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente, la Aseguradora que no sustancie la solicitud de 

extensión en tiempo y forma será pasible de las sanciones previstas en el artículo 32, apartado 1 de la 

Ley Nº 24.557 y sus modificaciones. 

ARTICULO 3°.- INDEMNIZACION ADICIONAL DE PAGO UNICO: 

En los casos de Incapacidad Laboral Permanente o Muerte del damnificado, la indemnización adicional de 

pago único prevista en el artículo 3° de la Ley Nº 26.773 consistirá en una suma equivalente al VEINTE 

POR CIENTO (20%), calculada sobre la base de las indemnizaciones determinadas conforme al 

procedimiento establecido en los párrafos primero y tercero del punto 2 del artículo anterior, más las 

compensaciones adicionales de pago único incorporadas al artículo 11 de la Ley Nº 24.557 y sus 

modificaciones, cuando así corresponda. 

ARTICULO 4°.- PLAZO DE PAGO: 

1. El plazo de QUINCE (15) días previsto legalmente para los obligados al pago de la reparación dineraria 

se deberá considerar en días corridos. En caso de fallecimiento del trabajador, dicho plazo se contará 

desde la acreditación del carácter de derecho habiente. 

2. Notificado el acto que establece la Incapacidad Laboral Permanente, el obligado al pago realizará la 

correspondiente transferencia monetaria a una institución bancaria del domicilio constituido por el 

damnificado a los fines de percibir el pago único o, en su defecto, a una institución bancaria de la 

localidad del domicilio real del damnificado. 

Asimismo, se deberá notificar en forma fehaciente al trabajador damnificado o a sus derechohabientes 

sobre la puesta a disposición de las indemnizaciones, con una antelación de TRES (3) días al vencimiento 

del pago. También se deberá precisar cada concepto indemnizatorio en forma separada y hacer saber 

que el cobro total o parcial en dicha instancia implica optar por las indemnizaciones previstas en este 

régimen de reparación, respecto de las que le pudieren corresponder con fundamento en otros sistemas 

de responsabilidad. 

3. La SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO dictará las normas complementarias 

tendientes a establecer las condiciones necesarias para que el damnificado o sus derechohabientes 

tengan pleno conocimiento de sus derechos con anterioridad al momento de percepción de las 

indemnizaciones previstas en este régimen. 

ARTICULO 5°.- PRESTACIONES DINERARIAS EN CURSO: 

El cobro de las prestaciones en dinero por Incapacidad Laboral Permanente en situación de 

provisionalidad que se encuentren en ejecución y cuya Primera Manifestación Invalidante se haya 

producido con antelación a la entrada en vigencia de la Ley Nº 26.773, no implica el ejercicio de la opción 

excluyente prevista en su artículo 4°. 



ARTICULO 6°.- CONTROL DE PAGOS: 

Cuando el obligado al pago deba efectuar el depósito previsto en el párrafo primero del artículo 6° de la 

Ley Nº 26.773, deberá informar dicha situación a la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO 

para que ésta pueda ejercer las acciones de supervisión y control propias de su competencia. 

ARTICULO 7°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 8°.- AJUSTE DE LAS COMPENSACIONES ADICIONALES DE PAGO UNICO Y DE LOS 

PISOS MINIMOS: 

Facúltase a la SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL para que establezca los parámetros técnicos y metodologías de ajuste de las 

compensaciones dinerarias adicionales de pago único y de los pisos mínimos que integran el régimen de 

reparación. 

ARTICULO 9°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 10.- REGIMEN DE ALICUOTAS: 

Las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo deberán utilizar el régimen autorizado actualmente por la 

SUPERINTENDENCIA DE SEGUROS DE LA NACION, hasta tanto se regule el nuevo régimen de 

alícuotas, sin perjuicio del ajuste que deban efectuar sobre el tope de gastos establecido en el artículo 16 

de la Ley Nº 26.773. 

ARTICULO 11.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 12.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 13.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 14.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 15.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 16.- GASTOS DE LAS ASEGURADORAS DE RIESGOS DEL TRABAJO: 

1. El gasto de comercialización o intermediación de cualquier naturaleza en la venta del seguro por parte 

de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, por contrato, no podrá superar el CINCO POR CIENTO (5%) 

del monto de la cuota de afiliación. El porcentaje aludido no incluye el Impuesto al Valor Agregado. 

El gasto de administración y otros gastos no prestacionales, limitados al VEINTE POR CIENTO (20%), no 

incluyen los gastos de prevención, los cuales se consideran prestacionales. 

2. El incumplimiento por parte de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo de lo establecido en el artículo 

que se reglamenta, como así también en el presente artículo, será pasible de las sanciones previstas en 

el artículo 32, apartado 1 de la Ley Nº 24.557 y sus modificaciones. 

Asimismo, el incumplimiento por parte de los productores asesores de las disposiciones del presente 

artículo, será pasible de las sanciones establecidas en el Capítulo VII de la Ley Nº 22.400. 

ARTICULO 17.- DISPOSICION GENERAL: 

Determínase que sólo las compensaciones adicionales de pago único, incorporadas al artículo 11 de la 

Ley Nº 24.557, sus modificatorias, y los pisos mínimos establecidos en el Decreto Nº 1.694/09, se deben 

incrementar conforme la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles Promedio de los 

Trabajadores Estables), desde el 1° de enero de 2010 hasta la fecha de entrada en vigencia de la Ley Nº 

26.773, considerando la última variación semestral del RIPTE, de conformidad a la metodología prevista 

en la Ley Nº 26.417. 
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TÍTULO I 

DE LAS COMISIONES MÉDICAS 

ARTÍCULO 1° — Dispónese que la actuación de las comisiones médicas jurisdiccionales creadas por el 

artículo 51 de la ley 24.241 y sus modificatorias, constituirá la instancia administrativa previa, de carácter 

obligatorio y excluyente de toda otra intervención, para que el trabajador afectado, contando con el debido 

patrocinio letrado, solicite la determinación del carácter profesional de su enfermedad o contingencia, la 

determinación de su incapacidad y las correspondientes prestaciones dinerarias previstas en la Ley de 

Riesgos del Trabajo. 

Será competente la comisión médica jurisdiccional correspondiente al domicilio del trabajador, al lugar de 

efectiva prestación de servicios por el trabajador o, en su defecto, al domicilio donde habitualmente aquel 

se reporta, a opción del trabajador y su resolución agotará la instancia administrativa. 

Los trabajadores vinculados por relaciones laborales no registradas con empleadores alcanzados por lo 

estatuido en el apartado primero del artículo 28 de la ley 24.557 no están obligados a cumplir con lo 

dispuesto en el presente artículo y cuentan con la vía judicial expedita. 

Los honorarios profesionales que correspondan por patrocinio letrado y demás gastos en que incurra el 

trabajador a consecuencia de su participación ante las comisiones médicas estarán a cargo de la 

respectiva aseguradora de riesgos del trabajo (A.R.T.). 

ARTÍCULO 2° — Una vez agotada la instancia prevista en el artículo precedente las partes podrán 

solicitar la revisión de la resolución ante la Comisión Médica Central. 

El trabajador tendrá opción de interponer recurso contra lo dispuesto por la comisión médica jurisdiccional 

ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, según corresponda al domicilio de la comisión médica que intervino. 

La decisión de la Comisión Médica Central será susceptible de recurso directo, por cualquiera de las 

partes, el que deberá ser interpuesto ante los tribunales de alzada con competencia laboral o, de no 

existir éstos, ante los tribunales de instancia única con igual competencia, correspondientes a la 

jurisdicción del domicilio de la comisión médica jurisdiccional que intervino. 

Los recursos interpuestos procederán en relación y con efecto suspensivo, a excepción de los siguientes 

casos, en los que procederán con efecto devolutivo: 

a) cuando medie apelación de la aseguradora de riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central en 

el caso previsto en el artículo 6°, apartado 2, punto c) de la ley 24.557, sustituido por el artículo 2° del 

decreto 1278/2000; 

b) cuando medie apelación de la aseguradora de riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central en 

caso de reagravamiento del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional. 

El recurso interpuesto por el trabajador atraerá al que eventualmente interponga la aseguradora de 

riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central y la sentencia que se dicte en instancia laboral 

resultará vinculante para todas las partes. 

Los decisorios que dicten las comisiones médicas jurisdiccionales o la Comisión Médica Central que no 

fueren motivo de recurso alguno por las partes así como las resoluciones homologatorias, pasarán en 

autoridad de cosa juzgada administrativa en los términos del artículo 15 de la ley 20.744 (t.o. 1976). 

Las resoluciones de la respectiva comisión médica jurisdiccional y de la Comisión Médica Central deberán 

ser notificadas a las partes y al empleador. 



Para todos los supuestos, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 9° de la ley 26.773. 

Todas las medidas de prueba producidas en cualquier instancia serán gratuitas para el trabajador. 

En todos los casos los peritos médicos oficiales que intervengan en las controversias judiciales que se 

susciten en el marco de la ley 24.557 y sus modificatorias deberán integrar el cuerpo médico forense de la 

jurisdicción interviniente o entidad equivalente que lo reemplace y sus honorarios no serán variables ni 

estarán vinculados a la cuantía del respectivo juicio y su regulación responderá exclusivamente a la labor 

realizada en el pleito. 

En caso que no existieren profesionales que integren los cuerpos médicos forenses en cantidad suficiente 

para intervenir con la celeridad que el trámite judicial lo requiera como peritos médicos, los tribunales 

podrán habilitar mecanismos de inscripción de profesionales médicos que expresamente acepten los 

parámetros de regulación de sus honorarios profesionales conforme lo previsto en el párrafo precedente. 

No podrán ser objeto de pactos de cuota litis los procesos judiciales que se sustancien en el marco del 

presente Título. 

ARTÍCULO 3° — Créase el Servicio de Homologación en el ámbito de las comisiones médicas 

jurisdiccionales, el cual tendrá las funciones y operará según el procedimiento establecido en el Anexo I 

de la presente. 

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo dictará las normas del procedimiento de actuación ante las 

comisiones médicas jurisdiccionales y la Comisión Médica Central. 

La comisión médica jurisdiccional deberá expedirse dentro de los sesenta (60) días hábiles 

administrativos, contados a partir de la primera presentación debidamente cumplimentada y la 

reglamentación establecerá los recaudos a dichos efectos. 

Dicho plazo será prorrogable por cuestiones de hecho relacionadas con la acreditación del accidente de 

trabajo o de la enfermedad profesional, debidamente fundadas. 

Todos los plazos resultarán perentorios y su vencimiento dejará expedita la vía prevista en el artículo 2° 

de la presente ley. 

La demora injustificada que pudiere imputarse a la respectiva comisión médica jurisdiccional hará incurrir 

en falta grave a los responsables. 

ARTÍCULO 4° — Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir al presente 

Título. 

La adhesión precedentemente referida, importará la delegación expresa a la jurisdicción administrativa 

nacional de la totalidad de las competencias necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en los 

artículos 1°, 2° y 3° del presente y en el apartado 1 del artículo 46 de la ley 24.557 y sus modificatorias, 

así como la debida adecuación, por parte de los Estados provinciales adherentes, de la normativa local 

que resulte necesaria. 

TÍTULO II 

DEL AUTOSEGURO PÚBLICO PROVINCIAL 

ARTÍCULO 5° — Créase el Autoseguro Público Provincial destinado a que las provincias y sus municipios 

y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires puedan autoasegurar los riesgos del trabajo definidos en la ley 

24.557 y sus modificatorias, respecto de los regímenes de empleo público provincial y municipal, de 

acuerdo a lo que establezca la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Para acceder al Autoseguro Público Provincial, cada jurisdicción deberá garantizar la existencia de una 

estructura suficiente para el adecuado otorgamiento de las prestaciones en especie de la ley 24.557 y sus 

modificatorias, de acuerdo a las condiciones y requisitos que establezca la Superintendencia de Riesgos 

del Trabajo. 

Las prestaciones dinerarias deberán ser administradas mediante un régimen de gestión económica y 



financiera separado del que corresponda a la contabilidad general provincial. 

El Autoseguro Público Provincial deberá integrarse al sistema de registros y establecer para cada 

dependencia o establecimiento con riesgo crítico, de conformidad con lo que determine la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo, un plan de acción específico. 

Los autoasegurados públicos provinciales tendrán idénticas obligaciones que las Aseguradoras de 

Riesgos del Trabajo y los empleadores autoasegurados en materia de reportes e integración al Registro 

Nacional de Incapacidades, según determine la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

El autoseguro público de cada provincia podrá admitir la incorporación de sus municipios, los que pasarán 

a integrar el Autoseguro Público Provincial de la respectiva provincia. 

ARTÍCULO 6° — Los empleadores que opten por el régimen de Autoseguro Público Provincial deberán: 

a) Inscribirse en un registro que se creará específicamente a tal efecto, cuya forma y contenido 

determinará la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

b) Cumplir con las obligaciones y procedimientos que la ley 24.557 y sus modificatorias ponen a cargo de 

los empleadores y de las aseguradoras de riesgos del trabajo, en los términos que establezca la 

Superintendencia de Riesgos del Trabajo con la excepción de la afiliación, del aporte al Fondo de 

Reserva de la ley 24.557 y sus modificatorias y de toda otra obligación incompatible con dicho régimen. 

ARTÍCULO 7° — El incumplimiento por parte de los empleadores que opten por el régimen de 

Autoseguro Público Provincial de las obligaciones a su cargo, será pasible de las sanciones dispuestas en 

el artículo 32 de la ley 24.557 y sus modificatorias, sin perjuicio de las previstas en el Libro 2°, Título XI, 

Capítulo VII del Código Penal. 

ARTÍCULO 8° — Estará a cargo de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo: 

a) Supervisar y fiscalizar a los empleadores incorporados al Autoseguro Público Provincial en cuanto al 

otorgamiento de las prestaciones dinerarias y en especie vinculadas al sistema de riesgos del trabajo; 

b) Establecer los programas de prevención para los empleadores incorporados al Autoseguro Público 

Provincial. 

ARTÍCULO 9° — Incorpórase como miembros del Comité Consultivo Permanente creado por el artículo 

40 de la ley 24.557 y sus modificatorias, a dos (2) representantes de las jurisdicciones que hayan optado 

por el régimen de Autoseguro Público Provincial, los que se integrarán a la representación del sector 

gubernamental. 

TÍTULO III 

DISPOSICIONES DE ORDENAMIENTOS DEL SISTEMA SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO 

ARTÍCULO 10. — Sustitúyese el artículo 7° de la ley 24.557 por el siguiente texto: 

Artículo 7° — Incapacidad Laboral Temporaria. 

1. Existe situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) cuando el daño sufrido por el trabajador le 

impida temporariamente la realización de sus tareas habituales. 

2. La situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) cesa por: 

a) Alta médica; 

b) Declaración de Incapacidad Laboral Permanente (ILP); 

c) Transcurso de dos (2) años desde la primera manifestación invalidante; 

d) Muerte del damnificado. 

3. Si el trabajador damnificado, dentro del plazo previsto en el inciso c) del apartado anterior, se hubiera 

reincorporado al trabajo y volviera a estar de baja por idéntico accidente o enfermedad profesional, su 

situación de Incapacidad Laboral Temporaria (ILT) continuará hasta el alta médica, declaración de 

Incapacidad Laboral Permanente, en caso de corresponder, su deceso o hasta completar dos (2) años 

efectivos de baja, sumándose todos los períodos en los cuales se hubiera visto impedido de trabajar. 



ARTÍCULO 11. — Sustitúyese el artículo 12 de la ley 24.557 por el siguiente texto: 

Artículo 12: Ingreso base. Establécese, respecto del cálculo del monto de las indemnizaciones por 

incapacidad laboral definitiva o muerte del trabajador, la aplicación del siguiente criterio: 

1°. A los fines del cálculo del valor del ingreso base se considerará el promedio mensual de todos los 

salarios devengados —de conformidad con lo establecido por el artículo 1° del Convenio N° 95 de la 

OIT— por el trabajador durante el año anterior a la primera manifestación invalidante, o en el tiempo de 

prestación de servicio si fuera menor. Los salarios mensuales tomados a fin de establecer el promedio se 

actualizarán mes a mes aplicándose la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles Promedio 

de los Trabajadores Estables). 

2°. Desde la fecha de la primera manifestación invalidante y hasta el momento de la liquidación de la 

indemnización por determinación de la incapacidad laboral definitiva, deceso del trabajador u 

homologación, el monto del ingreso base devengará un interés equivalente al promedio de la tasa activa 

cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco de la Nación Argentina. 

3°. A partir de la mora en el pago de la indemnización será de aplicación lo establecido por el artículo 770 

del Código Civil y Comercial acumulándose los intereses al capital, y el producido devengará un interés 

equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del 

Banco de la Nación Argentina, hasta la efectiva cancelación. 

ARTÍCULO 12. — Incorpórase como apartado 6 del artículo 27 de la ley 24.557 el siguiente texto: 

6. La Aseguradora de Riesgos del Trabajo podrá extinguir el contrato de afiliación de un empleador en 

caso que se verifique la falta de pago de dos (2) cuotas mensuales, consecutivas o alternadas, o la 

acumulación de una deuda total equivalente a dos (2) cuotas, tomando como referencia la de mayor valor 

en el último año. La extinción del contrato deberá ajustarse a los requisitos, modalidades y plazos que 

determine la reglamentación. A partir de la extinción, el empleador se considerará no asegurado y estará 

en la situación prevista en el apartado 1 del artículo 28 de esta ley. Sin perjuicio de ello, la aseguradora 

deberá otorgar prestaciones en especie, con los alcances previstos en el Capítulo V de esta ley, por las 

contingencias ocurridas dentro de los tres (3) meses posteriores a la extinción por falta de pago. La 

aseguradora podrá repetir del empleador el costo de las prestaciones otorgadas conforme lo dispuesto en 

el párrafo anterior. 

ARTÍCULO 13. — Sustitúyese el texto del artículo 37 de la ley 24.557 (reemplazado por el artículo 74 de 

la ley 24.938) por el siguiente: 

Artículo 37: Financiamiento. Los gastos de los entes de supervisión y control serán financiados por las 

Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, los empleadores autoasegurados públicos provinciales y los 

empleadores autoasegurados, conforme aquellos entes lo determinen. 

En ningún supuesto dicha contribución podrá superar: 

a) En el caso de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo, el uno coma cuatro por ciento (1,4 %) del total 

de los importes percibidos por cuotas de contratos de afiliación. 

b) En el caso de los empleadores públicos autoasegurados y los empleadores autoasegurados, el cero 

coma cinco por mil (0,5‰) de su masa salarial promedio de los últimos seis (6) meses. 

ARTÍCULO 14. — Sustitúyese el primer apartado del artículo 46 de la ley 24.557 por el siguiente texto: 

Artículo 46: Competencia judicial. 

1. Una vez agotada la instancia prevista ante las comisiones médicas jurisdiccionales las partes podrán 

solicitar la revisión de la resolución ante la Comisión Médica Central. 

El trabajador tendrá opción de interponer recurso contra lo dispuesto por la comisión médica jurisdiccional 

ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la jurisdicción provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires según corresponda al domicilio de la comisión médica que intervino. 



La decisión de la Comisión Médica Central será susceptible de recurso directo, por cualquiera de las 

partes, el que deberá ser interpuesto ante los tribunales de alzada con competencia laboral o, de no 

existir éstos, ante los tribunales de instancia única con igual competencia, correspondientes a la 

jurisdicción del domicilio de la comisión médica jurisdiccional que intervino. 

Los recursos interpuestos procederán en relación y con efecto suspensivo, a excepción de los siguientes 

casos, en los que procederán con efecto devolutivo: 

a) cuando medie apelación de la A.R.T. ante la Comisión Médica Central en el caso previsto en el artículo 

6°, apartado 2, punto c) de la ley 24.557, sustituido por el artículo 2° del decreto 1278/2000; 

b) cuando medie apelación de la A.R.T. ante la Comisión Médica Central, en caso de reagravamiento del 

accidente de trabajo o de la enfermedad profesional. 

El recurso interpuesto por el trabajador atraerá al que eventualmente interponga la aseguradora de 

riesgos del trabajo ante la Comisión Médica Central y la sentencia que se dicte en instancia laboral 

resultará vinculante para todas las partes. 

Los decisorios que dicten las comisiones médicas jurisdiccionales o la Comisión Médica Central que no 

fueren motivo de recurso alguno por las partes así como las resoluciones homologatorias, pasarán en 

autoridad de cosa juzgada administrativa en los términos del artículo 15 de la ley 20.744 (t.o. 1976). 

Las resoluciones de la respectiva comisión médica jurisdiccional y de la Comisión Médica Central deberán 

ser notificadas a las partes y al empleador. 

Para todos los supuestos, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 9° de la ley 26.773. 

Todas las medidas de prueba producidas en cualquier instancia serán gratuitas para el trabajador. 

ARTÍCULO 15. — Sustitúyese el cuarto párrafo del artículo 4° de la ley 26.773 por el siguiente texto: 

Las acciones judiciales con fundamento en otros sistemas de responsabilidad sólo podrán iniciarse una 

vez recibida la notificación fehaciente prevista en este artículo y agotada la vía administrativa mediante la 

resolución de la respectiva comisión médica jurisdiccional o cuando se hubiere vencido el plazo 

legalmente establecido para su dictado. 

ARTÍCULO 16. — Incorpórase a la ley 26.773 el artículo 17 bis, según el siguiente texto: 

Artículo 17 bis: Determínase que sólo las compensaciones adicionales de pago único, incorporadas al 

artículo 11 de la ley 24.557 y sus modificatorias, y los importes mínimos establecidos en el decreto 

1694/09, se deberán incrementar conforme la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles 

Promedio de los Trabajadores Estables), desde el 1° de enero de 2010 y hasta la fecha de la primera 

manifestación invalidante de la contingencia considerando la última variación semestral del RIPTE de 

conformidad con la metodología prevista en la ley 26.417. 

ARTÍCULO 17. — Dispónese que todas las prestaciones dinerarias e indemnizaciones que se liquiden 

administrativa o judicialmente, deberán ser depositadas en la “cuenta sueldo” del respectivo trabajador, 

creada en virtud de lo establecido en la ley 26.590 y normativa complementaria y siempre que aquella se 

encuentre disponible. 

ARTÍCULO 18. — Estarán a cargo de la respectiva aseguradora de riesgos del trabajo o empleador 

autoasegurado los gastos de atención médica en que incurra la obra social del trabajador y que resulten 

cubiertos por la ley 24.557 y sus modificatorias. 

Asimismo, las prestaciones en especie que sean brindadas por las aseguradoras de riesgos del trabajo y 

que resulten motivadas en accidentes o enfermedades inculpables no alcanzados por la ley 24.557 y sus 

modificatorias, serán reintegradas por la respectiva obra social del trabajador. 

La Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y la 

Superintendencia de Servicios de Salud, crearán una Comisión Especial que dictará las normas 

reglamentarias para instrumentar esos reintegros y establecerá un procedimiento administrativo 



obligatorio para las partes, en caso de conflicto, que deberá incluir penalidades para los incumplidores. 

Establécese que los prestadores médico asistenciales contratados por las administradoras de riesgos del 

trabajo deberán estar inscriptos en el registro de prestadores de la Superintendencia de Servicios de 

Salud. Las superintendencias de Riesgos del Trabajo y de Servicios de Salud establecerán las 

modalidades y condiciones para formalizar dicha inscripción. 

ARTÍCULO 19. — La Superintendencia de Riesgos del Trabajo deberá remitir al Comité Consultivo 

Permanente creado por el artículo 40 de la ley 24.557 y dentro del plazo de tres (3) meses contado a 

partir de la vigencia de la presente, un anteproyecto de ley de protección y prevención laboral destinado a 

garantizar que las condiciones y medio ambiente de trabajo resulten acordes con las mejores prácticas y 

la normativa internacional en la materia de su incumbencia y que permita que esos principios generales 

sean ajustados en forma específica para cada actividad, a través de los convenios colectivos de trabajo. 

ARTÍCULO 20. — La modificación prevista al artículo 12 de la ley 24.557 y sus modificatorias, se aplicará 

a las contingencias cuya primer manifestación invalidante resulte posterior a la entrada en vigencia de la 

presente ley. 

ARTÍCULO 21. — Deróganse el artículo 8° y el apartado 6° del artículo 17 de la ley 26.773. 

ARTÍCULO 22. — Las disposiciones de la presente son de orden público. 

ARTÍCULO 23. — El Poder Ejecutivo deberá, dentro del plazo de seis (6) meses contados desde la 

vigencia de la presente ley, elaborar un texto ordenado de las leyes 24.557, 26.773 y de la presente. 

ARTÍCULO 24. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZÓ. — Eugenio Inchausti. — Juan Pedro Tunessi. 

ANEXO I 

PROCEDIMIENTO ANTE EL SERVICIO DE HOMOLOGACIÓN EN EL ÁMBITO DE LAS COMISIONES 

MÉDICAS JURISDICCIONALES 

Artículo 1° - El Servicio de Homologación, en el ámbito de las comisiones médicas jurisdiccionales, será 

el encargado de sustanciar y homologar los acuerdos por incapacidades laborales permanentes 

definitivas y fallecimiento, previstas en la ley 24.557 y sus modificatorias, mediante las actuaciones y con 

intervención de los funcionarios que a tal efecto determine la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. 

Artículo 2° - Los dictámenes de la comisión médica jurisdiccional que determinen un porcentaje de 

incapacidad laboral permanente definitiva o el fallecimiento por causas laborales, deberán ser notificados 

a las partes y al empleador. 

En oportunidad de la notificación prevista en el apartado anterior, se los citará a una audiencia a 

celebrarse ante el Servicio de Homologación, la cual estará presidida por un funcionario letrado designado 

a tal efecto por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, siendo obligatoria la concurrencia de la 

Aseguradora de Riesgos del Trabajo, del trabajador o derechohabientes y/o sus representantes legales. 

En dicha audiencia se informará a las partes el importe de la indemnización que le corresponde percibir al 

trabajador o a sus derechohabientes según lo dispuesto en la ley 24.557 y sus modificatorias. 

Si mediare conformidad con lo actuado, el Servicio de Homologación, emitirá el acto de homologación 

pertinente, dejando expresa constancia del ejercicio por parte del trabajador o de sus derechohabientes 

de la opción prevista en el artículo 4° de la ley 26.773. 

En caso de disconformidad de alguna de las partes con el porcentaje de incapacidad determinada, se 

labrará un acta dejando constancia de ello y quedará expedita la vía recursiva prevista en el artículo 2° de 

la presente ley. 

Si la disconformidad fuera respecto del importe de la indemnización, las partes podrán arribar a un 

acuerdo por un monto superior, el cual deberá ser homologado por el Servicio de Homologación 

quedando expedita, en caso contrario, la vía recursiva prevista en el artículo 2° de la presente ley, 



dejándose expresa constancia en el acta que se labre a tal efecto. 

Artículo 3° - Para el caso en que las partes, en forma previa a la intervención de la comisión médica 

jurisdiccional, hubieren convenido el monto de la indemnización correspondiente al daño derivado del 

accidente laboral o enfermedad profesional, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo deberá solicitar la 

intervención de la Comisión Médica Jurisdiccional, a fin de someter la propuesta de convenio ante el 

Servicio de Homologación. 

El Servicio de Homologación citará a las partes y al empleador, con el objeto de que los profesionales 

médicos que la Superintendencia de Riesgos del Trabajo designe al efecto, verifiquen el grado de 

incapacidad contenido en la propuesta. Cumplido tal extremo y contando con el respectivo informe del 

profesional médico, el Servicio de Homologación constatará que el grado de incapacidad y el importe de 

la indemnización acordada se corresponden con la normativa de la ley 24.557 y sus modificatorias. 

En tal caso, el Servicio de Homologación, luego de constatar la libre emisión del consentimiento por parte 

del trabajador o de sus derechohabientes, homologará la propuesta de convenio mediante el acto 

pertinente, dejando expresa constancia del ejercicio por parte del trabajador o de sus derechohabientes 

de la opción prevista en el artículo 4° de la ley 26.773. 

En ningún caso se homologará una propuesta de convenio que contenga un monto de reparación 

dineraria menor a la que surja de la estricta aplicación de la normativa de la ley 24.557 y sus 

modificatorias. 

En caso de disconformidad de alguna de las partes con el grado de incapacidad verificado por el Servicio, 

se labrará un acta dejando constancia de ello y se requerirá la intervención de la Comisión Médica a fin de 

que se sustancie el trámite de determinación de incapacidad. 

Artículo 4° - Los actos de homologación asumirán autoridad de cosa juzgada administrativa en los 

términos y con los alcances del artículo 15 de la ley 20.744 (t.o. 1976). 

Las prestaciones dinerarias que se liquiden como consecuencia de la homologación deberán ser puestas 

a disposición del trabajador o de sus derechohabientes dentro de los cinco (5) días de notificado el acto. 
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ARTÍCULO 1°- Establécense en los artículos subsiguientes, las Disposiciones Aclaratorias a la 

Resolución de la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.). N° 298 de fecha 23 de 

febrero de 2017 relativas a: 

a) La definición y conformación de las Comisiones Médicas Jurisdiccionales y la Comisión Médica Central. 

b) Las funciones y responsabilidades del personal que componen las Comisiones Médicas. 

c) La definición y procedencia de los trámites allí previstos, con el objeto de establecer la naturaleza 

laboral de la contingencia denunciada por el trabajador o la determinación de su incapacidad laboral. 

Ello a los fines de un mejor entendimiento y una interpretación armónica entre la Ley N° 27.348, los 

Decreto Nº 1.278 de fecha 28 de diciembre de 2000, N° 1.475 de fecha 29 de julio de 2015, y las 

Resoluciones S.R.T. Nº 709 de fecha 10 de abril de 2013 y S.R.T. N° 298/17. 

ARTÍCULO 2°- COMISIÓN MÉDICA 

De acuerdo a las previsiones del Título I de la Ley N° 27.348, la Comisión Médica Jurisdiccional 



constituye la instancia administrativa previa, de carácter obligatorio, especializada e interdisciplinaria 

respecto de los trámites allí establecidos por el rechazo de la denuncia de la contingencia, para la 

determinación de la incapacidad laboral y en caso de divergencia en la determinación de la incapacidad 

laboral. 

Dichas comisiones, así como la Comisión Medica Central, se hallan conformadas por los profesionales del 

derecho que revisten el carácter de Secretario Técnico Letrado y por los profesionales médicos, sin 

subordinación jerárquica entre ellos. 

Las intervenciones de los citados profesionales serán efectuadas en el marco de sus respectivas 

incumbencias. 

La Comisión Médica Jurisdiccional se halla integrada, asimismo, por el respectivo Servicio de 

Homologación y por el personal letrado, administrativo y técnico que lo asiste. 

La Comisión Médica Jurisdiccional, a través del Titular del Servicio de Homologación, emitirá el acto 

administrativo definitivo, que concluye y agota esa instancia. 

ARTÍCULO 3°- CONFORMACIÓN DE LAS COMISIONES MÉDICAS JURISIDICCIONALES. 

FUNCIONES Y RESPONSABILIDADES DEL PERSONAL INTEGRANTE Y AUXILIAR. 

PERSONAL INTEGRANTE: 

1.- SECRETARIO TÉCNICO LETRADO. 

De conformidad con lo establecido en el Decreto N° 1.475/15 y la Resolución S.R.T. N° 298/17, sus 

funciones son: 

a) Emitir Dictamen Jurídico Previo (D.J.P.) en el trámite de rechazo de la denuncia de la contingencia, en 

función de lo previsto en el apartado 5 del artículo 21 de la Ley N° 24.557. 

b) Intervenir y expedirse sobre las cuestiones jurídicas que sean sometidas a su consideración. 

c) Sustanciar la producción de prueba en el procedimiento de rechazo de la denuncia de la contingencia. 

La desvinculación de los Secretarios Técnicos Letrados solamente podrá ser dispuesta con fundamento 

en una grave causal debidamente acreditada. 

2.- PROFESIONAL MÉDICO. 

Sus funciones son: 

a) Presidir las audiencias médicas. 

b) Efectuar el examen médico en los trámites de determinación de incapacidad, divergencia en la 

incapacidad y rechazo de la denuncia de la contingencia. 

c) Analizar y valorar la prueba médica solicitada y presentada por las partes. 

d) Requerir la realización de estudios científicos o médicos, en los casos que se susciten cuestiones 

ajenas a su especialidad. 

e) Labrar el acta de audiencia médica. 

f) Emitir el dictamen médico o el Informe de Valoración de Daño (I.V.D.), según corresponda, expresando 

en dicha oportunidad los fundamentos médicos que motivaron su conclusión. 

g) Expedirse sobre las cuestiones atinentes al dictamen médico planteadas por las partes en las 

solicitudes de rectificaciones o revocaciones. 

h) Dar intervención, en el marco de las funciones establecidas en el Decreto N° 1.475/15 y conforme a lo 

previsto en el artículo 7° de la Resolución S.R.T. N° 298/17, al Secretario Técnico Letrado cuando se 

susciten planteos de orden legal, no pudiendo apartarse de lo opinado por el referido funcionario en lo que 

respecta a lo consultado. 

3. - TITULAR DEL SERVICIO DE HOMOLOGACIÓN. 

Sus funciones son: 

a) Emitir el acto administrativo definitivo de la Comisión Médica Jurisdiccional en los trámites de Rechazo 



de la Denuncia de la Contingencia, Determinación de la Incapacidad y Divergencia en la Determinación 

de la Incapacidad, el que será vinculante para todas las partes. 

b) Controlar el cumplimiento de los principios del debido proceso y de legalidad. 

c) Dictar, en los casos que así corresponda, el auto que concede el recurso interpuesto y el que ordena el 

traslado de la expresión de agravios. 

d) Elevar, de conformidad a lo establecido en los artículos 16, 17 y 18 de la citada Resolución S.R.T. N° 

298/17, las actuaciones a la Comisión Médica Central o a la Justicia Laboral Competente. 

PERSONAL AUXILIAR: 

1. AUXILIAR LETRADO DEL SECRETARIO TÉCNICO LETRADO 

Créase el cargo de Auxiliar Letrado del Secretario Técnico Letrado. 

El Secretario Técnico Letrado podrá contar, en las circunstancias que lo amerite y a los fines de evitar 

dilaciones en el procedimiento, con la colaboración de un auxiliar letrado, cuya función principal es asistir, 

a requerimiento de aquél, en la etapa probatoria en el trámite de Rechazo de la denuncia de la 

contingencia. 

2. FUNCIONARIO AUXILIAR LETRADO DEL SERVICIO DE HOMOLOGACIÓN 

Créase el cargo de Funcionario Auxiliar Letrado del Servicio de Homologación, cuyas funciones son las 

siguientes: 

a) Sustanciar y presidir las audiencias de acuerdo, que sean celebradas con posterioridad a la emisión de 

un dictamen médico o de un Informe de Valoración de Daño. 

b) Emitir, en resguardo del debido proceso, opinión de legalidad de los procedimientos desarrollados en el 

marco de la Resolución S.R.T. N° 298/17. 

c) Elevar las actuaciones al Titular del Servicio de Homologación de la Comisión Médica para la emisión 

del respectivo acto administrativo definitivo. 

ARTÍCULO 4°. TRÁMITES ANTE LA COMISIÓN MÉDICA JURISDICCIONAL. DEFINICIÓN Y 

PROCEDENCIA. 

4.1.- RECHAZO DE LA DENUNCIA DE LA CONTINGENCIA – DETERMINACIÓN DEL CARÁCTER 

LABORAL DE LA CONTINGENCIA. 

Es el trámite iniciado por el trabajador o sus derechohabientes destinado a analizar la pertinencia del 

rechazo efectuado por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo (A.R.T.) o el Empleador Autoasegurado 

(E.A.) de una contingencia denunciada por el trabajador, el empleador, sus derechohabientes o cualquier 

persona que haya tenido conocimiento de aquella y tiene como objeto establecer el carácter laboral del 

accidente o profesional de la enfermedad. 

Procede cuando mediare rechazo de la contingencia por parte de la A.R.T. o el E.A., suscitado en los 

plazos y conforme las causales previstas en el artículo 6° del Decreto 717 de fecha 28 de junio de 1996, y 

demás normas aplicables. 

4.2.- DETERMINACIÓN DE LA INCAPACIDAD. 

Es el trámite destinado a determinar el porcentaje de incapacidad laboral definitiva resultante de una 

contingencia, en función de las secuelas incapacitantes existentes con posterioridad al otorgamiento del 

alta médica. En tales casos, el trámite tiene como único objeto establecer el porcentaje de incapacidad de 

una contingencia cuyo carácter laboral no se encuentra controvertido por las partes. 

Procede cuando la A.R.T. o el E.A. hubieran otorgado el alta médica y establecido la existencia de 

secuelas incapacitantes. 

Las actuaciones se iniciarán una vez que se encuentra aceptado por parte de la A.R.T. o el E.A. el 

carácter laboral del accidente o profesional de la enfermedad, o en su defecto, cuando así lo disponga el 

acto administrativo del Titular del Servicio de Homologación, emitido luego de suscitarse el trámite 



previsto en el artículo 2° de la Resolución S.R.T. N° 298/17. 

4.3.- DIVERGENCIA EN LA DETERMINACIÓN DE LA INCAPACIDAD. 

Es el trámite que tiene por objeto establecer el porcentaje de incapacidad laboral resultante de una 

contingencia cuyo carácter laboral no se encuentra controvertido por las partes. 

Procede cuando: 

a) La A.R.T. o el E.A. hubiera otorgado el alta médica y el trabajador no prestare su conformidad con la 

inexistencia de secuelas incapacitantes; 

b) Cuando luego de otorgada el alta médica la A.R.T. o el E.A. no se hubiera expedido sobre la existencia 

de secuelas incapacitantes; 

c) Cuando, luego del cese de la Incapacidad Laboral Temporaria (I.L.T.), la A.R.T. o el E.A. no hubiera 

iniciado el trámite de Determinación de la Incapacidad dentro de los plazos previstos en el artículo 3° de la 

Resolución S.R.T. N° 298/17 para la determinación del grado de la incapacidad laboral permanente 

resultante. 

Estas actuaciones se iniciarán una vez que se encuentre aceptado por parte de la A.R.T. o el E.A., el 

carácter laboral del accidente o profesional de la enfermedad o, en su defecto, cuando así lo disponga el 

acto administrativo del Titular del Servicio de Homologación, emitido luego de sustanciarse el trámite 

previsto en el artículo 2° de la Resolución S.R.T. N° 298/17. 

4.4.- ACUERDO POR INCAPACIDAD LABORAL PERMANENTE DEFINITIVA O FALLECIMIENTO. 

Es el trámite destinado a someter a consideración de la Comisión Médica Jurisdiccional una propuesta de 

convenio arribada e instrumentada por la A.R.T. o el E.A. y el trabajador o sus derechohabientes, de 

acuerdo a lo previsto en los artículos 19 y siguientes de la Resolución S.R.T. N° 298/17. 

Procede: 

a) En caso de fallecimiento del trabajador afectado, cuando las partes hubieren arribado a un acuerdo 

respecto de la prestación dineraria; 

b) En los casos en que haya cesado la Incapacidad Laboral Temporaria y las partes hubieren arribado a 

un acuerdo respecto de la incapacidad laboral resultante y el importe de la indemnización. 

ARTÍCULO 5°.- Déjase establecido, en relación con la liquidación de la prestación dineraria prevista por el 

artículo 11 de la Resolución S.R.T. N° 298/17, que aquélla deberá practicarse siguiendo el parámetro 

establecido en dicha norma. Sin perjuicio de ello, si en ocasión del trámite ante la Comisión Médica se 

suscitaren divergencias relativas a salarios no declarados por el empleador, tal controversia entre el 

trabajador y el empleador deberá ser resuelta por la autoridad judicial, sin que ello afecte el derecho del 

trabajador de percibir las indemnizaciones previstas en el Sistema de Riesgos del Trabajo, en virtud de 

los salarios exclusivamente declarados por el empleador al Sistema Único de la Seguridad Social 

(S.U.S.S.); o en su caso, el trabajador podrá, en la instancia cumplida ante el Servicio de Homologación, 

arribar a un acuerdo con carácter de cosa juzgada administrativa. 

En caso de acreditarse, por sentencia firme, una mayor remuneración en favor del trabajador, deberá 

ponerse en conocimiento fehaciente a la A.R.T. o el E.A. a fin de que proceda a ajustar la liquidación 

correspondiente. 

ARTÍCULO 6°.- En los trámites incoados con motivo del rechazo de la denuncia del accidente laboral, 

establecidos en los artículos 1° y 2° de la Resolución S.R.T. 298/17, además del cumplimiento de los 

requisitos allí previstos, el peticionante deberá formular la descripción de los hechos y las circunstancias 

en que aconteció el siniestro rechazado y, en el mismo acto, ofrecer la prueba de la que intente valerse 

acompañando la documental. 

De la presentación efectuada, se correrá traslado a la A.R.T. o el E.A. mediante Ventanilla Electrónica por 

el plazo de CINCO (5) días hábiles. En su contestación, la A.R.T. o elE.A. deberá acompañar el informe 



del caso y ofrecer la prueba de la que intente valerse. 

El relato de los hechos, los fundamentos y el alcance de la pretensión del trabajador quedarán 

determinados al tiempo de formular la presentación prevista en el primer párrafo del presente artículo y 

para la A.R.T. o el E.A., en oportunidad de efectuar el rechazo de la contingencia y de contestar el 

traslado previsto en el párrafo precedente. 

Cumplidos los recaudos precedentes, se dará intervención al Secretario Técnico Letrado (S.T.L.) de la 

respectiva comisión médica, quien tendrá a su cargo evaluar la admisibilidad y procedencia de la prueba 

ofrecida y la necesidad de incorporar otros elementos de convicción conducentes para la decisión de la 

cuestión sometida a su consideración. 

Podrá denegar la prueba que considere manifiestamente inconducente, superflua o meramente dilatoria. 

En oportunidad de interponer el recurso de apelación previsto en el artículo 16 de la Resolución S.R.T. N° 

298/17, las partes podrán ofrecer la prueba que les haya sido denegada. 

En la etapa probatoria, el S.T.L. podrá ser auxiliado por un profesional letrado, designado a tal efecto. 

Cumplida la etapa probatoria, el S.T.L. emitirá el dictamen jurídico previo previsto en el apartado 5 del 

artículo 21 de la Ley N° 24.557, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° de la Resolución S.R.T. 

298/17. 

ARTÍCULO 7°.- En los casos en que mediare rechazo de la denuncia de enfermedad profesional incluida 

en el Decreto N° 658 de fecha 24 de junio de 1996 parte de la A.R.T o el E.A, además del cumplimiento 

de los requisitos previstos en los artículos 1° y 2° de la Resolución S.R.T. 298/17, deberá, en el mismo 

acto, ofrecer la prueba de la que intente valerse acompañando la prueba documental. De dicha 

presentación se correrá traslado a la A.R.T. o el E.A. mediante Ventanilla Electrónica por el plazo de 

CINCO (5) días hábiles. 

En su contestación, la Aseguradora deberá acompañar el informe del caso y ofrecer la prueba de la que 

intente valerse. 

El relato de los hechos, los fundamentos y el alcance de la pretensión del trabajador quedarán 

determinados al tiempo de formular la presentación prevista en el primer párrafo del presente artículo y 

para la A.R.T. o el E.A., en oportunidad de efectuar el rechazo de la contingencia y de contestar el 

traslado previsto en el párrafo precedente. 

Cumplido lo precedentemente dispuesto, se dará intervención al profesional médico de la respectiva 

Comisión Médica y se citará a las partes a la audiencia médica, de acuerdo a lo previsto en el artículo 6° 

de la Resolución S.R.T. N° 298/17. 

El médico asignado se expedirá sobre la pertinencia y necesidad de la prueba médica ofrecida. 

El S.T.L. emitirá la correspondiente opinión de legalidad, valorando la prueba producida que fuere 

conducente para arribar a su conclusión y remitirá las actuaciones al Titular del Servicio de 

Homologación, a efectos que dicte el acto administrativo y notifique a las partes. 

ARTÍCULO 8°.- La presente resolución entrará en vigencia a partir del día siguiente a su publicación en el 

Boletín Oficial y resultará de aplicación a todos los trámites en curso. 

ARTÍCULO 9°.- Comuníquese, publíquese, dese a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 

y archívese. — Gustavo Dario Moron. 
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TÍTULO I 

CAPÍTULO I 

DEL PROCEDIMIENTO ANTE LAS COMISIONES MÉDICAS REGULADO EN EL ARTÍCULO 1° DE LA 

LEY COMPLEMENTARIA DE LA LEY SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO. 

ARTÍCULO 1° — Requisitos para el inicio del trámite de rechazo de la denuncia de la contingencia por el 

damnificado. 

Los trámites iniciados por el trabajador, sus derechohabientes o su apoderado deberán ser presentados 

personalmente a través de la Mesa de Entradas de la Comisión Médica correspondiente o a través de 

correo postal. 

Para iniciar el trámite por rechazo de la contingencia denunciada por el trabajador o sus 

derechohabientes: debe acreditar identidad; presentar la denuncia del Accidente de Trabajo o 

Enfermedad Profesional; y, presentar el rechazo fundado de la contingencia por parte de la Aseguradora 

de Riesgos del Trabajo (ART), el Empleador Autoasegurado (EA) o el Empleador no Asegurado (ENA). 

Para el trámite por rechazo de enfermedades no listadas: acreditar identidad; presentar constancia de la 

denuncia de la enfermedad ante la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el Empleador Autoasegurado o 

el Empleador no Asegurado; presentar constancia del rechazo por parte de la Aseguradora, el Empleador 

Autoasegurado o el Empleador no Asegurado de la pretensión del trabajador; y, presentar petición 

fundada. Se entenderá por tal aquella presentación que contenga diagnóstico, argumentación y 

constancias sobre la patología denunciada y la exposición a los agentes de riesgo presentes en el trabajo 

respectivo, con exclusión de la influencia de los factores atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo. Las 

constancias a presentar podrán ser estudios complementarios sobre el diagnóstico de la enfermedad 

denunciada y/o descripción de los agentes de riesgo a que estuvo expuesto el trabajador. 

Asimismo, deberá darse cumplimiento a cualquier otro recaudo que resulte exigible conforme a normativa 

dictada por esta SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO (S.R.T.). 

ARTÍCULO 2° — Procedimiento del trámite por rechazo de la denuncia de la contingencia. 

En el caso de trámites iniciados por rechazo de la naturaleza laboral del accidente, cuando el Dictamen 

Jurídico Previo emitido por el Secretario Técnico Letrado o el dictamen médico de la Comisión Médica, 

concluyeran el carácter no laboral del accidente, las actuaciones se remitirán, sin más trámite, al Titular 

del Servicio de Homologación de la Comisión Médica a efectos de que emita el acto administrativo 

pertinente y notifique a las partes. 

Si, por el contrario, el Secretario Técnico Letrado hubiese concluido que el accidente reviste carácter 

laboral, se dará la correspondiente intervención al profesional médico, quien luego de dictaminar, remitirá 

las actuaciones al Titular del Servicio de Homologación a fin de que emita el acto administrativo 

correspondiente. 

En caso de que el dictamen médico determine el carácter laboral del fallecimiento, las actuaciones se 

remitirán al Servicio de Homologación, para la continuidad del trámite de conformidad con lo dispuesto en 

el CAPÍTULO II, Punto I del presente TÍTULO. 

En los trámites por rechazo de la denuncia de la enfermedad profesional listada, luego de la intervención 

del profesional médico, el Secretario Técnico Letrado emitirá la opinión de legalidad y elevará las 

actuaciones al Titular del Servicio de Homologación a fin de que emita el acto administrativo 

correspondiente. 



En los trámites por rechazo de la denuncia de la enfermedad profesional no listada, se procederá de 

conformidad con lo previsto en el inciso b) del apartado 2 del artículo 6° de la Ley N° 24.557 —sustituido 

por el artículo 2° del Decreto de Necesidad y Urgencia N° 1.278 de fecha 28 de diciembre de 2000—. 

ARTÍCULO 3° — Requisitos para el inicio del trámite de Divergencia en la Determinación de la 

Incapacidad por parte del damnificado. 

Si pasados los VEINTE (20) días contados desde el día siguiente al del cese de la Incapacidad Laboral 

Temporaria (I.L.T.), la Aseguradora de Riesgos del Trabajo o el Empleador Autoasegurado no hubiere 

iniciado el trámite de determinación de incapacidad, el trabajador podrá instar el trámite por divergencia 

en la determinación de la incapacidad, personalmente a través de la Mesa de Entradas de la Comisión 

Médica correspondiente o a través de correo postal. 

Para el inicio del trámite, el trabajador deberá acreditar identidad y presentar el Alta Médica o constancia 

de fin de tratamiento otorgada por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, Empleador Asegurado y 

Empleador no asegurado. 

Asimismo, deberá darse cumplimiento a cualquier otro recaudo que resulte exigible conforme a normativa 

dictada por esta S.R.T. 

En estos casos, la S.R.T. emplazará a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el Empleador 

Autoasegurado o el Empleador no Asegurado para que acompañe toda la documentación requerida en el 

artículo 4° de la presente. 

ARTÍCULO 4° — Requisitos para el inicio del trámite de Determinación de la Incapacidad por la 

Aseguradora de Riesgos del Trabajo y el Empleador Autoasegurado. 

La A.R.T. o el E.A., de conformidad a la opción del domicilio ejercida por el trabajador, en función de lo 

previsto en el artículo 1° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo, deberá solicitar 

la intervención de la Comisión Médica Jurisdiccional competente, a través de los canales electrónicos 

habituales, a partir de los DIEZ (10) días y hasta los VEINTE (20) días contados desde el día siguiente al 

del cese de la Incapacidad Laboral Temporaria (I.L.T.) y confeccionará el “Informe del Caso”, que deberá 

contener: 1) Denuncia de la contingencia. 2) Reseña de Historia Clínica de la contingencia. 3) Estudios 

obligatorios según la patología. 4) Estudios complementarios, en caso de haberse realizado. 5) Protocolo 

quirúrgico, en caso de corresponder. 6) En los casos de Enfermedad Profesional, deberá presentar 

informe de Relevamiento de Agentes de Riesgos (R.A.R.), análisis de puesto de trabajo, exámenes 

periódicos y los exámenes preocupacionales. En este último supuesto, si tuviera acceso a ellos. En caso 

de no contar con determinada documentación, deberá fundamentar la falta de la misma e informar cual 

fue la medida implementada para subsanar esa falta. 7) Constancia de Alta Médica y/o Fin de 

Tratamiento. 8) Declaración de las preexistencias de las que tuviere conocimiento y documentación que la 

acredite, si no estuviera incorporada a los registros de la S.R.T. 9) Clave Bancaria Uniforme (CBU) de la 

cuenta sueldo perteneciente al trabajador, si estuviese disponible. 10) Declaración del trabajador sobre el 

ejercicio de la opción de la Comisión Médica Jurisdiccional o la correspondiente intimación, bajo 

apercibimiento de tener por elegida la jurisdicción correspondiente al domicilio denunciado en el D.N.I. En 

cualquier caso, deberá acompañar la correspondiente documentación respaldatoria indicada en el artículo 

5° de la presente resolución. 

También, deberá darse cumplimiento a cualquier otro recaudo que resulte exigible conforme a normativa 

dictada por esta S.R.T. 

ARTÍCULO 5° — Competencia territorial de la Comisión Médica Jurisdiccional. 

A fin de establecer la competencia territorial de la comisión médica jurisdiccional requerida, de 

conformidad a los extremos indicados en los artículos 1° y 2° de la Ley Complementaria de la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo, se deberá acompañar la siguiente documentación de acuerdo a lo que el trabajador 



haya optado: 

a. Opción de la Comisión Médica correspondiente a su domicilio: Copia simple del Documento Nacional 

de Identidad (D.N.I.). 

b. Opción de la Comisión Médica correspondiente al domicilio del lugar de efectiva prestación de 

servicios: Constancia expedida por el empleador. 

c. Opción de la Comisión Médica Jurisdiccional correspondiente al domicilio donde habitualmente aquél 

se reporta: Constancia expedida por el empleador. 

En los trámites que deban ser iniciados por la A.R.T. o el E.A., previo a la solicitud de intervención, la 

Aseguradora deberá notificar al trabajador a fin de que opte por la Comisión Médica competente e 

intimarlo para que, dentro de los TRES (3) días hábiles acompañe la documentación que acredite la 

competencia de la Comisión Médica elegida, bajo apercibimiento de iniciar las actuaciones en la 

jurisdicción correspondiente al domicilio denunciado en el D.N.I. 

ARTÍCULO 6° — Audiencia y examen médico. 

Recibida la solicitud de intervención y cumplidos los requisitos de inicio dispuestos en los artículos 

precedentes, las partes serán convocadas a una audiencia en la sede de la Comisión Médica para el 

examen médico, conforme a los recaudos y procedimientos establecidos en la Resolución S.R.T. N° 

179/15, o la que en el futuro la reforme o sustituya. 

En tal oportunidad, se notificará a las partes y a los letrados intervinientes lo establecido en los artículos 

35 y 36 de la presente. 

ARTÍCULO 7° — Prueba. 

Las partes ofrecerán la prueba de la que intenten valerse en su primera presentación o hasta el momento 

de la audiencia médica. 

Podrá rechazarse la prueba ofrecida que se considere manifiestamente improcedente, superflua o 

meramente dilatoria. 

En las resoluciones no se tendrá el deber de expresar la valoración de toda la prueba producida, sino 

únicamente de las que fueren esenciales y decisivas para la resolución. 

La Comisión Médica, de oficio, podrá disponer la producción de prueba respecto de los hechos invocados 

y que fueren conducentes para resolver. 

Las partes podrán designar peritos médicos de parte para participar en la audiencia. Los honorarios que 

éstos irroguen estarán a cargo de los proponentes. Estos profesionales tendrán derecho a ser oídos por la 

Comisión Médica, presentar los estudios y diagnósticos realizados a su costa, antecedentes e informes; 

una síntesis de sus dichos será volcada en las actas que se labren, las que deberán ser suscriptas por 

ellos, haciéndose responsables de sus dichos y opiniones, pero no podrán plantear incidencias en la 

tramitación de los expedientes. 

Las Comisiones Médicas podrán indicar la realización de estudios complementarios y/o peritaje de 

expertos, cuando los antecedentes no fueran suficientes para emitir resolución. Se establece que serán a 

cargo de las Aseguradoras, aquellas que no se hubieren realizado con la debida diligencia. Caso 

contrario, se financiarán conforme a lo establecido en el artículo 15 de la Ley N° 26.425. 

Cuando las Comisiones Médicas lo consideren necesario para resolver el conflicto planteado, podrán 

solicitar la asistencia de servicios profesionales o de Organismos técnicos para que se expidan sobre 

áreas ajenas a su competencia profesional. Las facultades establecidas en el presente artículo serán 

ejercidas conforme a las disposiciones que establezca la S.R.T. 

El trabajador estará obligado a someterse a los exámenes médicos que indique la Comisión Médica. En 

caso de que aquél dificultare la revisación o la realización de estudios complementarios, la Comisión 

Médica dictaminará conforme a los antecedentes que tuviere en su poder. 



La Comisión Médica se encuentra facultada para disponer fundadamente la prórroga del plazo de 

SESENTA (60) días previsto en el artículo 3° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del 

Trabajo para resolver, con el objeto del producir la prueba ofrecida por las partes o dispuesta de oficio, 

como las diligencias destinadas a esclarecer las cuestiones de hecho relacionadas al accidente de trabajo 

o enfermedad profesional. En todos los casos la prórroga dispuesta deberá tener un plazo que no supere 

los TREINTA (30) días hábiles y se otorgará por única vez. 

ARTÍCULO 8° — Alegato. 

De haber prueba ofrecida por las partes o medidas para mejor proveer dispuestas por la Comisión 

Médica, concluida la etapa probatoria, se dará vista de las actuaciones por TRES (3) días a fin de que las 

partes que lo creyeren conveniente aleguen sobre la prueba producida, en un plazo máximo total de 

CINCO (5) días, incluidos los días para tomar vista. 

ARTÍCULO 9° — Producido el dictamen de la Comisión Médica se notificará a las partes y al empleador, 

resultando de aplicación las disposiciones del CAPÍTULO II, Punto I del presente TÍTULO. 

CAPÍTULO II 

DEL PROCEDIMIENTO ANTE EL SERVICIO DE HOMOLOGACIÓN EN EL ÁMBITO DE LAS 

COMISIONES MÉDICAS JURISDICCIONALES 

I. DEL PROCEDIMIENTO ANTE EL SERVICIO DE HOMOLOGACIÓN POSTERIOR AL DECISORIO DE 

LAS COMISIONES MÉDICAS 

ARTÍCULO 10. — Notificación del dictamen de la Comisión Médica. 

En aquellos casos en los cuales el dictamen médico determine un porcentaje de incapacidad laboral 

permanente definitiva o el fallecimiento por causas laborales, se notificará en un plazo máximo de TRES 

(3) días a las partes y al empleador. 

Dentro de los TRES (3) días contados desde la notificación del dictamen médico, las partes podrán 

solicitar por escrito en sede de la Comisión Médica o mediante Ventanilla Electrónica, la rectificación de 

errores materiales o formales, siempre que la enmienda no altere lo sustancial del mismo, o la revocación 

cuando pudiere existir contradicción entre su fundamentación y la conclusión u omisión sobre alguna de 

las peticiones o cuestiones planteadas, que alteren lo sustancial del dictamen. Las actuaciones serán 

remitidas al médico interviniente a fin de que, dentro del plazo de CINCO (5) días, se expida al respecto. 

Resuelta las peticiones planteadas o vencido el plazo para articularlas, se citará a las partes a una 

audiencia de acuerdo a celebrarse ante el Servicio de Homologación, indicándose la fecha y hora de 

celebración, con una antelación mínima de TRES (3) días a la fecha fijada para la audiencia. 

ARTÍCULO 11. — Liquidación de la prestación dineraria. 

Considerando los salarios declarados por el empleador al Sistema Único de la Seguridad Social 

(S.U.S.S.), la fecha de nacimiento del trabajador, la fecha de la Primera Manifestación Invalidante, el 

grado y porcentaje de incapacidad informados, las áreas técnicas competentes calcularán la liquidación 

mínima correspondiente de acuerdo a las previsiones de la Ley de Riesgos del Trabajo N° 24.557 y sus 

complementarias, debiendo constar dicha liquidación en las correspondientes actuaciones que tramitarán 

ante el Servicio de Homologación de la Comisión Médica. 

ARTÍCULO 12. — Audiencia. 

La audiencia será presidida por un agente del Servicio de Homologación de la Comisión Médica, quien 

informará a las partes la liquidación de la prestación dineraria y explicará los alcances y efectos de la 

conformidad o disconformidad respecto del acuerdo; y, en su caso, el ejercicio de la opción prevista en el 

artículo 4° de la Ley N° 26.773. 

Para la celebración de la audiencia es obligatoria la presencia del damnificado o sus derechohabientes, 

según corresponda, y sus asesores letrados y de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 



autoasegurado o el empleador no asegurado. Todos los concurrentes, deberán ser identificados mediante 

la presentación de los documentos correspondientes: 

a. El damnificado y sus derechohabientes deberán presentar D.N.I. y la documentación que acredite su 

calidad de tal. 

b. Los asesores letrados deberán exhibir la matrícula correspondiente. 

c. Los representantes de la ART, el ENA o el EA deberán acompañar el instrumento que acredite el 

carácter de representante o apoderado. 

d. El empleador deberá acompañar la documentación que lo acredite como tal, en caso de corresponder. 

Las partes concurrentes podrán solicitar la suspensión de la audiencia, y en caso de que el agente 

interviniente dé lugar al requerimiento, en el mismo acto deberá notificar la fecha y hora en la que se 

reanudará. El agente del Servicio de Homologación de la Comisión Médica, estará autorizado para 

solicitar a las partes interesadas todos aquellos documentos e instrumentos que considere pertinentes, 

así como para realizar todas las diligencias que resulten necesarias para el desarrollo de sus funciones, 

pudiendo para ello, fijar fecha para una nueva audiencia. 

ARTÍCULO 13. — Acuerdo. 

Si las partes arribaran a un acuerdo y prestaran su conformidad con lo actuado, el agente del servicio 

constatará la libre emisión del consentimiento del trabajador o derechohabientes y su discernimiento 

sobre los alcances del acuerdo. En el mismo acto, se suscribirá un acta dejando expresa constancia de 

ello y del ejercicio de la opción prevista en el artículo 4° de la Ley N° 26.773. 

El agente designado a tal efecto, emitirá opinión acerca de la legalidad del procedimiento y la pertinencia 

del dictado del acto homologatorio del acuerdo. 

Finalmente, se remitirán las actuaciones al Titular del Servicio de Homologación de la Comisión Médica, 

para que dentro de los CINCO (5) días emita el correspondiente acto de homologación, con los alcances 

previstos en el artículo 15 de la Ley N° 20.744 (t.o. 1976), dejando expresa constancia del porcentaje de 

incapacidad determinado en el dictamen médico. 

A partir de la notificación del acto de homologación, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 

autoasegurado o el empleador no asegurado, deberá poner a disposición del damnificado el importe de la 

indemnización en la cuenta bancaria oportunamente declarada, dentro del plazo de CINCO (5) días, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 4° del Anexo I de la Ley Complementaria de la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo. 

Excepcionalmente, en aquellos casos en los que la cuenta sueldo no estuviera disponible, la A.R.T. 

deberá poner a disposición del damnificado mediante la operación bancaria que se hubiere establecido en 

oportunidad de la audiencia de acuerdo. 

El incumplimiento de tales obligaciones por parte de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 

autoasegurado o el empleador no asegurado será ponderado de conformidad con las previsiones del 

régimen aprobado por la Resolución S.R.T. N° 613 de fecha 1° de noviembre de 2016, o la que en el 

futuro la reemplace. 

Los actos de homologación asumirán autoridad de cosa juzgada administrativa, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 4° del Anexo I de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo y las 

incapacidades allí consignadas deberán ser incorporadas a los registros de la S.R.T. 

ARTÍCULO 14. — Disconformidad con el porcentaje de incapacidad. 

Si en oportunidad de la audiencia de homologación, alguna de las partes manifestase su disconformidad 

con el porcentaje de incapacidad determinado en el dictamen médico, se labrará un acta dejando 

constancia de ello. 

El agente designado a tal efecto, emitirá la opinión de legalidad y remitirá las actuaciones al Titular de 



Servicio de Homologación de la Comisión Médica, para el dictado del correspondiente acto, quedando 

con ello expedita la vía recursiva prevista en el artículo 2° de la Ley Complementaria de la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo. 

ARTÍCULO 15. — Disconformidad con el monto indemnizatorio. 

Si la disconformidad versara sobre el importe de la indemnización, las partes podrán arribar a un acuerdo 

por un monto superior, el cual deberá ser homologado por el Servicio de Homologación de la Comisión 

Médica, caso contrario, quedará expedita la vía recursiva judicial prevista en el artículo 2° de la Ley 

Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo. 

ARTÍCULO 16. — Recurso de Apelación. 

Los actos del Titular del Servicio de Homologación de la Comisión Médica, que concluyan el 

procedimiento sin que las partes arriben a un acuerdo, serán susceptibles de los recursos previstos en el 

artículo 2° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo. 

Dentro del plazo de QUINCE (15) días de notificado el acto, las partes podrán interponer dichos recursos 

ante el Servicio de Homologación. 

El recurso deberá presentarse por escrito en sede de la Comisión Médica interviniente, fundado y 

contener la crítica concreta y razonada de la decisión por la que se agravia. No bastará remitirse a 

presentaciones anteriores ni podrá fundar sus pretensiones en hechos no alegados en la instancia 

anterior. 

De la expresión de agravios se correrá traslado a la contraparte por el plazo de CINCO (5) días. 

ARTÍCULO 17. — Trámite del recurso de apelación ante la Comisión Médica Central. 

El Servicio de Homologación deberá elevar las actuaciones a la Comisión Médica Central en el plazo de 

DIEZ (10) días de recibidas las contestaciones de las expresiones de agravios o vencido el plazo para 

ello. 

La Comisión Médica Central ordenará, si lo considerase pertinente, las medidas necesarias para resolver 

el recurso, fijando un plazo máximo para su producción de DIEZ (10) días, pudiendo ampliarlo hasta 

VEINTE (20) días cuando las circunstancias así lo requieran. Sólo podrán ofrecerse medidas probatorias 

que hayan sido denegadas en la instancia anterior. Posteriormente, concluida la etapa probatoria, emitirá 

resolución definitiva en un plazo máximo de TREINTA (30) días, la que se notificará a las partes. 

ARTÍCULO 18. — Trámite del Recurso de Apelación ante la Justicia Ordinaria del fuero laboral. 

Cuando el recurso interpuesto por el trabajador sea ante la justicia ordinaria del fuero laboral de la 

jurisdicción provincial o de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, según corresponda al domicilio 

de la comisión médica que intervino, el Servicio de Homologación en el plazo de DIEZ (10) días de 

recibidas las contestaciones de las expresiones de agravios o vencido el plazo para la contestación, 

elevará las actuaciones al juzgado competente. 

El recurso interpuesto por el trabajador, atraerá al que eventualmente interponga la A.R.T ante la 

Comisión Médica Central y la sentencia que se dicte en instancia laboral resultará vinculante para todas 

las partes. 

II. PROCEDIMIENTO PARA LA HOMOLOGACIÓN DE LA PROPUESTA DE CONVENIO POR 

INCAPACIDADES DEFINITIVAS Y FALLECIMIENTO 

ARTÍCULO 19. — Acuerdo por Incapacidad Laboral Permanente Parcial Definitiva o fallecimiento. 

Producido el cese de la Incapacidad Laboral Temporaria (I.L.T.) dentro del plazo previsto para iniciar el 

trámite de determinación del carácter definitivo de la incapacidad o fallecimiento del trabajador y 

acreditada la condición de los derechohabientes, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 

autoasegurado o el empleador no asegurado podrá someter al Servicio de Homologación de la Comisión 

Médica una propuesta de convenio a celebrarse con el trabajador o sus derechohabientes. 



El acuerdo deberá versar sobre la incapacidad laboral derivada de la contingencia y el importe de las 

prestaciones dinerarias, debiendo estar suscripto por el trabajador o sus derechohabientes, su asesor 

letrado y la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador autoasegurado o el empleador no 

asegurado. 

ARTÍCULO 20. — Presentación del acuerdo. Inicio del trámite. 

La Aseguradora de Riesgos del Trabajo y el empleador autoasegurado deberá iniciar el trámite a través 

de los canales electrónicos habituales, debiendo para ello acompañar la siguiente documentación: 

a. Datos del trabajador: nombre, CUIL, domicilio real y constituido (postal y electrónico), teléfono. 

b. Datos de los derechohabientes: nombre, DNI, domicilio real y constituido (postal y electrónico) teléfono 

y toda la documentación que acredite su calidad de tal. 

c. Datos de los letrados patrocinantes: nombre, matrícula, CUIT, teléfono, domicilio (postal y electrónico). 

d. Formulario Propuesta de convenio. 

e. Denuncia de la contingencia y su verificación en el Registro de siniestralidad. 

f. Reseña de Historia Clínica de la contingencia. 

g. Estudios obligatorios, según la patología. 

h. Estudios complementarios, en caso de haberse realizado. 

i. Protocolo quirúrgico, en caso de corresponder. 

j. En los casos de Enfermedad Profesional, deberá presentar informe de Relevamiento de Agentes de 

Riesgos (R.A.R.), análisis de puesto de trabajo, exámenes periódicos y los exámenes preocupacionales. 

En este último supuesto, si tuviera acceso a ellos. En caso de no contar con determinada documentación, 

deberá fundamentar la falta de la misma e informar cual fue la medida implementada para subsanar esa 

falta. 

k. Constancia de Alta Médica y/o Fin de Tratamiento. 

l. Declaración del trabajador sobre la opción de la competencia de la Comisión Médica Jurisdiccional. 

m. Declaración de las Preexistencias de las que tuviere conocimiento y documentación que la acredite, si 

no estuviera incorporada a los registros de la S.R.T. 

n. Clave Bancaria Uniforme (CBU) de la cuenta sueldo perteneciente al trabajador, si estuviese 

disponible. 

El inicio del trámite por parte de un empleador no asegurado, deberá efectuarse en sede de la Comisión 

Médica Jurisdiccional, debiendo acompañar la referida documentación en forma personal. 

Si la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador autoasegurado o el empleador no asegurado no 

hubiese iniciado el trámite dentro del plazo mencionado en el artículo anterior, el trabajador quedará 

facultado para requerir la intervención del Servicio de Homologación de la Comisión Médica, debiendo 

para ello acompañar la propuesta de convenio oportunamente suscripta. 

El incumplimiento de dicha obligación por parte de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo o el empleador 

autoasegurado configurará falta MUY GRAVE, de conformidad con las previsiones del régimen aprobado 

por la Resolución S.R.T. N° 613 de fecha 1° de noviembre de 2016, o la que en el futuro la reemplace. 

ARTÍCULO 21. — Citación a la Audiencia y Examen Médico. 

Recibida la solicitud de intervención debidamente cumplimentada, se convocará a las partes firmantes del 

acuerdo a una audiencia para la realización del examen médico, informando la fecha y hora de la citación. 

La notificación a la ART o el EA se cursará a través de la Ventanilla Electrónica (V.E.), al empleador no 

asegurado y al trabajador al domicilio electrónico constituido. 

ARTÍCULO 22. — Examen Médico. 

En la audiencia, el profesional médico asignado procederá a la realización de un examen médico. 

Únicamente podrán presenciar el acto de revisación médica, los profesionales médicos designados por 



las partes. 

Todos los concurrentes deberán ser identificados mediante la presentación de los documentos 

correspondientes: 

a. El damnificado deberá presentar D.N.I. y toda la documentación relativa al siniestro. 

b. Los médicos que intervengan en representación de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el 

empleador autoasegurado o el empleador no asegurado deberán acreditar la calidad invocadas mediante 

autorización otorgada por el responsable del área médica de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el 

empleador autoasegurado o el empleador no asegurado. 

c. Los asesores médicos del trabajador y de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 

autoasegurado o el empleador no asegurado deberán exhibir matrícula de la jurisdicción correspondiente. 

Finalizado el examen, se labrará el “Acta de Audiencia Médica” que deberá ser suscripta por los 

concurrentes y por los asesores letrados del trabajador. 

En caso de corresponder, se informará la necesidad de incorporar toda la documentación no acompañada 

oportunamente o la realización de estudios y/o interconsultas con especialistas. Dicha documentación 

deberá ser presentada en la segunda audiencia. 

ARTÍCULO 23. — Informe de valoración del daño (I.V.D.) 

Clausurada la etapa del examen físico, el médico interviniente emitirá el Informe de Valoración del Daño 

el cual versará sobre: 

a. Datos positivos o de interés del examen físico. 

b. Estudios aportados. 

c. Aportes o divergencias de las partes. 

d. Grado de incapacidad laboral que padece el damnificado al momento de la evaluación conforme al 

Baremo aprobado por el Decreto N° 659/96 y el Listado de Enfermedades Profesionales aprobado por el 

Decreto N° 658/96, en caso de corresponder. 

e. Preexistencias. 

Dentro de los TRES (3) días de emitido el I.V.D., se notificará a las partes, citándolas a una audiencia de 

acuerdo a celebrarse en el Servicio de Homologación indicándose a fecha y hora de celebración, con una 

antelación mínima de TRES (días) a la fecha fijada para la audiencia. 

ARTÍCULO 24. — Liquidación de la prestación dineraria. 

Considerando los salarios declarados por el empleador al Sistema Único de la Seguridad Social (SUSS), 

la fecha de nacimiento del trabajador, la fecha de la Primera Manifestación Invalidante, el grado y 

porcentaje de incapacidad informados, las áreas técnicas competentes calcularán la liquidación mínima 

correspondiente de acuerdo a las previsiones de la L.R.T., debiendo constar la misma en las 

correspondientes actuaciones que tramitaran ante el Servicio de Homologación de la Comisión Médica. 

ARTÍCULO 25. — Audiencia de Acuerdo. 

La audiencia de acuerdo será presidida por un agente del Servicio de Homologación en la cual informará 

el cálculo de la prestación dineraria. Asimismo, el letrado explicará a las partes las implicancias del 

acuerdo. 

Todos los concurrentes a la audiencia deberán ser identificados mediante la presentación de los 

documentos correspondientes: 

a. El damnificado o los derechohabientes deberán presentar D.N.I. y la documentación que acredite su 

calidad de tal. 

b. Los asesores letrados deberán exhibir la matrícula correspondiente. 

c. Los representantes de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador autoasegurado o el 

empleador no asegurado deberán acompañar el instrumento que acredite el carácter de representante o 



apoderado. 

d. En caso de presentarse, el empleador deberá acompañar la documentación que lo acredite como tal. 

El agente interviniente estará autorizado para solicitar a las partes interesadas todos aquellos 

documentos, instrumentos e información que consideren pertinentes, así como para realizar todas las 

diligencias que resulten necesarias para el desarrollo de sus funciones. 

ARTÍCULO 26. — El agente del Servicio de Homologación de la Comisión Médica verificará que se 

encuentre cumplido el procedimiento, validará el acuerdo y constatará la libre emisión del consentimiento 

del trabajador o sus derechohabientes y su discernimiento sobre los alcances del acuerdo. 

En el mismo acto, se suscribirá un acta dejando expresa constancia de ello y del ejercicio de la opción 

prevista en el artículo 4° de la Ley N° 26.773. 

Asimismo, el citado agente emitirá opinión acerca de la legalidad del procedimiento y la pertinencia del 

dictado del acto homologatorio del acuerdo. 

En ningún caso se admitirá una propuesta de convenio que contenga un grado de incapacidad que no se 

corresponda con la consignada en el Informe de Valoración del Daño o un monto indemnizatorio menor al 

que resulte de la estricta aplicación de la normativa prevista en la LRT y sus modificatorias. 

Finalmente, se remitirán las actuaciones al Titular del Servicio de Homologación de la Comisión Médica 

para que en el plazo de CINCO (5) días hábiles dicte el correspondiente acto administrativo de 

homologación con los alcances previstos en el artículo 15 de la Ley N° 20.744 (t.o. 1976), dejando 

expresa constancia del grado de incapacidad informado. 

A partir de la notificación del acto de homologación, la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 

autoasegurado o el empleador no asegurado, deberá poner a disposición el importe de la indemnización 

en la cuenta bancaria del trabajador oportunamente declarada, dentro del plazo de CINCO (5) días, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 4° del Anexo I de la Ley Complementaria de la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo. 

Excepcionalmente, en aquellos casos en los que la cuenta sueldo no estuviera disponible, la A.R.T. 

deberá poner a disposición del damnificado mediante la operación bancaria que se hubiere establecido en 

oportunidad de la audiencia de acuerdo. 

El incumplimiento de tales obligaciones por parte de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador 

autoasegurado o el empleador no asegurado será ponderado de conformidad con las previsiones del 

régimen aprobado por la Resolución SRT N° 613/16. 

Los actos de homologación asumirán autoridad de cosa juzgada administrativa, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 4 ° del Anexo I de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo y las 

incapacidades allí consignadas deberán ser incorporadas a los registros de la S.R.T. 

ARTÍCULO 27. — Acuerdo no homologado. 

Si el acuerdo no fuese homologado, dentro de los CINCO (5) días se dará inicio al trámite de 

determinación de incapacidad, previsto en el Capítulo I y Punto I del presente Capítulo. 

En estos casos, el agente del Servicio de Homologación interviniente expedirá la respectiva constancia de 

conclusión del trámite sin acuerdo homologado. 

CAPÍTULO III 

NORMAS DE APLICACIÓN COMÚN A LOS PROCEDIMIENTOS DE LOS CAPÍTULOS I Y II DEL 

PRESENTE TÍTULO 

ARTÍCULO 28. — Domicilio y Notificaciones. 

Las partes deberán constituir, en su primera presentación, un domicilio especial a los efectos del presente 

procedimiento en el ámbito de competencia territorial de la Comisión Médica interviniente, donde se 

tendrán por válidas todas las notificaciones que efectúe la respectiva Comisión Médica. Las partes 



deberán denunciar cualquier modificación del domicilio constituido, dentro del plazo de CINCO (5) días de 

producida, bajo apercibimiento de tener por válidas las notificaciones cursadas al domicilio obrante en las 

actuaciones. 

El damnificado a través de su letrado, deberá constituir un domicilio electrónico, donde se tendrán por 

fehacientes todas las notificaciones que se cursen. 

A los efectos del presente procedimiento, las notificaciones a las Aseguradoras y a los empleadores, se 

considerarán fehacientes y legalmente válidas cuando se cursen por la ventanilla electrónica establecida 

por la SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO o el medio electrónico que en el futuro la 

reemplace. 

Las notificaciones a los trabajadores, a las A.R.T., los E.A. y a los empleadores, también podrán 

efectuarse en forma presencial, vía postal o por cualquier otro medio fehaciente. 

ARTÍCULO 29. — Plazos. 

El acto definitivo deberá ser expedido dentro de los 60 (SESENTA) días hábiles contados desde la 

primera presentación debidamente cumplimentada. Las demoras imputables a las partes que se susciten 

durante la sustanciación del procedimiento, suspenderán el plazo mencionado. 

A los fines de la presente resolución, salvo disposición expresa en contrario, los plazos deberán 

computarse en días hábiles administrativos y a partir del día siguiente al de la notificación. 

ARTÍCULO 30. — Servicio de Homologación de la Comisión Médica Jurisdiccional. 

Estará conformado por al menos un titular, profesionales médicos y letrados, y personal técnico 

administrativo. 

El titular, denominado Titular del Servicio de Homologación de la Comisión Médica, designado por esta 

SUPERINTENDENCIA DE RIESGOS DEL TRABAJO, será el agente encargado de emitir los actos de 

homologación de los acuerdos y los actos que concluyan los procedimientos regulados por la presente. 

ARTÍCULO 31. — La Gerencia de Administración de Comisiones Médicas será la responsable de la 

gestión operativa del Servicio de Homologación, debiendo asimismo, determinar los plazos de los trámites 

que no se encontraran expresamente definidos en la presente. 

ARTÍCULO 32. — A los efectos del cómputo del plazo de SESENTA (60) días establecido por el artículo 

3° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo, entiéndase como “debidamente 

cumplimentada la presentación”, en los términos siguientes: 

1. Para los procedimientos del CAPÍTULO I del presente TÍTULO: cuando se hallaren cumplidos los 

recaudos exigidos por el artículo 4° de la presente resolución para el inicio del trámite por parte de la 

Aseguradora de Riesgos del Trabajo o el empleador autoasegurado, con el requisito del patrocinio letrado 

obligatorio para el damnificado que preceptúa el artículo 36° del CAPÍTULO IV de la presente. 

2. Para los procedimientos del CAPÍTULO I del presente TÍTULO iniciados por el damnificado, previstos 

en el artículo 1° y 3°: cuando se encuentren cumplidos los recaudos establecidos en el punto 9.1 del 

Anexo I de la Resolución SRT N° 179/2015, o la que en el futuro la reforme o sustituya, correspondientes 

al trámite de rechazo de enfermedades no listadas y en el caso de los trámites por rechazo de denuncia 

de la contingencia; y, una vez cumplido el requisito del patrocinio letrado obligatorio para el damnificado 

que preceptúa el artículo 36° del CAPÍTULO IV de la presente, cuando concluya la intervención del 

Secretario Técnico Letrado con dictamen favorable a la pretensión del trabajador y se deriven las 

actuaciones a la Comisión Médica para el inicio del trámite médico. 

En los casos en que además de los requisitos establecidos, la S.R.T. efectúe a las partes requerimientos 

necesarios para dar inicio al trámite, cuando los mismos sean cumplimentados. 

ARTÍCULO 33. — Los actos del Titular del Servicio de Homologación de la Comisión Médica y los 

decisorios de la Comisión Médica Central en los que se determine una incapacidad laboral permanente 



total definitiva o el fallecimiento del trabajador por causas laborales, deberán ser notificados a la 

ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 

ARTÍCULO 34. — Procedimiento para el caso de incomparecencia de las partes. 

a. La incomparecencia personal del trabajador o sus derechohabientes al examen médico o a la audiencia 

de acuerdo, podrá ser justificada ante los casos de imposibilidad de hecho o fuerza mayor, debidamente 

acreditados. Dicha situación, podrá justificarse por el trabajador o derechohabientes o su letrado, desde la 

citación a la audiencia hasta el momento de la celebración de la misma. 

Si la incomparecencia no fuera debidamente justificada, se notificará al trabajador para que dentro de los 

QUINCE (15) días corridos inste la continuidad del trámite, bajo apercibimiento del archivo de las 

actuaciones. 

b. Ante la incomparecencia de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador autoasegurado o el 

empleador no asegurado al examen médico, el médico interviniente procederá a revisar al damnificado y 

labrará el acta correspondiente, en la que se dejarán asentados los datos de la parte concurrente, y se 

continuará con el trámite. 

Ante la incomparecencia a la audiencia de acuerdo prevista en el CAPÍTULO II, Punto I del presente 

TÍTULO, el agente del Servicio de Homologación de la Comisión Médica labrará el acta correspondiente y 

se remitirán las actuaciones al Titular del Servicio de Homologación a fin de que emita el acto de clausura 

correspondiente, el cual se notificará a las partes, dejando expresa constancia de que el trabajador o sus 

derechohabientes tiene expedita la vía recursiva prevista en el artículo 2° de la Ley Complementaria de la 

Ley sobre Riesgos del Trabajo. 

Ante la incomparecencia a la audiencia de acuerdo prevista en el CAPÍTULO II, Punto II del presente 

TÍTULO, el agente del Servicio de Homologación interviniente expedirá la respectiva constancia de 

conclusión del trámite sin acuerdo homologado y se dará inicio al trámite de determinación de incapacidad 

previsto en Punto I del citado Capítulo. 

La incomparecencia de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, el empleador autoasegurado o el 

empleador no asegurado configurará falta MUY GRAVE, de conformidad con las previsiones del régimen 

aprobado por la Resolución S.R.T. N° 613 de fecha 1° de noviembre de 2016, o la que en el futuro la 

reemplace. 

ARTÍCULO 35. — Segunda Audiencia. 

Ante la segunda incomparecencia del trabajador al examen médico o a la audiencia de acuerdo, el agente 

interviniente dispondrá el cierre de las actuaciones, dejando expresa constancia que no se ha agotado la 

instancia administrativa dispuesta en el artículo 1° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del 

Trabajo y notificará a las partes lo allí resuelto, bajo apercibimiento de que en caso de no instar la 

continuidad del trámite en el plazo de QUINCE (15) días corridos, deberá solicitar la apertura de un nuevo 

trámite. 

Ante la incomparecencia injustificada del trabajador a las audiencias previstas en el CAPÍTULO II, Punto II 

del presente TÍTULO, el agente del Servicio de Homologación interviniente expedirá la respectiva 

constancia de conclusión del trámite sin acuerdo homologado y se dará inicio al trámite de determinación 

de incapacidad previsto en Punto I de citado Capítulo. 

CAPÍTULO IV 

DEL PATROCINIO LETRADO 

ARTÍCULO 36. — Del Patrocinio Letrado Obligatorio. 

El trabajador o sus derechohabientes deberán contar con patrocinio letrado, desde su primera 

presentación, en los procedimientos de las actuaciones administrativas establecidos en la Ley 

Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo que tramiten ante las Comisiones Médicas o el 



Servicio de Homologación creado en el ámbito de las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, conforme lo 

reglado en la presente resolución. 

Frente a la carencia de patrocinio letrado, a efectos de asegurar la asistencia letrada del damnificado en 

resguardo de la garantía del debido proceso, esta Superintendencia de Riesgos del Trabajo instrumentará 

las medidas necesarias a los efectos de proveer al damnificado, sin dilaciones, el patrocinio letrado en 

forma gratuita. 

No se considerará debidamente cumplimentada la presentación, a los efectos del cómputo del plazo 

previsto en el párrafo tercero del artículo 3° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del 

Trabajo, aquélla que carezca del patrocinio letrado obligatorio definido en el presente. 

Asimismo, quedará suspendido el plazo precedentemente mencionado ante la ausencia de patrocinio 

letrado del trabajador o sus derechohabientes en cualquier etapa del procedimiento hasta que dicho 

recaudo sea cumplido. 

ARTÍCULO 37. — De los Honorarios de los Letrados 

La actividad profesional desarrollada por los abogados que patrocinen al trabajador o sus 

derechohabientes en los procedimientos establecidos en la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos 

del Trabajo que tramiten ante las Comisiones Médicas o el Servicio de Homologación creado en el ámbito 

de las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, conforme lo reglado en la presente resolución, devengará 

honorarios a cargo de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo o Empleadores Autoasegurados, sólo en 

el caso de que el damnificado concurra al proceso con su letrado patrocinante particular; por el contrario, 

no devengará honorarios a cargo de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo o Empleadores 

Autoasegurados la actuación de los letrados pertenecientes al Servicio de Patrocinio Gratuito que asista 

al damnificado en el marco de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo anterior. 

Respecto de los honorarios profesionales de los abogados patrocinantes de los trabajadores o sus 

derechohabientes que se encuentran a cargo de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo o Empleadores 

Autoasegurados, por su labor profesional conforme lo descripto en el párrafo anterior, resultarán de 

aplicación los porcentajes previstos en las disposiciones de las leyes de aranceles de cada jurisdicción, 

de corresponder. Ello, únicamente en el caso de que su actuación profesional resultare oficiosa y se 

hubiera reconocido total o parcialmente la pretensión reclamada por el damnificado en el procedimiento 

ante las Comisiones Médicas. Lo expuesto, deberá notificarse a las partes y a los letrados intervinientes 

que tramiten los procedimientos regulados en la presente. 

En ningún supuesto los honorarios profesionales precedentemente aludidos se fijarán o regularán en el 

ámbito de las Comisiones Médicas ni del Servicio de Homologación. 

CAPÍTULO V 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

ARTÍCULO 38. — Habilitación de Comisiones Médicas Jurisdiccionales. 

Dentro del plazo de NOVENTA (90) días corridos de hallarse debidamente cumplidos todos los recaudos 

exigidos para formalizar la adhesión al Título I de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del 

Trabajo, esta Superintendencia deberá arbitrar los medios necesarios para asegurar la aplicación del 

procedimiento establecido en dicha norma legal y en la presente Resolución, en el territorio de la 

respectiva provincia adherente. 

ARTÍCULO 39. — Definición de Gastos. 

En el marco de gratuidad de los procedimientos para los damnificados establecido en el apartado cuarto 

del artículo 21 de la Ley N° 24.557, conforme a las facultades otorgadas a esta Superintendencia para su 

definición, entiéndase por “demás gastos en que incurra el trabajador a consecuencia de su participación 

ante las comisiones médicas” exclusivamente aquéllos que se encuentran previstos en el artículo 10 del 



Decreto N° 1.475 de fecha 29 de julio de 2015 sustitutivo del artículo 20 del Decreto N° 717 de fecha 28 

de junio de 1996; los detallados en la Resolución SRT N° 539 de fecha 3 de agosto de 2000, con las 

reformas introducidas por la Resolución SRT N° 308 de fecha 22 de junio 2001; la Resolución SRT N° 

1.240 de fecha 24 de agosto de 2010, y aquellas normas que en el futuro las reformen o sustituyan. 

ARTÍCULO 40. — Aplicación particular 

El procedimiento especial establecido en la presente resolución, para los trámites administrativos 

previstos en el artículo 1° de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo y en ella 

regulados, será de aplicación excluyente de los procedimientos previstos en las normas que regulen otros 

trámites ante las comisiones médicas. 

En razón de lo dispuesto en el párrafo precedente y con dichos alcances, resultarán inaplicables al 

procedimiento regulado por la presente resolución los preceptos establecidos en el Decreto N° 717/1996, 

con las reformas introducidas por el Decreto N° 1.475/2015 y la Resolución de esta Superintendencia N° 

179/2015, en la medida en que se opongan a lo dispuesto en la presente. 

Para los restantes trámites administrativos, serán aplicables los procedimientos aprobados por la 

normativa vigente y las disposiciones previstas en el Decreto N° 717/96 y la Resolución SRT N° 179/15, o 

la que en el futuro la reemplace. 

En tal sentido, los dictámenes médicos emitidos por las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, serán 

pasibles de los recursos allí dispuestos, con los efectos previstos en el Decreto N° 717/96. Sin perjuicio, 

de la competencia para entender en tales cuestiones de la justicia ordinaria del fuero laboral de la 

jurisdicción provincial o de la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES, según corresponda al domicilio 

de la comisión médica que intervino, conforme lo establecido en el artículo 46 de la LRT, modificado por el 

artículo 14 de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo. 

ARTÍCULO 41. — Aplicación temporal 

Las disposiciones contenidas en la presente resolución sólo resultarán aplicables al trámite de las 

actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1° de marzo de 2017. 

TÍTULO II 

DE LAS DISPOSICIONES DE ORDENAMIENTO DEL SISTEMA SOBRE RIESGOS DEL TRABAJO 

ESTABLECIDAS EN EL TÍTULO III DE LA LEY COMPLEMENTARIA DE LA LEY SOBRE RIESGOS 

DEL TRABAJO 

ARTÍCULO 42. — Incapacidad Laboral Temporaria (I.L.T.) 

Entiéndase que de acuerdo a la disposición del artículo 10 de la Ley Complementaria de la Ley sobre 

Riesgos del Trabajo, en tanto sustituyó el inciso c) del apartado 2 del artículo 7 de la Ley N° 24.557, el 

otorgamiento de un nuevo período transitorio regulado por el apartado 4° del artículo 2° del Anexo del 

Decreto N° 472/14 deviene inaplicable. 

Establécese que para completar los DOS (2) años efectivos de baja definidos en el apartado 3 del citado 

artículo, los respectivos reingresos a la situación de I.L.T. deberán ser considerados hasta un período 

máximo de dos años. 

ARTÍCULO 43. — Valor de Ingreso Base 

No integrarán el cálculo del Valor del Ingreso Base, conforme lo establecido en el artículo 12 de la Ley N° 

24.557, sustituido por el artículo 11 de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo, 

aquellas sumas que correspondan a los conceptos establecidos en el artículo 7° de la Ley N° 24.241 y los 

artículos 103 bis y 106 de la Ley N° 20.744, y todo otro concepto que no integre el salario aun cuando se 

liquide conjuntamente con él. 

ARTÍCULO 44. — De la extinción del contrato de afiliación 

Establécese que a los fines del cálculo de la deuda referida en el artículo 27 apartado 6 de la Ley N° 



24.557 -incorporado por el artículo 12 de la Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del Trabajo-, se 

deberá tomar como referencia la cuota de mayor valor devengado en los últimos DOCE (12) meses, 

siempre que ésta no incluya las sumas correspondientes al Sueldo Anual Complementario (S.A.C.). En el 

estado de deuda deberán incluirse todos los saldos parciales a favor del empleador y, en caso de haberse 

acordado el pago de prestaciones dinerarias por I.L.T., por cuenta y orden de la A.R.T., se deberán 

computar, a modo de compensación, los montos que la A.R.T. adeude al empleador en concepto de 

reintegros por I.L.T. 

A los efectos de considerar legalmente rescindido el contrato por falta de pago, la A.R.T. deberá, previo a 

la extinción del mismo, intimar fehacientemente el pago de las sumas adeudadas en un plazo no inferior a 

QUINCE (15) días corridos. 

Vencido dicho plazo, y no habiéndose dado cumplimiento a la intimación, la Aseguradora podrá extinguir 

el contrato efectuando una nueva notificación fehaciente comunicando la rescisión, la que será efectiva a 

partir de la CERO (0) hora del día inmediato posterior a la fecha de recepción. 

ARTÍCULO 45. — Situación de Reagravamiento 

Entiéndase por “Reagravamiento”, a los efectos de lo previsto en el artículo 14 de la Ley Complementaria 

de la Ley sobre Riesgos del Trabajo sustitutivo del artículo 46 de la Ley N° 24.557, las secuelas 

consolidadas derivadas de un accidente de trabajo o enfermedad profesional que, como consecuencia de 

un siniestro posterior, produzcan una incapacidad sobreviniente. 

ARTÍCULO 46. — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 

archívese. — Gustavo D. Morón. 
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LEY 11653 

LEY DE PROCEDIMIENTO ANTE LOS TRIBUNALES LABORALES DE LA PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES. (ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DEL TRABAJO) 

Texto Actualizado con las modificaciones introducidas por Leyes 13829, 14142, 14399,  14552 y 14740. 

Promulgación: Decreto N° 1941 del 21/07/95 

Publicación: B.O. 16/08/95 N° 22.949 

DE LOS TRIBUNALES DE TRABAJO 

CAPÍTULO I - COMPETENCIA 

ARTÍCULO 1- Los Tribunales del Trabajo de la Provincia de Buenos Aires tendrán a su cargo la 

administración de la justicia laboral, en un todo de acuerdo con las disposiciones del presente y de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. 

ARTÍCULO 2- Los Tribunales del Trabajo conocen: 

a)      En única instancia, en juicio oral y público, de las controversias individuales del trabajo que tengan 

lugar entre empleadores y trabajadores, fundadas en disposiciones de los contratos de trabajo, en 

convenciones colectivas, laudos con eficacia de éstas, disposiciones legales o reglamentarias del derecho 

del trabajo y de las causas vinculadas con un contrato de trabajo aunque se funden en normas del 

derecho común. 

b)      En las acciones de las asociaciones sindicales con personalidad gremial, por cobro de aportes, 

contribuciones y demos beneficios que resulten de convenciones colectivas de trabajo y en aquellas 

acciones respecto de las cuales el régimen de las asociaciones sindicales establezca la competencia 

local. 

c)      En las demandas de desalojo por restitución de inmuebles o parte de éstos concedidos a los 

trabajadores en virtud o como accesorio de los contratos de trabajo. 

d)      En las demandas de tercerías en los juicios de competencia de la justicia laboral. 

e)      En grado de apelación de las resoluciones definitivas dictadas por la asociación sindical, que 

denieguen la solicitud de afiliación de los trabajadores o dispongan su expulsión, con arreglo a las normas 

legales que rijan la materia. 

f)        En grado de apelación, de las resoluciones dictadas por las autoridades administrativas 

provinciales del trabajo cuando las leyes pertinentes lo establezcan. 

g)      En la ejecución de las resoluciones dictadas por la autoridad administrativa del trabajo cuando las 

leyes así lo dispongan. 

ARTÍCULO 3- Cuando la demanda sea iniciada por el trabajador por entablarse indistintamente: 

a)      Ante el Tribunal del lugar del domicilio del demandado. 

b)      Ante el Tribunal del lugar de prestación del trabajo. 

c)      Ante el Tribunal del lugar de celebración del contrato de trabajo. 

Si la demanda es deducida por el empleador deber entablarse ante el Tribunal del lugar del domicilio del 

trabajador. 

ARTÍCULO 4- Salvo disposición expresa de las leyes especiales, en los supuestos de los incisos b), c), e) 

y g) del artículo 2, las acciones deben promoverse ante el Tribunal del domicilio del demandado. 

ARTÍCULO 5- En caso de muerte, quiebra o concurso del demandado, las acciones que sean de 



competencia de los Tribunales del Trabajo se iniciarán o continuarán en esta jurisdicción, a cuyo efecto 

deberá notificarse a los respectivos representantes legales. 

ARTÍCULO 6- El Tribunal ante el cual se hubiere promovido una demanda, deber inhibirse de oficio si 

considerase no ser competente para conocer en el asunto por razón de la materia. Sin embargo una vez 

contestada la demanda o perdido el derecho de hacerlo sin objetarse la competencia, ésta quedar fijada 

definitivamente para el Tribunal y las partes. 

CAPÍTULO II 

DISPOSICIONES GENERALES DE PROCEDIMIENTO 

RECUSACIONES Y EXCUSACIONES 

ARTÍCULO 7- Los Jueces de los Tribunales del Trabajo no podrá n ser recusadas sin expresión de 

causa. Regirán en materia de excusación y recusación las causales establecidas en el Código Procesal 

Civil y Comercial. 

ARTÍCULO 8- La presentación deber deducirse ante el Tribunal del que forma parte el Juez o Jueces a 

recusar en la primera intervención que se efectúe. 

Cuando la causal fuera sobreviniente o desconocida por la parte, por promoverse la recusación dentro del 

quinto día de saberla y bajo juramento de haber llegado recién a su conocimiento. 

Esta facultad sólo podrá ejercerse antes del día de la vista de la causa. 

ARTÍCULO 9- En la recusación se observarán las reglas siguientes: 

1.- En el escrito que se presente sé denunciar n las causales de que intente valerse, los testigos que 

hayan de declarar, cuyo número no podrá exceder de tres, acompañando los documentos necesarios y 

ofreciendo las demás pruebas que considere pertinentes. 

La presentación ser desechada si no se llenaren los requisitos expresados o si se propusiere fuera de 

término. 

2.- Deducida la misma se integrara el Tribunal con los jueces que sean necesarios hasta completar su 

totalidad y consentida que sea la integración se ha saber al miembro recusado, a fin de que manifieste si 

son o no ciertas las causales alegadas. Si las reconociere, el Tribunal lo tender por separado del juicio sin 

m s trámite. 

3.- Si las negare y el Tribunal que conoce de aquella encontrase suficientes las probanzas presentadas al 

deducirla, decidir el incidente sin m s trámite. En caso contrario, ordenar se practiquen las diligencias 

solicitadas por el recusante en el escrito inicial y designar audiencia dentro de los diez (10) días para que 

se reciban las pruebas, observándose lo dispuesto en el artículo 44 y resolver en el mismo acto. 

4.- El incidente suspende el procedimiento pero no el trámite para la contestación de la demanda. 

ARTÍCULO 10- Queda prohibida la intervención de abogados o procuradores cuya presencia en el 

proceso pueda generar causales de recusación y excusación cuando dicha intervención comience 

después de consentida la actuación del Tribunal que conoce en el mismo. 

IMPULSO PROCESAL 

ARTÍCULO 11.- Presentada la demanda, el procedimiento podrá ser impulsado por las partes, el Tribunal 

y el Ministerio Público. 

ARTÍCULO 12.- El Tribunal deberá ordenar de oficio las medidas convenientes para el desarrollo del 

proceso. Asimismo, podrá disponer se realice cualquier diligencia que fuera necesaria para evitar la 

nulidad del procedimiento. Tiene también amplias facultades de investigación, pudiendo ordenar las 

medidas probatorias que estime pertinentes respetando los principios de congruencia, bilateralidad y 

defensa. 

Transcurrido en la etapa de conocimiento el plazo de tres (3) meses en los juicios sumarísimos y de seis 

(6) en todos los demás casos sin que se hubiere instado el curso del proceso y siempre que no medie un 



deber específico del Tribunal de efectuar determinados actos procesales, podrá intimarse a las partes 

para que en el término de cinco (5) días produzcan actividad procesal útil para la prosecución del trámite, 

bajo apercibimiento de que en caso de incumplimiento se decretara la caducidad de la instancia. 

ARTÍCULO 13.- Los escritos a que se refiere el artículo 113 (T.O. Decreto 180/87) de la Ley 5177 ser n 

proveídos en la justicia laboral, sin perjuicio de intimarse a los profesionales firmantes para que, dentro 

del tercer día, subsanen las omisiones o deficiencias bajo apercibimiento de aplicárseles un llamado de 

atención o las sanciones que correspondan contempladas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

NULIDADES 

ARTÍCULO 14.- Las nulidades de procedimiento sólo se declaran a petición de parte siempre que se 

formule dentro del plazo de cinco (5) días de conocido el acto, salvo que fueran originadas por no 

habérsele dado audiencia, en cuyo caso el Tribunal podrá declararlas de oficio. 

La parte que ha originado el vicio que motive la nulidad o que en forma expresa o tácita hubiere 

renunciado a diligencias o trámites instituidos en su propio interés, no por alegar la nulidad o impugnar la 

validez de los procedimientos. 

ACUMULACIÓN 

ARTÍCULO 15.- El demandante por acumular todas las acciones que tenga contra una parte, siempre que 

sean de la competencia del mismo Tribunal, no sean excluyentes y puedan sustanciarse por los mismos 

trámites. En iguales condiciones se podrá acumular las acciones de varias partes contra una o m s, si 

fueren conexas por el objeto o por el título. Sin embargo, se podrá ordenar la separación de los procesos 

si se considerase que la acumulación es inconveniente. 

NOTIFICACIONES 

ARTÍCULO 16.- (Texto según Ley 14142) Las providencias quedarán notificadas por ministerio de la ley, 

los días martes y viernes o el siguiente hábil si alguno de ello no lo fuere, sin necesidad de nota, 

certificado u otra diligencia. 

Se notificarán personalmente o por cédula: 

a)      El traslado de la demanda, de la reconvención y de sus contestaciones. 

b)      La audiencia a que se refiere el artículo 29. 

c)      La declaración de rebeldía. 

d)      La citación al acto previsto en el artículo 25. 

e)      La providencia que declare la cuestión de puro derecho y los traslados a que se refiere el artículo 

32, último párrafo. 

f)        El auto de apertura y recepción de prueba, el de designación de la audiencia de vista de la causa, 

las cargas procesales que se impongan a las partes y, en su caso, los traslados para alegar por escrito. 

g)      El traslado de los informes y dictámenes periciales, de los autos que ordenen intimaciones y 

medidas para mejor proveer. 

h)      La sentencia definitiva, juntamente con la liquidación a que se refiere el artículo 48. 

i)        La providencia de “autos” contemplada en el artículo 57 inciso b). 

j)        La denegatoria de los recursos extraordinarios. 

k)      Las que hacen saber medidas cautelares, o su modificación o levantamiento. 

l)        Las resoluciones en los incidentes, las interlocutorias con carácter de definitivas y aquellas otras 

providencias que, en su caso, se indique expresamente. 

Cuando así se lo disponga podrá notificarse por carta documento, por telegrama, por acta notarial o por 

correo electrónico. 

Se tendrá por cumplimentada la entrega de copias si se transcribe su contenido. 

En caso que ello resulte imposible o inconveniente, las copias quedarán a disposición del notificado en el 



Tribunal, lo que así se la hará saber. 

Se tomará como fecha de notificación el día de labrada el acta o entrega del telegrama o carta 

documento, salvo que hubiera quedado pendiente el retiro de copias, en cuyo casos se computará el día 

de nota inmediato posterior. 

Esta última fecha se tomará en cuenta en los supuestos que la notificación fuera por medio electrónico, 

independientemente que se transcriba o no el contenido de las copias en traslado. 

PLAZOS LEGALES 

 ARTÍCULO 17.- Todos los plazos legales son computarán por días hábiles y serán perentorios e 

improrrogables.  

MEDIDAS PRECAUTORIAS 

ASISTENCIA MÉDICO FARMACÉUTICA 

ARTÍCULO 18.- Aún antes de iniciada la acción y en cualquier estado del juicio y a petición de parte, el 

Tribunal podrá decretar medidas cautelares cuando, a su criterio y según el m‚rito que arrojen los autos, 

resulte procedente el resguardo del derecho invocado. 

Del mismo modo podrá disponer que el empleador provea gratuitamente la asistencia médica y 

farmacéutica requerida por la víctima, en las condiciones establecidas por la ley nacional de aplicación. 

COSTAS 

ARTÍCULO 19.- El vencido en el juicio será condenado al pago de las costas, aunque no se hubieran 

pedido. 

El Tribunal podrá eximirlo en todo o en parte cuando hallare m‚rito para ello, expresando los motivos en 

que se funda. 

En el caso de acumulación de acciones, las costas se impondrán en relación al éxito o fracaso de cada 

una de ellas. 

ARTÍCULO 20.- En el proceso laboral la actuación estará exenta de toda tasa y gastos. Sin embargo, el 

condenado en costas, cuando no sea el trabajador, deber pagar las tasas y gastos correspondientes. Si 

aquellas se declarasen por su orden, abonar los de su parte. 

ARTÍCULO 21.- Los gastos que en razón de esta ley deba efectuar el Tribunal para la actuación procesal 

serán resarcidos por la parte a cuyo cargo se impongan las costas, aplicándose en lo pertinente lo 

dispuesto en el artículo 22. 

BENEFICIO DE GRATUIDAD 

ARTÍCULO 22.- Los trabajadores o sus derecho-habientes gozarán del beneficio de gratuidad. La 

expedición de testimonios, certificados, legalizaciones o informes en cualquier oficina pública será 

gratuita. 

En ningún caso les será exigida caución real o personal para el pago de costas, gastos u honorarios o 

para la responsabilidad por medidas cautelares. Sólo darán  caución juratoria de pagar si mejorasen de 

fortuna. 

CARTA PODER 

ARTÍCULO 23.- Los trabajadores desde los dieciocho (18) años y sus derecho-habientes podrán estar en 

juicio y hacerse representar por mandatario, abogado o procurador, mediante simple carta-poder 

autenticada la firma por escribano, funcionario judicial letrado habilitado o secretario o su reemplazante de 

los Tribunales del Trabajo. 

Los menores adultos que no hayan cumplido aquella edad también podrán estar en juicio y otorgar 

mandato en la forma indicada precedentemente, previa autorización e intervención promiscua del 

Ministerio Público. 

ARTÍCULO 24.- En casos urgentes podrá admitirse la intervención en juicio sin los instrumentos que 



acrediten la personería. Si ‚estos, cualquiera fuere la fecha de su otorgamiento, no fuesen presentados o 

no se ratificase la gestión dentro del plazo de diez (10) días contados desde su invocación, ser nulo todo 

lo actuado por el gestor y éste pagará las costas causadas sin perjuicio de la responsabilidad por los 

daños ocasionados. 

CONCILIACIÓN 

ARTÍCULO 25.- Una vez iniciada la demanda se podrá intentar la conciliación en cualquier estado del 

procedimiento. 

En tal caso, y sin que se altere el curso del proceso, las partes ser n citadas a comparecer, asistidas por 

abogado o por apoderado letrado con facultades suficientes, bajo apercibimiento, en caso de 

incomparecencia injustificada, de multa de tres (3) a diez (10) jus, la que ser aplicada a las partes. La 

notificación se practicará con transcripción de este párrafo. 

De arribarse a la conciliación total o parcial, dentro de los cinco (5) días siguientes el Tribunal se 

pronunciará homologando o no el acuerdo y podrá eximir a las partes, si ‚estas lo solicitaren, del pago de 

las tasas y gastos fiscales de la causa. 

Salvo disposición en contrario de las normas aplicables al caso, en cualquier estado del proceso les 

partes también podrán conciliar el juicio mediante presentación escrita del acuerdo para su homologación 

rigiendo a tal efecto lo dispuesto en el párrafo anterior. 

La homologación producirá los efectos de cosa juzgada. 

En caso de no conciliarse, se podrá proponer a las partes que la discusión se simplifique por eliminación 

de aquellas cuestiones y pruebas que carezcan de importancia para la sentencia definitiva. 

CAPÍTULO III 

DEMANDA Y CONTESTACIÓN 

DEMANDA 

ARTÍCULO 26.- La demanda se interpondrá por escrito y contendrá: 

a)      Nombre, domicilio real, edad, nacionalidad, estado civil y profesión, oficio u ocupación del actor. 

b)      Nombre y domicilio del demandado. 

c)      La designación precisa de cada uno de los conceptos que se impetren. 

d)      Los hechos en que se funde cada uno de los reclamos expresados claramente. 

e)      El derecho en que se sustentan las acciones deducidas expuesto sucintamente. 

f)        La liquidación de los rubros que correspondiere. 

g)      La mención de los medios de prueba que la parte intente hacer valer para demostrar sus 

afirmaciones. Asimismo, presentar los documentos que obraren en su poder y si no los tuviere los 

individualizar indicando su contenido, la persona en cuyo poder se hallaren, o el lugar, archivo u oficina 

donde se encuentren. 

h)      La petición en términos claros y positivos. 

ARTÍCULO 27.- Si la demanda tuviese algún defecto u omisión, se deberá ordenar sean salvados dentro 

del tercer día y con la prevención de que, en caso de incumplimiento, se dispondrá su archivo. 

Asimismo, si de la demanda no resultase claramente la competencia del Tribunal, se pedirá al actor las 

aclaraciones necesarias, con igual plazo y apercibimiento. 

Cuando la acción se promueva o continúe por los causahabientes, se adjuntarán los certificados que 

acrediten la defunción y el parentesco invocado y si fuere además necesario testimonio de la declaratoria 

de herederos. En tal caso, de no agregarse, podrá disponerse que se acompañe dicho instrumento. 

TRASLADO DE LA DEMANDA 

ARTÍCULO 28.- Presentada la demanda y previo cumplimiento, si correspondiere, de lo dispuesto en el 

artículo 27, el Presidente del Tribunal correrá traslado al demandado, a quien citar y emplazar para que 



comparezca y la conteste dentro del plazo de diez (10) días, el que ser ampliado en razón de la distancia 

en un día por cada doscientos (200) kilómetros o fracción no menor de cien (100), bajo apercibimiento de 

tener aquella por contestada si no lo hiciere y declararlo rebelde en su caso. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

ARTÍCULO 29.- La contestación de la demanda deber contener, en lo aplicable, los requisitos de los 

artículos 26 y 34. 

El demandado deber articular todas las defensas que tuviere, incluso las excepciones y prescripción, y 

ofrecer además toda la prueba de que intente valerse. En esa oportunidad también podrá deducir 

reconvención siempre que esta sea conexa con la acción principal. Las pruebas respectivas se ofrecerán 

en forma separada para cada uno de tales supuestos. 

De dicho escrito sé dar traslado al actor quien, dentro del quinto día, podrá ampliar su prueba 

exclusivamente con respecto a los nuevos hechos introducidos por el demandado. 

En el plazo de cinco (5) días deber contestar las excepciones y prescripción opuestas en el de diez (10) 

días la reconvención que se hubiere deducido, ofreciendo las pruebas en la forma establecida en el 

párrafo segundo. De la contestación de la reconvención se dará traslado por cinco (5) días a los mismos 

fines que los previstos para la contestación de la demandada. Cumplido lo previamente dispuesto o 

vencido los plazos referidos, el Presidente del Tribunal, en el caso de haberse opuesto excepciones, fijar 

audiencia para dentro de quince (15) días a fin de que se reciba la prueba correspondiente. 

Al contestar las partes los traslados dispuestos en los párrafos anteriores deber n reconocer o negar la 

autenticidad de los documentos acompañados que se les atribuyen, como así también la recepción de las 

cartas, cartas documentos y telegramas a ellos dirigidos y cuyas copias se adjunten, bajo apercibimiento 

de que se los tendrá por reconocido o recibidos, según el caso. 

INTERVENCIÓN DEL ASEGURADOR 

ARTÍCULO 30.- Cuando exista un seguro en virtud de una ley que autorice sustituir la responsabilidad 

patronal, la intervención del asegurador en el juicio se regirá por las normas legales específicas en la 

materia. 

EXCEPCIONES - PRESCRIPCIÓN 

ARTÍCULO 31.- Las únicas excepciones admisibles como previas son: 

a)      Incompetencia. 

b)      Falta de capacidad de las partes o de personería en sus representantes. 

c)      Litispendencia. 

d)      Cosa juzgada. 

Si se opusiere la prescripción y pudiere resolverse como de puro derecho, así se procederá con arreglo a 

lo dispuesto en el artículo 32. En caso contrario, la prueba sé producir junto con la de las restantes 

cuestiones de fondo y se resolverá en la sentencia definitiva. 

CAPÍTULO IV 

PRUEBAS 

RECEPCIÓN DE PRUEBAS 

ARTÍCULO 32.- Contestados los traslados previstos en el artículo 29 o vencidos los plazos para hacerlo y 

siempre que hubiesen sido resueltas las excepciones opuestas y la cuestión no fuere de puro derecho el 

Presidente del Tribunal, dentro del plazo de diez (10) días, proveer lo que corresponda respecto de las 

pruebas ofrecidas las que, salvo aquellas que se reciban en la vista de la causa, deber n producirse en el 

plazo de sesenta (60) días sin perjuicio de lo establecido en el artículo 41. No ser n admitidas las que 

fueren manifiestamente improcedentes o superfluas o meramente dilatorias. 

La audiencia, en la que se recibirá la prueba de confesión, de testigos y, en su caso, a los peritos citados, 



sé designar en el mismo auto observando las reglas generales indicadas en el artículo 43, salvo cuando la 

cantidad, índole o complejidad de la prueba induzca a fijarla posteriormente en la oportunidad prevista en 

el artículo citado. 

Si no se hubiese ofrecido prueba oral o por cualquier otro motivo no fuera necesario recibir la misma, una 

vez producida la ordenada o vencido el plazo para hacerlo, el Presidente del Tribunal dentro de los diez 

(10) días concederá traslado a las partes para que en el plazo de cinco (5) días informe por escrito sobre 

el mérito de la prueba. Presentados los alegatos o vencido el término para hacerlo, sin más trámite sé 

dictar veredicto y sentencia en los plazos establecidos en el artículo 44, incido d) y e). 

Si la cuestión fuere de puro derecho, en la oportunidad y plazos previstos en el primer párrafo, el Tribunal 

así lo declarar en el mismo acto conferir traslado a las partes para que dentro de los cinco (5) días 

informen por escrito. Presentados los informes o vencido el término para hacerlo, sin más trámite dictará 

sentencia dentro del plazo de los veinte (20) días. 

ARTÍCULO 33.- Las pruebas que deban practicarse fuera del lugar donde tiene su asiento el Tribunal 

podrán delegarse salvo fundada y expresa oposición de parte, que ser resuelta sin recurso. 

Cuando existiese prueba que haya de producirse fuera de la Provincia, los plazos señalados en el artículo 

29 y 32 podrán ampliarse hasta noventa (90) días como máximo, atendiendo a las distancias y a la 

facilidad de las comunicaciones. 

ABSOLUCIÓN DE POSICIONES 

ARTÍCULO 34.- Cuando se solicite la absolución de posiciones ser indispensable, para su admisión, 

acompañar el pliego respectivo. Caso contrario se la tendrá por no ofrecida. 

Quien deba absolverlas ser citado en su domicilio real, por c‚dula, por telegrama, carta documento, o acta 

notarial con anticipación no menor de dos (2) días hábiles, bajo apercibimiento de poder tenerlo por 

confeso si no compareciere sin justa causa. 

Las personas de existencia ideal podrá n elegir a la persona física que las represente, cuya declaración 

confesional obligar a la parte proponente. A tales fines, al promover o contestar la demanda deber n 

indicar quien absolver posiciones en su nombre y el domicilio, dentro del asiento del Tribunal, donde ser 

citada. También podrán proponer un absolvente sustituto para el caso de muerte, incapacidad o ausencia 

debidamente justificadas del designado en primer lugar. 

El reemplazo se podrá efectuar hasta el día de la audiencia en la concurrencia del absolvente sustituto 

estar a cargo de la parte que lo propuso cuando se produzca después de proveída tal prueba. En este 

caso, su incomparecencia implicar tenerlo por confeso atendiendo las circunstancias de la causa. 

Quedar a cargo de la parte que indica la persona que absolver posiciones la obligación de que sus 

respuestas puedan efectuarse con eficaz conocimiento de los hechos, bajo apercibimiento de poder 

tenerla por confesa. 

TESTIGOS 

ARTÍCULO 35.- Cada parte sólo podrá ofrecer hasta cinco (5) testigos, salvo que por la naturaleza de la 

causa o por el número de actores o de cuestiones de hecho sometidas a decisión del Tribunal, se 

admitiera una cantidad mayor. 

Cualquiera sea el número admitido, también se podrá proponer subsidiariamente hasta tres (3) testigos 

para reemplazar a quienes no pudieran declarar por las causas previstas en el artículo 34, sustitución que 

podrá efectuarse hasta el día de la audiencia. 

Podrá ser testigo toda persona que haya cumplido catorce (14) años de edad. 

Si al proponer la prueba el trabajador solicitare que los testigos sean examinados directamente por el 

Tribunal de la causa, siempre que tuvieran su domicilio en la Provincia, el Estado abonar los gastos de 

traslado con cargo de reembolso al mejorar de fortuna. Cuando igual solicitud sea formulaba por el 



empleador, éste se hará cargo de los gastos de traslado. 

ARTÍCULO 36.- Toda persona citada como testigo est obligada a comparecer ante el Tribunal, teniendo 

derecho cuando preste servicios en relación de dependencia a faltar a sus tareas, debiendo computarse a 

los fines remuneratorios como efectivamente trabajado el tiempo que le insuma el cumplimiento de la 

citación, a cuyo fin por Secretaría se le otorgar la constancia correspondiente. 

El testigo que no concurriere sin excusar su ausencia con justa causa, podrá ser conducido por la fuerza 

pública y manteniendo en arresto hasta tomársele declaración, sometiéndosele luego a la justicia penal si 

correspondiere. Sin perjuicio de ello, por aplicársele una multa cuyo monto ser fijado entre 1 a 4 jus. En la 

notificación respectiva se transcribirá este párrafo. 

La citación se ha por cédula, por telegrama, por carta documento o por acta notarial con anticipación de 

dos (2) días hábiles, como mínimo, al de la audiencia, salvo los testigos de reemplazo cuya concurrencia 

ser a cargo de la parte que los ofreció cuando la situación se produzca después de proveída tal prueba. 

En este caso, su incomparecencia implicar tener a la parte por desistida de su declaración. 

PERITOS 

ARTÍCULO 37.- Los peritos ser n nombrados de oficio. Su número según la índole del asunto, puede a 

juicio del Presidente del Tribunal variar de uno (1) a tres (3) por cada cuestión técnica sometida a decisión 

judicial practicándose la diligencia en la forma especificada en el artículo 469 del Código Procesal Civil y 

Comercial. La designación se hará por sorteo entre los profesionales matriculados e inscriptos en una lista 

que se formará en cada jurisdicción de los Tribunales del Trabajo, debiendo agotarse el sorteo de dicha 

lista para que el desinsaculado pueda ser sorteado nuevamente. 

Las pericias médicas podrán practicarse por el sistema previsto anteriormente o mediante perito único 

que ser designado por sorteo, entre los médicos laboralistas de la nómina oficial del Poder Judicial. 

Cuando la lista oficial del lugar al que corresponde el Tribunal del Trabajo no exista el cargo de médico 

laboralista, la designación se efectuará por sorteo entre los especialistas de esa rama de la oficina 

existente en el lugar más próximo. 

En caso de recusación, excusación, vacancia, remoción o cualquier otro impedimento de los médicos 

laboralistas oficiales mencionados en el segundo párrafo, una vez agotada la nómina, serán 

reemplazados en la forma establecida en el párrafo anterior. 

El Presidente del Tribunal podrá, asimismo, disponer que las pericias se realicen por técnicos forenses o 

de organismos públicos nacionales, provinciales o municipales. En estos casos sé determinar la suma 

que deba abonarse por esos servicios con arreglo a las disposiciones que al efecto dicte la Suprema 

Corte. 

Sé fijar a los peritos al proveer la prueba ofrecida, un plazo no mayor de veinte (20) días para la 

presentación de sus informes y dictámenes con la antelación necesaria a la vista de la causa cuando 

hubiera sido designada para que antes de dicha audiencia se cumpla con todos los traslados que se 

prevén a continuación. 

Del informe o dictamen pericial se dará traslado a las partes por cinco (5) días, salvo que su complejidad 

o extensión justificare un plazo mayor, bajo apercibimiento de perder el derecho a pedir explicaciones o 

impugnar el informe o dictamen presentado, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 44 inciso b) y 45. 

Del pedido de explicaciones y/o impugnaciones formulado por las partes, sé dar traslado a los peritos 

para que lo contesten en el plazo de cinco (5) días o antes de la vista de la causa o en la misma 

audiencia, si se hubiese designado, atendiendo las circunstancias del caso. 

Cuando se lo estimare necesario, por disponerse que se practique otra pericia, o se perfeccione o se 

amplíe la anterior, según el sistema de designación que se considere pertinente. 

Los informes o dictámenes deber n presentarse con tantas copias como partes intervengan. 



ARTÍCULO 38.- Cuando los perito no se expidieren en término o citados para dar explicaciones o evacuar 

impugnaciones no comparecieren sin justa causa, de oficio sé dejar sin efecto su designación, dándoles 

por perdido el derecho a devengar honorarios si correspondiese y excluyéndolos de la lista. En el caso de 

peritos de la nómina oficial del Poder Judicial se comunicará a la Suprema Corte de Justicia a sus efectos. 

La designación de los peritos se notificará con transcripción de éste artículo. 

LIBROS Y REGISTROS 

ARTÍCULO 39.- Cuando en virtud de una norma legal aplicable exista obligación de llevar libros, registros 

o planillas especiales de ¡índole laboral, y a requerimiento judicial no se los exhiba o resulte que no reúne 

las exigencias legales y reglamentarias, incumbir al empleador la prueba contraria si el trabajador o sus 

derecho-habientes prestaren declaración jurada sobre los hechos que debieron consignarse en los 

mismos. 

En los casos en que se controvierta el monto o el cobro de remuneraciones en dinero o en especie, la 

prueba contraria a la reclamación corresponder al empleador. 

EXPEDIENTES, DOCUMENTOS Y CONVENIOS COLECTIVOS. 

ARTÍCULO 40.- Cuando se ofrezcan como prueba expedientes administrativos o judiciales en trámite, 

deber n individualizarse las piezas o circunstancias que interesen; en su caso, se requerirá testimonio o 

copia autenticada de dichos elementos probatorios. Cuando se trate de expedientes administrativos o 

judiciales terminados y agregados a otro juicio, podrá procederse de la misma manera o requerirse la 

remisión de los mismos. 

Si se ofreciere como prueba un documento agregado o un expediente en trámite, sé pedir el envío de 

dicho expediente exclusivamente por el plazo necesario para cumplimentar la prueba o copia autenticada 

del instrumento. 

En el primer caso, antes de devolverse el expediente se dejará copia del documento en la causa. 

Cuando la actuación que se ofrezca como prueba se refiera a una cuestión de carácter prejudicial se 

deberá aguardar su terminación. 

Cuando los convenios colectivos de trabajo fueran debidamente individualizados por las partes no ser 

necesario diligenciar prueba alguna para acreditarlos. A tal fin obrar n en poder de cada Tribunal 

ejemplares de los mismos cuyas copias autenticadas se agregarán a los autos. En caso de no tenerlos, el 

Tribunal deber requerirlos a la autoridad que corresponda a tales efectos. 

INFORMES 

 ARTÍCULO 41.- Las pruebas a que se refiere el artículo 40 y los informes que se soliciten a las oficinas 

públicas y entidades privadas deber n hallarse diligenciados en el plazo señalado en el artículo 32 o con 

anterioridad a la finalización de la vista de la causa, bajo apercibimiento de la pérdida de dicha prueba si 

la demora le fuera imputable a la parte proponente. 

RECONOCIMIENTO JUDICIAL 

ARTÍCULO 42.- Cuando se considere necesario el reconocimiento de lugares, cosas o circunstancias 

relacionadas con la causa, los Jueces del Tribunal podrán trasladarse a tal fin o encomendar la diligencia 

a alguno de sus miembros o secretario. 

Si el lugar fuere distante del asiento del Tribunal la medida por ser deferida a la autoridad judicial m s 

próxima. 

Del reconocimiento realizado sé labrar acta circunstanciada que sé incorporar a la causa. 

CAPÍTULO V 

VISTA DE LA CAUSA, VEREDICTO Y SENTENCIA 

REGLAS GENERALES 

ARTÍCULO 43.- Cuando se hubiere diferido la fijación de la vista de la causa, una vez producida la 



prueba ordenada o vencido el plazo para hacerlo según lo dispuesto en el artículo 32, el Presidente del 

Tribunal, dentro de los diez (10) días determinar la fecha en que deber realizarse la audiencia. 

Para su designación se utilizarán todos los días hábiles de la semana cuando la cantidad de causas lo 

exija. 

Cuando medie suspensión total o parcial de la vista de la causa, la fijación de la nueva audiencia en el 

primer caso o de su continuación en el segundo, deber efectuarse para dentro de un plazo no mayor de 

treinta (30) días salvo que lo impida la índole de la prueba a producirse, en cuyo caso sé designar a la 

brevedad posible. Si a la misma no concurrieran las partes ser a cargo de cualquiera de ellas peticionar la 

fijación de la fecha de audiencia. 

A las partes les asiste el derecho de solicitar la designación de las audiencias para la fecha m s próxima 

posible que indicar n según la constancia que surjan del Libro de Audiencias a que se refiere el artículo 

59, el que estar a disposición de aquellas. 

La decisión que admita tal petición ser dictada por el Presidente y la que la deniegue requerir resolución 

fundada del Tribunal. 

ARTÍCULO 44.- El día y hora fijados para la vista de la causa deber declararse abierto el acto 

cualesquiera sean las partes y personas citadas que hubieran concurrido, quienes no estar n obligadas a 

aguardar m s de media hora siempre que el Tribunal no est‚ en audiencia. En tal caso podrán retirarse 

después de dejar constancia de su oportuna presencia si vencido dicho plazo de espera el acto no ha 

dado aún comienzo. A la parte que no concurra se le por aplicar la multa prevista en el artículo 25. 

Durante la vista de la causa se observarán las siguientes reglas: 

a)      Se dará lectura a las actuaciones de prueba producidas antes de la audiencia, si alguna de las 

partes lo pidiere. 

b)      A continuación el Tribunal recibirá directamente las otras pruebas. Las partes, los testigos y los 

peritos, en su caso, ser n interrogados libremente por el Tribunal, sin perjuicio de las preguntas que 

puedan proponer las partes. 

c)      Luego se concederá la palabra al representante del Ministerio Público si tuviere intervención y a las 

partes, por su orden, para que se expidan sobre el m‚rito de las pruebas. Cada parte dispondrá de treinta 

(30) minutos para su alegato. 

Ese tiempo podrá ser ampliado por el Tribunal. Los Jueces votarán veredicto y sentencia en el orden que 

establezca el sorteo que se practicará al efecto. 

d)      El veredicto se dictará en el acto o dentro del plazo de cinco (5) días pronunciándose sobre los 

hechos apreciando en conciencia la prueba rendida. 

e)      La sentencia se dictará dentro de los veinte (20) días de la fecha del veredicto. 

Para fijar las cantidades que se adeuden, por prescindirse de lo reclamado por las partes. 

f)        El veredicto, la sentencia y las resoluciones del Tribunal ser n pronunciados por sus tres (3) 

miembros por mayoría de votos bajo pena de nulidad. 

INTERVENCION DE LAS PARTES 

ARTÍCULO 45.- Las partes tendrá n intervención en la audiencia a los efectos del contralor de la prueba y 

podrá n hacer, con permiso del Presidente del Tribunal, todas las observaciones que consideren 

pertinentes. 

Asimismo podrá limitar dicha facultad cuando las interrupciones sean manifiestamente improcedentes o 

con propósitos de obstrucción o contrarios a los fines del proceso. 

ACTA DE AUDIENCIA 

ARTÍCULO 46.- (Texto según Ley 14740)  El Secretario levantará acta de lo sustancial de la audiencia, 

consignado el nombre de los comparecientes, de los testigos y de los peritos y de las circunstancias 



personales. En igual forma se procederá respecto de las demás pruebas. Siempre que el Tribunal lo 

juzgue pertinente, de oficio, podrá hacerse constar alguna circunstancia especial vinculada con la causa; 

en la misma acta deberá además incluirse toda mención que en forma voluntaria solicitaren las partes por 

sí o a través de apoderado o letrado patrocinante, especialmente las consideraciones referidas a las 

pruebas producidas y/o denegadas en la instancia, los motivos que habilitan a la futura interposición de 

los recursos extraordinarios provinciales y/o nacionales, así como toda otra mención que considere 

pertinente y que haga a su derecho, todo ello bajo sanción de nulidad. 

FORMA Y CONTENIDO DEL VEREDICTO Y SENTENCIA 

ARTÍCULO 47.- El veredicto se dictará por escrito con indicación del lugar y fecha. Deber consignar en 

forma separada cada una de las cuestiones que el Tribunal considere pertinente plantear y contener 

decisión expresa sobre los hechos que se hubiesen tenido por acreditados o no, según el caso, con 

indicación individualizada de los elementos de juicio meritados. 

La sentencia sé dictar por escrito y contender la indicación del lugar y fecha, el nombre de las partes y el 

de sus representantes, en su caso, la cuestión litigiosa en términos claros, los fundamentos del fallo y la 

decisión expresa, positiva y precisa con arreglo a las acciones deducidas, salvo lo dispuesto en el artículo 

44, inciso e) in fine. 

LIQUIDACIÓN 

ARTÍCULO 48.- (Texto según Ley 14399) Dictada la sentencia el Secretario del Tribunal practicará 

liquidación de capital, intereses y costas, notificando a las partes en la forma ordenada en el artículo 16, 

bajo apercibimiento de tenerla por consentida si dentro del quinto día no se formularen observaciones, 

cuyo trámite no interrumpirá el plazo para deducir los recursos correspondientes. 

Al monto total por el que se condene a la demandada se deberá adicionar los intereses devengados 

desde la fecha de su exigibilidad y hasta el efectivo pago, según el cálculo de intereses “al promedio de la 

Tasa Activa” que fija el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento. 

CAPÍTULO VI 

PROCESO DE EJECUCIÓN 

EJECUCIÓN DE SENTENCIA 

ARTÍCULO 49.- Pasada en autoridad de cosa juzgada la sentencia o el pronunciamiento que haga sus 

veces, el Tribunal a instancia de parte decretar embargo sobre bienes del deudor y le citar para que 

dentro del plazo de cinco (5) días oponga excepción de pago documentado posterior a la fecha de la 

sentencia definitiva, si la tuviere bajo apercibimiento de llevar adelante la ejecución. 

Si la prueba documental del pago no surgiere de la causa o no se agregare en el mismo acto en que se 

oponga la excepción. ‚Esta deberá ser desestimada sin más trámite. En el caso contrario, previo traslado 

por tres (3) días al ejecutante, el Tribunal resolverá sumariamente. 

Si se declarase procedente la excepción opuesta, sé rechazar la ejecución levantando el embargo y en el 

caso de desestimarse aquella, sé mandar llevar adelante la ejecución y sé proceder en lo sucesivo en la 

forma prevista para el cumplimiento de la sentencia de remate con arreglo a lo dispuesto en el Libro III, 

Título II, Capítulo III del Código Procesal Civil y Comercial. 

INCIDENTE DE EJECUCIÓN PARCIAL 

ARTÍCULO 50.- Si el empleador, en cualquier estado del juicio, reconociere adeudar al trabajador algún 

crédito liquidó y exigible que tuviere por origen la relación laboral, a petición de parte sé formar incidente 

por separado y en‚ l se tramitará la ejecución de ese crédito por el procedimiento establecido en el artículo 

anterior. Del mismo modo se procederá, a petición de parte, cuando hubiere quedado firme la condena al 

pago de alguna suma de dinero, aunque se hubiere interpuesto, respecto de otros rubros de la sentencia, 

alguno de los recursos extraordinarios autorizados. En estos casos, la parte interesada deberá pedir, para 



encabezar el incidente de ejecución, copia autenticada o testimonio con certificación de que el rubro que 

se pretende ejecutar no est comprendido en el recurso interpuesto y de que la sentencia ha quedado 

firme respecto de ‚l. Si hubiere alguna duda acerca de estos extremos, el Tribunal denegar la formación 

del incidente.  

CRÉDITOS RECONOCIDOS EN INSTRUMENTO PÚBLICO O PRIVADO 

VÍA EJECUTIVA 

ARTÍCULO 51.- Cuando en instrumento público se reconociere por el empleador créditos líquidos, 

exigibles y provenientes de una relación laboral en favor del algún trabajador, ‚este tendrá acción 

ejecutiva para demandar su cobro ante el Tribunal que corresponda. 

Si se tratare de documentos que por si solos no traigan aparejada ejecución podrá prepararse la vía 

ejecutiva aplicando, en lo pertinente, lo dispuesto en los artículos 523 y concordasteis del Código 

Procesal Civil y Comercial. 

SUSTANCIACIÓN 

ARTÍCULO 52.- Esta acción sé regir por las disposiciones que regulan el juicio ejecutivo en el Código 

Procesal Civil y Comercial (Capítulos II y III del Título II, Libro III) en lo que resulte aplicable. Sólo se 

admitirán como excepciones las siguientes: 

1.- Incompetencia. 

2.- Falta de capacidad de las partes o de personería de sus representantes. 

3.- Litispendencia. 

4.- Prescripción. 

5.- Pago total o parcial acreditado mediante documento que deber acompañares al oponerse la 

excepción, bajo apercibimiento de ser rechazada sin m s trámite. 

6. - Conciliación o transacción homologadas. 

7. - Cosa juzgada. 

EJECUCIÓN DE RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

PROCEDIMIENTO 

ARTÍCULO 53.- La ejecución de las resoluciones administrativas dictadas por la autoridad del trabajo de 

acuerdo con la legislación de aplicación ser tramitada con arreglo al siguiente procedimiento: 

1.- Incumplida la resolución administrativa podrá ejecutarse ante el Tribunal del Trabajo que corresponda, 

debiendo solicitarse a la autoridad del trabajo la remisión del expediente en el que ha sido dictada. 

2.- Se observarán las reglas establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial para la ejecución de 

sentencias, con las siguientes modificaciones. Además de las excepciones que allí se autorizan, podrán 

oponerse: 

a)      Incompetencia del Tribunal y de la autoridad administrativa, fundada en la ausencia de 

presupuestos que legitimen su actuación. 

b)      Falta de capacidad se las partes o personería de sus representantes. 

c)      Cosa juzgada. 

d)      Litispendencia. 

3.- La prueba de las excepciones se hará por medio de documentos que sé adjuntar n al deducirlas o por 

confesión judicial, con exclusión de otro medio probatorio. Cuando no se pudiera acompañar testimonios 

u otras constancias oficiales as se manifestará solicitándose el envío de las actuaciones dentro de un 

plazo que fijar el Tribunal. 

ARTÍCULO 53 bis.- (Artículo Incorporado por Ley 13829) Preparación de vía ejecutiva: Los salarios, 

asignaciones familiares o rubros denominados no remunerativos provenientes de una relación individual 

de trabajo subordinado, hasta un máximo de tres (3) meses devengados, vencidos e impagos (artículos 



103, 103 bis, 107, 126, 128 y ccds. LCT y Ley 24714), podrán ser demandados judicialmente preparando 

la vía ejecutiva, como se dispone seguidamente: 

El trabajador que pretenda acogerse al procedimiento aquí establecido, como condición esencial para la 

viabilidad de la acción, deberá: 

1)      Por el plazo y con las modalidades del artículo 57 de la LCT cursar a quien considere su deudor una 

intimación extrajudicial fehaciente (carta documento o telegrama Ley 23789) que contenga 

necesariamente: a) fecha de ingreso o antigüedad computable del reclamante según artículo 18 de la 

LCT; b) categoría profesional o funciones cumplidas durante el período involucrado en la petición y c) 

suma total del crédito reclamado, con expresión clara y concreta de los períodos, rubros y montos que la 

componen. La intimación, so pena de nulidad, deberá incluir la trascripción del inciso siguiente. 

2)      El intimado deberá pronunciarse puntualmente sobre la veracidad de los datos contenidos en la 

intimación (apartados a), b) y c) del inciso anterior). En su réplica no le bastará la negativa genérica, sino 

que deberá expedirse detalladamente sobre la posición que asume respecto de cada uno de tales 

apartados, bajo apercibimiento de entenderse el silencio o la falta de respuesta concreta, como tácita 

admisión de los fundamentos del reclamo, seguida de la negativa al pago de las sumas resultantes. La 

negativa de vínculo laboral, enerva el procedimiento previsto en este artículo. 

3)      En el supuesto que el deudor intimado accediera a saldar las sumas peticionadas, deberá incluir en 

su respuesta el lugar, día y hora en que hará efectivo el crédito reclamado. 

4)      La preparación de vía ejecutiva persiguiendo el cobro de las remuneraciones tratadas en este 

artículo, no podrá ser acumulada a otra acción judicial,  por lo que su trámite será en actuación autónoma, 

que se iniciará con las constancias originales del intercambio de comunicaciones y ofreciendo en el 

mismo escrito, el comparendo a primera audiencia de hasta tres (3) testigos, quienes deberán deponer 

sobre las circunstancias aludidas en el inciso 1 apartados a) y b) de este artículo. 

5)      Dentro de los cinco (5) días de recibida la causa por el Tribunal y comprobado el cumplimiento de 

los requisitos citados, se dispondrá libramiento de oficio al respectivo correo para que en el plazo de cinco 

(5) días hábiles se expida sobre la autenticidad y registros de entrega de las comunicaciones habidas. En 

el mismo auto se fijará primera audiencia para que comparezca tanto el ejecutante a ratificar su acción 

bajo juramento del artículo 39 de este cuerpo normativo, como para el recibimiento de la testimonial 

ofrecida. 

6)      Cumplidos los requisitos indicados en el inciso anterior, conformado el reclamo por los dichos 

ratificatorios de al menos dos (2) testigos, con más la respuesta positiva del correo, queda integrado el 

"Título Ejecutivo". 

7)      Cumplidos los requisitos anteriores, el Tribunal en auto fundado, con voto individual de sus 

integrantes, analizará la concurrencia de los elementos sustantivos, en cuyo caso, dispondrá librar 

mandamiento de intimación de pago y embargo que tramitará en adelante siguiendo el procedimiento 

indicado en el artículo 52. Por el contrario, cuando en el supuesto del inciso 3 el deudor incumpliera con el 

pago comprometido, la acción tramitará según lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 51. 

ARTÍCULO 53 ter.- (Artículo Incorporado por Ley 13829) Sanción procesal por falta de pago. Cuando 

el empleador en mora, fehacientemente intimado por el trabajador, no abonare salarios, asignaciones 

familiares o rubros denominados no remunerativos (y sus diferencias) obligando al acreedor a promover 

acciones judiciales -a pedido de parte o de oficio- en sentencia, los montos resultantes de dicho capital 

serán incrementados en un treinta (30) por ciento . 

A tales fines, al disponer el traslado del artículo 28 el Tribunal emplazará al accionado para que al tiempo 

de contestar demanda, satisfaga los créditos que adeude, bajo apercibimiento de serle aplicada la 

sanción dispuesta en el párrafo anterior, en el eventual supuesto que en sentencia fuera declarada 



procedente la petición del trabajador. 

Si hubieran existido causas justificadas para la omisión del empleador, los jueces, prudencialmente, 

podrán reducir la sanción dispuesta por el primer párrafo hasta la mitad del porcentaje indicado. 

CAPÍTULO VII 

RECURSOS 

REVOCATORIA 

ARTÍCULO 54.- Las resoluciones interlocutoras dictadas por el Presidente o por el Tribunal son 

recurribles por vía de revocatoria, dentro del tercer día de notificadas, para ante el Tribunal, que por 

resolver sin substanciación alguna. 

RECURSOS EXTRAORDINARIOS 

ARTÍCULO 55.- Contra las sentencias definitivas dictadas por los Tribunales, sólo podrán interponerse los 

recursos extraordinarios previstos en la Constitución de la Provincia. El de inaplicabilidad de ley sólo ser 

concedido cuando el valor de lo cuestionado ante la instancia extraordinaria exceda, respecto de cada 

actor, la suma fijada por el Código Procesal Civil y Comercial, salvo que el fallo recurrido contraríe la 

doctrina de la Suprema Corte de Justicia a la fecha en que se dictó aquí‚l. 

La limitación en razón del valor tampoco regirá cuando la sentencia condene al desalojo de la vivienda del 

trabajador; se pronuncie acerca de cuestiones de valor indeterminado o insusceptible de apreciación 

pecuniaria y en los casos de "litis consorcio" cuando, siendo formalmente procedentes los recursos 

interpuestos por uno, al menos, de los actores o demandados versen sobre similares puntos litigiosos. 

DEPÓSITO PREVIO 

ARTÍCULO 56.- En el caso de sentencia condenatoria, los recursos se concederán únicamente previo 

depósito del capital, intereses y costas con la sola excepción de los honorarios de los profesionales que 

representan o patrocinan a la parte recurrente. 

(Segundo párrafo modificado por Ley 14552) El depósito no será exigible en los casos de quiebra o 

concurso civil del demandado declarados judicialmente. Tampoco será exigible cuando el recurso sea 

interpuesto por el Fisco Provincial. 

El Tribunal por autorizar, a pedido de parte, que se sustituya la cantidad en dinero que correspondiere 

depositar, por su equivalente en títulos o valores de la Nación o de la Provincia que quedar n en el Banco 

de la Provincia de Buenos Aires a la orden del mencionado Tribunal, a las resultas del juicio. 

APELACIÓN DE RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

ARTÍCULO 57.- Cuando se trate de resoluciones de la autoridad administrativa del trabajo provincial, el 

procedimiento para ante los Tribunales del Trabajo, con arreglo a lo previsto en el artículo 2, inciso f) de la 

presente ley, se ajustará a las siguientes reglas: 

a)      Apelada la resolución administrativa se remitirán las actuaciones al Tribunal que corresponda. 

b)      Dentro de los diez (10) días de recibidos los antecedentes, el Tribunal dictar la providencia de 

"autos", que ser notificada a los interesados y a la autoridad administrativa del trabajo. Dentro del plazo de 

tres (3) días, la autoridad administrativa en el caso de aplicación de sanciones o la parte contraria a la 

recurrente en los restantes, por presentar un memorial relativo al recurso interpuesto. 

c)      El Tribunal fallar dentro de los quince (15) días de vencido el término contemplado en el inciso b) in 

fine. 

CAPITULO VIII 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

INFORMES AL PROCURADOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

ARTÍCULO 58.- Los Tribunales deber n informar trimestralmente al Procurador de la Suprema Corte de 

Justicia el estado de las causas, con los datos indicados en la Ley Orgánica del Poder Judicial incluyendo 



las especificaciones que la Suprema Corte prescriba. Además, será obligatorio informar al concluir el año 

judicial el número de vistas de las causas y demás audiencias a las que concurrió cada Juez y aquellas 

en que ha debido ser reemplazado y por quien, señalándose los motivos de las audiencias. 

LIBROS ESPECIALES 

ARTÍCULO 59.- Los Tribunales llevar n un libro rubricado y foliado en el que el Secretario asentar la fecha 

en que cada Juez ha recibido y devuelto los autos con motivo de la emisión de su voto y el día en que 

fueron dictado el veredicto y la sentencia. Las constancias de dicho libro se reflejarán en los respectivos 

expedientes mediante certificación sucinta del actuario. 

También llevarán rubricado y foliado un Libro de Audiencias en el que se consignarán las designadas, 

cualesquiera sea su índole, las suspendidas total o parcialmente y sus motivos, por orden cronológico y 

con indicación de objeto, fecha y hora. 

MULTAS Y GASTOS. DESTINO. EJECUCIÓN 

ARTÍCULO 60.- Los importes fijados por la prestación de servicios de los peritos oficiales, técnicos 

forenses o de la administración pública, los correspondientes a los gastos a que se refiere el artículo 21 y 

los de las multas previstas en esta ley, ingresar n a una cuenta bancaria especial, el destino de esos 

fondos ser determinado por la Suprema Corte de Justicia. 

La ejecución, en su caso, estar a cargo del representante del Ministerio Público Fiscal que corresponda, 

con sujeción al procedimiento del artículo 49. 

JUICIOS EN TRÁMITE 

ARTÍCULO 61.- A partir de la vigencia de la presente ley los juicios en trámite se substanciarán dé 

acuerdo con el procedimiento en ella establecido, en cuanto fuere posible, disponiéndose lo necesario 

según el estado de la causa. 

DEROGACIÓN DE NORMAS 

ARTÍCULO 62.- Derogase los Decretos Leyes 7718/71 y sus modificatorias y 8879/77; las Leyes 8086, 

11121 y 11260 y toda otra norma legal que se oponga a la presente. 

NORMAS DE APLICACIÓN SUPLETORIA 

ARTÍCULO 63.- Las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires se 

aplicarán supletoriamente en cuanto concuerden con el sistema de la presente ley. 

VIGENCIA 

ARTÍCULO 64.- La presente ley entrar en vigencia a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín 

Oficial, y hasta tanto se cumpla dicho plazo, ser n de aplicación las normas del Decreto ley 7718/71 y sus 

modificatorias. 

ARTÍCULO 65.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 

 

 

LEY 14997 

ADHESIÓN A LA LEY NACIONAL 27348, LEY COMPLEMENTARIA DE LA LEY SOBRE RIESGOS 

DEL TRABAJO, LEY 24557, COMISIÓN MÉDICA CENTRAL-ART-AUTOSEGURO PÚBLICO. 

Promulgación: 02/01/2018 

Publicación: 08/01/2018 B.O. N° 28190 (SUPLEMENTO) 

 

ARTÍCULO 1°: Adhiérese a la Ley Nacional N° 27348, Ley Complementaria de la Ley sobre Riesgos del 

Trabajo, Ley N° 24557. 

ARTÍCULO 2°: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 



 

 

LEY 15057 

ESTABLECE EL NUEVO PROCEDIMIENTO LABORAL EN LA PROVINCIA. DEROGA LA LEY 11653. 

MODIFICA LEY 5827. LA PRESENTE LEY ENTRARÁ EN VIGENCIA A PARTIR DEL PRIMER DÍA 

HÁBIL DEL MES DE FEBRERO DEL AÑO 2020. 

Promulgación: DECRETO 1418/2018 del 16/11/2018 

Publicación: 27/11/2018 BO N° 28408 

  

CAPÍTULO I 

PRINCIPIOS DEL PROCEMIENTO LABORAL Y COMPETENCIA 

ARTÍCULO 1°: El procedimiento laboral se ajustará a los principios de oralidad, celeridad, gratuidad para 

el trabajador y sus derechohabientes, inmediación, concentración, publicidad, buena fe y efectividad de la 

tutela de los derechos sustanciales. 

ARTÍCULO 2°: Los Juzgados del Trabajo y las Cámaras de Apelaciones del Trabajo departamentales 

tendrán a su cargo la administración de la justicia laboral, en un todo de acuerdo con las disposiciones de 

la presente y de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Los Juzgados del Trabajo conocerán: 

a)      En primera instancia, en juicio oral y público, de las controversias individuales del trabajo que 

tengan lugar entre empleadores, trabajadores y terceros jurídicamente vinculados, fundadas en 

disposiciones de los contratos de trabajo, en convenciones colectivas, laudos con eficacia de éstas, 

disposiciones legales o reglamentarias del derecho del trabajo y de las causas vinculadas con un contrato 

de trabajo, aunque se funden en normas del derecho común y de las homologaciones de acuerdos sobre 

la materia frente a una petición conjunta de las partes. 

b)     En las acciones de las asociaciones sindicales con personalidad gremial, por cobro de aportes, 

contribuciones y demás beneficios que resulten de convenciones colectivas de trabajo y en aquellas 

acciones respecto de las cuales el régimen de las asociaciones sindicales establezca la competencia 

local. 

c)      En las demandas de desalojo por restitución de inmuebles o parte de éstos concedidos a los 

trabajadores en virtud o como accesorio de los contratos de trabajo. 

d)     En las demandas de tercerías en los juicios de competencia de la justicia laboral. 

e)      En grado de apelación, de las resoluciones definitivas dictadas por la asociación sindical que 

denieguen la solicitud de afiliación de los trabajadores o dispongan su expulsión, con arreglo a las normas 

legales que rijan la materia. 

f)      En grado de apelación, de las resoluciones dictadas por las autoridades administrativas provinciales 

del trabajo, cuando las leyes pertinentes lo establezcan. 

g)     En la ejecución de las resoluciones dictadas por la autoridad administrativa del trabajo, cuando las 

leyes así lo dispongan. 

h)     En el trámite para la regulación de honorarios judiciales y extrajudiciales. 

i)       En las acciones donde, según las leyes generales o especiales, el trabajador tenga expedita la vía 

judicial. 

j)       En la revisión de las resoluciones dictadas por las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, de acuerdo 

a lo establecido en el artículo 2°, segundo párrafo, de la Ley 27.348 Complementaria de la ley de Riesgos 

del Trabajo o la que en el futuro la reemplace. 



Dicha revisión deberá ser interpuesta por el trabajador o sus derechohabientes ante el Juzgado del 

Trabajo que resulte competente, a través de una acción laboral ordinaria, dentro del plazo de noventa (90) 

días hábiles judiciales computados desde la notificación de la resolución emanada de la Comisión Médica 

Jurisdiccional, bajo apercibimiento de caducidad. 

Dicha acción atraerá el recurso que eventualmente interponga la aseguradora de riesgos del trabajo ante 

la Comisión Médica Central y la sentencia que se dicte en sede laboral resultará vinculante para ambas 

partes. 

Tratándose de acciones derivadas de la Ley de Riesgos del Trabajo y sus modificatorias, excluyendo las 

excepciones contempladas en la Ley Nacional N° 27.348 o la que en el futuro la reemplace, sumado a los 

requisitos previstos en el artículo 34 de la presente ley, el trabajador o sus derechohabientes deberán 

acompañar los instrumentos que acrediten el agotamiento de la vía administrativa por ante la Comisión 

Médica Jurisdiccional correspondiente y/o la configuración del silencio administrativo por parte de ésta. 

La referida acción ordinaria podrá iniciarse prescindiendo de la obligatoriedad de interponer el recurso 

administrativo ante la Comisión Médica Central. 

Si las partes consintieran los términos de la decisión emanada de las Comisiones Médicas 

jurisdiccionales, tal resolución hará cosa juzgada administrativa en los términos del artículo 15 de la Ley 

de Contrato de Trabajo, quedando definitivamente concluida la controversia. 

El presente artículo deberá ser expresamente transcripto al tiempo de notificar al trabajador de la 

resolución emanada de la Comisión Médica Jurisdiccional como de la Comisión Médica Central, bajo 

apercibimiento de nulidad. 

Las Cámaras de Apelaciones del trabajo conocerán: 

1)     En los recursos que esta ley autoriza. 

2)     En las recusaciones y cuestiones planteadas por las excusaciones de sus propios miembros y de los 

Jueces de primera instancia. 

3)     En grado de apelación, en las resoluciones dictadas por la Comisión Médica Central, de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 2° tercer párrafo, de la Ley 27.348 Complementarla de la Ley de Riesgos del 

Trabajo, o la que en el futuro las reemplace. 

ARTÍCULO 3°: Cuando la demanda sea iniciada por el trabajador podrá entablarse indistintamente: 

a)      Ante el Juzgado del lugar del domicilio del demandado; 

b)     Ante el Juzgado del lugar de prestación del trabajo. 

c)      Ante el Juzgado del lugar de celebración del contrato de trabajo. 

Si la demanda es deducida por el empleador deberá entablarse ante el Juzgado del lugar del domicilio del 

trabajador. 

La competencia territorial de la Justicia Provincial del Trabajo es improrrogable. 

ARTÍCULO 4°: Salvo disposición expresa de las leyes especiales, en los supuestos de los incisos b), c), 

e) y g) del artículo 2°, primera parte, las acciones deben promoverse ante el Juzgado del domicilio del 

demandado. 

ARTÍCULO 5°: En caso de muerte, quiebra o concurso del demandado, las acciones que sean de 

competencia de los Juzgados del Trabajo se iniciarán o continuarán ante los mismos, a cuyo efecto 

deberá notificarse a los respectivos representantes legales o interesados que correspondiere. 

ARTÍCULO 6°: El Juez ante el cual se hubiere promovido una demanda, deberá inhibirse de oficio si 

considerase no ser competente para conocer en el asunto por razón de la materia. Sin embargo, una vez 

contestada la demanda o perdido el derecho de hacerlo sin objetarse la competencia, ésta quedará fijada 

definitivamente para el Juzgado y las partes. 

CAPÍTULO II 



DISPOSICIONES GENERALES DE PROCEDIMIENTO 

RECUSACIONES Y EXCUSACIONES 

ARTÍCULO 7°: Los Jueces del Trabajo no podrán ser recusados sin expresión de causa. Regirán en 

materia de excusación y recusación las causales y procedimientos establecidos en el Código Procesal 

Civil y Comercial. El demandado, deberá ejercer esta facultad en su primera presentación, antes o al 

tiempo de contestar la demanda. El actor dentro del dentro del quinto día de conocer el Juzgado que va 

intervenir, o en su primera presentación posterior a la interposición de la demanda. 

Si la causal fuere sobreviniente, sólo podrá hacerse valer dentro de quinto día de haber llegado a 

conocimiento del recusante y antes de quedar el expediente en estado de sentencia. 

El trámite de recusación del Juez de primera instancia se sustanciará ante el mismo, y se remitirá vía 

incidente a la Cámara de Apelaciones del Trabajo para que lo resuelva. 

El incidente de recusación suspende el procedimiento pero no el trámite para la contestación de la 

demanda. 

Los secretarlos de primera Instancia, los de Cámara y los de la Suprema Corte únicamente podrán ser 

recusados con causa conforme las previsiones del Código Procesal Civil y Comercial. 

Deducida la recusación, el Juez se Informará sumariamente sobre el hecho en que se funde, y sin más 

trámite dictará resolución que será inapelable. 

DEBERES DE JUECES Y FUNCIONARIOS 

ARTÍCULO 8°: Son deberes de los Jueces: 

1)     Asistir personalmente a la vista de causa y realizar en forma personal las diligencias que ésta u otras 

leyes pongan a su cargo, con excepción de aquellas en las que la delegación estuviera autorizada. 

2)     Decidir las causas, de acuerdo con el orden en que hayan quedado en estado, salvo las preferencias 

a las cuestiones urgentes. 

3)     Dictar las resoluciones con sujeción a los siguientes plazos: 

a)      Las providencias simples, dentro de los tres (3) días de presentadas las peticiones por las partes. 

b)     Las sentencias interlocutorias, salvo disposición en contrario, dentro de los diez (10) días de quedar 

el expediente a despacho. 

c)      Las sentencias definitivas, para los Jueces de primera instancia dentro de los plazos establecidos en 

el artículo 54 inciso d; para los Jueces de Cámara dentro del plazo de treinta (30) días desde que el 

expediente quede en condiciones de dictar sentencia conforme lo establecido en el artículo 80. 

4)     Fundar toda sentencia definitiva o interlocutoria, bajo pena de nulidad, respetando la jerarquía de las 

normas vigentes y los principios de congruencia y progresividad. 

5)     Dirigir el procedimiento dentro de los límites expresamente establecidos en esta Ley: 

a)      Concentrar, en lo posible, en un mismo acto o audiencia todas las diligencias que sea menester 

realizar. 

b)     Señalar, antes de dar trámite a cualquier petición, los defectos u omisiones de que esta adolezca, 

ordenando su subsanación dentro del plazo que fije, y disponer de oficio toda diligencia que fuere 

necesaria para evitar nulidades. 

c)      Mantener la igualdad de las partes en el proceso. 

d)     Prevenir y denunciar todo acto contrario al deber de lealtad, probidad y buena fe. 

e)     Vigilar para que en la tramitación de la causa se procure la mayor economía procesal. 

f)      Tomar medidas tendientes a evitar la paralización del proceso. A tal efecto, vencido un plazo, se 

haya ejercido o no la facultad que corresponda, se pasará a la etapa siguiente en el desarrollo procesal, 

disponiendo de oficio las medidas necesarias conforme lo dispuesto por el ARTÍCULO 12 de esta ley. 



g)     Declarar en oportunidad de dictar las sentencias definitivas y en caso de corresponder, la temeridad 

y/o malicia en que hubieren incurrido los litigantes y/o profesionales intervinientes. 

ARTÍCULO 9°: Sin perjuicio de los deberes que en otras disposiciones de esta ley y en las leyes de 

organización del Poder Judicial se imponen a los secretarios, éstos deberán: 

1)     Comunicar a las partes y a los terceros las decisiones judiciales, mediante la firma de oficios, 

cédulas y edictos, sin perjuicio de las facultades que el Código Procesal Civil y Comercial y la ley 5177, o 

la que en el futuro las reemplace, le acuerdan a los letrados respecto de las cédulas y oficios, y de lo que 

establezcan los convenios sobre comunicaciones entre magistrados de distintas jurisdicciones. 

El secretario no podrá firmar los oficios o exhortos que se dirijan al Gobernador de la Provincia, Ministros 

y Secretarios del Poder Ejecutivo, a los intendentes Municipales y funcionarios de análoga jerarquía y 

magistrados judiciales de la provincia, los cuales, sólo serán suscriptos por el Juez. 

2)     Extender certificados, testimonios, copias o impresiones de actas. 

3)     Extender simple carta poder conforme las previsiones de esta Ley. 

4)     Firmar las providencias de mero trámite, dentro de los tres (3) días, sin perjuicio de las facultades 

que la Ley Orgánica del Poder Judicial pueda conferir al auxiliar letrado. En la etapa probatoria firmará 

todas las providencias simples que no impliquen pronunciarse sobre la admisibilidad, negligencia o 

caducidad de la prueba. 

5)     Firmar, sin perjuicio de las facultades que la ley orgánica del poder judicial pueda conferir al auxiliar 

letrado, las providencias simples que ordenen agregar partidas, exhortos, peritajes, oficios, inventarios, 

tasaciones, rendiciones de cuentas y, en general, documentos y actuaciones similares. 

6)     Remitir la causa al Ministerio Público, a fin de que dictamine cuando resulte involucrada la defensa 

de la legalidad, los intereses generales de la sociedad o cuestiones de orden público. 

7)     Practicar las liquidaciones y asistir al Juez en la audiencia de vista de causa, pudiendo ser 

reemplazado por el auxiliar letrado. 

ARTÍCULO 10: Queda prohibida la intervención de abogados o procuradores cuya presencia en el 

proceso pueda generar causales de recusación y excusación cuando dicha intervención comience 

después de consentida la actuación del Juzgado que conoce en el mismo. 

IMPULSO PROCESAL 

ARTÍCULO 11: Presentada la demanda, el procedimiento deberá ser impulsado por el Juez, las partes y 

en su caso el Ministerio Público. Transcurrido en la etapa de conocimiento el plazo de tres (3) meses en 

los juicios sumarísimos y de seis (6) meses en todos los demás casos sin que se hubiere instado el curso 

del proceso y siempre que no mediare un deber específico del Juez de efectuar determinados actos 

procesales, podrá intimarse a las partes para que en el término de cinco (5) días produzcan actividad 

procesal útil para la prosecución del trámite, bajo apercibimiento de que en caso de incumplimiento será 

decretada la caducidad de la instancia. 

ARTÍCULO 12: El Juez deberá ordenar de oficio las medidas convenientes para el desarrollo del proceso. 

Asimismo, deberá disponer que se realice cualquier diligencia que fuera necesaria para evitar la nulidad 

del procedimiento. Tiene también amplias facultades de investigación, pudiendo ordenar las medidas 

probatorias que estime pertinentes respetando los principios de congruencia, bilateralidad y defensa. 

ARTÍCULO 13: Los escritos a que se refiere el artículo 95 de la Ley 5177 (T.O. Decreto 2885/01) serán 

proveídos en la justicia laboral, sin perjuicio de intimarse a los profesionales firmantes para que, dentro 

del tercer día, subsanen las omisiones o deficiencias bajo apercibimiento de aplicárseles un llamado de 

atención o las sanciones que correspondan contempladas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

NULIDADES 



ARTÍCULO 14: Las nulidades de procedimiento sólo se declaran a petición de parte siempre que se 

formule dentro del plazo de cinco (5) días de conocido el acto, salvo que fueran originadas por no 

habérsele dado audiencia, en cuyo caso el Juez podrá declararlas de oficio. 

La parte que ha originado el vicio que motive la nulidad o que en forma expresa o tácita hubiere 

renunciado a diligencias o trámites instituidos en su propio interés, no podrá alegar la nulidad o impugnar 

la validez de los procedimientos. 

ACUMULACIÓN 

ARTÍCULO 15: El demandante podrá acumular todas las acciones que tenga contra una parte, siempre 

que sean de la competencia del mismo Juzgado, no sean excluyentes y puedan sustanciarse por los 

mismos trámites. En iguales condiciones se podrán acumular las acciones de varias partes contra una o 

más, si fueren conexas por el objeto o por el título. Sin embargo, se podrá ordenar, por resolución 

fundada, la separación de los procesos si se considerase que la acumulación es inconveniente. 

NOTIFICACIONES 

ARTÍCULO 16: Las resoluciones judiciales quedarán notificadas por ministerio de la ley todas las 

instancias, los días martes o viernes, o el siguiente hábil si alguno de ellos no lo fuere, sin necesidad de 

nota, certificado u otra diligencia. 

La notificación electrónica se producirá el día martes o viernes inmediato posterior, o el siguiente día hábil 

si alguno de ellos no lo fuera, a aquél en que la cédula hubiera quedado disponible para su destinatario en 

el sistema de Notificaciones y Presentaciones Electrónicas. 

La reglamentación de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires establecerá el procedimiento 

para la visualización en la consulta de la página oficial de red informática de la disponibilidad mencionada 

en los párrafos precedentes. 

En casos de urgencia, debidamente justificados en la providencia respectiva que se transcribirá en forma 

íntegra, la notificación se producirá cuando la cédula se encuentre disponible para su destinatario en el 

sistema de Notificaciones y Presentaciones Electrónicas. 

Se notificarán personalmente o por cédula: 

a)      El traslado de la demanda, de la reconvención y de sus contestaciones. 

b)     La citación al acto previsto en el artículo 38. 

c)      La declaración de rebeldía. 

d)     La providencia que declare la cuestión de puro derecho y las resoluciones referidas en el artículo 37, 

último párrafo. 

e)      El auto de apertura y recepción de pruebas, el de designación de la audiencia de vista de la causa, 

las cargas procesales impuestas a las partes y, en su caso, los traslados para alegar por escrito. 

f)      El traslado de los informes y dictámenes periciales, de los autos que ordenen intimaciones y 

medidas para mejor proveer. 

g)     La sentencia definitiva, juntamente con la liquidación referida en el artículo 59. 

h)     La providencia de “autos” contemplada en el artículo 84 inciso b. 

i)       La denegatoria de los recursos extraordinarios. 

j)       Las que hacen saber medidas cautelares, o su modificación o levantamiento. 

k)     Las resoluciones en los incidentes, las interlocutorias con carácter de definitivas y aquellas otras 

providencias que, en su caso, se indique expresamente. 

l)       El traslado de los agravios. 

Las partes podrán, sin necesidad de petición al Juez, notificar cualquiera de los extremos antes 

identificados, por carta documento, por telegrama o por acta notarial. Se tendrá por cumplimentada la 

entrega de copias si se transcribe su contenido. En caso que ello resulte imposible o inconveniente, las 



copias quedarán a disposición del notificado en el Juzgado, lo que así se le hará saber. Se tomará como 

fecha de notificación el día de labrada el acta o entrega del telegrama o carta documento, salvo que 

hubiera quedado pendiente el retiro de copias, en cuyo caso se computará el día de nota inmediato 

posterior. 

Esta última fecha se tomará en cuenta en los supuestos que la notificación fuera por medio electrónico, 

independientemente que se transcriba o no el contenido de las copias en traslado. 

Las partes podrán solicitar la autorización para realizar notificación bajo su responsabilidad, extremo que 

deberá encontrarse fundado y resuelto previamente por el Juez. 

PLAZOS LEGALES 

ARTÍCULO 17: Todos los plazos legales se computarán por días hábiles. y serán perentorios e 

improrrogables. 

MEDIDAS CAUTELARES 

ARTÍCULO 18: El Juez podrá ordenar, a petición de parte, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Civil 

y Comercial y en las distintas normas especiales, medidas cautelares sobre los bienes del deudor y/o 

sobre sus facultades de disposición, cuando: 

a)      El demandado no tenga domicilio en la República. 

b)     La existencia del crédito esté demostrada con instrumentos públicos o privados. 

c)      El demandado se encuentre en rebeldía. 

d)     Por confesión expresa o ficta, resultare verosímil el derecho alegado; 

e)      Quien las solicita hubiese obtenido sentencia favorable, aunque estuviere recurrida. 

ARTÍCULO 19: A pedido del acreedor el embargo preventivo podrá hacerse efectivo sobre fondos 

líquidos, recaudaciones, cuentas bancarias: corrientes, cajas de ahorro o de cualquier otro tipo, actuales o 

futuras, en moneda nacional o extranjera. 

Siempre que la modalidad dispuesta conlleve la inmovilización de dinero, el Juez adoptará, a pedido de 

cualquiera de las partes, las medidas pertinentes para evitar su desvalorización. 

ARTÍCULO 20: Cuando la parte que ha trabado una o más medidas cautelares requiriese otras 

complementarias o independientes, el Juez las podrá ordenar si se acredita la insuficiencia o 

inconveniencia de las primeras que sólo podrán levantarse, si correspondiere, una vez trabadas las 

nuevas cautelares. 

ARTÍCULO 21: A pedido de parte, y siempre que se acredite probabilidad cierta de la verosimilitud del 

reclamo y que sea impostergable prestar tutela inmediata, el Juez, o traslado a la contraria por cinco (5) 

días, podrá ordenar medidas autosatisfactivas. Contestado el traslado, con el cual deberá acompañarse la 

prueba respectiva, o vencido el plazo para hacerlo, el Juez se pronunciará dentro del tercer (3) día, 

concediendo o denegando la medida, excepto que el demandado ofreciese prueba, cuya producción no 

podrá superar el plazo de diez (10) días. 

ARTÍCULO 22: Decretada la medida autosatisfactiva, el demandado podrá interponer recurso de 

apelación, de manera directa o en subsidio al de revocatoria, dentro del plazo y en la forma prevista en el 

artículo 75 de la presente. El Juez lo sustanciará en un plazo máximo de cinco (5) días. 

ARTÍCULO 23: La interposición de tercerías será fundamento suficiente para solicitar la ampliación del 

embargo preventivo. 

COSTAS 

ARTÍCULO 24: El vencido en el juicio será condenado al pago de las costas, aunque no se hubiera 

pedido. 

El Juez podrá eximirlo en todo o en parte cuando hallare mérito para ello, expresando los motivos en que 

se funda. 



En el caso de acumulación de acciones, las costas se impondrán en relación al éxito o fracaso de cada 

una de ellas. 

ARTÍCULO 25: En el proceso laboral la actuación estará exenta de toda tasa, sellado, contribución 

alguna y gastos. Sin embargo, el condenado en costas, cuando no sea el trabajador o sus 

derechohabientes, deberán pagar las tasas y gastos correspondientes. Si aquellas se declarasen por su 

orden, abonará los de su parte. 

ARTÍCULO 26: Los gastos generados por toda actuación procesal ordenada por los jueces serán 

resarcidos por la parte a cuyo cargo se impongan las costas, aplicándose en lo pertinente lo dispuesto en 

el artículo 27. 

BENEFICIO DE GRATUIDAD 

ARTÍCULO 27: Los trabajadores o sus derechohabientes gozarán del beneficio de gratuidad, 

declarándolos exentos del pago de tasas por servicios judiciales así como expedición de testimonios, 

certificados, partidas, legalizaciones o informes en cualquier oficina pública. 

En ningún caso les será exigida caución real o personal para el pago de costas, gastos u honorarios o 

para la responsabilidad por medidas cautelares. Sólo darán caución juratoria de pagar sí mejorasen de 

fortuna. 

CARTA PODER 

ARTÍCULO 28: Los trabajadores o sus derechohabientes, podrán estar en juicio y hacerse representar 

por abogado o procurador, mediante simple carta-poder, autenticada la firma por escribano, funcionario 

judicial letrado habilitado o secretario o su reemplazante de los Juzgados del Trabajo. 

Los representantes de las personas jurídicas sólo podrán otorgar carta-poder una vez acreditada y 

admitida en autos la representación invocada. 

ARTÍCULO 29: En casos urgentes podrá admitirse la intervención en juicio sin los instrumentos que 

acrediten la personería. 

Si estos, cualquiera fuere la fecha de su otorgamiento, no fuesen presentados o no se ratificase la gestión 

dentro del plazo de diez (10) días contados desde su invocación, será nulo todo lo actuado por el gestor y 

éste pagará las costas causadas sin perjuicio de la responsabilidad por los daños ocasionados. 

CONCILIACIÓN 

ARTÍCULO 30: Con posterioridad a la audiencia preliminar que ordena el artículo 38, el Juez podrá 

intentar la conciliación, sin demorar el curso del proceso. 

Igualmente, salvo disposición en contrario de las normas aplicables al caso, en cualquier estado del 

proceso, las partes también podrán conciliar el juicio mediante presentación escrita del acuerdo para su 

homologación o su presentación espontánea a primera audiencia. 

De arribarse a la conciliación total o parcial, dentro de los cinco (5) días siguientes el Juez se pronunciará 

homologando o no el acuerdo y podrá eximir a las partes, si estas lo solicitaren, del pago de tasas. 

La homologación producirá los efectos de cosa juzgada. 

CAPÍTULO III 

DEMANDA Y CONTESTACIÓN 

DEMANDA 

ARTÍCULO 31: La demanda se interpondrá por escrito y contendrá: 

a)      Nombre, documento de identidad, domicilio real, edad, nacionalidad, estado civil y profesión, oficio u 

ocupación del actor. 

b)     Nombre y domicilio del demandado. 

c)      La designación precisa de cada uno de los conceptos reclamados. 

d)     Los hechos en que se funde cada uno de los reclamos expresados claramente. 



e)      El derecho en que se sustentan las acciones deducidas expuesto sucintamente. 

f)      La liquidación de los rubros correspondientes. 

g)     La mención de los medios de prueba que la parte intente hacer valer para demostrar sus 

afirmaciones. Asimismo, presentará los documentos que obraren en su poder y si no los tuviere los 

individualizará indicando su contenido, la persona en cuyo poder se hallaren, o el lugar, archivo u oficina 

donde se encuentren. 

h)     La petición en términos claros y positivos. 

i)       Constancia de haber comparecido y agotado con carácter previo la instancia conciliatoria en caso de 

corresponder. 

ARTÍCULO 32: Si la demanda tuviese algún defecto u omisión, se deberá ordenar que sean salvados 

dentro del quinto día bajo apercibimiento de tener por no presentada la demanda, sin más trámite ni 

recurso. 

Asimismo, si de la demanda no resultase claramente la competencia del Juzgado, se pedirá al actor las 

aclaraciones necesarias, con igual plazo y apercibimiento. 

Cuando la acción continúe por los derechohabientes, se adjuntarán los certificados que acrediten la 

defunción y el parentesco invocado y en aquellos casos que corresponda además se adjuntará testimonio 

o copia certificada de la declaratoria de herederos. 

Para el supuesto que la parte omitiera adjuntar los instrumentos descriptos el Juez intimará al interesado 

a que acompañe los mismos, bajo apercibimiento de archivo. 

TRASLADO DE LA DEMANDA 

ARTÍCULO 33: Presentada la demanda y previo cumplimiento, si correspondiere, de lo dispuesto en el 

artículo 32, el Juez correrá traslado al demandado, a quien citará y emplazará para que comparezca y la 

conteste dentro del plazo de diez (10) días, el que será ampliado en razón de la distancia en un día por 

cada doscientos (200) kilómetros o fracción no menor de cien (100), bajo apercibimiento de tener aquella 

por no contestada y, a pedido de parte o de oficio, será declarado rebelde. 

La declaración de rebeldía se tendrá por notificada por ministerio de la Ley. 

En ambos supuestos se presumirán ciertos los hechos lícitos expuestos en la demanda, salvo prueba en 

contrario. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA-RECONVENCIÓN 

ARTÍCULO 34: La contestación de la demanda deberá contener, en lo aplicable, los requisitos de los 

artículos 31 y 41. 

El demandado deberá articular todas las defensas que tuviere, incluso las excepciones y la prescripción, y 

ofrecerá además toda la prueba de que intente valerse. En esa oportunidad también podrá deducir 

reconvención siempre que sea conexa con la acción principal. Las pruebas respectivas se ofrecerán en 

forma separada para cada uno de los tales supuestos. 

De la contestación de demanda se correrá traslado al actor a los efectos que dentro del plazo cinco (5) 

días cumpla con la carga impuesta en el último párrafo de este ARTÍCULO y en caso de haberse opuesto 

defensas de excepción y/o prescripción, en el mismo plazo deberá responderlas. Asimismo si se alegasen 

nuevos hechos, podrá ampliar su prueba exclusivamente respecto de ellos. 

En caso de reconvención se dará traslado al actor para que la conteste y ofrezca pruebas en la forma 

establecida en el párrafo segundo, por el plazo de diez (10) días. De la contestación de la reconvención 

se dará traslado por cinco (5) días a los mismos fines que los previstos precedentemente que para el 

traslado del responde de demanda. 

En los traslados dispuestos en el artículo anterior y en el presente las partes deberán reconocer o negar 

específicamente la autenticidad de los documentos acompañados que se les atribuyen, como así también 



la recepción de cartas, correos electrónicos, cartas documentos, telegramas, cualquier otra comunicación 

a ellos dirigidas y cuyas copias se adjunten, bajo apercibimiento de tenerlas por reconocidas o recibidas, 

según el caso, debiendo a su vez pronunciarse respecto de las demás pruebas ofrecidas. 

INTERVENCIÓN DEL ASEGURADOR 

ARTÍCULO 35: Cuando exista un seguro en virtud de una ley que autorice sustituir la responsabilidad 

patronal, la intervención del asegurador en el juicio se regirá por las normas establecidas en la presente 

Ley. 

EXCEPCIONES – PRESCRIPCIÓN 

ARTÍCULO 36: Las únicas excepciones admisibles como previas son: 

a)      Incompetencia. 

b)      Falta de capacidad de las partes o de personería en sus representantes. 

c)      Litispendencia. 

d)     Cosa juzgada. 

Si se opusiere la prescripción y pudiere resolverse como de puro derecho, así se procederá con arreglo a 

lo dispuesto en el artículo 37. En caso contrario, la prueba se producirá junto con la de las restantes 

cuestiones de fondo y se resolverá en la sentencia definitiva. 

ARTÍCULO 37: Contestado el traslado de la demanda o reconvención, en su caso, o vencidos los plazos 

para hacerlo, resueltas las excepciones previas, si la cuestión pudiera ser decidida con las constancias 

obrantes en el expediente, así se procederá y firme que se encuentre la providencia se llamará autos para 

sentencia. 

Sí, en cambio, se hubiesen alegado hechos conducentes acerca de los cuales no existiese conformidad 

entre las partes, aunque éstas no lo pidan el Juez recibirá la causa a prueba procediendo de acuerdo con 

lo preceptuado en el artículo 38. 

Si el estado de la causa lo permitiere, a pedido de parte o de oficio, el Juez deberá resolver aquellas 

cuestiones que no requieran mayor tramitación. 

CAPÍTULO IV 

AUDIENCIA PRELIMINAR Y PRUEBAS 

ARTÍCULO 38: Las partes serán citadas a comparecer a una audiencia preliminar dentro de los veinte 

(20) días desde que se hubieran contestado los traslados previstos en el artículo 34, o vencidos los plazos 

para hacerlo. 

En dicha audiencia: 

1. Se invitará a las partes a una conciliación o a encontrar otra forma de solución de conflictos respecto de 

todos o algunos de los hechos articulados. 

2. Se dictará sentencia interlocutoria con el fin de sanear el proceso. 

3. Se resolverán a petición de parte o de oficio todas las cuestiones que resulten necesarias para la 

prosecución del proceso. 

4. Oídas las partes, se fijarán los hechos controvertidos y conducentes a la decisión del juicio que serán 

objeto de prueba. En esa oportunidad, deberán ratificar o rectificar el desconocimiento de las firmas que 

se les atribuyen. Posteriormente se dictará la apertura a prueba. Las partes podrán oponerse a la misma, 

en cuyo caso se resolverá la cuestión en ese acto, previo escuchar a la contraria a la que se opuso. 

5. Se proveerán las pruebas que se consideren admisibles, resolviéndose fundadamente sobre aquellas a 

cuya producción se hayan opuesto las partes, y desestimándose las que resulten innecesarias, superfluas 

o puramente dilatorias. El plazo por el cual se extenderá el periodo de prueba será de sesenta (60) días. 

6. Se escucharán las observaciones formuladas por las partes respecto de los puntos de peritajes 

ofrecidos, determinándose aquellos que corresponden, eliminando los improcedentes o superfluos, y 



agregándose aquellos otros que se estimen imprescindibles para la dilucidación de la causa. Asimismo, 

será fijado el plazo dentro del cual deberán expedirse los peritos. Si la resolución no lo indicase se 

entenderá que es de veinte (20) días. 

7. Se fijará, dentro del plazo máximo de noventa (90) días, la fecha para la celebración de la audiencia de 

la vista de la causa, donde declararán las partes, los testigos y brindarán sus explicaciones los peritos. 

Solo mediante resolución fundada dicho plazo podrá ser mayor. 

8. Sin perjuicio de lo previsto por el artículo 37, si la cuestión fuere de puro derecho así se resolverá, y 

quedará la causa concluida para definitiva. 

9. De corresponder se dictará sentencia parcial según lo previsto por el artículo 37, último párrafo, la que 

quedará notificada en el momento para las partes, aun cuando éstas no hayan asistido a la audiencia. 

ARTÍCULO 39: Las partes concurrirán a la audiencia preliminar personalmente y en el supuesto de 

persona jurídica, por medio de su representante legal, todos con asistencia letrada. La audiencia se 

celebrará con quien asista a la misma y en caso de incomparecencia injustificada se aplicará una multa 

de tres (3) a diez (10) jus, a favor de la asistente. 

La parte que injustificadamente no compareciera quedará notificada de todas las resoluciones 

pronunciadas durante la audiencia preliminar. 

La notificación de la fecha de audiencia preliminar se practicará con transcripción de este artículo bajo 

pena de nulidad. 

RECEPCIÓN DE PRUEBAS 

ARTÍCULO 40: Las pruebas que deban practicarse fuera del lugar donde tiene su asiento el Juzgado 

podrán ser delegadas, salvo fundada y expresa oposición de parte, que será resuelta sin recurso. 

Cuando existiese prueba que haya de producirse fuera de la Provincia, el plazo señalado en el artículo 38 

inciso 5) podrá ampliarse hasta noventa (90) días como máximo, atendiendo a las distancias y a la 

facilidad de las comunicaciones. 

ABSOLUCIÓN DE POSICIONES 

ARTÍCULO 41: Cuando se solicite la absolución de posiciones será obligatorio, para su admisión, 

acompañar el pliego respectivo. Caso contrario se la tendrá por no ofrecida. Quien deba absolverlas será 

citado en su domicilio real, por cédula, por telegrama, carta documento, o acta notarial, con anticipación 

no menor de dos (2) días hábiles, bajo apercibimiento de tenerlo por confeso si no compareciere sin justa 

causa. 

Si quien deba absolver posiciones hubiera sido declarado rebelde en juicio, dicha notificación se 

practicará en los estrados del Juzgado. 

Las personas jurídicas podrán elegir a la persona humana que las represente, cuya declaración 

confesional obligará a la parte proponente. A tales fines, al promover o contestar la demanda deberán 

indicar quien absolverá posiciones en su nombre y el domicilio, dentro del asiento del Juzgado, donde 

será citada, asumiendo a su vez que sus respuestas puedan efectuarse con eficaz conocimiento de los 

hechos, bajo apercibimiento de tenerla por confesa. También podrán proponer, un absolvente sustituto 

para el caso de muerte, incapacidad o ausencia debidamente justificadas del designado en primer lugar. 

El reemplazo se podrá efectuar hasta el día de la audiencia y la concurrencia del absolvente sustituto 

estará a cargo de la parte que lo propuso cuando se produzca después de proveída tal prueba. En este 

caso, su incomparecencia implicará tenerlo por confeso atendiendo las circunstancias de la causa. 

TESTIGOS 

ARTÍCULO 42: Cada parte sólo podrá ofrecer hasta cinco (5) testigos, salvo que por la naturaleza de la 

causa o por el número de actores o de cuestiones de hecho sometidas a decisión del Juez, se admitiera 

una cantidad mayor. 



Cualquiera sea el número admitido, también se podrá proponer subsidiariamente hasta tres (3) testigos 

para reemplazar a aquellos mencionados en el párrafo anterior, sustitución que podrá efectuarse hasta el 

día de la audiencia. 

Podrá ser testigo toda persona que haya cumplido catorce (14) años de edad. Si al proponer la prueba el 

trabajador solicitare que los testigos sean examinados directamente por el Juzgado, siempre que tuvieran 

su domicilio en la Provincia, el Estado abonará los gastos de traslado con cargo de reembolso al mejorar 

de fortuna. Cuando igual solicitud sea formulada por el empleador, éste se hará cargo de los gastos de 

traslado. 

La exclusión de testigos contemplada por el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos 

Aires no resulta aplicable. 

ARTÍCULO 43: Toda persona citada como testigo está obligada a comparecer ante el Juzgado teniendo 

derecho, cuando preste servicios en relación de dependencia, a faltar a sus tareas, debiendo computarse 

a los fines remuneratorios como efectivamente trabajado el tiempo que le insuma el cumplimiento de la 

citación, a cuyo fin por Secretaría se le otorgará la constancia correspondiente. Se le advertirá que si 

faltare a la audiencia sin causa justificada, se lo podrá hacer comparecer por medio de la fuerza pública y 

se le impondrá una multa de dos (2) a veinte (20) Jus. En la notificación respectiva se transcribirá este 

párrafo. 

La citación se hará por cédula, por telegrama, por carta documento o por acta notarial con anticipación de 

dos (2) días hábiles, como mínimo, al de la audiencia, salvo los testigos de reemplazo cuya concurrencia 

será a cargo de la parte que los ofreció. En ese caso la incomparecencia de este último importará tener 

por desistida su declaración. Fracasada la notificación, la parte proponente podrá diligenciar una nueva al 

domicilio que considere el letrado interviniente sin necesidad de denuncia ni autorización judicial previa, 

con la anticipación prevista en el párrafo anterior. De no hacerlo quedará a su cargo la presentación del 

testigo propuesto, bajo apercibimiento de darle por perdido el derecho de valerse de tal prueba. 

En el supuesto que la parte hubiera asumido el compromiso de comparecencia del testigo, la inasistencia 

de este último importará tener por desistida su declaración. 

Si el domicilio de los testigos ofrecidos coincidiera con el domicilio laboral, quedará a cargo de la parte 

que los propuso el compromiso de comparecencia de los mismos a la audiencia respectiva, excepto que 

se tratare de un ofrecimiento hecho por el trabajador. 

PERITOS 

ARTÍCULO 44: Los peritos serán nombrados de oficio. Su número según la índole del asunto, podrá, a 

juicio del Juez, variar de uno (1) a tres (3) por cada cuestión técnica sometida a decisión judicial 

practicándose la diligencia en la forma especificada en el Código Procesal Civil y Comercial. La 

designación se hará por sorteo entre los profesionales matriculados e inscriptos en una lista que se 

formará en cada jurisdicción de los Juzgados del Trabajo. Agotada la misma el perito podrá ser sorteado 

nuevamente. 

Cuando en la lista del lugar al que corresponde el Juzgado del Trabajo no existieran inscriptos de la 

especialidad a designar, o en caso de recusación, excusación, vacancia, remoción o cualquier otro 

impedimento de los peritos, se procederá conforme al siguiente orden: 

1. Mediante sorteo entre los especialistas de la rama que se encuentren inscriptos en la jurisdicción más 

cercana o entre los peritos dependientes de la Asesoría Pericial de la Suprema Corte de Justicia de la 

Provincia de Buenos Aires. 

2. Mediante la designación que de común acuerdo hagan las partes respecto del perito que deberá 

realizar la pericia encomendada. 



3. Fracasados los procedimientos anteriores el Juez podrá disponer que las pericias médicas y/o 

psicológicas sean realizadas en Hospitales Públicos Nacionales, Provinciales o Municipales, con 

excepción de las comisiones médicas u organismos administrativos que los reemplacen. 

Se fijará a los peritos al proveer la prueba ofrecida, un plazo no mayor de veinte (20) días para la 

presentación de sus informes y dictámenes con la antelación necesaria a la vista de la causa para que 

antes de dicha audiencia se cumplan con los traslados previstos a continuación. 

Del informe o dictamen pericial se dará traslado a las partes por cinco (5) días, salvo que su complejidad 

o extensión justificare un plazo mayor, bajo apercibimiento de perder el derecho a pedir explicaciones o 

impugnar el informe o dictamen presentado, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 54 y 55. 

Del pedido de explicaciones y/o impugnaciones se dará traslado a los peritos para que lo contesten en un 

plazo de cinco (5) días. 

Cuando se lo estimare necesario, podrá disponerse que se practique otra pericia, o se perfeccione o se 

amplíe la anterior, según el sistema de designación que se considere pertinente. 

ARTÍCULO 45: Los estudios complementarios requeridos para realizar las pericias médicas, y/o 

psicológicas serán efectuados, a opción del trabajador: 

a)      En forma privada. 

b)     A través de su obra social. 

c)      En Hospitales Públicos. 

No será admisible la práctica de los mismos por intermedio de las aseguradoras riesgos del trabajo; 

Comisiones Médicas u organismos administrativos que las reemplacen. En estos casos se determinará la 

suma que deberá abonarse por esos Servicios con arreglo a las disposiciones dictadas por la Suprema 

Corte. 

ARTÍCULO 46: Cuando los peritos no se expidieren en término o citados para dar explicaciones o 

evacuar impugnaciones no comparecieren sin justa causa, de oficio se dejará sin efecto su designación, 

dándoles por perdido el derecho a percibir honorarios si correspondiese y aplicándoseles las sanciones 

reglamentarias pertinentes. En el caso de peritos de la nómina oficial del Poder Judicial se comunicará a 

la Suprema Corte de Justicia a sus efectos. 

La designación de los peritos se notificará con transcripción de este artículo. 

OTROS MEDIOS PROBATORIOS 

ARTÍCULO 47: Cuando deba recurrirse a medios de prueba no previstos en esta ley, se proveerán y 

producirán conforme a las disposiciones establecidas en otros ordenamientos en los que estén previstos 

en tanto no colisionen con las disposiciones aquí determinadas, o en su defecto en la forma establecida 

por el Juez. 

Estas pautas se aplicarán especialmente para la incorporación al proceso de los medios de prueba que 

aportan los medios digitales y virtuales. Se consideran tales los correos electrónicos, los mensajes de 

texto, los mensajes de voz, las páginas oficiales de red informática, videograbaciones, siendo la presente 

una mera enunciación ejemplificativa. 

En su caso, el Juez podrá disponer: 

a)      Prueba anticipada sobre medios digitales o virtuales a los efectos de no frustrar su incorporación al 

proceso. 

b)     De manera excepcional, mediante petición debidamente fundada, el secuestro de los elementos de 

hardware, siempre que el perito designado no pueda generar una copia de la información a peritar o el 

cotejo judicial sobre las páginas oficiales de red informática acompañadas en copia simple e 

individualizadas sus direcciones. 

Para denegar este tipo de pruebas el Juez deberá fundar el rechazo. 



LIBROS Y REGISTROS 

ARTÍCULO 48: Cuando en virtud de una norma legal aplicable exista obligación de llevar libros, registros, 

planillas especiales de índole laboral o soportes informáticos que por disposiciones especiales los suplan, 

y a requerimiento judicial no se los exhiba o resulte que no reúnen las exigencias legales y 

reglamentarias, incumbirá al empleador la prueba contraria si el trabajador o sus derechohabientes 

prestaren declaración jurada sobre los hechos que debieron consignarse en los mismos. 

En los casos en que se controvierta el monto o el cobro de remuneraciones en dinero o en especie, la 

prueba contraria a la reclamación corresponderá al empleador. Asimismo, cuando se encontraren en 

poder del empleador los elementos informáticos y/o tecnológicos referidos en el artículo 47 y se solicitare 

su exhibición, constituirá presunción en su contra si nos los exhibiere o intencionalmente no los hubiere 

preservado, siempre que mediare juramento de la parte trabajadora o sus derechohabientes sobre el 

contenido de los mismos. 

EXPEDIENTES, DOCUMENTOS Y CONVENIOS COLECTIVOS. 

ARTÍCULO 49: Cuando se ofrezcan como prueba expedientes administrativos o judiciales en trámite, 

deberán individualizarse las piezas o circunstancias que interesen; en su caso, se requerirá testimonio o 

copia autenticada de dichos elementos probatorios. Cuando se trate de expedientes administrativos o 

judiciales terminados y agregados a otro juicio, podrá precederse de la misma manera o requerirse su 

remisión. Si se ofreciere como prueba un documento agregado a un expediente en trámite, sé pedirá su 

envío exclusivamente por el plazo necesario para cumplimentar la prueba o copia autenticada del 

instrumento. 

En el primer caso, antes de devolverse el expediente se dejará copia certificada por el Actuario del 

documento en la causa. 

Cuando la actuación ofrecida como prueba se refiera a una cuestión de carácter prejudicial se deberá 

aguardar su terminación. 

Cuando los convenios colectivos de trabajo fueran debidamente individualizados por las partes no será 

necesario diligenciar prueba alguna para acreditarlos. 

INFORMES 

ARTÍCULO 50: Las pruebas referidas en el artículo 49 y los informes solicitados a las oficinas públicas y 

entidades privadas deberán hallarse diligenciados dentro de los veinte (20) días desde que fueron 

ordenados, bajo apercibimiento de la pérdida de dicha prueba si la demora le fuera imputable a la parte 

proponente. 

La prueba informativa tiene el carácter de urgente y las autoridades provinciales están obligadas a dar 

urgente despacho a las diligencias que se les encomiende, para lo cual el Juez puede dirigirse 

directamente al funcionario que deba cumplirlas, sin que el requerido pueda oponer a las mismas, 

órdenes de superior jerárquico. 

RECONOCIMIENTO JUDICIAL 

ARTÍCULO 51: Cuando se considere necesario el reconocimiento de lugares, cosas o circunstancias 

relacionadas con la causa, los Jueces podrán trasladarse a tal fin o encomendar la diligencia a alguno de 

sus funcionarios. 

Si el lugar fuere distante del asiento del Juzgado la medida podrá ser deferida a la autoridad judicial más 

próxima. 

Del reconocimiento realizado se labrará acta circunstanciada que se incorporará a la causa. 

HECHOS NUEVOS 

ARTÍCULO 52: Cuando con posterioridad a la contestación de la demanda o reconvención ocurriese o 

llegase a conocimiento de las partes algún hecho o documento que fuera pertinente respecto de las 



pretensiones planteadas, podrán denunciarlo hasta dentro del quinto día posterior a la notificación de la 

audiencia de vista de causa, ofreciendo la prueba respectiva. 

Si el Juez considerase inadmisible el planteo lo desestimará in límine. 

Si lo considerase prima facie admisible dará traslado a la otra parte quién, al momento de contestarlo, 

podrá también alegar otros hechos en contraposición a los denunciados y ofrecer la prueba de la que 

intente valerse. 

La resolución que admita el hecho nuevo será inapelable. La que lo rechace será apelable con efecto no 

suspensivo y trámite diferido. 

CAPÍTULO V 

VISTA DE LA CAUSA Y SENTENCIA 

REGLAS GENERALES 

ARTÍCULO 53: Para la designación de las audiencias de vista de la causa se utilizarán todos los días 

hábiles de la semana, asistiéndole a las partes el derecho a solicitar su fijación para la fecha más próxima 

posible que surja del Registro Digital de Audiencias referido en el artículo 85 que estará a su disposición. 

Cuando mediare suspensión total o parcial de la audiencia, la fijación de una nueva, en el primer caso, o 

de su continuación, en el segundo caso, deberá efectuarse dentro de un plazo de treinta (30) días, salvo 

que lo impida la índole de la prueba a producirse, en cuyo caso se designará una nueva a la brevedad 

posible. 

Cuando ninguna de las partes concurra sin mediar justificación, el Juez podrá mediante resolución 

fundada, ordenar el pase a sentencia de las actuaciones. 

La audiencia se celebrará con los testigos presentes. Si alguno de ellos faltare, siempre que se 

encontraren debidamente notificados, quien los propuso deberá, a su elección, asumir el compromiso 

para hacerlo comparecer a la nueva audiencia o solicitar que sea conducido por la fuerza pública. En este 

supuesto, la contraparte podrá pedir la postergación de la declaración de sus testigos presentes para 

aquella oportunidad, asumiendo el compromiso de su comparecencia. 

ARTÍCULO 54: En el día y hora fijados para la vista de la causa deberá declararse abierto el acto 

cualesquiera sean las partes y personas citadas que hubieran concurrido, quienes no estarán obligadas a 

aguardar más de media hora siempre que el Juez no esté en audiencia. En tal caso podrán retirarse 

después de dejar constancia de su oportuna presencia si vencido dicho plazo de espera el acto no ha 

dado aún comienzo. A la parte que no concurra se le podrá aplicar una multa de 3 a 10 jus. 

Durante la vista de la causa se observarán las siguientes reglas: 

a. Se dará lectura a las actuaciones de prueba producidas antes de la audiencia si alguna de las partes 

lo pidiere. 

b. A continuación, el Juez recibirá directamente las otras pruebas. Las partes, los testigos y los peritos, 

en su caso, serán interrogados libremente, sin perjuicio de las preguntas que puedan proponer las partes. 

c. Luego se concederá la palabra al representante del Ministerio Público, si tuviere intervención, y a las 

partes, por su orden, para que se expidan sobre el mérito de las pruebas. Cada parte dispondrá de treinta 

(30) minutos para su alegato. Ese tiempo podrá ser ampliado por el Juez. 

d. La sentencia se dictará en el acto o dentro del plazo de veinte (20) días, pronunciándose sobre los 

hechos y apreciando la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica. 

e. Para fijar las cantidades que se adeuden, podrá prescindirse de lo reclamado por las partes. 

INTERVENCIÓN DE LAS PARTES 

ARTÍCULO 55: Las partes tendrán intervención en la audiencia a los efectos del contralor de la prueba y 

podrán hacer todas las observaciones que consideren pertinentes, así como preguntar directamente a las 

otras partes y testigos. 



Podrá limitarse dicha facultad cuando las interrupciones sean manifiestamente improcedentes o con 

propósitos de obstrucción o contrarios a los fines del proceso. 

REGISTRO DE AUDIENCIA 

ARTÍCULO 56: La audiencia será videograbada de acuerdo al sistema que establezca la Suprema Corte 

de Justicia. Asimismo, el Secretario o el Auxiliar letrado levantará acta de lo sustancial de la audiencia, 

consignando nombre de los comparecientes, de los testigos, de los peritos y de las circunstancias 

personales. De oficio o a pedido de parte podrá hacerse constar alguna circunstancia especial vinculada 

con la causa. 

Si el sistema de videograbación circunstancialmente no se encontrara disponible, el Secretario dejará 

constancia de ello y procederá a transcribir las declaraciones que en ese acto se presten. 

FORMA Y CONTENIDO DE LA SENTENCIA 

ARTÍCULO 57: La sentencia se dictará en la forma que establezcan las normas reglamentarias vigentes y 

deberá contener: 

1. La mención del lugar y fecha. 

2. El nombre y apellido de las partes, y en su caso el de sus representantes. 

3. La relación sucinta en términos claros, de las cuestiones que constituyen el objeto del juicio. 

4. La consideración, por separado, de las cuestiones a que se refiere el inciso anterior y la decisión 

expresa sobre los hechos que se hubieren tenido por acreditados o no, según el caso, con indicación 

individualizada de los elementos de juicio meritados. 

5. Los fundamentos y la aplicación de la Ley. 

Las presunciones no establecidas por ley constituirán prueba cuando se funden en hechos reales y 

probados y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la 

naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica. 

La conducta observada por las partes durante la sustanciación del proceso podrá constituir un elemento 

de convicción corroborante de las pruebas para juzgar la procedencia de las respectivas pretensiones. 

6. La decisión expresa, positiva y precisa, de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio, 

salvo lo dispuesto en el artículo 54 inciso e), calificadas según correspondiere por Ley, declarando el 

derecho de los litigantes y condenando o absolviendo de la demanda y reconvención, en su caso, en todo 

o en parte. 

7. El plazo que se otorgase para su cumplimiento, si fuere susceptible de ejecución. 

8. El pronunciamiento sobre costas y la regulación de honorarios y, en su caso, la declaración de 

temeridad o malicia en la que hubieran incurrido los litigantes o profesionales intervinientes. 

9. La firma del Juez. 

ARTÍCULO 58: La sentencia definitiva de segunda o ulterior instancia deberá contener, en lo pertinente, 

las enunciaciones y requisitos establecidos en el artículo 57 y se ajustará a lo dispuesto en el Código 

Procesal Civil y Comercial según el caso. 

Las sentencias de cualquier instancia podrán ser dadas a publicidad salvo que, la naturaleza del juicio o 

razones de decoro aconsejaren su reserva, en cuyo caso así se declarará. Si afectare la intimidad de las 

partes o de terceros, los nombres de éstos serán eliminados de las copias para la publicidad. 

LIQUIDACIÓN 

ARTÍCULO 59: Dictada la sentencia, el Secretario practicará liquidación de capital, intereses y costas, 

notificando a las partes en la forma ordenada en el artículo 16, bajo apercibimiento de tenerla por 

consentida si dentro del quinto día no se formularen observaciones, cuyo trámite no interrumpirá el plazo 

para deducir los recursos correspondientes. 

CAPÍTULO VI 



PROCESO DE EJECUCIÓN 

EJECUCIÓN DE SENTENCIA 

ARTÍCULO 60: Dentro de los diez (10) días de pasada en autoridad de cosa juzgada la sentencia, o el 

pronunciamiento que haga sus veces, sin que los condenados al pago de créditos laborales efectuaran el 

depósito de las sumas adeudadas, en todo o en parte, el Juez a pedido de parte decretará embargo sobre 

bienes del deudor, citándolo para que dentro del plazo de cinco (5) días oponga excepción de pago 

documentado posterior a la fecha de sentencia definitiva, si lo tuviere, bajo apercibimiento de llevar 

adelante la ejecución. 

Si se declarase procedente la excepción opuesta, la ejecución se rechazará y se ordenará el 

levantamiento de todas las medidas dispuestas. En caso de desestimarse aquella, se mandará llevar 

adelante la ejecución y se procederá en lo sucesivo en la forma prevista para el cumplimiento de la 

sentencia de remate conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Civil y Comercial. 

ARTÍCULO 61: Lo dispuesto en los artículos 18, 19, 20 y 21 de esta Ley será aplicable en cuanto resulte 

compatible con el proceso de ejecución de sentencia. 

INCIDENTE DE EJECUCIÓN PARCIAL 

ARTÍCULO 62: Si el empleador, en cualquier estado del juicio, reconociere adeudar al trabajador algún 

crédito líquido y exigible que tuviere por origen la relación laboral, a petición de parte se formará incidente 

por separado y en él se tramitará la ejecución de ese crédito por el procedimiento establecido en los 

artículos anteriores. 

Del mismo modo se procederá, a petición de parte, cuando hubiere quedado firme la condena al pago de 

alguna suma de dinero, aunque se hubiere interpuesto, respecto de otros rubros de la sentencia, alguno 

de los recursos previstos en esta ley. En estos casos, la parte interesada deberá pedir, para encabezar el 

incidente de ejecución, copia autenticada o testimonio con certificación de que el rubro que se pretende 

ejecutar no estuviera comprendido en el recurso interpuesto y de que la sentencia ha quedado firme 

respecto de él. Si hubiere alguna duda acerca de estos extremos, el Juez podrá denegar la formación del 

incidente. La desestimación será apelable. 

CRÉDITOS RECONOCIDOS. VÍA EJECUTIVA 

ARTÍCULO 63: Cuando en instrumento público el empleador reconociere créditos líquidos, exigibles y 

provenientes de una relación laboral en favor del algún trabajador, éste tendrá acción ejecutiva para 

demandar su cobro ante el Juez que corresponda. 

Si se tratare de documentos que por sí solos no trajeran aparejada ejecución podrá prepararse la vía 

ejecutiva aplicando, en lo pertinente, lo dispuesto en el Código Procesal Civil y Comercial. 

SUSTANCIACIÓN 

ARTÍCULO 64: Esta acción se regirá por las disposiciones que regulan el juicio ejecutivo en el Código 

Procesal Civil y Comercial en lo que resulte aplicable. Sólo se admitirán como excepciones las siguientes: 

1. Incompetencia. 

2. Falta de capacidad de las partes o de personería de sus representantes. 

3. Litispendencia. 

4. Prescripción. 

5. Pago total o parcial acreditado mediante documento que deberá acompañarse al oponerse la 

excepción, bajo apercibimiento de ser rechazada sin más trámite. 

6. Conciliación o transacción homologadas. 

7. Cosa juzgada. 

EJECUCIÓN DE RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS. PROCEDIMIENTO 



ARTÍCULO 65: La ejecución de las resoluciones administrativas dictadas por la autoridad del trabajo de 

acuerdo con la legislación de aplicación será tramitada con arreglo al siguiente procedimiento: 

1.- Incumplida la resolución administrativa podrá ejecutarse ante el Juzgado del Trabajo que corresponda, 

debiendo solicitarse a la autoridad del trabajo la remisión del expediente en el que ha sido dictada. 

2.- Se observarán las reglas establecidas en esta Ley y en el Código Procesal Civil y Comercial para la 

ejecución de sentencias. Además de las excepciones que allí se autorizan, podrán oponerse: 

a)      Incompetencia del Juzgado y de la autoridad administrativa, fundada en la ausencia de 

presupuestos que legitimen su actuación. 

b)     Falta de capacidad de las partes o personería de sus representantes. 

c)      Cosa juzgada. 

d)     Litispendencia. 

3.- La prueba de las excepciones se hará por medio de documentos que se adjuntarán al deducirlas o por 

confesión judicial, con exclusión de otro medio probatorio. Cuando no se pudiera acompañar testimonios 

u otras constancias oficiales se manifestará suscitándose el envío de las actuaciones dentro de un plazo 

que fijará el Juez. 

ARTÍCULO 66: Los salarios, asignaciones familiares o rubros denominados no remunerativos 

provenientes de una relación individual de trabajo subordinado, vencidos e impagos, podrán ser 

demandados judicialmente preparando la vía ejecutiva, como se dispone seguidamente: 

El trabajador que pretenda acogerse al procedimiento aquí establecido, como condición esencial para la 

viabilidad de la acción, deberá: 

1)     Por el plazo y con las modalidades del artículo 57 de la Ley de Contrato de Trabajo, cursar a quien 

considere su deudor una intimación extrajudicial fehaciente (carta documento o telegrama Ley 23.789) 

que contenga necesariamente: a) fecha de ingreso o antigüedad computable del reclamante según 

artículo 18 de la Ley de Contrato de Trabajo; b) categoría profesional o funciones cumplidas durante el 

período involucrado en la petición y c) suma total del crédito reclamado, con expresión clara y concreta de 

los períodos, rubros y montos que la componen. La intimación, so pena de nulidad, deberá incluir la 

trascripción del inciso siguiente. 

2)     El intimado deberá pronunciarse puntualmente sobre la veracidad de los datos contenidos en la 

intimación [apartados a), b) y c) del inciso anterior]. En su réplica no le bastará la negativa genérica, sino 

que deberá expedirse detalladamente sobre la posición que asume respecto de cada uno de tales 

apartados, bajo apercibimiento de entenderse el silencio, o la falta de respuesta concreta, como tácita 

admisión de los fundamentos del reclamo, seguida de la negativa al pago de las sumas resultantes. La 

negativa de vínculo laboral, enerva el procedimiento previsto en este artículo. 

3)     En el supuesto que el deudor intimado accediera a saldar las sumas peticionadas, deberá incluir en 

su respuesta el lugar, día y hora en que hará efectivo el crédito reclamado. 

4)     La preparación de vía ejecutiva tratada en este artículo se hará en actuación autónoma y no podrá 

ser acumulada a otra acción judicial. A la demanda deberán acompañarse las constancias originales del 

intercambio de comunicaciones y se deberán ofrecer entre dos a cinco testigos. 

5)     Dentro de los cinco (5) días de recibida la causa por el Juzgado y comprobado el cumplimiento de 

los requisitos citados, se dispondrá libramiento de oficio al respectivo correo para que en el plazo de cinco 

(5) días se expida sobre la autenticidad y registros de entrega de las comunicaciones habidas. En el 

mismo auto se fijará primera audiencia para que comparezca el ejecutante a ratificar su acción bajo 

juramento, así como para el recibimiento de la testimonial ofrecida. 



6)     Cumplidos los requisitos indicados en los incisos anteriores, conformado el reclamo por los dichos 

ratificatorios de al menos dos (2) testigos, con más la respuesta positiva del correo, queda integrado el 

“Título Ejecutivo”. 

7)     Cumplidos los requisitos anteriores, el Juez en auto fundado, analizará la concurrencia de los 

elementos sustantivos, en cuyo caso, dispondrá librar mandamiento de intimación de pago y embargo que 

tramitará en adelante siguiendo el procedimiento indicado en el artículo 63. Por el contrario, cuando en el 

supuesto del inciso 3 del presente el deudor incumpliera con el pago comprometido, la acción tramitará 

según lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 60. 

ARTÍCULO 67: Cuando el empleador en mora, fehacientemente intimado por el trabajador, no abonare 

salarios, asignaciones familiares o rubros denominados no remunerativos y sus diferencias, obligando al 

acreedor a promover acciones judiciales, el Juez en la sentencia, a pedido de parte o de oficio, 

incrementará en un treinta (30) por ciento los montos resultantes de dicho capital. 

A tales fines, al disponer el traslado del artículo 33 el Juzgado emplazará al accionado para que, al tiempo 

de contestar demanda, satisfaga los créditos que adeude, bajo apercibimiento de serle aplicada la 

sanción dispuesta en el párrafo anterior, en el eventual supuesto que en sentencia fuera declarada 

procedente la petición del trabajador. 

Si hubieran existido causas justificadas para la omisión del empleador, los jueces, prudencialmente, 

podrán reducir la sanción dispuesta por el primer párrafo. 

CAPÍTULO VII 

RECURSOS 

ACLARATORIA 

ARTÍCULO 68: El Juez o la Cámara, a pedido de parte o de oficio, dentro del tercer día de notificadas las 

partes, podrá corregir cualquier error material, aclarar algún concepto oscuro sin alterar lo sustancial de la 

decisión y suplir cualquier omisión en que hubiere incurrido respecto de alguna de las pretensiones 

deducidas y discutidas. 

El recurso se deberá fundar en el acto mismo de su interposición, no llevará sustanciación y no 

suspenderá el plazo de los demás recursos. 

Si alguna de las partes se considerase agraviada por la resolución de la aclaratoria, el plazo para recurrir 

correrá desde la notificación de ésta y tramitará conforme las reglas de los artículos subsiguientes. 

REVOCATORIA 

ARTÍCULO 69: El recurso de revocatoria procederá únicamente contra las providencias simples o 

interlocutorias, causen o no gravamen irreparable, a fin de que el Juez o la Cámara que las haya dictado 

las revoque por contrario imperio. 

ARTÍCULO 70: El recurso se interpondrá y fundará dentro de los tres días siguientes al notificación de la 

resolución y se dará traslado a la contraria por igual plazo. 

Si el recurso fuera interpuesto contra una providencia dictada a pedido de la misma parte que recurrió, el 

recurso se resolverá sin sustanciación. 

Cuando la providencia se dictare en audiencia, estando presente la parte interesada, el recurso deberá 

interponerse y fundamentarse en el momento; se dará traslado a la parte contraria presente quién 

también deberá responder en el mismo acto y a continuación el Juez resolverá. 

La resolución que recaiga hará ejecutoria, a menos que el recurso haya sido interpuesto conjuntamente 

con el de apelación en subsidio y la providencia impugnada reuniere los requisitos establecidos para que 

sea apelable. 

APELACIÓN 

ARTÍCULO 71: El recurso de apelación, salvo disposición en contrario, procederá solamente contra: 



1. Las sentencias definitivas y toda otra resolución que ponga fin al proceso en todo o en parte, o impida 

su continuación. 

2. Las sentencias interlocutorias que causen un gravamen irreparable. 

El recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia. Declarada la nulidad de la 

sentencia, la Cámara resolverá sobre el fondo del litigio. 

Asimismo, la Cámara deberá decretar de oficio las nulidades que hayan causado indefensión. Cuando la 

nulidad fuese decretada por vicios de procedimiento, la Cámara remitirá las actuaciones al Juez que siga 

en orden de turno para que continúe el trámite y dicte nueva sentencia. 

ARTÍCULO 72: El recurso de apelación contra la sentencia definitiva, las cuestiones de competencia, 

integración de litis e intervención de terceros, se interpondrá y fundará en el plazo de diez (10) días, 

tendrá efecto suspensivo y trámite inmediato. 

Cuando se trate de la aplicación de sanciones, la sola interposición del recurso tendrá efecto suspensivo y 

trámite diferido. 

En caso de resoluciones dictadas en audiencias, el recurso deberá interponerse en el mismo acto y se 

fundará conjuntamente con la fundamentación del recurso de apelación definitiva. 

Si se tratare de decisorios dictados con posterioridad a la sentencia definitiva empero con anterioridad a la 

etapa de ejecución, el recurso se interpondrá y fundará dentro de los cinco (5) días de notificado, se dará 

traslado a la parte contraria por idéntico plazo y se elevarán los autos al Superior de manera inmediata. 

No suspenderá el curso del proceso y, a tal efecto, deberá formarse incidente. 

Cuando el recurso de apelación hubiese sido interpuesto en subsidio del recurso revocatoria, no se 

admitirá ningún escrito para fundar la apelación. 

En el proceso de ejecución los decisorios no serán apelables. 

ARTÍCULO 73: El escrito de expresión de agravios deberá tener la crítica concreta y razonada de la parte 

de la resolución que el apelante considere errónea para lo cual no bastará remitirse a presentaciones 

anteriores. 

Si los agravios no se expresaren en los términos y condiciones determinados, se rechazará el recurso de 

apelación, sin más trámite. 

De la expresión de agravios se dará traslado a la contraparte por cinco (5) días. 

ARTÍCULO 74: La apelación con trámite diferido no impedirá el cumplimiento de la resolución apelada. 

APELACIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES O MEDIDAS AUTOSATISFACTIVAS 

ARTÍCULO 75: El recurso de apelación contra medidas cautelares o autosatisfactivas se deberá 

interponer y fundamentar dentro de los cinco (5) días de notificada la providencia. 

Tendrá efecto no suspensivo y con trámite inmediato por vía de incidente. 

Los agravios y demás copias de las piezas que las partes y el Juez estimen necesarias para la 

formalización del incidente serán obtenidas por Secretaría y, una vez conformado, se remitirá a la 

Cámara. 

RECURSO DE QUEJA 

ARTÍCULO 76: Si el Juez de primera instancia denegase la apelación contra: sentencia definitiva, 

medidas cautelares, medidas autosatisfactivas, resoluciones que hacen a la traba de la litis, sanciones, 

excepciones previas y decisorios sobre desalojos, la parte agraviada podrá interponer recurso de queja, el 

cual se presentará ante la Cámara, dentro de los cinco (5) días de notificado de la denegatoria, 

debidamente fundado. 

Junto al recurso de queja deberá acompañarse copia simple de la resolución recurrida y de los recaudos 

necesarios a criterio de la parte recurrente, suscriptas por su asistencia letrada, pues el recurso deberá 

bastarse por sí mismo. 



Presentada la queja en forma, la Cámara decidirá, sin sustanciación alguna, si el recurso ha sido bien o 

mal denegado. En este último supuesto mandará a tramitar el recurso. 

Hasta tanto la Cámara no conceda la apelación, el curso del proceso no se suspenderá. 

Cuando se denegasen recursos con trámite diferido, la parte agraviada podrá interponer recurso de queja 

por ante el mismo Juzgado donde tramita la causa. Bastará la mera manifestación dentro de los cinco (5) 

días de notificado y se fundará en la oportunidad prevista en el párrafo segundo de este artículo. 

OFRECIMIENTO DE PRUEBA Y HECHOS NUEVOS 

ARTÍCULO 77: En oportunidad de fundar los recursos con trámite diferido las partes además podrán: 

1)     Indicar las medidas probatorias denegadas o que no se hayan podido producir antes de la sentencia, 

brindando fundamento respecto del interés que tuviere en practicarlas. 

2)     Plantear los hechos nuevos ocurridos después del plazo que fija el artículo 52, primer párrafo hasta 

el momento de la sentencia. 

Estas cuestiones serán sustanciadas junto con el recurso. 

RECEPCIÓN DE PRUEBA POR LA CÁMARA 

ARTÍCULO 78: Cuando la Cámara haga lugar a la apelación contra sentencias o resoluciones 

denegatorias de medidas de prueba, dispondrá lo pertinente para que sean producidas ante ella. 

También podrá disponer las medidas de prueba que considere útiles o necesarias para la averiguación de 

la verdad sobre los hechos controvertidos, respetando los principios de congruencia y defensa en juicio. 

En ambos supuestos las partes, los testigos y los peritos, en su caso, serán interrogados libremente por 

los jueces, sin perjuicio de las preguntas que pudieran proponer las partes; debiendo observarse las 

prescripciones del artículo 56. 

ALEGATO ANTE LA CÁMARA 

ARTÍCULO 79: Las partes podrán alegar sobre el mérito de las pruebas luego de recibida la prueba oral, 

en el mismo acto. Si quedara prueba pendiente de producción agregada la misma se correrá traslado a 

las partes por cinco (5) días para que aleguen por escrito. 

PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INSTANCIA 

ARTÍCULO 80: Recibidas las actuaciones en la Cámara, ésta se expedirá sobre los medios de prueba 

denegados en la instancia anterior y sobre hechos nuevos en los términos del artículo 77 inciso 2 si fue 

planteado. 

Firme el auto que deniegue la producción de prueba o una vez vencido el plazo establecido en el artículo 

79, en caso de corresponder, dictará sentencia sin más trámite. 

Las providencias simples serán dictadas por cualquier integrante de la Cámara que decidirá los recursos 

de revocatoria contra estas decisiones. 

Las sentencias de la Cámara se dictarán por mayoría de votos, previo sorteo entre los integrantes de la 

Sala del orden de votación en el expediente, y en ella se examinarán las cuestiones de hecho y 

dederecho sometidas a la decisión del Juez de primera instancia que hubiesen sido materia de agravio. 

Cada miembro fundará su voto o adherirá al de otro, siendo imprescindible los votos de la totalidad de los 

miembros de la Sala bajo pena de nulidad. 

Las sentencias serán registradas y se publicarán en la página oficial de red informática de la Suprema 

Corte de Justicia, conforme reglamentación que a tal efecto se expedirá y en un todo de acuerdo con lo 

referido en el artículo 58. 

ARTÍCULO 81: La Cámara no podrá fallar sobre capítulos que se haya omitido proponer a la decisión del 

Juez de primera instancia; sin embargo deberá decidir sobre aquellos hechos que no hayan sido tratados 

por la sentencia de primera instancia aunque no se haya pedido aclaratoria, en tanto haya sido motivo de 

apelación. 



Decidirá asimismo, sin necesidad de petición de parte, las demás cuestiones planteadas que hayan 

perdido virtualidad por el modo de decidirse en primera instancia y que quepa tratar por el modo en que 

se resuelve en Cámara. 

Cuando la resolución de primera instancia fuera revocada o modificada, la Cámara adecuará las costas y 

el monto de los honorarios al contenido de su pronunciamiento, aun cuando ello no hubiera sido materia 

de apelación. 

RECURSOS EXTRAORDINARIOS 

ARTÍCULO 82: Contra las sentencias definitivas dictadas por las Cámaras de Apelación sólo podrán 

interponerse los recursos extraordinarios previstos en la Constitución de la Provincia. El de inaplicabilidad 

de ley será concedido únicamente cuando el valor de lo cuestionado ante la instancia extraordinaria 

exceda, respecto de cada actor, una suma equivalente a quinientos (500) jus. 

Si el fallo recurrido contrariara la doctrina de la Suprema Corte de Justicia a la fecha en que se dictó 

aquél, el recurso se concederá sin tener en cuenta el valor de lo cuestionado ante la instancia 

extraordinaria. 

La limitación en razón del valor tampoco regirá cuando la sentencia condene al desalojo de la vivienda del 

trabajador; se pronuncie acerca de cuestiones de valor indeterminado o no susceptibles de apreciación 

pecuniaria y en los casos de Litis consorcio cuando, siendo formalmente procedentes los recursos 

interpuestos por uno, al menos, de los actores o demandados versen sobre similares puntos litigiosos. 

DEPÓSITO PREVIO 

ARTÍCULO 83: En el caso de sentencia condenatoria los recursos extraordinarios se con-cederán 

únicamente previo depósito del capital, intereses y costas con la sola excepción de los honorarios de los 

profesionales que representan o patrocinan a la parte recurrente. 

El depósito no será exigible en los casos de quiebra o concurso civil del demandado declarados 

judicialmente. 

La Cámara podrá autorizar, a pedido de parte, que se sustituya la cantidad en dinero que correspondiere 

depositar, por su equivalente en títulos o valores de la Nación o de la Provincia que quedarán en depósito 

en el Banco de la Provincia de Buenos Aires a la orden del Presidente de la Cámara, a las resultas del 

juicio. 

APELACIÓN DE RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

ARTÍCULO 84: Cuando se trate de resoluciones de la autoridad administrativa del trabajo nacional o 

provincial, el procedimiento por ante los Juzgados o las Cámaras de Apelación del Trabajo, con arreglo a 

lo previsto en la presente ley, se ajustará a las siguientes reglas: 

a)      Apelada la resolución administrativa, se remitirán las actuaciones al Juzgado o a la Cámara en 

turno, según corresponda. 

b)     Dentro de los diez (10) días de recibidos los antecedentes, el Juez dictará la providencia de “autos”, 

que será notificada a los interesados y a la autoridad administrativa del trabajo. Dentro del plazo de tres 

(3) días, las partes podrán presentar un memorial relativo al recurso interpuesto. 

c)      El Juez deberá fallar dentro de los quince (15) días de vencido el término contemplado en el inciso 

b) in fine. 

CAPÍTULO VIII 

DISPOSICIONES ESPECIALES 

REGISTRO DIGITAL DE AUDIENCIAS 

ARTÍCULO 85. Los Juzgados llevarán un Registro Digital de Audiencias, conforme las instrucciones 

dadas por la Suprema Corte de Justicia, en el que se consignarán las designadas, cualquiera sea su 



índole, las suspendidas total o parcialmente y sus motivos, por orden cronológico y con indicación de 

objeto, fecha y hora. 

MULTAS Y GASTOS. DESTINO. EJECUCIÓN 

ARTÍCULO 86: Los importes fijados por la prestación de servicios de los peritos oficiales, técnicos 

forenses o de la administración pública, y los correspondientes a los gastos a que se refiere el artículo 26 

ingresarán a una cuenta bancada especial. El destino de esos fondos será determinado por la Suprema 

Corte de Justicia. 

JUICIOS EN TRÁMITE 

ARTÍCULO 87: Desde la puesta en funcionamiento de los Juzgados del Trabajo el procedimiento aquí 

previsto se aplicará a todos los procesos en trámite, excepto aquellos en los cuales ya se haya celebrado 

la audiencia de vista de causa. 

Los procesos que se encuentren en la etapa de ejecución también se distribuirán entre los Juzgados del 

Trabajo previstos en la presente Ley. 

ARTÍCULO 88: Derógase la Ley N° 11653 y sus modificatorias. 

NORMAS DE APLICACIÓN SUPLETORIA 

ARTÍCULO 89: Las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires se 

aplicarán supletoriamente en cuanto no se opongan a la presente ley y a los principios generales del 

derecho del trabajo. 

CAPÍTULO IX 

ORGANIZACIÓN DE LA JUSTICIA DEL TRABAJO 

ARTÍCULO 90: Disuélvanse todos los Tribunales del Trabajo actualmente existentes en la provincia de 

Buenos Aires, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente a efectos de su transformación en 

Juzgados del Trabajo. 

ARTÍCULO 91: Créanse los siguientes Juzgados del Trabajo: 

1)     Diez (10) en el Departamento Judicial Avellaneda - Lanús: cinco (5) con asiento en la ciudad de 

Avellaneda, y cinco (5) con asiento en la ciudad de Lanús. Los de la ciudad de Avellaneda tendrán 

competencia territorial en el partido del mismo nombre. Los de la ciudad de Lanús tendrán competencia 

territorial en el partido del mismo nombre. Ello, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de la ley 

14901. 

2)     Seis (6) en el Departamento Judicial Azul: Dos (2) con asiento en la ciudad de Azul, dos (2) con 

asiento en la ciudad de Tandil, y dos (2) con asiento en la ciudad de Olavarría. Tendrán la siguiente 

competencia territorial: Los de la ciudad de Azul sobre los partidos de Azul, Benito Juárez, Las 

Flores, Rauch, General Alvear y Tapalqué; el de la ciudad de Olavarría sobre los partidos de Bolívar, 

General La Madrid, Laprida y Olavarría; el de la ciudad de Tandil sobre el partido del mismo nombre. 

3)     Ocho (8) en el Departamento Judicial Bahía Blanca: Seis (6) con asiento en la ciudad de Bahía 

Blanca, y dos (2) con asiento en la ciudad de Tres Arroyos. Tendrán la siguiente competencia territorial: 

Los de la ciudad de Bahía Blanca sobre los partidos de Bahía Blanca, Coronel de Marina Leonardo 

Rosales. Coronel Dorrego, Coronel Pringles, Coronel Suárez, Monte Hermoso, Patagones, Puán, 

Saavedra, Tornquist y Villarino; el de la ciudad de Tres Arroyos sobre los partidos de Adolfo Gonzales 

Chaves y Tres Arroyos. 

4)     Cuatro (4) en el Departamento Judicial Dolores, con asiento en la ciudad homónima. Tendrán 

competencia territorial sobre los partidos de Ayacucho. Castelli, Chascomús, Dolores, General Belgrano, 

General Guido, Maipú, Pila, Tordillo, Lezama, Pinamar, Villa Gessell, General Madariaga, General Lavalle 

y Municipio de La Costa. 



5)     Cinco (5) en el Departamento Judicial Junín: tres (3) con asiento en la ciudad de Junín, y dos (2) con 

asiento en la ciudad de Chacabuco. Tendrán la siguiente competencia territorial: Los de la ciudad de 

Junín sobre los partidos de Florentino Ameghino, General Arenales, General Pinto, General Viamonte, 

Junín, Leandro N. Alem, y Lincoln; los de la ciudad de Chacabuco en el partido del mismo nombre, y en el 

partido de Rojas. 

6)     Nueve (9) en el Departamento Judicial La Matanza y con asiento en la ciudad de San Justo. Tendrán 

competencia territorial sobre el partido de la Matanza. 

7)     Quince (15) en el Departamento Judicial La Plata, con asiento en la ciudad homónima. Ejercerán 

competencia territorial sobre los partidos de Berisso, Cañuelas, Coronel Brandsen, Ensenada, General 

Paz, La Plata, Lobos, Magdalena, Punta Indio, Monte, Roque Pérez, Saladillo, San Vicente y Presidente 

Perón. 

8)     Quince (15) en el Departamento Judicial Lomas de Zamora, con asiento en la ciudad homónima. 

Ejercerán competencia territorial sobre los partidos de Almirante Brown, Esteban Echeverría, Lomas de 

Zamora y Ezeiza. 

9)     Once (11) en el Departamento Judicial Mar del Plata, con asiento en la ciudad homónima. Ejercerán 

competencia territorial sobre los partidos de Balcarce, General Alvarado, General Pueyrredón y Mar 

Chiquita. 

10) Cinco (5) en el Departamento Judicial Mercedes: tres (3) con asiento en la ciudad de Mercedes, y dos 

(2) con asiento en la ciudad de Bragado. Ejercerán la siguiente competencia territorial: El de la ciudad de 

Bragado sobre los partidos de Alberti, Bragado, Nueve de Julio y Veinticinco de Mayo; el de la ciudad de 

Mercedes sobre los partidos de Mercedes, Carmen de Areco, Chivilcoy, General Las Heras, Lujan, 

Marcos Paz, Navarro, San Andrés de Giles, Suipacha, Salto y San Antonio de Areco. 

11) Tres (3) en el Departamento Judicial Moreno - General Rodríguez, con asiento en la ciudad de 

Moreno. Ejercerá competencia territorial sobre los partidos de Moreno y General Rodríguez. 

12) Diez (10) en el Departamento Judicial Morón, con asiento en la ciudad homónima. Ejercerán 

competencia territorial sobre los partidos de Hurlingham, Ituzaingó, Merlo y Morón. 

13) Dos (2) en el Departamento Necochea, con asiento en la ciudad homónima. Ejercerán competencia 

territorial sobre los partidos de Lobería, Necochea y San Cayetano. 

14) Tres (3) en el Departamento Pergamino, con asiento en la ciudad homónima. Ejercerán competencia 

territorial sobre los partidos de Colón y Pergamino. 

15) Catorce (14) en el Departamento Judicial Quilmes: Once (11) con asiento en la ciudad de Quilmes, y 

tres (3) con asiento en la ciudad de Florencio Varela. Todos ellos ejercerán competencia territorial sobre 

los partidos de Berazategui, Florencio Varela y Quilmes. 

16) Veintiuno (21) en el Departamento Judicial San Isidro: dieciocho (18) con asiento en la ciudad de San 

Isidro, y tres (3) con asiento en la ciudad de Pilar. Ejercerán la siguiente competencia territorial: Los de la 

ciudad de San Isidro sobre los partidos de San Fernando, San Isidro, Vicente López y Tigre; el de la 

ciudad del Pilar sobre el partido del mismo nombre. 

17) Quince (15) en el Departamento Judicial General San Martín: Diez (10) con asiento en la ciudad de 

General San Martín, y cinco (5) con asiento en la ciudad de San Miguel. Tendrán la siguiente competencia 

territorial: Los de la ciudad de General San Martín sobre los partidos de General San Martín y Tres de 

Febrero; los de la ciudad de San Miguel sobre los partidos de San Miguel, José C Paz y Malvinas 

Argentinas. 

18) Seis (6) en el Departamento Judicial San Nicolás de los Arroyos, con asiento en la ciudad del mismo 

nombre. Ejercerán competencia territorial sobre los partidos de Arrecifes, Baradero, Capitán Sarmiento, 

Ramallo, San Nicolás de los Arroyos y San Pedro. 



19) Dos (2) en el Departamento Judicial Trenque Lauquen, con asiento en la ciudad del mismo nombre. 

Ejercerán competencia territorial sobre los partidos de Adolfo AIsina. Carlos Casares, Carlos 

Tejedor, Daireaux, General Villegas Guaminí, Hipólito Yrigoyen. Pehuajó, Pellegrini, 

Rivadavia. Salliquelló, Trenque Lauquen y Tres Lomas. 

20) Nueve (9) en el Departamento Judicial Zárate - Campana: tres (3) con asiento en la ciudad de Zárate, 

tres (3) con asiento en la ciudad de Campana, y tres (3) con asiento en la ciudad de Escobar. Los 

situados en las ciudades de Zárate y Campana tendrán competencia territorial sobre los partidos del 

mismo nombre y sobre el partido de Exaltación de la Cruz. Los situados en la ciudad de Escobar tendrán 

competencia sobre el partido homónimo. 

ARTÍCULO 92: Créanse las siguientes Cámaras de Apelación del Trabajo: 

1. En el Departamento Judicial Azul, que tendrá también competencia sobre el Departamento Judicial 

Trenque Lauquen, integrada por una (1) Sala. 

2. En el Departamento Judicial Bahía Blanca, integrada por una (1) Sala. 

3. En el Departamento Judicial Dolores, integrada por una (1) Sala. 

4. En el Departamento Judicial Junín, que tendrá también competencia sobre el Departamento Judicial 

Pergamino, integrada por una (1) Sala. 

5. En el Departamento Judicial La Matanza, integrada por dos (2) Salas. 

6. En el Departamento Judicial La Plata, integrada por tres (3) Salas. 

7. En el Departamento Judicial Lomas de Zamora, integrada por dos (2) Salas. 

8. En el Departamento Judicial Avellaneda - Lanús, integrada por una (1) Sala. 

9. En el Departamento Judicial Mar del Plata, que tendrá también competencia sobre el Departamento 

Judicial Necochea, integrada por dos (2) Salas. 

10. En el Departamento Judicial Mercedes, integrada por una (1) Sala. 

11. En el Departamento Judicial Moreno - General Rodríguez, integrada por una (1) Sala. 

12. En el Departamento Judicial Morón, integrada por dos (2) Salas. 

13. En el Departamento Judicial Quilmes, integrada por dos (2) Salas. 

14. En el Departamento Judicial San Isidro, integrada por tres (3) Salas. 

15. En el Departamento Judicial San Martín, integrada por dos (2) Salas. 

16. En el Departamento Judicial San Nicolás de los Arroyos, integrada por una (1) Sala. 

17. En el Departamento Judicial Zarate-Campana, integrada por dos (2) Salas. 

ARTÍCULO 93: En los Departamentos Judiciales donde existan Cámaras de Apelación del Trabajo 

integradas por una única Sala, la misma estará conformada por tres jueces. En caso de desintegración, la 

vacante será cubierta por un integrante de la Cámara de Apelación del Trabajo más próxima en distancia, 

conforme procedimiento que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. 

Cuando exista más de una Sala de Apelaciones del Trabajo por Departamento Judicial, cada una de ellas 

estará conformada por dos jueces. En este último supuesto, de presentarse disidencia, el tercer voto será 

emitido por el Juez que resulte sorteado entre los pertenecientes a las restantes Salas de Apelaciones del 

Trabajo. 

ARTÍCULO 94: El Poder Ejecutivo se encontrará facultado a reasignar por decreto, a propuesta de la 

Suprema Corte de Justicia, a los actuales magistrados de los Tribunales de Trabajo en los Juzgados del 

Trabajo creados por la presente y en los que continúen en funcionamiento, en el marco de lo dispuesto 

por los artículos 91, 92, 98 100 y 102 de la presente Ley. 

ARTÍCULO 95: Modifícanse los artículos 1 incisos 3 y 4, y artículos 25 y 125 de la Ley 5827 (T.O. según 

Decreto-Ley 3702/92 y sus modificatorias) en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 1°... 



3. Las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial, de Garantías en lo Penal, en lo Contencioso 

Administrativo y en el Trabajo. 

4. Los Jueces de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, de Familia, en lo Contencioso Administrativo, 

de Garantías, de Garantías del Joven, de Responsabilidad Penal Juvenil, en lo Correccional, de Ejecución 

en lo Penal, de Ejecución Tributaria y de Primera Instancia del Trabajo.” 

“ARTÍCULO 25: Donde exista más de un Juzgado del Trabajo, el turno para la recepción de las causas 

será fijado anualmente por la Suprema Corte de Justicia”. 

“ARTÍCULO 125: Cuando intervinieren en causas laborales, los componentes de la Dirección General de 

Asesoría Pericial del Poder Judicial no podrán reclamar honorarios. 

Los emolumentos y gastos que se devenguen por su actuación ante o los Juzgados del Trabajo, deberán 

ser depositados por las partes obligadas en la cuenta especial que determine la reglamentación de la 

Suprema Corte, la que, asimismo fijará su destino. No se podrá dar por terminado ningún juicio, disponer 

su archivo, aprobar o mandar cumplir transacciones, hacer efectivos los desistimientos, dar por cumplidas 

las sentencias, ordenar trámites de entrega, adjudicación o transferencia de bienes de cualquier clase que 

fueren sin antes haberse depositado los importes efectivos. 

En ningún supuesto los integrantes de la Dirección General de Asesoría Pericial del Poder Judicial podrán 

intervenir como peritos a propuesta de parte en causas que se substancien ante cualquier fuero en el 

ámbito provincial ni inscribirse en las listas de profesionales auxiliares de la justicia para nombramientos 

de oficios.” 

ARTÍCULO 96: Los artículos 24, 26 y el Capítulo VI de la Ley 5827 mantendrán su vigencia con relación a 

los Tribunales de Trabajo que no hayan sido reemplazados por Juzgados de Trabajo. 

CAPÍTULO X 

SECRETARÍAS DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA DEL TRABAJO 

ARTÍCULO 97: Las funciones administrativas y los trámites necesarios para optimizar la actividad de los 

jueces estarán a cargo de las Secretarías de Gestión Administrativa del Trabajo, las que deberán 

garantizar estándares de calidad en la gestión y eficiencia en el servicio judicial. 

Las Secretarías de Gestión Administrativa del Trabajo tendrán a su cargo las tareas que se detallan a 

continuación, sin perjuicio de otras funciones que disponga la Suprema Corte de Justicia: 

1)     Asistir a los Jueces del Trabajo en las tareas administrativas. 

2)     Recibir, distribuir y registrar las causas que se presenten para su tramitación ante los Juzgados del 

Trabajo. 

3)     Atender a las partes y brindar información a las personas que legítimamente la requieran. 

4)     Administrar el calendario de audiencias de los jueces, en coordinación con las agendas de los 

magistrados y abogados de las partes, y cumplir con todas las tareas administrativas tendientes a su 

realización. 

5)     Administrar y coordinar el uso de las salas de audiencias, adoptando los recaudos para su normal 

funcionamiento, y el de su equipamiento. 

6)     Apoyar materialmente a los jueces y a las partes durante el desarrollo de las audiencias. 

7)     Establecer mecanismos para reprogramar audiencias suspendidas, respetando los plazos previstos 

para cada etapa del proceso. 

8)     Registrar audiencias, resoluciones y sentencias. 

9)     Recibir la documentación que acompañe cualquiera de las partes, y remitir copia a las demás, 

cuando ello corresponda. 

10) Elaborar estadísticas e informes. 



Las Secretarías de Gestión Administrativa del Trabajo se conformarán a razón de una secretaria cada dos 

o tres Jueces del Trabajo, según surja de las transformaciones y/o disoluciones de los Tribunales del 

Trabajo previstas en esta Ley. Estarán integradas con el personal actualmente asignado a las secretarías 

de los Tribunales del Trabajo, y quedarán a cargo de los Secretarios de dichos Tribunales. 

CAPÍTULO XI 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

ARTÍCULO 98: Los magistrados actualmente titulares de los Tribunales del Trabajo disueltos por el 

artículo 90, permanecerán en funciones y atendiendo las causas que tramitan en sus respectivos 

tribunales, hasta asumir como Jueces del Trabajo en el órgano cuyo número la Suprema Corte de Justicia 

determinará, lo cual sólo se efectivizará sí de manera previa se ha puesto en funcionamiento la Cámara 

de Apelación del Trabajo al cual aquellos pertenecen de conformidad con lo establecido en el artículo 92. 

ARTÍCULO 99: En aquellas jurisdicciones en las cuales el número de Juzgados del Trabajo previstos en 

el artículo 91 sea inferior al que resulte de la nuda transformación de los Tribunales del Trabajo existentes 

en tres Juzgados del Trabajo, funcionará transitoriamente esta última cantidad de Juzgados en cada 

jurisdicción. Cuando se produzcan vacantes de magistrados, la Suprema Corte de Justicia quedará 

habilitada proceder a la disolución de estos órganos, hasta alcanzar el número previsto en el artículo 91. 

El personal existente en los Tribunales del Trabajo que se disuelvan podrá ser distribuido por la Suprema 

Corte de Justicia entre las respectivas Cámaras de Apelación Trabajo del correspondiente Departamento 

Judicial. 

ARTÍCULO 100: Las causas pendientes de resolución relativas al fuero del trabajo serán distribuidas por 

la Suprema Corte de Justicia entre los nuevos Juzgados del Trabajo, continuando su trámite según la 

regla prevista en el artículo 87. 

ARTÍCULO 101: La Suprema Corte de Justicia y el Ministerio de Justicia elaborarán de manera conjunta 

un plan para la gradual conformación de las Cámaras de Apelación del Trabajo y la transformación de los 

Tribunales de Trabajo a Juzgados del Trabajo, debiéndose cumplimentar dicho proceso en un plazo 

máximo de cinco (5) años contados desde la entrada en vigencia de la presente Ley. 

Para la puesta en funcionamiento gradual de las Cámaras de Apelación del Trabajo y de los Juzgados del 

Trabajo, según las reglas definidas en la presente ley, se deberá tener en consideración la opinión que 

brinde al respecto la Comisión de Mapa Judicial. 

Los llamados a concurso para cubrir los cargos permanentes de las Cámaras de Apelación del Trabajo 

serán definidos según el plan gradual de implementación mencionado en los párrafos precedentes. 

ARTÍCULO 102: En las acciones con fundamento en las disposiciones de la Ley 24.557 y 

complementarias o las que en el futuro las reemplacen, intervendrán las Asesorías Periciales 

Departamentales dependientes de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. Hasta 

tanto no se encuentren operativas, los peritos médicos intervinientes serán designados de acuerdo a lo 

establecido en el primer párrafo del artículo 44. 

ARTÍCULO 103: Desde la sanción de la presente ley y hasta tanto se pongan en funcionamiento los 

Juzgados y Cámaras de Apelación del Trabajo previstos en la presente, la revisión establecida en el 

artículo 2 para las resoluciones dictadas por las Comisiones médicas jurisdiccionales así como el recurso 

de apelación establecido para las resoluciones dictadas por la Comisión Médica Central deberán 

interponerse ante los actuales Tribunales del Trabajo que resulten competentes. 

CAPÍTULO XII 

VIGENCIA 

ARTÍCULO 104: La presente Ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes de febrero de 2020. 

ARTÍCULO 105: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 



Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos Aires, en la ciudad de 

La Plata, a los veinticinco días del mes de octubre de dos mil dieciocho. 

 


